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Capítulo I

Derecho Administrativo

Contienda negativa de competencia

Procesos de conocimiento. Servicio de agua corriente. Tarifa de servicios públicos. Derecho público. Concesión comercial. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 

A los fines de resolver cuestiones de competencia, se ha de tener en cuenta en primer lugar la exposición de los hechos que el actor hace en su demanda y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, el derecho que invoca como fundamento de su pretensión.

No se discute una cuestión puramente comercial entre Aguas Argentinas S.A. y el usuario, sino directamente la inteligencia que corresponde acordar a las normas de derecho público que regulan los términos del contrato de concesión celebrado entre el Estado y dicha empresa y sus efectos sobre los terceros usuarios del servicio. 

Pese a que no media actuación del Ente Regulador respectivo, circunstancia que determinaría de por sí la competencia del fuero en lo contencioso administrativo federal, de todas maneras, el tema de fondo excede el marco de aplicación del derecho privado y, consecuentemente, la competencia atribuida al fuero nacional en lo civil, circunstancia que autoriza a encuadrar la acción entre las causas contencioso administrativas aludidas por el art. 45, inc. a) de la ley 13.998.



Etchebarne de Ferrari, Estela y otro c/ Aguas Argentinas S.A. s/ Proceso de conocimiento

COMP. 990, XXXII, 27 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Recurso extraordinario

Juicios contra el Estado. Repetición de impuestos. Confirmación de sentencia. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa L. 62, L. XXXI, “La Bellaca S.A.A.C.I.F. y M. c/ Estado Nacional – DGI s/ Repetición DGI”.

Nobleza Piccardo c/ DGI (Estado Nacional) s/ Repetición DGI

N. 82, XXVIII, 05 de julio de 1996

Ver dictamen

Ejecución fiscal. Tasas portuarias. Excepciones procesales. Falta de legitimación para obrar. Inhabilidad de título. 

El tratamiento de las excepciones de inhabilidad de título remite al análisis de cuestiones de hecho y prueba ajenas a la materia.

La Corte tiene dicho que la carencia de legitimación se configura cuando alguna de las partes no es titular de la relación jurídica sustancial en que se sustenta la pretensión, con prescindencia de que ésta tenga o no fundamento.

El cobro de las facturas en concepto de derechos, tasas e impuestos generados por la utilización, por parte de barcos del Estado Nacional de puertos que -luego de serIes transferidos del ámbito nacional- actualmente administra y explota la Provincia de Buenos Aires, de tal forma que no se advierte quién, sino ésta, podría estar legitimada para cobrarlos. 

Mediante la denominada excepción de falta de legitimación, fundada en que la Administración General de Puertos no le cobró tales cargos mientras estuvieron bajo su jurisdicción y, por ende, que no pudo transferir a la Provincia de Buenos Aires mayores derechos que los que tenía, la ejecutada pretende cuestionar, en realidad, el fundamento de la pretensión y, por ende, la causa de la obligación, lo que le está vedado -en principio- en los juicios de ejecución fiscal, debido a su limitado ámbito cognoscitivo.

En este tipo de juicios la Corte ha admitido defensas sustentadas en la inexistencia de la deuda, con sujeción a que ella resulte manifiesta, sin necesidad de adentrarse en mayores demostraciones, lo que no se configura en autos, pues la demandada reconoce la existencia de la Resolución N° 1214/95 del Director Actividades Portuarias, en cuya virtud autorizó al Comando de Transportes Navales a abonar el 50% de la Tarifa que, por Uso de Puerto, debe hacer efectiva en ocasión de desarrollar su actividad comercial.

Ello resulta indicativo de una transacción que lleva a presumir que la deuda no es manifiestamente inexistente, condición ésta para admitir excepcionalmente el examen de la causa de la obligación ejecutada.

Buenos Aires, Provincia de c/ Estado Nacional - Armada Argentina comando de transportes navales s/ Ejecución fiscal

B. 1088, XXXI, 26 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Coparticipación de impuestos. Coparticipación federal. Acción declarativa de inconstitucionalidad. Inadmisibilidad del recurso. 

La cuestión sobre la admisibilidad formal del remedio federal deducido contra una resolución del Plenario de la Comisión Federal de Impuestos, con fundamento en lo previsto en el art. 12 in fine de la ley 23.548, ha sido resuelta negativamente por la Corte en la causa T. 21, L. XXII, "Transportes Automotores Chevallier S.A. c/ resolución N°21 del Plenario de la Comisión Federal de Impuestos". Los argumentos desarrollados para fundar la admisibilidad formal en el presente recurso no conmueven los fundamentos en que el Tribunal basó sus anteriores rechazos: el recurso extraordinario reclama que el "caso" o "causa" haya seguido el trámite de un juicio. "Este requerimiento expresado en los términos iniciales del art. 14 de la ley 48 se corresponde, precisamente, con el de la anterior intervención de un tribunal de justicia que exige la "jurisdicción por apelación" de la Corte Suprema.

Expresó el Tribunal que, "la circunstancia de que la naturaleza de las partes interesadas habilite, en los litigios entre ellas, la competencia de esta Corte, no es razón bastante para el otorgamiento del recurso extraordinario. No cabe, en efecto, prescindir del adecuado procedimiento para la expedición de un fallo final de esta Corte que obviamente supone debate contencioso, audiencia y prueba, con participación regular de los interesados en la cuestión a resolver. Ni, en todo caso, allana los requisitos legales del recurso, a, que esta Corte está sujeta en los términos del art. 101 de la Constitución Nacional. En consecuencia, corresponde declarar formalmente inadmisible el presente recurso extraordinario.

No obstante, la cuestión planteada, en tanto se suscita entre una Provincia, la Nación y las demás provincias cuyos representantes integran la Comisión Federal de Impuestos, y tiene naturaleza federal, corresponde a la competencia originaria de la Corte Suprema. 

La pretensión de la provincia recurrente procura tutela jurisdiccional ante lo que considera un ilegal desvío de los fondos de coparticipación federal retenidos a su jurisdicción con fundamento en el "Acuerdo suscripto entre el gobierno nacional y los gobiernos provinciales el día 12 de agosto de 1992" y en el "Pacto Federal para el Empleo, la Producción y el Crecimiento", suscripto por las mismas partes el 12 de agosto de 1993; planteando la inconstitucionalidad del sistema normativo resultante del decreto 2443/93 del Poder Ejecutivo Nacional y de la Resolución (R.G.I.) N° 44/94 del Plenario de Representantes de la Comisión Federal de Impuestos.

Y si bien es cierto que la Provincia ha escogido la vía del recurso extraordinario para sostener su pretensión, en la inteligencia de que se trata de la forma establecida en el art. 12 de la ley 23.548 para impugnar válidamente la decisión final de la Autoridad de Aplicación del sistema de coparticipación federal de impuestos, en el mismo escrito de interposición ha puesto de manifiesto que "desde el punto de vista conceptual, la presente constituye una demanda originaria radicada ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación". De tal manera, puede prescindirse válidamente del nomen juris utilizado por la Provincia para interponer su recurso y atender a la real sustancia de la solicitud mediante el ejercicio de la demanda declarativa de inconstitucionalidad que regula el art. 322 del Código Procesal.

Provincia de Río Negro: recurso extraordinario contra la Resolución N° 44/94 del Plenario de la Comisión Federal de Impuestos

P. 702, XXXI, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen



Capítulo II

Derecho Ambiental

Cuestiones de competencia

Desechos peligrosos. Competencia federal. 

No existe en autos un conflicto jurisdiccional correctamente planteado, toda vez que ello supone una contienda entre dos tribunales o jueces que no tengan un órgano superior común. 

Dado que el objeto de esta causa se refiere a la posible infracción a la ley 24.051, que resultaría como consecuencia de la presencia de residuos contaminantes en la atmosfera, el suelo y las aguas de la laguna, próximos a los establecimientos inspeccionados, en virtud de lo dispuesto por el artículo 58 de la citada ley, corresponde su conocimiento a la justicia federal.

Investigación P.S.I. a la Ley 24.051 c/ Sancor y Criaderos de Cerdos

COMP. 607, XXXI, 23 de mayo de 1996

Ver dictamen

 

 

 

 



Capítulo III

Derecho Civil y Comercial

Derecho Civil

Queja por dengación del recurso extraordinario

Filiación extramatrimonial. Sucesiones. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión de derecho común. Medios de prueba. Apreciación de la prueba. Reglas de la sana crítica. Admisibilidad del recurso

Más allá de la interpretación que cabe otorgar a las normas que según el criterio del juzgador es la aplicable al caso -el artículo 325 del Código Civil- lo cierto es que el apelante destacó e hizo un análisis pormenorizado de la sentencia de segunda instancia a los fines de demostrar que su decisión resultaba arbitraria y, consecuentemente, debía ser dejada sin efecto, frente a lo cual el a-quo, señaló como toda fundamentación que el órgano encargado de apreciar las cuestiones de hecho y prueba de la causa era el inferior, salvo que mediara arbitrariedad o absurdidad en sus conclusiones, pero no se expidió, en rigor, acerca de si correspondía o no calificar al decisorio que se impugnaba, con lo cual vino a producir una decisión carente de fundamentación, lo cual afecta su validez como acto jurisdiccional. 

Cabe poner de resalto, que tal carencia de fundamentación adquiere un peculiar significado en tanto la acción instaurada por la actora no tiene andamiento, según los dichos de la cámara de apelaciones, porque el accionante no acreditó suficientemente la posesión de estado, cuando, precisamente, conforme lo tienen aceptado la doctrina y la jurisprudencia, tal situación se apoya necesariamente en circunstancias de hecho tendientes a acreditar la existencia de los elementos de uso del nombre, trato público y consideración de ello por los terceros.

Partiendo de tal premisa, es relevante y decisivo en este tipo de procesos, atender a los hechos y las pruebas producidas, pues de ellos se desprenderán, con certeza y suficiente convicción, las circunstancias que configurarán la efectiva existencia del derecho que se reclama. 

Es decir que en este tipo de acciones los hechos y la prueba de los mismos constituyen el centro del proceso, adquiriendo particular importancia, por lo que obligan al juzgador a su análisis de un modo prolijo, detallado y concienzudo, a fin de permitirle afirmar con fundamento cierto la procedencia o no del reclamo, para lo cual, además, deberá atender y hacer jugar dos principios procesales esenciales, cuáles son el de adquisición de los medios probatorios y el de la sana crítica para su valoración.

Es notorio que ello no puede ser predicado, ni del fallo de la Corte que se remite en su decisión sólo a destacar, como todo comentario a las graves objeciones realizadas por el recurrente, que tal capacidad es propia de los jueces de la causa, ni del pronunciamiento del tribunal de segunda instancia, que luego de relatar de manera muy sucinta algunas de las pruebas producidas por la actora, se limitó a manifestar como comentario exclusivo de las mismas que eran ambiguas, así como a condicionar su importancia al requisito -impropio por la naturaleza de la relación- de que existieran constancias o registros en libros de los hechos que tendían a probar el trato que daba el presunto padre a las accionante según los testimonios aportados a la causa y a sostener dogmáticamente que los hechos comprobados no importaban una demostración clara de que existió un verdadero trato paternal para llevar a su ánimo el convencimiento de la posesión de estado, sin mencionar los elementos de juicio que lo autorizaban a dudar de las pruebas producidas y sin dar las razones que lo llevaban a tal conclusión.

R., H. c/ R. o M., T. H., s/ Filiación extramatrimonial y petición de herencia

R. 170, XXX, 16 de abril de 1996

Ver dictamen

 

Derecho Comercial

Cuestiones de competencia

Quiebra. Fuero de atracción. Procedimiento laboral. Acumulación de procesos. Verificación de créditos. Juez del concurso. Competencia provincial. 

Con la promulgación de la ley 24.522, se ha producido un cambio en las disposiciones referidas al fuero de atracción, en tanto el artículo 132, tercer párrafo, remite a lo dispuesto en el artículo 21 inciso 5º de la nueva ley en lo que se refiere a los juicios laborales, estableciendo de manera expresa que las acciones de tal naturaleza, deben radicarse ante el juzgado donde tramita al concurso, acumulándose al pedido de verificación de créditos. 

Al haber sido vetado el artículo 290 y, consecuentemente, carecer el texto legal que se promulgó de una disposición que regule la fecha de su entrada en vigencia y a cuáles situaciones se aplica, deviene imprescindible recurrir a lo dispuesto en los artículos 2º y 3º del Código Civil. 

Si bien la ley sancionada por el Congreso de la Nación, dicho tiempo estaba previsto, al ser vetada la norma que lo incluía, y producirse su promulgación parcial, se habilita la disposición del Código Civil para su aplicación en el caso particular, al tratarse de una situación jurídica existente al tiempo del dictado de la nueva ley, máxime por tratarse de una norma de carácter procesal que, como lo tiene reiteradamente dicho la Corte, resulta aplicable a las causas en trámite. 

Sin perjuicio de ello, la nueva ley 24.522, solo ha venido a alterar, en relación a la ley 19.551, la oportunidad de la remisión de la causa al juzgado de la quiebra, en tanto la norma del artículo 136 de la ley derogada, preveía que no se atraían juicios como el presente, cuando estuvieran en etapa de conocimiento y ello no sucede en el caso, de donde se desprende que ha recaído acuerdo transaccional que da fin al pleito.

Guillen, Alejandro c/ Estrella de Mar y otros s/ Laboral

COMP. 110, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Queja por denegación del recurso extraordinario

Declaración de quiebra. Liquidación judicial. Revocación de sentencia. Nulidad de sentencia. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 

La doctrina de la arbitrariedad sólo admite la apertura del recurso extraordinario en aquellos supuestos de esta índole cuando el fallo careciera de los requisitos mínimos que lo habiliten como acto jurisdiccional válido. 

El representante legal de la entidad aseguradora se hizo de una copia del auto de liquidación forzosa al tiempo de tomar vista de las actuaciones administrativas, por la cual se le revocaba la autorización para funcionar con fundamento en tal decisión judicial y tanto el conocimiento de la decisión administrativa que hacía alusión al fallo del tribunal de comercio, como el retiro de las copias, tiene la virtualidad de asegurar el cumplimiento de la exigencia legal, que hace comenzar a correr el plazo para la impugnación de la decisión judicial. 

En razón de ello, los fundamentos del dictamen del Fiscal, que hizo suyos el tribunal apelado, resultan una razonable interpretación de la norma legal invocada y configuran el fundamento mínimo exigible a la decisión del sentenciador, que impiden admitir la tacha de arbitrariedad que se invoca.

El Acuerdo Compañía Argentina de Seguros S.A. s/ Quiebra pedida por Las Espigas S.A.

E. 81, XXVIII, 10 de julio de 1996

Ver dictamen

Recurso extraordinario

Cuestión federal. Revocación de la autorización para funcionar. Liquidación de entidades financieras. Disolución de entidades financieras. Cesación de pagos. Pedido de quiebra. Banco Central de la República Argentina. Policía bancaria y financiera. Defensa en juicio. Procedencia de recurso. Confirmación de sentencia. 

Existe cuestión federal bastante, que habilita abrir la instancia excepcional del art. 14, ley 48, cuando, más allá de que en su generalidad los agravios planteados llevan a considerar cuestiones de hecho, así como a interpretar normas de derecho común y procesal, la recurrente fundamenta en lo sustancial su reclamo en la inteligencia que otorga a una disposición de naturaleza federal, cual es el entonces art. 49 de la ley 21.526, reglamentaria de las facultades del Banco Central de la República Argentina, las cuales se ponen en tela de juicio. 

De los arts. 49 y 50 de la ley 21.526 no puede inferirse que legislador hubiera establecido que la causal de declaración de quiebra, sea sólo la puesta en liquidación de la entidad bancaria, sino más bien que el estado de cesación de pagos que hace procedente la quiebra requiere la intervención previa del Banco Central, para que éste asuma las facultades otorgadas por la ley que le permiten decretar su liquidación o adoptar otras medidas que, a su criterio discrecional, resulten conducentes al debido funcionamiento del ente bancario y a la verificación de las causales que pudieran habilitar la petición de quiebra.

Tal entendimiento no resulta sólo de la norma citada, sino de la confrontación con otras disposiciones de la ley 21.526 que esclarecen el concepto, tal los arts. 44 y 45.

Resulta claro que la situación de falencia, consecuencia natural del estado de cesación de pagos, es uno de los presupuestos de la determinación de su liquidación, a los fines de operar los procedimientos especiales previstos por la ley de entidades financieras, tales como quién deberá actuar en calidad de liquidador y los pasos de la liquidación, pero no, en sentido inverso, en tanto la liquidación no presupone de modo necesario la declaración de quiebra, y que ésta sólo será a pedido del Banco Central, si al tiempo de la liquidación o posteriormente concurrieran los presupuestos de la ley común, todo lo cual resulta coherente con la disposición del art. 48, que autorizaba la liquidación extrajudicial de la entidad en dificultades.

La decisión administrativa por la que se dispuso esa liquidación sometida a revisión judicial, no resulta obstáculo para pedir el decreto de falencia, ni el supuesto de su revocación autorizaría a dejar sin efecto tal proveído por cuanto la causal podía ser diversa a la tenida en cuenta para su liquidación.

Es doctrina de la Corte que, en tanto concurra el presupuesto objetivo de la configuración del estado de cesación de pagos -que el juez del concurso debe verificar- la quiebra debe ser pedida y decretada, con prescindencia de la suerte que pudiera correr la resolución administrativa, en tanto la causal invalidante de esta última no obste a la subsistencia de aquel.

Entrar en el análisis de las causales y modo del endeudamiento con el Banco Central, que acreditarían el presupuesto de la existencia de la cesación de pagos, más allá de importar un claro reconocimiento de que existía tal endeudamiento, supone intentar una discusión que tanto la doctrina como la jurisprudencia han entendido como impropia en el juicio de quiebra, donde sólo debe demostrarse la inexistencia objetiva de la cesación de pagos.

Es al peticionante a quien le corresponde demostrar la real existencia las razones suficientes que evitaran la declaración en quiebra y el juez, en ocasión de dictar la resolución que admita o rechace el pedido de quiebra, debe valorar dichos presupuestos, lo cual podrá ser cuestionado por el fallido en el incidente del art. 98 de la ley 19.551, conforme a lo dispuesto por el art. 99 de la misma, con lo cual, al haberse dado en autos tal circunstancia procesal, extremo que permitió al apelante discutir y probar las razones que desacreditaban los supuestos invocados por el peticionario y tenidos en cuenta por el tribunal para decretar la quiebra, dicha circunstancia ritual vino a constituirse en suficiente oportuna y eficaz medio de defensa, motivo por el que se desarticula el agravio de indefensión que alega el recurrente.

La Corte tiene dicho que la posibilidad de audiencia y prueba en la instancia judicial, basta para asegurar la garantía de defensa; así también que aquel que alega la violación a la defensa en juicio, deberá manifestar concretamente qué defensas, alegaciones o pruebas se vió privado de efectuar o acompañar y cuál sería la incidencia que ellas habrían tenido en la decisión del caso, lo cual determina la improcedencia del recurso extraordinario, que se apoya en tal gravamen sustancial.

El quejoso no negó, ni probó, que no se hallara en cesación de pagos, sino que se remitió a cuestionar las facultades del Banco Central y las supuestas circunstancias anómalas de su actuación, por las cuales recurriera al órgano judicial contencioso administrativo.

Tampoco ha negado la existencia de su endeudamiento con el Banco Central, mediante el mecanismo de adelantos, lo cual se corrobora, además, con la petición de auxilio financiero.

No resulta decisivo, ni obstáculo suficiente, la objeción referida a que dicha presentación fuera efectuada sin cumplimentar los mecanismos formales necesarios de la actividad societaria, a poco que se advierta que ello es consecuencia y responsabilidad propia de la entidad bancaria y no puede imputarse al órgano de control. Dicha presentación alude a la situación de endeudamiento e iliquidez de la entidad como consecuencia de la drástica caída de los depósitos y asume el compromiso de la ratificación del pedido de intervención por tales circunstancias, por los órganos pertinentes y los accionistas que posean el paquete mayoritario de la entidad, por lo cual no puede luego el recurrente ampararse en una objeción formal del acto, que sólo proviene de su propia y voluntaria decisión, en orden a la reconocida doctrina de la Corte acerca de que nadie puede ponerse en contradicción con sus propios actos, ejerciendo una conducta incompatible con otra anterior, que fue deliberada, relevante y jurídicamente eficaz.

El Banco Central, en el reconocido ejercicio del "Poder de Policía bancario", con las facultades y atribuciones que se derivan de ello, puede aplicar, dentro del régimen legal que regula el funcionamiento de las entidades financieras, las medidas conducentes a su debido control y fiscalización y, en consonancia con ello, de una manera discrecional, adoptar la decisión que corresponda a la situación que afecte a la entidad.

El art. 45, inc. "B" de la ley 21.526, establecía que el órgano de control podía resolver la liquidación en los casos previstos en los art. 15, 34 y 41, y en el art. 15, lo autoriza a decidir la revocación para funcional de las entidades sometidas a su control, cuando en las mismas se hayan producido cambios fundamentales en las condiciones básicas que se tuvieron en cuenta para acordarla, obligando a su información, no sólo a las autoridades estatutarias, sino a sus integrantes, como miembros del directorio, síndicos y miembros del consejo de vigilancia, con lo cual la solicitud ahora cuestionada por el recurrente, tuvo condición suficiente de impulso de la actuación del ente de fiscalización, para verificar o concluir en la situación que posteriormente denuncia, de reconocimiento y verificación del estado de cesación de pagos.

Banco Oddone S.A. s/ Quiebra

B. 364, XIX, 06 de noviembre de 1996

Ver dictamen

 

 

 

 

 

 

 

 

 



Capítulo IV

Derecho Constitucional

Acción de amparo

Ciudadanía. Cargo público. Nacionalidad. 

El ejercicio de la jurisdicción originaria de la Corte, en las causas en que es parte una provincia, no está subordinado al cumplimiento de requisitos establecidos por la jurisdicción local.

En nuestro derecho constitucional, no hay derechos absolutos y ellos deben ejercerse conforme a las leyes que los reglamentan, las cuales pueden establecer -con la limitación que prevé el art. 28 de la Constitución Nacional- requisitos acerca de la idoneidad exigible para el desempeño de empleos y funciones públicas.

Ha declarado el Tribunal, en Fallos: 290:83, que el otorgamiento de la nacionalidad argentina a los extranjeros que reunieran las condiciones establecidas en el art. 20 de la Constitución Nacional y las exigidas por el Congreso al dictar “leyes generales para toda la Nación sobre naturalización y ciudadanía” no impide que el Poder Legislativo o el Poder Administrativo -en ejercicio de su facultad constitucional de reglamentar las leyes- efectúen distinciones entre argentinos nativos o por opción y argentinos naturalizados para el ejercicio de determinadas funciones vinculadas con la soberanía y seguridad de la República, en tanto mediante ellas no se infrinjan los límites de la razonabilidad o no se concreten propósitos persecutorios o de hostilidad.

El requisito de la nacionalidad para el ingreso a los cargos públicos es aceptado en el derecho comparado y, sin excepciones, por los tratadistas nacionales y se ha plasmado legislativamente en numerosos instrumentos, como, por ejemplo, la ley 22.140 de "Régimen Jurídico Básico de la Función Pública", que exige ser argentino, debiendo los naturalizados tener más de cuatro (4) años de ejercicio de la ciudadanía, para el ingreso a la Administración Pública Nacional.

La ley provincial que se impugna no se encuentra en pugna con las normas constitucionales y, por lo tanto, el acto dictado o por dictarse en su consecuencia no adolece de "arbitrariedad o ilegalidad manifiesta" en los términos del art. 43 de la Ley Fundamental.

Calvo y Pesini, Rocío c/ Córdoba, Provincia de s/ Amparo

C. 3, XXXI, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Acción de inconstitucionalidad

Pago por consignación. Aportes previsionales. Docentes. Establecimientos educacionales. Escuela pública. Establecimientos educacionales privados. Inconstitucionalidad. Ley provincial. Ley nacional. Conflicto de leyes. Pronunciamiento inoficioso. 

En lo que concierne a la intervención de esta Procuración General, referida al planteo de inconstitucionalidad de la norma local de la provincia de Buenos Aires nº 14.027 que habilita la percepción de los aportes previsionales de los docentes de las escuelas privadas de la jurisdicción provincial, cabe señalar que, en varios precedentes este Ministerio Público sostuvo la invalidez de tal norma con fundamento en que la actividad de los establecimientos de actividad docente privada, se hallaban en el ámbito de colaboración de la actividad estatal provincial y sometida a su control, pero no integraba su organización administrativa, lo que fue recogido por la jurisprudencia del Alto Tribunal. 

Empero con posterioridad a ello, conforme a lo dispuesto en la ley 23.838, se torna insustancial la discusión sobre la invalidez de la norma local, por hallarse en colisión con las disposiciones legales del ámbito federal. 

En orden a ello y que la Corte tiene dicho, a su vez, que las sentencias deben atender a la situación existente en el momento de la decisión, corresponde tomar en consideración las disposiciones de la nueva ley que rige la cuestión en discusión.

En consecuencia, toda vez que tal normativa reconoce, de modo expreso, en su artículo 2º, la facultad de las provincias de incorporar los docentes privados a sus propios sistemas previsionales y que a partir de la sanción de la ley, dejará de percibir el organismo nacional los respectivos aportes, así como deberá quedar sin efecto toda intimación o reclamo por aportes adeudados a partir de la fecha de vigencia de las leyes provinciales correspondientes es inoficioso expedirse sobre el superado conflicto de leyes y la inconstitucionalidad planteada.

Instituto 25 de Mayo c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Consignación

I. 31, XXIII, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Acción meramente declarativa

Correos. Impuesto sobre los ingresos brutos. Impuestos provinciales. Inconstitucionalidad. Ley provincial. Cuestión abstracta. 

Remisión al dictamen de la causa C. 900 L. XXIII, "Chaco, Provincia de c/ Empresa Nacional de Correos y Telégrafos (ENCOTEL) s/ Ejecución fiscal".

Este Ministerio Público ya sostuvo en el dictamen de la causa C. 900 L. XXIII, "Chaco, Provincia de c/ Empresa Nacional de Correos y Telégrafos (ENCOTEL) s/ Ejecución fiscal", que la renta de correos no puede ser disminuida por un gravamen local, al estar incluida entre los recursos que forman el Tesoro Nacional que enumera el art. 4º de la Constitución Nacional. 

La cuestión ha devenido abstracta toda vez que la propia demandada alega tal extremo, sobre la base de considerar que el 12 de octubre de 1993, por decreto 1366 del Poder Ejecutivo Provincial, se derogaron las normas del Código Fiscal que motivaron la presentación de la actora, quien "quedó convertida en no contribuyente".

Empresa Nacional de Correos y Telégrafos (ENCOTEL) c/ Formosa, Provincia de s/ Acción declarativa

E. 110, XXIV, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Inconstitucionalidad. Ley provincial. 

Remisión al dictamen de la causa H. 148, L. XXIX, “Hidroeléctrica El Chocón S.A. c/ Buenos aires, Provincia de s/ Acción declarativa”.

Centrales Térmicas Mendoza S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Acción declarativa

C. 453, XXXI, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Contienda negativa de competencia

Lesiones. Accidente de tránsito. Agentes diplomáticos extranjeros. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Esta Procuración General previo a expedirse sobre la competencia entiende necesario destacar la falta de dictamen fiscal, circunstancia ésta que constituye una grave violación del trámite fijado para resolver este tipo de cuestiones, y trasluce un manifiesto apartamiento tanto de las normas constitucionales como procesales.

Si bien el defecto antes apuntado traería aparejado que la Corte devolviera las actuaciones al magistrado nacional a fin de que proceda del modo antes indicado, esta Procuración adelanta su postura en lo vinculado al fondo de la cuestión. 

Dado que una de las personas imputadas posee status de agente diplomático, la Corte es competente para conocer, en forma originaria, del hecho investigado, por lo que correspondería aceptar la declinatoria de competencia dispuesta. 

Por lo que, la Corte debe declarar su competencia originaria para conocer en esta causa y librar oficio al Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto a fin de requerir la conformidad de la Embajada  para que el agente diplomático pueda ser sometido a la jurisdicción de la Corte.

P., Jorge Ruben; Z., Dimitri; O., Santiago Juan José s/ Lesiones Artículo 94 del Código Penal

P. 910, XXXII, 16 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Incumplimiento del contrato. Bonos de consolidación. Juicios contra el Estado. Estado Nacional. Competencia contencioso administrativa. Competencia nacional. 

Se encuentra trabado un conflicto de competencia que corresponde a la Corte dirimir en los términos del artículo 24, inciso 7 del decreto ley 1.285/58.

A los fines de resolver cuestiones de competencia, se ha de tener en cuenta en primer lugar la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda y después, solo en la medida en que se adecue a ellos el derecho que invoca como fundamento de la pretensión.

En tales condiciones, ya que solo se trata de obtener por vía judicial la entrega de bonos de consolidación de deuda, ante el resultado adverso que obtuvo la actora en sede administrativa, el tema de fondo excede el marco de aplicación del mencionado código y, consecuentemente, la competencia atribuida en la materia al fuero federal en lo civil y comercial, circunstancia que autoriza a encuadrar la acción entre las causas contencioso administrativas aludidas por el art. 45, inc. a) de la ley 13.998.

Cielos Del Sur c/ Ministerio de Defensa y otro s/ Incumplimiento de contrato

COMP. 211, XXXII, 06 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones de competencia

Daños y perjuicios. Mala praxis. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Según los artículos 117 de la Constitución Nacional, 1° de la ley 48 y 24, inciso 1°, del decreto ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, la competencia originaria de la Corte procede si, a la distinta vecindad de la otra parte, se une el carácter de causa civil de la materia en debate. 

Ha de estarse a la exposición de los hechos de la demanda de modo principal para determinar la competencia, según el artículo 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. 

En consecuencia, toda vez que la Corte reiteradamente ha considerado causa civil a la referida materia litigiosa, al estar la demanda dirigida contra un Estado Provincial, de tener por acreditada la Corte la distinta vecindad de los actores con las constancias obrantes en la causa, la Corte resultaría competente para conocer en forma originaria del presente proceso.

D. R., M. d. C. B. d. c/ Córdoba, Provincia de s/ Daños y perjuicios

D. 301, XXVI, 24 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Contrabando. Agentes diplomáticos extranjeros. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 

Toda vez que es doctrina reiterada del Tribunal que, el privilegio de la jurisdicción originaria de la Corte sólo corresponde a los diplomáticos extranjeros y miembros de la familia acreditados en el país, integrantes de la embajada o legación, hasta tanto no abandonen definitivamente el país o cesen en sus funciones, salvo situaciones transitorias como las previstas en los arts. 39 y 40 de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas, que no se dan en el caso de autos, resulta que el Máximo Tribunal carece de competencia originaria para continuar la investigación.

K. Omadikanja s/ Contrabando

K. 80, XXVI, 21 de febrero de 1996

Ver dictamen

Cobro de sumas de dinero. Incumplimiento del contrato. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

La competencia originaria de la Corte conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por los artículos 1° de la ley 48 y 24, inciso 1° del decreto-ley 1285/58, procede en los casos en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la otra parte, se une el carácter civil de la materia en debate.

Se ha atribuido tal carácter a los casos que requieren para su solución la aplicación, de modo sustancial, de normas de derecho común, quedando excluidos los supuestos en los que se precisa para resolverlos el examen o revisión, en sentido estricto de actos administrativos o legislativos de carácter local, es decir la aplicación de normas de derecho público provincial. 

En el sub lite, un examen de los término de la demanda, permite concluir, que cabría atribuir carácter de causa civil a la pretensión, toda vez que, la sociedad actora imputa responsabilidad a la provincia demandada por el incumplimiento del contrato, fundándose para ello en normas de derecho común, y en segundo término, no se advierte que surjan elementos que permitan considerarlo un contrato de carácter administrativo, ni por su objeto, ni por la existencia de cláusulas exorbitantes a favor del Estado local.

IBM Argentina S.A. c/ San Juan, Provincia de (Secretaría de Hacienda y Finanzas) s/ Ordinario

I. 186, XXXI, 28 de junio de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Monto de la indemnización. Aumento de la indemnización. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Tiene dicho la Corte que, a fin de que proceda su competencia originaria, la provincia debe participar de modo real en el pleito más allá de hacerlo nominalmente.

Es decir, no basta con que figure expresamente en el proceso, sino que, en rigor, debe poseer un interés directo que surja manifiesto de la realidad jurídica, allende las expresiones formales usadas por las partes, de tal manera que la sentencia que se dicte la afecte de algún modo.

Al resultar demandada efectivamente una provincia, en una causa de materia federal en tanto halla su fundamento en los artículos 144 y concordantes del Código Aeronáutico, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora, procede la competencia originaria de la Corte.

M. A., R. c/ Misiones, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios

M. 1381, XXXI, 12 de junio de 1996

Ver dictamen

Juicios contra el Estado. Daños y perjuicios. Facultades del gobierno provincial. Prórroga de la competencia. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. Juez previniente. 

En atención que la presente demanda ha sido instaurada por la actora ante el fuero federal, por aplicación de doctrina sentada por la Corte, que admitió la posibilidad de que los estados provinciales puedan prorrogar, bajo determinadas condiciones, la competencia originaria del Máximo Tribunal en favor de la justicia federal de grado, resulta que, hasta tanto no sea citada a juicio la Provincia de Buenos Aires -única que puede invocar en autos el artículo 117 de la Constitución Nacional- es prematura la declaración de incompetencia decretada, debiendo continuar el trámite ante el Juzgado de origen.

Amoedo Romina Eva y otro c/ Estado Nacional Secretaria de Recursos Naturales y Ambiente Humano y otros s/ Daños y perjuicios varios

COMP. 611, XXXI, 16 de febrero de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Juicios contra el Estado. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 67, L. XXIX, “Romero, Esther Elena y otro c/ Estado Nacional (Administración Central – Ministerio de Defensa - Estado Mayor General del Ejército) y otro s/ Proceso de conocimiento”.

Aybar de Acuña Godoy Mirta Estela y otros c/ Estado Nacional - Administración Central - Ministerio de Defensa - Estado Mayor General del Ejército, Naciones Unidas s/ Varios

COMP. 601, XXXI, 16 de febrero de 1996

Ver dictamen

Juicios contra el Estado. Ejecución fiscal. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en este proceso, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación, o una entidad nacional, al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto por el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en la instancia originaria.

Buenos Aires, Provincia de c/ Estado Nacional - Armada Argentina Comando de transportes navales s/ Ejecución fiscal

B. 1088, XXXI, 16 de febrero de 1996

Ver dictamen

Juicio ejecutivo. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 

Remisión al fallo de la causa D. 508, L. XXXI, “Dragados y Obras Portuarias c/ Chaco, Provincia de y otra s/ Cobro de pesos”.

Dragados y Obras Portuarias S.A. c/ Chaco, Provincia de s/ Ejecutivo

D. 763, XXXI, 16 de febrero de 1996

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa D. 508, L. XXXI, “Dragados y Obras Portuarias c/ Chaco, Provincia de y otra s/ Cobro de pesos”.

Dragados y Obras Portuarias S.A. c/ Chaco, Provincia de s/ Ejecutivo

COMP. 775, XXXI, 16 de febrero de 1996

Ver dictamen

Inconstitucionalidad. Tributos. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Remisión al fallo de la causa C. 603, L. XXIX, “Central Neuquén S.A. y otra c/ Buenos Aires, Provincia de y otra s/ Acción declarativa”.

Empresa Distribuidora La Plata Edelap S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Inconstitucionalidad

E. 235, XXXI, 07 de febrero de 1996

Ver dictamen

Agentes diplomáticos extranjeros. Cese del funcionario. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 

La competencia de la Corte Suprema establecida en el artículo 117 de la Constitución Nacional, encuentra su justificación, en lo que respecta a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, en la necesidad de preservar el respeto y la mutua consideración entre los estados dada la importancia y la delicadeza de las relaciones y el trato con las potencias extranjeras, lo cual aconseja asegurar a sus representantes las máximas garantías que, con arreglo a la práctica uniforme de las naciones, cabe reconocérseles en la medida en que ello contribuye para el más eficaz cumplimiento de sus funciones.

H. C., Roberto s/ Denuncia - Trelew

H. 228, XXXI, 29 de febrero de 1996

Ver dictamen

Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Autonomía provincial. Sistema federal. Cuestión de derecho público local. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 

El tribunal conoce en instancia originaria en una causa cuando una provincia es parte si la materia en debate tiene manifiesto contenido federal, o cuando esta es civil y a ella se une la distinta vecindad de la otra parte. 

De los términos de la demanda se desprende que, en el sub lite, se halla en tela de juicio la interpretación que ha hecho la autoridad provincial de las propias normas locales, por lo que, la cuestión remite sustancialmente al análisis de un tema de derecho público local, no dándose ninguna de las hipótesis ut supra.

No obsta a lo expuesto el hecho de que los derechos que se dicen vulnerados se encuentren garantizados por la Constitución Nacional, ya que, al respecto, tiene dicho la Corte que ello no basta para hacer surtir el fuero federal.

En atención a que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que, en lo sustancial, versan sobre aspectos propios de su derecho público, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por vía del recurso extraordinario. 

En consecuencia, al encontrarse la materia del pleito directa e inmediatamente relacionada, de manera sustancial con la aplicación e interpretación de normas de derecho provincial la causa sub examine queda excluida de la competencia originaria de la Corte. 

Cámara Argentina de Supermercados y otros c/ Buenos Aires, provincia de s/ Acción declarativa

C. 1781, XXXI, 16 de abril de 1996

Ver dictamen

Acción de amparo. Juicios contra el estado. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 

Toda vez que la parte actora, por un lado, demanda al Estado Nacional al dirigir su pretensión contra el Poder Ejecutivo Nacional y, por otro, cita a juicio como tercero a una provincia, puesto que la Dirección Provincial de Actividades Portuarias es un órgano centralizado del Estado bonaerense, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto por el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en la instancia originaria de la Corte.

Distribuidora Química S.A. c/ Subsecretaría de Puertos y Vías Navegables -Poder Ejecutivo Nacional- y otros s/ Amparo Ley 16.986

COMP. 528, XXXI, 03 de abril de 1996

Ver dictamen

Cobro de sumas de dinero. Juicios en que es parte una provincia. Autonomía provincial. Cuestión de derecho público local. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 

La causa es ajena a la competencia originaria de la Cote toda vez que el respeto de las autonomías provinciales exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que, en lo esencial, versan sobre aspectos propios del derecho público local. 

Ello es así sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender los pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del artículo 14 de la ley 48.

Por ello, y dado que, la competencia originaria de la Corte, por provenir de la Constitución Nacional, es de carácter restrictiva, y no es susceptible de ser ampliada, restringida o modificada, la causa es ajena esta instancia.

Estudio Q. Ingenieros Asociados S.R.L. c/ La Rioja, Provincia de s/ Ordinario

E. 243, XXXI, 16 de abril de 1996

Ver dictamen

No deriva la invocada legitimación de la provincia demandada a ser parte en el pleito, toda vez que la emisora es la única titular de la relación jurídica que se sustenta el reclamo, al revertir el carácter de entidad autárquica, es decir, un ente con personalidad jurídica propia que no se identifica con la provincia.

En consecuencia, al no aportar la demandante nuevos argumentos que tiendan a justificar la pretensión de traer a juicio al Estado local, caber recordar que, tal como lo ha establecido una constante jurisprudencia de la Corte, la calidad de parte sustancial de una provincia en un litigio a fin de hacer surtir la competencia originaria de la Corte no depende de la voluntad de las partes, sino de la realidad jurídica.

Y al ser dicha competencia exclusiva e insusceptible de extenderse, por ser de raigambre constitucional, la demanda es ajena a la instancia originaria de la Corte. 

Intertelefilms S.A. c/ Lu 85 TV Canal 9 Río Gallegos, Provincia de Santa Cruz y otros s/ Cobro de pesos

COMP. 595, XXXI, 30 de abril de 1996

Ver dictamen

Defraudación. Cónsules extranjeros. Tratados internacionales. Relaciones consulares. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 

Habida cuenta que el Ministerio Público considera promovida la acción penal por haberse iniciado las actuaciones a través de la prevención policial y que, según el informe obrante, un cónsul extranjero, en el carácter de status de funcionario consular, en los términos del artículo 1°, inciso d, de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, resulta que la Corte es competente para conocer, en forma originaria del hecho a él atribuido.

V. O., Miguel Ángel s/ Denuncia presunta defraudación en su perjuicio Causa N° 071/95

V. 132, XXXI, 30 de abril de 1996

Ver dictamen

Acción meramente declarativa. Cuestión federal. Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 

Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte, asignada por el artículo 117 de la Constitución Nacional cuando una provincia es parte, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del congreso o en tratados con naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. 

De los términos de la demanda se desprende que la Provincia de Buenos Aires ha puesto en tela de juicio principalmente la constitucionalidad de normas nacionales que, al ser aplicadas dentro de su territorio, resultan contrarias a la Constitución Nacional, por lo que cabe asignar manifiesto contendido federal a la materia del pleito. 

Resulta propicio destacar que, en atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en este proceso, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto por el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en la instancia originaria de la Corte.

Buenos Aires, Provincia de c/ Estado Nacional (Ministerio Obras y Servicios Públicos) s/ Acción declarativa

B. 986, XXXI, 07 de marzo de 1996

Ver dictamen

Juicio ejecutivo. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 

Remisión al fallo de la causa D.508, L. XXXI, "Dragados y Obras Portuaria s c/ Chaco, Provincia de y otra s/ Cobro de pesos".

Dragados y Obras Portuarias Sociedad Anónima c/ Chaco, Provincia de y otra s/ Ejecutivo

D. 666, XXXI, 07 de marzo de 1996

Ver dictamen

Cobro de sumas de dinero. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión de derecho público local. Autonomía provincial. Sistema federal. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 

La cuestión se encuentra inmediatamente relacionada de manera sustancial, con la aplicación e interpretación de normas de derecho público provincial, lo que excluye la competencia originaria de la Corte. 

En efecto, el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que, en lo sustancial, versan sobre aspectos propios de su derecho público, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso del artículo 14 de la ley 48.

Valga recordar que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, asume el carácter de exclusiva y no es susceptible de extenderse, tal como lo ha establecido la constante jurisprudencia de la Corte. 

 

Instituto Nacional de Obras Sociales (INOS) c/ Banco de la Provincia de la Rioja s/ Cobro de pesos

I. 69, XXXI, 29 de marzo de 1996

Ver dictamen

Contrabando. Agentes diplomáticos extranjeros. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 

Toda vez que es doctrina reiterada del Tribunal que, el privilegio de la jurisdicción originaria de la Corte sólo corresponde a los diplomáticos extranjeros y miembros de la familia acreditados en el país, integrantes de la embajada o legación, hasta tanto no abandonen definitivamente el país o cesen en sus funciones, salvo situaciones transitorias como las previstas en los arts. 39 y 40 de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas, que no se dan en el caso de autos, resulta que el Máximo Tribunal carece de competencia originaria para continuar la investigación.

Kandula, Omadikandja s/ Contrabando modelo 911

K. 3, XXXI, 21 de febrero de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Honorarios. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

La Corte ha dicho reiteradamente que su competencia originaria, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por los artículos 1° de la ley 48 y 24, inciso 1° del decreto-ley 1285/58, sólo procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la otra parte, se une el carácter civil de la materia en debate.

Se ha atribuido tal carácter a los casos en los que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el artículo 75, inciso 12 de la Constitución Nacional.

A la luz de tales principios, se ha sostenido que no es causa civil aquella en que, a pesar de demandarse restituciones, compensaciones o indemnizaciones de carácter civil, tiende al examen y revisión de actos administrativos, legislativos o judiciales de las provincias en que éstas procedieron dentro de las facultades propias reconocidas por los artículos 124 y siguientes de la Constitución Nacional, ya que para resolver la cuestión tendrían que examinarse los antecedentes del caso a la luz de la ley local y sus reglamentaciones, interpretándolas en su espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles, todo lo cual no es del resorte de la Corte Suprema.

Lapadu, Alejandro M. c/ Tucumán, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios

L. 656, XXXI, 07 de febrero de 1996

Ver dictamen

Juicios en que es parte una provincia. Juicio ejecutivo. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 

La Corte ha dicho reiteradamente que su competencia originaria, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inciso 1° del decreto-ley 1285/58, procede ratione personae en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la otra parte, se une el carácter civil de la materia en debate.

Asimismo, ha sostenido que para la dilucidación del tema respecto a si existe “causa civil” para determinar su competencia, se ha de atender no sólo a los términos de la demanda sino también a la efectiva naturaleza del litigio, para lo cual es necesario examinar su origen, así como también, la relación de derecho existente entre las partes.

Asimismo, el respeto de las autonomías provinciales exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que, en lo esencial, versan sobre aspectos propios del derecho público local.

Laurens, Mabel c/ La Rioja, Provincia de s/ Ejecución

L. 651, XXXI, 16 de febrero de 1996

Ver dictamen

Agentes diplomáticos extranjeros. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 

Más allá de que no se encuentra acreditado en autos el carácter alegado por el denunciante, la Corte tiene establecido que los privilegios de que pudieran hallarse muñidos los funcionarios de un organismo internacional como así también sus bienes y propiedades, no pueden alterar la competencia del Tribunal en esta instancia, establecida por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de asuntos concernientes a embajadores, ministros y cónsules extranjeros.

M. M. y otro s/ Su denuncia de tentativa de homicidio, lesiones y asociación ilícita

M. 1649, XXXI, 29 de febrero de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Sistema federal. Autonomía provincial. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 

El respeto del sistema federal y de la autonomía provincial de las provincias exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que, en los sustancial, versan sobre aspectos propios de su derecho público, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por vía del recurso extraordinario.

Habida cuenta de ello, determinar si la provincia pueda ser tenida por parte sustancial y si procede, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte -ya que de conformidad con la ley local 4672, la entidad que prestaba el servicio eléctrico en esa época, era una persona autárquica con capacidad para actual pública y privadamente (arts. 1 y 6°)- remite a la interpretación de normas constitucionales locales las que, por su naturaleza, son ajenas a la Corte. 

 

Sitja y Balbastro, Juan Ramón c/ La Rioja, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios

S. 36, XXXI, 07 de marzo de 1996

Ver dictamen

Incendio. Establecimientos penitenciarios. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Distinta vecindad. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 

En lo que hace a la competencia originaria de la Corte para entender en esta nueva demanda, ella es procedente puesta que la pretensión se dirige contra una provincia a la que se atribuye responsabilidad por la falta de servicio de uno de sus órganos -cuestión que es considerada por la Corte como causa civil-, y en la medida en que se de por acreditada la distinta vecindad de los actores, respecto del Estado local demandado.

T., T. E. y otro c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios

T. 436, XXXI, 19 de marzo de 1996

Ver dictamen

Nulidad del acto administrativo. Juicios contra el Estado. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en este proceso, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación, o una entidad nacional, al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto por el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en la instancia originaria.

Río Negro, Provincia de c/ Estado Nacional Dirección General Impositiva- s/ Nulidad de acto administrativo

R. 929, XXXI, 16 de febrero de 1996

Ver dictamen

Acción de amparo. Juicios contra el Estado. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en este proceso, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación, o una entidad nacional, al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto por el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en la instancia originaria.

Santiago del Estero, Provincia de c/ Gobierno Nacional s/ Acción de amparo

S. 1119, XXXI, 16 de febrero de 1996

Ver dictamen

Tráfico de estupefacientes. Agentes diplomáticos extranjeros. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Habida cuenta que el sujeto en cuestión reviste status de funcionario consular, en los términos del artículo 1°, inciso “d”, de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, la Corte resulta competente para conocer, en forma originaria, del hecho atribuido.

Sumario s/ Infracción a la Ley 23.737 - Expediente N° 341/95

S. 1054, XXXI, 21 de febrero de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 

El artículo 117 de la Constitución Nacional y el artículo 24, inciso 1°, del decreto-ley 1285/58 exigen, para que proceda la competencia originaria del Tribunal, en las causas civiles en las que se demanda a una provincia, que la parte contraria tenga distinta vecindad. En estos supuestos dicho requisito es esencial.

Tejada, Alejandro Washington c/ Asociación de Obras Sociales de San Juan y otros s/ Daños y perjuicios

COMP. 592, XXXI, 16 de febrero de 1996

Ver dictamen

Inhibitoria. Derecho internacional. Exhorto a tribunal extranjero. 

No corresponde un planteo de esta naturaleza entre órganos jurisdiccionales de distinta nacionalidad, desde que atentaría contra el principio básico del derecho internacional de salvaguardar las soberanías jurisdiccionales, el cual se vería afectado si el tribunal de un país pudiera imponerle al de otro determinada solución acerca de la competencia para entender en un caso, la inexistencia, por lo tanto, de un tribunal superior común en el orden internacional torna imposible un plateo como el pretendido en el sub lite. 

Alguna doctrina importante en nuestro derecho internacional ha sostenido que, no obstante no ser admisible un planteo de inhibitoria como el pretendido, los jueces pueden tomar la inquietud de la parte y exhortar al tribunal extranjero invitándolo a que se abstenga de proseguir el curso de la acción incoada.

Formosa, Provincia de -Serri Vittorio y otros c/ Argentina República, Provincia de Formosa y AMCTA s/ Secuestro conservatorio

F. 445, XXXI, 01 de julio de 1996

Ver dictamen

Cobro de sumas de dinero. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

En oportunidad de dictaminar, el Ministerio Público sostuvo, ateniéndose antes que a las cuestiones planteadas en el escrito inicial, a la circunstancia de que entre las partes se encuentran una entidad nacional y una provincia, que la causa quedaba comprendida dentro de las que prima facie, son de la competencia originaria de la Corte, según los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional. Ninguno de los elementos de juicio incorporados con motivo de las excepciones que articularon las demandadas, exige rever la cuestión.

Si bien lo expuesto no resulta incorrecto, ello es así cuando se lo circunscribe al marco de una demanda entre un Estado provincial y un vecino de otra jurisdicción, extremo donde media el requisito de causa civil, y se excluye el análisis del derecho público local. 

En el sub judice las excepcionantes no se han hecho cargo, del hecho de que la competencia federal se impone por la persona de la actora, una empresa autárquica del Estado Nacional y que, por ende, por virtud de lo dispuesto en los referidos preceptos fundamentales, el juez competente de la causa es la Corte Suprema en instancia originaria.

Ferrocarriles Argentinos c/ Chaco, Provincia de y Banco del Chaco s/ Cobro de pesos

F. 182, XXXI, 21 de mayo de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 

La extinción del proceso contra el Estado local implicaría la desaparición de la causal que habilita la competencia originaria de la Corte Suprema.

Surgiendo de las constancias del juicio la denuncia de domicilios, tanto de actores como demandados, en diversas jurisdicciones provinciales, en el presente estado de la causa cabe considerar procedente el fuero federal, por razón de la distinta vecindad de las partes.

Martín, Maximiliano Daniel y otro c/ Provincia de la Rioja y otros s/ Daños y perjuicios

COMP. 359, XXXI, 01 de febrero de 1996

Ver dictamen

Acción meramente declarativa. Medidas cautelares. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 

Al ser la materia de la causa federal y la demandada una provincia, la Corte es competente para conocer en forma originaria, y así también para dar curso a la medida cautelar requerida, la que, resulta procedente con arreglo a los presupuestos del artículo 230 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y en orden a que la cuestión a decidir en el litigo, de ser admitida en el sentido y términos de la pretensión de la actora, carecería de virtualidad, sin el amparo solicitado mediante la medida de no innovar.

Athuel Electrónica S.A. c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, Provincia de s/ Acción declarativa

A. 88, XXXI, 16 de marzo de 1996

Ver dictamen

Indemnización. Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Se debe atender de modo principal a la exposición de los hechos de la demanda para determinar la competencia, según el artículo 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, doctrina de Fallos: 306:1056; 308:229, 1238 y 2230; entre otros. 

Al resultar demandada una provincia en una causa civil, y de estimar la Corte acreditada la distinta vecindad de la sociedad actora, el tribunal resulta competente para conocer en forma originaria en el proceso.

Expreso Hada S.R.L. c/ Caminos del Oeste S.A. s/ Daños y perjuicios (accidente de tránsito sin lesiones) sumario

COMP. 671, XXXI, 15 de mayo de 1996

Ver dictamen

Acción contencioso administrativo. Daños y perjuicios. Nulidad del decreto. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 

En el sub lite, no sólo se ha demandado a la Municipalidad – cuestión que, según tiene reiteradamente dicho la Corte no haría surgir su competencia originaria en autos toda vez que los entes municipales con asiento en las provincias no resultan identificables con los Estados provinciales - sino que también el actor se dirige contra la provincia, fundando su pretensión en el hecho de que los agentes dependientes de esa jurisdicción contribuyeron con su accionar a la sanción del acto administrativo impugnado. En consecuencia, la Provincia puede estimarse sustancialmente demandada. 

No obstante, la Corte ha dicho reiteradamente que su competencia originaria, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inciso 1° del decreto ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la otra parte, se une el carácter de causa civil de la materia en debate.

Se ha atribuido tal carácter a los casos en que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el artículo 75 inciso 12 de la Constitución Nacional, según la doctrina que surge de Fallos: 310:1074, cons. 3°; 311:1588, 1597; entre otros. 

A la luz de tales principios se ha sostenido que no es una causa civil aquella que, a pesar de demandarse restituciones, compensaciones o indemnizaciones de carácter civil, tienden al examen y revisión de actos administrativos, legislativos o judiciales de las provincias en que estas procedieron dentro de las facultades propias reconocidas por los artículos 121 y siguientes de la Constitución Nacional, ya que para resolver la cuestión tendrían que examinarse los antecedentes de caso a la luz de la ley local y sus reglamentaciones, interpretándolas en su espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles, todo lo cual no es del resorte de la Corte Suprema.

Por otro lado, corresponde atender de modo principal para determinar la competencia, según el artículo 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, a la exposición de los hechos de la demanda.

Pacífico, Cayetano Victorino c/ Córdoba, Provincia de y otra s/ Revocación de decreto y daños y perjuicios

P. 96, XXXI, 07 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cobro de sumas de dinero. Servicios de Turismo. Estado Nacional. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Procede la competencia originaria del Tribunal toda vez que es la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto del Estado provincial demandado -ya que la Secretaría de Turismo es un órgano centralizado del Ministerio de Cultura y Educación de la Provincia- con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste al actor al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional.

Estado Nacional (Estado mayor general de la Fuerza Aérea Argentina) c/ Misiones, Provincia de (Secretaría turismo) s/ Cobro de pesos

E. 366, XXXII, 26 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Prórroga de la competencia. Incompetencia. 

Remisión al dictamen de la causa N. 40, L. XXXI, "Nieve, Elpidio Tomás c/ Empresa Nacional de Correos y Telégrafos S.A. s/ Indemnización”.

Para que proceda la competencia originaria de la Corte, en las hipótesis en que alguna provincia es parte, es necesario que ella intervenga nominal sustancialmente en el pleito -como actora, demandada o tercero- y que se trate de una "causa civil", es decir, originada en estipulación o contrato y/o regida por el derecho común.

Según el criterio sentado por la Corte en el precedente de Fallos: 315:2157, los estados provinciales puedan prorrogar, bajo determinadas condiciones, la competencia originaria de la Corte, incluso a favor de la justicia federal de grado, por lo que, hasta tanto no sea citada a juicio la referida Provincia -única que puede invocar el art. 117 C.N.- la declaración de incompetencia decidida, resulta prematura, debiendo, por ende continuar el trámite ante el juzgado de origen.

 

Empresa Nacional de Correos y Telégrafos -ENCOTE S.A.- c/ Secretaría de Estado de Trabajo s/ Cobro de pesos

COMP. 998, XXXII, 23 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Regalías hidrocarburíferas. Resolución administrativa. Nulidad del acto administrativo. Acumulación de procesos. Juicios en que la Nación es parte. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Toda vez que una causa haya sido promovida contra el Estado Nacional y a la vez citada como tercero a una Provincia, en atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en este proceso, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste al Estado Nacional -o una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.

Resulta procedente, a pesar de no hallarse reunida la triple identidad de sujeto, objeto y causa que, al respecto, requiere el artículo 188 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y la jurisprudencia del Tribunal, en atención a que, en ambas causas que tramitan ante la Corte, las pretensiones guardan entre sí una estrecha vinculación.

Razones de orden y economía procesal que inspiran la reglas de conexidad, posibilitan que se admita la sustanciación conjunta de los dos juicios, a fin de salvaguardar el mejor desarrollo de la función jurisdiccional para una más adecuada prestación del servicio de justicia.

CADIPSA S.A. c/ Estado Nacional y otros s/ Nulidad de acto administrativo

C. 2238, XXXII, 26 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Ejecución fiscal. Certificado de deuda. Aportes previsionales. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Remisión al fallo de la causa C. 563, L. XXIV, “Caja complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Tucumán, Provincia de (Poder Ejecutivo) s/ Cobro de pesos”.

Caja complementaria de previsión para la actividad docente c/ San Juan, Provincia de s/ Ejecución fiscal

C. 2265, XXXII, 26 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa C. 563, L. XXIV, “Caja complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Tucumán, Provincia de (Poder Ejecutivo) s/ Cobro de pesos”.

Caja complementaria de previsión para la actividad docente c/ San Juan, Provincia de s/ Ejecución fiscal

C. 2266, XXXII, 26 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Acción meramente declarativa. Impuestos provinciales. Exenciones impositivas. Cuestión justiciable. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

La presente acción declarativa corresponde a la competencia originaria de la Corte al reunirse los recaudos exigidos para su procedencia por los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1 del Dto-Ley 1285/58 que los reglamenta.

Reiteradamente la Corte ha dicho que la declaración de certeza, en tanto no tenga carácter simplemente consultivo, no importe una declaración meramente especulativa y responda a un "caso" que busque precaver los efectos de un acto en ciernes al que se atribuye ilegitimidad y lesión al régimen constitucional federal, constituye "causa" en los términos de la Ley Fundamental.

La demanda es de contenido federal en la medida en que la pretensión importa el cuestionamiento de un impuesto local como contrario a lo expresamente establecido por el artículo 12 de la ley federal 15.338 que la exime de tal gravamen y al artículo 75, inciso 30 de la Constitución Nacional.

La causa se halla entre las especialmente regidas por la Ley Fundamental a las que alude el artículo 2, inciso 1 de la ley 48, pues se debate un tema vinculado a la preservación del ordenamiento de las competencias entre las provincias argentinas y el gobierno federal que la Constitución Nacional confiere al Gobierno Nacional.

También procede la competencia originaria ratione personae cuando la demanda ha sido entablada por una entidad nacional a quien le asiste el derecho al fuero federal, contra una provincia, con derecho a la competencia originaria del Tribunal.

Agua y Energía Sociedad del Estado en liquidación c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa

A. 1304, XXXII, 26 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Se desprende que la provincia atribuye responsabilidad por los daños que le produjo el accidente, a los demandados, con fundamento en normas de derecho común; uno, como titular del vehículo, según el informe de dominio, y la otra por conducir el automóvil en esa ocasión, de conformidad con el acta de choque. Habida cuenta de ello, cabe asignar carácter civil a la materia del pleito.

En tales condiciones, y de resultar verificada la distinta vecindad de los demandados, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte Suprema.

Buenos Aires, Provincia de c/ Kurat, María Cristina s/ Daños y perjuicios

B. 72, XXXII, 12 de junio de 1996

Ver dictamen

Cobro de sumas de dinero. Aportes previsionales. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Distinta vecindad. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 

Remisión al dictamen de la causa C. 563, L.XXIV, "Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Tucumán, Provincia de (Poder Ejecutivo) s/ Cobro de pesos".

Caja complementaria de previsión para la actividad docente c/ Salta, Provincia de s/ Ejecución fiscal

C. 351, XXXII, 28 de junio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa C. 563, L.XXIV, "Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Tucumán, Provincia de (Poder Ejecutivo) s/ Cobro de pesos".

 

Caja complementaria de previsión para la actividad docente c/ Tucumán, Provincia de s/ Ejecución fiscal

C. 374, XXXII, 28 de junio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa C. 563, L.XXIV, "Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Tucumán, Provincia de (Poder Ejecutivo) s/ Cobro de pesos".

 

Caja complementaria de previsión para la actividad docente c/ Jujuy, Provincia de s/ Ejecución fiscal

C. 375, XXXII, 28 de junio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa C. 563, L.XXIV, "Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Tucumán, Provincia de (Poder Ejecutivo) s/ Cobro de pesos".

Caja complementaria de previsión para la actividad docente c/ Jujuy, Provincia de s/ Ejecución fiscal

C. 376, XXXII, 28 de junio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa C. 563, L.XXIV, "Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Tucumán, Provincia de (Poder Ejecutivo) s/ Cobro de pesos".

Caja complementaria de previsión para la actividad docente c/ Tucumán, Provincia de s/ Ejecución fiscal

C. 377, XXXII, 28 de junio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa C. 563, L.XXIV, "Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Tucumán, Provincia de (Poder Ejecutivo) s/ Cobro de pesos".

Caja complementaria de previsión para la actividad docente c/ Jujuy, Provincia de s/ Ejecución fiscal

C. 378, XXXII, 28 de junio de 1996

Ver dictamen

Certificado de deuda. Aportes previsionales. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

En atención a la naturaleza de las partes que han de Intervenir en este proceso, la única forma de conciliar lo preceptuado en el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de la provincia demandada con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la actora, que es un ente autárquico nacional al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.

Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Catamarca, Provincia de y/o Ministerio de Educación de la provincia

O. 374, XXXII, 26 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Cobro de sumas de dinero. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Remisión al fallo de la causa C. 563, L. XXIV, “Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Tucumán, Provincia de (Poder Ejecutivo) s/ Cobro de pesos”.

Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Catamarca, Provincia de s/ Ejecución fiscal

COMP. 2097, XXXII, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Acción de amparo. Juicios en que es parte una provincia. Causas regidas por normas federales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, en la medida en que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los casos contemplados por la ley 16.986.

Teniendo en cuenta que la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional y que los derechos que se dicen vulnerados se encuentran garantizados por la Ley Fundamental, cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito con arreglo a reiterada doctrina del Tribunal.

Siendo varias provincias parte en el Iitigio, el caso se revela como de aquellos reservados a la competencia originaria del Tribunal. 

En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, la única forma de conciliar lo dispuesto por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de los Estados locales demandados, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, es sustanciando la acción en esta instancia.

Campero, Rodolfo Martín c/ Nación Argentina y otros s/ Acción de amparo

C. 2173, XXXII, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Reintegro de gastos. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

La competencia originaria de la Corte conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por los arts. 1º de la ley 48 y 24, inc. 1º del decreto-ley 1285/58, procede en los casos en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la otra parte, se une el carácter civil de la materia en debate.

Se ha atribuido tal carácter a los casos que requieren para su solución la aplicación, de modo sustancial, de normas de derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación atribuido al Congreso de la Nación por el art. 75 inc. 12 de la Ley Fundamental.

Cabe atribuir carácter de causa civil a la materia del pleito, toda vez que la Provincia pretende, con fundamento en normas de derecho común, que se reintegren los gastos que le ha ocasionado el obrar ilícito de la sociedad propietaria del campo.

Buenos Aires, Provincia de c/ Estancias Niagara S.A. s/ Daños y perjuicios

B. 1633, XXXII, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Indemnización. Responsabilidad extracontractual de Estado. Ferrocarriles. Falta de servicio público. Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Tercero citado en garantía. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Corresponde determinar si la pretensión deducida en autos nominalmente contra la Provincia demandada, también lo es en sentido sustancial, es decir, si ése Estado local tiene en el litigio un interés directo de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. 

El actor dirige su pretensión únicamente contra la Provincia, en atención a que a la fecha del accidente sufrido, dicho Estado local se encontraba a cargo de la explotación del ferrocarril de conformidad con el decreto nacional 1168/92 y el convenio firmado entre la Nación y dicho Estado provincial, por lo que prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión a resolver, correspondería considerar como nominal y sustancialmente demandada a la Provincia.

No basta que una Provincia sea parte en un pleito para hacer surtir la competencia originaria del Tribunal, sino que se requiere además que lo sea en una causa civil y por un vecino de extraña jurisdicción territorial, según el artículo 117 de la Constitución Nacional y el artículo 24, inciso 1º del decreto-ley 1285/58.

Sin perjuicio de la opinión en sentido contrario expuesta en varias oportunidades por este Ministerio Público, cabe destacar que la doctrina de la Corte le asigna carácter de causa civil a la materia litigiosa, consistente en obtener los daños y perjuicios derivados del hecho imputando a la provincia demandada responsabilidad extracontractual por la falta de servicio en que habrían incurrido los funcionarios provinciales que tenían a su cargo la prestación del corredor ferroviario.

De considerar la Corte acreditada la distinta vecindad del actor con las constancias obrantes en el expediente, ella resulta competente para conocer en forma originaria de este proceso.

No obsta a lo expuesto, la circunstancia de haberse citado a juicio en virtud del artículo 118 de la ley de seguros a la Caja Popular de Ahorro de Tucumán, desde que los institutos reglados por los artículos 88, 90 y 94 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación se aplican a estos casos, aún cuando ello conduzca a la intervención de personas no aforadas.

Chávez, Mario Fabián c/ Provincia de Tucumán s/ Daños y perjuicios

COMP. 955, XXXII, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Impugnación de decisión asamblearia. Juicios en que es parte una provincia. Estado Nacional. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Toda vez que la causa, en la cual se impugna la decisión de la Asamblea de accionistas por la cual se aprobaron la Memoria, el Balance General, el Estado de Resultados, el Estado de Evolución del Patrimonio Neto, las Notas y el Informe de la Comisión fiscalizadora, ha sido promovida por una Provincia, a la cual luego se adhiere el Estado Nacional, en atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en este proceso, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste al Estado Nacional -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.

Chubut, Provincia del c/ Centrales Térmicas Paragónicas S.A. s/ Sumario

C. 2002, XXXII, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Cobro de sumas de dinero. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Causas civiles. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Prórroga de la competencia. 

Ante la inexistencia de elementos que permitan sostener la naturaleza pública de la relación jurídica que vincularía a las partes, cabe asignar carácter de causa civil a la materia del pleito. 

De probarse la distinta vecindad de la actora con las constancias obrantes en la causa, el presente proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal. 

Si se estableció de común acuerdo que las partes se someten a los Tribunales de la Capital Federal, al no presentarse en autos razones institucionales o federales que lo impidan, la prórroga en favor de los tribunales de primer grado capitalinos pactada por las partes, sería admisible.

Diprom S.A. c/ Formosa, Provincia de s/ Demanda ordinaria

D. 1064, XXXII, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Muerte. Falta de servicio público. Policía Provincial. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Remisión al fallo de la causa B. 142, L. XXIII, “Badín, Rubén y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios”, y al dictamen de la causa T. 436, L. XXXI, “Toribio, Tamara Evangelina y otro c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios”.

Cuando la demanda se dirige contra una provincia, atribuyéndole responsabilidad por falta de servicio en que habría incurrido uno de sus órganos, cuestión que, para la Corte, reviste el carácter de causa civil, y en la medida en que se considere acreditada la distinta vecindad de los actores respecto del Estado local demandado, corresponde la tramitación en instancia originaria del Tribunal.

Giménez, Julio César y otra c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios

G. 1539, XXXII, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Acción reivindicatoria. Inmuebles. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

El pleito corresponde a la competencia federal toda vez que existe distinta vecindad entre el actor y uno de los demandados, según el art. 116 de la Ley Fundamental y, al ser codemandada una Provincia, la causa debe tramitar en la instancia originaria del Tribunal, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional.

Gutiérrez, Héctor Leonard c/ Catamarca, Provincia de y s/ Acción reivindicatoria

G. 1541, XXXII, 04 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Inmunidad de jurisdicción. Agentes diplomáticos. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 

La renuncia al principio que consagra la inmunidad de jurisdicción de los agentes diplomáticos, establecido en el artículo 31 de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas, aprobada por el decreto-ley 7672/63 ratificado por ley 16.478, ha de ser expresa. La Corte se ve impedida de seguir ejerciendo su jurisdicción en tanto no medie la necesaria conformidad del Estado acreditante.

H. A, Y. s/ Artículo 84 del Código Penal

H. 1, XXXII, 20 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Servicios informáticos. Juicios en que es parte una provincia. Responsabilidad de la provincia. Causas civiles. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Prórroga de la competencia. Incompetencia. 

La pretensión de la sociedad actora consiste en atribuir responsabilidad contractual y extracontractual a la provincia demandada, fundándose para ello en normas de derecho común.

Si los contratos cuyo cumplimiento se reclama, no se consideran como contratos administrativos, ni por su objeto, ni por la existencia de cláusulas exorbitantes a favor del Estado local, entonces cabe asignar carácter de causa civil a la materia del pleito.

Al ser una provincia parte, de tener la Corte por acreditada la distinta vecindad de la sociedad actora, el proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal.

Si las partes han pactado expresamente una prórroga de jurisdicción a favor de los tribunales ordinarios de la ciudad de Buenos Aires, y no existen razones institucionales o federales que lo impidan, dicha prórroga sería admisible.

I.B.M. Argentina S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Cobro de sumas de dinero

I. 266, XXXII, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Muerte. Accidente de aviación. Juicio en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Remisión al dictamen de la causa B. 1393, L. XXXII, “Bonansea, Cristina Margarita c/ ENtre Ríos, Provincia de s/ Daños y perjuicios”.

 

Corresponde a la instancia originaria del Tribunal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora, las causas en las que es parte un Estado provincial y la materia del pleito tiene un manifiesto contenido federal, en la medida en que hecho ocurrido afecta el transporte aéreo interprovincial.

Jatib de Ardissono, Alicia Liliana c/ Estado de la Provincia de Entre Ríos y otros s/ Daños y perjuicios

COMP. 676, XXXII, 04 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Estafa. Bienes provinciales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 

El contenido de la presente denuncia, efectuada por el Fiscal de Estado Adjunto de la Provincia de San Luis, en la cual manifiesta la comisión, por parte de empleados de la Casa de la Provincia de San Luis en esta Capital, de ciertas irregularidades que perjudicarían al erario de su Provincia, no hace surgir alguna de las circunstancias que con arreglo a la jurisprudencia de la Corte surten la jurisdicción originaria del Tribunal.

R., Ana María Teresa s/ Estafa

R. 1284, XXXII, 20 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Falta de servicio. Responsabilidad extracontractual del Estado. Juicio en que es parte una provincia. Causas civiles. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Si el pleito se encauza contra una Provincia cabe considerar que dicho Estado local ha sido nominal y sustancialmente demandado.

Pero, según el art. 117 de la Constitución Nacional y 1º del decreto-ley 1285/58, no basta que una Provincia sea parte en un pleito para hacer surtir la competencia originaria del Tribunal, sino que se requiere además, que lo sea en una causa civil y por un vecino de distinta jurisdicción territorial.

Sin perjuicio de la opinión vertida por este Ministerio Público en causas análogas a la presente, la doctrina de la Corte le asigna carácter de causa civil a la materia litigiosa que pretende obtener los perjuicios derivados de una presunta acción defectuosa en el desempeño de la policía bonaerense.

Al estar la demanda dirigida contra una provincia, de considerar la Corte acreditada la distinta vecindad de la actora con las constancias obrantes en el expediente, ella resulta competente para conocer en forma originaria de este proceso.

No obsta a lo expuesto, la circunstancia de que hayan sido también demandadas la Caja Nacional de Ahorro y Seguro y la Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía de la Provincia de Buenos Aires, toda vez que los institutos regulados por los art. 88, 90 y 94 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación se aplican a los casos de competencia originaria, aun cuando ello conduzca a la intervención de personas no aforadas y sin que quepan distinciones respecto del grado y carácter de tal participación procesal.

Soggiu de Franco c/ Caja Nacional de Ahorro y Seguro y otros s/ Daños y perjuicios (accidente de tránsito c/ lesiones o muerte)

COMP. 793, XXXII, 04 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Cobro de sumas de dinero. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Remisión al dictamen de la causa C. 1998, L. XXXII, “Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Consejo General de Educación de la Provincia de Formosa s/ Cobro de pesos”.

Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Consejo General de Educación de la Provincia de Formosa s/ Cobro de pesos

COMP. 1001, XXXII, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Indemnización. Distinta vencidad. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Cabe recordar que la Corte ha dicho reiteradamente que su competencia originaria, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inciso 1 del decreto ley 1.285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la otra parte, se une el carácter civil de la materia en debate. 

Se ha atribuido tal carácter a los casos en los que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el artículo 75, inciso 12 de la Constitución Nacional, según la doctrina que surge de Fallos: 310:1074, entre otros. 

Sin perjuicio de la opinión vertida por este Ministerio Público en causas análogas al presente, toda vez que la doctrina de la Corte asigna carácter de causa civil a la referida materia litigiosa, al estar la demanda dirigida contra una provincia, de considerar acreditada la Corte, la distinta vecindad del Banco con las constancias obrantes en el expediente, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión a resolver, la Corte resulta competente para conocer en forma originaria en este proceso. 

 

Banco de Italia y Rio de la Plata (B.I.R.P.) c/ Buenos Aires, Provincia s/ Daños y perjuicios

B. 1459, XXXII, 22 de octubre de 1996

Ver dictamen

Denuncia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 

En tales circunstancias, su presentación queda, en principio, al margen de la órbita de las leyes 23.098 y 16.986, sin que tampoco se aprecie elemento alguno que habilito la restrictiva competencia originaria de esa Corte.

Por lo demás, toda vez que el caso se ventila ante una jurisdicción local, también resulta extraño a la facultad de superintendencia que la Corte ejerce. 

Por ello, sin perjuicio de los remedios procesales que por la vía idónea pueda articular el quejoso, corresponde archivar sin más trámite la presentación. 

 

C. W., Inca s/ Denuncia

COMP. 166, XXXII, 28 de octubre de 1996

Ver dictamen

Cobro de sumas de dinero. Distinta vecindad. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Remisión al fallo de la causa C. 563, L. XXIV, “Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Tucumán, Provincia de (Poder Ejecutivo) s/ Cobro de pesos”.

Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Consejo General de Educación de la Provincia de Formosa s/ Cobro

C. 1998, XXXII, 21 de octubre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa C. 1998, L. XXXII, “Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Consejo General de Educación de la Provincia de Formosa s/ Cobro de pesos.

Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Consejo General de Educación de la Provincia de Formosa s/ Cobro

C. 2013, XXXII, 21 de octubre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa C. 1998, L. XXXII, “Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Consejo General de Educación de la Provincia de Formosa s/ Cobro de pesos.

Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Consejo General de Educación de la Provincia de Formosa s/ Cobro

C. 2015, XXXII, 21 de octubre de 1996

Ver dictamen

Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Entes autárquicos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 

Cabe recordar que es doctrina reiterada de la Corte que, a efectos de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, su competencia originaria, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito, ya sea como actora, demandada o tercero y sustancialmente, esto es, que tenga en el litigio un interés directo, de manera tal que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. 

Asimismo, dicha calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales. 

Por otro lado cabe recordar que, la competencia originaria de la Corte por ser de raigambre constitucional, se encuentra taxativamente limitada a los supuestos allí enunciados y no puede ser extendida ni restringida por las leyes que la reglamentan.

 

Centro Industrial de Laboratorios Argentinos (CILA) c/ Mendoza, Provincia de y otro s/ Acción declarativa

C. 1938, XXXII, 21 de octubre de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Demanda contra Estado extranjero. Tratados internacionales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 

La causa sub examine no corresponde a la competencia originaria de la Corte. 

Es doctrina reiterada de la Corte que los Estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas no revisten la calidad de aforados en los términos de los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1 del decreto ley 1.285/58, que los reglamenta. 

Dicha competencia originaria, por ser de raigambre constitucional, está taxativamente limitada a los supuestos en que sea parte, ya sea como actor o demandado, un agente extranjero que goce de status diplomático, según la Convención de Viena sobre Agentes Diplomáticos en 1963 y no puede ser ampliada ni restringida, por las leyes que la reglamentan, a otros casos no previstos.

Davidoff, Constantino c/ Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte s/ Daños y perjuicios

D. 526, XXXII, 31 de octubre de 1996

Ver dictamen

Lesiones. Agentes diplomáticos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

La Corte es competente para conocer, en forma originaria, del hecho aquí  investigado, por lo que corresponde aceptar la declinatoria de competencia dispuesta, especialmente teniendo en cuenta que, no obstante tratarse en el caso de lesiones que en principio serían de carácter leve, la victima ha instado la acción penal. 

E., Jacob s/ Artículo 94 del Código Penal (causa N° 8761/71)

E. 327, XXXII, 08 de octubre de 1996

Ver dictamen

Cobro de sumas de dinero. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Habida cuenta de la naturaleza de las partes que han de intervenir en este proceso, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación, o a una entidad nacional al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto por el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.  

Ferrocarriles Argentinos c/ Tucumán, Provincia de s/ Cobro de pesos

F. 1053, XXXII, 21 de octubre de 1996

Ver dictamen

Medidas cautelares. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 

Resulta de aplicación al caso el artículo 6, inciso 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en cuanto determina que será juez competente en las medidas preliminares y precautorias el que deba conocer en el proceso principal. 

Es doctrina reiterada de la Corte que los Estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas no revisten la calidad de aforados en los términos de los artículos  116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1 del decreto ley 1.285/58 que los reglamenta.

Corresponde añadir que, dado que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, se encuentra taxativamente limitada a intervenir en las causas en las que sean parte embajadores, ministros y cónsules extranjeros, no puede ser extendida ni restringida por las leyes que la reglamentan. 

 

Nusenbaum, Sonia c/ Embajada del Estado de Israel s/ Medidas precautorias

N. 241, XXXII, 21 de octubre de 1996

Ver dictamen

Ejecución del contrato. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 

Corresponde determinar si la pretensión deducida en autos nominalmente contra la Provincia de Santa Cruz, también lo es en sentido sustancial, es decir, si ese Estado local tiene en el litigio un interés directo que surja manifiesto de la realidad jurídica, más allá de las expresiones formales usadas por la parte actora, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria.

Esto último no se presenta en la causa sub examine toda vez que, en principio, de los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se ha de atender de modo principal para determinar la competencia según el artículo 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, se desprende que el único fundamento para traer a juicio al Estado local consiste en la afirmación de que dicha sociedad le pertenece y está dentro de su jurisdicción, lo cual resulta obvio tratándose de una empresa estatal de la provincia demandada, pero sin hacerse cargo de que, en su calidad de persona jurídica pública, esta tiene un patrimonio de afectación propio y competencias para contratar nomine propio, por lo que resulta titular de la relación jurídica en que se sustenta la pretensión.

En efecto, al no revestir dicha Provincia el carácter de parte sustancial en la litis y, dado que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional se encuentra, taxativamente limitada a los supuestos allí enunciados y no puede ser extendida ni restringida por las leyes que la reglamentan, este proceso es ajeno a la instancia originaria de la Corte.

 

Dirección General de Agua y Energía de la Provincia de Salta c/ Servicios Públicos Sociedad del Estado y/o Provincia de Santa Cruz

COMP. 267, XXXII, 28 de junio de 1996

Ver dictamen

Cobro de sumas de dinero. Regalías hidrocarburíferas. Juicios en que es parte una provincia. Estado Nacional. Intervención de terceros. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Toda vez que la causa ha sido promovida por una provincia y ésta cita como tercero al Estado Nacional, en atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en este proceso, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste al Estado Nacional o a una entidad nacional al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.

Santa Cruz, Provincia de c/ Compañía Argentina para el Desarrollo de la Industria del Petróleo y Minerales S.A. - CADIPSA s/ Cobro de pesos

S. 1451, XXXII, 21 de octubre de 1996

Ver dictamen

Intimidación pública. Agentes diplomáticos. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 

Según tiene establecido el Tribunal, los estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas no revisten la calidad de aforados en los términos de los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional. Por otra parte, la mera posibilidad de afectación de los intereses e integrantes de la legación extranjera o de sus representantes no basta, para que surja esa competencia excepcional.  

Embajada de la República Islámica de Irán s/ Su denuncia de intimidación pública

E. 39, XXXII, 20 de junio de 1996

Ver dictamen

Acción meramente declarativa. Estado de incertidumbre. Impuestos provinciales. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

De acuerdo con reiterada doctrina de la Corte, uno de los supuestos en que procede su competencia originaria, asignada por el artículo 117 de la Constitución Nacional al ser una provincia parte, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leves del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa.

Tal hipótesis se da en el sub lite, toda vez que de los términos de la demanda se desprende que la sociedad actora acciona contra una provincia, sustentando su pretensión en disposiciones de inequívoco carácter federal que habrían sido desconocidas por dicho Estado local, por lo que cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito. 

Asimismo, la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Ley Fundamental a las que alude el artículo 2°, inciso 1° de la ley 48, pues en ella se debate un tema vinculado a la preservación del ordenamiento de las competencias entre las provincias argentinas y el gobierno federal que la Constitución confiere al Gobierno Nacional.

 En tales condiciones, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora, la causa se revela como de aquéllas que corresponden a la competencia originaria de la Corte.

Empresa Distribuidora Sur S.A. (EDESUR S.A.) c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa

E. 53, XXXII, 28 de junio de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Muerte. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 

Cabe recordar que este Ministerio Público ha sostenido, en causas sustancialmente análogas a la presente en las que se reclama por lesiones patrimoniales derivadas del ejercicio de diversas funciones a cargo de un Estado provincial, que ellas constituyen una cuestión de derecho público local y, como tales, resultan ajenas a la competencia originaria del tribunal. 

Sin embargo, la Corte reiteradamente ha considerado causa civil a la referida materia litigiosa.

Sentado entonces que la de autos es una causa civil en la que resulta demandada una provincia, corresponde añadir que, para que ella proceda la competencia originaria de la Corte según el artículo 117 de la Constitución Nacional y el artículo 24, inciso 1 del decreto ley 1.285/58 es necesario que la parte contraria tenga distinta vecindad. En estos supuestos, dicho requisito es esencial. 

El mencionado requisito encuentra su fundamento en la necesidad de otorgar al litigante la garantía de poder ocurrir a un juez extraño al orden local contra la sospecha que podría abrigar recurrir a un juez de provincia que fuese parcial en favor de sus comprovincianos, eliminándose así, de esa manera, posibles causas de antagonismo entre las provincias.

Sulea, Rosalía c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios

S. 1061, XXXII, 22 de octubre de 1996

Ver dictamen

Indemnización. Accidente de aviación. Muerte. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

De los términos de la demanda efectuada, a los que se ha de atender de modo principal para determinar la competencia, según el artículo 4 del código procesal civil y comercial de la nación y doctrina de fallos: 306:1056; entre otros, se desprende que el presente juicio corresponde a la competencia originaria de la Corte toda vez que se dan para ello los recaudos exigidos por los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24 inciso 1 del decreto ley 1.285/58.

B., C. M. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Daños y perjuicios

B. 1393, XXXII, 18 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Acción de repetición. Distinta vecindad. Causas civiles. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 

Cabe recordar que la Corte tiene dicho reiteradamente que su competencia originaria, asignada por el artículo 117 de la Constitución Nacional, surte si, a la distinta vecindad de la otra parte, se une el carácter civil de la materia en debate. 

Para resolver la cuestión traída a su conocimiento, la Corte debería interpretar normas y actos de derecho público provincial, como son aquéllas que reglamentan las relaciones jurídicas derivadas del empleo público local, lo cual no es del resorte de la Corte, toda vez que, el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que, en lo sustancial, versen sobre aspectos propios de su derecho público, sin perjuicio, de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del artículo 14 de la ley 48.

Por ello y, toda vez que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, es de naturaleza restrictiva, no siendo susceptible de ser ampliada ni restringida por normas legales, la presente demanda es ajena a esta instancia.

Buenos Aires, Provincia de c/ Mancuso, Mario Julio Francisco s/ Sumario

B. 1475, XXXII, 18 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Lesiones. Agentes diplomáticos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Toda vez que el imputado reviste status diplomático, de conformidad con lo establecido en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y lo dispuesto el artículo 1°, inc. "e" de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas, la Corte es competente para entender en forma originaria en estas actuaciones.

I. P., Francisco Javier s/ Lesiones

I. 34, XXXII, 20 de junio de 1996

Ver dictamen

Hurto. Agentes diplomáticos. Embajadas. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 

Sin perjuicio de que los estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas no revisten calidad de aforados en los términos de los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24 inciso 1° del decreto-ley 1285/58, la Corte no resulta competente para conocer, en esta instancia del hecho ilícito denunciado pues no surge que éste haya afectado las actividades propias de la embajada ni las del propio Embajador como así tampoco que, este último u otra persona aforada, se haya constituido como parte en la causa.

I. P., Francisco J. s/ Hurto

I. 47, XXXII, 20 de junio de 1996

Ver dictamen

Prueba anticipada. Asociaciones civiles. Entidades de bien público. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 

Resulta de aplicación al caso el artículo 6, inciso 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en cuanto determina que será juez competente en las medidas preliminares y precautorias el que deba conocer en el proceso principal. 

La futura demanda no corresponderá a la competencia originaria de la Corte, prevista en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional, razón por la que tampoco debe tramitar en esta instancia la prueba anticipada. 

En efecto, para que proceda la intervención de la Corte en forma originaria cuando una provincia es parte, a la distinta vecindad de la otra parte, se debe unir el carácter civil de la materia en debate. 

Con arreglo a este principio, se ha sostenido que no es causa civil aquella en que, a pesar de demandarse restituciones, compensaciones o indemnizaciones de carácter civil, se tiende al examen y revisión de actos administrativos, legislativos o judiciales de las provincias en que estas procedieron dentro de las facultades propias reconocidas por los artículos 121 y siguientes de la Constitución Nacional, ya que para resolver la cuestión a la luz de la ley local y sus reglamentaciones, interpretándolas en su espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles, todo lo cual no es del resorte de la Corte Suprema. 

En consecuencia, el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que, en lo sustancial, versen sobre aspectos propios de su derecho público, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario.

Por ello y, toda vez que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, es de naturaleza restrictiva, no siendo susceptible de ser ampliada ni restringida por normas legales, la presente demanda es ajena a esta instancia.

Asociación de Lucha Contra la Drogadicción c/ La Rioja, Provincia de s/ Prueba anticipada

A. 259, XXXII, 18 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Escribanos públicos. Cancelación de la matrícula. Distinta vecindad. Causas civiles. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Cabe recordar que el artículo 117 de la Constitución Nacional y el 1 de la ley 48, con arreglo a lo dispuesto por el artículo 24, inciso 1, del decreto ley 1.285/58, son explícitos en el sentido de que en los juicios en que una provincia es parte, la competencia originaria de la Corte procede si, a la distinta vecindad de la otra parte, se une el carácter de causa civil de la materia en debate. 

Sin perjuicio de la opinión vertida por este Ministerio Público en causas análogas a la presente, toda vez que la Corte reiteradamente ha considerado causa civil a la referida materia litigiosa, al estar la demanda dirigida contra un Estado provincial, de tener por acreditada la Corte la distinta vecindad del actor, la Corte resultaría competente para conocer en forma originaria del presente proceso.  

 

Agostino Ninone, Salvador c/ Neuquén, Provincia del s/ Daños y perjuicios, demanda sumaria

A. 315, XXXII, 18 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Acción meramente declarativa. Impuesto sobre los ingresos brutos. Agentes de percepción. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Remisión al dictamen de la causa E. 66, L. XXXII, “EDESUR S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.

Al resultar demandada una provincia, en una causa de manifiesto contenido federal, en la que, por otra parte, se ha citado como tercero al Ente Nacional Regulador de la Electricidad “ENRE”, en los términos del artículo 94 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, la Corte resulta competente para conocer de la presente demanda en esta instancia originaria.

Edenor S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa

E. 298, XXXII, 24 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Accidentes de tránsito. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Al resultar por un lado, demandada una sociedad que tiene su domicilio en la Capital Federal, circunstancia que hace surgir la competencia federal en razón de la distinta vecindad de las partes, según el artículo 116 de la Constitución Nacional, y por otro, haber citado como tercer a juicios a la Provincia de Buenos Aires, en razón de que los daños que habría sufrido el actor tendrían también por causa la presunta omisión de funcionarios públicos provinciales en el ejercicio del poder de policía que les compete, el juicio corresponde a la competencia originaria de la Corte, según el artículo 117 de la Ley Fundamental, máxime cuando dicho Estado local ha invocado dicho privilegio.

Rodríguez, Eduardo Javier c/ Concesionario Vial del Sur  S.A. y otros s/ Daños y perjuicios (accidente de tránsito sin lesiones) sumario

COMP. 212, XXXII, 12 de junio de 1996

Ver dictamen

Desbaratamiento de derechos acordados. Falsificación de instrumento público. Agentes diplomáticos. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 

Toda vez que la Corte tiene reiteradamente establecido que es ajena a la jurisdicción originaria de la Corte las causas en las que el actor, en este caso imputado- ha cesado en el ejercicio del cargo diplomático que desempeñaba ante nuestro pais, corresponde al magistrado declinante continuar con la sustanciación de la causa.

Z., Carlos María s/ Denuncia

COMP. 406, XXXII, 26 de junio de 1996

Ver dictamen

Juicio ordinario. Acción de restitución. Títulos públicos. Juicios en que es parte una provincia. Entes autárquicos nacionales. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 

Sabido es que para determinar la competencia en una causa se ha de atender de modo principal a los términos de la demanda, según el artículo 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y doctrina de Fallos: 306:1056, 308:229, 1239 y 2230; 312:808.

En su mérito, un análisis del escrito inicial permite concluir que en la causa sub examine, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia, una entidad autárquica nacional demanda, nominal y sustancialmente, a una provincia. 

De ahí, en atención a la naturaleza de las partes que en principio han de intervenir en este proceso, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste razón a la Nación, o a una entidad nacional, al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto por el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción la instancia originaria de la Corte.

 

Administración Nacional del Seguro de Salud c/ Formosa, Provincia de y otro s/ Restitución de títulos públicos

A. 71, XXXII, 30 de abril de 1996

Ver dictamen

Acción meramente declarativa. Ejercicio profesional. Abogados. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 

Remisión a los fallos de las causas C.354, "Cadopi, Carlos Humberto c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa" y A.102, L.XXV, "Antonini Modet, Martiniano E. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa".

Badeni, Gregorio c/ Entre Ríos, Provincia de (Poder Ejecutivo) s/ Acción declarativa

B. 106, XXXII, 30 de abril de 1996

Ver dictamen

Indemnización. Daños y perjuicios. Juicios contra el estado. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 

En atención a que la causa es federal en razón de haber sido dirigida contra la Nación -artículo 116 de la Ley Fundamental- por una provincia, corresponde su sustanciación en la instancia originaria de la Corte de conformidad con lo que establece el artículo 117 de la Constitución Nacional.

Buenos Aires, Provincia de c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) s/ Daños y perjuicios

B. 92, XXXII, 16 de abril de 1996

Ver dictamen

Cobro de sumas de dinero. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Distinta vecindad. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 

Remisión al fallo de la causa C.563, L.XXIV, "Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Tucumán, Provincia de (Poder Ejecutivo) s/ Cobro de pesos".

Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Cobro de pesos

C. 64, XXXII, 16 de abril de 1996

Ver dictamen

Acción meramente declarativa. Inconstitucionalidad. Impuesto sobre los ingresos brutos. Sociedad anónima. Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 

Cabe recordar, ante todo, que uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte, asignada por el artículo 117 de la Constitución Nacional cuando una provincia es parte, es en el caso en que la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal es la predominante en la causa.

En el sub examine, de los términos de la demanda se infiere que la sociedad actora ha cuestionado principalmente la constitucionalidad de un decreto-ley de una provincia pues, a su modo de ver, la aplicación del impuesto resulta contraria a cláusulas constitucionales federales y a leyes nacionales de carácter federal, por lo que, cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito. 

Asimismo, la presente causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Ley Fundamental a las que alude el artículo 2°, inciso 1° de la ley 48, pues en ella se debate un tema vinculado a la preservación del ordenamiento de las competencias que la Constitución confiere al Gobierno Nacional.

 

Compañía Administradora del Mercado Mayorista Eléctrico S.A. (CAMMESA) c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad

C. 110, XXXII, 30 de abril de 1996

Ver dictamen

Indemnización. Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 

Cabe recordar que el artículo 117 de la Constitución Nacional y el artículo 24, inciso 1°, del decreto-ley 1285/58 exigen, para que proceda la competencia originaria de la Corte, en las causas civiles en las que se demanda a una provincia, que la parte contraria tenga distinta vecindad. En estos supuestos, según tiene dicho desde antiguo la Corte dicho requisito es esencial.

Atento a ello, la circunstancia de que los actores declaren domiciliarse dentro del territorio de la provincia demandada impide que el presente juicio tramite en instancia originaria, toda vez que se hallan enfrentados en autos una provincia y sus propios vecinos. 

 

Córdoba, Marcelo Alejandro y otros c/ Catamarca, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios

C. 119, XXXII, 16 de abril de 1996

Ver dictamen

Acción de amparo. Inconstitucionalidad. Ley provincial. Régimen de consolidación de deudas. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 

Cabe recordar que si bien la Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en la instancia de la Corte, ello es así en la medida en que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los casos contemplados por la ley 16.986.

Sentado lo expuesto, la cuestión radica en determinar si el sub lite corresponde que tramite en esta instancia, según los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional, reglamentados por el artículo 24, inciso 1° del decreto-ley 1285/57, por ser una provincia parte en un pleito de naturaleza federal o civil.

De los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos corresponde atender de modo principal para determinar la competencia -según el artículo 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y doctrina de Fallos 306:1056; 308:229, 1239 y 2230; 312:808 y 1219: 314:417- se desprende que dichos recaudos pueden estimarse cumplidos prima facie, toda vez que la sociedad actora ha puesto en tela de juicio la validez de una norma local porque sería contraria a prescripciones constitucionales de carácter nacional y a leyes federales.

Cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito, puesto que la inconstitucionalidad de las leyes y decretos provinciales constituye una típica cuestión de esa especie con arreglo reiterada doctrina de la Corte. 

Por ello, al ser demandada una provincia, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la contraria, el caso se revela como de aquellos reservados a la competencia originaria de la Corte. 

 

Finvercon S.A. Compañía Financiera c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Inconstitucionalidad

F. 97, XXXII, 30 de abril de 1996

Ver dictamen

Juicios en que es parte una provincia. Juicios contra el Estado. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Competencia federal. 

Cabe recordar que si bien la Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, ello es así en la medida en que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los casos contemplados por la ley 16.986.

En consecuencia, y sin abrir juicio sobre la legitimación del actor para entablar la presente demanda, el hecho de que ésta pudiera ser procedente y ello derivará en un beneficio para la provincia, no determina que dicho Estado local tenga necesariamente que ser parte en el pleito, toda vez que el actor no ejerce su representación.

En todo caso, dado que la demanda ha sido instaurada por el actor ante el fuero federal, por aplicación de la doctrina de la Corte, que admitió la posibilidad de que los estados provinciales puedan prorrogar, bajo determinadas condiciones, la competencia originaria de la Corte en favor de la justicia federal de grado, resulta prematura la declaración de incompetencia, debiendo continuar el trámite ante el juzgado de origen. 

Francisco A. Cavallotti (H) c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo

COMP. 71, XXXII, 16 de abril de 1996

Ver dictamen

Beneficio de litigar sin gastos. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 

Resulta de aplicación el artículo 6°, inciso 5 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que determina -entre las reglas especiales de la competencia- que será juez competente “…en el pedido de beneficio de litigar sin gastos, el que deba conocer en el juicio en que aquél se hará valer…”. 

Cabe recordar que el artículo 117 de la Constitución Nacional y el artículo 24, inciso 1°, del decreto-ley 1285/58 exigen, para que proceda la competencia originaria de la Corte, en las causas civiles en las que se demanda a una provincia, que la parte contraria tenga distinta vecindad. En estos supuestos, según tiene dicho la Corte dicho requisito es esencial.

El presente beneficio es ajeno a esta instancia.

González, Marta Delia c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Beneficio de litigar sin gastos

G. 98, XXXII, 16 de abril de 1996

Ver dictamen

Cobro de sumas de dinero. Análisis clínicos. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Distinta vecindad. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 

La Corte ha dicho reiteradamente que su competencia originaria, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por los artículos 1° de la ley 48 y 24, inciso 1° del decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte, si a la distinta vecindad de la otra parte, se une el carácter de causa civil de la materia en debate.

De los términos de la demanda sub examine, a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia según el artículo 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y doctrina de Fallos: 306:1056; 308:229, 1239 y 2230; 312:808, entre otros, surge que la sociedad actora atribuye responsabilidad a la Provincia demandada por la deuda que reclama -la que ha sido contraída por un organismo que depende del Ministerio de Salud Provincial y que carece de personalidad jurídica propia que permita diferenciarlo de ese Estado local- con fundamento en normas de derecho común.

Dentro del limitado marco cognoscitivo propio de las cuestiones de competencia, que cabe asignar carácter de causa civil a la materia del pleito.

Investigaciones Médicas S.A. c/ Formosa, Provincia de s/ Cobro de pesos

I. 31, XXXII, 30 de abril de 1996

Ver dictamen

Cobro de sumas de dinero. Emisoras de televisión. Entes autárquicos. Ley provincial. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 

Remisión al fallo de la causa I. 97, L. XXIV, “Intertelefilms S. A. c/ Santa Cruz, Provincia de (LU 85 Canal 9 de Río Gallegos) s/ Ejecutivo”.

No deriva la invocada legitimación de la Provincia para ser parte en el pleito, toda vez que la emisora de televisión es la única titular de la relación jurídica en que se sustenta el reclamo, al revestir el carácter de entidad autárquica, es decir, un ente con personalidad jurídica propia que no se identifica con la provincia. 

En consecuencia, al no aportar la demandante nuevos argumentos que tiendan a justificar la pretensión de traer a juicio al Estado local, cabe recordar, que, tal como lo ha establecido una constante jurisprudencia de la Corte, la calidad de parte sustancial de una provincia en un litigio a fin de hacer surtir la competencia originaria de la Corte no depende de la voluntad de las partes, sino de la realidad jurídica.

Y, al ser dicha competencia exclusiva e insusceptible de extenderse, por ser de raigambre constitucional, la demanda es ajena a esta instancia.

 

Ledafilms S.A. c/ LU 85 Canal 9 Río Gallegos, Provincia de Santa Cruz s/ Cobro de pesos

COMP. 76, XXXII, 30 de abril de 1996

Ver dictamen

Amenazas. Cónsules. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 

Es doctrina reiterada de la Corte que la jurisdicción originaria de la Corte Suprema, respecto de las causas concernientes a delitos perpetrados en perjuicio de los agentes diplomáticos acreditados nuestro país, está limitada a los supuestos en los cuales las personas que, revisten aquella calidad, sean formalmente parte como querellantes, excepto que los delitos mencionados pudieran afectar el desempeño de las funciones propias de dichos miembros del cuerpo diplomático extranjero.

Toda vez que ningún funcionario de la mencionada representación ha solicitado formalmente ser tenido por parte querellante y no se advierte en el caso que se haya afectado el desempeño de las actividades propias de la legislación, hasta tanto no se acredite alguno de esos extremos la causa resulta ajena a la competencia originaria de la Corte.

 

S. B. J. -Cónsul General de la Embajada de los Estados Unidos de América- s/ Amenazas

S. 115, XXXII, 16 de abril de 1996

Ver dictamen

Contrabando de automotores. Agentes diplomáticos extranjeros. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 

Toda vez, que de las constancias del expediente, y tal como lo sostiene el magistrado declinante, se desprende que el presunto hecho delictivo tendría como uno de sus partícipes a una persona que se desempeña como Ministra de la Embajada de un país extranjero, conforme reiterada jurisprudencia de la Corte, corresponde aceptar la declinatoria respecto al hecho investigado en favor de la Corte, con fundamento en lo prescripto por los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional.

U. R. d. Q., Gioconda s/ Averiguación de contrabando

U. 7, XXXII, 30 de abril de 1996

Ver dictamen

Atentado terrorista. Estados extranjeros. Agentes diplomáticos extranjeros. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 

Sabido es que los estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas no revisten la calidad de aforados, en los términos de los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional.

Por otra parte, la mera posibilidad de afectación de los intereses e integridad de la legación extranjera o de sus representantes no basta, dados los extremos que -cuanto menos hasta el presente- confluyen en autos, para que surja es la competencia excepcional, desde que no se advierte de las constancias de autos que lo denunciado hubiese, efectivamente, afectado las actividades propias de la embajada ni las de sus funcionarios.

B., César Alfredo s/ Denuncia - Causa 6.951

B. 96, XXXII, 29 de marzo de 1996

Ver dictamen

Diferencias salariales. Funcionarios judiciales. Excusación. Jueces naturales. Defensa en juicio. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. Cámara nacional de apelaciones. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 

No se suscita en el sub lite conflicto alguno que la Corte debe dirimir en los términos del art. 24, inciso 7° del decreto 1285/58. 

Como ya expresó el Ministerio Público, si bien resulta objetivamente cierto que sólo aquellos que alegan una causal de excusación está en condiciones de calibrar hasta qué punto se da esta situación que afecta a su espíritu, y de alguna manera, influye o puede influir en el ejercicio de su actividad, afectando su poder de decisión libre e independiente y que, en el particular caso de los magistrados judiciales, atiende a la especial naturaleza de las funciones que les corresponden; cabe poner de relieve no obstante, que el instituto de la excusación es un mecanismo de excepción de interpretación restrictiva, con supuesto taxativamente establecidos (arts. 30 y 17 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación) para casos extraordinarios, teniendo en cuenta que su aplicación provoca el desplazamiento de la legal y normal competencia de los jueces y la consecuente alteración del principio constitucional del juez natural. 

En tal inteligencia, es que el legislador también ha previsto el procedimiento adecuado para resolver, las situaciones de esa naturaleza, en los artículos 19, 20, 22 y 28 ap. 3° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, aplicables por analogía al caso, estableció que los miembros de las cámaras de apelación podrán ser recusados y, de tal incidencia, conocerán aquellos miembros que permanezcan hábiles, previendo, de tal manera, que de modo imparcial se analicen las circunstancias denunciadas, que pudiesen afectar el regular ejercicio de la magistratura, causando un agravio fundamental principio de la defensa en juicio, en tanto se intenta preservar con ello o la imparcialidad necesaria de los tribunales de justicia. Pero, a su vez, intenta evitar, de tal modo, que el instituto se transforme en un medio espúreo para apartar los jueces del conocimiento de la causa que por norma legal le ha sido atribuido. 

Resulta indudable que el único órgano habilitado para admitir o rechazar la recusación o excusación es, en el caso, la Sala I de la Cámara de Apelaciones a la que pertenecen los excusados; y no resulta ajustado al procedimiento previsto en la ley plantear la contienda con respecto a tal decisión, por cuanto ello importaría deferir a la Corte Suprema de Justicia de la Nación el conocimiento de todas las incidencias de recusación o excusación que pudieran plantear las partes o los propios jueces, alterando de tal modo el criterio del legislador claramente plasmado en las normas adjetivas citadas. Máxime cuando no es cierto que dicha Sala I haya asumido una postura que implicara no admitir su competencia para resolver las excusaciones desde que, por el contrario, en el ejercicio de tal competencia, las desestimó de modo expreso en dos oportunidades. 

 

Cardie, Juan José c/ Estado Nacional (Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto de la Nación) s/ Empleo público

COMP. 26, XXXII, 19 de marzo de 1996

Ver dictamen

Rendición de cuentas. Juicios en que es parte una provincia. Entes autárquicos provinciales. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 

Por aplicación de la doctrina sentada en el precedente de la Corte, F. 280, L. XXIII, "Flores, Feliciano Reinaldo y otra c/ Provincia de Buenos Aires y otra s/ Cobro de pesos”, que admitió la posibilidad de que los estados provinciales puedan prorrogar, bajo determinadas condiciones, la competencia originaria de la Corte en favor de la justicia federal de grado, hasta tanto no sea citada la provincia demandada -única que puede intervenir en autos el artículo 117 de la Constitución Nacional- resulta prematura la declaración de incompetencia decretada, debiendo continuar el trámite ante el juzgado de origen.

Instituto Provincial de Seguros de Salta "Dr. Jaime Hernan Figueroa" c/ Instituto Provincial Autárquico del Seguro de Neuquén y otro s/ Medida cautelar y rendición de cuentas

COMP. 37, XXXII, 07 de marzo de 1996

Ver dictamen

Ejecución fiscal. Entes autárquicos nacionales. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

De los términos de la demanda efectuada -a los que se ha de atender de modo principal para determinar la competencia según el artículo 4 del código procesal civil y comercial de la nación- se desprende que el pleito corresponde a la competencia federal por ser el actor un organismo autárquico nacional, según el artículo 116 de la Ley Fundamental y, al resultar demandada una Provincia, la causa debe tramitar en la instancia originaria de la Corte, de conformidad con el artículo 117 de la Constitución Nacional.

Instituto de Servicios Sociales Bancarios c/ Corrientes, Provincia de s/ Ejecución fiscal

I. 164, XXXII, 18 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Prueba anticipada. Orden de secuestro. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Sin perjuicio de la opinión en contrario vertida por este Ministerio Público en la causa P. 398, L. XXIX, “Prieto de Feltan”; toda vez que la Corte reiteradamente ha considerado causa civil a la referida materia litigiosa, al estar la futura demanda dirigida contra uno y/o dos Provincias, de tener por acreditada la Corte la distinta vecindad de la sociedad actora respecto de ambas con las constancias obrantes en el expediente, la Corte resultaría competente para conocer en forma originaria del presente pedido.

La Holando Sudamericana Compañía de seguros c/ Buenos Aires, Provincia de y San Juan, Provincia de s/ Prueba anticipada

L. 908, XXXII, 24 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Sanciones disciplinarias administrativas. Empleados públicos. Sistema federal. Autonomía provincial. Juicios en que una provincia es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 

Tiene reiteradamente dicho la Corte que, cuando una provincia es parte en un pleito, la competencia originaria de la Corte procede, según el artículo 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1, del decreto ley 1.285/58, si a la distinta vecindad de la otra parte, se une el carácter civil de la materia en debate. 

Cabe recordar que la Corte ha dicho que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que, en lo sustancial, versen sobre aspectos propios de su derecho público local, sin perjuicio, claro está, de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario. 

 

Occhionero, María Cristina c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur s/ Ordinario

O. 227, XXXII, 18 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Acción de inconstitucionalidad. Telecomunicaciones. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Toda vez que se dan los requisitos exigidos por los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1 del decreto ley 1.285/58, la presente acción declarativa corresponde a la competencia originaria de la Corte. 

Se debe acudir de modo principal para determinar la competencia, según el artículo 4 del Código Procesal Civil y Competencia de la Nación y doctrina de Fallos: 306:1056; 308:229, 1230 y 2230, entre otros, a los hechos de la exposición de la demanda. 

Cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito, por ser la predominante en la causa; a lo que debe agregarse que la inconstitucionalidad de leyes y decretos provinciales constituye, según una antigua reiterada doctrina de la Corte, una típica cuestión de esa especie. 

Por otra parte, la causa se halla entre las especialmente regidas por la Ley Fundamental a las que alude el artículo 2, inciso 1, de la ley 48, pues en ella se debate un tema vinculado a la preservación del ordenamiento de las competencias entre las provincias argentinas y el gobierno federal que la Constitución Nacional confiere al Gobierno Nacional. 

En tales condiciones, al ser demandada una provincia, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la parte actora, el caso se revela como aquéllos reservados a la competencia originaria de la Corte. 

 

Telefónica de Argentina c/ Río Negro, Provincia de s/ Inconstitucionalidad

T. 394, XXXII, 24 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Accidente en establecimiento educacional. Incapacidad. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Distinta vecindad. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 

La Corte  tiene dicho desde antiguo que cuando una provincia es parte en una causa civil, la competencia originaria de la Corte surte a condición de que tenga distinta vecindad la parte contraria. En esos casos, dicho requisito es esencial.

Dicho recaudo encuentra su fundamento en la necesidad de otorgar al litigante garantías contra la sospecha que podría abrigar recurrir a un juez de provincia a que podría ser parcial en favor de sus co-provincianos, eliminándose así, de esa manera, posibles causas de antagonismo entre las provincias.

A la luz de tal doctrina, un examen de los términos en que ha sido deducida la demanda, a cuya exposición de los hechos corresponde atender de modo principal para determinar la competencia da cuenta que los actores, que son vecinos de la provincia a la que demandan, fundan la competencia originaria de la Corte, en que han citado en garantía, en los términos del artículo 118 de la ley 17.418, a una sociedad anónima que tiene su domicilio en la Capital Federal, en la cual se encuentra asegurada la máquina que dio origen al siniestro, la que, por lo tanto, deberá responder si el Estado local es condenado en el juicio.

En consecuencia, en el sub lite, al invocarse la existencia de una comunidad de controversia entre una provincia y una sociedad anónima, que justifica la intervención obligada de esta última, se configura el requisito de distinta vecindad al que alude el art. 116 de la Constitución Nacional, toda vez que estarían enfrentados en autos, prima facie, dos vecinos de diferentes provincias no dándose el supuesto a que se refiere la Corte en el fallo de la causa S. 372, L. XXIII, “Sandoval, Zulma Catalina c/ Chaco, Provincia del y otro s/ Inconstitucionalidad”, cuando la Nación es traída nominalmente a juicio sin efectiva intervención en la controversia suscitada.

Por tanto, si el pleito corresponde a la competencia federal ratione personae (artículo 116 de Ley Fundamental), al ser codemandada una provincia, la causa debe tramitar en la instancia originaria de la Corte, de conformidad con el artículo 117 de la Constitución Nacional.  

 

L., O. O. y otra c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios

L. 16, XXXII, 19 de marzo de 1996

Ver dictamen

Acción de amparo. Senadores. Cámara de Senadores. Juicios en que es parte una provincia Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Declaración de validez de los títulos de Senadores electos para ocupar sus bancas.

La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en la instancia originaria, en la medida en que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los casos contemplados por la ley 16.986.

Se dan los recaudos que habilitan la tramitación de esta acción de amparo en la instancia originaria de la Corte, según los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional reglamentados por el artículo 24, inciso 1° del decreto-ley 1285/58, toda vez que una provincia es parte en un pleito de naturalez a civil o federal.

La Provincia de Río Negro ha puesto en tela de juicio la demora de la Comisión de Asuntos Constitucionales del Senado de la Nación en declarar la validez de los títulos de "los senadores electos para ocupar sus bancas, conducta a la que califica de "omisión lesiva" pues desconoce el mandato constitucional del artículo 54 de la Carta Magna.  

En consecuencia, toda vez que la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional y que los derechos que se dicen vulnerados se encuentran garantizados por la Ley Fundamental, cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito con arreglo a reiterada doctrina de la Corte. 

Siendo una provincia parte en el litigio, el caso se revela como de aquellos reservados a la competencia originaria de la Corte. 

En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito la única forma de conciliar lo dispuesto por el artículo 11 de la Ley Fundamental respecto del Estado local actor, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación como demandada al fuero federal, es sustanciando la acción en esta instancia.

Río Negro, Provincia de c/ Senado de la Nación s/ Acción de amparo por omisión

R. 63, XXXII, 21 de marzo de 1996

Ver dictamen

Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 

Remisión a los fallos de las causas C. 354, L.XXV, "Cadopi, Carlos Humberto c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa" y A.102, L.XXV, "Antonini Modet, Martiniano E. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa".

Waisse, Mario Luis y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa

W. 1, XXXII, 21 de marzo de 1996

Ver dictamen

Acción declarativa de inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Ley provincial. Coparticipación federal. Cuestión de derecho público local. Competencia originaria. Incompetencia. 

Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte, asignada por el artículo 117 de la Constitución Nacional al ser una provincia parte, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. 

Tiene dicho la Corte que la ley-convenio de coparticipación impositiva forma parte del derecho público local, aunque con diversa jerarquía, ya que reviste el carácter de derecho intrafederal y goza de preeminencia sobre las demás leyes provinciales que no revisten igual carácter, las que no pueden desconocerla.

La alegada violación de la Ley-Convenio que, incluye la de la ley local no abre a la presente demanda la instancia originaria, toda vez que para habilitarla cuando una provincia es parte es preciso que en ella no se planteen, además de las cuestiones federales, otras que resultando ser ajenas a su competencia, al ser deducidas podrían tornar abstracto hacer mérito de las primeras.

Acasuso, Delia Isabel c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad

A. 221, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Cuestión de derecho público local. Competencia originaria. Incompetencia. 

Remisión al dictamen de la causa A. 221, L. XXXII, “Acasuso, Delia Isabel c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.

Amaro, Nelly Dolores c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad

A. 222, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Juicios en que es parte una provincia. Estado Nacional. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 48, L. XXXII, “Porreca, Héctor c/ Estado Nacional y otro s/ Daños y perjuicios”.

Baumler, René Alfredo c/ Mendoza, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios

B. 250, XXXII, 16 de agosto de 1996

Ver dictamen

Estado Nacional. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

El pleito corresponde a la competencia federal por ser demandado el Estado Nacional, según el artículo 116 de la Ley Fundamental y, al ser codemandada una Provincia, la causa debe tramitar en la instancia originaria del Tribunal, de conformidad con el artículo 117 de la Constitución Nacional.

Bouilly, Mario Guillermo c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios

B. 1264, XXXII, 27 de agosto de 1996

Ver dictamen

Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Cuestión de derecho común. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Para que procesa la competencia originaria de la Corte, cuando una provincia es parte, según los artículos 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1º, del decreto-ley 1285/58, es necesario que, a la distinta vecindad de la otra parte, se une el carácter civil de la materia en debate. 

Tienen ese carácter los casos cuya decisión se ha de basar sustancialmente en la aplicación de normas de derecho común, tal como el que se relaciona con el régimen de legislación atribuido al Congreso de la Nación por el artículo 75, inciso 12 de la Ley Fundamental.  

 

Buenos Aires, Provincia de c/ Molina, Ignacio y otros s/ Daños y perjuicios

B. 332, XXXII, 16 de agosto de 1996

Ver dictamen

Distinta vecindad. Causas civiles. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Cuando una provincia es parte en un litigio, la competencia originaria de la Corte conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inciso 1º del decreto-ley 1285/58, procede si, a la distinta vecindad de la otra parte se une el carácter de causa civil de la materia en debate. 

Se ha atribuido tal carácter a los casos en los que su decisión torna sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación contenido en la facultad del artículo 75, inciso 12 de la Constitución Nacional.

Consorcio de Propietarios del edificio de Lavalle 6 c/ Río Negro, Provincia de s/ Cobro ejecutivo

C. 385, XXXII, 10 de julio de 1996

Ver dictamen

Juicios en que es parte una provincia. Ejecución fiscal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Remisión al Fallo de la causa C. 563, L. XXIV, “Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Tucumán Provincia de (Poder Ejecutivo) s/ Cobro de pesos”.

Caja complementaria de previsión para la actividad docente c/  Chaco, Provincia de s/ Ejecución fiscal

C. 1023, XXXII, 27 de agosto de 1996

Ver dictamen

Causas civiles. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Remisión al Fallo de la causa C. 563, L. XXIV, “Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Tucumán Provincia de (Poder Ejecutivo) s/ Cobro de pesos”.

Caja complementaria de previsión para la actividad docente c/ Tucumán, Provincia de s/ Ejecución fiscal

C. 1024, XXXII, 27 de agosto de 1996

Ver dictamen

Competencia originaria. Incompetencia. Prórroga de la competencia. Competencia nacional. 

En atención a los precedentes citados in re F. 280, L. XXXIII, “Flores, Feliciano Reinaldo y otra c/ Provincia de Buenos Aires y otra s/ Cobro de pesos” publicado en Fallos 315:2157, resulta prematura la incompetencia declarada debiendo continuar el trámite ante el juzgado de origen.

En varias ocasiones la Corte sostuvo, en principio, la validez de la prórroga de su competencia en causas que corresponden a su instancia originaria y extendió dicho principio a otros casos, como el de Fallos 273:378 en el que aceptó la prorroga a favor de un juzgado ordinario de la Capital Federal, el que, según también tiene dicho, reviste el carácter nacional.

Caja complementaria de previsión para la actividad docente c/ Banco de la Provincia de Misiones s/ Ordinario

COMP. 294, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Robo. Tentativa. Agentes diplomáticos extranjeros. Embajadas extranjeras. Competencia originaria. Incompetencia. 

La Corte resulta incompetente para conocer en esta instancia del hecho ilícito denunciado desde que no se advierte de las constancias de autos que la conducta tentada hubiese afectado las actividades propias de la Embajada ni la de sus funcionarios; ni que se haya presentado como parte en el proceso persona alguna que tenga status diplomático.

G. K., Brigitte Gertrud s/ Denuncia -Causa N° 700-

G. 187, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Remisión al Fallo de la causa C. 354, L. XXV, “Cadopi, Carlos Humberto c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa” y A. 102, L. XXV, “Antonini Modet, Martiniano E. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa”.

Casasola, Armando A. J. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa

C. 349, XXXII, 16 de agosto de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Indemnización por accidente de tránsito. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

La causa sub examine corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que en ella se dan los recaudos exigidos por los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1º del decreto-ley 1285/58.

Cerealera Azul S.A c/ Rowlands, Vivian Thomas y otro s/ Daños y perjuicios

COMP. 612, XXXII, 27 de agosto de 1996

Ver dictamen

Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Estado Nacional. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

La presente acción declarativa corresponde a la instancia originaria de la Corte, toda vez que se dan para ello los requisitos exigidos por los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1º, del decreto-ley 1285/58. 

Cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito, pues ella es la predominante en la causa; a lo que debe agregarse que la constitucionalidad de leyes y decretos provinciales constituye, según una antigua y reiterada doctrina de la Corte, una típica cuestión de esa especie.

Toda vez que ha sido citado a juicio el Estado Nacional, en los términos del artículo 94 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, por encontrarse directamente comprometido en la resolución de esta causa en su calidad de autoridad concedente, la naturaleza de las partes que han de intervenir en ella determina que la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.

Edesur S.A c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad

E. 94, XXXII, 16 de agosto de 1996

Ver dictamen

Servicio público. Servicios eléctricos. Acción declarativa de inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Ley provincial. Intervención de terceros. Entes reguladores de servicios públicos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

La presente acción declarativa corresponde a la instancia originaria de la Corte, toda vez que se dan para ello los requisitos exigidos por los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1º, del decreto –ley 1285/58. 

De los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe acudir de modo principal para determinar la competencia, según el artículo 4º del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y doctrina de Fallos: 311:1588, 1812 y 2154; 312:1003; 313:98, 127 y 548; 314:495 y 508, se desprende que la sociedad actora ha puesto en tela de juicio la validez de dos normas provinciales por ser ellas contrarias a prescripciones constitucionales de carácter nacional y a leyes federales en las que funda directa y exclusivamente su pretensión. En consecuencia, cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito, por ser la predominante en la causa. 

La causa se halla entre las especialmente regidas por la Ley fundamental a las que alude el artículo 2º, inciso 1º, de la ley 48, pues en ella se debate un tema vinculado a la preservación del ordenamiento de las competencias entre las provincias argentinas y el Gobierno Nacional. 

Al ser demandada una provincia, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la parte actora, el caso se revela como de aquéllos reservados a la competencia originaria de la Corte.

Toda vez que ha sido citado a juicio por la actora un ente nacional en los términos del artículo 94 del Código Civil y Comercial de la Nación, con fundamento en que se halla directamente comprometido en la resolución de la causa, en virtud de la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley fundamental respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.

 

Empresa Distribuidora Sur S.A (EDESUR S.A) c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa

E. 66, XXXII, 29 de agosto de 1996

Ver dictamen

Estados extranjeros. Embajadas extranjeras. Competencia originaria. Carácter taxativo. Incompetencia. 

Es doctrina reiterada de la Corte que los Estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas no revisten la calidad de aforados en los términos de los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1º del decreto ley 1285/58 que los reglamenta.

La competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, se encuentra taxativamente limitada a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, sin que pueda ser extendida ni restringida por las leyes que la reglamentan.

Kovalevsky, Jaime David c/ Embajada de los Estados Unidos de Norteamérica s/ Cobro de diferencias salariales

K. 19, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Causas civiles. Cuestión de derecho común. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

La competencia originaria de la Corte conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por los artículos 1º de la ley 48 y 24, inciso 1º del decreto-ley 1285/58, procede en los casos en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la otra parte, se une el carácter civil de la materia en debate. 

Se ha atribuido tal carácter a los casos que requieren para su solución la aplicación, de modo sustancial, de normas de derecho común, quedando excluidos los supuestos en los que se precisa para resolverlos el examen o revisión, en sentido estricto de actos administrativos o legislativos de carácter local, es decir, la aplicación de normas de derecho público provincial.

 

International Business Machines (IBM ) Argentina Sociedad Anónima c/ Corrientes, Provincia de s/ Ordinario

I. 58, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Competencia originaria. 

La competencia originaria de la Corte conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por los artículos 1º de la ley 48 y 24, inciso 1º del decreto-ley 1285/58, procede en los casos en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la otra parte, se une el carácter de causa civil de la materia en debate. 

Se ha atribuido tal carácter a los casos en los que su decisión torna sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación contenido en la facultad del artículo 75, inciso 12, de la Constitución Nacional. 

Líneas Aéreas Williams S.A. (LAWSA) c/ Catamarca, Provincia de (Dirección Provincial de Aeronáutica) s/ Interdicto de retener

L. 297, XXXII, 05 de julio de 1996

Ver dictamen

Juicios en que es parte una provincia. Estado Nacional. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Habida cuenta de la naturaleza de las partes que han de intervenir en este proceso, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación, al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.

Larocca, Salvador R. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios

L. 158, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Intervención de terceros. Estado Nacional. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Habida cuenta de que en la causa el actor demanda al Estado Nacional y cota como tercero a una Provincia, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental, respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste al Estado Nacional al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.

Pereyra, Eliseo Armando c/ Estado Nacional y otro (Salta) s/ Inconstitucionalidad

P. 749, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Beneficio de litigar sin gastos. Juicios en que es parte una provincial Estado Nacional. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Se debe aplicar el artículo 6º, inciso 5º, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que determina que será juez competente en el pedido de beneficio de litigar sin gastos, el que deba conocer en el juicio en que aquel se hará valer. 

La única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación, o a una entidad nacional, al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.

Magnarelli, César Adrián c/ Misiones, Provincia de s/ Beneficio de litigar sin gastos

M. 829, XXXII, 27 de agosto de 1996

Ver dictamen

Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Causas civiles. Ejecución fiscal. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 

Corresponde advertir que la competencia originaria de la Corte conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional procede cuando una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la otra parte se une el carácter civil de la materia en debate, según el artículo 24, inciso 1º, del decreto-ley 1285/58. 

De acuerdo con tal doctrina, se ha atribuido tal carácter a los casos cuya decisión se ha de basar sustancialmente en la aplicación de normas del derecho común, entendido como tal la legislación atribuida al Congreso por el artículo 75 inciso 12 de la Constitución Nacional. Por el contrario, quedan excluidos de ese concepto los supuestos cuya solución requiere la interpretación y consideración de disposiciones de derecho público provincial.

En este sentido, también ha dicho la Corte que para la dilucidación del tema no basta con indagar la naturaleza de la acción a fin de determinar su carácter civil, sino que es necesario, además, examinar su origen así como también la relación de derecho existente entre las partes.

La Corte, desde antiguo, tiene dicho que el cobro de impuestos no reviste el carácter de causa civil y, su percepción, constituye un acto administrativo.

Provincia de Buenos Aires c/ Galapesca S.A. s/ Ejecución fiscal

COMP. 279, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Acción meramente declarativa. Decretos nacionales. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Remisión al Fallo de la causa C. 354, L. XXV, “Cadopi, Carlos Humberto c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa” y E. 136, L. XXIX, “Espinosa Buschiazo, Carlos Alberto c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa”.

Monteleone, Claudio c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa

M. 298, XXXII, 16 de agosto de 1996

Ver dictamen

Acción declarativa de inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión de derecho público local. Competencia originaria. Incompetencia. 

Remisión al dictamen de la causa A. 221, L. XXXII, “Acasuso, Delia Isabel c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad.

Otano, Ana María c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad

O. 54, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Mala praxis. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Causas civiles. Cuestión de derecho común. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Para que proceda la competencia originaria de la corte en los casos en que una provincia es parte es necesario que, a la distinta vecindad de la otra parte, se una el carácter civil de la materia en debate, según el artículo 24, inciso 1°, del decreto ley 1285/58 y reiterada doctrina de la Corte. 

De acuerdo con tal doctrina se ha atribuido tal carácter a los casos cuya decisión se ha de basar sustancialmente en la aplicación de normas de derecho común, entendiendo como tal la legislación atribuida al Congreso por el artículo 75, inciso 12, de la Constitución Nacional.

O., R. c/ B. A., Provincia de (H. I. d. A. V. L. y P.) s/ Cobro de pesos

O. 48, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Dado la naturaleza de las partes que han de intervenir en la causa sub-examine, la única forma de conciliar lo preceptuado por el articulo 117 de la ley fundamental respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto por el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.

Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Cobro de pesos

Y. 4, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Acción de amparo. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Causas civiles. Competencia originaria. Incompetencia. 

La Corte ha establecido que la acción de amparo, de manera general, es procedente en los litigios que caen dentro de la competencia originaria del Máximo Tribunal, porque de otro modo quedarían sin protección los derechos de las partes en las hipótesis contempladas por la ley 16.986. 

La materia de debate no reviste manifiesto contenido federal, puesto que los amparistas se limitan a invocar la nuda violación de garantías constitucionales como efecto de la actuación de las autoridades provinciales. 

Corresponde considerar si dada la distinta vecindad que los amparistas alegan procede la competencia originaria de la Corte ratione personae, para lo cual es necesaria la existencia de una causa civil. 

Si bien se ha atribuido tal carácter a los casos en que su decisión hacia sustancialmente aplicables disposiciones de derecho común, entendiendo como tal el que se relaciona con el régimen de legislación contenido en la facultad del art. 75, inc. 12, de la Constitución Nacional, la Corte ha excluido del concepto de causa civil los supuestos que requieren el examen y revisión, en sentido estricto, de actos administrativos, legislativos o judiciales de las provincias en que estas procedieron dentro de las facultades propias reconocidas por los artículos 121 y siguientes de la Constitución Nacional. 

La circunstancia de que la pretensión se funde en uno de estos últimos supuestos le quita el carácter de causa civil, en los términos de la doctrina de la Corte para acceder a su conocimiento y decisión de las causas que, en lo sustancial, versan sobre aspectos propios de las instituciones locales; sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por vía del recurso extraordinario.

Podesta, Arturo J. y López de Belva, Alberto c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de amparo

P. 820, XXXII, 12 de agosto de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Causas civiles. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Los artículos 117 de la Constitución Nacional, 1º de la ley 48 y 24, inciso 1º, del decreto-ley 1285/58, son explícitos en el sentido de que en los juicios en que una provincia es parte, la competencia originaria de la Corte procede si, a la distinta vecindad de la otra parte, se une el carácter de causa civil de la materia en debate.

Vázquez, Adolfo Roberto y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios

V. 387, XXXII, 20 de agosto de 1996

Ver dictamen

Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Prórroga de la competencia. Competencia nacional. 

Para que proceda la competencia originaria de la Corte, en las hipótesis en que alguna provincia es parte, es necesario que ella intervenga nominalmente en el pleito y sustancialmente y que a las condiciones personales requeridas se agregue el carácter de causa civil de la materia litigiosa, es decir, originada en estipulación o contrato y/o regida por el derecho común. 

Resulta aplicable el criterio sentado por la Corte en el precedente “Flores, Feliciano Reinaldo”, publicado en Fallos 315:2157. Dicho decisorio, admitió la posibilidad de que los estados provinciales puedan prorrogar, bajo determinadas condiciones, la competencia originaria de la Corte incluso a favor de la justicia federal de grado.

Compañía Argentina de Servicios Case S.A.  c/ Sindicato de Choferes de Camiones y otro s/ Acción declarativa

COMP. 120, XXXII, 27 de agosto de 1996

Ver dictamen

Acción de amparo. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia en la medida en que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones, quedarían sin protección los derechos de las partes en las hipótesis contempladas por la ley 16.986. 

La causa se halla entre las especialmente regidas por la Ley Fundamental a las que alude el artículo 2º, inciso 1º, de la ley 48, pues en ella se debate un tema vinculado a la preservación del ordenamiento de las competencias entre las provincias argentinas y el gobierno federal que la Constitución Nacional confiere al Gobierno Nacional. 

Al ser demandada una provincia, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la parte actora, el caso se revela como de aquellos reservados a la competencia originaria de la Corte.

TIRSA c/ Dirección Provincial de Transporte s/ Amparo

COMP. 607, XXXII, 30 de agosto de 1996

Ver dictamen

Juicio ejecutivo. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Causas civiles. Cuestión de derecho común. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

La competencia originaria de la Corte en los casos en que una provincia es parte procede, según el artículo 117 de la Constitución Nacional, cuando a la distinta vecindad de la otra parte se une el carácter civil de la materia en debate.

Se ha atribuido dicho carácter a los casos en que su decisión torna sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendiendo como tal el que relaciona con el régimen de legislación contenido en la facultad del artículo 75, inciso 12, de la Constitución Nacional.

La Corte ha reconocido su competencia originaria en los pleitos dirigidos contra un Estado Local por el pago de cheques, sustentándose para ello en que, en atención al tipo de instrumentos de que se trata no corresponde indagar la causa de su libramiento, toda vez que los principios y normas que los rigen y sus caracteres de abstracción, autonomía y literalidad impiden entrar en considerar el origen de las obligaciones.

Telefilms S.A. c/ Formosa, Provincia de y otros s/ Ejecutivo

T. 210, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Beneficio de litigar sin gastos. Juicios en que es parte una provincia. Estado Nacional. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Resulta aplicable el artículo 6º, inciso 5º, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que determina que será juez competente en el pedido de beneficio de litigar sin gastos, el que deba conocer en el juicio en que aquel se hará valer. 

De acuerdo con la naturaleza de las partes, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.

Sociedad Electro Comercial S.R.L. c/ Corrientes, Provincia de y otros s/ Beneficio de litigar sin gastos

S. 497, XXXII, 16 de agosto de 1996

Ver dictamen

Juicios en que es parte una provincial. Causas civiles. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Remisión al Fallo de la causa C. 563, L. XXIV, “Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Tucumán Provincia de (Poder Ejecutivo) s/ Cobro de pesos”.

Caja Complementaria de Previsión para la actividad Docente c/ Tucumán Provincia de s/ Ejecución Fiscal

C. 1022, XXXII, 27 de agosto de 1996

Ver dictamen

Demanda contra Estado extranjero. Daños y perjuicios. Muerte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 

La causa sub examine no corresponde a la instancia originaria de la Corte, toda vez que en ella no se da ninguno de los supuestos exigidos para su procedencia por el artículo 117 de la Constitución Nacional, reglamentado por el artículo 24 del decreto ley 1.285/58, al no resultar demandados ni una provincia ni un agente del servicio exterior de otro país con status diplomático.

Asimismo el hecho de que sea codemandado un Estado extranjero tampoco hace surtir la intervención de la Corte ya que éstos ni sus representaciones diplomáticas revisten, según una reiterada doctrina de la Corte, la calidad de aforados.

A ello corresponde añadir que dicha competencia originaria, por ser de raigambre constitucional, se encuentra taxativamente limitada a los casos mencionados ut supra, sin que pueda ser extendida ni restringida por las leyes que la reglamentan.

 

G., V., c/ M., S., Asunción y/o responsable s/ Daños y perjuicios

COMP. 726, XXXII, 18 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Ejecución hipotecaria. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. Devolución del expediente. 

Si bien la disposición legal establece que la incompetencia federal puede ser declarada en cualquier estado del proceso, parece razonable que tal principio debe tener como límite, que la causa no haya concluido en su trámite con el dictado de la sentencia, en tanto ello atiene a principios de seguridad, regularidad jurídica y orden procesal, como así también al de economía. 

Conforme lo ha admitido la Corte a partir del precedente “Feliciano Reinaldo Flores y otra c/ Provincia de Buenos Aires y otra”, la competencia originaria que corresponde a las provincias puede ser prorrogada en favor de los tribunales inferiores de la Nación, si la única razón de ello, solo atiende a una prerrogativa de la Provincia a ser demandada ante dicha jurisdicción, en tanto se trata de un privilegio personal, que es por principio renunciable.

Al resultar clara la intención de la Provincia de prorrogar la competencia originaria que podía invocar en favor del juzgado federal, donde por otro lado correspondía tramitar la causa atento al carácter de organismos del Estado Nacional de la parte actora, es que, atendiendo asimismo al estado procesal de la acción, que la declaración oficiosa de incompetencia por el tribunal de alzada, resultó inoportuna e inadmisible. 

 

B.H.N. c/ Instituto Provincial de la Vivienda y Urbanidad de la Provincia de San Luis s/ Ejecutivo

COMP. 231, XXXII, 23 de mayo de 1996

Ver dictamen

Acción de inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Dada la confluencia en este juicio de la Nación y una provincia, y toda vez que resulta irrelevante a los efectos de la aplicación del art. 117 de la Constitución Nacional, la circunstancia de que actúen como terceros interesados tal como tiene la Corte reiteradamente dicho, corresponde su tramitación ante los estrados de la Corte.

Coluccio, Roque y otro c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires s/ Nulidad de acto jurídico

COMP. 245, XXXII, 24 de mayo de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Entes autárquicos provinciales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 

Para que surja la competencia originaria de la Corte según el artículo 117 de la Constitución Nacional, es preciso que una provincia o un diplomático sean parte sustancial en el proceso. Dicho requisito no se encuentra cumplido en autos, toda vez que la demanda no está dirigida contra la Provincia de Buenos Aires, sino contra el Instituto de la Vivienda y Urbanismo del Ministerio de Obras Públicas de esa provincia, ente que, de conformidad con el artículo 1 ° de la ley local 9.573, que dispone su creación, goza de autarquía y de capacidad para actuar, pública y privadamente, es decir tiene personalidad jurídica propia que no permite identificarla con el Estado local. Al ser dicha entidad la titular de la relación jurídica en que se sustenta la pretensión resulta de aplicación la pacífica y reiterada doctrina de la Corte que excluye su competencia originaria en supuestos como el presente. Por ello y, toda vez que tiene dicho la Corte que su competencia originaria, por ser de raigambre constitucional es de carácter restrictiva e insusceptible de extenderse, la presente demanda es ajena a esta instancia.

Lugones, Leopoldo Guillermo c/ Sindicato de Mecánicos Afines del Transporte Automotor s/ Daños y perjuicios

COMP. 90, XXXII, 27 de mayo de 1996

Ver dictamen

Amenazas. Agentes diplomáticos extranjeros. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 

Sin perjuicio del estado diplomático de la nombrada, en el carácter invocado de esposa del Segundo Secretario de la Embajada de Japón, toda vez que ella no ha solicitado formalmente ser tenida por parte querellante ni se advierte que, en el caso, se encuentre afectado el desempeño de actividades propias de la legación, resulta que, hasta tanto no se acredite en autos alguno de esos extremos, corresponde declarar que la presente causa es ajena a la competencia originaria del Tribunal.

T. Yuniko s/ Averiguación amenazas

T. 2, XXXII, 24 de enero de 1996

Ver dictamen

Cobro de sumas de dinero. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

En atención a la naturaleza de las partes que, en principio, han de intervenir en este proceso, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto por el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.

Agua y Energía Eléctrica - Sociedad del Estado (en liquidación) c/ Tucumán, Provincia de s/ Cobro de pesos

A. 150, XXXII, 10 de mayo de 1996

Ver dictamen

Ejecución fiscal. Certificado de deuda. Aportes previsionales. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Remisión al fallo de la causa C. 563, L. XXIV, "Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Tucumán, Provincia de (Poder Ejecutivo) s/ Cobro de pesos".

Al resultar demandado un Estado provincial, en una causa civil, por un vecino de extraña jurisdicción territorial, la Corte resulta competente para conocer de la presente demanda.

Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ La Rioja, Provincia de s/ Ejecución fiscal

C. 139, XXXII, 07 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cobro de sumas de dinero. Certificado de deuda. Aportes previsionales. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Remisión al fallo de la causa C. 563, L. XXIV, “Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Tucumán, Provincia de (Poder Ejecutivo) s/ Cobro de pesos”.

Al resultar demandado un Estado provincial, en una causa civil, por un vecino de extraña jurisdicción territorial, la Corte resulta competente para conocer de la presente demanda.

Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Jujuy, Provincia de (Poder Ejecutivo) s/ Cobro ejecutivo de pesos

C. 163, XXXII, 09 de mayo de 1996

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa C. 563, L. XXIV, “Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Tucumán, Provincia de (Poder Ejecutivo) s/ Cobro de pesos”.

Al resultar demandado un Estado provincial, en una causa civil, por un vecino de extraña jurisdicción territorial, la Corte resulta competente para conocer de la presente demanda.

Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Catamarca, Provincia de (Poder Ejecutivo) s/ Cobro ejecutivo de pesos

C. 164, XXXII, 09 de mayo de 1996

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa C. 563, L. XXIV, “Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Tucumán, Provincia de (Poder Ejecutivo) s/ Cobro de pesos”.

Al resultar demandado un Estado provincial, en una causa civil, por un vecino de extraña jurisdicción territorial, la Corte resulta competente para conocer de la presente demanda.

Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Jujuy, Provincia de (Poder Ejecutivo) s/ Cobro ejecutivo de pesos

C. 165, XXXII, 09 de mayo de 1996

Ver dictamen

Juicio ordinario. Contratos de juegos de azar. Premios de juego de azar. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

En atención a la naturaleza de las partes que, en principio, han de intervenir en el proceso, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la ley Fundamental respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación – o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto por el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.

Frangiulli, Alicia Mercedes c/ Agencia Esteban s/ Medidas preliminares

COMP. 82, XXXII, 22 de mayo de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

La Corte ha dicho reiteradamente que su competencia originaria, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inciso 1° del decreto ley 1285/58 procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la otra parte, se une el carácter civil de la materia en debate. Se ha atribuido tal carácter a los casos en que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el artículo 75, inciso 12 de la Constitución Nacional, según la doctrina que surge de Fallos: 310:1074, cons. 3°; 311:1588, 1597 y 1791: 313:548; 314:810.

A la luz de tales principios, se ha sostenido que no es causa civil aquella en que, a pesar de demandarse restituciones o indemnizaciones de carácter civil, tiende al examen y revisión de actos administrativos, legislativos o judiciales de las provincias en que estas procedieron dentro de las facultades propias reconocidas por los artículos 121 y siguientes de la Constitución nacional, ya que para resolver la cuestión tendrían que examinarse los antecedentes el caso a la luz de la ley local y sus reglamentaciones, interpretándolas en su espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles, todo lo cual no es del resorte de la Corte Suprema. 

Se debe atender de modo principal para determinar la competencia los términos de la demanda. 

Si bien la materia del pleito, constituye una cuestión de derecho público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter de causa civil.

Gavilán, Sebastián c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios

G. 40, XXXII, 22 de mayo de 1996

Ver dictamen

Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Remisión al fallo de la causa C. 354, L. XXV, "Cadopi, Carlos Humberto c / Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa"; y E. 136, L. XXIX, "Espinosa Buschiazo, Carlos Alberto c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa". 

Latorre, Fidel Carlos y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa

L. 115, XXXII, 27 de mayo de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Juicios contra el Estado. Estado Nacional. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

En atención a la naturaleza de las partes que, en principio, han de intervenir en este proceso, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto por el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.

Porreca, Héctor c/ Estado Nacional y otro s/ Daños y perjuicios

COMP. 48, XXXII, 13 de mayo de 1996

Ver dictamen

Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Al ser parte un Estado provincial contra un vecino de la Capital Federal, corresponde a la Corte conocer en la presente rogatoria.

Provincia de Salta c/ Caram, Aníbal René s/ Oficio Ley 22.172

COMP. 23, XXXII, 17 de mayo de 1996

Ver dictamen

Homicidio culposo. Violación al deber de cuidado. Agentes diplomáticos extranjeros. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

Toda vez que el actor posee status de agente diplomático, la Corte es competente para conocer, en forma originaria, del hecho aquí investigado, por lo que corresponde aceptar la declinatoria de competencia dispuesta por el Señor Juez a cargo del Juzgado en lo Criminal y Correccional.

Haider Ayoub Y. s/ Artículo 84 del Código Penal -Causa N° 16.486-

H. 1, XXXII, 05 de enero de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Causas civiles. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

La Corte ha dicho reiteradamente que su competencia originaria, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inciso 1° del decreto ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la actora, se une el carácter de causa civil de la materia en debate. 

Se ha atribuido tal carácter a los casos en que la decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el artículo 75, inciso 12 de la Constitución Nacional, según la doctrina que surge de Fallos: 310:1074, cons. 3°; 311:1588, 1597 y 1791; 313:548; 314:810.

A la luz de tales principios, se ha sostenido que no es causa civil aquella en que, a pesar de demandarse restituciones o indemnizaciones de carácter civil, tiende al examen y revisión de actos administrativos, legislativos o judiciales de las provincias en que estas procedieron dentro de las facultades propias reconocidas por los artículos 121 y siguientes de la Constitución nacional, ya que para resolver la cuestión tendrían que examinarse los antecedentes el caso a la luz de la ley local y sus reglamentaciones, interpretándolas en su espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles, todo lo cual no es del resorte de la Corte Suprema. Si bien la materia del pleito, constituye una cuestión de derecho público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter de causa civil.

Bareco Argentina S.A.C.e I. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Sumario

B. 63, XXXII, 10 de mayo de 1996

Ver dictamen

Accidente de tránsito. Intervención de terceros. Tercero citado en garantía. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 

De conformidad con los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24 inciso 1° del decreto ley 1285/58, surge con claridad que en el caso, se dan los supuestos requeridos para habilitar la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en tanto se trata de una causa de naturaleza civil, donde la provincia ha sido citada a juicio en su calidad de tercera interesada, con el consentimiento de las partes en el proceso, de los cuales los que piden su comparecencia, tienen distinta vecindad con la citada.

Colavita, Salvador c/ Concesionario Vial del Sur S.A. s/ Daños y perjuicios

COMP. 190, XXXII, 23 de mayo de 1996

Ver dictamen



Cobro de sumas de dinero. Honorarios del médico. Asistencia médica. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 

Para determinar la competencia se ha de atender de modo principal a los términos de la demanda. 

La justicia federal constituye un fuero de excepción, por lo tanto, para su procedencia en razón de la nacionalidad, quien la invoca debe demostrar los extremos necesarios para hacerla surtir. 

La justicia federal constituye un fuero de excepción, por lo tanto, para su procedencia en razón de la nacionalidad, quien la invoca debe demostrar los extremos necesarios para hacerla surtir. La sola manifestación, como único medio, de ser de nacionalidad chino, porque ello consta en la escritura pública en la que otorga poder a su representante, no constituye, de conformidad con la doctrina de la Corte, prueba fehaciente de la nacionalidad a los efectos de habilitar el fuero federal, toda vez que solo la partida de nacimiento, dotada de los recaudos que autorizan su reconocimiento en nuestro país, reúne tal eficacia probatoria.

En consecuencia, ante el estado de incerteza respecto a la nacionalidad del actor, debe entenderse que el actor no acredito como era exigible, su extranjería, para hacer surtir el fuero federal, y en particular, la competencia originaria de la Corte. 

Sin perjuicio de ello, tampoco está probada la naturaleza civil de la causa que, si bien se funda en normas de derecho común, habría que establecer como es el vínculo contractual que uniría al accionante con la provincia demandada, el que por principio podría encuadrarse en el marco del derecho público local.

Carl Chung Ching Kao c/ La Pampa, Provincia de s/ Cobro de pesos

C. 90, XXXII, 23 de mayo de 1996

Ver dictamen

Recurso extraordinario

Hábeas corpus preventivo. Privilegios parlamentarios. Detención. Inmunidades parlamentarias. Senadores. Cámara de Senadores. Facultades privativas de cada cámara. Revisión judicial. Cuestión federal. Interpretación de leyes federales. 

Arresto impuesto por el Senado.

Un senador es un funcionario político del Estado, cuya actividad encuentra razón de ser dentro del órgano colegiado y complejo al que pertenece que es un poder público de existencia necesaria, al que el Estatuto fundamental del Estado acuerda derechos e inmunidades denominados privilegios, con el objeto de asegurar un funcionamiento independiente y una libre acción en el desempeño de su misión constitucional. Es este un requisito fundamental de su existencia y el medio adecuado para garantir la libertad e independencia de las asambleas representativas, ante los otros poderes del Estado y ante la ciudadanía toda.

La Corte ha sostenido que la Constitución no ha buscado otorgar a los miembros del Congreso una inmunidad que tienda a tutelar a sus personas, ni es por razones del individuo mismo que se garante su inmunidad. Son altos fines políticos los que se ha propuesto y si ha considerado esencial esa inmunidad, es precisamente para asegurar no sólo la independencia de los poderes públicos entre sí, sino la existencia misma de las autoridades creadas por la constitución.

Tanto la doctrina como la jurisprudencia es conteste, en que tales privilegios no son individuales o personales sino funcionales y por tal razón, irrenunciables por el legislador, salvo que sea autorizado por el Cuerpo a su renuncia; y ello porque el privilegio de un miembro es el privilegio de la Cámara, no sólo del senador por el título que inviste y para su protección, sino del órgano en su conjunto y para el resguardo de la función que orgánicamente cumple.

Más allá de que la conducta mencionada por el libelo, haya podido afectar el honor personal del Senador, ésta se dirigió al modo de ejercicio de su función dentro del órgano que integra.

Toda asamblea legislativa posee capacidad de autorreglamentación. Un supuesto de demora o retención no puede imputarse a un legislador sin que a la par se involucre a la comisión que interviene en el estudio del proyecto y al Senado en su conjunto.

La acción de cada senador no es aislada, ni ajena a la de los otros miembros, ya sea de la comisión a la que pertenece o del órgano en general y el tratamiento de un proyecto está regido por normas, disposiciones y controles de las distintas autoridades del Senado.

El agravio del cuerpo no resulta ajeno a la manifestación efectuada por el periodista, que bien pudo interpretar fue destinada no sólo a afirmar la existencia de un hecho imputable a la persona, sino al funcionario que integra el senado; y por ende válidamente da lugar a que el órgano se sintiera afectado, ya que la imputación, al propio tiempo que resultó agraviante al miembro, presuponía el silencio, falta de control, omisión, y/o desidia del órgano.

Al haber la Constitución Nacional previsto, en forma expresa, la facultad disciplinaria del Poder Legislativo en el artículo 66, refiriéndose a la acción de sus propios integrantes, tal capacidad sancionatoria no puede pensársela como sólo limitada a dichos funcionarios, y extraña a la acción de terceros ajenos que, sin gozar de inmunidades especiales y privilegios que asisten a aquéllos, afecten el funcionamiento del órgano.

Se trata de facultades que surgen implícitas y resultan necesarias para realizar con eficacia la función. La concesión de ese poder especial en la Constitución no excluye otros, y tal facultad, en todo caso, mereció ser consignada en forma expresa, por ser de naturaleza delicada, tal como es, la de garantir la acción del Cuerpo frente a sus propios miembros.

No hay rama alguna de poderes concedidos en la Constitución, que no envuelva otros no expresados y que, sin embargo, son vitales para su ejercicio, sin que esto entrañe un peligro de abuso en el origen del poder ejercido en nombre del pueblo, por quien debe someterse a éste a intervalos a fin de que le ratifique su representatividad.

Tiene dicho la Corte que es doctrina fuera de discusión la de los poderes implícitos, necesarios para el ejercicio de los que fueron expresamente concedidos; y sin los cuales, sino imposible sería sumamente difícil y embarazosa la marcha del Gobierno Constitucional en sus diferentes ramas.

Tiene dicho esta Procuración que al conferir el Congreso, es decir ambas Cámaras, la jurisdicción que la ley de desacato atribuye a los Tribunales de la Nación, se desprendió de la que cada una tenía o podía tener en virtud de los poderes implícitos; y no es posible sostener que pueda una, separadamente, reasumirla sin consentimiento de la otra, porque ello importaría la violación de un compromiso, y la anulación de una ley, por la acción de una sola de las partes que a su sanción concurrieron.

La cuestión de si el Senado, en defensa de sus privilegios, debe recurrir o no, a otro órgano de poder para lograr tal fin; en particular, cuando se alega que la actitud motivo de corrección estuvo destinada a afectar el funcionamiento del Cuerpo y de su actividad legislativa, no está del todo clara ni mucho menos uniforme.

Lo esencial radica en distinguir las diversas naturalezas de lo estrictamente penal y delictual, de lo puramente disciplinario. 

Resulta obvio que si el Congreso Nacional decide incluir en el derecho penal la figura del desacato como delito específico, su juzgamiento en ninguno de los supuestos puede quedar a cargo de sus Cámaras, desde que esa función sólo le compete al Poder Judicial. 

Pero la previsión u omisión de la descripción de una figura determinada como delito es una temática ajena al problema de las facultades disciplinarias de los poderes, las cuales están previstas no como un castigo tendiente a sancionar conductas antisociales sino meramente como un resguardo frente a las sanciones que afectan el buen funcionamiento de tales órganos. 

Por ello es que un aspecto no anula al otro y pueden coexistir perfectamente sin que se perturbe en modo alguno el principio estricto de derecho penal de "non bis in idem", sólo válido en el exclusivo marco de los delitos tipificados y penados por esa rama del Derecho. 

De allí que afirmaciones como que si el desacato no está previsto en la ley penal torna procedente su sanción por el órgano de poder a efectos de evitar que quede impune no parecen apropiadas. Si una conducta no está prevista como delito justamente debe quedar impune, mas ello no obsta a que quien incurre en ella pueda ser sancionado desde la óptica de la corrección disciplinaria, sanción que no tiene la categoría de pena.

En el leading case "Lino de la Torre", la Corte dejó esta diferencia claramente expuesta: "...no se trata de la jurisdicción criminal propiamente dicha, ni del poder ordinario de imponer penas. Se trata simplemente de la represión correccional de ofensas cometidas contra las mismas cámaras". "La ley penal habilita sin duda a los tribunales para conocer en los casos definidos y penados, que de otro modo escaparan a su jurisdicción. Pero de esto no se sigue que la jurisdicción de los tribunales excluya la que corresponda a cada Cámara". 

Es esta, a criterio de esta Procuración, la doctrina correcta, reiterada por la Corte en Fallos: 263:380, donde expresó que "las correcciones disciplinarias impuestas por las Cámaras legislativas para reprimir ofensas a los privilegios parlamentarios no configuran el ejercicio de la jurisdicción criminal propiamente dicha ni del poder ordinario de imponer penas”.

De todos modos, aunque se aplicase aquel razonamiento en el presente, en el sentido de que, cuando el desacato ha desaparecido como figura penal reprochable no cabría objetar que el Senado pudiese válidamente ejercer la facultad de corrección de una conducta no tipificada, que pudiera ser factible de constituirse en una valla a la acción del Cuerpo, la solución en principio podría ser la misma, desde que el referido órgano consideró que no pueden hallarse sus miembros en libertad de espíritu si median ataques infundados, gratuitos, desprotegidos de toda medida que los modere, para avocarse al estudio y decisión imparcial y serena, de una norma que afectará al conjunto de la sociedad. 

En consonancia con ello, el propio fallo que se cuestiona destaca que, si la conducta motivo de la corrección no constituyera delito y por tal razón no estuviera sujeto a su juzgamiento y sanción en la órbita del Poder Judicial, se habilitaría la jurisdicción del órgano legislativo. 

Del espíritu y de la letra del texto constitucional surge claramente que no existen poderes ni derechos absolutos, ya fueran de los funcionarios públicos o de las personas en particular y, consecuentemente, en uno u otro sentido, resulta inadmisible que cualquiera de ellos, amparándose en una interpretación literal de tales normas, arbitren, condicionen o digiten, mediante una inteligencia encorsetada, y antojadiza, el ámbito del libre y apropiado accionar de los otros. 

En el caso de las personas, además de la expresa consagración constitucional que garantiza el ejercicio pleno de sus derechos, cuentan con procedimientos específicos creados por la ley para su operatividad y protección, a ejercitar ante el Poder Judicial en el supuesto de que se vieran afectadas por la acción del poder público, de lo cual es prueba palpable el presente proceso. 

Empero, en el supuesto de los poderes del Estado, si se trata de proteger su accionar, cuando es alterado, resulta impropio que se vean sometidos a la necesidad de requerir, de igual manera que el particular, a otro poder que le remueva tales obstáculos; por el contrario, el constituyente los habilitó también expresamente para darse a sí mismos los reglamentos, de manera de hacer viable el ejercicio de sus poderes. 

En tal orden de ideas procede recordar que el legislador ha otorgado, mediante norma legal, esas facultades a los magistrados judiciales, a fin de que, de darse una acción obstructiva de su actividad, puedan disponer por sí medidas disciplinarias que permitan, inclusive, decidir el arresto por el lapso de cinco días, en supuestos de comunicaciones de cualquier índole que afecten su dignidad o decoro razón por la cual los jueces no se ven precisados de recurrir a otro tribunal que resultase competente para lograr su objetivo. Corresponde, por ello, admitir con la misma razón que el legislador tiene las mencionadas atribuciones, máxime cuando su consagración se halla en la propia norma básica.

De la forma de proceder del Senado, por lo pronto, no se aprecia que hubiese mediado juzgamiento o sometimiento a proceso paralelo o sustitutivo de una acción judicial, sino un estricto trámite de carácter parlamentario, donde el órgano ha querido reprimir faltas contra su autoridad y decoro y corregir una actitud que le impedía estar en condiciones de ejercer su función, sin que pueda inferirse que haya pretendido castigar injurias o calumnias tipificadas en el código represivo; en tal sentido, la Corte ha expresado que las correcciones disciplinarias no importan el ejercicio de jurisdicción criminal propiamente dicha, ni el poder ordinario de imponer penas, en tanto consistan en prevenciones, apercibimientos, multas y sólo por excepción en detenciones.

Tal actuación, no puede calificarse de arbitraria, en atención a que el amparado fue oído, circunstancia ésta que no se niega, y quita sustento a la alegada violación de la defensa en juicio, la que de ninguna manera cabe exigir se configure, en el procedimiento en análisis, mediante la aplicación de actos procedimentales que serían viables en un trámite judicial, mas no en el ámbito parlamentario, que al efecto se rige por los reglamentos respectivos.

Dichas atribuciones deben ejercitarse de modo compatible con la Constitución Nacional, en particular en cuanto su uso pudiere afectar la distribución del poder o derechos y garantías de los individuos y no puede quedar sólo sujeta a su discreción y sin que medie un efectivo control de los límites de su ejercicio.

La Corte ha destacado que el poder implícito de las cámaras del Congreso de la Nación para sancionar conductas de particulares se encuentra circunscripto a los actos que de un modo inmediato traduzcan una obstrucción o impedimento, serio y consistente, respecto de la existencia de dichos órganos o del ejercicio de sus funciones propias. No obstante, "la interpretación de la Constitución Nacional debe hacerse de manera que sus limitaciones no traben el eficaz ejercicio de los poderes del Estado para el cumplimiento de sus fines del modo más beneficioso para la comunidad", y que "no incumbe a los jueces en el ejercicio de sus atribuciones sustituirse a los otros poderes del Estado en las funciones que le son propias", "está vedado a los tribunales el juicio sobre el mero acierto o conveniencia de disposiciones adoptadas por los otros poderes en el ejercicio de las facultades propias de ellos" y "la misión más delicada de la justicia nacional es la de saberse mantener dentro de la órbita de su jurisdicción, sin menoscabar las funciones que incumben a los otros poderes o jurisdicciones"; también ha señalado que un reconocimiento en exceso de algunas facultades podría aparejar la asunción por las Cámaras del Congreso, de aquéllas que expresamente la Constitución Nacional ha conferido al Poder Judicial”, ya que el poder o facultad en discusión importa simplemente la represión correccional de ofensas cometidas contra las mismas cámaras, capaces de imposibilitar el libre y seguro ejercicio de sus funciones públicas.

La aplicación de penas privativas de la libertad fuera de este supuesto, está más allá de estos límites permitidos y supondría tanto el traspaso del umbral de una competencia correctora, cuanto el ingreso en la órbita de las facultades reservadas al Poder Judicial, con consecuente desmedro de la división de poderes. 

Tal facultad de control del Poder Judicial, se torna aún más necesaria en el caso al hallarse en juego el ejercicio de uno de los derechos esenciales al sistema republicano: la libertad de prensa, de especial protección. 

Es cierto que tanto el ejercicio de los poderes concedidos, como el de los derechos reconocidos, no se pueden verificar de manera absoluta, so pena de anular los de los demás miembros de la sociedad o de impedir el funcionamiento armónico y eficaz del Estado. La convivencia social y política exige responsabilidad en sus componentes, ya se trate de particularidades o funcionarios y no otorga un bill de indemnidad para ninguno de ellos "Los derechos fundados en cualquiera de las cláusulas de la Constitución Nacional tienen igual jerarquía. La interpretación debe armonizarlos, ya se trate de derechos individuales o de atribuciones estatales".

En el caso en análisis no cabe admitir la aplicación de una sanción que implique la privación de libertad, en tanto ésta no encuentra sustento en que la conducta reprochada por el órgano estatal hubiera impedido o entorpecido las labores del Senado, sin perjuicio de que haya afectado su honor y el de uno de sus miembros.

En estas actuaciones, la Honorable Cámara afirmó que el libelo causante del agravio habría afectado los privilegios por imputación de inconductas sin fundamento alguno, pero ello, en todo caso, podría ser motivo de acciones de otro tenor, cuya apreciación no es susceptible de efectuarse, porque en esta causa sólo se trata de determinar si la facultad que se cuestiona ha sido ejercida de manera apropiada, dentro del marco constitucional, para lo cual debió probarse que existió ciertamente la obstrucción aludida en el ejercicio de la función, extremo que no aparece configurado por el solo hecho de mediar comentarios periodísticos, al margen de que éstos puedan ser infamantes.

El recurso de Hábeas Corpus resulta procedente, al tratarse de una reprimenda que escapa a los límites constitucionales permitidos en el marco de la corrección dispuesta por autoridad competente en el ejercicio de facultades disciplinarias y que, en consecuencia, configura en los hechos una condena, en los términos del Artículo 18 de la Constitución Nacional, por ende violatoria de la competencia exclusiva otorgada al Poder Judicial de la Nación.

Soaje Pinto, José María  s/ Recurso de Hábeas Corpus preventivo

S. 652, XXIV, 11 de marzo de 1996

Ver dictamen

Acción declarativa de inconstitucionalidad. Doctrina de los actos propios. Jubilación de magistrados. Inamovilidad de los jueces. Improcedencia del recurso. 

Respecto de la naturaleza de la acción instaurada y del carácter de la solicitud de declaración de inconstitucionalidad es necesario recordar que el Tribunal ha establecido que siempre que la petición no tenga carácter simplemente consultivo, no importe indagación meramente especulativa, sino que responda a un caso que busque precaver los efectos de un acto en ciernes al que se atribuye ilegitimidad y lesión al régimen constitucional federal, constituye una causa en los términos de la Ley Fundamental. 

La acción declarativa que tiene una finalidad preventiva y no requiere la existencia de daño consumado en resguardo de los derechos, es un medio plenamente eficaz y suficiente para satisfacer el interés del actor que, en las actuales circunstancias, se agota en una mera declaración de certeza que fije las relaciones legales que vinculan a las artes en conflicto. 

Resulta aplicable la llamada teoría de los actos propios, conformada en reiterados pronunciamientos jurisprudenciales, en particular, de la Corte y entendida como la reprobación por el ordenamiento jurídico general de toda pretensión contradictoria con la propia conducta del interesado, sancionable, en sentido lato, mediante el temperamento de considerarla inatendible procesalmente. Dicha concepción, conforme se ha señalado insistentemente, vela por la coherencia en el comportamiento de los intervinientes en el proceso, imposibilitándoles contradecir en el juicio sus propios actos anteriores que sean jurídicamente relevantes. 

La Corte tiene dicho reiteradamente que el sometimiento voluntario y sin reserva expresa a un régimen jurídico obsta a su ulterior impugnación con base constitucional. 

Según el artículo 99, inc. 4 de la Carta Magna, el cargo de magistrado en la justicia nacional y federal, tampoco se conserva de forma estable ad-vitam, porque cumplidos los setenta y cinco años de edad, es una condición necesaria el mantenimiento en el cargo, que medie un nuevo nombramiento. Inversamente, como las condiciones necesarias son en sentido lógico las condiciones “sine qua non”, en el caso, la falta de un nuevo nombramiento impide mantener el cargo y hace cesar inmediatamente al magistrado mayor del tope de edad referido. 

De ello se desprende e infiere que no puede mantenerse la pretendida tacha de inconstitucionalidad contra el régimen constitucional de la Provincia, toda vez que consagra una solución análoga, no diferente, ni mucho menos contradictoria con el texto de la Constitución Nacional. 

El sistema legal que se impugna por el actor tampoco reviste caracteres de irrazonabilidad o arbitrariedad legal. Observe la Corte que no se dispone el cese irrevocable en la magistratura por el solo cumplimiento de una determinada edad, sino que se sujeta la perdida de la inamovilidad en el cargo al caso en que el magistrado cumpla esa edad específica, siempre que esté en condiciones de obtener su jubilación ordinaria, resguardándose así sus derechos hasta el fin de su vida laboral.

Iribarren Casiano, Rafael c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa

I. 90, XXIV, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 

Es doblemente reiterable en el caso la doctrina de la Corte elaborada en los casos “Budano” y Gamberate de Mansur”.

Vera Barros, Alejandro Tomás c/ Universidad de Buenos Aires s/ Ordinario

V. 94, XXIV, 01 de julio de 1996

Ver dictamen

Expropiación irregular. Indemnización expropiatoria. Ejecución de honorarios. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. Régimen de consolidación de deudas. Inconstitucionalidad. 

La obligación principal, consistente en el pago de una indemnización expropiatoria, no estuvo alcanzada por el régimen de consolidación de pasivos cuestionado en autor, toda vez que fue cancelada con anterioridad y, de no haber sido cancelada, tampoco podría haber sido incluida en ese régimen, por lesionar garantías constitucionales.

Condominio Graffigna c/ Gobierno de la Provincia –Expropiación inversa incidente de ejecución de honorarios (III) Dr. Delisbe Quiroga por sí y por el Dr. Quiroga. Inconstitucionalidad

C. 1063, XXVI, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Aclaratoria (Procesal). Fallos de la Corte Suprema. Sentencia definitiva. Omisión de considerar cuestión propuesta. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. 

Es jurisprudencia de la Corte que sus decisiones, en principio, son definitivas, resultando, por tanto, insusceptibles de recurso alguno. 

Sin perjuicio de ello, la Corte podría, si lo estima procedente, hacer lugar a la aclaratoria, reabriendo el recurso de hecho para el tratamiento de la cuestión, toda vez que, en el pronunciamiento cuestionado, no se atendió el otro agravio federal que se traía a conocimiento del Tribunal. 

La presente demanda debe continuar su tramite ante la justicia federal en virtud de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional y el artículo 24, inciso 1º del decreto-ley 1285/58, normas que determinan que corresponde a los tribunales inferiores de la Nación, el conocimiento y decisión de las causas que se susciten entre los vecinos de diferentes provincias. 

Tal precepto de la Ley Fundamental tiene por objeto, según una reiterada jurisprudencia del Tribunal, el amparo del vecino extraño, que se ve obligado a litigar en la provincia y con los jueces de la contraria, por lo cual, para que proceda, es necesario que lo invoque el vecino de extraña provincia, por cuanto a nadie le es dado declinar los jueces de su propio fuero.

Caja complementaria de previsión para la actividad docente c/ Consejo de educación de la Provincia de Misiones

COMP. 812, XXIX, 16 de agosto de 1996

Ver dictamen

Jubilación de magistrados. Diferencia de haberes jubilatorios. Intangibilidad de la remuneración. Reducción de la jubilación. Costas. Cuestión de derecho común. Concesión parcial del recurso. 

Remisión al Fallo de la causa L. 196, XXIV, “Laporte, María Amelia c/ Instituto Nacional de Previsión Social Caja de Industria, comercio, y actividades sociales s/ Ejecución previsional”.

Los agravios de los recurrentes suscitan cuestión federal bastante desde que han puesto en tela de juicio el alcance y aplicación de la protección constitucional que corresponde a los sueldos de los jueces, así como de normas federales y de precedentes de la Corte. 

En cuanto a la cuestión traída por el Estado Nacional, en supuestos análogos la Corte aceptó que los jueces jubilados tenían derecho a reclamar prestaciones derivadas consistentes en un porcentaje determinado por la ley respectiva, argumentando que toda solución que permita a los jueces en actividad demandar la tutela prevista por el art. 96 de la Constitución Nacional y desconozca igual facultad en cabeza de los jubilados, convierte en letra muerta las previsiones contenidas en los artículos 4, 7 y 14 de la ley 18.464, al desconocer que el quebrantamiento de la norma superior se proyecta sobre aquellos que por haberse jubilado con derecho a un porcentaje fijo de las remuneraciones de los magistrados en actividad, encuentran sus haberes sensiblemente disminuidos frente a los que deberían percibir para evitar discriminaciones ilegítimas.

Del examen de la ley 23.982 no surge la existencia de precepto alguno  que excluya el régimen que regula el pago allí previsto: diferencias correspondientes a haberes previsionales. Por el contrario, tal como lo indicó la Corte, los arts. 7 y 14 indican claramente que fue voluntad del legislador extender al sistema de consolidación de deudas a esta clase de obligaciones.

Dicho criterio no puede modificarse por tratarse de diferencias correspondientes a un magistrado jubilado, desde que este no demostró fundadamente, como era exigible para la habilitación de la instancia extraordinaria, en qué medida, en situaciones graves de emergencia la restricción temporal de la percepción integral del crédito afectó su derecho a la intangibilidad salarial.

Rivas, Adolfo Armando s/ Juicio de conocimiento

R. 144, XXIX, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Acción declarativa de inconstitucionalidad. 

Remisión al dictamen de la causa H. 148, L. XXIX, “Hidroeléctrica El Chocón S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa”

Empresa Distribuidora Sur S.A c/ Buenos Aires, Provincia de (Poder Ejecutivo) s/ Acción declarativa

E. 45, XXXI, 29 de agosto de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Beneficio de litigar sin gastos. Enjuiciamiento de magistrados. Juicios contra el Estado. Gravamen irreparable. Juicio político. Inmunidad de jurisdicción. Procedencia del recurso. Confirmación de sentencia. 

El recurso interpuesto es formalmente procedente, por una parte pues el pronunciamiento que se impugna tiene carácter definitivo a los efectos del art. 14 de la ley 48, toda vez que si bien no pone fin al pleito en cuanto a la controversia de fondo que se debate, causa al actor un gravamen de imposible reparación ulterior. 

Tiene dicho la Corte que constituye un requisito indispensable para someter a un magistrado nacional a la jurisdicción de los tribunales ordinarios, en procesos civiles (o penales), por causas que se le sigan por actos realizados en el ejercicio de sus funciones, la previa destitución de aquel mediante el juicio político, regulado por los entonces vigentes artículos 45, 51 y 52 del anterior texto de la Constitución Nacional, o el cese de sus funciones por cualquier otra causa. 

Asimismo, el Máximo Tribunal sostuvo que el objeto de la admisión de inmunidades en favor de magistrados no es impedir a los tribunales el conocimiento de las causas en las que se encuentran involucrados jueces ni tampoco se pretende establecer un privilegio contrario al art. 16 de la Constitución Nacional, sino que la exención mencionada se funda en razones de orden público, relacionadas con la marcha regular del gobierno creado por la Ley Fundamental. 

Tal como sostuvo la Corte, si bien la existencia de inmunidades jurisdiccionales constituye una fuerte restricción al derecho individual de ocurrir ante los tribunales en procura de Justicia, dicha restricción se justifica por la necesidad de asegurar el libre y regular ejercicio de la función judicial, la cual seguramente se frustraría si los jueces estuviesen expuestos a las demandas de litigantes insatisfechos con sus decisiones.

Marder, José s/ Beneficio de litigar sin gastos

M. 311, XXXI, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



Capítulo V

Derecho Internacional

Recurso extraordinario

Daños y perjuicios. Inmunidad de jurisdicción. Estados extranjeros. Soberanía. Recurso hídricos. Ley federal. Tratados internacionales. Cuestión federal. Procedencia del recurso. 

El recurso extraordinario resulta procedente en lo formal, atento a que la naturaleza de la cuestión planteada, esto es, la inmunidad de jurisdicción de los Estados extranjeros, hace a un principio elemental de la ley de las naciones de indudable naturaleza federal, así como porque ha sido cuestionada la inteligencia de normas de tal carácter, cuales son el art. 24, del decreto-ley 1285/58 y el "Acuerdo Tripartito sobre Corpus e Itaipú".

En cuanto a si puede traerse a juicio a tribunales argentinos a la suma de los Estados de Brasil y Paraguay, que constituyeron el ente binacional "ITAIPU", el agravio del apelante está dirigido a la distinción que efectúa el tribunal entre actos de imperio y actos de gestión, que consideró decisiva a los fines del reconocimiento de la inmunidad de jurisdicción de los Estados extranjeros, siendo factible, a criterio del juzgador, traer a juicio a los mismos en el segundo supuesto, aspecto éste que cuestiona el recurrente sobre la queja de que el fallo distingue donde la ley no lo hace, y, en particular, porque al aplicarse dicho criterio al caso concreto, se derivaría una consecuencia absurda, cual sería que pudiera estar habilitado un particular y no el Estado Nacional que también las sufre, a accionar contra los Estados extranjeros.

Al respecto, es cierto que la norma legal no hace la distinción aludida, así como tampoco la había hecho la doctrina de la Corte en algunos precedentes, en los que, por el contrario, señaló que los estados extranjeros no pueden ser traídos a los tribunales nacionales sin cumplir con el requisito de obtener su conformidad, en virtud de lo dispuesto por el artículo cuya inteligencia se halla aquí cuestionada, por el cual se reconoció el principio de derecho internacional, relativo a la inmunidad jurisdiccional de los Estados, que a criterio del Tribunal debía ser respetado estrictamente, y a que la norma citada no autorizaba la distinción entre actos de imperio o de gestión.

Pero en antecedentes más actuales, ese Alto Tribunal ha venido a recoger los nuevos rumbos del derecho internacional contemporáneo, que revelan un claro abandono de aquellos clásicos principios, adhiriendo al que suele denominarse como de inmunidad relativa o restringida, por el cual se sostiene que, ante ciertas clases de asuntos, el Estado ya no puede invocar su inmunidad, cuando es llevado a juicio ante los tribunales de otro Estado. 

Expresó en dichos nuevos precedentes la Corte, que para diferenciar los actos del Estado, que gozarían del privilegio de inmunidad, de aquellos otros que estarían sometidos a la jurisdicción del Estado del foro, en la práctica cabe apelar a diferentes pautas clasificatorias, y distinguir así, entre actos comerciales o no comerciales; o dicho de otro modo, entre aquéllos en los que el Estado actúa como titular del poder soberano -ente político- y aquéllos en los que actúa como ente civil, o bien ejerciendo funciones estatales de gestión pública, o bien entre funciones de imperio o de gestión.

“ITAIPU” no solo es un ente binacional que actúa en el ámbito del derecho público internacional, sino que los actos del mismo no pueden calificarse como de carácter meramente comercial, o industrial, ya que importan actos de gestión pública, derivados de facultades soberanas de los Estados, cuales son el uso y aprovechamiento de bienes de dominio público, limitadas por el compromiso internacional asumido a través de los acuerdos firmados, y en el caso delegados a estas asociaciones u organismos internacionales intergubernamentales, razones por las que, consecuentemente, cabe considerar que se encuentra, prima facie, en condiciones de ampararse en el principio de inmunidad, al igual que sus Estados parte.

De las estipulaciones del “Acuerdo Tripartito de Corpus e Itaipú”, así como de las que surgen del "Tratado de ITAIPU", no se puede predicar que consagren o hayan previsto con exactitud el remedio o vía apropiada a la que se refiere la Resolución 179 de la ONU, pero sí que se ha establecido, aunque de un modo ambiguo, un procedimiento de carácter arbitral, ajustado a la llamada regla de unanimidad, por el cual las partes signatarias se han comprometido a tratar, apreciar y calificar, de común acuerdo, los perjuicios, no obstante dejar latente la posibilidad de que el justiciable no obtenga de modo más o menos oportuno la justa reparación a su reclamo, ante la falta de consenso, a pesar de lo complejo y farragoso que pudiera resultar el trámite a impulsar para el tratamiento de su pretensión, que cupiese inclusive presumir una imprecisa vaguedad que eventualmente lindara con una privación de justicia.

Debe también tenerse en cuenta que, al haber convenido el Estado Argentino en el acuerdo tripartito una verdadera, aunque no expresa, inmunidad jurisdiccional a favor del Ente binacional, se encuentra obligado al cumplimiento del compromiso, so pena de hacerse acreedor a las consecuencias jurídicas derivadas del derecho internacional, y además se afectarían las relaciones de buena convivencia de igual índole que es preciso resguardar.

No puede dejarse de estimar que nos hallamos ante la circunstancia de una aparente colisión: por un lado, el reconocimiento de la inmunidad de jurisdicción otorgada a una organización internacional, y por el otro, el derecho del particular a acceder a la justiciabilidad de toda causa, ambos con protección reconocida en el ámbito del derecho de gentes, y que ante la eventualidad de sostener el estricto cumplimiento del acuerdo internacional, o por el contrario, resguardar el derecho personal a la defensa con apoyo en una norma interna de superior jerarquía, debe resaltarse el hecho de que el Estado puede hacerse acreedor a posibles consecuencias sancionatorias de la comunidad internacional.

Así también, debe ponderarse que, si en el cumplimiento del mandato de velar por la vigencia de las normas constitucionales, se resolviera la inaplicabilidad de las reglas establecidas en pactos internacionales, que pudiesen llegar a alterar el orden público argentino, puede desprenderse de ello que el contralor judicial de tales actos privativos de otros órganos gubernamentales del Estado, debe efectuarse en un marco de estricto respeto a la acción de éstos, toda vez que antes que asegurar la unidad y coherencia del ordenamiento jurídico interno, podría llegarse a vulnerar el principio de la división de poderes. En tal sentido la Corte tiene dicho "que la misión más delicada de la justicia es la de saberse mantener, dentro del ámbito de su jurisdicción, sin menoscabar las funciones que incumben a los otros poderes", así como "que del juicio prudente de los magistrados en torno de los alcances de su jurisdicción, es de donde cabe esperar los mejores frutos en orden al buen gobierno de la Nación".

Aparece razonable que, quedándole al justiciable la posibilidad, no sólo de continuar su impulso de la vía diplomática, instando el mecanismo arbitral, sino también la judicial ante los tribunales extranjeros, la negativa del Ente Internacional ITAIPU a someterse a la jurisdicción nacional debe sin más admitirse, por tratarse de actos de manifiesto tenor público, en ejercicio de facultades soberanas y no meramente mercantiles -decisiones sobre el uso y aprovechamiento de los ríos- que no encuadran, por tanto, en las excepciones del artículo 2° de la ley 24.448, ni por ende, sortean el carácter relativo atribuido por la Corte al principio de inmunidad jurisdiccional, en su doctrina del caso "Manauta", máxime al no haberse agotado, según consta en autos, las vías posibles de reclamo para el accionante, lo que le quita actualidad a su pretendido gravamen. 

Habrá de hacerse lugar al recurso extraordinario planteado y reconocer la inmunidad jurisdiccional invocada por la demandada, declarando la incompetencia de los tribunales nacionales para intervenir en la causa.

Maruba S.C.A- Empresa de navegación marítima c/ Itaipú s/ Daños y perjuicios

M. 1109, XXIX, 20 de noviembre de 1996

Ver dictamen

 

 



Capítulo VI

Derecho Laboral

Contienda negativa de competencia

Fuero de atracción. Competencia nacional. Competencia comercial. 

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Castillo, Luis Alberto c/ Expreso Lanin S.A s/ Laboral

COMP. 273, XXXII, 27 de agosto de 1996

Ver dictamen

Competencia federal. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 40, L. XXXI, “Nieve, Elpidio Tomás c/ Empresa Nacional de Correos y telégrafos (ENCOTESA)”.

Melgarejo, Damacia s/ Laboral por accidente de trabajo

COMP. 68, XXXII, 10 de julio de 1996

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 96, L. XXIX, “Trento, Juan C.R. c/ Obra Social del Personal de la Construcción s/ Cobro de reajuste etc.”

Trento, Juan Carlos c/ Reajusto y diferencia de haberes

COMP. 38, XXXII, 10 de julio de 1996

Ver dictamen

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



Capítulo VII

Derecho Penal

Contienda negativa de competencia

Estafa. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 

De las constancias reunidas hasta el momento no surgen elementos de juicio suficientes para calificar con razonable certidumbre el hecho que motiva la causa pues no se ha practicado diligencia alguna tendiente a brindar mayor precisión a la denuncia.

A. y S. G. S.A. s/ Estafa

COMP. 1045, XXXII, 05 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Queja por denegación del recurso extraordinario

Defectos en la consideración de extremos conducentes. Mantenimiento del recurso. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

Acto jurisdiccional inválido.

Es criterio reiterado de la Corte que si bien las resoluciones que declaran la improcedencia de los recursos deducidos para ante los tribunales de la causa son ajenas, en principio, a la instancia del artículo 14 de la ley 48, tal doctrina no puede aplicarse de manera irrestricta cuando el escrito de apelación contiene una crítica suficiente de los temas que pretende someter al conocimiento de la alzada. 

La ausencia de toda consideración en punto al agravia federal invocado en el recurso extraordinario, a su vez constituye una circunstancia que descalifica la resolución aquí atacada como acto jurisdiccional valido, desde que se ha omitido el tratamiento de un extremo conducente para la solución del planteo.

M., Balderrama N. s/ Infracción a la Ley 23.737

M. 151, XXX, 30 de agosto de 1996

Ver dictamen

Prescripción de la acción penal. Calificación legal. Apreciación de la prueba. Sentencia arbitraria. 

Contradicción con relación a lo resuelto con anterioridad en la causa por el mismo tribunal.

El recurso extraordinario debe dirigirse contra aquellas decisiones que diriman la controversia, poniendo fin al pleito o haciendo imposible su continuación, o bien, contra aquellas resoluciones que, sin ser de esa naturaleza, originan un agravio, de imposible o insuficiente reparación ulterior.

La calificación legal de los hechos objeto de proceso, por regla, es materia propia de los jueces de la causa y ajena a la instancia extraordinaria, salvo en caso de arbitrariedad.

Las únicas constancias con las que se pretende apuntalar el estado de incertidumbre invocado en el fallo que le permitió a la Cámara sostener la aplicación al caso de la figura básica prevista en el artículo 6 de la ley 20.840 y, de esa forma, declarar la procedencia de la prescripción de la acción penal, aluden sólo al reconocimiento de algunos créditos otorgados por el Banco Cooperativo de Vicente López, por parte de sus titulares. 

Sin embargo, la existencia de esas operaciones no sólo se encontraban incorporadas al proceso al dictarse la prisión preventiva del encausado, sino que esa circunstancia también era conocida al momento en que el a quo se pronunció por el rechazo de la prescripción de la acción con respecto a tales hechos, manteniendo la primigenia calificación legal.

El razonamiento de la Cámara sustentado en ese único fundamento, no sólo importó una contradicción con la lógica y el sentido común con relación a lo resuelto con anterioridad en la causa por el mismo tribunal, sino que también se soslayó la debida consideración en conjunto de ciertos elementos de juicio esenciales y conducentes para la correcta solución. 

La decisión apelada no aparece suficientemente respaldada por las constancias obrantes en la causa, sino más bien como producto de una mera afirmación dogmática sustentada en la sóla voluntad de los jueces, que autoriza a su descalificación como acto jurisdiccional válido. Si bien el análisis del agravio invocado por el recurrente remite también a la forma en que fue apreciada la prueba, materia que, por principio, está reservada a los jueces de la causa, resulta aplicable la excepción posible a esa regla, con base en la alegada doctrina de la arbitrariedad, toda vez que la Corte tiene establecido que con ella se procura asegurar las garantías constitucionales de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan derivación razonada del derecho vigente, con aplicación a las circunstancias efectivamente comprobadas en la causa.

M., Roberto Manuel s/ Incidente de prescripción de la acción penal -Causa N° 12.872/84-

M. 1602, XXXI, 26 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Ley penal tributaria. Interpretación y aplicación de la ley. Cumplimiento de la obligación. Pago en cuotas. Sentencia arbitraria. Extinción de la acción penal. Mantenimiento del recurso. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

Resulta pertinente recordar que la primera fuente de exégesis de la ley es su letra y cuando esta no exige esfuerzo de interpretación debe ser aplicada directamente, con prescindencia de consideraciones que excedan las circunstancias del caso expresamente contemplado por la norma. De otro modo podría arribarse a una interpretación que, sin declarar la inconstitucionalidad de la interpretación legal, equivaliese a prescindir de su texto. 

Cuando tal interpretación guarda concordancia con el contexto general y los fines que informan la norma y, a ese objeto la labor del interprete debe ajustarse a un examen atento y profundo de sus términos que consulte la racionalidad del precepto y la voluntad del legislador, extremos que no deben ser obviados por las posibles imperfecciones técnicas de la instrumentación legal, precisamente para evitar la frustración de los objetos de la norma. 

Aún cuando la autoridad administrativa aceptase el pago en cuotas, hasta que no esté abonada la última no puede entenderse cumplida la obligación y ello es lo que se ajusta a la letra de las disposiciones del Código Civil y al texto del artículo 14 de la Ley Penal Tributaria; lo contrario implicaría un supuesto de arbitrariedad por interpretación disvaliosa, próximo a exegesis inoperante del derecho.

El efectivo cumplimiento de las obligaciones, no debe ni puede ser interpretado como el compromiso asumido de hacer frente a las obligaciones, ni suplido por el cumplimiento parcial de las mismas. 

La interpretación extensiva que realiza el a quo resulta inadecuada y arbitraria, pues implica el abandono de la actividad preventiva y represiva de hechos penalmente disvaliosos, por la sola circunstancia de que su autor acepte la pretensión fiscal y se comprometa a cumplirla, es decir, sin que el acontecimiento expresamente previsto se haya producido. 

La causa de extinción de la acción penal prevista en el artículo 14 de la ley 23.771, destruye una pretensión punitiva preexistente de manera que no puede confundirse con otras causas de exclusión de pena, como las justificantes, que actúan a nivel de la antijuridicidad, afectando la existencia misma de la punibilidad. 

La idea de un proceso penal que funcione como garantía del pago en cuotas, bajo la amenaza de la prisión por deudas, llega a ser un argumento que justifique la interpretación practicada por el a quo, pues, el compromiso de pagar en cuotas no hace desaparecer la tipicidad de la conducta y su antijuridicidad, entonces no hay razón para creer que a partir de tal compromiso existe una simple deuda amenazada con prisión. La prisión amenazada conductas típicas, antijuridicas y culpables, como las que el legislador ha querido perseguir penalmente en la ley 23.771. Y, entonces, en la medida que no se haya dado efectivo cumplimiento a las obligaciones fiscales, la acción penal permanecerá vigente, preexistente desde el momento mismo de la comisión del hecho que la desencadenó, más allá del temperamento procesal expectante que, como el propiciado por el recurrente, adopten los magistrados a las resultas del íntegro cumplimiento de la obligación. 

En lo que hace a la pretendida aplicabilidad del artículo 12 del decreto del Poder Ejecutivo 631/92, y a su capacidad de alterar o modificar el artículo 14 de la Ley Penal Tributaria, que ello resulta constitucionalmente inadmisible.

S. S.R.L. s/ Ley 23.771 -Causa N° 2.953-

S. 437, XXXI, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Prescripción de la acción penal. Resoluciones equiparables a definitiva. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de aspectos conducentes. Mantenimiento del recurso. 

Tiene establecido la Corte que las resoluciones como la recurrida resultan equiparables a sentencia definitiva, en la medida que ponen fin al pleito e impiden su continuación, causando un gravamen de imposible reparación ulterior.

Si bien la crítica del apelante, quien entiende que sin razón alguna el a quo omitió analizar aspectos conducentes para la adecuada solución del caso -tales como considerar secuela de juicio al llamado a prestar declaración indagatoria, o bien, la ausencia de constancias que demuestren que el encausado dejó de integrar la asociación ilícita que también se le reprocha, lo que implicaba que ese delito aún continuaba consumando y, por lo tanto, no cabía considerar extinguida por prescripción la acción penal a su respecto-, así como también, con relación al error en el que incurrió el tribunal de alzada, al efectuar el cómputo de tiempo transcurrido desde la comisión de los hechos investigados hasta aquellos que dieron lugar a los demás procesos en trámite contra el imputado, remite al examen de temas tanto de hecho y prueba como de derecho común y procesal, cuya revisión, por su naturaleza, resulta extraña a la instancia extraordinaria, cabe hacer excepción a esa regla cuando se ha otorgado un tratamiento inadecuado a la controversia suscitada que torna descalificable lo decidido por el a quo con base en la alegada doctrina de la arbitrariedad.

No transcurrió el plazo necesario para que se opere la prescripción de la acción penal -quince años- de acuerdo con los delitos imputados en autos y conforme con las pautas establecidas en el artículo 62 del Código Penal.

El razonamiento de la Cámara para desechar la suspensión solicitada por el recurrente, deviene incongruente con las constancias y, por ende, lo resuelto en ese sentido constituye una mera afirmación dogmática sin sustento en las probanzas acumuladas en la causa ni en las disposiciones legales que regulan el tema, lo que autoriza a su impugnación como acto judicial válido.

 

S., Eduardo N. s/ Solicita prescripción de la acción penal en favor de Enrique Haroldo G. M. - Causa N° 1.466-

S. 1489, XXXII, 26 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Mantenimiento del recurso. 

S., Nicolás G. s/ Infracción Artículo 174 del Código Penal -Causa N° 26.825-

S. 76, XXXII, 08 de julio de 1996

Ver dictamen

Recurso extraordinario

Actividades subversivas. Delito autónomo. Componente subjetivo distinto del dolo. Procedencia del recurso. Confirmación de sentencia. 

Mas allá de los reparos de técnica legislativa que pudieran dirigirse contra la ley 20.840, la disposición que atribuye jurisdicción al fuero de excepción es sumamente precisa y no revela una infundada decisión del legislador, sino que responde a la protección de intereses no meramente plurales de los ciudadanos, sino aquellos que alcanzan a la Nación misma. 

La Corte ha sostenido reiteradamente que para encuadrar los hechos dentro de las previsiones de la ley 20.840 el establecimiento afectado deberá poseer una importancia relativa que permita presumir una repercusión económica perjudicial que trascienda los intereses particulares afectados pues esa alteración debe necesariamente provenir de la perturbación al funcionamiento de una empresa de importancia suficiente como para que la buena marcha de ella, pueda considerarse un interés general de la Nación.

Por lo demás, la ponderación de tales circunstancias es una cuestión de hecho que queda sujeta a los jueces de la causa, y que resulta ajena a la instancia extraordinaria. 

Las conductas descriptas en el artículo 6º de la ley 20.840, aun antes de las reformas parciales de que fuera objeto, eran independientes del resto de las figuras previstas en el cuerpo normativo, es decir que constituían y constituyen hoy, tipos autónomos cuya aplicabilidad no depende de la vigencia del resto del articulado. Es por esta razón que la supresión del móvil o intencionalidad subversiva ínsita en las normas derogadas, no ha modificado la estructura de los tipos incluidos en el artículo 6º, ni les ha hecho perder un especial elemento subjetivo necesario para su configuración. 

La Corte sostuvo que no es óbice para la presunta adecuación de las conductas a investigar a la legislación especial la ausencia de motivación ideológica, pues lo que se reprime es la acción, realizada con los elementos subjetivos y por los medios que la ley indica, de poner en peligro o dañar el normal desenvolvimiento de un establecimiento o explotación comercial, industrial, agropecuaria, minería o destinada a la prestación de servicios que por su repercusión social y trascendencia pueda alterar las bases de la paz social comprometiendo los intereses generales de la Nación y la seguridad de ésta. 

Los argumentos formulados por la recurrente en cuanto afirma que la disposición cuestionada reprime solo conductas activas, y que por lo tanto la inactividad de su defendido no puede ser castigada en base a dicha norma legal, ya que de ser así se estaría condenando en ausencia de la ley previa al hecho, no puede prosperar. Justamente, no haber hecho lo que desde su cargo le correspondía es una forma de realización de la conducta que la norma pretende evitar, es el modo en que resultan violados los deberes a cargo del sujeto, cuando se le imponía una determinada conducta para evitar el resultado.

Tampoco resulta acertada la crítica a que se pretenda construir la imputación a su defendido sobre la concurrencia de un delito de comisión por omisión, ya que esta modalidad conlleva la causación del resultado prohibido, desde una especial posición de garantía, mediante la omisión del obrar esperado. 

 

O., Juan y otros s/ Supuesta infracción Artículos 6 y 9 de la Ley 20.840 y fraude en perjuicio del Banco de la Provincia del Chaco

O. 212, XXIX, 04 de julio de 1996

Ver dictamen

Suspensión del juicio a prueba. Oposición del fiscal. Recurso de casación. Denegatoria del recurso. Doble instancia. Cuestión federal. Sentencia arbitraria. Resoluciones equiparables a definitiva. Gravamen irreparable. Exceso ritual manifiesto. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

Es formalmente procedente el recurso contra la sentencia que pone en tela de juicio el alcance de la garantía prevista en el art. 8°, inc. 2°, ap. h), de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

La doble instancia judicial reconocida en el art. 8.2.h) de la CADH, no se encuentra dirigida exclusivamente a quien resulta imputado del delito, sino también a otras partes legalmente constituidas en un proceso penal determinado, como es el caso del Ministerio Público, conclusión que se deriva del texto de la disposición mencionada, que al reconocer el derecho a recurrir del fallo ante juez o tribunal superior, no distingue entre el inculpado y las otras partes del juicio como lo hace al tratar otros derechos inherentes a determinada situación procesal. 

Si el Agente Fiscal se opuso a la suspensión del proceso a prueba, y pese a ello se la concede cuando su consentimiento resultaba necesario según lo prevé el artículo 76 bis del Código Penal, impidiéndole asimismo al Ministerio Público recurrir esa decisión, se lesiona en forma evidente la garantía constitucional de defensa en juicio y debido proceso.

El ministerio fiscal es titular de un interés legítimo frente a la aplicación del instituto de la suspensión del juicio a prueba; interés derivado del ejercicio de la acción penal que le es propio y de la obligación de velar por el cumplimiento de la ley y la persecución del delito.

Es por ello que la intervención del fiscal en el trámite previo al otorgamiento del beneficio, como lo contempla el art. 76 bis del Código Penal, no sólo se presenta como la más adecuada forma de garantizar el control que debe ejercer en esa instancia, sino que resulta coherente con el espíritu de la ley procesal y con el rol asignado a los encargados de ejercer la pretensión punitiva del Estado.

Omitir dicha intervención, restringe injustificadamente las facultades otorgadas por la ley al ministerio fiscal, lesionando las garantías de la defensa en juicio y el debido proceso que deben ampararlo de acuerdo a la conocida doctrina sentada por la Corte en Fallos: 268:266, según la cual la garantía del art. 18 de la Constitución Nacional ampara a toda persona a quien la ley le reconoce personería para actuar en juicio en defensa de sus derechos, sea que actúe como querellante o acusado, actor o demandado. 

En cuanto al necesario consentimiento que debe recabarse del fiscal, corresponde analizar la posibilidad de revisión en trámite ulterior de la decisión contraria adoptada por el magistrado a cargo del proceso. 

Si el inculpado se ajusta a las obligaciones impuestas por el juzgador al conceder la suspensión del juicio, y se sostiene que la decisión no está incluida entre las que habilitan la vía casatoria, el ministerio fiscal no tendrá oportunidad de lograr la revisión de lo resuelto pese a su oposición a que fuera concedida, de donde el agravio generado, deviene irreparable. 

Es por sus efectos, entonces, que la decisión que concede la suspensión del juicio a prueba sin consentimiento del Ministerio Público es equiparable a la sentencia definitiva a que se refiere el art. 457 del Código Procesal Penal, ya que en la medida que involucra la determinación de las funciones institucionales del Ministerio Público, ocasiona un perjuicio de insusceptible reparación ulterior, que requiere tutela inmediata. 

Si bien no se trata de sentencia definitiva, ni extingue la acción o la pena, tiende a extinguirlas, en consecuencia "el recurso procede tanto contra el auto que concede la suspensión del juicio a prueba (recurso del Ministerio Fiscal) como el que la deniega (recurso del imputado)”.

La procedencia del recurso ha sido aceptada en varios pronunciamientos de la Cámara Nacional de Casación Penal.

Al sostener el a quo que el carácter revocable de la decisión impide incluirla dentro de las previsiones del art. 457, eludiendo así tratar la cuestión de fondo y corregir la arbitrariedad por prescindencia del texto expreso de la ley -art. 76 bis del Código Penal- incurre en una interpretación que cabe calificar como un exceso ritual manifiesto, por lo que corresponde descalificar lo resuelto como acto jurisdiccional válido.

M., Luis s/ Recurso de queja

M. 305, XXXII, 20 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Extradición. Interpretación de la ley. Identidad de objeto procesal. Prescripción de la acción penal. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 

El recurrente no hace más que plantear su disconformidad sobre el punto e insistir sobre la nulidad de la sentencia, pero no intentó rebatir los fundamentos expresados por la Cámara. 

Asimismo, se circunscribe a insistir sobre la alegada identidad sin que, tal alegación, encuentre apoyo en documentación alguna agregada al trámite.

Por otra parte, un análisis de las disposiciones contenidas en el tratado celebrado con el estado requirente no autoriza a concluir, que corresponda a los tribunales extranjeros aplicar la pena argentina si ésta resultare inferior, toda vez que el juez requerido únicamente debe merituar, a los fines de conceder la extradición, que el o los delitos por los que se solicita la extradición sean punibles en su derecho interno con una pena privativa de libertad no inferior en su máximo a dos años. 

Asimismo, ante la existencia de tratado no es de aplicación lo prescripto por el artículo 667 del Código de Procedimientos en Materia Penal y, por ende, sólo resultan admisibles las limitaciones a la entrega a que se refiere el artículo 7° del acuerdo de voluntades.

Finalmente, la Corte tiene establecido que "...si se presume que la prescripción ha ocurrido, su prueba incumbe a quien la alega por tratarse de una excepción, máxime si se tiene en cuenta que las acciones penales no habrían prescripto de conformidad con la legislación penal argentina...".

En último lugar, la acreditación del principio de la doble subsunción, no exige identidad normativa entre los tipos penales en que las partes contratantes subsumieron los hechos que motivaron el pedido. Lo relevante es que las normas del país requirente y requerido prevean y castiguen en sustancia la misma infracción penal.

Por el contrario, el argumento esgrimido por la alzada para desechar la aplicación de tales extremos fue que, si bien están ellos contenidos en el artículo 210 bis del Código Penal, se requiere como elemento básico del tipo delictivo que la acción contribuya a poner en peligro la vigencia de la Constitución Nacional, circunstancia no alegada por el país requirente. 

Resulta entonces que tal conclusión parte de la base de comparar los elementos que exigen los tipos penales de la asociación ilícita en la ley de estupefacientes italiana y el de asociación ilícita, conforme el capítulo II del Título VIII, de nuestro derecho interno, análisis que, además de desnaturalizar el principio de la "doble subsunción", excede el marco de facultades asignado a los jueces argentinos en hipótesis como las de autos y conduce a desviar el debate del marco legal y convencional al que está sujeto para encauzarlo en una directa confrontación del ordenamiento jurídico represivo extranjero con el nacional. 

En tales condiciones, no puede negarse que las normas aplicables prevén, en sustancia, la misma infracción y que el hecho que motiva la entrega, se encuentra hipotéticamente comprendido en la legislación argentina.

F., Gaetano s/ Extradición

F. 75, XXXII, 26 de junio de 1996

Ver dictamen

Recurso ordinario de apelación ante la Corte Suprema

Extradición. Tratados internacionales. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 

En cuanto a la nulidad del fallo dictado en primera instancia, la argumentación que lo sustenta constituye una mera reiteración del planteo efectuado ante el a quo. Ello así, pues, el recurrente, no se hace cargo de los fundamentos de la Corte al señalar que la decisión del sentenciante se fundó en las piezas probatorias incorporadas al expediente, limitándose tan solo a plantear su mero desacuerdo sobre el punto.

De igual modo, corresponde desechar la opción de ser juzgado por jueces argentinos, atento a su nacionalidad, pues no sólo ha recibido también debido tratamiento y respuesta en las instancias anteriores, sino que, el apelante, mediante una incorrecta interpretación del Fallo de la Corte, en el caso C. 801, L. XXIV, "Canda, Alejandro s/ Extradición", insiste en que el derecho a ser juzgado en el país constituye una facultad privativa del ciudadano argentino y no de los jueces.

En efecto, de la lectura del precedente C. 801, L. XXIV, "Canda, Alejandro s/ Extradición" como así también de lo resuelto por la Corte en el caso A. 83, L. XXIV, “Juez de Foz de Iguazú – Brasil s/ Pedido de extradición de Jorge Américo Arena”, se desprende la exactitud de lo afirmado por la Cámara en cuanto señala que la normativa aplicable no se erige como un derecho de opción en favor del imputado, pues, se atiene a lo que la Corte claramente estableció al decir, en los casos Canda y Arena, que los respectivos tratados no instituían derechos subjetivos en favor del ciudadano.

Sin perjuicio de lo antes expuesto, es del caso destacar que tampoco, en este tópico, el recurrente trata de modificar el criterio seguido por el a quo a fin de no hacer lugar a la opción solicitada. 

M. R., Lorenzo o F. L., Manuel A. s/ Extradición

M. 1490, XXXI, 29 de marzo de 1996

Ver dictamen

Pedido de extradición. Acción de inconstitucionalidad. Aplicación de tratados internacionales. Denegatoria del recurso. 

Doble incriminación.

Corresponde analizar si la entrega se ajusta a las condiciones previstas por la legislación de la parte requerida o por los tratados de extradición aplicables entre las que cabe incluir el principio de “doble incriminación” consagrado en el párrafo 1° del artículo 2° del Tratado de Extradición con Estados Unidos de América, que supedita la entrega a que el delito que la motiva sea punible según las leyes de las Partes Contratantes.

Al respecto, la Corte dijo que el principio de la doble incriminación exige, de un lado, una doble subsunción por el juez del país requerido, según los cuales debe compararse el hecho imputado al requerido con las normas de ambos estados que resultarían violadas por aquél.

Asimismo, la doble incriminación presupone también que para juzgar la existencia de este recaudo los tribunales del país requerido no están afectados por la calificación o el nomenjuris del delito, sino que lo decisivo es la sustancia de la infracción. En otros términos, lo relevante es que las normas del país requirente y requerido prevean y castiguen en sustancia la misma infracción penal.

Por otro lado, la aplicación de la Convención Única sobre Estupefacientes y su protocolo deviene obligatoria al haber sido aprobada por ley al extremo que, en virtud del principio de derecho internacional receptado por el artículo 27 de la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados, corresponde -dada las obligaciones asumidas por el Estado Nacional frente a la comunidad internacional pretensora- que sus órganos asignen primacía a los tratados constitucionales celebrados ante un eventual conflicto con cualquier norma interna contraria.

M. J., Samuel s/ Extradición

M. 847, XXXI, 29 de febrero de 1996

Ver dictamen

Defensa en juicio. Debido proceso. Clasificación de delitos. Delito político. Delitos comunes. Aplicación de tratados internacionales. Prescripción de la acción penal. Confirmación de sentencia. 

Respecto del primero de los agravios, la sentencia dictada por el tribunal extranjero resulta plenamente valida pues no se advierte la invocada afectación al derecho de defensa en juicio que consagra el artículo 18 de nuestra Constitución Nacional. En efecto, resulta claro que lo afirmado por la asistencia técnica en punto a la imposibilidad de defenderse, no se compadece con el cuadro narrado pues además de la intervención personal y directa que tuvo el acusado, luego de su ausencia la defensa de oficio continuo el ejercicio de su ministerio. 

Así como voluntaria fue la comparencia al juicio, también lo fue la posterior inasistencia a la audiencia de debate del proceso en su contra, sobre cuya existencia tenia plena noticia. De esa conducta deliberada, causante del estado de contumacia en que ahora se pretende amparo, no puede derivarse afectación alguna a la garantía de defensa en juicio. 

La Corte ha considerado que esa garantía requiere indispensablemente que se oiga al acusado y además que se le dé alguna oportunidad para producir la prueba de descargo de que quiera valerse. Tal fue el caso de autos. 

En cuanto a la invocada afectación del debido proceso legal, se trata de un gravamen ausente en el sub-examine pues, tal como la Corte ha sostenido, esa garantía se encuentra satisfecha cuando el individuo ha sido notificado de la existencia del procedimiento que se le sigue o ha seguido, y cuando, además, se le ha dado la oportunidad de ser oído y de probar de algún modo los hechos que creyere conducentes a su descargo.

Con respecto al segundo de los agravios expresados por la defensa oficial, esto es el carácter político de la globalidad de los delitos, esta Procuración se opuso a esa exclusión por entender que esa clasificación no se compadecía con la naturaleza común que para nuestro Código Penal revisten las figuras acuñadas en sus artículos 214, 215 y 226, en las cuales venia subsumido aquel delito. Mientras que la Corte resolvió desestimar esa queja, con fundamento en que a la luz de las penas previstas y aplicadas respecto de cada uno de los delitos cuyo concurso se le atribuye al requerido en la sentencia extranjera y el régimen de unificación de penas impuesto por la normativa del país requirente, no se había demostrado que esa exclusión tenga incidencia en el resultado del trámite extraditorio o en el cumplimiento de la condena dictada, de modo que ocasione un gravamen actual. 

La invocada clasificación se circunscribe a hechos que indiscutiblemente encuadran en delitos comunes previstos en nuestro Código Penal que, a fin de cumplir con el recaudo de la doble incriminación, vienen subsumidos en las figuras de homicidio agravado y asociación ilícita. El fundamento de lo alegado no permite incluirlos en el excepcional concepto de delito político. 

Siguiendo el pacífico criterio jurisprudencial, que excluye ese carácter en hechos particularmente graves y odiosos por su bárbara naturaleza, se arriba sin ambages a la respuesta negativa a la clasificación postulada por la defensa oficial. 

Pasando al delito de genocidio, a los fines de satisfacer el principio de identidad de la norma, debe ser analizado desde la óptica de la “Convención para la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio” y no desde la de nuestro Código Penal. Ello ante la jerarquía constitucional que en nuestro derecho interno reviste ese tratado, cuyo artículo II coincide con el artículo 138 del Código Penal Boliviano, en el cual se ha fundado la condena. Como consecuencia de lo anterior, y toda vez que el artículo VII de la citada Convención prevé que a los efectos de la extradición el genocidio no será considerado como delito político, debe concluirse en el rechazo del agravio traído por la defensa, también respecto de esa figura. 

Con relación al tercero de los agravios, no cabe presumir que la limitada discrepancia entre la finalidad enunciada en el pedido de arresto preventivo y aquella indicada en el formal pedido de extradición pueda generar agravio alguno al recurrente; tampoco puede sostenerse que existan contradicciones, pues es ostensible que se trata de la misma sentencia condenatoria dictada por la Corte Suprema de Justicia de la República de Bolivia. La suspicacia que pudiera existir se despeja ante los claros términos de la sentencia acompañada, donde se especifica que por la relación concursal existente entre los dos delitos comprendidos en la condena, debe cumplir la pena mayor. 

En punto al agravio referido a la prescripción de la acción, cabe recordar que se trata de una cuestión que también fue introducida por la defensa interviniente en el juicio seguido en la República de Bolivia.  

No obstante ello, tal como lo prevé el artículo 19, inciso 4º, del convenio aplicable, es requisito para la procedencia de la extradición que el delito no este prescripto con arreglo a la ley del país reclamante. En tal sentido, surge del certificado expedido por la Corte Suprema de Justicia de Bolivia, el cumplimiento de ese recaudo. Toda vez que no ha sido objetada la validez de ese documento, procede, sin más, el rechazo del planteo. 

Respecto al cuestionamiento sobre las presuntas deficiencias formales de la documentación remitida por las autoridades diplomáticas, es posible concluir que se trata de un agravio insustancial y carente de trascendencia, pues se sustenta en reparos nimios que en modo alguno afectan la validez del pedido de extradición.  

Por ello, habiéndose observado fielmente las previsiones de los artículos 19 y 30 del Tratado de Derecho Penal firmado en Montevideo de 1889, a las que debe sujetarse la presente solicitud, corresponde desechar la protesta articulada sobre este tópico.  

Finalmente, ante la presentación efectuada a través de la defensa, remitida por la Corte a esta Procuración General para su agregación a la causa, parece oportuno recordar que en materia de extradición, no compete a la justicia nacional analizar el fondo del asunto ni pronunciarse sobre si está o no probada la comisión del delito o la culpabilidad del acusado.

G. G., Juan C. s/ Extradición (solicitud C.S.J. de Bolivia)

G. 343, XXXI, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Extradición. Defensa en juicio. Ministerio Público Fiscal. Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 

Condena en ausencia.

Esta Procuración ha venido sosteniendo al dictaminar en las causas "Cauchi, Augusto s/ Extradición" y "Nardelli, Pietro Antonio s/ Extradición", que, el agravio introducido con apoyo en la violación al derecho de defensa en juicio, como cualquier otro reparo que pudiera merecerle al requerido de extradición la tramitación del proceso principal que motiva el pedido, corresponde que lo haga valer ante sus jueces naturales y/o ante las instancias supranacionales a las que el país requirente se encuentra sometido. Ello en la inteligencia de que ellas han sido erigidas con competencia para que, dentro del sistema de protección de los derechos humanos y libertades fundamentales creado por el Convenio Europeo, velen porque las Altas partes contratantes, entre las que está incluida la República de Italia, no desconozcan los derechos y libertades allí consagradas según el compromiso asumido en el correspondiente instrumento de creación. 

Al defender tal posición, no se ignoró el carácter no firme de las sentencias condenatorias y se tuvo en cuenta la jurisprudencia del Tribunal en cuanto señala que la condena (no firme) en rebeldía no obsta a la extradición mientras se reconozca el derecho del requerido para hacer valer sus defensas y excepciones ante los jueces del país que lo reclama.

Si el requerido no tuvo oportunidad alguna de ejercer debidamente su legítima defensa en el juicio que le fuera seguido en ausencia, y si él mismo ya no contaría con la posibilidad de un nuevo juzgamiento o de algún recurso amplio en Italia, que le permita ejercer su defensa para intentar revertir la condena firme aplicada en contumacia, se debe condicionar la decisión de entrega a que Italia ofrezca garantías suficientes de que el requerido será sometido a nuevo juicio en su presencia, lo que deberá hacerse saber al país requirente en el marco de lo dispuesto en el art. 13 de la ley 23.719.

La Corte tiene reiteradamente establecido que, la intervención del Ministerio Público en el procedimiento de extradición -artículo 656 del Código de Procedimientos en Materia Penal- no lo es en ejercicio de la acción pública sino para vigilar el fiel cumplimiento de las leyes y reglas del procedimiento. De ello se deriva, por una parte, que no están obligados a impugnar decisiones contra las cuales no tienen agravios que expresar, pero, por la otra, que ese control no es facultativo sino que emana de un deber de cargo que no pueden declinar a voluntad.

M. R., Lorenzo o F., Leal s/ Extradición

M. 290, XXXII, 20 de noviembre de 1996

Ver dictamen

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 





Capítulo VIII

Derecho Procesal Administrativo

Contienda negativa de competencia

Derecho de los beneficios de la seguridad social. Competencia contencioso administrativa. 

Cabe de aplicación al caso lo establecido en el fallo de la causa Comp. 194, L. XXIV, "Blasco de Barreiro, Beatriz c/ Caja Nacional de Ahorro y Seguros/ Amparo por mora".

Ivoine, Humberto Vicente y otros c/ Caja Nacional de Ahorro y Seguro s/ Imputación de acto administrativo

COMP. 539, XXXI, 07 de marzo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones de competencia

Ejecución previsional. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 

A tenor de las pautas expuestas en el dictamen de la causa Comp. 344, L. XXXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Cabe dirimir la contienda declarando que corresponde entender en las actuaciones a la Justicia Nacional de Primera Instancia en lo Contencioso administrativo Federal.

Coseres, Esteban c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 507, XXXI, 16 de febrero de 1996

Ver dictamen

Modificación de la ley. Competencia contencioso administrativa. 

En el nuevo marco legal, las causas en cuestión resultan de competencia en la Capital Federal de la Justicia en lo Contencioso Administrativo, dado que el artículo 15 de la ley 24463, en la medida que atribuye jurisdicción a los mencionados tribunales para entender en los procesos en que se impugnan resoluciones de la Administración Nacional de la Seguridad Social, es indicativo por extensión y analogía, de una especialización que el nuevo ordenamiento viene a reconocerles a partir de su vigencia, para entender en casos -no legislados en forma expresa-, en los cuales el reclamo se dirige contra el mencionado organismo, con fundamento en el incumplimiento de actos propios impuestos por fallos judiciales.

González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 344, XXXI, 14 de febrero de 1996

Ver dictamen

Juicios contra el Estado. Reajuste jubilatorio. Cuestión federal. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 

Más allá de los aspectos puramente previsionales que pudieran considerarse implicados en el caso, la demanda pone de relieve otros relativos a la razonabilidad de normas que, por la especialidad de los sistemas jubilatorios que consagran, esta Corte considera de carácter federal, circunstancia ésta última que determina la competencia en lo contenciosoadministrativo federal, para conocer en la causa -art. 111, inciso 1°, de la ley 1893, artículo 45, inciso a), de la similar N° 13.998 y artículo 42 del decreto-ley 1285/58.

Guidi, Emilio Esteban y otros c/ Estado Nacional s/ Diferencia y reajuste haber jubilatorio

COMP. 506, XXXI, 16 de febrero de 1996

Ver dictamen

Competencia contencioso administrativa. 

El artículo 15 de la ley 24.463, en la medida que atribuye competencia a la Justicia Nacional de Primer Instancia en lo contencioso administrativo Federal para entender en los procesos en que se impugnan resoluciones del organismo previsional, es indicativo por extensión y analogía, de una especialización que la norma viene a reconocerles a partir de su vigencia, para entender casos -no legislados expresamente- en los cuales el reclamo se dirige contra el mencionado ente, con fundamento en el incumplimiento de actos propios de la administración a su cargo. 

 

Ferrari, Constantino s/ Amparos y sumarísimos

COMP. 668, XXXI, 07 de marzo de 1996

Ver dictamen

Acción de amparo. Aplicación analógica de la ley. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 

A tenor de las pautas expuestas en el dictamen de la causa Comp. 344, L. XXXI, “Gónzalez Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional, respecto a que el artículo 15 de la ley 24.463, en la medida que atribuye competencia a los tribunales en lo contenciosoadministrativo para entender en los procesos en que se impugnan resoluciones del organismo previsional, es indicativo por extensión y analogía, de una especialización que la norma viene a reconocerles a partir de su vigencia, para entender en casos -no legislados en forma expresa- en los cuales el reclamo se dirige contra el mencionado ente, como fundamento en el incumplimiento de actos propios de la administración a su cargo.

Itoiz, Celia E. c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Acción de amparo

COMP. 463, XXXI, 16 de febrero de 1996

Ver dictamen

Recurso de apelación (administrativo). Tribunal de alzada. Cámara de Apelaciones. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 350, L. XXXI, “Mayo S.A. de Transporte c/ Tribunal Municipal de Faltas -M.C.B.A.- s/ Recurso contenciosoadministrativo”.

Línea 17 S.A. c/ Tribunal Municipal de Faltas - Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires 73.626/93  s/ Contencioso Administrativo

COMP. 717, XXXI, 29 de febrero de 1996

Ver dictamen

Tribunal de alzada. Cámara de Apelaciones. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 350, L. XXXI, “Mayo S.A. de Transporte c/ Tribunal Municipal de Faltas -M.C.B.A.- s/ Recurso contenciosoadministrativo”.

Transportes Del Tejar S.A. c/ Tribunal Municipal de Faltas - Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires s/ Contencioso administrativo

COMP. 714, XXXI, 29 de febrero de 1996

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 350, L. XXXI, “Mayo S.A. de Transporte c/ Tribunal Municipal de Faltas -M.C.B.A.- s/ Recurso contenciosoadministrativo”.

Transportes Del Tejar S.A. c/ Tribunal Municipal de Faltas - Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires 85.884/93 s/ Contencioso administrativo

COMP. 713, XXXI, 29 de febrero de 1996

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 350, L. XXXI, “Mayo S.A. de Transporte c/ Tribunal Municipal de Faltas -M.C.B.A.- s/ Recurso contenciosoadministrativo”.

Transportes 12 de Octubre S.A. c/ Tribunal Municipal de Faltas - Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires 26.845/94 s/ Recurso contencioso administrativo

COMP. 664, XXXI, 29 de febrero de 1996

Ver dictamen

Competencia civil. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 350, L. XXXI, “Mayo S.A. de Transporte c/ Tribunal Municipal de Faltas -M.C.B.A.- s/ Recurso contenciosoadministrativo”.

Colectiveros Unidos S.A. c/ Tribunal Municipal de Faltas - Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires (44.540/92) s/ Recurso de queja

COMP. 705, XXXI, 01 de febrero de 1996

Ver dictamen

Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 

Remisión a los fallos de las causas Comp. 728, L. XXIV, “Rizzo, Pedro Pablo c/ Estado Nacional – Superintendencia de Seguros de la Nación s/ Juicio de conocimiento”, y Comp. 91, L. XXVI, “Falavinga, Jorge Adolfo c/ Superintendencia de Seguros de la Nación s/ Sumario”.

Laurenzano, Oscar Atilio c/ Superintendencia de Seguros de la Nación s/ Sumario

COMP. 523, XXXI, 01 de febrero de 1996

Ver dictamen

Tribunal de alzada. Competencia civil. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 350, L. XXXI, “Mayo S.A. de Transporte c/ Tribunal Municipal de Faltas -M.C.B.A.- s/ Recurso contenciosoadministrativo”.

Microómnibus Saavedra c/ Tribunal Municipal de Faltas -Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires s/ Recurso de queja

COMP. 689, XXXI, 01 de febrero de 1996

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 350, L. XXXI, “Mayo S.A. de Transporte c/ Tribunal Municipal de Faltas -M.C.B.A.- s/ Recurso contenciosoadministrativo”.

Nuevos Rumbos c/ Tribunal Municipal de Faltas -Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires s/ Recurso de queja

COMP. 614, XXXI, 01 de febrero de 1996

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 350, L. XXXI, “Mayo S.A. de Transporte c/ Tribunal Municipal de Faltas -M.C.B.A.- s/ Recurso contenciosoadministrativo”.

Nuevos Rumbos S.A. c/ Tribunal Municipal de Faltas - Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires s/ Recurso de queja

COMP. 630, XXXI, 01 de febrero de 1996

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 350, L. XXXI, “Mayo S.A. de Transporte c/ Tribunal Municipal de Faltas -M.C.B.A.- s/ Recurso contenciosoadministrativo”.

Transportes del Tejar c/ Tribunal Municipal de Faltas  s/ Recurso de queja

COMP. 690, XXXI, 01 de febrero de 1996

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 350, L. XXXI, “Mayo S.A. de Transporte c/ Tribunal Municipal de Faltas -M.C.B.A.- s/ Recurso contenciosoadministrativo”.

Transportes Nuevos Rumbos S.A. c/ Tribunal Municipal de Faltas - Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires 78.165/93 s/ Recurso de hecho

COMP. 615, XXXI, 01 de febrero de 1996

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 350, L. XXXI, “Mayo S.A. de Transporte c/ Tribunal Municipal de Faltas -M.C.B.A.- s/ Recurso contenciosoadministrativo”.

Transportes Atlántida S.A. c/ Tribunal Municipal de Faltas - Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires 85.947/93 s/ Recurso de revisión

COMP. 703, XXXI, 01 de febrero de 1996

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 350, L. XXXI, “Mayo S.A. de Transporte c/ Tribunal Municipal de Faltas -M.C.B.A.- s/ Recurso contenciosoadministrativo”.

Transportes Del Tejar c/ Tribunal Municipal de Faltas - Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires s/ Recurso de queja

COMP. 613, XXXI, 01 de febrero de 1996

Ver dictamen

Pensiones. Reajuste jubilatorio. Juicios contra el Estado. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 131, L. XXXI, “Sivack de García Flores Eva c/ Estado Nacional (Cámara de diputados de la Nación y S.U.S.S.) s/ Empleo público”; resuelta por la Corte de conformidad con lo dictaminado por esta Procuración General.

Mayach c/ Estado Nacional - Honorable Cámara de Diputados de la Nación y Sistema Único de la Seguridad Social s/ Varios

COMP. 798, XXXII, 21 de octubre de 1996

Ver dictamen

Amparo por mora. Mora de la administración. Cámara federal de apelaciones. Competencia previsional. 

Resulta de aplicación el criterio establecido por la Corte en la causa Comp. 74, L. XXX, "Garugatti, Pedro Oscar c/ INSPS - Caja Nacional de Previsión de la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Ejecución previsional".

Mariani, Dante Newton c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Amparo por mora de la administración

COMP. 241, XXXII, 12 de junio de 1996

Ver dictamen

Allanamiento domiciliario. Radiodifusión. Ley de radiodifusión. Economía procesal. Derecho administrativo. Juez previniente. Competencia contencioso administrativa. 

Al respecto la Corte tiene establecido que si bien los servicios de radiodifusión están sujetos a jurisdicción nacional -art. 2° de la ley 22.285- ello no habilita por si la competencia del fuero de excepción en materia criminal.

Sentado lo expuesto y, tras entender que la orden de allanamiento solicitada con base en el artículo 115 del Reglamento de Radiocomunicaciones, texto según decreto 322/89, remite a una cuestión regida por el derecho administrativo, corresponde a la justicia que previno conocer del periodo efectuado. 

 

Comisión Nacional de Telecomunicaciones c/ Ingecom s/ Allanamiento de domicilio

COMP. 81, XXXII, 16 de abril de 1996

Ver dictamen

Juicios contra el Estado. Superintendencia. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 

Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 616, L.XXXI, “Fernández Raigoso y Compañía c/ Superintendencia de seguros de la Nación s/ Sumario”.

Fernández Núñez, Ricardo Emilio c/ Poder Ejecutivo -Ministerio de Economía y otro- s/ Proceso de conocimiento

COMP. 222, XXXII, 30 de abril de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 

En razón de las pautas que se expuso al dictaminar en la causa Comp. 344, L. XXI, “Gonzalez Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”, cabe dirimir la presente contienda declarando que corresponde entender en las actuaciones a la Justicia Nacional de Primera Instancia en lo Contencioso administrativo Federal.

Rossi, Domingo Ramón c/ Instituto Nacional de Previsión Social Caja Nacional para el Personal del Estado y Servicios Públicos

COMP. 49, XXXII, 19 de marzo de 1996

Ver dictamen

Tribunal de alzada. Cámara de Apelaciones. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 350, L. XXXI, “Mayo S.A. de Transporte c/ Tribunal Municipal de Faltas -M.C.B.A.- s/ Recurso contenciosoadministrativo”.

Transportes Quirno Costa S.A. c/ Tribunal Municipal de Faltas - Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires s/ Recurso contencioso administrativo

COMP. 50, XXXII, 29 de febrero de 1996

Ver dictamen

Competencia federal. Competencia contencioso administrativa. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 616, L. XXXI, “Fernández Raigoso y Compañía c/ Superintendencia de Seguros de la Nación s/ Sumario”.

Chiozza, Olga E. y otros c/ Estado Nacional- Ministerio de Economía s/ Sumario

COMP. 593, XXXII, 16 de agosto de 1996

Ver dictamen

Juicios universales. Sucesiones. Fuero de atracción. Acciones personales. Competencia federal. Competencia contencioso administrativa. 

Según ha establecido reiteradamente la Corte, los juicios universales de sucesión atraen al juzgado en que estos tramitan todas las acciones personales que se deduzcan contra el causante.

Es principio doctrinaria y jurisprudencialmente admitido que el fuero de atracción de los procesos universales funciona en forma pasiva, es decir respecto de acciones iniciadas contra el causante y no en relación a las que él o sus herederos pudieran promover, como un modo de concentrar ante el juez del proceso universal todas las causas donde se convoquen a los acreedores. 

 

Valli Pannunzio, Norma N. c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución de crédito

COMP. 127, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Recurso extraordinario

Juicios en que es parte una provincia. Expropiación irregular. Indemnización expropiatoria. Bonos de consolidación de la deuda provincial. Inconstitucionalidad. Procedencia del recurso. 

El desarrollo normativo realizado tiene por objeto señalar que el régimen de consolidación de los pasivos públicos de la provincia demandada en autos se ha mantenido -con su secuela de suspensión de procesos judiciales y de cumplimiento de condenas dinerarias- desde su establecimiento en diciembre de 1989 y ha incluido en sus previsiones a las deudas contraídas por el Estado local con motivo de expropiaciones por causas de utilidad pública.

De lo expuesto surge que la aplicación, de dicho régimen legal, al pago de la indemnización por causa de expropiación que se reclama en el sub lite, implica una grosera violación de la garantía constitucional del derecho de propiedad (art. 17C.N.).

Máxime desde que se ha diferido en el tiempo el pago de la indemnización expropiatoria que debió ser “previa”, por el término de diez años, con el agravante de que se pretenda sustituir el pago en dinero por la entrega de bonos de la deuda pública provincial rescatables en ese largo plazo y con una casi nula fuerza cancelatoria, ya que sólo pueden ser utilizados para cancelar las deudas que mantengan las cooperativas distribuidoras de electricidad en el ámbito de la provincia, con las empresas del Estado (art. 11, Ley 6139).

Cagliero de Echegaray María y otro c/ Provincia de San Juan s/ Expropiación inversa - Inconstitucionalidad

COMP. 316, XXV, 07 de febrero de 1996

Ver dictamen

Inconstitucionalidad. Expropiación irregular. Procedencia del recurso. 

Cuestión sustancialmente análogas al dictamen de la causa C. 316, L. XXV, “Cagliero de Echegaray María I. y otro c/ Provincia de San Juan s/ Expropiación inversa – Inconstitucionalidad”.

Corresponde hacer lugar al recurso extraordinario deducido, declarar la inconstitucionalidad del régimen de consolidación de las deudas de la provincia de San Juan establecido por la ley local 6.139 y sus modificatorias, en su aplicación al pago del saldo de la indemnización por expropiación irregular.

Martín, Miguel c/ Provincia de San Juan s/ Expropiación irregular - Inconstitucionalidad

M. 87, XXVII, 07 de febrero de 1996

Ver dictamen

Personal policial. Haber de retiro. Juicios contra el Estado. Aplicación temporal de la ley. Procedencia del recurso. 

La ley 23.799, publicada el 20 de septiembre de 1990, restableció “la vigencia plena de la ley 20.744 a partir del primer día del mes siguiente al de su promulgación, quedando derogada la registrada como ley 21.480 y toda otra disposición que se oponga a la presente”.

Pese a que en el caso se encuentra en juego la interpretación y aplicación de normas federales, no cabe que la Corte se pronuncie directamente pues, para determinar si es admisible o no la pretensión del actor, resulta necesario evaluar determinadas circunstancias como, por ejemplo, sí, en función de las fechas en que se produjo su incapacidad o su pase a retiro y a la fecha en que recobró vigencia la ley 20.774, se encuentra comprendido en sus disposiciones.

Chiguay Ramiro c/ Estado Nacional (Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina) s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad

C. 320, XXXI, 16 de febrero de 1996

Ver dictamen

Recursos

Acción de inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Admisibilidad del recurso. Declaración de inconstitucionalidad. 

Remisión al fallo de la causa O. 124, L. XXIV, “Obra Social para la Actividad Docente c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Sumario”.

Obra Social de Docentes Particulares (OSDOP) c/ Córdoba, Provincia de s/ Inconstitucionalidad

O. 148, XXV, 21 de octubre de 1996

Ver dictamen

Tribunal de alzada. Cámara de Apelaciones. 

Remisión al dictamen y al fallo de la causa Comp. 350, L. XXXI, “Mayo S.A. de Transporte c/ Tribunal Municipal de Faltas -M.C.B.A.- s/ Recurso contenciosoadministrativo”.

Empresa de Transportes Fournier S.A. c/ Tribunal Municipal de Faltas - Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires 73.582/93 s/ Contencioso administrativo

COMP. 719, XXXI, 29 de febrero de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen y al fallo de la causa Comp. 350, L. XXXI, “Mayo S.A. de Transporte c/ Tribunal Municipal de Faltas -M.C.B.A.- s/ Recurso contenciosoadministrativo”.

Empresa Tandilense S.A. c/ Tribunal municipal de faltas - Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires s/ Contencioso administrativo

COMP. 712, XXXI, 29 de febrero de 1996

Ver dictamen

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



Capítulo IX

Derecho Procesal Civil

Beneficio de litigar sin gastos

Medios de prueba. Apreciación de la prueba. Otorgamiento del beneficio. 

La Corte ha dicho que la concesión del beneficio de litigar sin gastos queda librada a la prudente apreciación judicial, en tanto los medios probatorios incorporados al incidente reúnan los requisitos suficientes para llevar al ánimo del juzgador la verosimilitud de las condiciones de pobreza alegadas. 

En cada situación concreta, la Corte deberá efectuar un examen particularizado a fin de determinar la carencia de recursos para afrontar las erogaciones que demande el proceso de quien invoque el beneficio o la imposibilidad de obtenerlos.

Najera, Carlos Aníbal c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Cobro de pesos

N. 79, XX, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Sociedades mutuales. Personas jurídicas. Interpretación de la ley. Admisibilidad de la petición. 

 

Tiene dicho la Corte que la concesión del beneficio de litigar sin gastos queda librada a la prudente apreciación judicial. 

Si bien cuando el que demanda es una persona de existencia ideal el instituto en examen debe ser apreciado con suma prudencia, no existen restricciones legales para concederlo en tanto los medios probatorios incorporados al incidente reúnan los requisitos suficientes para llevar al ánimo del juzgador la verosimilitud de las condiciones de insolvencia alegada. 

A diferencia de los ordenamientos procesales derogados, el legislador ha omitido referencias tasadas sobre el concepto de pobreza, pues éste, por ser contingente y relativo, presenta insalvables dificultades para ser definido con un alcance genérico que abarque la totalidad de los casos a resolver. En suma, en cada situación concreta la Corte deberá efectuar un examen particularizado a fin de determinar la carencia de recursos o la imposibilidad de obtenerlos de quien invoca el beneficio. Al respecto, tales circunstancias se configuran en la especie, por lo que el pedido efectuado debe prosperar. 

Si bien las mutuales no se encuentran mencionadas dentro de las causales de exención de pago de justicia dispuestas por el artículo 13 de la ley 23.898, se las debe considerar incluidas dentro del artículo 1°, párrafo final de la citada norma, en cuanto alude a exenciones creadas por otras leyes y que, en el caso, es la norma general que regula la actividad de las entidades mutualistas, la que establece una exención genérica al pago de tasas.

Asociación Mutual Latinoamericana de Vivienda, Bienes, Consumo y Afines (A.M.L.) c/ Provincia de Misiones y otro s/ Daños y perjuicios

A. 418, XXIII, 28 de junio de 1996

Ver dictamen

Juicios en que es parte una provincia. Estado Nacional. Personas jurídicas. Apreciación de la prueba. Otorgamiento del beneficio. 

En reiteradas oportunidades la Corte ha dicho que la concesión del beneficio de litigar sin gastos queda librada a la prudente apreciación judicial; que no es imprescindible producir una prueba acabada que otorgue un grado absoluto de certeza sobre las condiciones de insolvencia allegadas, siempre que se alleguen al expediente suficientes elementos de convicción que permitan verificar razonablemente que el caso encuadra en el supuesto que autoriza el ordenamiento del beneficio. 

Asimismo, cabe destacar que el artículo 78 del Código ritual citado no hace distingos en cuanto a quienes pueden tener acceso a dicho beneficio, y si bien cuando la que peticiona es una persona jurídica el instituto en examen debe ser apreciado con suma prudencia, no existen restricciones legales para concederlo.

Ecomad Construcciones Portuarias S.A.C.I.F.I c/ Chubut, Provincia del y otro (Estado Nacional) s/ Cobro de pesos

E. 152, XXIV, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. 

El tribunal ha sostenido el criterio de que la concesión del beneficio de litigar sin gastos queda librada a la prudente apreciación judicial, en tanto los medios probatorios incorporados al incidente reúnan los requisitos suficientes para llevar al ánimo del juzgador la verosimilitud de las condiciones de pobreza alegadas.

También ha dicho que no es imprescindibles producir una prueba acabada que otorgue grado absoluto de certeza sobre la pobreza invocada, sino que es necesario que alleguen al expediente suficientes elementos de convicción que permitan verificar razonablemente que el caso encuadra en el supuesto que autoriza el otorgamiento. Habida cuenta de ello, en cada situación concreta se debe efectuar un examen particularizado a fin de determinar la carencia de recursos o la imposibilidad de obtenerlos de quien invoca el beneficio. 

 

B., Isabel Carmen P. d. c/ Buenos Aires, Provincia de y Camino del Atlántico S.A. y otros s/ Daños y perjuicios

B. 606, XXIV, 16 de mayo de 1996

Ver dictamen

Personas jurídicas. Sociedades comerciales. Legitimación activa. Pacto de cuota litis. Otorgamiento del beneficio. 

Remisión al dictamen de la causa P. 312, L. XXIII, "Pardo , Horacio Roberto c/ Buenos Aires, Pcia. de s/ Daños y perjuicios - Incidente de beneficio de litigar sin gastos".

En materia de legitimación activa de las sociedades, para solicitar el beneficio de litigar sin gastos, los artículos 78 y siguientes del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación no distinguen entre las personas de carácter físico o jurídico, por lo que tanto la doctrina como la jurisprudencia se han pronunciado a favor de su admisibilidad cuando se trata de sujetos de existencia ideal.

En materia de legitimación activa de las sociedades, para solicitar el beneficio de litigar sin gastos, los artículos 78 y siguientes del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación no distinguen entre las personas de carácter físico o jurídico, por lo que tanto la doctrina como la jurisprudencia se han pronunciado a favor de su admisibilidad cuando se trata de sujetos de existencia ideal.

En casos de sociedades comerciales cuyo desenvolvimiento se inspira en obvios fines de lucro, la concesión del beneficio ha de ser apreciada con prudencia, en orden a la satisfacción de los recaudos propios del instituto.

La Corte ha dicho en reiteradas oportunidades que, en cada situación concreta, el Tribunal deberá efectuar un examen particularizado del caso, a fin de determinar la carencia de recursos o la imposibilidad de obtenerlos de quien invoque el beneficio, para afrontar las erogaciones que demande el proceso en cuestión.

El pacto de cuota litis celebrado entre la actora y sus representantes legales, no resulta óbice para arribar a tal conclusión.

Estructuras Tafí S.A.C. E.I. y otros c/ Tucumán s/ Daños y perjuicios

E. 129, XXIV, 27 de mayo de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Otorgamiento del beneficio. 

La Corte ha sostenido reiteradamente que la concesión del beneficio de litigar sin gastos queda librada a la prudente apreciación judicial, en tanto los medios probatorios incorporados al incidente reúnan los requisitos suficientes para llevar al ánimo del juzgador la verosimilitud de las condiciones de pobreza alegadas. Es decir, en cada situación concreta el Tribunal deberá efectuar un examen particularizado a fin de determinar la carencia de recursos o la imposibilidad de obtenerlos de quien invoca el beneficio.

Tales circunstancias se configuran en la especie, debiendo prosperar el pedido efectuado.

Prodar S.A. y otro c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios

P. 388, XXIV, 27 de mayo de 1996

Ver dictamen

Muerte del cónyuge. Otorgamiento del beneficio. 

La Corte ha sostenido reiteradamente que la concesión del beneficio de litigar sin gastos queda librada a la prudente apreciación judicial en tanto los medios probatorios incorporados al incidente reúnan los requisitos suficientes para llevar al ánimo al juzgador la verosimilitud de las condiciones de pobreza alegadas. 

Es decir, en cada situación concreta el tribunal deberá efectuar un examen particularizado a fin de determinar la carencia de recursos o la imposibilidad de obtenerlos de quien lo invoca, para lo cual no es imprescindible producir una prueba acabada que otorgue un grado absoluto de certeza sobre las condiciones de pobreza sino que es suficiente que los elementos de convicción incorporados permitan verificar que el caso encuadra en el supuesto que autoriza el otorgamiento del beneficio. 

Asimismo, el proceso previsto en el artículo 78 y los siguientes del Código Procesal no es voluntario sino que reviste el carácter de bilateral y contradictorio. Constituye un incidente y como tal, la contraparte no solo encuentra facultada para fiscalizar la prueba sino que también puede oponerse a la concesión del beneficio y aportar otras probanzas tendientes a desvirtuar los hechos invocados por el solicitante.

Díaz Romero, María del Carmen Beroiza de c/ Córdoba, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios

D. 301, XXVI, 12 de junio de 1996

Ver dictamen

Accidentes de tránsito. Otorgamiento del beneficio. 

La Corte ha sostenido reiteradamente que la concesión del beneficio de litigar sin gastos queda librada a la prudente apreciación judicial, en tanto los medios probatorios incorporados al incidente reúnan los requisitos suficientes para llevar al ánimo del juzgador la verosimilitud. de las condiciones de pobreza alegadas.

Es decir, en cada situación concreta el Tribunal deberá efectuar un examen particularizado a fin de determinar la carencia de recursos o la imposibilidad de obtenerlos de quien lo invoca, para lo cual no es imprescindible producir una prueba acabada que otorgue un grado absoluto de certeza sobre las condiciones de pobreza, sino que es suficiente que los elementos de convicción incorporados al expediente permitan verificar que el caso encuadra en el supuesto que autoriza el otorgamiento del beneficio.  

Por otro lado, el proceso previsto por el artículo 78 y siguientes del Código Procesal no es voluntario sino que reviste el carácter de bilateral y contradictorio. Constituye un incidente y, como tal, la contraparte no sólo se encuentra facultada para fiscalizar la prueba sino que también puede oponerse a la concesión del beneficio y aportar otras probanzas tendientes a desvirtuar los hechos invocados por el solicitante.

Stechina, María Cristina c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios - beneficio de litigar sin gastos

S. 505, XXVIII, 12 de junio de 1996

Ver dictamen

Juicios en que es parte una provincia. Otorgamiento del beneficio. 

La Corte ha sostenido reiteradamente que la concesión del beneficio de litigar sin gastos queda librada a la prudente apreciación judicial, en tanto los medios probatorios incorporados al incidente reúnan los requisitos suficientes para llevar al ánimo del juzgador la verosimilitud de las condiciones de pobreza alegada. 

La Corte ha sostenido que no es requisito para su otorgamiento demostrar estado de indigencia, en tanto la entidad de los medios que disponen trasunte que estos solo les alcanza para vivir con decoro. 

Es doctrina de la Corte que la relación cercana que vincule a los testigos con los peticionarios del beneficio de litigar sin gastos no es causal, por sí sola, para desechar sus dichos pues, de ordinario, por ese mismo carácter son los que en mejores condiciones pueden describir la situación en que se encuentran los aquéllos.

Fabro, Víctor y otros c/ Río Negro, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios

F. 115, XXIX, 29 de agosto de 1996

Ver dictamen

La Corte ha sostenido reiteradamente que la consecución del beneficio de litigar si gastos queda librada a la prudente apreciación judicial en tanto los medios probatorios incorporados al incidente reúnan los requisitos suficientes para llevar al ánimo del juzgador la verosimilitud de las condiciones de pobreza alegadas. Es decir que, en cada situación concreta el Tribunal deberá efectuar un examen particularizado a fin de determinar la carencia de recursos de quien invoca el beneficio, o su imposibilidad de obtenerlos.

Prieto de Feltán, Beatriz Ermelinda y otras c/ Chaco, Provincia de y otros s/ Cobro de pesos

P. 398, XXIX, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Indemnización. Daños y perjuicios. Apreciación de la prueba. Otorgamiento del beneficio. 

Reiteradamente la Corte ha sostenido que la concesión del beneficio de litigar sin gastos queda librada a la prudente apreciación judicial, en tanto los medios probatorios incorporados al incidente reúnan los requisitos suficientes para llevar al ánimo del juzgador la verosimilitud de las condiciones de pobreza alegadas.

Es decir que, en cada situación concreta, el Tribunal deberá efectuar un examen particularizado a fin de determinar la carencia de recursos o la imposibilidad de obtenerlos de quien lo invoca, para lo cual no es imprescindible producir una prueba acabada que otorgue un grado absoluto de certeza sobre la pobreza invocada, sino que es suficiente que los elementos de convicción incorporados al expediente permitan verificar que el caso encuadra en el supuesto que autoriza el otorgamiento del beneficio.

Ianovski, Rubén Gustavo Javier c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios

I. 18, XXXI, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Apreciación de la prueba. Otorgamiento del beneficio. 

Reiteradamente la Corte ha sostenido que la concesión del beneficio de litigar sin gastos queda librada a la prudente apreciación judicial, en tanto los medios probatorios incorporados al incidente reúnan los requisitos suficientes para llevar al ánimo del juzgador la verosimilitud de las condiciones de pobreza alegadas.

Es decir que, en cada situación concreta, el Tribunal deberá efectuar un examen particularizado a fin de determinar la carencia de recursos o la imposibilidad de obtenerlos de quien lo invoca, para lo cual no es imprescindible producir una prueba acabada que otorgue un grado absoluto de certeza sobre la pobreza invocada, sino que es suficiente que los elementos de convicción incorporados al expediente permitan verificar que el caso encuadra en el supuesto que autoriza el otorgamiento del beneficio.

El hecho de haber sido propietaria de un automóvil no impide la concesión del beneficio, toda vez que reiteradamente el Tribunal ha sostenido que no es requisito para su otorgamiento demostrar estado de indigencia, en tanto la entidad de los medios que dispone trasunte que éstos sólo le alcanzan para vivir con decoro.

Segui, Elsa Yolanda c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios

S. 79, XXXI, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Apreciación de la prueba. Otorgamiento del beneficio. 

La Corte ha sostenido que la concesión del beneficio de litigar sin gastos queda librada a la prudente apreciación judicial en tanto los medios probatorios incorporados al incidente reúnan los requisitos necesarios para llevar al ánimo del juzgador la verosimilitud de las condiciones de pobreza alegadas. Es decir que en cada situación concreta el Tribunal deberá efectuar un examen particularizado a fin de determinar la carencia de recursos o la imposibilidad de obtenerlos por parte de quien lo invoca, para lo cual no es imprescindible producir una prueba acabada que otorgue un grado absoluto de certeza sobre la pobreza invocada, sino que es suficiente que los elementos de convicción incorporados al expediente permitan verificar que el caso encuadra en el supuesto que habilita el otorgamiento del beneficio.

El incidente a que se refiere el artículo 78 y siguientes del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación no es voluntario sino que reviste carácter bilateral y contradictorio, por lo que la contraparte pudo oponerse o fiscalizar la prueba a fin de desvirtuar los hechos invocados por el solicitante.

Denenberg, Roberto c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Cobro de pesos

D. 332, XXXI, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

La Corte ha sostenido que la concesión del beneficio de litigar sin gastos queda librada a la prudente apreciación judicial en tanto los medios probatorios incorporados al incidente reúnan los requisitos necesarios para llevar al ánimo del juzgador la verosimilitud de las condiciones de pobreza alegadas. 

También ha dicho que no es imprescindible producir una prueba acabada que otorgue un grado absoluto de certeza sobre la pobreza invocada sino que es necesario que se alleguen al expediente suficientes elementos de convicción que permitan verificar razonablemente que el caso encuadra en el supuesto que autoriza su otorgamiento. 

Habida cuenta de ello, en cada situación concreta se debe efectuar un examen particularizado a fin de determinar la carencia de recursos o la imposibilidad de obtenerlos de quien invoca el beneficio.

Jorda, Abel Jorge c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios

J. 17, XXXI, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Contienda negativa competencia

Accidentes de trabajo. Quiebra. Fuero de atracción. Pronunciamiento inoficioso. Competencia laboral. 

Deviene inoficioso expedirse sobre la vigencia de la nueva ley 24.522 y su aplicación al caso, ya que en razón de la fecha del accidente, en cualquiera de los supuestos legales la acción no sería atraída. 

Por lo que la Corte, debe dirimir el conflicto declarando que la causa habrá de continuar su trámite ante el juzgado laboral de origen. 

Kuzmuk, Sergio c/ El Hogar Obrero Cooperativa de Consumo Edificación y Crédito Limitada. s/ Accidente - Ley 9.688

COMP. 820, XXXII, 31 de octubre de 1996

Ver dictamen

Ejecución de honorarios. Incidentes. Prueba anticipada. Competencia de paz. Competencia provincial. 

Se suscita una contienda negativa de competencia, que habrá de dirimir la Corte, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1285/58, texto según ley 21.708, al no existir un tribunal superior común a ambos órganos jurisdiccionales. 

Cabe señalar, en primer término, que el presente conflicto trabado entre órganos judiciales de distintas jurisdicciones, debe resolverse con aplicación de las normas del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. En orden a ello, corresponde destacar que el artículo 6, inciso 1, de dicho código ritual, establece que será juez competente en la regulación y ejecución de honorarios y en las acciones accesorias en general el juez del proceso principal, lo propio dispone el inciso 4 respecto de las medidas precautorias o preliminares. 

La debida interpretación de las normas de competencia, determina que la ejecución de honorarios regulados y firmes, necesariamente tiene que tramitar ante el órgano judicial que los fijó.

La Corte tiene dicho que no corresponde intentar planteos de incompetencia en las etapas accesorias. 

Ojea Espil, Hernan M. c/ Rhom and Haas Latin America Inc. s/ Ejecución de honorarios

COMP. 508, XXXI, 31 de octubre de 1996

Ver dictamen

Acción de amparo. Menores en situación de desamparo. Domicilio del menor. Competencia provincial. 

Es en el domicilio de la progenitora donde podría configurarse el abandono material o el peligro moral para los niños que exija el amparo judicial, de acuerdo a la inteligencia que, según el criterio de la Corte, debe asignarse al artículo 21 de la ley 10.903.

B., Daniel y otros s/ Amparo

COMP. 486, XXXI, 22 de febrero de 1996

Ver dictamen

Indemnización por accidente de trabajo. Responsabilidad civil. Opción de competencia. Juicios contra el Estado. Principios generales del derecho. Competencia nacional. Competencia civil. 

Con anterioridad a la vigencia de la ley 24.028, la doctrina de la Corte tenía reiteradamente establecido que, si la acción entablada se fundaba en la ley 9688, de naturaleza típicamente laboral, correspondía a la Justicia Nacional del Trabajo conocer en la causa por razón de la materia aunque la Nación o sus reparticiones autárquicas fueran las demandadas, o el Estado Nacional hubiera sido citado de saneamiento.

Al haber sido sancionada la ley 24.028, la opción que determina su artículo 16 no solo confirma, tal doctrina sino que la extiende a los supuestos en que el juicio se conforma con arreglo a lo normado en el derecho civil.

En efecto, dicha norma dispone expresamente, luego de enunciar los dos sistemas de responsabilidad que pueden optar, en forma excluyente, los trabajadores o sus causahabientes que “para las acciones de derecho civil se aplicará la legislación de fondo, de forma y los principios correspondientes al derecho civil, con excepción de lo dispuesto en los arts. 13 y 17 de esta ley. En la Capital Federal será competente la justicia civil”. 

Se trata de una norma expresa atributiva de competencia, en el marco de un texto legal específico que incluye a los contratos de empleo público (Art. 12) e incluso a los accidentes derivados del ejercicio de una carga pública (art. 201), motivo por el que proceden estimar que se soslaya el fuero federal por razón de la persona en el ámbito de Capital Federal, donde todos los jueces son igualmente nacionales, en favor de los ordinarios en lo civil para asegurar un principio de especificación similar al que juega en lo laboral aunque la Nación sea parte.

Cabe señalar, al respecto, que la Corte tiene dicho, también en forma reiterada, con referencia a la anterior normativa constitucional que los términos en que están concebidos los artículos 67, inciso 11, 94 y 100 de la Constitución Nacional, tales disposiciones no se oponen a la exclusión de la competencia federal en caso de no existir los propósitos que la informan, toda vez que sólo deben reputarse de jurisdicción federal exclusiva las causas sometidas originariamente a tal Corte por el artículo 101 de aquella. 

 

Isella, Cristina Mabel c/ Policía Federal Argentina s/ Accidente de trabajo Artículo 1113 Código Civil

COMP. 517, XXXI, 16 de abril de 1996

Ver dictamen

Demanda laboral. Indemnización. Incapacidad laboral. Relación de dependencia. Ley de contrato de trabajo. Ley laboral. Juez previniente. Competencia laboral. 

Es claro que la demanda debe tramitar ante los tribunales del Trabajo, en tanto la Corte tiene reiteradamente dicho que para determinar cuál es el juez competente, no cabe atenerse a la ley que pueda resultar en definitiva realmente aplicable, sino a que se le invoca como fundamento de la acción entablada, y no cabe duda que en la especie tales normas son de carácter laboral, dada la expresa manifestación del actor en su escrito de demanda y su negativa en el memorial de apelación respecto de la supuesta fundamentación en normas de derecho común.

No obsta a ello la circunstancia de que, en su momento, deberá dilucidarse bajo qué pautas habrá de determinarse la indemnización, pues ello tendrá que ser motivo de tratamiento en la oportunidad en que se dicta la sentencia definitiva, esto es cuando se admita o rechace la acción o, eventualmente, se le corrija por vía del principio iura novit curia, más todo ello, no se puede entrar a analizar ahora, en el limitado marco cognoscitivo de un incidente de competencia. 

Cabe advertir que en el sub judice se da una cuestión previa que la Corte deberá resolver en el ejercicio de su potestad jurisdiccional.

Jaimes, Juan Toribio c/ Alpargatas S.A. s/ Acción Cont. Artículo 75 Ley de Contrato de Trabajo

COMP. 219, XXXI, 16 de abril de 1996

Ver dictamen

Homologación del acuerdo laboral. Pacto de jurisdicción. Competencia nacional. 

Es doctrina antigua de la Corte que, no obstante, la generalidad de los términos en que están concebidos los artículos 67, inciso 11, 94 y 100 de la Constitución Nacional, tales disposiciones no se oponen a la exclusión de la competencia federal, en caso de no existir los propósitos que la informan, toda vez que sólo deben reputarse de jurisdicción federal exclusiva las causas sometidas a la Corte por el artículo 101 de aquella.

Asimismo, tiene establecido la Corte que las personas que tienen derecho al fuero federal pueden válidamente prorrogar dicha jurisdicción, renuncia que es válida sino se opone a ella consideración alguna de orden público, como ocurre en el caso de autos. 

Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES) c/ Ingenio y Refineria San Martín del Tabacal S.A. s/ Homologación

COMP. 365, XXXI, 07 de marzo de 1996

Ver dictamen

Cámara de apelaciones. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 122, L. XXXI, "Rodríguez, Rubén A. y otros c/ Suma S.A. s/ Cobro diferencia haberes".

Cardoso, Enrique O. c/ Bencer S.A. s/ Laboral

COMP. 427, XXXI, 19 de marzo de 1996

Ver dictamen

Cámara de Apelaciones. Competencia previsional. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 122, L. XXXI, "Rodríguez, Rubén A . y otros c / Suma S.A. s / Cobro diferencia haberes".

Mateu Boeri, Eduardo Gabriel y otros c/ Sociedad Anónima Organización Coordinadora Argentina s/ Despido

COMP. 346, XXXI, 07 de marzo de 1996

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 122, L. XXXI, "Rodríguez, Rubén A. y otros c/ Suma S.A. s/ Cobro de diferencia haberes".

Pedroza, Héctor B. c/ Dycasa Dragados y Construcciones Argentinas S.A.I.C.I. s/ Indemnización por accidente de trabajo

COMP. 412, XXXI, 07 de marzo de 1996

Ver dictamen

Demanda laboral. Quiebra. Fuero de atracción. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Di Gruccio c/ Ventura S.A.M.C.I. s/ Laboral

COMP. 658, XXXI, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Girazoles, Luis Ventura c/ Mar Del Plata S.A.C.I.F. s/ Laboral

COMP. 662, XXXI, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Acumulación de procesos. Competencia nacional. 

Se suscita una contienda de competencia negativa, que habrá de ser dirimida por la Corte al no existir un superior tribunal común a ambos órganos en conflicto, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1.285/58, texto según ley 21.708. 

Al tratarse de un mismo hecho determinante y estar involucradas las mismas partes, cada una de las sentencias que recaigan en ambos juicios resolverán cuestiones de hecho, prueba y fundamentación jurídicas comunes, extremo que podría conducir al dictado inadmisible de fallos contradictorios.

En tal supuesto, si bien las causas tramitan en distintas jurisdicciones territoriales y, no se encuentran en el mismo estado procesal, resulta procedente la acumulación de las acciones, conforme a lo previsto en el artículo 188 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. Así lo piensa esta Procuración General, en atención a que las circunstancias que obstarían a tal acumulación, ceden ante otros principios de mayor relevancia, cuales son el de la seguridad jurídica y el buen servicio de justicia que resulta necesario preservar. 

 

Krivosusky, Alicia S. c/ Rodríguez, Daniel M. s/ Daños y perjuicios

COMP. 665, XXXI, 23 de mayo de 1996

Ver dictamen

Indemnización por despido. Falta de tribunal superior común. Competencia federal. 

Toda vez que en la causa, ha mediado un convenio conciliatorio entre las partes del proceso, el que al ser homologado por el Tribunal Federal importo la conclusión de la causa sin perjuicio de su cumplimiento ulterior, la declaración de incompetencia del Juzgado Federal deviene inoportuna atento al estado procesal de la misma, más allá de que aún subsiste la presencia del Estado Nacional citado como tercero, ya que no se advierte que las partes hayan desistido de modo expreso de su citación, puesto que reviste tal alcance sus manifestaciones.

Medena, María Tránsita c/ Coronel, Martín Ramón s/ Ordinario (Diferencia de haberes - Indemnización por despido)

COMP. 555, XXXI, 27 de mayo de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Extinción del fuero de atracción. Competencia provincial. 

La Corte ha resuelto, de manera reiterada, que la incorporación a juicio en los términos del artículo 94 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, no importa constituirlo como sujeto pasivo de la pretensión incoada.

Agrícola de Bocchini, Paula Josefa c/ Burruchaga, Jorge Luis s/ Daños y perjuicios

COMP. 494, XXXI, 01 de febrero de 1996

Ver dictamen

Administración Pública Nacional. Competencia federal. 

Tiene dicho la Corte que procede el fuero federal cuando una entidad nacional es citada y comparece a juicio, aún cuando ello se efectúa en los términos del artículo 94 del código ritual.

Locatelli, Daniel y otro c/ Oneda, Rubén y otros s/ Daños y perjuicios

COMP. 583, XXXI, 01 de febrero de 1996

Ver dictamen

Protección de personas. Competencia civil. Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa “González, Hipólito s/ Protección de personas”.

A. D., P. s/ Protección de persona

COMP. 943, XXXII, 10 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Excepción de incompetencia. Malversación de caudales públicos. Fraude a la administración pública. Aporte en dinero. Administración provincial. Competencia provincial. 

Habida cuenta que en sus respectivas declinatorias los magistrados intervinientes coinciden en que los aportes del Ministerio del Trabajo de la Nación fueron transferidos a la provincia y en que los funcionarios imputados de manejo irregular de las partidas pertenecen al poder ejecutivo provincial, corresponde a la justicia local, que previno, continuar con el trámite de las actuaciones.

Agente Fiscal Dra. Cristina F. D. L. de Santander s/ Plantea excepción de falta de jurisdicción. Aguero, Juan C. s/ Malversación

COMP. 841, XXXII, 26 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 514, L. XXXI, “Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar, Adolfo y otro s/ Sumario”.

Albarracin, María c/ Pais, José Luis y otros s/ Daños y perjuicios

COMP. 1004, XXXII, 23 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Ejecución hipotecaria. Competencia civil. Competencia nacional. 

Remisión al fallo de las causas: Comp. 445, L. XXIII, “Sarquis, Pablo Víctor c/ Alcántara S.A.C.I. e I. s/ Ejecución hipotecaria”; Comp. 747, L. XXIII, “Banco Tornquist S.A. c/ Brennan, Juan s/ Ejecución hipotecaria”; Comp. 395, L. XXIV, “Banco Exterior S.A. Uruguay c/ Carlos Damm S.A.C.I. y F. s/ Ejecución hipotecaria”; y Comp. 90, L. XXVII, “Banco Velox S.A. c/ Wembley S.A. s/ Ejecución hipotecaria”.

Citibank N.A. c/ Lo Iacono, Osvaldo José y otro s/ Ejecución hipotecaria

COMP. 888, XXXII, 23 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Incumplimiento del contrato. Competencia civil y comercial federal. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 523, L. XXXII, “Compañía de Radiocomunicaciones Móviles S.A. c/ Huergo, Carlos s/ Incumplimiento de contrato”.

Compañía de radiocomunicaciones móviles S.A. c/ Fernández de González, María s/ Incumplimiento de contrato

COMP. 999, XXXII, 23 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Ejecución hipotecaria. Competencia civil. Competencia nacional. 

Remisión al fallo de las causas: Comp. 445, L. XXIII, “Sarquis, Pablo Víctor c/ Alcántara S.A.C.I. e I. s/ Ejecución hipotecaria”; Comp. 747, L. XXIII, “Banco Tornquist S.A. c/ Brennan, Juan s/ Ejecución hipotecaria”; Comp. 395, L. XXIV, “Banco Exterior S.A. Uruguay c/ Carlos Damm S.A.C.I. y F. s/ Ejecución hipotecaria”; y Comp. 90, L. XXVII, “Banco Velox S.A. c/ Wembley S.A. s/ Ejecución hipotecaria”.

C & K Aluminio S.A. c/ L. Grandin y Compañía S.A. s/ Ejecución hipotecaria

COMP. 1049, XXXII, 23 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Tutela. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa “González, Hipólito s/ Protección de personas”.

E., M. E. s/ Tutela

COMP. 916, XXXII, 10 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Acción meramente declarativa. Acción de amparo. Obras Sanitarias de la Nación. Competencia nacional. 

Según el principio de Fallos: 311:150, si obras Sanitarias de la Nación ejercita su actividad en la Capital Federal, constituye una repartición administrativa local y por ello sometida a la jurisdicción de los tribunales ordinarios.

Hoteles Sheraton de Argentina S.A. c/ Obras sanitarias de la Nación (En liquidación) s/ Recurso de amparo

COMP. 1054, XXXII, 26 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Internación. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 619, L. XXII, "Caimi, José Antonio s/ Internación", y Comp. 35, L. XXX, "Camino, Miguel Ángel s/ Internación".

B., J. I. s/ Artículo 482 Código Civil

COMP. 898, XXXII, 10 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Procesos de conocimiento. Daños y perjuicios. Servicio telefónico. Inconstitucionalidad. Licitación. Pliego de bases y condiciones. Competencia civil y comercial federal. 

Remisión al fallo de la causa “Davaro, Saúl c/ Telecom S.A. s/ Juicio de conocimiento”.

Klement, Patricia Eleonora c/  Telefónica de Argentina s/ Proceso de conocimiento

COMP. 992, XXXII, 10 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Subsidio estatal. Reintegro. Vencimiento del plazo. Competencia provincial. 

La Corte tiene resuelto que la intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación.

Ni de los términos de la denuncia, ni de las demás probanzas agregadas al incidente, se advierte la intervención de funcionarios nacionales en las irregularidades denunciadas, como así tampoco que de ellas haya resultado un perjuicio efectivo para las rentas de la Nación, toda vez que el subsidio otorgado por el organismo nacional a la municipalidad, en el marco del Programa Federal de Solidaridad, debe ser reintegrado en el plazo máximo de cinco años a contar desde el 21 de marzo de 1994.

L., Horacio Luis y otros s/ Denuncia en Bahía Blanca

COMP. 991, XXXII, 26 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Internación. Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa “González, Hipólito s/ Protección de personas”.

M., R. s/ Internación

COMP. 997, XXXII, 10 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Despido. Rubros indemnizatorios. Concurso preventivo. Competencia laboral. Competencia provincial. 

La demandada no reclama por créditos de causa o título anterior a la presentación preventiva, sino de acreencias en expectativa que recibirán su reconocimiento efectivo recién a raíz de la consumación de su causa real, que no es otra que la aceptación del despido en el título, también, obviamente, posterior a la presentación concursal, que configurará el dictado de la sentencia respectiva.

Otero, Patricia Haydée c/ El hogar obrero cooperativa de consumo, edificación y crédito Limitada. Diferencias salariales, rubros impagos, despidos, entrega de certificado de trabajo y aportes previsionales

COMP. 534, XXXII, 23 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Demanda laboral. Primera instancia. Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. Cámara nacional de apelaciones. 

Si el conflicto jurisdiccional se suscita entre jueces nacionales de primera instancia, corresponde resolverlo al órgano de alzada del que previno en la causa, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58 texto según ley 21.700. No existe en la causa contienda de competencia que habilite la intervención de la Corte.

Paolone, Mario D. c/ Huemul S.A. s/ Laboral

COMP. 1127, XXXII, 23 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Quiebra. Fuero de atracción. Primera instancia. Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. Cámara federal de apelaciones. 

Conflicto entre jueces nacionales de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.

Si el conflicto jurisdiccional se suscita entre jueces nacionales de primera instancia, corresponde que lo resuelva el órgano de alzada del que previno en la causa, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21.708.

Por ello, no existe en la causa contienda de competencia que habilite la intervención de la Corte.

Rodríguez, Luis Oscar c/ Huemul S.A. s/ Laboral

COMP. 1126, XXXII, 23 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 514, L. XXXI, “Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar, Adolfo y otro s/ Sumario”.

Souto de Nuñez, Dora L. c/ Oviedo, Dionisio Sosa y/u otro s/ Ordinario

COMP. 1014, XXXII, 23 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Declaración de incompetencia. Oportunidad procesal. Competencia ordinaria. 

Cabe desestimar la declaración de incompetencia efectuada por el tribunal Civil ordinario, desde que las partes interesadas en el proceso no han planteado cuestión de competencia alguna, con lo cual ha concluido la posibilidad de hacerlo en lo sucesivo, y porque, además, la oportunidad del magistrado de origen para desprenderse de las actuaciones, también ha fenecido, por cuanto ello sólo podía darse al inicio de la acción, o al tiempo de resolver una incidencia de tal naturaleza planteada por las partes.

Es doctrina de la Corte que la competencia debe determinarse atendiendo a las pretensiones invocadas por el actor en su demanda y no por las defensas de la demandada.

Se trata de un conflicto suscitado entre jueces nacionales, lo cual redobla la inadmisibilidad de asignar la competencia incumpliendo las normas que les son comunes y que fijan la excluyente oportunidad en que tales cuestiones deben plantearse, pues no intervienen de ningún modo, eventualmente, preceptos rituales de orden local, que pudieran prever tales ocasiones, y en particular, sobre la base de que la Corte consigna que lo son todos los jueces ordinarios amén de los federales.

Zeneca S.A.I.C. c/ Vázquez, Arnaldo Norberto y otros s/ Daños y perjuicios varios

COMP. 782, XXXII, 23 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Indemnización por accidente del trabajo. Empresa nacional. Competencia federal. 

Es doctrina de la Corte que le corresponde, en principio, a la justicia federal conocer en las causas en que la Nación o una entidad nacional sea parte, aun en aquellas emergentes de relaciones laborales,máxime cuando pudiera derivar un perjuicio al patrimonio de ENTel (Comisión Liquidadora); y toda vez que resulta irrelevante a los efectos del art. 116 de la Constitución Nacional la circunstancia de que haya sido citada al pleito como tercero.

Herrera, Héctor Antonio c/ Empresa Nacional de Telecomunicaciones (Comisión liquidadora) y Telecom Argentina Stet France Telecom S.A.

COMP. 759, XXXII, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Internación. 

Falta de atribución recíproca.

Si los jueces intervinientes no se han atribuido recíprocamente la competencia para entender en el juicio, siendo que la cuestión se habría planteado entre jueces locales de una misma jurisdicción, no queda configurado un conflicto que corresponda dirimir a la Corte.

V., E. s/ Internación

COMP. 830, XXXII, 10 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Internación. Competencia civil. Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa “González, Hipólito s/ Protección de personas”.

N., J. E. s/ Internación

COMP. 781, XXXII, 18 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Indemnización por accidente de trabajo. Concurso preventivo. Juez del concurso. Competencia provincial. 

Si la acción por daños y perjuicios derivados de un accidente de trabajo, se ha iniciado de acuerdo a lo que prevé el art. 16 de la ley 24.018, y que consecuentemente, la reparación se hará ajustada a las previsiones del derecho civil, y no dentro de los términos de la ley especial de trabajo, hay que tener presente la disposición del art. 21, inciso 5°, que exceptúa sólo del fuero de atracción a las causas que tramiten conforme a la ley especial, por lo que la presente deberá ser remitida al juzgado donde tramita el concurso de la demandada.

Quiroga, Osvaldo Darío c/ Infra Const S.R.L s/ Daños y perjuicios por accidente de trabajo

COMP. 761, XXXII, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Acción de amparo. Cuestión abstracta. Competencia laboral. 

Sin perjuicio de señalar que el dec. 773/96 y sus reglamentarios 848/96 y 849/96 fueron derogados por el art. 6 de la ley 24.700, circunstancia que parece tornar abstracto el reclamo, el conflicto habido entre el Juez Nacional Contencioso Administrativo Federal y el Juez Nacional del Trabajo de la Capital Federal, ya fue resuelto por la Cámara del fuero del juez que primero intervino, en este caso, la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, en virtud de lo dispuesto por el art. 24, inc. 7 del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21.708, el que expresamente prevé esta solución para aquellas contiendas negativas de competencia suscitadas entre jueces nacionales de primera instancia.

Sistema Tickets S.A c/ Estado Nacional- Poder Ejecutivo Nacional s/ Acción de amparo

COMP. 889, XXXII, 20 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Guarda del menor. Domicilio real. Domicilio de menor. Competencia de menores. Competencia provincial. 

Cuestión análoga a la considerada por el Tribunal en las causas Comp. 780, L. XXIII, “García, Cristian Manuel y García, Pablo Darío s/ Guarda”; Comp. 243, L. XXV, “Nieto, Giselle Alejandra y Nieto, María Laura s/ Guarda; y Comp. 694, L. XXXII, “Chang, Wei

El domicilio real surge de la integración de dos elementos: el material denominado "corpus" y el subjetivo denominado "animus", atendiendo el primero al aspecto objetivo de la residencia de una persona en un lugar determinado y el segundo a la intención de permanecer en ese lugar y de constituir allí el centro de sus afectos e intereses. Por otra parte, constituye una facultad de las personas mudarse de domicilio, verificándose la modificación por el hecho en sí de la traslación de residencia de un lugar a otro con ánimo de permanecer en él.

El Tribunal tiene dicho que la residencia caracterizada como domicilio real o voluntario conforme al Código Civil no depende de declaraciones hechas por el interesado con fines electorales o de otra índole, ni de las certificaciones de autoridades públicas, sino de las circunstancias de hecho que permitan comprobarla con los caracteres que la ley exige: residencia efectiva y ánimo de permanecer.

La Corte ha sostenido reiteradamente la subsistencia de la jurisdicción territorial del juez que previno, que asimismo en estos casos, en que se desconoce el domicilio de los progenitores, las actuaciones cuyo objeto atañe a menores deben promoverse en el lugar donde éstos viven efectivamente, desde que la eficiencia de la actividad tutelar, está dada por el acercamiento permanente del juez con su asistido.

D. G., B. s/ Guarda

COMP. 882, XXXII, 14 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Incumplimiento del contrato. Cobro de sumas de dinero. Sociedades con participación estatal minoritaria. Competencia nacional. 

Se suscita una contienda negativa de competencia que habrá de dirimir la Corte, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1.285/58, texto según ley 21.708.

La presente se trata de una causa por cobro de pesos regida por normas del derecho civil, donde no se halla en juego la aplicación e inteligencia de normas federales, razón por la cual la competencia federal alegada sólo subsistiría por razón de la persona, y en tal sentido, no queda duda alguna que desde el dictado del decreto 2778/90 y la sanción de la ley 24.145, YPF ha sido transformada en una sociedad anónima de carácter privado, con participación estatal minoritaria. 

Al respecto, esta Procuración General ha tenido oportunidad de expedirse en los precedentes “YPF S.A.”; entre otros, a cuyos fundamentos de remitió el fallo de la Corte, señalando que la participación estatal en el paquete accionario de la empresa carece de trascendencia y es meramente accidental, por lo que tal circunstancia no resulta hábil para tener por persona aforada a la sociedad que se indica. 

En orden a lo expuesto y no dándose, el requisito de interés nacional en juego, sin perjuicio, de atender la circunstancia de que el propio decreto 2.278/90, le ha reconocido el carácter de persona estatal sólo mientras conservara el paquete mayoritario de las acciones el Estado Nacional, no le corresponde el fuero de excepción. 

Por todo ello, la Corte debe dirimir el conflicto declarando la competencia de la justicia nacional en lo civil para seguir entendiendo en la causa.

Banco Almafuerte Cooperativo Limitado c/ Yacimientos Pretrolíferos Fiscales S.A. s/ Incumplimiento de contrato

COMP. 266, XXXII, 31 de octubre de 1996

Ver dictamen

Incidente de oposición. Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 

Se suscita una contienda negativa de competencia, que corresponde resolver ala Corte, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1.285/58, texto según ley 21.708, al no existir un tribunal superior común a ambos órganos judiciales en conflicto. 

Corresponde señalar que, en virtud de tratarse de un conflicto entre tribunales de distintas jurisdicciones territoriales, la cuestión debe resolverse conforme a las reglas del Código de Procedimientos Civil y Comercial de la Nación. 

A la luz de tales normas, es del caso destacar que el principio general que rige la competencia territorial, por cuestiones patrimoniales, el de la prórroga por disposición de las partes, esto es, que las mismas pueden pactar someterse a otros tribunales, que difieren de aquellos que les correspondería por mandato legal. 

 

Banco de Corrientes S.A. c/ Salvi, Jorge Eduardo s/ Incidente de oposición

COMP. 769, XXXII, 22 de octubre de 1996

Ver dictamen

Concursos. Crédito laboral. Fuero de atracción. Competencia nacional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 110, L. XXXII, “Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral”.

Cabrera, Ilda c/ Ivonne s/ Ordinario

COMP. 515, XXXII, 31 de octubre de 1996

Ver dictamen

Indemnización. Quiebra. Procedimiento laboral. Competencia federal. 

Se suscita un conflicto jurisdiccional que corresponde resolver a la Corte, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1.285/58, texto según ley 21.708.

Sin perjuicio de la discusión que al respecto mantienen los tribunales en conflicto, cabe señalar que, cualquiera fuera la disposición legal que se aplique, la solución sería la misma, en tanto en la antigua ley concursal, los juicios laborales sólo atraían con posterioridad a la conclusión de su etapa de conocimiento y en la nueva ley 24.522, según reza el inciso 5, en su artículo 21, el fuero de atracción rige respecto de los procesos laborales, con excepción de aquellas demandas por accidente de trabajo, promovidos conforme a la legislación especial en la materia, tal cual es el supuesto del sub lite. 

Por ello, no resultan de aplicación al caso las disposiciones referidas al fuero de atracción, por lo que la presente causa deberá quedar radicada ante el tribunal de origen.

Curzio Castro, María del Pilar c/ Mar Azul S.A. s/ Indemnización por accidente

COMP. 652, XXXII, 31 de octubre de 1996

Ver dictamen

Cobro de sumas de dinero. Diferencias salariales. Ley de contrato de trabajo. Competencia laboral. Competencia provincial. 

 

 

La competencia federal, emanada de la aplicación de las leyes 23.660 y 23.661, se refiere a aquellas causas donde se encuentren en debate cuestiones referidas a la planificación o instrumentación de las prestaciones medico asistenciales regladas por la ley de obras sociales y de salud normadas por el Sistema Nacional de Salud, conforme se desprende del precedente “Centro Quirúrgico Cardiovascular”.

En razón de ello, y toda vez que en el sub lite se trata de una acción personal por cobro de pesos con fundamento en la ley de contrato de trabajo, corresponde que sea la justicia ordinaria la que entienda en la causa.

Por ello, la Corte debe dirimir el conflicto, declarando la competencia de la justicia provincial del trabajo.

Domínguez, Néstor c/ I.S.S.P.I.C.A. s/ Cobro de pesos -laboral-

COMP. 799, XXXII, 31 de octubre de 1996

Ver dictamen

Acción meramente declarativa. Medida de no innovar. Competencia laboral. 

La Corte tiene reiteradamente dicho que para el correcto planteamiento de una contienda de competencia, resulta necesario que el juez que la promovió conozca de las razones que informan lo decido por el otro magistrado interviniente, para que declare si mantiene o no su anterior posición.

La doctrina de la Corte sostiene que a los fines de dilucidar la competencia, hay que atender al tenor del fondo de la materia contenida en la demanda. 

Atento a que la discusión suscitada gira en torno a la caracterización como estreno o repetición de las emisiones y/o exhibiciones de una telenovela, no se plantea en abstracto, sino en un contexto de relaciones típicamente laborales, en cuyo marco, tal distinción posee un fundamento conceptual determinado por el propósito de diferenciar la retribución inherente al trabajo originario ejecutado por los protagonistas de un programa televisivo, de aquella que compensa salarialmente el dejado de prestar como consecuencia de la reiteración de capítulos ya emitidos. 

Más allá de la eventual vigencia de dicho criterio en el ámbito del novedoso sistema de la televisión por cable, es en este marco de las relaciones de trabajo en el que se inscribe la disputa y, por ende, el que le confiere su fisonomía jurisdiccional. 

Por ello, y en virtud de lo dispuesto por los artículos 20 y 21 de la ley 18.345, la justicia del trabajo es competente para entender en estas actuaciones. 

 

Megavisión Producciones c/ Asociación Argentina de Actores s/ Acción declarativa

COMP. 578, XXXII, 31 de octubre de 1996

Ver dictamen

Accidentes de trabajo. Concursos. Fuero de atracción. Competencia federal. 

Sin perjuicio de la discusión que al respecto mantienen los tribunales en conflicto, cualquiera fuera la disposición legal que se aplique, la solución sería la misma, en tanto en la antigua ley concursal, los juicios laborales sólo se atraían con posterioridad a la conclusión de su etapa de conocimiento y en la nueva ley 24.522, según reza el inciso 5, en su artículo 21, el fuero de atracción rige respecto de los procesos laborales, con excepción de aquellas demandas por accidentes de trabajo, promovidos conforme a la legislación especial en la materia, tal cual es el supuesto del sub lite.  

 

Mollano, Rubén c/ Mar Azul S.A. s/ Accidente

COMP. 653, XXXII, 31 de octubre de 1996

Ver dictamen

Sucesiones. Competencia nacional. Competencia civil. 

Surge claro que no subsiste la indivisión hereditaria, sino que, al producirse la transferencia del bien hereditario, se produjo la partición que conforme a lo dispuesto en el artículo 3284, inciso 4° del Código Civil, impide la remisión por fuero de atracción a la sucesión del demandado.

Laiño, Osvaldo R. c/ Guglielmino Marcelo y otros s/ Daños y perjuicios

COMP. 145, XXXII, 28 de junio de 1996

Ver dictamen

Responsabilidad médica. Excepción de incompetencia. Competencia nacional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 494, L. XXII, “Hazrlin de Martín, Liliana c/ Obra Social para el Personal de Entel s/ Ordinario”

N., O. E. c/ C. C. C. S.A.C. y M. y otros s/ Responsabilidad médica

COMP. 563, XXXII, 31 de octubre de 1996

Ver dictamen

Accidentes de trabajo. Concursos. Fuero de atracción. Competencia laboral. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 110, L. XXXII, “Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral”.

Resultan de aplicación al caso las disposiciones referidas al fuero de atracción, de la nueva ley de concursos 24.522, y la cauda laboral, por su naturaleza deberá tramitar ante el Juzgado de Primera Instancia del Trabajo.

Olivera, Tomás L. c/ Perlit S.A.M.I.C. s/ Ordinario - accidente

COMP. 516, XXXII, 22 de octubre de 1996

Ver dictamen

Despido. Concursos. Fuero de atracción. Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 110, L. XXXII, “Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral”.

Paz Márquez, Rubén W. c/ Racing Club de Avellaneda Asociación civil s/ Despido

COMP. 433, XXXII, 31 de octubre de 1996

Ver dictamen

Reconocimiento de las obligaciones. Competencia federal. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 788, L. XXXII, “Aller, Sara c/ ANSES s/ Amparos y sumarísimos”.

Se suscita una contienda negativa de competencia, que corresponde resolver a la Corte, al no existir un tribunal superior común a ambos órganos judiciales en conflicto, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, texto según ley 21.708.

Corresponde dirimir el conflicto, declarando la competencia del Juzgado Federal en lo Contencioso Administrativo para seguir entendiendo en la presente acción, o bien, en su caso, de hallarse en efectivo funcionamiento, atento a la índole del proceso, la de los juzgados de primera instancia de la justicia federal de la seguridad social, conforme a lo dispuesto por el artículo 1° de la ley 24.655

Marín, Carlos P. y otro c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Reconocimiento de deuda

COMP. 780, XXXII, 22 de octubre de 1996

Ver dictamen

Litispendencia. Competencia provincial. 

En tanto el instituto procesal, habilita el desplazamiento de la competencia del juez natural, solo cuando median condiciones suficientes que permitan tal medida excepcional, en efecto, así es que la legislación procesal nacional aplicable en el caso, dispones, en sus artículos 188 y siguientes, que ello es procedente siempre que fuere admisible la acumulación subjetiva de acciones, lo que presupone que dos o más personas puedan demandar o ser demandadas en un mismo proceso por acciones conexas por el título o por el objeto o ambos a la vez. 

Wisnudel, Isaac y otra c/ Castro, Julia Isabel s/ Desalojo

COMP. 585, XXXII, 31 de octubre de 1996

Ver dictamen

Acción de amparo. Competencia federal. 

Cabe destacar que la competencia es, por principio, improrrogable cuando se determina por razón de la materia, máxime como es el caso de aquella que corresponde al ámbito jurisdiccional federal, principio que sólo admite excepciones, precisamente, cuando como en el sub lite, se pusiera en juego el instituto del fuero de atracción, por tratarse de un juicio universal en trámite.

Incluso dicho instituto del fuero de atracción, al producir un desplazamiento de la competencia del juez naturalde la causa, debe aplicarse con carácter restrictivo, y dentro de los estrictos supuestos previstos por la ley. 

Corresponde dirimir el conflicto declarando la competencia del Juzgado Federal en lo Contencioso Administrativo para seguir entendiendo en la presente acción de amparo, o bien, en su caso, de hallarse en efectivo funcionamiento, atento a la índole del proceso, la de los juzgados de primera instancia de la justicia federal de la seguridad social, conforme a lo dispuesto por el artículo 1 de la ley 24.655.

 

Aller, Sara c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Amparos y sumarísimos

COMP. 788, XXXII, 22 de octubre de 1996

Ver dictamen

Responsabilidad médica. Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 949, L. XXII, “Gazrlin de Martín, Liliana c/ Obra Social para el Personal de Entel s/ Ordinario”.

T., J.  C. y otros c/ F., J. y otros s/ Incidente de apelación

COMP. 619, XXXII, 31 de octubre de 1996

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 494, L. XXII, “Hazrlin de Martin, Liliana c/ Obra Social para el Personal de Entel s/ Ordinario”.

L. de C., R. M. c/ S., A. y otros s/ Responsabilidad médica

COMP. 596, XXXII, 22 de octubre de 1996

Ver dictamen

Derecho laboral. Concursos. Fuero de atracción. Competencia comercial. Competencia nacional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral”.

Llorian, José Vicente c/ Ivonne S.A.I.C. (Sucursal Salta)

COMP. 517, XXXII, 22 de octubre de 1996

Ver dictamen

Concurso preventivo. Quiebra. Competencia nacional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 514, L. XXXI, “Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar, Adolfo y otro s/ Sumario”.

Cabe advertir, que las normas que regulan la competencia en materia de concursos son de orden público y las expresas disposiciones de la ley, establecen de modo indubitable, que juez habrá de entender en el juicio universal. 

Así es que el artículo 3 de la ley 24.522, así como el mismo artículo de la ley 19.551, expresan que en caso del concurso de personas de existencia ideal regularmente constituidas, deberá entender el juez del domicilio, entendiendo por tal al que corresponde a la inscripción en el registro pertinente. 

Sin perjuicio de ello, cabe tener en cuenta, que las leyes en cuestión contienen disposiciones que en algunos supuestos determinan el desplazamiento de la competencia del juez natural, con motivo de la existencia de conjuntos o grupos económicos que habilitan la presentación de un concurso preventivo en conjunto o por vía de extensión en caso de quiebra. 

Por otra parte, es del caso también tener en consideración que, el artículo 10 de ambas legislaciones, determinan de igual manera que el concurso preventivo puede ser solicitado mientras la quiebra no haya sido declarada, y que, de otro lado la ley 24.522 en su artículo 90, expresa que el deudor que se encuentre en las condiciones del artículo 5, puede pedir la conversión de su trámite de quiebra a concurso preventivo. 

Textil Pullman S.A. s/ Concurso preventivo

COMP. 550, XXXII, 22 de octubre de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Mandato. Competencia provincial. 

Resulta indiscutible que se está en presencia de una típica acción de responsabilidad contractual, derivada de las relaciones mandante mandatario, lo que es materia propia de la competencia de los tribunales ordinarios en lo civil. 

Por principio la competencia por razón de la materia, tema no cuestionado, resulta improrrogable y sólo podría darse su desplazamiento atendiendo a los principios de conexidad, sobre la base de razones de seguridad jurídica o manifiesta economía procesal y en los términos formales establecidos en la legislación procesal nacional, aplicable en el caso. 

Zalbidea, Alberto J. c/ Mc Guire Jaime H. s/ Daños y perjuicios

COMP. 789, XXXII, 22 de octubre de 1996

Ver dictamen

Cobro de sumas de dinero. Incumplimiento del contrato. Telefonía celular. Causas regidas por normas federales. Competencia federal. 

Se encuentra planteado un conflicto negativo de competencia que corresponde dirimir a la Corte en los términos del artículo 24, inc. 7 del decreto-ley 1285/58.

Resulta competente ratione materiae la justicia federal, toda vez que, aun cuando la telefonía móvil es un servicio público que presenta caracteres especiales, ejemplo de ello es que no integra lo que se define como "servicio básico telefónico" en los terminas de los decretos 731/89 y 62/90, ello no obsta a la aplicación al sub lite de la reiterada jurisprudencia que sostiene que procede el fuero de excepción cuando la pretensión esgrimida por la actora se relaciona en último caso con el sentido y alcance de normas federales, como son las dictadas por el Estado Nacional en ejercicio de las facultades que le confiere la Ley Nacional de Telecomunicaciones 19.798, y máxime cuando está en juego la suspensión del referido servicio, como se desprende de la propia demanda.

Compañía de Radiocomunicaciones Móviles S.A c/ Huergo, Carlos s/ Incumplimiento de contrato

COMP. 523, XXXII, 24 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Demanda Laboral. Quiebra. Fuero de atracción. Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 110, L. XXXII, “Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral”.

Fernández González, Juan R. c/ Pesquera Mar Azul S.A. s/ Laboral

COMP. 651, XXXII, 24 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Salarios adeudados. Concursos. Fuero de atracción. Competencia comercial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 110, L. XXXII, “Guillén, Alejandro  c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral”.

Ramírez, José Antonio y otro c/ Bodegas Galardón de Galanternik Hermanos. S.A. Salarios adeudados – Rubros impagos – Despido

COMP. 446, XXXII, 18 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Concurso preventivo. Fuero de atracción. Justicia nacional en lo comercial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 110, L. XXXII, “Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral”.

Sindicato de empleados de comercio de Necochea c/ La Ganga S.A s/ Cobro de cuota afiliación y contribuciones solidarias

COMP. 597, XXXII, 18 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Quiebra. Fuero de atracción. Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 110, L. XXXII, “Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral”.

Soria, Rubén Oscar c/ Ventura S.A.M.I.C. s/ Laboral

COMP. 631, XXXII, 24 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 110, L. XXXII, “Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral”.

Wisner, Enrique c/ Salvatore, José s/ Laboral

COMP. 650, XXXII, 24 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 110, L. XXXII, “Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral”.

Wisner, Rubén c/ Salvatore, José s/ Laboral

COMP. 654, XXXII, 24 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Araujo, Guillermo Jorge y otros c/ Ventura Mar del Plata s/ Laboral

COMP. 637, XXXII, 29 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Abalos, Aldo A. c/ Estrella de Mar s/ Laboral

COMP. 105, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Abalos, Aldo A. c/ Estrella de Mar s/ Laboral

COMP. 305, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Aguayo Bulnes, Manuel Jesús c/ Pesquera Salvador S.A. s/ Laboral

COMP. 331, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Alaniz, Claudio David c/ Maripez S.A. s/ Laboral

COMP. 112, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Alsina, Juan María c/ Marypez S.A. s/ Laboral

COMP. 108, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Lamanuzzi, Carlos Alberto c/ Ventura Mar del Plata y otros s/ Laboral

COMP. 229, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Argibay Trigo, Domingo c/ Rug, Ángel A. y Rung Hnos. S.C.A. s/ Cobro por asistencia

COMP. 191, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Baldino, Martín c/ Maripez S.A. s/ Laboral

COMP. 303, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Blassina, Juan Carlos c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral

COMP. 298, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Brandan, Santos Eugenio c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral

COMP. 304, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Braña, Bernardino I. c/ Estrella de Mar y otro s/ Laboral

COMP. 111, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Caballero de Tineo, D. Omar c/ Marypez S.A. s/ Laboral

COMP. 100, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Cantarini, Cintia P. de Basualdo c/ Ventura S.A.M.C.I. s/ Laboral

COMP. 228, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Chahade, Walter H. c/ Ventura S.A.M.C.I. s/ Laboral

COMP. 56, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 514, L. XXXI, "Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar, Adolfo y otro s/ Sumario".

Cinque, Oscar José c/ Lemmo, Nicolás y otros s/ Daños y perjuicios

COMP. 310, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Demanda laboral. Quiebra. Fuero de atracción. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Corrionero, José c/ Marypez S.A. s/ Laboral

COMP. 104, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

D'Acunto, Felipe c/ Fuerza Pesquera S.A. s/ Cobro de haberes

COMP. 193, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Danilovich, Ricardo Aníbal c/ Marypez S.A. y Estrella de Mar S.A. s/ Laboral

COMP. 329, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

D'Arco, Blas José c/ Ventura S.A.M.C.I. s/ Laboral

COMP. 55, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Quiebra. Demanda laboral. Fuero de atracción. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Elizalde, Juan U. c/ Estrella de Mar y Mary Pez S.A. s/ Laboral

COMP. 97, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Elizalde, Juan Ulises c/ Marypez S.A. y otros s/ Ejecución

COMP. 98, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Esmit, Omar y otro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral

COMP. 299, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Faraminian, Ricardo José c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral

COMP. 300, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Fick, Alberto Ladislao c/ Maripez S.A. s/ Laboral

COMP. 301, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Gemini, Raúl Alfredo c/ Marypez S.A. s/ Laboral

COMP. 106, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Ganin, Aldo c/ Marypez S.A. s/ Laboral

COMP. 302, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

González, Manuel A. c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral

COMP. 328, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Gudiño, Oscar M. c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral

COMP. 103, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Herrera, Jorge G. c/ Marypez S.A. s/ Laboral

COMP. 99, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Iñigo, Oscar Ventura c/ S.A.M.C.I. s/ Laboral

COMP. 59, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Islas, José Luis y otros c/ Maripez S.A. s/ Laboral

COMP. 96, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Lemos, Mauricio c/ Ventura S.A.M.C.I. s/ Laboral

COMP. 53, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

León, Faustino y otro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral

COMP. 330, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Martelli, Juan c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral

COMP. 199, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Concurso preventivo. Fuero de atracción. Competencia nacional. Competencia comercial. 

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Melchiori, Miguel Ángel c/ Drogas Calardon de Galan s/ Diferencias de haberes, rubros adeudados, indemnización c/ Despidos

COMP. 47, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Quiebra. Demanda laboral. Fuero de atracción. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Meza, Emilio c/ Huemul S.A. s/ Laboral

COMP. 398, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Demanda laboral. Quiebra Fuero de atracción. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Miranda, Eduardo c/ Marypez S.A. s/ Laboral

COMP. 114, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Quiebra. Demanda laboral. Fuero de atracción. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Monsonis, Julio c/ Maripez S.A. s/ Laboral

COMP. 113, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Naranjo, Luis Ángel c/ Maripez s/ Laboral

COMP. 101, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 110, L. XXXII, “Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral”.

Rial, Luis A. c/ Fuerza Pesquera s/ Laboral

COMP. 192, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Concurso preventivo. Demanda laboral. Fuero de atracción. Competencia nacional. Competencia comercial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 110, L. XXXII, “Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral”.

Rodríguez Jorge Felipe y otros c/ Bodegas Galardón de Galanternik Hermanos s/ Rubros adeudados e indemnización por despido

COMP. 247, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Quiebra. Demanda laboral. Fuero de atracción. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 110, L. XXXII, “Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral”.

Rojas, Alberto c/ Ventura S.A. s/ Laboral

COMP. 57, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Demanda laboral. Quiebra. Fuero de atracción. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Romero, Luis Alberto c/ Federico Ersini S.A. s/ Laboral

COMP. 393, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Quiebra. Demanda laboral. Fuero de atracción. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 110, L. XXXII, “Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral”.

Senno, Marta M. de c/ Ventura S.A.M.C.I. s/ Laboral

COMP. 52, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 110, L. XXXII, “Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral”.

Tamet, José David c/ La Florentina - Sucursal Natalio Pennisi s/ Ejecución

COMP. 58, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 110, L. XXXII, “Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral”.

Ver Burgh, Francisco L. c/ Federico Ersini S.A. s/ Laboral

COMP. 332, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Demanda laboral. Quiebra. Fuero de atracción. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 110, L. XXXII, “Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral”.

Weigel, Mario c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral

COMP. 107, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 110, L. XXXII, “Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral”.

Yoshihara, Kiyoshi c/ Ventura Mar del Plata s/ Laboral

COMP. 54, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Concurso preventivo. Fuero de atracción. Competencia nacional. Competencia comercial. 

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Fraccarolli, Nelida Esther c/ Bodegas Galardon de Galanternik Hermanos s/ Haberes y rubros adeudados, Indemnización preaviso y despido

COMP. 225, XXXII, 29 de agosto de 1996

Ver dictamen

Quiebra. Fuero de atracción. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Atanasoff, Jorge Sebastián c/ Huemul S.A. s/ Accidente de trabajo

COMP. 394, XXXII, 29 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Dulin, Rubén Horacio c/ Ventura Mar del Plata s/ Laboral

COMP. 630, XXXII, 29 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Cufre, Rubén Horacio c/ Ventura S.A.M.C.I. s/ Laboral

COMP. 634, XXXII, 29 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Olivieri, Oscar y otros c/ Ventura S.A.M.C.I. s/ Laboral

COMP. 635, XXXII, 29 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Cachela, Edgardo c/ Ventura Mar del Plata s/ Laboral

COMP. 636, XXXII, 29 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral".

Santillán, Víctor y otros c/ Ventura s/ Laboral

COMP. 633, XXXII, 29 de agosto de 1996

Ver dictamen

Aportes a obras sociales. Cámara federal de apelaciones. Competencia previsional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 427, L. XXIII, “Prada, José Luis c/ Inspección General de Justicia s/ Amparo”.

Se encuentra trabada una contienda que corresponde dirimir a la Corte en los términos del artículo 24, inciso 1, del decreto ley 1.285/58.

Cabe señalar, por un lado que el artículo 2 de la ley  24.655, atribuye a la Justicia Federal de Primera Instancia de la Seguridad Social, el conocimiento de las causas asignadas a la Justicia Nacional del Trabajo, por el artículo 24, de la ley 23.600. 

Por el otro, que si bien dicha disposición se refiere a los procesos por cobro judicial de aportes adeudados a las obras sociales, cabe indicar que esa atribución de competencia importa reconocer a la Cámara Federal de la Seguridad Social especialidad en supuestos como el presente, de recursos vinculados a esa materia.  

La solución dada se impone además, en razón del contenido de la acordada de la Corte n° 45/96 que sólo restringió la operatividad inmediata de la nueva ley 24.655 a los supuestos contemplados por su artículo 7, dentro de los que no cabe encuadrar al presente. 

 

TEYMA Técnicas Eléctricas y Mecánicas Amengoa S.A. c/ Instituto Mandatario de Recaudaciones S.A. s/ Recurso de queja por apelación denegado

COMP. 340, XXXII, 18 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Responsabilidad médica. Juzgado de primera instancia. Competencia civil. 

Cuestiones análogas al precedente de Fallos: 312:1881.

En el fallo de referencia la Corte puso de resalto que la circunstancia que en el proceso fuera codemandado un médico, determinaba la competencia de la justicia Nacional en lo civil de la Capital Federal. En nada obsta al criterio expuesto el hecho que también se encuentre vinculada al juicio una entidad nacional con derecho al fuero federal ratione personae, desde que tal como ha establecido la Corte, todos los Juzgados de esta capital son de naturaleza nacional.

Por otra parte, en las acciones personales, cuando son varios los demandados y se trata de acciones indivisibles o solidarias, es competente el juez del domicilio o de cualquiera de ellos, a elección del actor.

D., C. A. c/ H. N. B. A. - Cirujano mayor Dr. P. M. y otro s/ Responsabilidad medica

COMP. 263, XXXII, 27 de mayo de 1996

Ver dictamen

Beneficio de litigar sin gastos. Prórroga de la competencia. Competencia provincial. 

Se suscita una contienda negativa de competencia que corresponde ser dirimida por la Corte, al no existir un tribunal superior común a ambos órganos en conflicto, conforme a lo dispuesto en el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1.285/58, texto según ley 21.708. 

Si bien es cierto que la incidencia del beneficio de litigar sin gastos no fija la competencia y que este debe tramitar ante la jurisdicción donde resulta competente el juez del principal, con arreglo a lo previsto en el artículo 6°, inciso 5°, del código ritual nacional, por tanto, estas actuaciones principales deben tramitar ante el juzgado provincial, desde que se trata de una acción de contenido patrimonial y se discute la competencia territorial, la cual, conforme lo dispone el artículo 1° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, es prorrogable por las partes.

El artículo 2 del citado código de procedimientos establece que dicha prórroga podrá darse de manera expresa o tácita.

 

Queirolo, Oscar R. c/ Banco Torquist S.A. s/ Daños y perjuicios

COMP. 180, XXXII, 23 de mayo de 1996

Ver dictamen

Intervención de terceros. Quiebra. Juicios universales. Competencia provincial. 

Se suscita una contienda de competencia negativa, que habrá de dirimir la Corte, al no existir un tribunal superior común a ambos órganos en conflicto, en orden a lo dispuesto en el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1.285/58, texto según ley 21.708. 

Tiene reiteradamente dicho la Corte que, tanto los juicios universales de sucesión, como de concurso, atraen al juzgado donde tramitan todas las acciones personales que, contra el causante o fallido se deduzcan, aun cuando se trate de procesos que correspondieren al fuero federal y sea cual fuese la causa que determine esa jurisdicción. También tiene resuelto, que la citación a juicio de una persona en los términos del artículo 94, no importa incorporarlo como sujeto pasivo de la pretensión incoada.

En consecuencia, al haber quedado la fallida citada en los términos y alcances indicados, no se trata de un supuesto de acción directa contra la misma, en el cual revista el carácter de parte y, por tanto, no se opera el fuero de atracción previsto en la ley concursal.

 

Asociación Mutual Empresarios Ruralistas y Comerciantes Argentinos c/ Colorín IMSSA s/ Cobro de facturas

COMP. 134, XXXII, 23 de mayo de 1996

Ver dictamen

Juez previniente. Competencia nacional. 

Remisión los fallos de las causas Comp. 445, L. XXIII, “Sarquís, Pablo Víctor c/ Alcántara S.A.C.I. e I. s/ Ejecución hipotecaria”; Comp. 747, L. XXIII, “Banco Tornquist S.A. c/ Brennan, Juan s/ Ejecución hipotecaria”; Comp. 395, L. XXIV, “Banco Exterior

Se suscita una contienda negativa de competencia que habrá de ser dirimida por la Corte de conformidad con el artículo 7 del decreto ley 1.285/58, texto según ley 21.708.

Fagnani, Jorge Alfredo c/ Escobar, Susana I. s/ Ejecución hipotecaria

COMP. 118, XXXII, 23 de mayo de 1996

Ver dictamen

Contienda positiva de competencia

Ejecución hipotecaria. Extinción del fuero de atracción. Competencia nacional. 

El tribunal requirente de la causa invocó, a los fines de la remisión, las disposiciones de la nueva ley 24.522 que se refieren al fuero de atracción en materia de concurso preventivo y, si bien la norma contiene una disposición de carácter general en el inciso 1° del artículo 21, que pareciera predicar dicho efecto respecto de todas las causas sin discriminación alguna, sin embargo el segundo inciso del mismo artículo cita las excepciones al fuero de atracción, entre los cuales menciona a los juicios de ejecución de garantía real, respecto de los cuales expresa que se suspenden o no pueden deducirse, hasta tanto no se presente el pedido de verificación de crédito. En consecuencia, no se altera la solución procesal del régimen legal anterior (art. 22 incisos 1° y 3° de la ley 19.551).

Cabe recordar que la Corte ha receptado, en diversos fallos, la interpretación de que la previsión de la ley concursal en torno a la aplicación del fuero de atracción en las ejecuciones prendarias e hipotecarias constituye un supuesto de limitación al instituto de desplazamiento de la competencia, no sólo en orden a la distinta circunscripción judicial en que tramitan, sino atendiendo al tipo de proceso.

Casasa S.A. c/ Saiegh Salvador y otro s/ Ejecución hipotecaria

COMP. 593, XXXI, 01 de febrero de 1996

Ver dictamen

Acción de amparo. Servicio telefónico. Cuestión federal. Competencia federal. 

La cuestión a resolver, en la acción de amparo, remite a la aplicación e inteligencia de normas legales y reglamentarias de carácter nacional, lo cual, conforme a reiterada y pacífica doctrina emanada del Alto Tribunal, asigna competencia ratione materiae a la Justicia Federal.

Gallardo Héctor Hernán c/ Telefónica de Argentina s/ Amparo

COMP. 542, XXXI, 01 de febrero de 1996

Ver dictamen

Inhibitoria. Nacionalidad. Falta de prueba. Competencia provincial. 

Como lo tiene reiteradamente dicho el Alto Tribunal, no demostrada la nacionalidad del reclamante no puede invocarse el fuero federal, cuya procedencia requiere la prueba de los extremos necesarios para su otorgamiento, la que habrá de examinarse estrictamente, en congruencia con el principio de interpretación restrictiva de la excepción legal a la intervención de los tribunales ordinarios. Cabe consignar, en tal sentido, que la promotora de la inhibitoria no ha acompañado, al efecto, el único instrumento hábil para acreditar la nacionalidad, cual es la partida de nacimiento, dotada de los recaudos que autoricen su reconocimiento en nuestro Estado.

 

Zaccagnino, Lucía s/ Inhibitoria

COMP. 312, XXXI, 01 de febrero de 1996

Ver dictamen

Ejecución hipotecaria. Quiebra. Fuero de atracción. Competencia provincial. 

Cabe señalar, en primer lugar, que no admite duda que el decreto de falencia produce la aplicación de las disposiciones relativas al fuero de atracción y que conforme al artículo 132 de la ley concursal, resultan atraídas al juzgado todas las causas de contenido patrimonial iniciadas contra el fallido, con las únicas excepciones allí previstas, que son los juicios fundados en relaciones de familia y de expropiación, con lo cual la presente acción sería atraída por el juicio universal en trámite ante el juzgado local. 

Corresponde agregar que, más allá de que el procedimiento de quiebra no impide, finalmente, la intención del acreedor de forzar el cobro de su crédito con garantía real, ya sea mediante la continuación del trámite ejecutivo o la venta por concurso especial regulada por el artículo 209 de la ley falencial, si es cierto que al decretarse el estado de quiebra, la ley de concursos faculta al juez respectivo a adoptar decisiones que pueden afectar el trámite ejecutorio, como es el caso de la suspensión de las medidas de ejecución forzada ordenadas por los tribunales con competencia de origen. 

En consecuencia resultan meridianamente claras las normas que hacen aplicable al caso el principio del fuero de atracción, máxime porque no se deriva de ello afectación de las potestades del juez que admitiera la ejecución hipotecaria, ni la imposibilidad para el acreedor de ejercitar de modo inmediato, a través de su representante, la acción tendiente a la ejecución de su crédito, ni tampoco mengua alguna respecto del ejercicio de los derechos propios de todo acreedor hipotecario, para la debida defensa del crédito que constituye parte del patrimonio de los acreedores de la fallida ejecutante. 

Por último, cabe poner de relieve que no conforma un elemento de juicio determinante la posible duplicación de trámites o gastos ya realizados para la subasta, a poco que se advierta que ello ya deviene inevitable por la suspensión operada de modo automático por aplicación de lo dispuesto en el artículo 132 y el proveído del juez del concurso del demandado.

Por lo que corresponde a la Corte dirimir el conflicto, declarando la competencia para seguir entendiendo en la causa la Justicia de Primera Instancia en lo Civil y Comercial.

 

Casasa S.A. s/ Quiebra c/ Saiegh, Salvador y otro s/ Ejecución hipotecaria

COMP. 690, XXXII, 31 de octubre de 1996

Ver dictamen

Procesos de ejecución. Competencia provincial. 

La Corte tiene dicho reiteradamente, que las cuestiones de competencia planteadas entre magistrados, deben trabarse con anterioridad al dictado de la sentencia en la causa que los motiva, no procede que la Corte se expida sobre su dilucidación. 

 

Banco de Corrientes c/ Diez, Ramón y otros s/ Ejecución - Inhibitoria

COMP. 453, XXXII, 22 de octubre de 1996

Ver dictamen

Juicio de alimentos. Divorcio. Domicilio del menor. Competencia de familia. 

En el caso se da la situación prevista en el artículo 6, inciso 3, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que resulta aplicable en el caso, y que prescribe que cuando el proceso principal de divorcio no se hallare en trámite por haber concluido, la competencia se fija atendiendo a las reglas comunes de competencia. 

En tal supuesto, cabe advertir que el artículo 5, inciso 3, del referido cuerpo legal determina que en las acciones personales, la competencia corresponde al juez del lugar donde debe cumplirse la obligación según lo convenido de modo expreso o implícito. 

Por otra parte, el legislador, al dictar las normas modificatorias del Código Civil, en la ley 23.515, estableció en el artículo 228, que será juez competente en los juicios de alimentos, el que hubiera entendido en el trámite de separación y/o divorcio, o conforme a lo dispuesto en su inciso 2, a opción del actor, entre otros, el del domicilio del acreedor alimentario. 

Con lo cual, conforme lo ha venido a confirmar la Corte en el precedente “Volker, Pedro Alberto”, con arreglo a los fundamentos del dictamen de esta Procuración General, resulta determinante para fijar la competencia, atendiendo al principio del lugar en que implícitamente se debe cumplir la obligación, aquel domicilio que el menor considere, entre las opciones dadas para reclamar el alimento, como más idóneo para satisfacer con urgencia el cumplimiento del mismo, en tanto está destinado a satisfacer sus necesidades cotidianas.

 

G., F.  M. s/ Inhibitoria

COMP. 359, XXXII, 22 de octubre de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Acumulación de procesos. Demanda. Competencia provincial. 

Se suscita una contienda positiva que habrá de ser dirimida por la Corte, al no existir un tribunal superior común a ambos órganos conflicto, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1.285/58, texto según ley 21.708.

Al involucrar ambas actuaciones un mismo hecho determinante, que concierne, aun cuando parcialmente, a las mismas demandadas, cada una de las sentencias que recaiga en las controversias, resolverá circunstancias de hecho, prueba y fundamentación jurídica comunes, extremo que podría conducir al dictado inadmisible de fallos contradictorios. 

En tal supuesto, si bien las causas tramitan en distintas jurisdicciones territoriales, resulta procedente la acumulación de las acciones, conforme a lo previsto en el artículo 188 C.P.C.C.N., que resulta aplicable en el sub examine. 

Ello es así, en atención a que las circunstancias que obstarían a tal acumulación ceden ante otros principios de mayor relevancia, cuales son el de seguridad jurídica y el buen servicio de justicia que resulta necesario salvaguardar.

Por todo ello, habrá de dirimirse el conflicto, declarando que procede la acumulación de las acciones y que la misma deberá hacerse efectiva ante el Juzgado de Instancia Civil y Comercial, en virtud de tramitar allí la causa donde primero se notificó la demanda.

Cantoni, Marta Susana y otros c/ Cabaña Avícola Jorju S.A.C.I.F.A. y otros s/ Daños y perjuicios

COMP. 327, XXXII, 18 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Sucesiones. Fuero de atracción. Competencia provincial. 

Es doctrina reiterada de la Corte que las reglas que rigen el fuero de atracción de los juicios universales y en particular del sucesorio, son imperativas o de orden público, porque tienden a facilitar la liquidación del patrimonio hereditario, tanto en beneficio de los acreedores, como de la sucesión. Así también ha señalado que tal principio es operativo, aún en supuestos de juicios terminados y con sentencia firme y que opera respecto de todas las acciones personales que se inicien contra el causante; de igual manera ha hecho aplicación del principio en el caso de acciones por cumplimiento de contrato y/o daños y perjuicios, donde aquel sea el co demandado principal, en la medida que los otros demandados no vean disminuido su derecho de defensa y puedan hacerlo valer ante el juez del sucesorio, e incluso ha admitido la remisión aunque la obligación cuyo cumplimiento se reclama no haya sido contraída por el causante, sino por sus sucesores, cuando de las constancias de las sucesiónno surja que haya mediado partición hereditaria.

Más allá de la naturaleza comercial de la demanda, que no resulta obstáculo alguno para la remisión de la causa, en tanto el Código Civil en su artículo 3.284, inciso 4, no distingue sobre la materia a los fines del fuero de atracción, cabe destacar que la juez requirente, como bien lo apunta el propio tribunal a quo tiene competencia sobre la materia comercial en discusión en la causa.

Gómez, Oscar A. c/ Danuzzo de Iribas s/ Ordinario

COMP. 203, XXXII, 18 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Cuestiones de competencia

Ejecución previsional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, "Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Davis, Juan Bernardo c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 753, XXXII, 22 de octubre de 1996

Ver dictamen

Internación. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 619, L. XXII, “Caimi, José Antonio s/ Internación” y Comp. 35, L. XXX. “Camino, Miguel Ángel s/ Internación”.

Z., A. B. s/ Internación

COMP. 531, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Derecho laboral. Quiebra. Fuero de atracción. Juez previniente. Tribunal de alzada. 

Se suscita un conflicto jurisdiccional, que corresponde resolver a la Corte, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1.285/58, texto según ley 21.708, que establece que las contiendas que se susciten entre tribunales nacionales de primera instancia deben ser dirimidas por el órgano de alzada del tribunal que previno.

Bogliolo Roberto E. c/ Huemul S.A. y Sasetru S.A. s/ Laboral

COMP. 657, XXXII, 24 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa A. 915, L. XXIX, “Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación”.

Pereyra, Juan Carlos c/ INPS - Caja Nacional de Previsión para al Personal del Estado y Servicios Públicos s/ Reajuste por movilidad

P. 726, XXVIII, 15 de agosto de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. Competencia contencioso administrativa. 

Con la vigencia del artículo 15 de la ley 24.463, debería considerarse superada la jurisprudencia según la cual, los tribunales de primera instancia del trabajo son competentes para entender en las ejecuciones de sentencia previsionales, y, por ende, atribuir su conocimiento a los juzgados de Primera Instancia en lo contencioso administrativo. 

La Corte dispuso en su Acordada Nº 45/95, que la operatividad de la ley 24.655 se halla supeditada a la instalación y funcionamiento de los nuevos juzgados de la seguridad social, y que hasta tanto esto ocurra las causas continuarían su tramitación ante los Tribunales ante los cuales están actualmente radicados.

Rocchio, José c/ Estado Nacional- Ministerio de trabajo y seguridad social- Administración nacional de la seguridad social

R. 92, XXIX, 15 de agosto de 1996

Ver dictamen

Indemnización por despido. Cámara de Apelaciones. Competencia provincial. 

En virtud de lo dispuesto en el último párrafo del art. 7° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, de aplicación a los juicios laborales, la parte demandada no se hallaba habilitada a deducir inhibitoria, ya que previamente había interpuesto excepción de incompetencia ante la justicia provincial. Así, el precepto del artículo 7° es aplicable en el caso desde que el conflicto de competencia que se intenta plantear lo es ante la jurisdicción provincial y la nacional. 

En consecuencia la parte demandada ha venido a consentir lo decidido por el tribunal local, pues ante la denegatoria del fuero federal que pretendía, debió interponer el recurso del art. 14 de la ley 48.

Andino, Jorge Alberto c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/ Indemnización por despido

COMP. 634, XXXI, 28 de junio de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Acumulación de procesos. Sentencia de primera instancia. Competencia civil. Cámara de Apelaciones. 

La nueva situación procesal no afecta el criterio sustancial sostenido en el dictamen que se encuentra en el expediente, acerca de la posibilidad cierta de que pudiesen dictarse sentencias contradictorias, no obstante, la similitud de ambas causas y partes involucradas. 

Sin embargo, en atención a que la petición ha sido introducida en la causa por la accionada en la contestación de demanda, debe cumplirse dentro de los presupuestos establecidos en los artículos 188 y 190 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que señalan que la acumulación se ordenará en cualquier etapa del proceso, hasta quedar en estado de sentencia.

Al ser así, toda vez que ya ha recaído decisión jurisdiccional, por las razones formales antedichas, no sería posible materializar la acumulación oportunamente dispuesta. 

Por lo que la Corte, en ejercicio de sus potestades jurisdiccionales, y atendiendo a las razones superiores invocadas en el dictamen antes mencionado, así como a la circunstancia de que recibe en definitiva la causa, para dirimir el conflicto, en condiciones procesales distintas a las que debió estar por el mandato legal ordenada la suspensión de referencia, podría considerar la posibilidad de decretar la nulidad de lo actuado a partir de aquella toma de conocimiento y en su caso remitir la causa la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil, para que la envíe al juzgado que sigue en orden de turno, el cual debería expedirse en ambos procesos.

Krivosusky, Alicia S. c/ Rodríguez, Daniel M. y otro s/ Daños y perjuicios

COMP. 665, XXXI, 31 de octubre de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. Devolución del expediente. Tribunal de alzada. Juez previniente. Cámara nacional de apelaciones. 

 

 

Con arreglo a lo dispuesto en el artículo 24, inciso 7° del decreto-ley 1285/58, los conflictos que se plantean entre jueces nacionales de primera instancia deben ser resueltos por la Cámara de que depende el Juez que primero hubiese conocido, y no por la Corte Suprema. 

En condiciones tales, cabe devolver las actuaciones al Juez oficiante para que, atendiéndose a lo prescripto por la norma legal citada, las remita a la Cámara Nacional de Apelaciones que corresponda. 

 

Vitale, Carlos José c/ Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES) s/ Ejecución previsional

COMP. 622, XXXI, 16 de abril de 1996

Ver dictamen

Competencia contencioso administrativa. 

En razón de lo contado y a tenor de las pautas que se expuso al dictaminar en la causa Comp. 344, L. XXI, “González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”, cabe dirimir la presente contienda declarando que corresponde entender en las actuaciones a la Justicia Nacional de Primera Instancia en lo Contencioso administrativo Federal.

Bustelli Rossi, Víctor José c/ Ejecución previsional

COMP. 667, XXXI, 07 de marzo de 1996

Ver dictamen

Declaración de incompetencia. Devolución del expediente. 

Bajo ningún concepto la magistratura pudo desconocer lo ordenado con claridad por la Corte, circunstancia que conlleva a descalificar de plano su declaración de incompetencia.

Centella de Mozuelos Eloisa Esther c/ Instituto Nacional de Previsión Social - Caja Nacional de Previsión de la Industria, Comercio y Actividades Civiles

COMP. 450, XXXI, 07 de marzo de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. Competencia contencioso administrativa. 

En razón de las pautas que se expusieron en el dictamen de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional", cabe dirimir la presente contienda declarando que corresponde entender en las actuaciones a la Justicia Nacional de Primera Instancia en lo Contencioso administrativo Federal.

Eguinoa, María c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 530, XXXI, 07 de marzo de 1996

Ver dictamen

Amparo por mora. Cámara federal de apelaciones. Competencia previsional. 

Resulta de aplicación para resolver el caso, el criterio establecido por la Corte en el fallo de la causa Comp. 74, L. XXX, “Garagatti, Pedro Oscar c/ INPS - Caja Nacional de previsión de la Industria, comercio y Actividades Civiles s/ Ejecución previsional”.

Lionatto, Fernando Antonio c/ Instituto Nacional de Previsión Social Caja Nacional de Previsión Social Para el Personal de la Industria, comercio y actividades civiles s/ Ejecución previsional

COMP. 720, XXXI, 07 de marzo de 1996

Ver dictamen

Resulta de aplicación el criterio establecido por la Corte en el fallo de la causa Comp. 74, L. XXX, "Garugatti, Pedro Oscar c/ IMPS - Caja Nacional de Previsión de la industria, comercio y actividades Civiles s/ Ejecución previsional".

Pio Mansilla, Francisco c/ Instituto Nacional de Previsión Social Caja Nacional de Previsión para el Personal de la Industria Comercio y Actividades Civiles s/ Ejecución previsional

COMP. 363, XXXI, 07 de marzo de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Competencia nacional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 514, L. XXXI, “Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar Adolfo y otro s/ Sumario”.

Abascal de Pompone, María c/ César Faustino Paz y otros s/ Daños y perjuicios

COMP. 498, XXXI, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 514, L. XXXI, “Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar Adolfo y otro s/ Sumario”.

Alarcón de Aldao, Dolores c/ Hormaechea, Carlos Alberto s/ Beneficio de litigar sin gastos

COMP. 515, XXXI, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 514, L. XXXI, “Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar Adolfo y otro s/ Sumario”.

Dopazo, Carlos Alberto y otras c/ Zacarías, Raúl Alberto y otra s/ Daños y perjuicios

COMP. 570, XXXI, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 514, L. XXXI, “Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar Adolfo y otro s/ Sumario”.

Jaime, Alcira Josefina y otra c/ Juan Ramon Barbita y otro s/ Daños y perjuicios

COMP. 317, XXXI, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 514, L. XXXI, “Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar Adolfo y otro s/ Sumario”.

Jiménez, Alberto c/ Empresa San Vicente s/ Sumario

COMP. 366, XXXI, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 514, L. XXXI, “Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar Adolfo y otro s/ Sumario”.

Magna, María Luisa c/ Farías, Ricardo Omar y otros s/ Sumario

COMP. 477, XXXI, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Diferencia de haberes jubilatorios. Fuerzas de seguridad. Jurisdicción y competencia. Competencia federal. Seguridad social. 

Teniendo en cuenta que las leyes modificatorias de la jurisdicción y competencia se aplican de inmediato a las causas pendientes, ello no afecta la validez o estabilidad de actos cumplidos.

López, José s/ Diferencias y reajustes de haberes jubilatorios

COMP. 555, XXXI, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Aplicación de la ley. Juez previniente. 

Al haber sido vetado el artículo 290 y, consecuentemente, carecer el texto legal que se promulgó de una disposición que regule la fecha de su entrada en vigencia, deviene imprescindible recurrir a lo dispuesto en los artículos 2º y 3º del Código Civil. 

Si bien en la ley sancionada por el Congreso de la Nación, dicho tiempo estaba previsto, al ser vetada la norma que lo incluía, y producirse su promulgación parcial, se habilita la disposición del Código Civil para su aplicación en el caso particular, al tratarse de una situación jurídica existente al tiempo del dictado de la nueva ley, máxime por tratarse de una norma de procedimiento que como lo tiene reiteradamente dicho la Corte son aplicables a las causas en trámite.

Muro de Fontana, Susana c/ Transportes Sur Nor y otro s/ Daños y perjuicios

COMP. 334, XXXI, 10 de julio de 1996

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 514, L. XXXI, “Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar Adolfo y otro s/ Sumario”.

Neumann, Fidel Alberto c/ D'Antonoli, Alberto y otros s/ Daños y perjuicios

COMP. 349, XXXI, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 514, L. XXXI, “Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar Adolfo y otro s/ Sumario”.

Empresa Don Bosco c/ Chávez, Domingo y otro s/ Sumario

COMP. 591, XXXI, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 514, L. XXXI, “Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar Adolfo y otro s/ Sumario”.

Empresa Sargento Cabral S.A. de Transporte c/ Rodríguez, Gustavo F. s/ Sumario

COMP. 605, XXXI, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Aplicación de la ley. Concursos. Competencia provincial. 

Al haber sido vetado el artículo 290 y, consecuentemente, carecer el texto legal que se promulgó de una disposición que regule la fecha de su entrada en vigencia, deviene imprescindible recurrir a lo dispuesto en los artículos 2º y 3º del Código Civil. 

Si bien en la ley sancionada por el Congreso de la Nación, dicho tiempo estaba previsto, al ser vetada la norma que lo incluía, y producirse su promulgación parcial, se habilita la disposición del Código Civil para su aplicación en el caso particular, al tratarse de una situación jurídica existente al tiempo del dictado de la nueva ley, máxima por tratarse de una norma de procedimiento que como lo tiene reiteradamente dicho la Corte resulta aplicable a las causas en trámite.

Por todo ello, en principio, la sanción, promulgación y publicación de la ley 24.522, afecta el criterio adoptado por el suscripto en anterior oportunidad y por ende, corresponderá que la demanda de daños y perjuicios continúe su trámite ante el Juzgado de origen, con intervención de la sindicatura en orden a lo dispuesto en el artículo 133 de aquella, sin perjuicio de que esa Corte pondere, en el marco de su potestad jurisdiccional, la particular situación de la causa, que ha tenido actuación del tribunal del concurso en el dictado de varios actos jurisdiccionales, que con arreglo a los alcances que la Corte le asigne a su doctrina acerca del principio de radicación, decidirán la suerte definitiva respecto al juez que deberá entender en el subjudice.

Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar, Adolfo y otro s/ Sumario

COMP. 514, XXXI, 10 de julio de 1996

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 514, L. XXXI, “Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar Adolfo y otro s/ Sumario”.

Ramallo, Julio Rufino c/ Hormaechea, Carlos Alberto s/ Sumario

COMP. 479, XXXI, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 514, L. XXXI, “Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar Adolfo y otro s/ Sumario”.

Rani, Tomás y otros c/ Alderete, Federico s/ Sumario

COMP. 599, XXXI, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Competencia nacional. Competencia civil. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 334, L. XXXI, “Transportes Sur Nor s/ Daños y perjuicios” y al fallo de la causa Comp. 77, L. XXIII, “Pérez Elda Alicia c/ Empresa de Transportes Los Andes S.A.C.E.I. s/ Sumario”.

Bustos, Antonio Ramón c/ Grinberg, Ricardo Leandro s/ Daños y perjuicios

COMP. 155, XXXI, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 514, L. XXXI, “Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar Adolfo y otro s/ Sumario”.

Bettini, Guillermo c/ Mejuto, Florindo y otros s/ Sumario (Accidente de tránsito)

COMP. 464, XXXI, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 514, L. XXXI, “Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar Adolfo y otro s/ Sumario”.

Maciel de Cano, Mónica Itatí c/ Transportes Lingas S.A. y otros s/ Daños y perjuicios

COMP. 655, XXXI, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 514, L. XXXI, “Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar Adolfo y otro s/ Sumario”.

Zammar, Carlos c/ Arias, Pedro A. s/ Daños y perjuicios

COMP. 596, XXXI, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 514, L. XXXI, “Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar Adolfo y otro s/ Sumario”.

Piaggio de Miron, Marta Susana c/ Peralta, Alberto Oscar y otro s/ Daños y perjuicios

COMP. 702, XXXI, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 514, L. XXXII, “Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar Adolfo s/ Sumario”.

Szevaga, Juan Alberto s/ Daños y perjuicios

COMP. 707, XXXI, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Cobro de sumas de dinero. Recurso extraordinario. Procedencia del recurso. Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 308, L. XXIII, “Chaar, David c/ Compañía Argentina de Teléfonos S.A. s/ Ordinario”, y Comp. 887, L. XXIII, “Lotici, Emilio c/ Telefónica de Argentina s/ Acción de amparo”.

Telefónica de Argentina S.A. c/ Rodríguez, Américo s/ Cobro de pesos

T. 397, XXXI, 23 de mayo de 1996

Ver dictamen

Responsabilidad médica. Competencia civil. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 494, L. XXII, “Hazrlín de Martín, Liliana c/ Obra Social para el Personal de Entel s/ Ordinario”.

Altamirano, Gladys Nelly c/ Sanatorio San Cristóbal S.A. y otro s/ Responsabilidad médica

COMP. 519, XXXI, 01 de febrero de 1996

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 494, L. XXII, “Hazrlín de Martín, Liliana c/ Obra Social para el Personal de Entel s/ Ordinario”.

Cano, Antonio Carlos c/ Universidad de Buenos Aires Instituto de Oncología Ángel Roffo s/ Responsabilidad médica

COMP. 612, XXXI, 01 de febrero de 1996

Ver dictamen

Competencia federal. 

La cuestión planteada guarda sustancial analogía con la resuelta en el precedente "Talarico, Manuela c/Clínica Privada Banfield y otro s/ Responsabilidad médica", Comp. 138 , L. XXIV, donde la Corte destacó que el artículo 38 de la ley 23.661 expresamente dispone que los agentes del seguro estarán sometidos exclusivamente a la jurisdicción federal, y no se deriva de la normativa legal, ni de la jurisprudencia del Tribunal que se haya hecho distinción alguna respecto a la naturaleza de las causas en las que sean parte dichas instituciones para determinar la competencia.

Daher, Julio c/ Osplad s/ Incumplimiento de prestación de obra social

COMP. 405, XXXI, 01 de febrero de 1996

Ver dictamen

Incumplimiento del contrato. Excusación. Interpretación restrictiva. Facultades de la Cámara de Apelaciones. 

Cuestiones de competencia. Incumplimiento del contrato. Excusación. Interpretación restrictiva. Facultades de la Cámara de Apelaciones.

Si bien resulta objetivamente cierto que sólo aquéllos que alegan la causa de violencia moral están en condiciones de calibrar hasta qué punto se da esta situación que afecta a su espíritu y, de alguna manera, influye o puede influir en el ejercicio de su actividad, afectando su poder de decisión libre e independiente y que, en el particular caso de los magistrados judiciales, atiende a la especial naturaleza de las funciones que les corresponden; cabe poner de relieve, no obstante, que el instituto de la excusación -al igual que la recusación con causa creada por el legislador- es un mecanismo de excepción, de interpretación restrictiva, con supuestos taxativamente establecidos (artículos 30 y 17 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación) para casos extraordinarios, teniendo en cuenta que su aplicación provoca el desplazamiento de la legal y normal competencia de los jueces y la consecuente alteración del principio constitucional del juez natural (Art. 18 C.N.).

En tal inteligencia, es que el legislador también ha previsto el procedimiento adecuado para resolver las situaciones de esa naturaleza; en los artículos 19, 20, 22 y 28 apartado 3° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, aplicables por analogía al caso, estableció que los miembros de las Cámaras de Apelación podrán ser recusados y, de tal incidencia, conocerán aquellos miembros que permanezcan hábiles, previendo, de tal manera, que de modo imparcial se analicen las circunstancias denunciadas, que pudiesen afectar el regular ejercicio de la magistratura, causando un agravio al fundamental principio de la defensa en juicio, en tanto se intenta preservar con ellos la imparcialidad necesaria de los tribunales de justicia. Pero, a su vez, se intenta evitar, de tal modo, que el instituto se transforme en un medio espurio para apartar a los jueces del conocimiento de la causa que por norma legal le ha sido atribuido.

Bajo esa perspectiva, resulta indudable que el único órgano habilitado para admitir o rechazar la recusación o excusación, es en el caso, la Sala Ia. de la Cámara de Apelaciones a la que pertenecen los excusados; y no resulta ajustado al procedimiento previsto en la ley, plantear contienda con respecto a tal decisión, por cuanto ello importaría deferir, a la Corte Suprema de Justicia de la Nación, el conocimiento de todas las incidencias de recusación o excusación que pudieren plantear las partes o los propios jueces, alterando de tal modo el criterio del legislador claramente plasmado en las normas adjetivas citadas.

Industrias Mecánicas del Estado c/ Borgward Argentina S.A. y otros s/ Incumplimiento de contrato

COMP. 563, XXXI, 01 de febrero de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Empresa de transporte. Responsabilidad del dependiente. Competencia nacional. 

Conforme a lo dispuesto por el artículo 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que prescribe que a los fines de determinar la competencia deberá el juez atenerse primordialmente al relato de los hechos, cabe concluir que la causa resulta de competencia de la justicia nacional en lo civil, en virtud de lo dispuesto por el artículo 43, inciso b, del decreto ley 1285/58 (texto según ley 23.637, art. 10), que le asigna el conocimiento de las causas de daños y perjuicios por hechos ilícitos.

Kolodzied, Demetrio Andrés c/ Empresa de Transporte Río de la Plata

COMP. 538, XXXI, 01 de febrero de 1996

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 514, L. XXXI, “Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar Adolfo y otro s/ Sumario”.

Andujar, Miguel Ángel c/ Vittori, Héctor y/o quien resulte propietario s/ Daños y perjuicios

COMP. 509, XXXI, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa “Alarcón de Aldao, Dolores c/ Hormachea, Carlos Alberto y/o s/ beneficio de litigar sin gastos” y Comp. 514, L. XXXI, “Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar, Adolfo y otro s/ Sumario”.

Alarcón de Aldao c/ Hormachea s/ Beneficio de litígio

COMP. 478, XXXI, 29 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 514, L. XXXI, “Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar Adolfo y otro s/ Sumario”.

Terenti, Oscar Antonio y otra c/ Carlos Alberto Sosa y otro s/ Daños y perjuicios

COMP. 522, XXXI, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Cobro de sumas de dinero. Telecomunicaciones. Cuestión federal. Competencia federal. 

Conforme doctrina reiterada del Alto Tribunal, la discusión en torno a la prestación del servicio público de telecomunicaciones importa la aplicación y, por ende, la interpretación de normas de indudable naturaleza federal, lo que habilita tal competencia por razón de la materia.

Además, al invocarse decretos del Poder Ejecutivo y resoluciones de la Comisión Nacional de Telecomunicaciones, normas todas ellas de carácter nacional, su inteligencia es de inevitable tratamiento por la justicia federal.

Telefónica de Argentina S.A. c/ Beckerle, Andrés s/ Cobro de pesos

T. 333, XXXI, 01 de febrero de 1996

Ver dictamen

Conforme doctrina reiterada del Alto Tribunal, la discusión en torno a la prestación del servicio público de telecomunicaciones importa la aplicación y, por ende, la interpretación de normas de indudable naturaleza federal, lo que habilita tal competencia por razón de la materia.

Además, al invocarse decretos del Poder Ejecutivo y resoluciones de la Comisión Nacional de Telecomunicaciones, normas todas ellas de carácter nacional, su inteligencia es de inevitable tratamiento por la justicia federal.

Telefónica de Argentina S.A. c/ Cardelli, Silvina Fabiana s/ Cobro de pesos

T. 361, XXXI, 01 de febrero de 1996

Ver dictamen

Conforme doctrina reiterada del Alto Tribunal, la discusión en torno a la prestación del servicio público de telecomunicaciones importa la aplicación y, por ende, la interpretación de normas de indudable naturaleza federal, lo que habilita tal competencia por razón de la materia.

Además, al invocarse decretos del Poder Ejecutivo y resoluciones de la Comisión Nacional de Telecomunicaciones, normas todas ellas de carácter nacional, su inteligencia es de inevitable tratamiento por la justicia federal.

Telefónica de Argentina S.A. c/ Palermiti, Antonio José s/ Cobro de pesos

T. 362, XXXI, 01 de febrero de 1996

Ver dictamen

Competencia federal. 

Remisión a Fallos: 314:848, así como al fallo de la causa “Lottici, Emilio C. c/ Telefónica de Argentina S.A. s/ Acción de amparo”.

Telefónica de Argentina S.A. c/ Ciavattini, Marino s/ Cobro ordinario

COMP. 543, XXXI, 01 de febrero de 1996

Ver dictamen

Ausencia por desaparición forzada. Juez previniente. Competencia federal. 

A los fines de dirimir la controversia, más allá de la naturaleza de las normas en tela de juicio, resulta concluyente la previsión del artículo 10° de la ley 24.321, la cual consagra el principio de prevención, en casos como en el sub-examine en que ya se ha declarado la ausencia con presunción de fallecimiento con sentencia inscripta en el Registro de las Personas, y los interesados optan por convertirla en “ausencia por desaparición forzada”.

Teniendo en cuenta que el Juez Federal de Salta previno en la citada declaración y que la solicitante se domicilia en esa provincia, compete al mencionado magistrado seguir interviniendo.

Tufiño, Pedro José por Desaparición forzada, solicitada por: Campbell, María Enriqueta

COMP. 322, XXXI, 01 de febrero de 1996

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa “González Hipólito s/ Protección de personas”.

Se encuentra trabado un conflicto que corresponde dirimir a la Corte en los términos del artículo 24, inciso 7 del decreto ley 1.285/58.

A., E. s/ Insania

COMP. 708, XXXI, 13 de mayo de 1996

Ver dictamen

Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 619, L. XXII, "Caimi, José Antonio s/ Internación" y Comp. 35, L. XXX, "Camino, Miguel Ángel s/ Internación".

Se encuentra trabado un conflicto que corresponde dirimir a la Corte en los términos del artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1.285/58.

D. L., M. s/ Internación

COMP. 569, XXXI, 09 de mayo de 1996

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa “González Hipólito s/ Protección de personas”.

Se encuentra trabado un conflicto que corresponde dirimir a la Corte en los términos del artículo 24, inciso 7 del decreto ley 1.285/58.

G., L. y J. s/ Insania

COMP. 657, XXXI, 13 de mayo de 1996

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa “González Hipólito s/ Protección de personas”.

Se encuentra trabado un conflicto de competencia que corresponde dirimir a la Corte en los términos del artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1.285/58.

K. Herminia s/ Inhabilitación

COMP. 572, XXXI, 09 de mayo de 1996

Ver dictamen

Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 619, L. XXII, "Caimi, José Antonio s/ Internación" y Comp. 35, L. XXX, "Camino, Miguel Ángel s/ Internación".

Se encuentra trabado un conflicto de competencia que corresponde dirimir a la Corte en los términos del artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1.285/58.

P., S. s/ Insania

COMP. 451, XXXI, 09 de mayo de 1996

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 619, L. XXII, "Caimi, José Antonio s/ Internación" y Comp. 35, L. XXX, "Camino, Miguel Ángel s/ Internación".

Se encuentra trabado un conflicto de competencia que corresponde dirimir a la Corte en los términos del artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1.285/58.

S., G. M. s/ Internación

COMP. 606, XXXI, 09 de mayo de 1996

Ver dictamen

Conflicto entre jueces de primera instancia.

El conflicto con fundamento en el cual se elevan los autos a la Corte Suprema quedo trabado entre magistrados locales, por lo que no corresponde al Tribunal dirimirlo.

V., M. s/ Internación

COMP. 625, XXXI, 10 de mayo de 1996

Ver dictamen

Competencia previsional. Competencia federal. 

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Bueno, María Clementina c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 626, XXXII, 23 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Cobro de sumas de dinero. Telecomunicaciones. Cuestión federal. Competencia federal. 

Conforme doctrina reiterada del Alto Tribunal, la discusión en torno a la prestación del servicio público de telecomunicaciones importa la aplicación y, por ende, la interpretación de normas de indudable naturaleza federal, lo que habilita tal competencia por razón de la materia.

Además, al invocarse decretos del Poder Ejecutivo y resoluciones de la Comisión Nacional de Telecomunicaciones, normas todas ellas de carácter nacional, su inteligencia es de inevitable tratamiento por la justicia federal.

Telefónica de Argentina S.A. c/ Petit Hospedaje y otra s/ Cobro de pesos

T. 334, XXXI, 01 de febrero de 1996

Ver dictamen

Cobro de sumas de dinero. Telecomunicaciones. Cuestión federal. Competencia federal. 

Conforme doctrina reiterada del Alto Tribunal, la discusión en torno a la prestación del servicio público de telecomunicaciones importa la aplicación y, por ende, la interpretación de normas de indudable naturaleza federal, lo que habilita tal competencia por razón de la materia.

Además, al invocarse decretos del Poder Ejecutivo y resoluciones de la Comisión Nacional de Telecomunicaciones, normas todas ellas de carácter nacional, su inteligencia es de inevitable tratamiento por la justicia federal.

Telefónica de Argentina S.A. c/ Talleres Metalúrgica Eres S.A s/ Cobro de pesos

T. 363, XXXI, 01 de febrero de 1996

Ver dictamen

Competencia previsional. Competencia federal. 

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Cambronero, Francisca Marga c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 919, XXXII, 23 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Responsabilidad extracontractual del Estado. Registro nacional de armas. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 

Explosión del polígono de tiro.

Según tiene declarado la Corte, cuando la demanda se dirige contra el Estado Nacional, por violación de los deberes de policía que le competen respecto de las empresas aseguradoras y que ejerce por medio de la Superintendencia de Seguros de la Nación, se halla en juego la función administrativa propia del órgano estatal y, por ende, la responsabilidad extracontractual del Estado, materia que excede el marco de aplicación de la ley 20.091 y consecuentemente la competencia atribuída por su art. 85, primera parte al fuero en lo comercial. Ello autoriza a encuadrar la acción entre las causas contencioso administrativas aludidas por el art. 45, inc. a) de la ley 13.998.

Dicha doctrina es plenamente aplicable por analogía en el sub lite si se tiene en cuenta que, entre las personas demandadas se encuentra el Registro Nacional de Armas-Ministerio de Defensa, "por la responsabilidad que le corresponde en su carácter de organismo para autorizar y fiscalizar la instalación y funcionamiento de las instalaciones de tiro".

Cocucci de Parachu, Irma D. c/ Sarrichio, José I. y otros s/ Daños y perjuicios

COMP. 901, XXXII, 23 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Competencia previsional. Competencia federal. 

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

De Merlier, María Esther c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 573, XXXII, 23 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Demanda laboral. Indemnización por despido. Competencia federal. 

Remisión al dictamen de la causa N. 40, L. XXXI,  "Nieve Elpidio Tomás c/ Empresa Nacional de Correos y Telégrafos S.A. s/ Recurso de hecho”.

Delpiano, Juan Alberto c/ Empresa Nacional de Correos y Telégrafos -ENCOTESA S.A.- y/o Correo Argentino y/o quien resulte responsable s/ Laboral

COMP. 1007, XXXII, 23 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, "Zelayarán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional ".

Aramburu, Jovino c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 282, XXXII, 12 de junio de 1996

Ver dictamen

Demanda laboral. Quiebra. Fuero de atracción. Competencia civil y comercial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral”.

 

Felicia, Oscar Jesús c/ Ventura S.A.M.C.I. y otro s/ Laboral

COMP. 887, XXXII, 23 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Competencia previsional. Competencia federal. 

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Ferraro, Alberto c/ Instituto Nacional de Previsión Social s/ Ejecución previsional

COMP. 567, XXXII, 23 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Despido. Cámara de Apelaciones. 

Cuestiones análogas a la resuelta por la Corte en la causa Comp. 122, L. XXXi, "Rodríguez, Rubén A. c/ Suma S.A. s/ Cobro de diferencias de haberes".

Baeza Lagos, Andrea del Pilar c/ Philco Ushuaia S.A. s/ Despido

COMP. 13, XXXII, 12 de junio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, "Zelayarán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Barbera de Malfet, Trinidad c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución Previsional

COMP. 349, XXXII, 28 de junio de 1996

Ver dictamen

Competencia previsional. Competencia federal. 

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Giles, Juana Idolina c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 613, XXXII, 23 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Demanda laboral. Primera instancia. Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. Juez previniente. Cámara federal de apelaciones. 

Si el conflicto jurisdiccional se suscita entre jueces nacionales de primera instancia, corresponde resolverlo al tribunal de alzada del que previno en la causa, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1285/58, texto según ley 21.708.

González, Oscar Federico c/ Huemul S.A. s/ Laboral

COMP. 1050, XXXII, 23 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, "Zelayarán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Barrios, Mirta Nuri c/ Caja Nacional de Previsión de la Industria, Comercio y Sociedades Civiles s/ Ejecución Previsional

COMP. 351, XXXII, 28 de junio de 1996

Ver dictamen

Competencia previsional. Competencia federal. 

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

González, Ramona Elvia c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 791, XXXII, 23 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, "Zelayarán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Billone, Carmelo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución Previsional

COMP. 350, XXXII, 28 de junio de 1996

Ver dictamen

Competencia previsional. Competencia federal. 

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Zurdo, Américo c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 599, XXXII, 23 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Calocerinos de Ricci, Ángela c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución fiscal

COMP. 765, XXXII, 23 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Alfonso, Juan c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 995, XXXII, 23 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Amadeo, Juan Julio c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 846, XXXII, 23 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Anhorn, Adolfo c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 917, XXXII, 23 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Bieule, Lucía Calzada de c/ Caja Nacional de Previsión para el Personal del Estado y Servicios Públicos s/ Ejecución previsional

COMP. 565, XXXII, 23 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Amparo por mora. Ejecución previsional. Cámara de Apelaciones. Seguridad Social. 

Resulta de aplicación el criterio establecido por la Corte en la causa Comp. 74, L. XXX, "Garugatti,, Pedro Oscar c/ INSPS - Caja Nacional de Previsión de la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Ejecución previsional".

Bollino, Antonio Federico c/ Caja Nacional de Previsión para el Personal de la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Ejecución previsional

COMP. 239, XXXII, 12 de junio de 1996

Ver dictamen

Competencia previsional. Competencia federal. 

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Iglesias, David c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 670, XXXII, 23 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Kaluza, José c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 680, XXXII, 23 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Konieczko, Félix Mariano c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 669, XXXII, 23 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Subasta de inmuebles. Medida de no innovar. Sucesiones. Fuero de atracción. 

A todo evento, cabe poner de relieve que, en la sucesión en trámite ante el Juzgado Nacional, recayó decisión declaratoria de herederos aludiéndose a una única beneficiaria, que es precisamente la demandada en los autos que se tramitan ante la jurisdicción local, lo cual obstaría al desplazamiento de la competencia de la causa por fuero de atracción , al no tratarse de una acción personal contra el causante, y, por ende , no darse el puesto previsto en el artículo 3285 del Código Civil, a fin de habilitar el desplazamiento de la competencia por el juicio universal.

Busnelli de Vitelli, Angélica; Puch, Muguel Angel; Gonzalez Alderete, María Ines s/ Sucesorio- Incidente de ejecución de honorarios

COMP. 66, XXXII, 28 de junio de 1996

Ver dictamen

Competencia previsional. Competencia federal. 

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

L´ Enfan, Jorge Carlos c/ Caja Nacional de Previsión para el Personal del Estado y Servicios Públicos s/ Ejecución previsional

COMP. 1010, XXXII, 23 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Lavanchy de Álvarez, Nilda c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 921, XXXII, 23 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Lisiardi, Santiago c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 920, XXXII, 23 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, "Zelayarán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Campani, Enzo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 313, XXXII, 28 de junio de 1996

Ver dictamen

Competencia previsional. Competencia federal. 

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Luder, Isaac c/ Caja Nacional de la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Ejecución previsional

COMP. 1011, XXXII, 23 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, "Zelayarán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional ".

Campins, Haydeé Romualda c/ Instituto Nacional de Previsión Social - Caja Nacional de Previsión para Trabajadores Autónomos s/ Ejecución previsional

COMP. 283, XXXII, 12 de junio de 1996

Ver dictamen

Demanda laboral. Primera instancia. Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. Juez previniente. Cámara federal de apelaciones. 

Si el conflicto jurisdiccional se suscita entre jueces nacionales de primera instancia, corresponde resolverlo al tribunal de alzada del que previno en la causa, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1285/58, texto según ley 21.708.

Luna, Juan Carlo c/ Federico Ersini S.A. y otros s/ Laboral

COMP. 1125, XXXII, 23 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, "Zelayarán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Cecere, María Angélica c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 384, XXXII, 28 de junio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, "Zelayarán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Centurión, Gladis c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 417, XXXII, 28 de junio de 1996

Ver dictamen

Competencia previsional. Competencia federal. 

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Malchione, Desolina c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 668, XXXII, 23 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Monges, Elena c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 844, XXXII, 23 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Montouto, Arean Antonio c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 667, XXXII, 23 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Moreno, Rodolfo c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 600, XXXII, 23 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Incumplimiento del contrato. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 523, L. XXXII, “Compañía de Radiocomunicaciones Móviles S.A. c/ Huergo, Carlos s/ Incumplimiento de contrato”.

Movistar S.A. c/ Rodríguez, Jorge Ezequiel s/ Incumplimiento de contrato

COMP. 1051, XXXII, 23 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Competencia previsional. Competencia federal. 

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Pérez Morera, Ricardo Héctor c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 880, XXXII, 23 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Rivas, María Elvia c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 569, XXXII, 23 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Rizo, Julio Nicolás c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 745, XXXII, 23 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Rossi, Juan Manuel c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 1012, XXXII, 23 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Santoianni, Rolando José c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 601, XXXII, 23 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Scaruli, Sebastiana c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 845, XXXII, 23 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Acción de amparo. Competencia federal. 

Cuestión análoga a Fallos: 314:848, y al fallo de la causa “Lottici, Emilio C. c/ Telefónica de Argentina S.A. s/ Acción de amparo”.

Sosa, Ramón Leonor c/ Telecom s/ Acción de amparo

COMP. 928, XXXII, 10 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Competencia previsional. Competencia federal. 

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Tello, Alfredo c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 572, XXXII, 23 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Thompson, Valentín Enrique Ramón c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 674, XXXII, 23 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. Competencia previsional. Competencia federal. 

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Battaglia, Teodoro c/ Instituto Nacional de Previsión Social s/ Ejecución previsional

COMP. 860, XXXII, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Bisso, Rodolfo Carlos c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 973, XXXII, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Bleiciffer, Miguel c/ Instituto Nacional de Previsión Social s/ Ejecución previsional

COMP. 972, XXXII, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Buján, Martha Haydée c/ Estado Nacional - Ministerio de Trabajo y Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 970, XXXII, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Barneda, Ernesto c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 974, XXXII, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Barletta, Ángela Nora c/ Instituto Nacional de Previsión Social s/ Ejecución previsional

COMP. 849, XXXII, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Régimen de visitas. Juicio de alimentos. Domicilio del menor. Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 

Tiene resuelto la Corte que los conflictos entre jueces de distinta jurisdicción, deben resolverse por aplicación de las normas nacionales de procedimiento.

Razones vinculadas a la posibilidad de una mayor inmediación, en orden a lo dispuesto por el art. 246 del Código Civil, tornan aconsejable que sea el juez del domicilio en que el menor reside con su madre, el competente para conocer en lo relativo a su tenencia y régimen de visitas.

El Alto Tribunal tiene resuelto que a falta de un precepto legal que contemple concretamente la situación planteada a -pedido de alimentos por la actora para hijos extramatrimoniales, obligación a cargo del padre- es de aplicación el art. 5º inc. 3º primera parte del Código Procesal, siendo competente el juez del lugar donde se encuentra el menor y se domicilia la madre.

En orden a una supuesta interpretación analógica de las normas aplicables al "domicilio conyugal" como atributivo de competencia, la Corte ha resuelto en autos ''Volker Pedro Alberto s/ Inhibitoria", que ''el régimen legal que sirvió de sustento a la doctrina jurisprudencial según la cual el último domicilio conyugal determina la competencia en razón del territorio respecto de la acción por alimentos ha quedado derogada por ley 23.515 que introdujo el nuevo texto del art. 228, inc. 2º, del Código Civil.  Este artículo permite a los alimentarios optar para el ejercicio de su demanda, entre otras, por la jurisdicción de la residencia habitual del acreedor de la prestación o del lugar de cumplimiento de la obligación.

B., A. J. c/ B., P. M. s/ Régimen de visitas

COMP. 742, XXXII, 14 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. Competencia previsional. Competencia federal. 

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Campo, Helida c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 969, XXXII, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Castellano, María c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 891, XXXII, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Catalano, Haydée Hilda c/ Instituto Municipal de Previsión Social s/ Ejecución previsional

COMP. 967, XXXII, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Clerici, Haydée Nelia c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 865, XXXII, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Competencia previsional. Competencia federal. 

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Collaud, Juan José c/ Instituto Nacional de Previsión Social - Caja Nacional de Trabajadores Autónomos

COMP. 718, XXXII, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Competencia nacional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 901, L. XXXII, "Cocucci de Parachu, Irma Delia c/ Sarrichio, José Ismael y otros s/ Daños y perjuicios".

Montero, María B. c/ Sarrichio, José I. y otros s/ Daños y perjuicios

COMP. 902, XXXII, 23 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. Competencia previsional. Competencia federal. 

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Delia, Emilia María c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 864, XXXII, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

 

Di Nardo, José Cayetano c/ Instituto Nacional de Previsión Social - Caja Nacional para el Personal del Estado Nacional y Servicio público s/ Ejecución previsional

COMP. 720, XXXII, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Fenoglio de Aguilar, Margarita c/ Instituto Municipal de Previsión Social s/ Ejecución previsional

COMP. 937, XXXII, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Fernández, Viviana Norma c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 715, XXXII, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Filaretto, Antonio c/ Caja Nacional de Previsión del Estado y Servicios Públicos

COMP. 855, XXXII, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Competencia previsional. Competencia federal. 

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

García, Rogelio c/ Administración Nacional de la Seguridad Social

COMP. 854, XXXII, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Indemnización. Competencia comercial. Competencia nacional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. y otros s/ Laboral”.

Gigoux, Alberto A. c/ Autovisión S.A.C. y F s/ Indemnización

COMP. 746, XXXII, 20 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Competencia previsional. Competencia federal. 

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 334, L. XXXI, "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Hope, Reny c/ ANSES s/ Ejecución previsional

COMP. 857, XXXII, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Wahnish Larroca, Horacio c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 843, XXXII, 23 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Villanueva, Roberto Alfredo c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 666, XXXII, 23 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pómmez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Vigo, Jorge Eduardo c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 665, XXXII, 23 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. Competencia previsional. Competencia federal. 

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Laca, Héctor Juan c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 717, XXXII, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

López, Ermelinda c/ Caja Nacional de Previsión de la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Ejecución previsional

COMP. 936, XXXII, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Montero, Elías c/ Estado Nacional - Ministerio de Trabajo y Seguridad Social - Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 977, XXXII, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Competencia previsional. Competencia federal. 

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Montero, Hortencia c/  Instituto Nacional de Previsión Social - Caja Nacional de Previsión para el Personal de la Industria, Comercio y Actividad Civil

COMP. 853, XXXII, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. Competencia previsional. Competencia federal. 

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Morales, Ramón Benito c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 719, XXXII, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Mouzo de Noya, Carmen c/ Instituto Municipal de Previsión Social s/ Ejecución previsional

COMP. 862, XXXII, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Olivero de Ruiz, Celestina c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 852, XXXII, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Pasquini, Tomás c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 851, XXXII, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Pentito, Roberto c/ Caja Nacional de Previsión para el Personal del Estado y Servicios Públicos s/ Ejecución previsional

COMP. 861, XXXII, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

 

Durán, Federico H. c/ Instituto Nacional de Previsión Social - Caja Nacional de Previsión para el Personal de la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Ejecución previsional

COMP. 858, XXXII, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

 

Sánchez Potenzoni, Luisa Dominga y otros c/ Instituto Nacional de Previsión Social - Caja Nacional de Previsión para el Personal del Estado y Servicios Públicos s/ Ejecución previsional

COMP. 934, XXXII, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Santangelo, Antonio c/ Instituto Nacional de Previsión Social - Caja Nacional de Previsión para el Personal de la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Ejecución previsional

COMP. 721, XXXII, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Scerbo, José Gerardo c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 968, XXXII, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Sirugo, José c/ Instituto Nacional de Previsión Social s/ Ejecución previsional

COMP. 971, XXXII, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Carassai, Elida c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 850, XXXII, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Vocos de Nagel, Rade y otros c/ Caja Nacional de Previsión de la industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Ejecución previsional

COMP. 856, XXXII, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Correa Larguía, María Laura c/ Instituto Municipal de Previsión Social s/ Ejecución previsional

COMP. 714, XXXII, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Competencia previsional. Competencia federal. 

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Jonte, Antonia Hilda c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución

COMP. 859, XXXII, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Despido. Competencia comercial. Competencia nacional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. y otros s/ Laboral”.

Mancebo, Horacio R. c/ Autovisión S.A. s/ Despido

COMP. 747, XXXII, 20 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Juicio sumario. Competencia federal. 

Resulta de aplicación la jurisprudencia del Tribunal publicada en Fallos: 314:848, y en el pronunciamiento de la causa “Lottici, Emilio C. c/ Telefónica de Argentina S.A. s/ Acción de amparo”.

Telefónica de Argentina c/ Borward Argentina S.A. s/ Sumario

COMP. 734, XXXII, 18 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. Competencia previsional. Competencia federal. 

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Torres, Antonio c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 739, XXXII, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Competencia previsional. Competencia federal. 

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Valdéz, Ernesto Amado c/ Instituto Municipal de Previsión Social

COMP. 848, XXXII, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Demanda laboral. Inhibitoria. Competencia federal. 

Tiene establecido la Corte que, a los fines de resolver las contiendas suscitadas entre jueces nacionales y locales, son aplicables las normas nacionales de procedimiento.

Toda vez que la cuestión se planteó ante el Juez considerado competente, la vía elegida -inhibitoria- en el marco legal aplicable al caso, es la correcta.

Al ser este el único tema debatido, corresponde rechazar la cuestión planteada por la magistrada local, y declarar formalmente admisible la inhibitoria requerida por el juez federal, por lo cual procedería remitirle las actuaciones a aquella para que se pronuncie sobre si reconoce o no su aptitud para entender en la causa.

Sin embargo, habiendo la accionada desistido de la inhibitoria interpuesta y pudiendo su eventual acogimiento tornar abstracto el conflicto, corresponde remitir los actuados al juez federal, a fin de que resuelva sobre la procedencia del mismo.

 

Varas, Eduardo c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. s/ Cobro de pesos - Laboral

COMP. 643, XXXII, 20 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. Competencia previsional. Competencia federal. 

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Venturi de Adamo, Aldina c/ Instituto Municipal de Previsión Social s/ Ejecución previsional

COMP. 713, XXXII, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Verdasco, Anselmo c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 748, XXXII, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 344, L. XXXI, "González Pommez, Matilde Pía c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Yunges, Carlos César c/ Instituto Nacional de Previsión Social s/ Ejecución previsional

COMP. 716, XXXII, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Concurso preventivo. Fuero de atracción. Competencia comercial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 110, L. XXXII, “Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral”.

Acosta, Jorge Alberto y otros c/ Kartek S.A y otros s/ Diferencia de haberes

COMP. 834, XXXII, 22 de octubre de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, "Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Armetnis de Fazio, Sara Josefina/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 790, XXXII, 22 de octubre de 1996

Ver dictamen

Liquidación. Citación en garantía. Fuero de atracción. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 514, L. XXXI, “Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar, Adolfo y otro s/ Sumario”.

Arribas, Guillermo José c/ González, Jorge Antonio y otros s/ Daños y perjuicios

COMP. 503, XXXII, 22 de octubre de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, "Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Catan, Clarisa c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 737, XXXII, 22 de octubre de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Liquidación. Citación en garantía. Asegurador. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 514, L. XXXI, “Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar, Adolfo y otro s/ Sumario”.

Compañía Financiera Lujan Williams S.A. c/ Gonzales, Jorge A. p/ Acción privada prendaria

COMP. 702, XXXII, 22 de octubre de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, "Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Domínguez de Brito, María Lucía c/ Caja Nacional de Previsión para el Personal de la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Ejecución previsional

COMP. 770, XXXII, 22 de octubre de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Asegurador. Citación en garantía. Liquidación. Concursos. Desplazamiento de la competencia. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 514, L. XXXI, “Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar, Adolfo y otro s/ Sumario”.

Se suscita un conflicto jurisdiccional, que corresponde resolver a la Corte de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1.285/58, texto según ley 21.708.

En principio, la sanción, promulgación y publicación de la ley 24.522, afecta el criterio adoptado por el suscripto en anterior oportunidad y por ende, corresponderá que la demanda de daños y perjuicios continúe su trámite ante el juzgado de origen, con intervención de la sindicatura en orden a lo dispuesto en el artículo 133 de aquella, sin perjuicio de que esa Corte pondere, en el marco de su potestad jurisdiccional, la particular situación de la causa, que ha tenido actuación del tribunal del concurso en el dictado de varios actos jurisdiccionales, los que con arreglo a los alcances que la Corte le asigne a su más reciente doctrina acerca del principio de radicación, consagrada a raíz de los conflictos originados por la creación de jurisdicción provincial.

 

Drapela, Federico L. c/ Castro, Pedro A. y otro s/ Daños y perjuicios

COMP. 727, XXXII, 31 de octubre de 1996

Ver dictamen

Cobro de sumas de dinero. Locación. Fiador. Cámara de Apelaciones. 

Corresponde resolver la cuestión a la Cámara, por ser el superior del juez ante el cual vienen tramitando las actuaciones.

Empresa Ferrocarriles Argentinos c/ Ferrocarriles del Sur S.A. s/ Cobro s/ Empresa Los Pumas S.R.L. s/ Plantea inhibición

COMP. 608, XXXII, 21 de octubre de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Liquidación Fuero de atracción. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa “Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar, Adolfo y otro s/ Sumario”.

En principio la sanción, promulgación y publicación de la ley 24.522, afecta el criterio adoptado por el suscripto en anterior oportunidad y por ende, corresponderá que la demanda de daños y perjuicios continúe su trámite ante el Juzgado origen, con intervención de la sindicatura en orden a lo dispuesto en el artículo 133, sin perjuicio de los alcances que la Corte asigne, para el caso, a su más reciente doctrina acerca del principio de radicación, consagrada a raíz de los conflictos originados por la creación de la jurisdicción provincial de Tierra del Fuego e Islas del Atlántico Sur, que decidirán la suerte definitiva respecto al juez que deberá entender en el sub judice. 

Grosso, Margarita Beatriz c/ Yoli, Alejandro Carlos s/ Daños y perjuicios

COMP. 681, XXXII, 22 de octubre de 1996

Ver dictamen

Regulación de honorarios. Competencia civil y comercial federal. 

En cuanto a la cuestión suscitada, cabe destacar, en primer lugar, que según lo dispone la ley 21.839, en su artículo 47, al dictarse la sentencia se regularán los honorarios profesionales, y que el artículo 6, inciso 1, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, establece que entenderá en el trámite de la regulación de honorarios y su ejecución el juez que resulte competente en el proceso principal.

Hoteles de Turismo c/ Pérez, Félix Alfredo y otros s/ Nulidad de actos jurídicos

COMP. 545, XXXII, 31 de octubre de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, "Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Krauze, Zenón c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 735, XXXII, 22 de octubre de 1996

Ver dictamen

Juez previniente. Cámara federal de apelaciones. 

Se suscita un conflicto jurisdiccional entre tribunales nacionales de primer instancia, que corresponde resolver ala alzada del juez que previno en la causa, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1.285/58, texto seg

Goycochea, Edelmiro P. c/ Huemul S.A. s/ Laboral

COMP. 839, XXXII, 22 de octubre de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, "Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Moschetto, Alfredo Antonio c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 823, XXXII, 22 de octubre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Marshalink, Pedro c/ Adminsitración Nacional de Seguridad Social c/ Ejecución Previsional

COMP. 335, XXXII, 28 de junio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Gualla, Alfredo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 353, XXXII, 28 de junio de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, "Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Núñez, Miguel c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 768, XXXII, 22 de octubre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, "Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Ottolino, Alfredo Luis c/ Instituto Nacional de previsión social s/ Ejecución previsional

COMP. 822, XXXII, 22 de octubre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Salles, María Teresa c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 357, XXXII, 28 de junio de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, "Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Panisello, Francisco Ezequiel c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 881, XXXII, 22 de octubre de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Concursos. Desplazamiento de la competencia. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 514, L. XXXI, “Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar, Adolfo y otro s/ Sumario”.

En principio, la sanción, promulgación y publicación de la ley 24.522, afecta el criterio adoptado por el suscripto en anterior oportunidad y por ende, corresponderá que la demanda de daños y perjuicios continúe su trámite ante el juzgado de origen, con intervención de la sindicatura en orden a lo dispuesto en el artículo 133 de aquella.

Giménez, Juan y Zanardi, Ade c/ Di Franco, Rosacio Oscar - Clínicos Catan S.A. s/ Daños y perjuicios - Accidente de trabajo

COMP. 777, XXXII, 31 de octubre de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, "Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

García, Aníbal Omar c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 773, XXXII, 22 de octubre de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Liquidación. Concursos. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 514, L. XXXI, “Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar, Adolfo y otro s/ Sumario”.

En principio, la sanción, promulgación y publicación de la ley 24.522, afecta el criterio adoptado por el suscripto en anterior oportunidad y por ende, corresponderá que la demanda de daños y perjuicios continúe su trámite ante el Juzgado de origen, con intervención de la sindicatura en razón de lo dispuesto en el artículo 133 de aquélla, sin perjuicio de que esa Corte pondere, en el marco de su potestad jurisdiccional, la particular situación de la causa, que ha tenido recepción en el tribunal del concurso, por lo que con arreglo de los alcances que la Corte le asigne a su más reciente doctrina acerca del principio de radicación, consagra a raíz de los conflictos originados por la creación de la jurisdicción provincial de Tierra del Fuego e Islas del Atlántico Sur, decidirán la suerte definitiva respecto al juez que deberá entender en el subjudice.

 

Mastroianni, Antonio M. c/ Peduto, Gustavo s/ Sumario

COMP. 401, XXXII, 31 de octubre de 1996

Ver dictamen

Indemnización por despido. Inhibitoria. Devolución del expediente. 

En del caso de advertir que no se está en presencia de un supuesto comprendido en el artículo 354, inciso 1° del Código de Procedimientos en lo Civil y Comercial de la Nación, sino ante una inhibitoria de oficio del juez federal, quien remitió la causa al tribunal que estimó competente, el que deberá decidir, por tanto, si se considera apto o no para entender en ella, a cuyo efecto se le deberá devolver el expediente.

Delpiano, Juan Alberto c/ ENCOTE S.A. y/o Correo Argentino y/o quien resulte responsable s/ Laboral

COMP. 321, XXXII, 12 de junio de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, "Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Rodríguez, Rodrigo Francisco Manuel Salvador c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 821, XXXII, 22 de octubre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, "Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Scagliarini, Ana c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 730, XXXII, 22 de octubre de 1996

Ver dictamen

Quiebra. Levantamiento de medidas cautelares. Fuero de atracción. Competencia federal. 

Cabe señalar, en primer término, que el proceso concursal, por su carácter de ejecución colectiva y universal, que tiene por objeto la protección del crédito de todos aquellos acreedores del deudor de un modo igualitario, le da al tribunal en lo comercial correspondiente, una amplia competencia para entender en todas las causas de orden patrimonial que se inicien contra el concursado, salvo las excepciones contempladas en la ley especial. A su vez le otorga capacidad para la realización de los bienes en la etapa procesal oportuna, destinada a responder a los créditos invocados y reconocidos.

También es del caso señalar, que derivado de la declaración del estado de quiebra, conforme lo dispuesto por el artículo 125 de la ley 24.522, hoy vigente, todos los acreedores quedan sometidos a las disposiciones de esta ley y sólo pueden ejercitar sus derechos sobre los bienes desapoderados en la forma prevista en la misma, es decir mediante la correspondiente verificación, inclusive aquellos que resulten condicionales. 

La Corte en el precedente “Raul Raskovsky y otros”, señalo que habiéndose decretado la quiebra, el proceso de ejecución colectiva de los bienes de la entidad falente, ejerce atracción jurisdiccional sobre las cuestiones patrimoniales planteadas en sede penal y que toda pretensión de injerencia, respecto de los bienes, de cualquier otro tribunal afecta en forma manifiesta la competencia atribuida por el orden público impuesto por la ley concursal. 

Sebastián Badaracco S.A.C.I.A. e I. s/ Quiebra s/ Incidente venta inmuebles

COMP. 614, XXXII, 31 de octubre de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, "Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Macri, Juan c/ Estado Nacional Ministerio de Trabajo y Seguridad Social - Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 792, XXXII, 22 de octubre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, "Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Szerinka, Guillermo c/ Caja Nacional de Previsión del Estado y Servicios Públicoss/ Ejecución previsional

COMP. 824, XXXII, 22 de octubre de 1996

Ver dictamen

Quiebra. Fuero de atracción. Juez previniente. Tribunal de alzada. 

Se suscita un conflicto Jurisdiccional, que corresponde resolver a la Corte, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, texto según ley 21.708, que establece que en los supuestos de contienda entre jueces nacionales de primera instancia, corresponde dirimirlo al órgano de alzada del tribunal que previno. 

Lucero, Juan Ángel  c/ S. K. Istramar S.A  s/ Laboral

COMP. 648, XXXII, 22 de octubre de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, "Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

López, Amelia c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 890, XXXII, 22 de octubre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, "Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Limido, Edmundo Luis c/ Caja Nacional de Previsión para Trabajadores Autónomos s/ Ejecución previsional

COMP. 794, XXXII, 22 de octubre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, "Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Siutti Orestes, Walter c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 738, XXXII, 22 de octubre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, "Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Sosa, Valentina c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 743, XXXII, 22 de octubre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, "Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Sprovieri, José Natalio c/ Instituto Nacional de Previsión Social Caja Nacional de Previsión para el Personal de la Industria Comercio y Actividad Civiles s/ Ejecución previsional

COMP. 744, XXXII, 22 de octubre de 1996

Ver dictamen

Acción de amparo. Acción de inconstitucionalidad. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 

Este Ministerio Público, en su dictamen en la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco”, ha sostenido que resulta clara la condición de la Cámara Federal de la Seguridad Social como tribunal superior respecto de los jueces en lo contencioso administrativo, según se desprende de los términos de la ley 24.463. 

Steffen, Augusta Germana c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Amparos y sumarisimos

COMP. 847, XXXII, 22 de octubre de 1996

Ver dictamen

Medida de no innovar. 

No se ha dado en rigor, en el sub lite un conflicto de competencia, ya que la medida de no innovar que se menciona, no estaba dirigida específicamente al embargo ordenado por el señor juez en lo comercial, ni tampoco éste planteó la cuestión ante el órgano judicial provincial, con el objeto de dejar debidamente preparada la posibilidad de un conflicto, de mediar insistencia de este último en cuanto al alcance de su medida cautelar genérica a la que se a alude. 

Por lo que no corresponde que la Corte dirima conflicto de competencia alguno.

 

Pecunia S.A. Compañía Financiera c/ Navone, Ana Zulema s/ Ejecutivo

COMP. 750, XXXII, 31 de octubre de 1996

Ver dictamen

No se ha dado en rigor, en el sub lite un conflicto de competencia que habilite la intervención de la Corte, ya que la medida de no innovar que se menciona, no estaba dirigida específicamente al embargo ordenado por el señor juez en lo comercial, ni tampoco éste planteó la cuestión como correspondía ante el órgano judicial provincial, con el objeto de dejar debidamente preparada la posibilidad de un conflicto, de mediar insistencia de este último en cuanto al alcance de su medida cautelar genérica a la que se a alude. 

Por lo que no corresponde que la Corte dirima conflicto de competencia alguno.

 

Pecunia S.A. Compañía Financiera c/ Prieto, Raúl s/ Ejecutivo

COMP. 758, XXXII, 31 de octubre de 1996

Ver dictamen

Juicio ejecutivo. Medida de no innovar. 

No se ha dado en rigor, en el sub lite un conflicto de competencia que habilite la intervención de la Corte, ya que la medida de no innovar que se menciona, no estaba dirigida específicamente al embargo ordenado por el señor juez en lo comercial, ni tampoco éste planteó la cuestión como correspondía ante el órgano judicial provincial, con el objeto de dejar debidamente preparada la posibilidad de un conflicto, de mediar insistencia de este último en cuanto al alcance de su medida cautelar genérica a la que se a alude. 

Por lo que no corresponde que la Corte dirima conflicto de competencia alguno.

 

Pecunia S.A Compañía Financiera c/ Maldonado, Marcos Antonio s/ Ejecutivo

COMP. 762, XXXII, 31 de octubre de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Liquidación. Citada en garantía. Asegurador. Competencia nacional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 514, L. XXXI, “Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar Adolfo y otro s/ Sumario”.

La presente contienda debe ser resuelta atendiendo a lo dispuesto por el artículo 133 de la ley 24.522, que establece que, si la entidad aseguradora hubiera sido citada en garantía y se hubiese dispuesto su liquidación de conformidad con lo establecido en la ley 20.901, el proceso continuará ante el tribunal de originario, con intervención del liquidador de la entidad o de un apoderado designado al efecto.

 

Porcel, Delia Francisca c/ Gas del Estado y otros s/ Daños y perjuicios

COMP. 749, XXXII, 31 de octubre de 1996

Ver dictamen

Despido. Competencia provincial. 

Cuestiones análogas al fallo de la causa Comp. 122, L. XXXI, "Rodríguez, Rubén A. c/ Suma S.A. s/ Cobro de diferencias de haberes".

Fazzi, Juan Carlos c/ Noblex Argentina S.A. s/ Despido

COMP. 12, XXXII, 12 de junio de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 85, L. XXXII, "Zelayarán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional ".

González, Manuel c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 295, XXXII, 12 de junio de 1996

Ver dictamen

Despido. Competencia provincial. 

Cuestiones análogas a las consideradas en la causa Comp. 122, L. XXXI,  "Rodríguez, Rubén A. c/ Suma S.A. s/ Cobro de diferencias de haberes".

González y Salinas c/ Arellano s/ Despido

COMP. 9, XXXII, 12 de junio de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. 

Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. N° 85, L. XXXII "Zelayarán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional ".

Grandoli, Blanca Jorgelina c/ Caja Nacional de Previsión de la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Ejecución previsional

COMP. 296, XXXII, 12 de junio de 1996

Ver dictamen

Despido. Competencia provincial. 

Cuestiones análogas al fallo de la causa Comp. 122, L. XXXI, "Rodríguez, Rubén A. c/ Suma S.A. s/ Cobro de diferencias de haberes".

Insúa, Raúl y otro c/ Superferia Don Víctor y/o Abitu, Miguel s/ Cobro diferencia de haberes e indemnización por despido

COMP. 11, XXXII, 12 de junio de 1996

Ver dictamen

Amparo por mora. Mora de la administración. Cámara federal de apelaciones. Competencia previsional. 

Resulta de aplicación el criterio establecido por la Corte en la causa Comp. 74, L. XXX, "Garugatti Pedro Oscar c/ INSPS - Caja Nacional de Previsión de la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Ejecución previsional".

Miguez, José María c/ Caja Nacional de Previsión para Trabajadores Autónomos s/ Amparo por mora de la administración

COMP. 240, XXXII, 12 de junio de 1996

Ver dictamen

Derecho laboral. Quiebra. Fuero de atracción. Juez previniente. Tribunal de alzada. 

Se suscita un conflicto jurisdiccional, que corresponde resolver de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1.285/58, texto según ley 21.708, que establece que en los supuestos de contienda entre jueces nacionales de primera instancia, corresponde dirimirlo al órgano de alzada del tribunal que previno. 

Por lo que en autos no se da conflicto de competencia que deba resolver la Corte. 

Galarza, José Gerónimo c/ Federico, Ersini y otro s/ Laboral

COMP. 649, XXXII, 24 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, "Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Ameri, Pedro c/ Instituto Nacional de Previsión Social Caja Nacional de la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Ejecución previsional

COMP. 663, XXXII, 18 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Juez previniente. Cámara de apelaciones. 

Remisión al dictamen de la causa "Zelarayán, Francisco Hugo c/Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Antonaz, Pedro c/ Caja Nacional de Previsión de la Industria, Comerio y Actividades Civiles s/ Ejecución previsional

COMP. 440, XXXII, 18 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Indemnización por accidente de trabajo. Competencia provincial. 

La competencia de los tribunales federales, prevista en el artículo 116 de la Constitución Nacional es, por su naturaleza, restrictiva y de excepción, y no puede ser ampliada ni modificada mediante normas legales. 

Corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos de la demanda, para determinar la competencia, según el artículo 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y doctrina de Fallos: 308:229 entre otros. 

Por otra parte, quien invoca el fuero federal debe demostrar los extremos necesarios para hacerlo surtir.

De otro lado, no empece a la solución propiciada, la circunstancia de que pudiera proceder el fuero federal ratione personae en atención a la aparente distinta vecindad de las partes, toda vez que Metrogas es una sociedad anónima que actúa en la Provincia de Buenos Aires y cabe recordar que la Corte ha señalado, respecto a este tipo de sociedades que la instalación de un establecimiento o sucursal en otra jurisdicción para desarrollar su actividad, implica ipso iure avecindarse en ese lugar para el cumplimiento de las obligaciones allí contraídas. Ello es así, en virtud de que se halla en las mismas condiciones normales en que puede encontrarse un vecino de la misma provincia, ya que la actuación constante en la localidad, el conocimiento de las circunstancias personales y especiales del lugar, la ponderación de los intereses próximos en debate, son los elementos de juicio que conforman el arraigo suficiente en sede local, que tornan inútil su amparo ante el fuero federal. 

 

Toledo, Iver Aníbal y otro c/ Metrogas S.A. s/ Daños y perjuicios

COMP. 611, XXXII, 22 de octubre de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, "Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Ullua/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 736, XXXII, 22 de octubre de 1996

Ver dictamen

Rescisión del contrato. Concursos. Fuero de atracción. Competencia civil y comercial. 

El fuero de atracción de los juicios universales, es un instituto que tiene como fin asegurar el trato igualitario y el debido resguardo de los derechos de  todos los acreedores, razón por la cual se atraen los juicios de naturaleza patrimonial sin hacer excepción respecto de aquellos que tramiten ante el fuero federal, sea cual fuere la causa que determine esa jurisdicción. 

Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. c/ Fernández, Miguel y otros s/ Rescisión de contrato

COMP. 576, XXXII, 22 de octubre de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Responsabilidad médica. Competencia nacional. 

Quedó trabado un conflicto que corresponde dirimir a la Corte, en los términos del artículo, inciso 7, del decreto ley 1.285/58.
El conflicto debe dilucidarse a tenor de las pautas establecidas en el voto de la mayoría en el precedente Comp. 747, XXIV, “Aguirre, Francisco”.

El conflicto debe dilucidarse a tenor de las pautas establecidas en el voto de la mayoría en el precedente Comp. 747, XXIV, “Aguirre, Francisco”.

B., A. F. c/ O. O. S. d. E. y d. P.l d. E. s/ Daños y perjuicios – Responsabilidad Profesional Médicos y Auxiliares

COMP. 704, XXXII, 18 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Derecho laboral. Quiebra. Fuero de atracción. Juez previniente. Tribunal de alzada. 

Se suscita un conflicto jurisdiccional, que corresponde resolver de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1.285/58, texto según ley 21.708, que establece que en los supuestos de contienda que se susciten entre tribunales nacionales de primera instancia, deben ser dirimidas por el órgano de alzada del tribunal que previno. 

Por lo que en autos no se da conflicto de competencia que deba resolver la Corte.

Bigarani, Pascual y otro c/ Huemul S.A s/ Laboral

COMP. 658, XXXII, 24 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, "Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Cersosimo, Fernando Luis c/ Caja Nacional de Previsión de la Industria, Comercio y Actividades Civiles

COMP. 701, XXXII, 18 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, "Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Chiocho, Héctor Alberto c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 691, XXXII, 18 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, "Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Cirelli de Fernández, Cayetana Natalia c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 620, XXXII, 18 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Incumplimiento del contrato. 

Remisión al dictamen de la causa a Comp. 523, L. XXXII, “Compañía de Radiocomunicaciones Móviles S.A. c/ Huergo, Carlos s/ Incumplimiento de contrato”.

Compañía de Radiocomunicaciones Móviles S.A. c/ Agüero, Jorge Alberto s/ Incumplimiento de contrato

COMP. 622, XXXII, 24 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, "Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Costa, José Luis c/ Caja previsional

COMP. 642, XXXII, 18 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, "Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Diab, Eva Sonia c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 640, XXXII, 18 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, "Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Duccase, Jorge Oscar c/ Instituto Nacional de Previsión Social Caja Nacional de Previsión para el Personal de la industria Comercial s/ Ejecución previsional

COMP. 639, XXXII, 18 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, "Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Favelli, Renato c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 632, XXXII, 18 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, "Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Fernández, Andrés c/ Instituto Nacional de Previsión Social s/ Ejecución previsional

COMP. 696, XXXII, 18 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, "Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Fortuna, José c/ Instituto municipal de previsión social s/ Ejecución previsional

COMP. 678, XXXII, 18 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, "Zelayarán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional ".

Scaricabarozzi, Yelma Iris s/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 285, XXXII, 12 de junio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, "Zelayarán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional ".

Schultheis, Conrado c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 293, XXXII, 12 de junio de 1996

Ver dictamen

Ejecución de honorarios. Extensión de la quiebra. Competencia comercial. 

Es aplicable al sub lite aquella jurisprudencia, según la cual, la negativa de un juez provincial de cumplimentar lo reclamado por un juez nacional revela un conflicto jurisdiccional que debe ser resuelto por la Corte en los términos del art. 24, inc. 7° del decreto-ley 1285/58.

Sin perjuicio de destacar que, resulta ajeno al conocimiento de la Corte el punto relativo a la valoración de las circunstancias fácticas y procesales que, según el juez nacional tornan factible que se decrete la extensión de la quiebra en los autos por él citados, lo cierto es que, hasta el momento, esta medida no fue dispuesta.

El art. 164 in fine de la ley de Concursos, cuando medie una petición de extensión de la quiebra, autoriza al juez dictar las medidas precautorias previstas en el art. 85 del mismo ordenamiento para “cualquier estado de los trámites anteriores a la declaración de quiebra”, que pueden consistir “en la inhibición general de bienes del deudor, intervención controlada de sus negocios, u otra adecuada a los fines perseguidos”, entre las que no se encuentra la implementada en el caso por el juez nacional en lo comercial. 

Capalbo, Rodolfo Jorge c/ Fera, Mario y otros s/ Cobro de honorarios

COMP. 44, XXXII, 19 de marzo de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, "Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Giuliani de Curtí, Arminda Susana c/ Instituto Nacional de Previsión Social s/ Ejecución previsional

COMP. 621, XXXII, 18 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa a Comp. 85, L.XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Gonzales de Barrientos, Escolástica y otro c/ Administración Nacional de Seguridad Social ANSES s/ Ejecución previsional

COMP. 699, XXXII, 24 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, "Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Gonzales, Juan Ernesto c/ Instituto Nacional de Previsión Social para el Personal del Estado y Servicios Públicos s/ Ejecución previsional

COMP. 638, XXXII, 18 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, "Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Hidalgo de Camilloni, Ángela c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 628, XXXII, 18 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Facturación de servicios públicos. Medida cautelar innovativa. Competencia federal. 

Cuestión análoga a Fallos: 314:848 y causa “Lottici, Emilio C. c/ Telefonica de Argentina S.A. s/ Acción de amparo”.

Horacio A. B. c/ Telecom s/ Revisión de factura y medida innovativa

COMP. 615, XXXII, 06 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Quiebra. Fuero de atracción. Juez previniente. Tribunal de alzada. 

Se suscita un conflicto jurisdiccional, que corresponde resolver de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1.285/58, texto según ley 21.708, que establece que las contiendas que se susciten entre tribunales nacionales de primera instancia deben ser dirimidas por el órgano de alzada del tribunal que previno.

Huichallevio, Juan L. c/ Pesquera Celosor S.A s/ Laboral

COMP. 656, XXXII, 24 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, "Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Incolla, José Francisco c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 695, XXXII, 18 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, "Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Linton de Badarioti, Lilia Angélica c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 623, XXXII, 18 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, "Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Locane, Alejandro Nicolás c/ Instituto Nacional de Previsión Social s/ Ejecución previsional

COMP. 629, XXXII, 18 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, "Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Maldonado, Pilar c/ Caja Nacional de Previsión Social de la Industria Comercial y Actividades Civiles s/ Ejecución previsional

COMP. 627, XXXII, 18 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Ejecución de sentencia. Quiebra. Fuero de atracción. Juez previniente. Tribunal de alzada. 

Se suscita un conflicto jurisdiccional, que corresponde resolver de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1.285/58, texto según ley 21.708, que establece que las contiendas que se susciten entre tribunales nacionales de primera instancia deben ser dirimidas por el órgano de alzada del tribunal que previno. 

Por lo expuesto, no se da en el sub lite cuestión de competencia en la que deba intervenir la Corte.

Martin, José E. c/ Huemul S.A. s/ Incidente de ejecución de sentencia

COMP. 655, XXXII, 24 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, "Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Migliavacca, Josefina Enriqueta Julia c/ Instituto Municipal de Previsión Social s/ Ejecución previsional

COMP. 664, XXXII, 18 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Incumplimiento del contrato. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 523, L. XXXII, “Compañía de Radiocomunicaciones Móviles S.A. c/ Huergo, Carlos s/ Incumplimiento de contrato”.

Movistar S.A. c/ Ferrando, Ana María s/ Incumplimiento de contrato

COMP. 469, XXXII, 24 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, "Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Muotri, José c/ Estado Nacional - Ministerio de trabajo y seguridad social s/ Ejecución previsional

COMP. 700, XXXII, 18 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Adopción. Tribunal de menores. Competencia provincial. 

La Corte tiene reiteradamente dicho que, los conflictos entre jueces de distinta jurisdicción, deben resolverse por aplicación de las normas nacionales de procedimiento. 

Cabe agregar, que el artículo 3 de la ley 22.172, establece que los oficios deben contener, entre otros recaudos, mención sobre la competencia del tribunal oficiante y transcripción de las resoluciones que deban notificarse o cumplirse, y su objeto claramente expresado si no resultare de la resolución transcripta.

Corresponde dirimir la cuestión haciéndole saber al Señor Juez a cargo del Tribunal de Menores, que previo a todo trámite, debe subsanar los defectos aludidos, en su pedido. 

 

M., G. A. s/ Adopción

COMP. 424, XXXII, 06 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, "Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Passaro, Ana Teresa c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 679, XXXII, 18 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, "Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Ponte, Teresa Teodora c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 624, XXXII, 18 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, "Zelarayán, Francisco Hugo c/Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Quiroga, Julia Amanda c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 618, XXXII, 18 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Internación psiquiátrica. Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa “González, Hipólito s/ Protección de personas”.

R., C. s/ Artículo 482 (tercer párrafo) Código Civil

COMP. 711, XXXII, 06 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, "Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Salomón, Rubén Alberto c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 673, XXXII, 18 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, "Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Schanz, Amado Néstor c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 662, XXXII, 18 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, "Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Sotiropulos, Vida c/ Caja Nacional de Previsión de la Industria Comercio s/ Ejecución previsional

COMP. 661, XXXII, 18 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, "Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Tcharuchshi, Daniel c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 660, XXXII, 18 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Cobro de sumas de dinero. Competencia federal. 

Cuestión análoga a Fallos 314:848 y causa “Lottici, Emilio C. c/ Telefónica de Argentina S.A. s/ Acción de amparo”

Telefónica de Argentina c/ Rosso, Emilio s/ Cobro de pesos

COMP. 645, XXXII, 06 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Cuestión análoga a Fallos 314:848 y causa “Lottici, Emilio C. c/ Telefónica de Argentina S.A. s/ Acción de amparo”

Telefónica de Argentina c/ Vargas, Cristina s/ Cobro de pesos

COMP. 646, XXXII, 06 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Cuestión análoga a Fallos: 314:848 y causa “Lottici, Emilio C. c/ Telefónica de Argentina S.A. s/ Acción de amparo”

Telefónica de Argentina c/ Aipen S.A s/ Cobro de pesos

COMP. 647, XXXII, 06 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, "Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Valiente, Blanca Esther c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 677, XXXII, 18 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, "Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Zunni, Juan Carlos c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 698, XXXII, 18 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Guarda del menor. Competencia nacional. 

Cuestión análoga a los fallos de las causas Comp. 81, L. XXI, “Najman, Gustavo Gabriel s/ Artículo 10 de la Ley 10.067”, considerando 5°; reiterada en Comp. 339, L. XXIV, “Cantero Martinez, Angélica s/ Insania”; y Comp. 659, L. XXIV, “Gonzalez, Celina y Gonzalez, Hipólito s/ Protección de personas”.

Incidente de Competencia (A., L. I.)

COMP. 363, XXXII, 16 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Beneficio de litigar sin gastos. Competencia nacional. 

Según ha declarado el Tribunal, el conocimiento acerca de dicho beneficio debe someterse al juez del proceso principal: art. 6°, incisos 1° y 5° del Código Procesal.

Montero, María B. c/ Sarichio, José I. y otros s/ Beneficio de litigar sin gastos

COMP. 902, XXXII, 23 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Acevedo, Alberto Vicente c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 582, XXXII, 29 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Alcón, Susana Josefina c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Trabajo y otro s/ Acción declarativa

COMP. 468, XXXII, 15 de agosto de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 505, L. XXXII, “Rozembaun c/ ANSES s/ Ejecución previsional”.

Álvarez, Margarita s/ Ejecución previsional

COMP. 429, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 505, L. XXXII, “Rozembaun c/ ANSES s/ Ejecución previsional”.

Aranguiz c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 284, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 505, L. XXXII, “Rozembaun c/ ANSES s/ Ejecución previsional”.

Aviles, Julio César s/ Ejecución previsional

COMP. 317, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Al no haber mediado intervención del tribunal que corresponde en el caso, no se halla planteada en la causa, cuestión de competencia alguna, que el Alto Tribunal deba resolver.

Acosta, Ángel c/ Arpemar S.A. s/ Laboral

COMP. 109, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Alaniz, María Felipa Francisca c/ Instituto Municipal de Previsión Social s/ Ejecución previsional

COMP. 434, XXXII, 10 de julio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Artaza, Julio Osvaldo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 334, XXXII, 10 de julio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 505, L. XXXII, “Rozembaun c/ ANSES s/ Ejecución previsional”.

Barbieri, Luis  s/ Ejecución previsional

COMP. 482, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Battistella, Dina Martha c/ Administración nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 457, XXXII, 06 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 505, L. XXXII, “Rozembaun c/ ANSES s/ Ejecución previsional”.

Bauza, Juan Francisco s/ Ejecución previsional

COMP. 539, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.    

 

Bay, Silvia E. c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 258, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 505, L. XXXII, “Rozembaun c/ ANSES s/ Ejecución previsional”.

Benuzzi, José Carlos s/ Ejecución previsional

COMP. 198, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Bonavita de Bravo, Alcira c/ Administración nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 509, XXXII, 06 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Boudard, Esteban s/ Juicio sumarísimo

COMP. 529, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 505, L. XXXII, “Rozembaun c/ ANSES s/ Ejecución previsional”.

Besuña, Rosa Carmen s/ Ejecución previsional

COMP. 362, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 505, L. XXXII, “Rozembaun c/ ANSES s/ Ejecución previsional”.

Burgueño, Javier Omar s/ Ejecución de honorarios

COMP. 493, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 505, L. XXXII, “Rozembaun c/ ANSES s/ Ejecución previsional”.

Bustos, Liliana s/ Ejecución previsional

COMP. 341, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 514, L. XXXI, “Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar Adolfo y otro s/ Sumario”.

Baigorria, Gilberto de Mercedes c/ Sampedro, Juan y otros s/ Daños y perjuicios

COMP. 280, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Internación. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa “González, Hipólito s/ Protección de personas”.

C., J. C. s/ Su internación

COMP. 452, XXXII, 15 de agosto de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 514, L. XXXI, “Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar Adolfo y otro s/ Sumario”.

Bonitatibus, Cayetano c/ Heit, Eduardo y otra s/ Indemnización de daños y perjuicios

COMP. 31, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Cámara de Apelaciones. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen y fallo de la causa Comp. 425, L. XXXI, “Teibo, Jorge Omar y Tuma, María Elena”.

Las leyes modificatorias de la jurisdicción y competencia se aplican de inmediato a las causas pendientes, en virtud de tratarse de una normativa de orden público y en tanto no existe un derecho adquirido a ser juzgado por determinado procedimiento, máxime cuando se trata de la asunción por un nuevo Estado Provincial de atribuciones propias de su autonomía.

Bugallo, Graciela Sara c/ U.O.M.R.A. y otro s/ Despido

COMP. 268, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Bustamante, Luis Miguel c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 435, XXXII, 10 de julio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Cadione, Jorge c/ Instituto Nacional de Previsión Social - Caja Nacional de Previsión para el Personal de la Industria Comercio y Actividades Civiles s/ Ejecución previsional

COMP. 410, XXXII, 10 de julio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

D'Angieri, Donato Antonio c/ Instituto Municipal de Previsión Social s/ Ejecución pervisional

COMP. 396, XXXII, 10 de julio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Cafagno, Dolores c/ Instituto Nacional de previsión social s/ Ejecución previsional

COMP. 598, XXXII, 29 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Canal Feijoo, Nora Raquel c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución

COMP. 459, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Fondati, Elsa Ana c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 348, XXXII, 10 de julio de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Estado Nacional. Entes autárquicos nacionales. Intervención de terceros. Competencia federal. 

Es aplicable al caso la reiterada jurisprudencia que asigna a la jurisdicción federal las causas en las que la Nación o uno de sus organismos autárquicos sea parte, máxime cuando pudiera derivar un perjuicio al patrimonio de la Dirección Nacional de Vialidad, y toda vez que resulta irrelevante a los efectos del art. 116 de la Constitución Nacional la circunstancia de que haya sido citada al pleito como tercero.

Giorgio, Mario H. c/ Municipalidad de Rosario s/ Daños y perjuicios

COMP. 404, XXXII, 10 de julio de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

González Libero, Olivo c/ Caja Nacional de Previsión para el Personal del Estado y Servicios Públicos s/ Ejecución previsional

COMP. 447, XXXII, 10 de julio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Canle, Rubén Luis c/ Instituto nacional de previsión social s/ Ejecución previsional

COMP. 566, XXXII, 29 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 505, L. XXXII, “Rozembaun c/ ANSES s/ Ejecución previsional”.

Carballo, Santos s/ Ejecución previsional

COMP. 287, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 514, L. XXXII, “Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar Adolfo s/ Sumario”.

Castillo, Carmen Argentina y otros s/ Daños y perjuicios

COMP. 88, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 514, L. XXXI, “Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar Adolfo y otro s/ Sumario”.

Cecchetti, José M. c/ Palasciano, Edgardo y otra s/ Daños y perjuicios

COMP. 370, XXXII, 27 de agosto de 1996

Ver dictamen

Cámara nacional de apelaciones. Competencia civil. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 450, L. XXIII, “Camacho Bascope, Willy c/ Nasra de Fatala, Marí s/ Sumario”.

Chaito, Roberto J. c/ Lencina, José O. y otro s/ Sumario

COMP. 371, XXXII, 27 de agosto de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 514, L. XXXII, “Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar Adolfo s/ Sumario”.

Chaparro, Laura Noemí s/ Daños y perjuicios

COMP. 117, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Chaubell, Beatriz Mercedes s/ Ejecución previsional

COMP. 477, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Herrera, Irma Noemi c/ Instituto Municipal de Previsión Social s/ Ejecución previsional

COMP. 352, XXXII, 10 de julio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Currenti, Salvador c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución

COMP. 485, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 505, L. XXXII, “Rozembaun c/ ANSES s/ Ejecución previsional”.

Delfino, Elena c/ Administración nacional de la seguridad social s/ Ejecución previsional

COMP. 139, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.    

 

Daponte, Manuel c/ Caja Nacional de Previsión de la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Ejecución previsional

COMP. 168, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Divorcio. Renuncia a la competencia. Competencia provincial. 

La Corte se ha pronunciado en el sentido que el fuero federal en razón de distinta nacionalidad de las partes, constituye un privilegio instituido exclusivamente en beneficio del extranjero y su renuncia debe admitirse en todos los supuestos en que ella sea explicita o resulte necesariamente de la prórroga de la jurisdicción operada en autos. Tal como indicó la Corte, para que proceda el fuero federal ratione personae, es necesario que el aforado invoque ese derecho, pues tal privilegio es prorrogable o renunciable de manera expresa o tácita. 

La presentación conjunta y espontánea de una ciudadana extranjera ante la justicia ordinaria, importó una renuncia implícita al fuero especial instituido en su garantía y beneficio.

D. R., N. H. c/ N. B., S. R. s/ Divorcio vincular

COMP. 407, XXXII, 15 de agosto de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

De Salvo, Juan Antonio s/ Ejecución previsional

COMP. 399, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Devesa, Severino c/ Administración nacional de la seguridad social s/ Ejecución previsional

COMP. 471, XXXII, 06 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 505, L. XXXII, “Rozembaun c/ ANSES s/ Ejecución previsional”.

Diambri, Héctor Luis s/ Ejecución previsional

COMP. 498, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Díaz de Fernández c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 470, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Dib, María Esther c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 473, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 505, L. XXXII, “Rozembaun c/ ANSES s/ Ejecución previsional”.

Andrés, Juan s/ Ejecución previsional

COMP. 324, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Fernández de Caputo, Nélida Margarita s/ Ejecución previsional

COMP. 512, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 505, L. XXXII, “Rozembaun c/ ANSES s/ Ejecución previsional”.

Fernández, Genaro s/ Ejecución previsional

COMP. 431, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 505, L. XXXII, “Rozembaun c/ ANSES s/ Ejecución previsional”.

Fernández, Luis s/ Ejecución previsional

COMP. 481, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 505, L. XXXII, “Rozembaun c/ ANSES s/ Ejecución previsional”.

Frattini, Adela s/ Ejecución previsional

COMP. 546, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Gaich, Antonia Evelia s/ Ejecución previsional

COMP. 426, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Gait, Pío Hugo s/ Ejecución previsional

COMP. 513, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 505, L. XXXII, “Rozembaun c/ ANSES s/ Ejecución previsional”.

Galarza, Hilario Ramón s/ Ejecución previsional

COMP. 428, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 514, L. XXXI, “Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar Adolfo y otro s/ Sumario”.

García Quinteros, Simón s/ Daños y perjuicios

COMP. 21, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 505, L. XXXII, “Rozembaun c/ ANSES s/ Ejecución previsional”.

García, Víctor Oscar s/ Ejecución previsional

COMP. 463, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 505, L. XXXII, “Rozembaun c/ ANSES s/ Ejecución previsional”.

Garibaldi, Ismael s/ Ejecución previsional

COMP. 361, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Garro, Oscar Esteban s/ Ejecución previsional

COMP. 528, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Giusti, Wilfredo s/ Ejecución previsional

COMP. 510, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 505, L. XXXII, “Rozembaun c/ ANSES s/ Ejecución previsional”.

Gómez, Luis Ángel s/ Ejecución previsional

COMP. 430, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Guindani, Héctor Arnaldo s/ Ejecución previsional

COMP. 506, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 505, L. XXXII, “Rozembaun c/ ANSES s/ Ejecución previsional”.

Guzmán, Blanca Nieves s/ Ejecución previsional

COMP. 484, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 505, L. XXXII, “Rozembaun c/ ANSES s/ Ejecución previsional”.

Guzmán, Juan José s/ Ejecución previsional

COMP. 418, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Haendler, Kurt c/ Administración nacional de la seguridad social s/ Ejecución previsional

COMP. 588, XXXII, 29 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Kaminsky de Kearney, Susana c/ Estado Nacional - Ministerio de Trabajo y Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 439, XXXII, 10 de julio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Isólica, Rubén Luis s/ Ejecución previsional

COMP. 421, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Jocano, Cornelio c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 472, XXXII, 06 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 505, L. XXXII, “Rozembaun c/ ANSES s/ Ejecución previsional”.

Juárez, Miguel Ángel s/ Ejecución previsional

COMP. 308, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 505, L. XXXII, “Rozembaun c/ ANSES s/ Ejecución previsional”.

Kapovel, José s/ Ejecución previsional

COMP. 544, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Laudren, Roberto Oscar c/ Instituto Municipal de Previsión Social s/ Ejecución previsional

COMP. 408, XXXII, 10 de julio de 1996

Ver dictamen

Guarda del menor. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen y Fallo de las causas Comp. 780, XXIII “García, Cristian Manuel y García, Pablo Darío s/ Guarda”, “Formularis, Francisco y otros s/ intervención” y Comp. 243, XXV, “Nieto, Alejandra y Nieto María Laura s/ Guarda”.

L., Laura Beatriz y otra s/ Artículo 10 Ley 10.067

COMP. 318, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 514, L. XXXI, “Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar Adolfo y otro s/ Sumario”.

Labriola, Miguel Ángel y otra s/ Daños y perjuicios

COMP. 43, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 514, L. XXXI, “Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar Adolfo y otro s/ Sumario”.

Lanzilotta, Salvador s/ Daños y perjuicios

COMP. 79, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Latorre, Sergio Héctor s/ Ejecución previsional

COMP. 422, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 505, L. XXXII, “Rozembaun c/ ANSES s/ Ejecución previsional”.

Lederbur, Clara Olga s/ Ejecución previsional

COMP. 238, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Lega Spirytus, Edwin c/ Administración nacional de la seguridad social s/ Ejecución previsional

COMP. 559, XXXII, 29 de agosto de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 514, L. XXXII, “Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar Adolfo s/ Sumario”.

Leguizamón de López, Ramona s/ Daños y perjuicios

COMP. 214, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 514, L. XXXII, “Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar Adolfo s/ Sumario”.

Leguizamón, Sergio L. s/ Daños y perjuicios

COMP. 177, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 505, L. XXXII, “Rozembaun c/ ANSES s/ Ejecución previsional”.

Livio, Hector Raúl s/ Ejecución previsional

COMP. 320, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 505, L. XXXII, “Rozembaun c/ ANSES s/ Ejecución previsional”.

Lucchini, Humberto Riden s/ Ejecución previsional

COMP. 535, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 505, L. XXXII, “Rozembaun c/ ANSES s/ Ejecución previsional”.

Luna, María Ofelia s/ Ejecución previsional

COMP. 480, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 514, L. XXXI, “Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar Adolfo y otro s/ Sumario”.

Muguerza de Rolleri, María Esther y otro c/ Apeborbe, Juan Carlos y otro s/ Daños y perjuicios

COMP. 42, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Cámara de Apelaciones. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 122, L. XXXI, “Rodríguez, Rubén A. c/ Suma S.A. s/ Cobro de diferencia de haberes”, como a las consideradas en el dictamen y fallo de la causa Comp. 169, L. XXXI, “Martina, Julio César c/ YPF S.A. s/ Laboral”. 

Muñoz Oyardún c/ Consorcio Came Lapeyrade

COMP. 14, XXXII, 10 de julio de 1996

Ver dictamen

Preclusión. Cosa juzgada. Defensa en juicio. Derecho de propiedad. Devolución del expediente. Competencia provincial. 

No se ha configurado conflicto alguno de competencia, ya que no es posible que este prospere teniendo en cuenta el estado actual del proceso. En efecto, con el dictado del pronunciamiento el que se encuentra firme y consentido, comenzaron a operar los principios de preclusión y cosa juzgada. Ambos institutos, están en juego aquí y no pueden ser soslayados por ser presupuestos ineludibles de la seguridad jurídica tener fundamento en la necesidad de lograr una administración de justicia rápida, dentro de lo razonable, evitando así que los procesos se retrotraigan a etapas ya superadas y se prolonguen indefinidamente. En igual sentido, valga recordar que la Corte ha dicho que el respeto a la cosa juzgada es uno de los pilares fundamentales sobre los que se asienta nuestro régimen constitucional y que al tener esa jerarquía no es susceptible de alteraciones ni aún por vía de la invocación de leyes de orden público.

Asimismo, la Corte tiene dicho que la necesidad de fijar límites a los desplazamientos de competencia a los fines de no afectar la cosa juzgada y de no agraviar los derechos de defensa y propiedad, impone que las contiendas de competencia no pueden prosperar una vez que se ha dictado la sentencia en la causa principal.

Norma Elsa Pawlak s/ Inscripción de automotor

COMP. 373, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Pazos, Astolfo Mario c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 333, XXXII, 10 de julio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 505, L. XXXII, “Rozembaun c/ ANSES s/ Ejecución previsional”.

Maccarone, Juan s/ Ejecución previsional

COMP. 538, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Pou, Juan c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 438, XXXII, 10 de julio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Manenti, Jorge Egidio c/ Instituto Nacional de Previsión Social - Caja de Industria y Comercio s/ Ejecución previsional

COMP. 568, XXXII, 29 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 505, L. XXXII, “Rozembaun c/ ANSES s/ Ejecución previsional”.

Mankin, Olga s/ Ejecución previsional

COMP. 319, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 505, L. XXXII, “Rozembaun c/ ANSES s/ Ejecución previsional”.

Márquez, María Estrella s/ Ejecución previsional

COMP. 465, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 505, L. XXXII, “Rozembaun c/ ANSES s/ Ejecución previsional”.

Méndez, Eduardo Julio s/ Ejecución de honorarios

COMP. 501, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 505, L. XXXII, “Rozembaun c/ ANSES s/ Ejecución previsional”.

Mengarelli, Arnaldo s/ Ejecución previsional

COMP. 466, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 505, L. XXXII, “Rozembaun c/ ANSES s/ Ejecución previsional”.

Melgar, Jorge s/ Ejecución previsional

COMP. 537, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Competencia federal. 

De acuerdo a lo establecido por la Corte en la Acordada nº 45/96 (inc. 2º), resulta aplicable el criterio sentado en Comp. nº 74, L. XXX, “Garugatti, Pedro Oscar c/ INPS Caja Nacional de Previsión de la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Ejecución previsional”. 

Molitona, Astudillo c/ Administración nacional de seguridad social s/ Ejecución previsional

COMP. 387, XXXII, 15 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 505, L. XXXII, “Rozembaun c/ ANSES s/ Ejecución previsional”.

Moreno, Cecilia s/ Ejecución previsional

COMP. 443, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Competencia federal. 

De acuerdo a lo establecido por la Corte en la Acordada nº 45/96 (inc. 2º), resulta aplicable el criterio sentado en Comp. nº 74, L. XXX, “Garugatti, Pedro Oscar c/ INPS Caja Nacional de Previsión de la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Ejecución previsional”. 

Moreno, Emilio c/ Caja nacional de previsión para el personal del Estado y servicios públicos s/ Ejecución previsional

COMP. 388, XXXII, 15 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 505, L. XXXII, “Rozembaun c/ ANSES s/ Ejecución previsional”.

Nielsen, Einar Mersk s/ Ejecución previsional

COMP. 497, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Nievas, Margarita Selva s/ Ejecución previsional

COMP. 507, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 505, L. XXXII, “Rozembaun c/ ANSES s/ Ejecución previsional”.

Notto, Delfina s/ Ejecución previsional

COMP. 536, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 505, L. XXXII, “Rozembaun c/ ANSES s/ Ejecución previsional”.

Oberti, Pedro Ángel s/ Ejecución previsional

COMP. 525, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Acción de amparo. Servicio de agua corriente. Competencia federal. 

A los fines de resolver cuestiones de competencia, se ha de tener en cuenta en primer lugar la exposición de los hechos que el actor hace en su demanda y después, solo en la medida en que se adecue a ellos, el derecho que invoca como fundamento de su pretensión. 

Si bien el texto del art. 69 del decreto 999/92 es el siguiente: "Fuero contencioso Administrativo, en todos los juicios en que sea parte el Ente Regulador serán competentes los Tribunales Federales que correspondan según la materia y territorio, ello es así porque, de acuerdo con el art 68, las decisiones de dicho ente dictadas dentro de los limites de su competencia gozan de los caracteres propios de los actos administrativos y son recurribles por las vías previstas en la Ley Nacional de Procedimientos Administrativos".

Rodríguez, Hugo Manuel c/ Aguas Argentinas S.A. s/ Amparo Ley 16.986

COMP. 379, XXXII, 08 de julio de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Román, Manuel c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 437, XXXII, 10 de julio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Chatte, Amado c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 432, XXXII, 10 de julio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Pagano, Eduardo Miguel s/ Ejecución previsional

COMP. 460, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 505, L. XXXII, “Rozembaun c/ ANSES s/ Ejecución previsional”.

Palacios, María Ester s/ Ejecución previsional

COMP. 542, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 505, L. XXXII, “Rozembaun c/ ANSES s/ Ejecución previsional”.

Paladín, Antonia s/ Ejecución previsional

COMP. 496, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Pastori, Rubens Dante s/ Ejecución previsional

COMP. 508, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Perelstein, Felipe s/ Ejecución previsional

COMP. 476, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Tuero, José Serafín c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 356, XXXII, 10 de julio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Valor, Miguel Ángel c/ Instituto Nacional de Previsión Social s/ Ejecución previsional

COMP. 337, XXXII, 10 de julio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Viano, Antonio José c/ Caja Nacional de Previsión de la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Ejecución previsional

COMP. 436, XXXII, 10 de julio de 1996

Ver dictamen

Bajo ningún concepto los jueces de la Sala del Tribunal laboral pudieron desconocer lo ordenado con claridad por la Corte, circunstancia que lleva a descalificar de plano la declaración de incompetencia y, que, por ello, salvo mejor criterio de la Corte, deberían devolvérseles las actuaciones sin más trámite.

Pereyra, Emma Ester c/ Administración nacional de seguridad social s/ Ejecución previsional

COMP. 122, XXXII, 15 de agosto de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 505, L. XXXII, “Rozembaun c/ ANSES s/ Ejecución previsional”.

Pérez, Jorge Ernesto s/ Ejecución previsional

COMP. 486, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Ejecución penal. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Pérez, Orlando c/ Administración nacional de la seguridad social s/ Ejecución previsional

COMP. 474, XXXII, 06 de agosto de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Petrarca, Augusto Alberto s/ Ejecución previsional

COMP. 514, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 514, L. XXXI, “Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar Adolfo y otro s/ Sumario”.

Ponce de León de Colmenero, Mabel y oyta c/ Docters, Eduardo R. s/ Sumario

COMP. 378, XXXII, 27 de agosto de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 505, L. XXXII, “Rozembaun c/ ANSES s/ Ejecución previsional”.

Presenza, Domingo Nicolás s/ Ejecución previsional

COMP. 548, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 505, L. XXXII, “Rozembaun c/ ANSES s/ Ejecución previsional”.

Puthod, Carlos s/ Ejecución previsional

COMP. 499, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 505, L. XXXII, “Rozembaun c/ ANSES s/ Ejecución previsional”.

Weiser, Eugenio s/ Ejecución previsional

COMP. 423, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 505, L. XXXII, “Rozembaun c/ ANSES s/ Ejecución previsional”.

Villotta, Blanca Beatriz s/ Ejecución previsional

COMP. 323, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 505, L. XXXII, “Rozembaun c/ ANSES s/ Ejecución previsional”.

Vega, Américo s/ Ejecución previsional

COMP. 526, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Tunesi, Roberto Ernesto c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 562, XXXII, 29 de agosto de 1996

Ver dictamen

Internación. Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa “González, Hipólito s/ Protección de personas”.

T., E. M. s/ Artículo 482 del Código Civil

COMP. 400, XXXII, 15 de agosto de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Totino Alberto c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 595, XXXII, 29 de agosto de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 514, L. XXXII, “Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar Adolfo s/ Sumario”.

Transporte Mari S.C. s/ Daños y perjuicios

COMP. 207, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. Tribunal de alzada. Seguridad social. Competencia federal. 

En atención a lo establecido por la Corte en su Acordada nº 45/96 (inc. 2º), cabe ponderar cuál es la Alzada de los jueces del fuero laboral y del contencioso-administrativo intervinientes. Ello es así, pues si bien está claro que la Cámara Federal de la Seguridad Social es el tribunal superior de este último según se desprende de los términos de la ley 25.463, no es claro, en cambio, que lo sea de los jueces laborales en la materia que se trata, al margen como se dijo en el dictamen Comp. N° 85, L. XXXII, “ Zelarayan, Francisco Hugo”, que parece razonable una respuesta afirmativa, ya que fue la Corte quien, oportunamente, decidió que fueran tales jueces los que debían conocer en las ejecuciones de sentencias de las cámaras previsionales.

Quiroga de Cuello Díaz, Transito Dorotea c/ Estado Nacional- Ministerio de Trabajo y seguridad social - Administración Nacional de seguridad social

COMP. 360, XXXII, 15 de agosto de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 514, L. XXXII, “Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar Adolfo s/ Sumario”.

Amieva, Mabel Sandra c/ Medina, Juan Carlos s/ Sumario

COMP. 179, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Competencia civil. Cámara de Apelaciones. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 450, L. XXIII, “Camacho Bascope, Willy c/ Nasra de Falala, María s/ Sumario”.

Zavaroni, Marcos c/ Transporte Automotor Plaza S.A.C. E I. y otro s/ Sumario

COMP. 389, XXXII, 29 de agosto de 1996

Ver dictamen

Competencia federal. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el Fallos 314:848 y “Lottici, Emilio C. c/ Telefónica de Argentina S.A. s/ Acción de amparo”.

Telefónica de Argentina S.A. c/ Segonds s/ Cobro de pesos

T. 80, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 514, L. XXXI, “Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar Adolfo y otro s/ Sumario”.

Barros, Juan José y otros c/ Ramírez, Pablo Javier s/ Daños y perjuicios

COMP. 390, XXXII, 29 de agosto de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 505, L. XXXII, “Rozembaun c/ ANSES s/ Ejecución previsional”.

Rebesco, Santos Andrés s/ Ejecución previsional

COMP. 479, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Redondo, Carmen Yolanda s/ Ejecución previsional

COMP. 530, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 505, L. XXXII, “Rozembaun c/ ANSES s/ Ejecución previsional”.

Rifici, Filomena Rosa s/ Ejecución previsional

COMP. 448, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 514, L. XXXI, “Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar Adolfo y otro s/ Sumario”.

Medrano, Leopoldo Eugenio c/ Empresa de Transporte de Los Pumas S.R.L.

COMP. 405, XXXII, 27 de agosto de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Barrionuevo, Jesús c/ Caja Nacional de Previsión para el Personal del Estado y Servicios Públicos s/ Ejecución previsional

COMP. 458, XXXII, 06 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 505, L. XXXII, “Rozembaun c/ ANSES s/ Ejecución previsional”.

Fontana, Angelino s/ Ejecución previsional

COMP. 478, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Competencia federal. 

De acuerdo a lo establecido por la Corte en la Acordada nº 45/96 (inc. 2º), resulta aplicable el criterio sentado en Comp. nº 74, L. XXX, “Garugatti, Pedro Oscar c/ INPS Caja Nacional de Previsión de la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Ejecución previsional”. 

Steinfeld, Eduardo Roberto c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 419, XXXII, 15 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Rochet, Lidia María Ana c/ Instituto Nacional de Previsión Social. Caja nacional de previsión de la industria comercio y actividades civiles s/ Ejecución previsional

COMP. 564, XXXII, 29 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 505, L. XXXII, “Rozembaun c/ ANSES s/ Ejecución previsional”.

Rodríguez, Daniel Rubén s/ Ejecución previsional

COMP. 456, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 505, L. XXXII, “Rozembaun c/ ANSES s/ Ejecución previsional”.

Romanello, Humberto s/ Ejecución previsional

COMP. 488, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Segura Humberto s/ Administración Nacional de la Seguridad Social c/ Ejecución previsional

COMP. 579, XXXII, 29 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Rossini Alfieri, Mario s/ Ejecución previsional

COMP. 391, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Competencia civil y comercial federal. 

A los fines de resolver cuestiones de competencia, se ha de tener en cuenta en primer lugar la exposición de los hechos que el actor hace en su demanda y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, el derecho que invoca como fundamento de su pretensión.

La presente no puede considerarse comprendida prima facie entre las contencioso administrativas a las que se refiere el art. 45, inc. a) de la ley 13.998 y, como se trata de una cuestión de naturaleza federal por la materia, corresponde que sea la Justicia Nacional de Primera Instancia en lo Civil y Comercial Federal la que siga conociendo en el juicio. 

Segatori Villa Dario y otros c/ Gas del Estado Residual en liquidación s/ Proceso de conocimiento

COMP. 549, XXXII, 16 de agosto de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. Jurisdicción y competencia. Ley de orden público. Competencia federal. Seguridad social. Privación de justicia. Economía procesal. Celeridad procesal. Juez previniente. Competencia contencioso administrativa. 

La Corte ha establecido reiteradamente que, las leyes modificatorias de la jurisdicción y la competencia, por ser de orden público se aplican de inmediato a las causas pendientes. Sin perjuicio de que la Corte advierta que el efectivo funcionamiento de los nuevos juzgados se postergara todavía un tiempo, en cuyo caso podría disponer en virtud de las facultades que lo asisten, a los fines de evitar la configuración de una denegatoria de justicia, y sobre la base de principios de economía y celeridad procesal, que el juicio continué su trámite ante el juzgado que previno, y de no mediar prevención, ante la justicia conteciosoadministrativa.

Rozembaun, Esther s/ Ejecución previsional

COMP. 505, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Schwindt, Ricardo c/ Instituto Nacional de Prevision Social s/ Ejecucion previsional

COMP. 511, XXXII, 15 de agosto de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 514, L. XXXI, “Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar Adolfo y otro s/ Sumario”.

Saffe de Gayone, María T. c/ Ciavolella, Salvador s/ Sumario

COMP. 128, XXXII, 27 de agosto de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 505, L. XXXII, “Rozembaun c/ ANSES s/ Ejecución previsional”.

Sagasta, Abel s/ Ejecución previsional

COMP. 540, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Samanic, Antonio c/ Administración nacional de la seguridad social s/ Ejecución previsional

COMP. 461, XXXII, 06 de agosto de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 514, L. XXXII, “Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar Adolfo s/ Sumario”.

Saravia, María Elba y otros s/ Daños y perjuicios

COMP. 173, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Caja Nacional de Previsión para el Personal de la Industria Comercio y Actividades Civiles s/ Ejecución Previsional

COMP. 504, XXXII, 06 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 505, L. XXXII, “Rozembaun c/ ANSES s/ Ejecución previsional”.

Palaveccino Cervera, Paula Ximena s/ Ejecución Previsional

COMP. 541, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Indemnización. Juicios en que la Nación es parte. Cámara de Apelaciones. 

Se suscita un conflicto que, por no existir un superior jerárquico común a los magistrados intervinientes, habrá de resolver la Corte de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7, decreto ley 1.285/58.

Sin perjuicio de que con arreglo a lo dispuesto por los artículos 116 CN, 2 inciso 6 y 12 -ley 48- y 111 inciso 5 – ley 1.893- corresponde, en principio a la justicia federal conocer en las causas en que la Nación o una entidad nacional sea parte, aún en aquellas emergentes de relaciones laborales. 

Cabe recordar que la Corte tiene dicho que no procede del planteamiento de cuestiones de competencia respecto de juicios concluidos, en los que debe seguir entendiendo el magistrado preventor, a fin de decidir las cuestiones accesorias que aún subsistan. Tal es el estado procesal de esta Litis, en donde la apelación se refiere únicamente a los honorarios regulados en la sentencia. 

Por lo tanto, la Cámara de Apelaciónes de Concepción del Uruguay, es competente para conocer en el recurso pendiente en esta causa. 

Virue, Rubén María c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Indemnizaciones por despido y rubros

COMP. 441, XXXII, 18 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 505, L. XXXII, “Rozembaun c/ ANSES s/ Ejecución previsional”.

Moreno, Cecilia s/ Ejecución previsional

COMP. 483, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

García, Danilo Osvaldo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 87, XXXII, 08 de mayo de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Fiscella, Lidia Mary c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 153, XXXII, 08 de mayo de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Pedalino c/ Administración Nacional de Seguridad social s/ Ejecución previsional

COMP. 151, XXXII, 08 de mayo de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Casas, Ramiro c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 147, XXXII, 08 de mayo de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Arceci, Gregorio c/ Caja nacional de previsión para trabajadores autónomos y otro s/ Ejecución previsional

COMP. 189, XXXII, 08 de mayo de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Giménez, Ramiro c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 166, XXXII, 08 de mayo de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Adduci, J. c/ Caja Nacional de previsión de la industria, comercio y actividades civiles s/ Ejecución previsional

COMP. 187, XXXII, 08 de mayo de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Lorenzo, Adela c/ Caja Nacional de previsión de la industria, comercio y actividades civiles s/ Ejecución previsional

COMP. 188, XXXII, 08 de mayo de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Jelenek, José Juan c/ Adminisrtación Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 184, XXXII, 08 de mayo de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Rubenetti de Torres, Rosa Inés c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 164, XXXII, 08 de mayo de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Pascale, Aída Argentina c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 167, XXXII, 08 de mayo de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Ojuez, Enrique Basilio c/ Caja Nacional de Previsión de la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Ejecución previsional

COMP. 137, XXXII, 09 de mayo de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Campi, Ernesto Omar c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 138, XXXII, 09 de mayo de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Cusati, Aurelio c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 152, XXXII, 09 de mayo de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Boskovic, Marta Alicia c/ Instituto Nacional de Previsión Social s/ Ejecución previsional

COMP. 148, XXXII, 09 de mayo de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Isola, Rubén Darío c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 150, XXXII, 09 de mayo de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Baraggi, Edgardo Ernani c/ Caja Nacional de Previsión para el Personal de la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Ejecución previsional

COMP. 149, XXXII, 09 de mayo de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Matulis, Genoveva Irene c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 136, XXXII, 09 de mayo de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Segovia, Edmundo s/ Ejecución previsional

COMP. 123, XXXII, 13 de mayo de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Amitrano, Luisa c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 121, XXXII, 13 de mayo de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Ciancio, Severo Norberto c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 130, XXXII, 13 de mayo de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Farina, Alcides Edgardo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 146, XXXII, 13 de mayo de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Dowley de Pechón, María Martha c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 235, XXXII, 13 de mayo de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Lemos, Lilia Hebe c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 252, XXXII, 14 de mayo de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Trod, Rosa c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 272, XXXII, 14 de mayo de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Urquiza, Blanca Claudia c/ Caja Nacional de Previsión para el Personal del Estado y Servicios Públicos

COMP. 276, XXXII, 14 de mayo de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Tizón, Eva María c/ Caja Nacional de Previsión de la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Ejecución previsional

COMP. 278, XXXII, 14 de mayo de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Navarro, Sofía Leoncia s/ Ejecución Previsional

COMP. 275, XXXII, 14 de mayo de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Redwka, Pablo c/ Instituto Nacional de Previsión Social - Caja Nacional para el Personal del Estado y Servicios Públicos

COMP. 269, XXXII, 14 de mayo de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Lugand, Augusto Enrique c/ Administración Nacional de Seguridad Social

COMP. 277, XXXII, 14 de mayo de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Allende, Norberto Héctor c/ Administración Nacional de Seguridad Social

COMP. 271, XXXII, 14 de mayo de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Maillie de Gondell c/ Caja para el personal del Estado y Servicios Públicos

COMP. 237, XXXII, 16 de mayo de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Riccardi de Montero, Norma Hebe c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 155, XXXII, 21 de mayo de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Kunik, Nina c/ Administración de Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 255, XXXII, 21 de mayo de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Tojeiro Arecio, Basilio c/ Administración Nacional de Seguridad Social ANSES s/ Ejecución previsional

COMP. 254, XXXII, 21 de mayo de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Borbea, Demetrio c/ Instituto Nacional de Previsión Social - Caja Nacional para el Personal del Estado y Servicios Públicos s/ Ejecución previsiona

COMP. 250, XXXII, 21 de mayo de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Rodríguez, Manuel c/ Caja Nacional de Previsión de la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Ejecución previsional

COMP. 270, XXXII, 21 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cámara de Apelaciones. 

Cuestiones análogas a la resuelta por la Corte en la causa Comp. 122, L. XVIII, "Rodríguez, Rubén A. c/ Suma S.A. s/ Cobro de diferencias de haberes".

Romero, Oscar y otros c/ Compañía de Perforaciones Río Colorado S.A. y/o Santa Fe internac. y/o Total Austral s/ Indemnización p/ Despido

COMP. 10, XXXII, 27 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones análogas a la resuelta por la Corte en la causa "Rodríguez, Rubén A. c/ Suma S.A. s/ Cobro de diferencias de haberes".

Cardozo, Ricardo c/ Benito Roggio S.A. p/ Indemnización p/ Despido

COMP. 8, XXXII, 27 de mayo de 1996

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa “González Hipólito s/ Protección de personas”.

Se encuentra trabado un conflicto que corresponde dirimir a la Corte en los términos del artículo 24, del decreto ley 1.285/58.

A., C. s/ Internación

COMP. 18, XXXII, 13 de mayo de 1996

Ver dictamen

Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa “González, Hipólito s/ Protección de personas”.

Se encuentra trabado un conflicto que corresponde dirimir a la Corte, en los términos del artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1.285/58.

I. d. T., E. s/ Inhabilitación

COMP. 95, XXXII, 14 de mayo de 1996

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Remisión al fallo de la causa “González Hipólito s/ Protección de personas”.

Se encuentra trabado un conflicto que corresponde dirimir a la Corte, en los términos del artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1.285/58.

O., S. N. s/ Insania

COMP. 204, XXXII, 14 de mayo de 1996

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa “González Hipólito s/ Protección de personas”.

Se encuentra trabado un conflicto que corresponde dirimir a la Corte, en los términos del artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1.285/58.

P., N. J. s/ Insania

COMP. 116, XXXII, 14 de mayo de 1996

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa “González Hipólito s/ Protección de personas”.

Se encuentra trabado un conflicto que corresponde dirimir a la Corte, en los términos del artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1.285/58.

S., M. s/ Insania

COMP. 51, XXXII, 13 de mayo de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Bersten, Luis c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 186, XXXII, 21 de mayo de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Szechenyi de Dory, Elena c/ Sistema Único de Seguridad Social - Caja de Industria, Comercio y Actividades Civiles

COMP. 183, XXXII, 21 de mayo de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios

Beneficio de litigar sin gastos. Otorgamiento del beneficio. 

La Corte ha sostenido reiteradamente que la concesión del beneficio de litigar sin gastos queda librada a la prudente apreciación judicial en tanto los medios probatorios incorporados al incidente reúnan los requisitos suficientes para llevar al ánimo al juzgador la verosimilitud de las condiciones de pobreza alegadas. 

Es decir, en cada situación concreta el tribunal deberá efectuar un examen particularizado a fin de determinar la carencia de recursos o la imposibilidad de obtenerlos de quien lo invoca, para lo cual no es imprescindible producir una prueba acabada que otorgue un grado absoluto de certeza sobre las condiciones de pobreza si no que es suficiente que los elementos de convicción incorporados permitan verificar que el caso encuadra en el supuesto que autoriza el otorgamiento del beneficio. 

Izaurralde, Roque Rafael c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios - beneficio de litigar sin gastos

I. 117, XXV, 12 de junio de 1996

Ver dictamen

Lo dicho en el dictamen, referido a la actora y a sus hijos menores, puede ser extendido a los mayores, haciéndose reserva de lo dispuesto en el artículo 84 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.

Germade, viuda de Rebollo, Estela Noemí c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios

G. 122, XXVI, 12 de junio de 1996

Ver dictamen

Devolución del expediente

Cámara federal de apelaciones. Competencia previsional. 

En razón de lo resueltopor los integrantes de la Cámara Federal de la Seguridad Social, estas actuaciones fueron elevadas por error a la Corte, por lo que salvo el más elevado criterio de la Corte, cabría devolverlas a la Cámara Federal de Seguridad Social.

Barbe, Angélica Felisa c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 709, XXXII, 18 de septiembre de 1996

Ver dictamen

En razón de lo resuelto por los integrantes de la Cámara Federal de la Seguridad Social, resulta claro que estas actuaciones fueron elevadas por error al Tribunal.

Cabría entonces, y salvo más elevado criterio de la Corte, devolverlas a la citada Cámara a sus efectos.

Fernández, Jehová Francisco c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 708, XXXII, 18 de septiembre de 1996

Ver dictamen

En razón de lo resuelto por los integrantes de la Cámara Federal de la Seguridad Social, resulta claro que estas actuaciones fueron elevadas por error al Tribunal.

Cabría entonces, y salvo más elevado criterio de la Corte, devolverlas a la citada Cámara a sus efectos.

Pacher, Victoria c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 710, XXXII, 18 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Medidas para mejor proveer

Solicita medidas para mejor dictaminar.

Cosenza de Varela, Rosa s/ Sucesión c/ Imeroni Campos, Félix Armando s/ Medidas precautorias

C. 503, XXIII, 21 de mayo de 1996

Ver dictamen

Procedencia del recurso

Cuestiones de competencia. Cobro de sumas de dinero. Procedencia del recurso. Competencia federal. 

Remisión a Fallos: 314:848, así como al fallo de la causa T. 258, L. XXIX, “Telefónica de Argentina s/ Inhibitoria”.

Telefónica de Argentina S.A. c/ Fabiano, Carlos s/ Cobro de pesos

T. 269, XXXI, 01 de febrero de 1996

Ver dictamen

Procesal Civil y Comercial

Parte General. Competencia. Cuestiones de Competencia. 

Conflicto de competencia. Remisión a lo resuelto en Comp. N° 74, L. XXX, "Garugatti,, Pedro Oscar c/ INSPS - Caja Nacional de Previsión de la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Ejecución previsional". Corresponde a la Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social.

Del Valle, Juan c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución Previsional

COMP. 236, XXXII, 12 de junio de 1996

Ver dictamen

Queja por denegación del recurso extraordianrio

Rendición de cuentas. Excepción de incompetencia. Denegatoria del fuero federal. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 

El remedio federal es formalmente admisible en el caso y debió ser concedido por el a quo, toda vez que media una resolución denegatoria del fuero federal oportunamente invocado por el apelante. 

Según tiene reiteradamente declarado la Corte, el artículo 10 de la ley 48 dispone que la procedencia del fuero federal por distinta vecindad está supeditada, en caso de pluralidad de litigantes, a que cada uno de los actores y demandados tenga, respecto de cada una de las personas alineadas en la parte contraria, la condición de vecindad que le permita invocarlo. 

También expreso la Corte, que quedan excluidos de la competencia originaria por distinta vecindad, aquellos litigantes que solo son vecinos de otra provincia en forma circunstancial.

 

Poli, Hugo R. y otros c/ Letamendia, Arturo C. y otros s/ Rendición de cuentas

P. 119, XXXII, 21 de octubre de 1996

Ver dictamen

Beneficios previsionales. Reducción del beneficio. Denegatoria del recurso. 

Es doctrina de la Corte que no está permitido invocar al mismo tiempo la parte de un precepto favorable y rechazar la que se opone a la pretensión. Es también doctrina del Máximo Tribunal que es válido condicionar la obtención del beneficio a los que no se tenía derecho.

García, Dimmer, Benita, Natalia, Espíndola, Placida s/ Pensiones

G. 307, XXVIII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Ejecución de honorarios. Resoluciones equiparables a definitiva. Ley de consolidación de la deuda pública. Denegatoria del recurso. 

La sentencia puede equipararse a definitiva al impedir la posterior discusión del reclamo entablado y que en ella se puso en tela de juicio la interpretación y aplicación de una norma federal.

Si la obligación cuyo cumplimiento motivo la ejecución decidida en el caso de especie está comprendida en la Ley de Consolidación de deudas, es necesario concluir que los honorarios cuyo pago se solicita ahora, también lo están, máxime desde la citada ley no contiene ninguna excepción al respecto y, por ende, no existe otra vía para el cumplimiento de dicha obligación que el establecido por su artículo 3°.       

Cuando se dictó la ley 23.489, las circunstancias económicas debieron, obviamente, ser distintas a las que llevaron al legislador a dictar la Ley de Consolidación nº 23.982, así como que el instructorio sobre el que se base su pedido el interesado fue sustituido por el nº 3/94, el que claramente indica que los honorarios regulados judicialmente, que se encuentran a cargo del ente previsional, se hayan consolidados, y, por ende, sujetos a la ley respectiva.     

Abbate, Carmelo c/ Instituto Nacional de previsión social

A. 264, XXIX, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Beneficios previsionales. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Procedencia del recurso. 

Del contenido del petitorio en la apelación reglada por el artículo 8°, de la ley 23.473, y la falta de tratamiento en que incurre el a quo, desde que resulta aplicable al caso la reiterada jurisprudencia de la Corte en el sentido de que las resoluciones judiciales que omiten considerar cuestiones oportunamente propuestas, conducentes por la decisión del juicio, carecen de base adecuada para sustentarla y deben descalificarse.

Mercau, Jorge Raúl c/ Instituto municipal de previsión social

M. 1036, XXIX, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Colegio de escribanos. Destitución. Certificación notarial. Empleado infiel. Acción de inconstitucionalidad. Rechazo del reclamo. Cuestión federal. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

Remisión al fallo de la causa C. 882, L. XXII, "Colegio de Escribanos s/ Verificación de libros de requerimiento de firmas del escribano Enrique José Ignacio Garrido".

Es procedente en lo formal el recurso extraordinario, ya que se suscita en autos cuestión federal suficiente, en tanto una parte de los agravios del apelante están dirigidos a cuestionar la constitucionalidad de la ley 12.990 en cuya virtud se impone la sanción que lo afecta y la decisión ha venido a sostener su validez de manera indirecta, al no referirse en ningún momento a las cuestiones propuestas en tal sentido, extremo que configura una denegatoria implícita. También procede por arbitrariedad, desde que el pronunciamiento que se ataca no encuentra debido sustento normativo, lo que impide que exista debida congruencia entre la decisión y los hechos que se invocan, así como no media razonabilidad en el tratamiento de las pruebas que obran en juicio, las que no han sido suficientemente consideradas.

Respecto a la constitucionalidad de la norma en cuestión, cabe señalar que la Corte ha consagrado de modo reiterado su validez, atendiendo a la naturaleza de las funciones que está destinada a reglamentar, que constituyen una concesión del Estado, acordada por la calidad de funcionario público que corresponde a los escribanos de registro, y la tutela del interés público comprometido, que imponen exigencias y sanciones que se correspondan con la conducta de aquel a quien se le ha otorgado tal atributo, por lo que este planteo habrá de ser desestimado a la luz de la doctrina de la Corte sobre el tema.

Con relación a la acusada arbitrariedad de la sentencia, el recurso resulta procedente por cuanto la sentencia incurre en omisiones de tratamiento respecto de cuestiones conducentes a la decisión de la causa, que fueron motivo de probanzas oportunamente propuestas por el recurrente, así como padece de insuficiente fundamentación normativa con referencia a los hechos imputados.

La sentencia destaca de modo expreso que la verificación de la no coincidencia de las firmas puestas en nueve formularios "08", con las asentadas en el libro de requerimientos del escribano, constituyen las irregularidades sobre las que se asienta el sumario y que permiten imputar la certificación falsa de las firmas puestas en tal libro, y demuestran por el sumariado habitualidad y plena conciencia de su proceder irregular, y el haber desatendido, con ello, el cumplimiento de las normas que reglamentan la actividad notarial. 

Con arreglo a las constancias de la causa, no se puede imputar tales certificaciones falsas al obrar deliberado del escribano, en virtud de que su dependiente ha reconocido que mediante artimañas diversas que utilizaba con los solicitantes de la certificación y con el propio escribano, certificaba los formularios "08", imitando la media firma del notario, lo que repetía en el libro de requerimientos con relación a la de los requirentes, y para conseguir su objetivo, intercalaba actas y formularios de personas que no habían concurrido a firmar a la escribanía, en el acto de la rúbrica de otros actos regulares y que inclusive se había hecho de un duplicado del sello del escribano en un descuido de éste. 

De dichas declaraciones emerge también que el dependiente llevaba a los solicitantes ante el escribano, adjuntando los formularios firmados y el libro de requerimientos previamente confeccionada el acta, con lo cual la unidad del acto no respetada, queda resumida a la no firma coetánea del libro y del formulario "08", lo cual le habría permitido intercalar al empleado infiel actas referidas a formularios no traídos a su conocimiento y que son aquellos de los que da cuenta la declaración como no certificados por el escribano, lo que sin dudas facilitó a su vez la operatividad de la falsa autenticación rubricada por el empleado infiel, sin embargo, con ello no se demuestra la certificación falsa que se le atribuye, atento a que todos los requirentes llamados a declarar como testigos han reconocido su firma como auténtica en los formularios certificados. 

Queda, en todo caso, sólo demostrada la negligencia del escribano, al no estampar escrupulosamente, como se debe, la firma al propio tiempo de los formularios y del acta de requerimiento, defecto que lo llevó a firmar actas respecto de otros formularios que no había tenido a la vista. Ante este cuadro de circunstancias, la inconducta del notario, por afectar la fe pública conforme señala el sentenciador, y facilitar la tarea ilegítima de su auxiliar, mereció ser calificada por el a quo como desaprensiva, haciéndose merecedora de una sanción ejemplificadora. 

Empero, cabe tomar en cuenta que el propio término, utilizado por el tribunal, desaprensión, denota el verdadero carácter de la falta, que se traduce como un defecto de falta de escrúpulo o recelo, lo cual, en orden a los presupuestos a tener en cuenta para aplicar la sanción al sumariado, que surgen del artículo 59, del decreto reglamentario 26.655/51, obligaban a los juzgadores a ponderar, cuando menos, en cuál de los incisos de la norma podría incluirse la referida conducta del escribano, ya que la acusación de desaprensión resulta, en principio, equivalente a negligencia o incumplimiento de la ley o el reglamento, regulados en el inciso "a" o en el "b", si se la considera reiterada, que prevén las irregularidades en las que no se afecten intereses de terceros o de la institución notarial. Es del caso tener en cuenta, que el Alto Tribunal tuvo oportunidad de señalar que, cuando se trata de imponer la sanción de mayor gravedad contemplada en la ley su aplicación debe necesariamente limitarse a aquellos casos en que la gravedad de la infracción no genere duda posible de que el sumariado no posee las condiciones éticas y profesionales para cumplir con su función de fedatario público. 

Así también estimó que a dicho fin correspondía atender a la influencia que en el tráfico jurídico tuvo la infracción y apreciar que las rúbricas cuestionadas no correspondían a los formularios, sino al libro de requerimientos, con lo cual dicho acto violatorio de la fe pública no se proyectó sobre los negocios jurídicos que fueron reales y lícitos. 

De igual modo, señaló la Corte que la particularidad de que las irregularidades fueran efectuadas por un dependiente, llevan de manera necesaria a tener en cuenta los antecedentes del sancionado por cuanto la concurrencia del factor subjetivo propio del derecho disciplinario, que permite atribuir el hecho a la esfera de responsabilidad del sujeto, se halla ausente, respecto del titular de la escribanía y en cambio está reconocida la conducta amañosa del dependiente para burlar el conocimiento del sumariado. 

No medió el análisis de pruebas o elementos de juicio conducentes a la solución de la causa, y existe una falta de relación y una evidente desproporción entre la falta cometida, el bien jurídico afectado, la norma que regula la conducta y la sanción que correspondía imponer, lo que revela una afectación de garantías constitucionales que llevan a descalificar el fallo con arreglo a la doctrina de la Corte en materia de arbitrariedad.

La decisión del tribunal a quo, más allá de su loable propósito de resguardar el preciado valor de la fe pública, incurre en un exceso irrazonable al castigar de modo desproporcionado la falta cometida por el escribano con el máximo de la sanción, sólo prevista por el sistema normativo para penar inconductas de mayor gravedad funcional.

Colegio de escribanos s/ Verificación de libro de registro de firmas

C. 50, XXXI, 20 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Declaración de incompetencia. Denegatoria del recurso. 

Es condición para la admisibilidad de la apelación prevista por el articulo 14 de la ley 48, que se articule contra una sentencia definitiva, naturaleza atribuida a aquellas decisiones que ponen fin a los pleitos, impiden su prosecución o causan un agravi

Santiago, Gerardo Ángel c/ Caja Nacional de Previsión para el Personal del Estado y Servicios Públicos s/ Medidas preliminares

S. 151, XXXII, 12 de junio de 1996

Ver dictamen

Juicio ejecutivo. Cuestiones de competencia. Sentencia no firme. Denegatoria del fuero federal. Denegatoria del recurso. 

Es condición para la admisibilidad de la apelación prevista por el artículo 14 de la ley 48, que se articule contra una sentencia definitiva, naturaleza atribuida a aquellas decisiones que ponen fin a los pleitos, impiden su prosecución o causan un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior. 

En materia de competencia esta doctrina reconoce excepción cuando lo resuelto importa denegatoria del fuero federal, pero este supuesto no se configura en el caso de especie, que se relaciona con el criterio a adoptar a los fines de la distribución de las causas entre tribunales de la capital Federal, cuyo carácter nacional ha sido admitido por la Corte. Además, al tratarse de una ejecución, la cuestión solo se limita a esta referida de dilucidar el juez que deberá entender en aquella, tornándose insustanciales los agravios vertidos en esta presentación.

Oreb Uros c/ Instituto municipal de previsión social

O. 20, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Sentencia no firme. Cuestiones de competencia. Denegatoria del fuero federal. Denegatoria del recurso. 

Es condición para la admisibilidad de la apelación prevista por artículo 14  de la ley 48, que se articule contra una sentencia definitiva, naturaleza atribuida a aquellas decisiones que ponen fin a los pleitos, impiden su prosecución o causan un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior.   

En materia de competencia esta doctrina reconoce excepción cuando lo resuelto importa denegatoria del fuero federal, pero este supuesto no se configura en el caso de especie, que se relaciona con el criterio a adoptar a los fines de la distribución de las causas entre tribunales de la Capital Federal, cuyo carácter nacional ha sido admitido por la Corte. Además, al tratarse de una ejecución la cuestión solo se limita a dilucidar el juez que deberá entender en aquella, tornándose insustanciales los agravios vertidos en esta presentación.

Vives Mosso, Soledad Zulema c/ Instituto Municipal de Previsión Social

V. 48, XXXII, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Reapertura del procedimiento judicial. Procedencia del recurso. 

Acto jurisdiccional inválido.

La seriedad de las articulaciones que esgrimiera a fin de demostrar la invalidez del artículo 2°, del decreto 1377/74, la actitud de los jueces, que para rechazar el planteo se limitaron a citar antecedentes judiciales afines con su postura y que solo en mínima parte dieron respuesta a aquellas, demuestra, que el fallo que dictaron aparece carente de sustento y que debe descalificarse. Ello es así, en cuanto llevo, en definitiva, a privar a la interesada de la posibilidad de demostrar que puede acudir a un derecho que posee raigambre constitucional, en contradicción con la que el tribunal declaro exigible para llegar al desconocimiento de los beneficios como el que se peticiona.

Fumis, Ángela c/ Caja Nacional de Previsión para Trabajadores Autónomos s/ Reapertura de instancia

F. 151, XXXI, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Queja por recurso denegado

Acción revocatoria concursal. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 

Cabe destacar, que es doctrina reiterada de la Corte respecto a la alegación de arbitrariedad de sentencia, que para que ella pueda invocarse, el fallo cuestionado debe adolecer de objeciones tales que lo transformen en una decisión carente de fundamentación fáctica y jurídica o configure un apartamiento flagrante de las constancias y pruebas que obran en la causa. 

Por otro lado, según jurisprudencia de la Corte, no alcanza para conformar la tacha de arbitrariedad la simple discrepancia del recurrente con las opiniones de los jueces, sino que tiene que demostrar que los fundamentos de hecho del fallo no son conducentes a la correcta solución de la causa o que, de haberse atendido a otros también invocados, la conclusión hubiera sido necesariamente contraría a la adoptada. 

Sostiene la doctrina más caracterizada, tal como se desprende de las conclusiones del fallo que se cuestiona y del de primera instancia, que la acreditación del conocimiento de la cesación de pagos por el sujeto de la revocatoria concursal, se obtiene mediante pruebas indiciarias, presunciones graves, precisas y concordantes, que deberá en su caso descalificar el sujeto beneficiado por el acto y los hechos objetivos señalados en el fallo, que llevaron a concluir que debía conocer la situación de insolvencia.

El recurrente, no ha podido demostrar que los hechos, pruebas y argumentaciones expuestas en el fallo, sean inexactos o elaboraciones y conclusiones carentes de sustento, de manera de descalificar al fallo como acto jurisdiccional válido, debiendo destacarse que la omisión en el tratamiento de otras pruebas, no constituye suficiente fundamento para la tacha de arbitrariedad del fallo, ni motivación apropiada para la viabilidad del recurso, en tanto comportan una facultad propia de los jueces de la causa, ajena en sí mismo a la procedencia del recurso extraordinario.

Goldin, Julio c/ Lili S.C.A. s/ Recurso de queja

G. 100, XX, 22 de octubre de 1996

Ver dictamen

Recurso de queja

Procedencia del recurso. Competencia federal. 

Remisión a Fallos: 314:848, así como al fallo de la causa T. 258, L. XXIX, “Telefónica de Argentina s/ Inhibitoria”.

Ferro, Luis Roberto c/ Telefónica de Argentina S.A.

F. 558, XXXI, 01 de febrero de 1996

Ver dictamen

Recurso de reposición (procesal)

Cobro de sumas de dinero. Beneficio de litigar sin gastos. Discrepancia del recurrente. Competencia de la Corte Suprema. 

Si bien es cierto que los pronunciamientos dictados en los beneficios de litigar sin gastos revisten la condición de provisionales, su revisión solo resulta procedente cuando se alegan y acreditan circunstancias sobrevinientes respecto de aquellas valoradas en su oportunidad. Lo contrario importaría dejar abierto indefinidamente el debate sobre el tema, lo cual es inadmisible. 

Las previsiones de la Convención Americana de Derechos Humanos, en la materia que se trata, a lo sumo traduce de otro modo los principios que ya estaban ínsitos en nuestra Constitución Nacional y sobre los cuales se ha elaborado el instituto del beneficio de litigar sin gastos, por lo tanto el nuevo planteo importa una suerte de pedido de revocatoria de lo ya sentenciado, que la Corte habrá de resolver en el exclusivo marco de su potestad jurisdiccional.

Cantos, José María c/ Santiago del Estero, Provincia de y/o Estado Nacional s/ Cobro de pesos

C. 1099, XX, 28 de junio de 1996

Ver dictamen

Recurso extraodinario

Cuestiones de competencia. Ejecución previsional. Inhibitoria. 

Si la Cámara Federal de la Seguridad Social es el tribunal superior de ambos juzgados, cualquiera fuese el rol en que se expidió al resolver la cuestión, impediría que la Corte interviniese, toda vez que habría mediado la decisión de un tribunal común a ambos jueces y, además, dada la supremacía jerárquica, el titular del juzgado laboral no podría sino atacar lo resuelto por la Cámara. 

Resulta clara la condición de tribunal superior de la Cámara Federal de la Seguridad Social respecto de los jueces en lo contencioso administrativo, según se desprende de los términos de la ley 24.163. En cambio, que lo sea de los jueces laborales en la materia de que se trata, es una cuestión que debe resolver la Corte, ya que fue ese Alto Tribunal quien oportunamente, decidió que fueran tales jueces los que debían conocer en las ejecuciones de las sentencias de las cámaras previsionales.

Por ello, la Corte deberá decidir esta última cuestión. En caso de hacerlo afirmativo, la causa deberá ser devuelta, en razón de que el conflicto de competencia ha sido resuelto por el tribunal superior a ambos jueces. En el supuesto de que eventualmente no considerase que el tribunal a quo es el superior del juez laboral en la materia de que se trata, deberá correrse nuevamente vista al Ministerio Público a fin de que se expida sobre el conflicto a la luz de las pautas del principio de radicación y de la efectiva realización de actos jurisdiccionales sentado últimamente por el Alto Tribunal en numerosas causas.

Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 85, XXXII, 08 de mayo de 1996

Ver dictamen

Ejecución de sentencia. Juicios en que es parte una provincia. Inconstitucionalidad. Denegatoria del recurso. 

Cuestión análoga al dictamen de la causa M. 330, L. XXII, “Morales, María Beatriz c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios”; resuelto de conformidad por la Corte.

Este Ministerio Público ya se pronunció, a partir de una causa que guarda analogía con la presente, con relación a que corresponde rechazar la oposición a que se apliquen las disposiciones de la ley 11.192 mediante la invocación de las garantías constitucionales. 

En lo que atañe al planteo del letrado patrocinante, conforme ha declarado la Corte, el análisis de la validez constitucional de una norma de jerarquía legal constituye la más delicada de las funciones susceptibles de encomendarse a un tribunal de justicia y es sólo practicable, en consecuencia, como razón ineludible del pronunciamiento que la causa requiere, entendiéndose que por la gravedad de tales exámenes debe estimárselos la última ratio del orden jurídico, de tal manera que no debe recurrirse a ellos sino cuando una estricta necesidad lo requiera; por lo tanto, cuando existe la posibilidad de una solución adecuada del juicio por otras razones, debe apelarse a ella en primer lugar. 

 

Scamarcia, Mabel y otro c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios

S. 621, XXIII, 22 de octubre de 1996

Ver dictamen

Regulación de honorarios. Honorarios del perito. Intereses. Deuda no consolidada. Constitucionalidad. Cuestión abstracta. 

La deuda en la que se originan los accesorios que aquí se persiguen, no ha sido reconocida por el fallo del Máximo Tribunal, como sujeta al régimen de la consolidación y, consecuentemente dichos accesorios, por mandato de la propia normativa federal, y el principio basal de que deben seguir la suerte de lo principal, tampoco pueden ser alcanzados por dicho régimen, en atención a que tales créditos sólo serán sujetos de consolidación cuando correspondan a deudas de tal naturaleza. 

La norma cuestionada en su validez constitucional, reza “cuando se trate de obligaciones accesorias a una obligación consolidada” y hasta allí reproduce textualmente la norma federal y agrega “o que hubiera estado en condiciones de ser consolidada de acuerdo a las previsiones de la presente ley”, extremo este último que, como es obvio, no puede incluir a una deuda expresamente declarada como no consolidada por la autoridad de la cosa juzgada emanada de un fallo del Tribunal Supremo. 

Se torna abstracto en el sub lite analizar si la norma local es o no constitucional, o contraria a los principios contenidos en la legislación federal a la cual adhiere, ya que por sus propios términos no resulta aplicable al caso dado, en orden a las consideraciones efectuadas precedentemente, en el sentido de que no estamos frente a una deuda accesoria de otra que pudiera haber sido consolidada sino de una que se declaró en juicio como no consolidada.

Phalarope S.A. c/ Santiago del Estado, Provincia de y otro s/ Acción declarativa y daños y perjuicios

P. 18, XXIII, 18 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Acción de repetición. Impuesto a las ganancias. AFIP DGI. Concesión errónea del recurso. Improcedencia del recurso. 

El remedio federal fue mal concedido por el juzgador. En efecto, la recurrente se limita a reiterar en la instancia excepcional una mera afirmación dogmática, carente de todo sustento, extremo que torna aplicable aquella jurisprudencia de la Corte que indica que el escrito mediante el cual se interpuso el recurso extraordinario no satisface el requisito de fundamentación autónoma que exige el artículo 15 de la ley 48, si la recurrente no formula crítica concreta y razonada de los diversos argumentos que sustentaron la decisión de admitir la demanda de repetición. 

Lo aquí expuesto es bastante, para declarar improcedente el recurso extraordinario deducido.

Cafés La Virginia S.A."  c/ Dirección General Impositiva s/ Demanda de repetición

C. 71, XXIV, 24 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Expropiación irregular. Honorarios. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. Declaración de inconstitucionalidad. 

Remisión al dictamen de la causa C. 1063, L. XXVI, “Condominio Graffigna c/ Gobierno de la Provincia. Expropiación inversa. Incidente de ejecución de honorarios (III) por el Dr. José Delisbe Quiroga por sí y por el Dr. César O. Quiroga s/ Inconstitucionalidad”.   

Condominio Graffigna c/ Gobierno de la Provincia de San Juan-Expropiación inversa-Incidente de ejecución de sentencia-Ejecución de honorarios regulados en la Alzada por Dr. Quiroga-Inconstitucionalidad

C. 1065, XXVI, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Demanda laboral. Correo oficial. Representación procesal. Falta de traslado. Insuficiencia del agravio. Improcedencia del recurso. 

La tramitación conferida por el Tribunal de Alzada al recurso extraordinario del accionante no ha respetado el procedimiento establecido por el art. 257, 2º párrafo CPCCN, toda vez que omitió correr traslado del mismo al recurrido y notificarle, más tarde, el proveído de elevación. Tal circunstancia, obsta al examen de la impugnación, hasta tanto la Sala ad quem subsane la irregularidad; máxime cuando el agravio concierne, precisamente, a la aptitud procesal del representante de la accionada.

Aún considerando suficiente la aptitud del Señor Fiscal Civil para representar a la accionada, el remedio por él intentando no resulta admisible, toda vez que no logra evidenciar la existencia de agravio federal.

La Corte tiene reiteradamente dicho que no puede llevarse a su conocimiento, por esta vía excepcional, cuestiones de naturaleza adjetiva, ni siquiera cuando la ley que rija el procedimiento reviste carácter federal, en tanto la interpretación de tales normas no afecta el art. 31 de la CN.

Por tal motivo, los artículos que versan sobre la suficiencia y/o subsistencia de representación, cómputo de términos, oportunidad, validez de notificación, etc., no corresponden, en principio, a su competencia, al ser exclusivos de los tribunales de la causa.

Además, el Tribunal de Alzada consideró extemporáneo el recurso de apelación, en virtud del consentimiento prestado por el recurrente a una anterior providencia que lo tuvo por no comparecido.

Frente a tal conclusión se sitúan los dichos del impugnante dando cuenta de la supuesta falta de validez de la notificación de la sentencia cursada a su parte, carentes de toda constancia que los respalde; Ios que unidos a la falta de impugnación de la revocatoria de comparendo, tornan inconsistente cualquier ulterior denuncia de lesión constitucional.

González, Nepomuceno c/ Empresa Nacional de Correos y Telégrafos s/ Demanda laboral

G. 528, XXVIII, 20 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa A. 264, L. XXIX, “Abbate, Carmelo c/ Instituto Nacional de Previsión Social”.

Mortara, Carlos c/ Instituto nacional de previsión social y Estado nacional

M. 429, XXIX, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa A. 264, L. XXIX, “Abbate, Carmelo c/ Instituto Nacional de Previsión Social”.

Pometti de Salatino, Rosa s/ Ejecución previsional

P. 553, XXIX, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Beneficio de litigar sin gastos. Daños y perjuicios. Menores. Muerte del padre. Mala praxis. Situación de vulnerabilidad. Apreciación de la prueba. Igualdad ante la ley. Otorgamiento del beneficio. 

La Corte ha sostenido reiteradamente que la concesión del beneficio de litigar sin gastos queda librada a la prudente apreciación judicial en tanto los medios probatorios incorporados al incidente reúnan los requisitos suficientes para llevar al ánimo del juzgador la verosimilitud de las condiciones de pobreza alegadas.

Es decir, en cada situación concreta la Corte deberá efectuar un examen particularizado a fin de determinar la carencia de recursos o la imposibilidad de obtenerlos de quien invoca el beneficio. 

Tales circunstancias se configuran en la especie, por lo que el pedido efectuado debe prosperar.

Se encuentra probado que la actora y sus hijos menores no tienen bienes patrimoniales, ni ingresos fijos, por lo que se presume que no cuentan con los medios económicos suficientes que les permitan afrontar los gastos que le demande la sustanciación del expediente principal, ya que, los que dispone, sólo le alcanzan para satisfacer las necesidades mínimas de subsistencia diaria y la de su familia. 

 

A., L. I. c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios

A. 9, XXX, 16 de abril de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa A. 264, L. XXIX, "Abbate, Carmelo c/ Instituto Nacional de Previsión Social”.

Araujo González de Pérez, Carmen c/ Instituto Nacional de Previsión Social y otro s/ Ejecución previsional

A. 341, XXXI, 22 de octubre de 1996

Ver dictamen

Cuestiones de competencia. Indemnización por despido. Competencia federal. Denegatoria del fuero federal. Procedencia del recurso. 

Remisión al dictamen de la causa N.40, L.XXXI, “Nieve, Elpidio Tomás c/ ENCOTESA s/ Indemnización”.

Resulta aplicable al sub lite la reiterada doctrina de la Corte Suprema que sostiene que las resoluciones referidas a la competencia de los tribunales no constituyen, en principio, sentencia definitiva que habiliten la instancia extraordinaria, salvo que exista denegatoria del fuero federal, lo cual, precisamente, es lo que acontece en el sub lite, motivo por el que el recurso resulta procedente.

González, Gumercindo c/ Empresa Nacional de Correos y Telégrafos S.A. (ENCOTESA) s/ Demanda laboral

G. 1124, XXXI, 16 de abril de 1996

Ver dictamen

Procesos de ejecución. Ejecución de honorarios. Causas regidas por normas federales. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 

El recurso resulta procedente en lo formal, en virtud de hallarse en discusión la aplicación e interpretación de normas de naturaleza federal, tales como son las leyes 21.526, 22.529 y 24.318, así como el decreto 2.077/93.

En cuanto a la cuestión de fondo, los agravios del recurrente cuestionan la interpretación a su criterio arbitraria que efectuó el juzgador de las normas aplicables en el caso, al hacerles decir lo que supuestamente ellas no dicen, atribuyéndoles, de su lado un sentido potencial que, en rigor, tales preceptos no contienen.

En efecto, cabe destacar que el apelante manifiesta en su recurso, que el Banco Central puede eventualmente cargar los gastos a la cuenta del fondo de garantía de los depósitos, pero ello no es lo que se desprende del texto literal del artículo 25 de la ley 22.529, ni tampoco del espíritu plasmado en la norma por el legislador, que tiende a dotar claramente al órgano de control de un mecanismo por el cual se habrá de facilitar e incentivar, mediante tratamientos especiales e incentivos, y depuración de situaciones a través de recursos como la exclusión de activos para responder a pasivos también excluidos y gastos del Banco Central, el trámite de venta de los paquetes accionarios. 

Es del caso transcribir el texto literal del artículo 19 de la ley 22.529, que reza en su primer párrafo “El monto resultante de toda venta ya sea directa o a través de la opción del capítulo 1 o de la fusión y el recupero neto de los créditos excluidos conforme a las previsiones del artículo 25, inciso “e” serán aplicados por el Banco Central de la República Argentina al pago de los pasivos excluidos de los eventuales cargos eximidos del inciso “b”, del artículo 25, con sus valores actualizados y el de los gastos incurridos por el Banco Central de la República Argentina”, y en su segundo “si la liquidación fuere negativa el Banco Central le cargará al fondo de garantía de los depósitos previsto en el artículo 56 de la ley 21.526, con la apertura de una sub cuenta que identifique su origen”. De todo lo cual se desprende la intención del legislador de que se deba responder por las deudas de la entidad sometida al mecanismo de venta de su paquete accionario, o bien con el resultado de la venta de sus bienes propios o con sus recursos de la entidad de control cuando el resultado de la liquidación no fuere suficiente. 

Ello se concilia a su vez con la disposición contenida en el artículo 25 de la ley 22.529, cuando al referirse, en el acápite de facilidades, al sistema de consolidación de patrimonios de la entidad, admite las exclusiones de activos y pasivos que quedan sometidos a la liquidación por el procedimiento previsto en los artículos 45 a 48 de la ley 21.526 y que las medidas a tomar serán dispuestas por resolución fundada, que en el caso es la 309/81, donde sus artículos 10 y 12 surge con meridiana claridad la asunción por el Banco Central del quebranto que se produzca en la liquidación del patrimonio desafectado, sin que, como resulta lógico, ello quede sujeto a la voluntad circunstancial u oportunista del liquidador, como parece desprenderse de las expresiones del recurrente. 

Establecido que el Banco Central cubrirá los gastos en que incurre con motivo de la liquidación de un patrimonio desafectado, con los fondos que resulten del activo realizado y si no con el fondo de garantía de depósitos, corresponde determinar en qué oportunidad debe ocurrir ello, y en tal sentido no cabe duda que para que el ente rector pueda recurrir al fondo de garantía debe existir previamente el gasto, el cual recién se verificará cuando de manera efectiva el Banco Central responda por ello, es decir, de concreta respuesta al crédito que generó por su particular decisión de intentar el reconocimiento de una acreencia, acción ésta de la que salió perdidoso irrogándole costas. Es decir, debe consecuentemente el ente de control cancelar dichos gastos causídicos, generando que pasen a integrar entonces el rubro de gastos, que luego podrá compensar con el fondo de garantía. 

En cuanto a la aplicación de la ley 24.318 y el decreto 2.077/93, resulta ocioso analizar el planteo de inconstitucionalidad, porque más allá de que su dictado es posterior a la introducción de la cuestión por las partes, lo cierto es que no son aplicables al caso, a poco que se advierta que las citadas normas tienen una clara referencia a funcionarios judiciales que intervienen en procesos concursales o liquidaciones judiciales, que no es lo que acontece en el sub judice.

Por lo cual, debe desestimarse el recurso extraordinario planteado y confirmar la sentencia apelada.

La Esperanza s/ Incidente de revisión por Banco Delta incidente de ejecución

L. 173, XXXI, 24 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa A. 264, L. XXIX, “Abbate, Carmelo c/ Instituto Nacional de Previsión Social”.

Diéguez, Roberto s/ Ejecución previsional

D. 187, XXXI, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Cuestiones de competencia. Cobro de sumas de dinero. Procedencia del recurso. Competencia federal. 

Remisión a Fallos: 314:848, así como al fallo de la causa T. 258, L. XXIX, “Telefónica de Argentina s/ Inhibitoria”.

Telefónica de Argentina S.A. c/ Andreucci, Rómulo s/ Cobro de pesos

T. 264, XXXI, 01 de febrero de 1996

Ver dictamen

Remisión a Fallos: 314:848, así como al fallo de la causa T. 258, L. XXIX, “Telefónica de Argentina s/ Inhibitoria”.

Telefónica de Argentina S.A. c/ Oreja Celeri, Oscar s/ Cobro de pesos

T. 277, XXXI, 01 de febrero de 1996

Ver dictamen

Remisión a Fallos: 314:848, así como al fallo de la causa T. 258, L. XXIX, “Telefónica de Argentina s/ Inhibitoria”.

 

Telefónica de Argentina S.A. c/ Trombeta, Raúl s/ Cobro de pesos

T. 278, XXXI, 01 de febrero de 1996

Ver dictamen

Remisión a Fallos: 314:848, así como al fallo de la causa T. 258, L. XXIX, “Telefónica de Argentina s/ Inhibitoria”.

Telefónica de Argentina S.A. c/ Colombres, Mario s/ Cobro de pesos

T. 348, XXXI, 01 de febrero de 1996

Ver dictamen

Remisión a Fallos: 314:848, así como al fallo de la causa T. 258, L. XXIX, “Telefónica de Argentina s/ Inhibitoria”.

Telefónica de Argentina S.A. c/ Tecsel S.A. s/ Cobro de pesos

T. 259, XXXI, 01 de febrero de 1996

Ver dictamen

Remisión a Fallos: 314:848, así como al fallo de la causa T. 258, L. XXIX, “Telefónica de Argentina s/ Inhibitoria”.

Telefónica de Argentina S.A. c/ Metal Maderera S.R.L. s/ Cobro de pesos

T. 260, XXXI, 01 de febrero de 1996

Ver dictamen

Remisión a Fallos: 314:848, así como al fallo de la causa T. 258, L. XXIX, “Telefónica de Argentina s/ Inhibitoria”.

Telefónica de Argentina S.A. c/ Benítez, Miguel s/ Cobro de pesos

T. 261, XXXI, 01 de febrero de 1996

Ver dictamen

Remisión a Fallos: 314:848, así como al fallo de la causa T. 258, L. XXIX, “Telefónica de Argentina s/ Inhibitoria”.

Telefónica de Argentina S.A. c/ Unión Obrera Metalúrgica Bragado s/ Cobro de pesos

T. 265, XXXI, 01 de febrero de 1996

Ver dictamen

Remisión a Fallos: 314:848, así como al fallo de la causa T. 258, L. XXIX, “Telefónica de Argentina s/ Inhibitoria”.

Telefónica de Argentina S.A. c/ Sabatelia, Mirtha s/ Cobro de pesos

T. 266, XXXI, 01 de febrero de 1996

Ver dictamen

Remisión a Fallos: 314:848, así como al fallo de la causa T. 258, L. XXIX, “Telefónica de Argentina s/ Inhibitoria”.

Telefónica de Argentina S.A. c/ Bonafina, Avelino s/ Cobro de pesos

T. 267, XXXI, 01 de febrero de 1996

Ver dictamen

Remisión a Fallos: 314:848, así como al fallo de la causa T. 258, L. XXIX, “Telefónica de Argentina s/ Inhibitoria”.

Telefónica de Argentina S.A. c/ Cuculo, Miguel s/ Cobro de pesos

T. 273, XXXI, 01 de febrero de 1996

Ver dictamen

Remisión a Fallos: 314:848, así como al fallo de la causa T. 258, L. XXIX, “Telefónica de Argentina s/ Inhibitoria”.

Telefónica de Argentina S.A. c/ Losada, Manuel s/ Cobro de pesos

T. 275, XXXI, 01 de febrero de 1996

Ver dictamen

Remisión a Fallos: 314:848, así como al fallo de la causa T. 258, L. XXIX, “Telefónica de Argentina s/ Inhibitoria”.

Telefónica de Argentina S.A. c/ Lossino, Rosa N. s/ Cobro de pesos

T. 262, XXXI, 01 de febrero de 1996

Ver dictamen

Remisión a Fallos: 314:848, así como al fallo de la causa T. 258, L. XXIX, “Telefónica de Argentina s/ Inhibitoria”.

Telefónica de Argentina S.A. c/ Garbarino, Pedro s/ Cobro de pesos

T. 263, XXXI, 01 de febrero de 1996

Ver dictamen

Remisión a Fallos: 314:848, así como al fallo de la causa T. 258, L. XXIX, “Telefónica de Argentina s/ Inhibitoria”.

Telefónica de Argentina S.A. c/ Bellone, Bartolomé s/ Cobro de pesos

T. 268, XXXI, 01 de febrero de 1996

Ver dictamen

Remisión a Fallos: 314:848, así como al fallo de la causa T. 258, L. XXIX, “Telefónica de Argentina s/ Inhibitoria”.

Telefónica de Argentina S.A. c/ Gentiluomo, Aníbal s/ Cobro de pesos

T. 270, XXXI, 01 de febrero de 1996

Ver dictamen

Remisión a Fallos: 314:848, así como al fallo de la causa T. 258, L. XXIX, “Telefónica de Argentina s/ Inhibitoria”.

Telefónica de Argentina S.A. c/ Papelera Artigas S.C.A. s/ Cobro de pesos

T. 274, XXXI, 01 de febrero de 1996

Ver dictamen

Procedencia del recurso. Competencia federal. 

Remisión a Fallos: 314:848, así como al fallo de la causa T. 258, L. XXIX, “Telefónica de Argentina s/ Inhibitoria”.

Telefónica de Argentina S.A. c/ Brizuela, Olga s/ Interrumpe prescripción

T. 279, XXXI, 01 de febrero de 1996

Ver dictamen

Remisión a Fallos: 314:848, así como al fallo de la causa T. 258, L. XXIX, “Telefónica de Argentina s/ Inhibitoria”.

Telefónica de Argentina S.A. c/ Bueno, José s/ Interrumpe prescripción

T. 280, XXXI, 01 de febrero de 1996

Ver dictamen

Cobro de sumas de dinero. Procedencia del recurso. Competencia federal. 

Remisión a Fallos: 314:848, así como al fallo de la causa T. 258, L. XXIX, “Telefónica de Argentina s/ Inhibitoria”.

Telefónica de Argentina c/ Linephalt Señalización Vial S.A. s/ Cobro de pesos

T. 343, XXXI, 01 de febrero de 1996

Ver dictamen

Procedencia del recurso. Competencia federal. 

Remisión a Fallos: 314:848, así como al fallo de la causa T. 258, L. XXIX, “Telefónica de Argentina s/ Inhibitoria”.

Telefónica de Argentina c/ Cinieri, María A. s/ Interrumpe prescripción

T. 344, XXXI, 01 de febrero de 1996

Ver dictamen

Remisión a Fallos: 314:848, así como al fallo de la causa T. 258, L. XXIX, “Telefónica de Argentina s/ Inhibitoria”.

Telefónica de Argentina c/ Repole, Matilde s/ Interrumpe prescripción

T. 345, XXXI, 01 de febrero de 1996

Ver dictamen

Cobro de sumas de dinero. Procedencia del recurso. Competencia federal. 

Remisión a Fallos: 314:848, así como al fallo de la causa T. 258, L. XXIX, “Telefónica de Argentina s/ Inhibitoria”.

Telefónica de Argentina c/ Domíguez, Mercedes s/ Cobro de pesos

T. 346, XXXI, 01 de febrero de 1996

Ver dictamen

Procedencia del recurso. Competencia federal. 

Remisión a Fallos: 314:848, así como al fallo de la causa T. 258, L. XXIX, “Telefónica de Argentina s/ Inhibitoria”.

Telefónica de Argentina c/ Suárez, Alfredo s/ Interrumpe prescripción

T. 347, XXXI, 01 de febrero de 1996

Ver dictamen

Remisión a Fallos: 314:848, así como al fallo de la causa T. 258, L. XXIX, “Telefónica de Argentina s/ Inhibitoria”.

Telefónica de Argentina S.A. c/ Binda, Héctor s/ Sumario

T. 276, XXXI, 01 de febrero de 1996

Ver dictamen

Cobro de sumas de dinero. Procedencia del recurso. Competencia federal. 

Remisión a Fallos: 314:848, así como al fallo de la causa T. 258, L. XXIX, “Telefónica de Argentina s/ Inhibitoria”.

Telefónica de Argentina c/ Marcelino, Néstor s/ Cobro de pesos

T. 342, XXXI, 01 de febrero de 1996

Ver dictamen

Ejecución fiscal. Excepción de incompetencia. Empresas del Estado. Improcedencia del recurso. 

En primer lugar, no obstante que la Corte ha declarado que es pertinente pronunciarse en la instancia extraordinaria sobre la competencia, en un juicio de ejecución fiscal donde, como en el caso, la denegatoria del fuero federal no es susceptible de tratamiento ulterior, es menester analizar en la especie si la recurrente, además de reclamarlo, es quien por su naturaleza suscitaría el fuero de excepción pues cabe advertir que es precisamente ella la que asigna tal calidad a su contraria, por tratarse de una entidad estatal descentralizada de carácter interjurisdiccional. 

Al respecto, debe tomarse en cuenta que la ley 20.705 creó una forma jurídica específica para que el Estado pueda crear entidades descentralizadas para desarrollar actividades de carácter industrial y comercial o explotar servicios públicos. 

Por ello, toda vez que las sociedades del Estado pueden ser nacionales, provinciales o municipales, la determinación de la competencia ratione personae, exige precisar su pertenencia a una u otra de tales jurisdicciones, conforme a sus respectivos actos de creación y a la titularidad de los certificados nominativos que representan su capital. 

Tiene reiteradamente declarado la Corte que no procede el recurso extraordinario fundado en el gravamen de un tercero cuya representación no se invoca, como así también que a nadie le es dado declinar los jueces de su propio fuero. 

Corresponde tener en cuenta que no se trata en el sub lite de una cuestión federal ratione materiae, en cuyo supuesto la invocación de dicho fuero podría hacerla cualquiera de las partes.

Municipalidad de Ensenada c/ Coordinación Ecológica Área Metropolitana Sociedad del Estado - CEAMSE s/ Ejecución fiscal

M. 301, XXXII, 21 de octubre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa  Comp. N° 85, L. XXXII "Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/Ejecución previsional".

Botta, Edmundo Arturo c/ Caja Nacional de Previsión de la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Ejecución previsional

COMP. 381, XXXII, 28 de junio de 1996

Ver dictamen

Cuestiones de competencia. Admisibilidad del recurso. Competencia federal. Revocación de sentencia. 

Remisión a Fallos 314:848 y al fallo de la causa T. 258, L. XXIX, “Telefónica de Argentina S.A. s/ Inhibitoria”.

Telefónica de Argentina S.A. c/ Mattiussi, Bruno s/ Cobro de pesos

T. 582, XXXII, 10 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Remisión a Fallos 314:848 y al fallo de la causa T. 258, L. XXIX, “Telefónica de Argentina S.A. s/ Inhibitoria”.

Telefónica de Argentina S.A. c/ Le Meridien S.R.L. s/ Cobro de pesos

T. 583, XXXII, 10 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 85, L. XXXII "Zelayarán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Heinsius, Ricardo Juan c/ ANSES s/ Ejecución previsional

COMP. 409, XXXII, 28 de junio de 1996

Ver dictamen

Multa. Declaración jurada. AFIP DGI. Tribunal fiscal. Archivo del expediente. 

El Tribunal Fiscal no ha venido a declararse incompetente, sino a rechazar el recurso impetrado en virtud de un óbice procesal que obsta su tratamiento y, por lo tanto, que no se ha trabado aquí un conflicto de competencia que la Corte deba resolver en los términos del artículo 24, inciso 7 del decreto ley 1.285/58.

Ello es así, toda vez que no media disenso entre los tribunales intervinientes acerca de cuál de ellos debe conocer en el recurso del artículo 78, inciso 2 de la ley 11.683, sino tan sólo la declaración del Tribunal Fiscal en torno a si éste es susceptible de transformarse en la demanda prevista en el artículo 82 del mismo ordenamiento. 

 

Garciulo, Daniel s/ Apelación de resolución - Dirección General Impositiva

COMP. 842, XXXII, 21 de octubre de 1996

Ver dictamen

Ejecución fiscal. Improcedencia del recurso. 

Según tiene declarado la Corte, si el rechazo de la pretensión fiscal no ha importado privar a la recurrente de su regular derecho, toda vez que se funda en la inhabilidad del título con que se promovió la ejecución, resulta aplicable la reiterada jurisprudencia en el sentido de que los pronunciamientos dictados en juicios ejecutivos, que no revisten el carácter de sentencias definitivas, no son susceptibles de recurso extraordinario, salvo circunstancias de excepcional gravedad.

Fisco Nacional (Dirección Nacional Impositiva) c/ I.M.E. Instituto Médico de Especialidades S.R.L. s/ Ejecución fiscal

COMP. 787, XXXII, 21 de octubre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 85, L. XXXII "Zelayarán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional ".

Denaro De Rozich, Rosario c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 383, XXXII, 28 de junio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 85, L. XXXII "Zelayarán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional ".

Etcheverry, Nélida Clara c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 354, XXXII, 28 de junio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 85, L. XXXII "Zelayarán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional ".

Falcinelli, Armando Enrique Antonio c/ Administracion Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución Previsional

COMP. 414, XXXII, 28 de junio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 85, L. XXXII "Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Gallipoli, Catalina c/ Caja Nacional de Previsión de la Industria Comercio y Actividades Civiles s/ Ejecución Previsional

COMP. 382, XXXII, 28 de junio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 85, L. XXXII "Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Martínez, Celia Haydée c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución Previsional

COMP. 385, XXXII, 28 de junio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 85, L. XXXII "Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional".

Moreda, Raúl Norberto c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución Previsional

COMP. 386, XXXII, 28 de junio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 85, L. XXXII "Zelayarán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional ".

Ochotorena, América c/ ANSES s/ Ejecución previsional

COMP. 416, XXXII, 28 de junio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 85, L. XXXII "Zelayarán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional ".

Pernico, Antonio c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 345, XXXII, 28 de junio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, "Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Azpiazu, Nicolas c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 641, XXXII, 18 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Ejecución hipotecaria. Obligaciones de dar sumas de dinero. Sentencia no firme. Inadmisibilidad del recurso. 

La Corte tiene reiteradamente declarado que, contrariamente a lo que acontece en el sub lite, es admisible el recurso extraordinario cuando está dirigido a cuestionar un pronunciamiento que importe la denegación del fuero federal oportunamente invocado por el apelante.

Por otro lado, no se recurre en el caso una sentencia definitiva de aquéllas que dan lugar a la apertura de la instancia extraordinaria. 

Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. c/ Nogales S.R.L. s/ Ejecución hipotecaria

Y. 45, XXXII, 21 de octubre de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. 

Cuestiones de análogas al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Caruso, Gregorio c/ Estado Nacional Ministerio de Trabajo y Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 697, XXXII, 18 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 85, L. XXXII "Zelayarán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional ".

Rocha, Roberto Segundo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 413, XXXII, 28 de junio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 85, L. XXXII "Zelayarán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional ".

Rodríguez, Luis Antonio c/ Instituto Municipal de Previsión Social s/ Ejecución previsional

COMP. 412, XXXII, 28 de junio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 85, L. XXXII "Zelayarán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional ".

Santaolalla, Arturo c/ Caja Nacional de Previsión de la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Ejecución previsional

COMP. 411, XXXII, 28 de junio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 85, L. XXXII "Zelayarán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional ".

Strano Petra, Carmen s/ Caja Nacional de Previsión de la Industria, Comercio y Actividades Civiles  s/ Ejecución previsional

COMP. 347, XXXII, 28 de junio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 85, L. XXXII "Zelayarán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional ".

Suárez, Orlando Víctor c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 415, XXXII, 28 de junio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 85, L. XXXII "Zelayarán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional ".

Vidal, José c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 355, XXXII, 28 de junio de 1996

Ver dictamen

Medidas para mejor proveer. 

Se solicita medidas para mejor dictaminar.

A., Lucas Ignacio s/ Incidente de incompetencia

COMP. 363, XXXII, 15 de julio de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Costa, Antonio Jesús c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 253, XXXII, 21 de mayo de 1996

Ver dictamen

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



Capítulo X

Derecho Procesal Constitucional

Acción de inconstitucionalidad

Remisión al dictamen de la causa M. 230, L. XXVIII, "Mirabile, Mario c/ Provincia de Mendoza".

Corvalán Lima, Enrique César c/ Provinicia de Mendoza s/ Acción de inconstitucionalidad

C. 1108, XXVIII, 12 de junio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa M. 230, L. XXVIII, "Mirabile, Mario c/ Provincia de Mendoza".

Busquets De Vitolo, Adelina c/ Provincia de Mendoza s/ Acción de inconstitucionalidad

B. 833, XXXI, 12 de junio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa M. 230, L. XXVIII, "Mirabile, Mario c/ Provincia de Mendoza".

Gasalla, Roberto José c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad

L. 88, XXXI, 12 de junio de 1996

Ver dictamen

Contienda negativa de competencia

Reclamo salarial. Diferencias salariales. Falta de tribunal superior común. Cámara de Apelaciones. Competencia provincial. 

No existiendo un superior jerárquico común a los jueces intervinientes, corresponde a la Corte resolver el conflicto negativo de competencia suscitado. 

Sin perjuicio de advertir que la competencia federal en las causas en que la Nación o uno de sus organismos autárquicos son parte, puede ser prorrogada en beneficio de la jurisdicción provincial, ya sea de modo expreso o tácito, la Corte tiene establecido que no procede el planteamiento de cuestiones de competencia respecto de juicios terminados, en los que debe seguir entendiendo el magistrado preventor, a fin de decidir las cuestiones accesorias que aun subsistan.

Baloni, Ana María c/ CASFEC s/ Salarios de enfermedad - Diferencias - Liquidación final

COMP. 456, XXXI, 13 de mayo de 1996

Ver dictamen

Procesos de ejecución. Reclamo salarial. Diferencias salariales. Falta de tribunal superior común. Cámara nacional de apelaciones. Competencia provincial. 

Ante la inexistencia de un superior jerárquico común a los jueces en disidencia, corresponde que la Corte resuelva el conflicto negativo de competencia suscitado. 

La Corte tiene resuelto que no procede el planteamiento de cuestiones de competencia respecto a juicios terminados, en los que debe seguir entendiendo el magistrado preventor a fin de decidir cuestiones accesorias que aún subsisten en él.

Virue, Rubén María c/ Adminstración Nacional de Seguridad Social (ANSES) - Incidente de apelación

COMP. 264, XXXI, 13 de mayo de 1996

Ver dictamen

Justicia nacional en lo contencioso administrativo. Competencia federal. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 728, L. XXIV, “Rizzo, Pedro Pablo c/ Estado Nacional – Superintendencia de Seguros de la Nación s/ Juicio de conocimiento”; y Comp. 91, L. XVI, “Falavigna, Jorge Adolfo c/ Superintendencia de seguros de la Nación s/ Sumario”.

Se suscita una contienda negativa de competencia, que corresponde dirimir a la Corte, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1.285/58, texto según ley 21.708.

Papelera Belgrano S.A. c/ Superintendencia de Seguros de la Nación s/ Juicios de conocimiento

COMP. 242, XXXII, 23 de mayo de 1996

Ver dictamen

Contienda positiva de competencia

Acción de amparo. Gobierno nacional. Competencia federal. 

Al resultar de los términos de la demanda, que la acción de amparo intentada tendría por objeto cuestionar la validez de resolución, en virtud de una compleja normativa de naturaleza federal que regula las facultades de esos organismos, resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte que asigna competencia a la justicia federal para conocer acerca de las demandas de amparo que tienen por objeto examinar la validez de actos emanados del gobierno nacional.

C., Bernardo G.  s/ Denuncia infracción Leyes 24.051 y 23.771

COMP. 41, XXXII, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Cuestiones de competencia

Embargo. Organización de la justicia. Facultades del juez. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 

No resulta procedente que un tribunal ordene a otro el trámite a seguir en su propia causa, so pena de violentar las potestades ínsitas de cada órgano de justicia y el ejercicio de la capacidad jurisdiccional reconocida en la Constitución Nacional a los distintos ámbitos de su organización política. 

No se da en el caso una cuestión de competencia que deba resolver la Corte al haberse dado cumplimiento a la anotación del embargo pedida por el juez nacional y ser las demás cuestiones que se ventilan, facultades del magistrado que interviene en la causa y del accionar de las partes en el marco del principio dispositivo que rige el proceso civil para asegurar sus derechos dentro de las pautas procesales establecidas en la jurisdicción provincial.

Pascuzzi, Luis c/ Calvet Ana María

COMP. 724, XXXI, 28 de junio de 1996

Ver dictamen

Ejecución de honorarios. Entes autárquicos nacionales. Competencia federal. 

En las presentes actuaciones es competente la justicia federal, pues en principio, corresponde a ésta y no a la justicia provincial entender en las causas en que la Nación o uno de sus organismos autárquicos sea parte, máxime respecto de las causas en las que, como en el sub lite, pudiera derivar un perjuicio al patrimonio del Banco de la Nación Argentina, de acuerdo al art. 116 de la Constitución Nacional y a los dispuesto por el art. 27 de la ley 21.799, que opera como norma específica sobre lo normado genéricamente en el código ritual.

Banco Nación Argentina c/ Avendaño, Juan Carlos s/ Ordinario

COMP. 725, XXXI, 19 de marzo de 1996

Ver dictamen

Acción de amparo. Tribunal de menores. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 486, L. XXI, “B., D. y otros s/ Amparo”.

L., C. A.  s/ Amparo

COMP. 487, XXXI, 28 de marzo de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Agentes diplomáticos extranjeros. Embajadas extranjeras. Inmunidad de jurisdicción. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 

La Corte ha dicho reiteradamente que la competencia originaria en lo que concierne a embajadores, ministros públicos y cónsules extranjeros, responde a la necesidad de preservar el respeto y la mutua consideración entre los estados, dada la importancia y la delicadeza de las relaciones y el trato con las potencias extranjeras, lo cual aconseja asegurar para sus representantes diplomáticos las máximas garantías que con arreglo a la práctica uniforme de las naciones cabe reconocerles para el más eficaz cumplimiento de sus funciones.

En consecuencia, al estar previsto en la Convención de Viena de 1961, el supuesto del presente caso, y toda vez que las autoridades del Estado extranjero no prestan su conformidad para someter a la jurisdicción de la Corte Suprema al Primer Consejero de su Embajada en nuestro país, no hay fundamento legal alguno para que la causa prosiga ante la Corte.

Cataldo, Andrés Esteban c/ Embajada de Grecia y otro s/ Daños y perjuicios

C. 170, XXXI, 07 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cámara federal de apelaciones. Competencia previsional. 

Resulta de aplicación al caso el criterio establecido por la Corte en la causa Comp. 74, L. XXX, "Garugatti, Pedro Oscar c/ INPS-Caja Nacional de Previsión de la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Ejecución previsional".

Se encuentra trabado un conflicto de competencia que corresponde a la Corte dirimir en los términos del artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1.285/58.

Compagnoni, Juan c/ Instituto Nacional de previsión social - Caja Nacional para el personal del Estado y servicios públicos s/ Ejecución previsional

COMP. 545, XXXI, 08 de mayo de 1996

Ver dictamen

Ejecución de sentencia. Reajuste jubilatorio. Competencia contencioso administrativa. 

Se encuentra trabado un conflicto de competencia que corresponde a la Corte dirimir en los términos del artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1.285/58. 

En virtud de las pautas que el Ministerio Público expuso al dictaminar en la causa Comp. 344, L. XXXI; corresponde entender en las actuaciones a la Justicia Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal.

Medvedsky, Anita c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 564, XXXI, 08 de mayo de 1996

Ver dictamen

Se encuentra trabado un conflicto de competencia que corresponde a la Corte dirimir en los términos del artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1.285/58. 

En virtud de las pautas que el Ministerio Público expuso al dictaminar en la causa Comp. 344, L. XXXI; corresponde entender en las actuaciones a la Justicia Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal.

 

Corraro, Osvaldo c/ Instituto Nacional de Previsión Social - Caja nacional de previsión para el personal de la industria, comercio y actividades civiles s/ Ejecución previsional

COMP. 565, XXXI, 08 de mayo de 1996

Ver dictamen

Reajuste jubilatorio. Inhibitoria. Juicios en que es parte una provincia. Devolución del expediente. 

Se está en presencia de un supuesto comprendido en el precepto del artículo 354, inciso 1°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, esto es, cuando media una excepción de incompetencia, sino ante una inhibitoria de oficio del juez federal, quien ha remitido la causa al tribunal que ha estimado competente, el cual deberá decidir, por tanto, si se considera apto o no para conocer en el caso, a cuyo efecto se le deberá devolver el expediente.

Viana, José y otros c/ Gobierno de la Provincia de Misiones s/ Laboral

COMP. 560, XXXI, 27 de mayo de 1996

Ver dictamen

Acción meramente declarativa. Interpretación de leyes federales. Régimen jubilatorio. Competencia contencioso administrativa. Competencia nacional. 

Se encuentra trabada una contienda que corresponde dirimir a la Corte en los términos del artículo 14, inciso 7, del decreto ley 1.285/58.

La materia objeto del pleito, pone de relieve, más allá sus aspectos puramente previsionales, otros relativos a la interpretación de normas federales, circunstancia que, según ha sostenido reiteradamente la Corte, determina la competencia del fuero contencioso administrativo federal para conocer en la causa. 

Por otra parte, a partir de la sanción de la ley 24.463, procede reconocer a dicho fuero, por extensión y analogía, especialización en temas en que es parte el Estado Nacional y se discute la constitucionalidad de un decreto sobre la base del alcance de las potestades reglamentarias del Poder Ejecutivo Nacional en materia previsional.

 

Cirilo, Alfredo Gabriel c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa

COMP. 319, XXXI, 13 de mayo de 1996

Ver dictamen

Afectación al servicio público. Servicio telefónico. Ley nacional. Competencia federal. 

La cuestión a resolver remite a la aplicación e inteligencia de normas reglamentarias y legales de carácter nacional, lo cual, conforme a reiterada y pacífica doctrina emanada del Alto Tribunal, asigna competencia “ratione materiae” a la Justicia Federal.

 

Riwaka, Natalia c/ Telecom Argentina s/ Prueba anticipada

COMP. 67, XXXII, 28 de junio de 1996

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Cuestiones sustancialmente analogas a lo resuelto por la Corte en la causa "Teibo, Jorge Ornar y Tuma, María Elena c/ Lupiano, Leonardo Luís s/ Laboral" Comp.N°425, L. XXXI.

El artículo 17 de la ley 23.775 establece, de manera indubitable, que una vez instauradas las autoridades judiciales de la provincia se harán cargo de los expedientes que correspondan a su competencia, y toda vez que no hubiera recaído en las causas decisión jurisdiccional, correspondía que sea ante dichas autoridades que se continúen tramitando. 

Se señaló que ello era así en atención a que las leyes modificatorias de la jurisdicción y competencia, se aplican de inmediato a las causas pendientes, en virtud de su carácter de orden público, pues constituyen una facultad propia del legislador en el ejercicio de su capacidad soberana y desde que no existe un derecho adquirido a ser juzgado por determinado procedimiento, máxime cuando, como en el caso, se trata de la asunción, por parte del nuevo Estado Provincial, de una atribución propia que surge de la autonomía que le reconoce la Constitución Nacional.

F., M. I. c/ P., S. I. s/ Exclusión del hogar

COMP. 163, XXXII, 28 de junio de 1996

Ver dictamen

Cuestiones sustancialmente análogas a la resuelta por la Corte en la causa "Rodríguez, Rubén A. c/ Suma S.A. s/ Cobro de diferencia de haberes" Comp. 122 L. XXXI.

Nuñez, Damián c/ Bencer S.A. s/ Despido

COMP. 133, XXXII, 28 de junio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa "NIEVE, Tomás c/ Empresa Nacional de Corresos y Telegráfos S.A" N° 40, L. XXXI (R.H.).

Oyola, Daniel Alberto c/ ECOTESA s/ Demanda Laboral

COMP. 63, XXXII, 28 de junio de 1996

Ver dictamen

Devolución del expediente. 

La cuestión materia de discusión en estos autos es similar a la examinada al emitir dictamen, esta Procuración General en la causa S.C. Comp. 560 L. XXXI, "Viana, José y otros c/Gobierno de la Provincia de Misiones s/Laboral".

En consecuencia, cabe extender al presente las consideraciones expuestas en esa oportunidad y, por ende, devolver las actuaciones al Juzgado Laboral n°1 de Posadas, Provincia de Misiones, para que su titular decida si se considera apto o no para conocer en el caso.

 

Vogt, Edwino c/ ENCOTESA y/o Empresa Nacional de Correos y Telecomunicaciones y/o quien resulte responsable s/ Demanda laboral

COMP. 372, XXXII, 28 de junio de 1996

Ver dictamen

Ejecución de sentencia. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 202, L. XXXII, “Servicio Nacional de Parques Nacionales c/ Franzini, Carlos A. y/o sus herederos s/ Expropiación Las Pavas”.

Fisco Nacional (Servicio Nacional de Parques Nacionales) c/ Franzini, Carlos A. y/o sus herederos s/ Expropiación Las Pavas

COMP. 449, XXXII, 27 de agosto de 1996

Ver dictamen

Por ser la Cámara Federal de Apelaciones se la Seguridad Social el Tribunal superior del Juez Nacional en lo contencioso Administrativo, este no puede declarar su incompetencia.

Hemadi, Jalid c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Acción de amparo

COMP. 217, XXXII, 16 de mayo de 1996

Ver dictamen

Con arreglo a lo dispuesto en el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1.285/58, los conflictos que se plantean entre jueces nacionales de primera instancia deben ser resueltos por la Cámara de que dependa el Juez que primero hubiese conocido, y no por la Corte Suprema. 

Como dictaminó esta Procuración General en la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”, la Corte deberá decidir previamente si la Cámara Federal de la Seguridad Social es el tribunal de alzada del juez laboral en la materia de que se trata, pues de serlo, es dicho tribunal el superior común de ambos jueces en conflicto, y por ende el que deberá dirimirlo.

 

González Moreno de Sandullo, Raquel c/ Instituto Nacional de Previsión Social y otro s/ Ejecución previsional

COMP. 244, XXXII, 16 de mayo de 1996

Ver dictamen

Expropiación. Regulación de honorarios. Régimen de consolidación de deudas. 

Sin perjuicio de que el criterio de la Corte en casos análogos ha sido el de tender a las más amplia intervención del nuevo tribunal creado y que este conflicto se da en el marco de un diferendo interjurisdiccional entre jueces nacionales y provinciales, ni en otro donde mediase el principio de especialidad por la materia o por las personas, sino que se suscita entre dos cámaras federales con igual grado de competencia, lo que en definitiva conforma una mera distribución del trabajo, la cuestión planteada remite a la inteligencia de la Acordada 80/93 de esa Corte Suprema, razón por la que, de acuerdo con un antiguo criterio de esta Procuración General cuando se trata de la interpretación de fallos de ese Exmo. Tribunal dictados en la propia causa, se excusa el Procurador de dictaminar, desde que ha de ser la Corte quien finalmente habrá de determinar los términos de su Acordada, por ser la exclusiva y más fiel interprete de sus propios dichos.

Servicios de Parques Nacionales c/ Franzini, Carlos A. y/o sus herederos s/ Expropiación

COMP. 202, XXXII, 27 de mayo de 1996

Ver dictamen

Por ser la Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social el Tribunal Superior del Juez Nacional en lo Contencioso Administrativo, este no pudo declarar su incompetencia.

Martinolich, Asunción s/ Amparo y sumarísimos

COMP. 165, XXXII, 21 de mayo de 1996

Ver dictamen

Declaración de inconstitucionalidad

Acción meramente declarativa. Admisibilidad de la petición. 

Remisión al dictamen de la causa H. 148, L. XXIX, "Hidroeléctrica El Chocón S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa".

Central Costanera S.A. s/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Acción declarativa

C. 602, XXIX, 28 de junio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa H. 148, L. XXIX, "Hidroeléctrica El Chocón S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa".

 

Central Neuquén S.A. y otra c/ Buenos Aires, Provincia de y otra s/ Acción declarativa

C. 603, XXIX, 28 de junio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa H. 148, L. XXIX, "Hidroeléctrica El Chocón S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa".

 

Central Térmica Güemes S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de y otra s/ Acción declarativa

C. 1207, XXIX, 28 de junio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa H 148, L. XXIX,  "Hidroeléctrica El Chocón S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa".

Hidroeléctrica Piedra del Águila S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Acción declarativa

H. 97, XXIX, 28 de junio de 1996

Ver dictamen

Mantenimiento del recurso

Al solo efecto de que la Corte se pronuncie en la presente causa, se mantiene el recurso interpuesto.

V., Ángel A.; V., Pedro S. y otros s/ Infracción Ley 23.737 - Causa N° 9.160-

V. 801, XXXII, 05 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Medidas para mejor proveer

Vista del procurador. Atentado terrorista. Embajadas extranjeras. Ampliación de la prueba. 

Se solicitan medidas para mejor dictaminar.

 

 

Sumario Instruido con motivo del atentado a la Embajada de Israel

S. 143, XXIV, 11 de marzo de 1996

Ver dictamen

Solicita medidas para dictaminar.

Poli, Hugo R. y otros c/ Letamendia Arturo C. y otros s/ Rendición de cuentas

P. 119, XXXII, 24 de mayo de 1996

Ver dictamen

Queja por denegacion del recurso extraordinario

Cuestiones de competencia. Denegatoria del fuero federal. Sentencia no firme. Falta de fundamentación autónoma. Improcedencia del recurso. 

No es procedente el recurso de queja ni, por ende, el recurso extraordinario, al no haberse hecho el apelante debido cargo de los argumentos del auto denegatorio del recurso excepcional, privando con ello de debida fundamentación al recurso. La resolución recurrida no es de aquellas susceptibles del remedio excepcional, porque fuera de no constituir sentencia definitiva las resoluciones que resuelven cuestiones de competencia, no media denegatoria del fuero federal que permita sortear tal obstáculo.

Conta, Luis Francisco y otro s/ Cooperativa de vivienda y consumo limitada 22 de abril y otra

C. 1765, XXXI, 23 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Beneficios previsionales. Admisibilidad del recurso. 

Del escrito obrante en la causa, surge claramente una exposición respecto de cuál es la normativa que avalaría su derecho a la prestación que pretende, así como sus quejas acerca de la iterativa variación de las leyes que invocaron para denegar el beneficio, las que deben analizarse si eran las que estaban vigentes al momento del deceso del causante, y además, se hace referencia a Fallos de la Corte y jurisprudencia de la Cámara Previsional, que sustentarían su postura, circunstancias ambas que permiten descalificar como acto jurisdiccional valido sus desestimación a través de una mera afirmación dogmática.

Si lo sostenido es válido en el marco general de la teoría recursiva sobre la base de la garantía del art. 18 de la Constitución Nacional, se torna doblemente válido en la materia de que se trata, según las pautas rectoras elaboradas por la Corte, no ha de llegarse al desconocimiento de los derechos previsionales, sino tras un cauteloso examen. Por lo tanto, corresponde hacer lugar a la queja y al recurso extraordinario.

Bocchi de Cichetti, Agustina c/ Caja Nacional de Previsión para el Personal de Estado y Servicios Públicos

B. 72, XXVIII, 27 de mayo de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Sentencia no firme. Improcedencia del recurso. Denegatoria del recurso. 

El recurso extraordinario resulta improcedente desde que se lo interpone respecto del fallo de un tribunal de alzada, que no configura, a este respecto, la sentencia definitiva emanada del superior tribunal de la causa.

Al hallarse controvertida la competencia de los tribunales nacionales para entender en la causa, a partir de la interpretación de una norma de naturaleza federal, cuál es el artículo 38 de la ley 23.661, su tratamiento no puede ser obviado por los tribunales locales, conforme la doctrina de la Corte expuesta en los precedentes "Strada" y “Di Mascio”: “Todos los jueces de cualquier jerarquía y fuero, pueden interpretar y aplicar la constitución y las leyes de la Nación en las causas cuyo conocimiento les corresponde, sin perjuicio de los recursos a que puede dar lugar, incluso el extraordinario”, y "Es requisito inexcusable del recurso extraordinario el fenecimiento de las disputas en sede local, lo que implica el agotamiento de todas las instancias hábiles allí establecidas".

De igual manera ha dicho la Corte que “la exigencia de transitar exhaustivamente las instancias ordinarias y extraordinarias provinciales como recaudo de admisibilidad del remedio federal, tiene como presupuesto el reconocimiento ineludible de la aptitud jurisdiccional de los tribunales de todo el país -incluidos obviamente los superiores tribunales provinciales- para considerar y aplicar en su integridad la totalidad del orden jurídico del Estado, en cuya cúspide se encuentra la Constitución Nacional”.

F., Carlos Marcelo y otra c/ Clínica maternal San Fernando y otro s/ Daños y perjuicios

F. 556, XXXI, 20 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Juicio por rendición de cuentas. Cobro de sumas de dinero. Contestación de la demanda. Recibo. Presentación tardía de la documentación. Recurso de inconstitucionalidad. Recurso de inaplicabilidad de ley. Sentencia no firme. Gravamen eventual. Discrepancias del recurrente. Denegatoria del recurso. 

La Corte tiene dicho, de modo reiterado, que es requisito para la procedencia del recurso extraordinario, que el pronunciamiento apelado cumpla con el requisito de sentencia definitiva, entendiéndose por tal la que pone fin al pleito o hace imposible su continuación, o causa un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior.

No se está frente a una sentencia de tal naturaleza, desde que la misma ni da fin al pleito, ni impide su continuación, ni el punto que resuelve sobre la devolución del escrito de contestación de demanda, más allá de los trastornos que naturalmente podrá provocar, es de los que no puedan replantearse al tiempo de producirse la sentencia de fondo, si llegare a serIe adversa al recurrente. Por ese motivo, cabe advertir que aún no se ha producido -lo cual lo transforma en conjetural- el agravio que se invoca, desde que sólo si la demanda es rechazada, podrá exigirse recién por la vía federal, el tratamiento del problema que ahora prematuramente se pretende. 

La Corte asimismo ha dicho que la invocación de arbitrariedad y de violación de garantías constitucionales, no suple la ausencia de sentencia definitiva.

Tiene, a su vez, reconocida la jurisprudencia de la Corte que lo atinente a las facultades de los tribunales provinciales, el alcance de su jurisdicción y la forma en que ejercen su ministerio -regulado por preceptos de las constituciones y leyes locales- es materia que no puede reverse en la instancia extraordinaria, en virtud del respeto debido a las atribuciones de las provincias de darse sus propias instituciones y regirse por ellas.

El Superior Tribunal de Justicia de la Provincia de Buenos Aires, desestimó el recurso de inaplicabilidad de ley con fundamento en normas de orden local, que a su juicio limitan su interposición sólo contra las sentencias definitivas, entre la que no contó a la aquí resistida.

Los agravios del apelante al respecto, sólo constituyen una mera discrepancia con el criterio sentado por el juzgador provincial en cuanto a la asimilación o no de la resolución cuestionada a sentencia definitiva, que ha fundado con sustento normativo suficiente como para apartar el pronunciamiento de la tacha de arbitrariedad que se le endilga, más allá de su evidente error de negar su eventual definitividad "aunque cause gravamen irreparable", ya que si este hubiera sido el caso no sería menos evidente que hubiéramos estado ante una decisión equiparable a definitiva, según lo reconoce la pacífica y reiterada doctrina. 

El mismo óbice cabe respecto a la objeción al rechazo de la inconstitucionalidad de las leyes locales, al que al respecto valga resaltar que, además de haberse planteado de modo extemporáneo, como lo señala el tribunal, recién al tiempo de interponer el recurso local de inaplicabilidad, tampoco el profesional objetó la obligación que le imponían tales leyes, luego controvertidas al presentarse luego de la intimación bajo apercibimiento impuesta por el órgano de primera instancia, y al acompañar los comprobantes de su pago, ratificando, con ello, su sometimiento al régimen legal vigente al respecto sin objeciones de la índole que más tarde opuso.

El recurso extraordinario debió, en rigor, haberse deducido contra la sentencia de la referida cámara, que es la que decidió el punto en litigio y no contra la resolución del tribunal de casación, limitada, como se dijo, a establecer los alcances de la jurisdicción, de modo no arbitrario y en el marco de una decisión no definitiva.

Romano, Francisco J. c/ Baquero, Eduardo J. s/ Rendición de cuentas

R. 1, XXXI, 20 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Ejecución de honorarios. Sentencia no firme. Agravio hipotético. Desistimiento del recurso. Recurso de inconstitucionalidad. Ley provincial. Presentación extemporánea. Denegatoria del recurso. 

No corresponde conceder el recurso en virtud de la existencia del obstáculo decisivo a la procedencia del recurso, cual es, que conforme a las propias manifestaciones del recurrente, sus supuestos agravios, se darían en la oportunidad en que el tribunal respectivo tenga que decidir y niegue el pedido, que posiblemente haga de su regulación de honorarios por la actuación profesional en la causa y que cabría especular, el cliente o su oponente se negarían a admitir ante el desglose de las constancias que darían derecho a tal regulación.

Se está frente a una situación meramente conjetural y abstracta, que de ningún modo habilita no sólo la admisión de este recurso extraordinario, sino de cualquier vía recursiva, en tanto no sólo no ha mediado decisión jurisdiccional sobre el punto, sino tampoco petición del pretensor. 

El Tribunal ha dicho que la invocación de arbitrariedad y de violación de garantías constitucionales, no suple la ausencia de sentencia definitiva. Las facultades de los tribunales provinciales, el alcance de su jurisdicción y la forma en que ejercen su ministerio es materia que no puede reverse en la instancia extraordinaria, en virtud del respeto debido a las atribuciones de las provincias de darse sus propias instituciones y regirse por ellas.

El Superior Tribunal de Justicia, desestimó el recurso de inaplicabilidad de ley con fundamento suficiente en normas de orden local, que a su juicio limitan su interposición sólo contra las sentencias definitivas, entre la que no contó a la aquí resistida y que ponen el fallo al amparo de la alegada arbitrariedad.

El rechazo de la inconstitucionalidad de las leyes locales, resultó procedente, pues además de haberse planteado de modo extemporáneo, recién al tiempo de interponer el recurso local de inaplicabilidad, tampoco el profesional objetó la obligación que le imponían tales leyes, luego controvertidas al presentarse luego de la intimación bajo apercibimiento impuesta por el órgano de primera instancia, y al acompañar los comprobantes de su pago, ratificando, con ello, su sometimiento al régimen legal vigente al respecto sin objeciones de la índole que más tarde opuso.

Tartaglia, Néstor Raúl c/ Baquero, Eduardo José s/ Ejecución de honorarios

T. 95, XXXI, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Preclusión. Reapertura del procedimiento judicial. Resoluciones equiparables a definitiva. Defensa en juicio. Privación de justicia. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. 

Cabe advertir que, el tribunal de primera instancia consideró que no tenía relevancia jurídica tal incidencia temporal, frente a los fundamentos esgrimidos en la resolución primaria de suspensión y, consecuentemente, desestimó la pretensión, lo que fue confirmado por la alzada, que al igual que su inferior, no atendió los nuevos argumentos traídos por la actora, ni los agravios federales por violación al derecho de defensa en juicio, con motivo de la demora del proceso y esta vez fundamentó el rechazo en el instituto de la cosa juzgada y el principio de preclusión procesal. 

Es de toda evidencia que la invocación efectuada acerca de una denegación de justicia y de la violación con ello del artículo 18 de la Constitución Nacional, así como el análisis de la relación directa que se verificaría entre la norma y la solución adoptada en la causa, debió merecer, como mínimo, su tratamiento por parte del tribunal, quien, al haber ignorado tales agravios de indudable naturaleza federal, produjo una denegatoria implícita del derecho federal en que se fundamenta la pretensión, con lo cual deviene también procedente la apertura del presente recurso. 

Asimismo, el recurso extraordinario es igualmente viable, a todo evento, en razón de que el apelante, esta nueva vez, alegó la existencia de circunstancias tales como la falencia de la actora, lo cual altera a su criterio, la incidencia que pudieran llegar a tener en la causa, las decisiones que surjan de los mentados procesos penales, en relación con la oponibilidad a la masa de acreedores, y tal cuestión tampoco mereció el análisis por las diversas instancias judiciales, con lo cual, se torna arbitraria la decisión apelada, por omisión de tratamiento de cuestiones conducentes a la solución del conflicto. 

Alejandro G. Rechanic (Síndico de la quiebra de Parques Interama) s/ Parques Interama S.A. c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires

P. 301, XXXI, 16 de abril de 1996

Ver dictamen

Cuestiones de competencia. Costas. Sentencia no firme. Falta de fundamentación autónoma. Cuestión no federal. Cuestión de derecho común. Cuestiones procesales. Improcedencia del recurso. 

No es admisible la queja y, por ende, no corresponde conceder el recurso extraordinario, cuando el apelante no ha atacado los argumentos del auto denegatorio del remedio excepcional.

La objeción sobre la aplicación e interpretación de normas procesales y de derecho común, sobre reglas de competencia, imposición de costas, e improcedencia de la vía recursiva ordinaria, constituyen facultad propia de los jueces de la causa y por principio su revisión por vía del recurso extraordinario, resulta inadmisible. 

Las resoluciones de competencia, no tienen por sí mismas el carácter de sentencia definitiva y por tanto, la ausencia de tal requisito resulta un obstáculo insalvable a la procedencia del recurso extraordinario, al no mediar en el caso denegatoria del fuero federal.

Banco de Corrientes S.A. s/ Ordinario

G. 1239, XXXI, 23 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Acción de amparo. Falta de fundamentación autónoma. Denegatoria del recurso. 

La Corte tiene reiteradamente dicho que no cabe hacer lugar a la presentación directa, si en el escrito de interposición de la misma el presentante no se ha hecho cargo, ni por tanto refutado, las razones en las que se fundó el a quo para denegar el recurso extraordinario.

Maggioto, Jorge Ignacio s/ Acción de amparo

M. 1444, XXXI, 01 de febrero de 1996

Ver dictamen

Derecho de los beneficios de la seguridad social. Defensa en juicio. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

Los magistrados, si bien pudieron negarse a diligenciar la prueba que ofreció, por ser una facultad privativa el admitirla, no pudieron, en cambio, sin menoscabo de la garantía consagrada por el artículo 18 de la Constitución Nacional, dejar de examinar los citados argumentos y exponer las causas por las cuales los consideraban faltos de aptitud para modificar la suerte de su pedido, máxime cuando ellos informan de una contingencia digna de merecer el amparo de la seguridad social.

Quintana, Elva c/ Caja Nacional de Previsión de la Industria, Comercio y Actividades Civiles

Q. 11, XXXI, 15 de agosto de 1996

Ver dictamen

Cuestiones de competencia. Competencia provincial. Denegatoria del fuero federal. Admisibilidad del recurso. 

Cuestión análoga al dictamen de la causa  A. 82, L. XXXI, “Ábila, José Carlos c/ Datsima S.A. y otra”; y Y. 28, L. XXXI, “YPF S.A. c/ Municipalidad de la Matanza s/ Amparo”.

El recurso resulta admisible en lo formal cuando media denegatoria del fuero federal. 

En cuanto a la competencia en sí misma, en los citados dictámenes se estableció que la participación estatal en el paquete accionario de la empresa carece de trascendencia y es meramente accidental, por lo que tal circunstancia no resulta hábil para tener por persona aforada a la sociedad demandada, máxime cuando, además de no estar en juego entonces el interés nacional, tampoco puede, conforme al decreto 2278/90, reconocérsele el carácter de persona estatal, al no conservar el Estado Nacional, según se reconoce, el paquete mayoritario de las acciones.

Se trata de una acción donde no se encuentra en juego materia federal, sino normas de derecho laboral, de carácter común y ordinario y de aplicación, por tanto, por las jurisdicciones locales. 

 

Ormeño, Aurelio A. c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales Sociedad Anónima p/ Ordinario s/ Incidente de casación

O. 44, XXXII, 23 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 

Remisión al dictamen de la causa S. 708, L. XXXII, “Solá, Ricardo s/ Queja”.

V., Julio R. s/ Queja

V. 807, XXXII, 05 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Cuestiones de competencia. Nulidad procesal. Incidentes. Sentencia no firme. Improcedencia del recurso. Discrepancia del recurrente. Falta de fundamentación autónoma. Falta de agravio concreto. Denegatoria del recurso. 

La queja, así como el recurso extraordinario planteado, no resultan procedentes por cuanto más allá de que el quejoso no desvirtúa los argumentos dados por el a-quo para fundar la denegación del recurso excepcional, pues se limita a discrepar con el criterio sustentado -sin esgrimir una crítica concreta a dichas razones, lo que importa una deficiencia en la fundamentación autónoma del remedio- y se desprende con meridiana claridad de las constancias que surgen del cuaderno de queja, que el recurso extraordinario planteado, tiene por fin obtener que se revise una decisión incidental sobre nulidad procesal, ante la petición de suspensión de procedimientos, dentro de otro proceso, también de naturaleza incidental, como es el de competencia y sobre el cual no ha recaído decisión, razón ésta que impidió con acierto la concesión de la apelación por el tribunal de alzada local y que fundamentó, a su vez, la denegatoria de la vía de casación y del recurso extraordinario.

Porque a más de no constituir la cuestión la sentencia definitiva que exige, para la habilitación del recurso de excepción, el artículo 14 de la ley 48 -desde que se plantea en un trámite incidental de competencia- aquella se refiere a materia propia de derecho común, procesal y de derecho público local, pero, por sobre todo, trata de responder a una situación de orden solamente conjetural, por cuanto, dado que la incidencia de competencia no ha sido aún resuelta, por tanto no se ha dado el eventual agravio que se invoca de violación al principio del juez natural.

Uvexpor S.A. s/ Concurso preventivo s/ Incidente de incompetencia p/ Recurso directo

U. 27, XXXII, 23 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Acción de amparo. Consejo de la Magistratura. Juez. Enjuiciamiento de magistrados. Derecho a ser oído. Aceptación de la renuncia. Denegatoria del recurso. 

No procede el recurso extraordinario cuando carece de sustento suficiente, al no constituir una crítica razonada y concreta de las consideraciones y argumentos dados por el a quo para fundar el rechazo del amparo, en orden a la ausencia de legitimación activa del recurrente para su promoción, por no haber invocado el derecho o interés personal; directo y concreto que pretende reparar. 

Tampoco corresponde atenderlo con arreglo a la alegada arbitrariedad, por violación al principio de contradicción o bilateralidad, ya que ello, planteado como afectación del derecho de defensa y debido proceso, no configura un agravio al recurrente, sino, en todo caso, a aquellos a quienes el tribunal no corrió el traslado de la acción promovida, motivo por el que no se cumpliría con el requisito de la existencia de gravamen.

La función propia y exclusiva del Jurado de enjuiciamiento, es la de someter a Juicio a los magistrados judiciales, con el fin de separarlos del cargo y en su caso habilitar la acción de la justicia ordinaria en la investigación de eventuales delitos y, si corresponde, posibilitar el proceso y condena de aquellos, cuya actividad ha sido cuestionada.

Tal objetivo ha sido cumplido, desde que el magistrado fue separado de su función a raíz de su propia renuncia que efectuara ante el órgano habilitado para aceptársela, quedando, por ende, sin sustento la mediata pretensión material del accionante, que era la de su presencia a los fines de ser oído en el marco del enjuiciamiento por el órgano pertinente. 

Por otro lado, el otro objeto del amparo, fue la impugnación de la manera de actuar de los miembros del Tribunal Superior, que aceptaron la renuncia del magistrado y que habrían, con ello, obstaculizado, de modo impropio o ilícito, la acción del Consejo de la Magistratura pero esto también resulta inadmisible al no mediar un interés legítimo del reclamante, y máxime cuando ha hecho la correspondiente denuncia ante el órgano habilitado para juzgar a todo evento la acción de dicho tribunal, cual es la Cámara de Diputados de la Provincia.

Las cuestiones que podrían hipotéticamente habilitar la acción promovida, han venido a quedar subsanadas por las vías indicadas y con ello se transformaron en inoficiosas, y expedirse sobre las mismas conformaría una declaración en abstracto impropia de la actuación judicial.

Cano, Antonio F. s/ Amparo

C. 755, XXXII, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Cuestiones de competencia. Denegatoria del fuero federal. Apartamiento de la doctrina de la Corte. Cuestión justiciable. Agravio hipotético. Inconstitucionalidad. Presentación extemporánea. Sentencia no firme. Improcedencia del recurso. 

No procede formalmente el recurso cuando no se encuentran cumplidos los requisitos establecidos por los arts. 14 y 15 de la ley 48.

La sentencia definitiva propiamente dicha, es la que dirime el pleito, esto es, la que pone fin a la cuestión debatida de forma tal que ésta no pueda renovarse, circunstancia que no se satisface en la especie, donde lo sentenciado sólo remite al reparto de competencias que establecen las normas laborales, configurando una cuestión evidente de derecho público local, derecho común y normas de derecho procesal. A su vez, no se trata de un supuesto de denegatoria del fuero federal, excepción que permitiría la apertura del recurso extraordinario. No cabe equiparar a sentencia definitiva el pronunciamiento del juzgado del trabajo que se declaró incompetente, a los fines del art. 14, ya que no impide la continuación del proceso ni causa un agravio de índole federal de imposible o insuficiente reparación ulterior, toda vez que aún puede presentarse ante el fuero Contencioso Administrativo en busca de tutela jurisdiccional.

No se puede soslayar esta circunstancia con el pretexto de invocar jurisprudencia de la Cámara en lo Contencioso Administrativo y de Superior Tribunal de la Provincia que le sería aplicable de manera adversa. En nuestro sistema jurídico, el conjunto de sentencias dictadas en sentido concordante acerca de determinada materia, tiene como fundamento la conveniencia de uniformar las decisiones a fin de mantener, dentro de lineamientos generales, un orden interpretativo sin ser, en rigor, una fuente de normas obligatorias para los jueces. Esta particularidad con que cuenta nuestro sistema, obliga a los litigantes a someter sus pretensiones a conocimiento de los jueces naturales a fin de que se expidan expresamente en el caso particular. Tan es así, que en varias ocasiones la Corte declaró que no configura un supuesto de arbitrariedad, el apartamiento de lo dicho por el mismo tribunal en un precedente, ni tampoco constituye una cuestión federal el apartamiento de precedentes de la Corte, salvo cuando lo sea de uno dictado en la misma causa. Se necesita un pronunciamiento concreto de un tribunal para poder atacarlo, porque de lo contrario no se da lo que se denomina "causa", presupuesto indefectible de la vía del art. 14 de Ia ley 48.

Este principio fundamental, torna al agravio de denegación de justicia conjetural e hipotético, ya que no puede hacerse esta invocación de modo prematuro, cuando aún queda expedita otra vía procesal que podría ser apta para continuar su pretensión sin sustraer la causa al conocimiento de sus jueces naturales, y al agotarse recién la cual, siempre que efectivamente se vulneren sus derechos constitucionales, daría motivo a la intervención del Alto Tribunal ante el recurso que hipotéticamente se podría presentar, entonces sí, contra esa denegatoria.

Si bien el agravio de denegación de justicia fue introducido y mantenido en todas las instancias, no ocurrió lo mismo con el planteo de inconstitucionalidad, pues, el recurrente en su primera presentación solicitó la declaración de inconstitucionalidad del art. 2do. de la Ley de Contrato de Trabajo 20.744, pero en instancias ulteriores dejó de lado este argumento y, recién en el escrito de interposición del recurso extraordinario invoca como "único agravio" la invalidez constitucional del art. 1, incs. 1) y 5) de la ley provincial 7987, que excluye las presentes actuaciones del conocimiento de los jueces laborales. Este planteo resulta extemporáneo, si se tiene en cuenta que pudo y debió haber sido invocado en otra etapa del proceso, lo que obstaría también a la procedencia formal de la presente queja.

Machado, Gustavo c/ Municipalidad de Córdoba

M. 682, XXXII, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Acción de amparo. Cuestiones de competencia. Denegatoria del fuero federal. Archivo de expediente. Suprema Corte de Buenos Aires. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

La Corte ha dicho, respecto de su propia competencia originaria, que ella proviene de la Constitución y no es susceptible de ampliarse o restringirse, motivo por el que, específicamente, resulta ajena a ella la demanda de amparo, pero, sin embargo, ha establecido que dicha acción expeditiva, de manera general, es procedente en los litigios que caen dentro de la competencia originaria del Tribunal, porque de otro modo quedarían sin protección los derechos fundamentales de las partes en las hipótesis contempladas por la ley 16.986.

Dicha doctrina, aun cuando elaborada en relación al amparo federal y a su propia competencia, deviene, empero, naturalmente referible al alcance conferido por la Corte Suprema de la Provincia de Buenos Aires a su competencia originaria en la materia. Ese Tribunal, ya admitió que la cuestión que pretende ventilarse por esta vía es de las comprendida en el art. 161. inc. 1º (CBsAs), cuyo conocimiento le concierne en instancia única (art. 215 CBsAs), por lo que no aparece razonable que acto seguido concluya por ordenar el archivo de las actuaciones, con sustento en que el amparo no encuadra originariamente en su competencia. Ello es así, atento a que tal proceder desatiende los derechos de personas que pretenden ampararse en cuestiones como las referidas, confiadas en instancia única a su exclusivo y originario conocimiento, con arreglo a los propios principios de la Corte antes aludidos que procede aplicar por analogía. 

No obsta a dicho razonamiento que, del tenor del decisorio impugnado resulte expedita la vía para reclamar la inconstitucionalidad de tales dispositivos a través de una demanda ordinaria incoada por ante el Alto Cuerpo, habida cuenta que a los efectos de la viabilidad del recurso del art. 14 de la ley 48 se estima, prima facie, razonablemente acreditada la actualidad del daño, como de igual modo el carácter insuficiente o tardío, para el resguardo de los derechos que se invocan, que devendría de la utilización de aquel tipo de demanda. Tampoco puede ser un obstáculo para que la Corte local considere la acción de amparo deducida, la circunstancia de que se la encauzó por vía de la ley 16.986, pues, sería incurrir en un excesivo rigorismo no tomarla como efectuada por la normativa de la provincia, máxime ahora, a la luz de lo dispuesto por el art. 43 de la CN.

 

Venini, José María Felipe y otros c/ Poder Ejecutivo de la Provincia s/ Amparo

V. 851, XXXII, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Excepción de incompetencia. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 

Remisión al dictamen de la causa A. 82, "Abila, José Carlos c/ Datsima S.A. y otra"; y Comp. 169, L. XXXI, "Martina, Julio César c/ Y.P.F. Sociedad Anónima s/ Laboral".

Torres, David Gabriel c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A.

T. 78, XXXII, 28 de junio de 1996

Ver dictamen

Confirmación de sentencia. Admisibilidad del recurso. 

Remisión a los dictámenes de las causas A. 82, L.XXXI, "Abila, José Carlos c/ Datisma S.A. y otra" y Comp.169, L.XXI, "Martina, Julio César c/ Y.P.F Sociedad Anónima s/ Laboral".

Arena, Efrain Hipólito y otros c/ Transporte Internacional Pehuenche S.R.L. y otros

A. 42, XXXII, 21 de marzo de 1996

Ver dictamen

Remisión a los dictámenes de las causas A. 82, L.XXXI, "Abila, José Carlos c/ Datisma S.A. y otra" y Comp.169, L.XXI, "Martina, Julio César c/ Y.P.F. Sociedad Anónima s/ Laboral".

Hidalgo, Jorge Medín c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A.

H. 12, XXXII, 21 de marzo de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Juicios contra el Estado. Estado Mayor General del Ejército. Naciones Unidas. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 

En primer término, la Corte se limitó a determinar que la causa no es de su competencia originaria, de conformidad con los términos del Ministerio Publico, pues se analizó únicamente lo necesario para concluir que, por no revestir los Estados extranjeros la calidad de aforados, los Organismos Internacionales creados por ellos no pueden encontrarse en mejor situación. 

Toda vez que la quejosa no alega –ni por ende, demuestra- que la circunstancia de que deba requerirse la conformidad de las Naciones Unidas para ser sometida a juicio le irrogue un agravio de tardía o imposible reparación ulterior, la decisión impugnada no reviste el carácter de sentencia definitiva a los efectos del art. 14 de la ley 48.

Resulta aplicable la doctrina según la cual, la ausencia de definitividad no puede suplirse, aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales.

R., Esther Elena y otro c/ Estado Nacional (Administración central - Ministerio de Defensa- Estado Mayor General del Ejército)

R. 122, XXXII, 22 de mayo de 1996

Ver dictamen

Recurso de queja (procesal)

Remisión del expediente. Nueva vista. 

Se solicitan autos principales a fin de dictaminar la presente queja.

G. M., Enrique y otros s/ Incompetencia en causa 499/96 investigación de los hechos acaecidos el 23 y 24 de enero de 1989 en el Regimiento de Infantería III de la Tablada

G. 299, XXXII, 18 de junio de 1996

Ver dictamen

Recurso extraordinario

Devolución del expediente. 

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Villagra, María Teresa s/ Pensión - Reajuste

V. 179, XXII, 27 de mayo de 1996

Ver dictamen

Declaración de inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Plan de ahorro previo. Libertad de comercio e industria. Inscripción de sociedades. Falta de inscripción. Inspección General de Justicia. Inscripción registral. Facultades del gobierno provincial. Gobierno nacional. Bienestar general. Inconstitucionalidad. 

Es oportuno poner de resalto que, según ha dicho la Corte, el sometimiento de actividades como la analizada a la autoridad nacional se justifica y reconoce fundamento constitucional porque se vinculan con el régimen del dinero y del crédito así como en lo atinente al comercio interprovincial, actividades relacionadas, a su vez, con las atribuciones del Gobierno Federal para proveer lo conducente a la prosperidad del país y el bienestar general (art. 75, incs. 6°, 11, 12 y 18 de la Constitución Nacional). Ello explica la necesidad de sujetar las operaciones que implican la captación del dinero del público a un régimen uniforme en concordancia con los propósitos de las normas constitucionales. 

En este sentido, se observa que la resolución del sub lite prohíbe la comercialización de planes a las empresas que no cumplimentan los requisitos exigidos por la resolución (art. 6°): establece la responsabilidad solidaria de las firmas o agentes de ventas con las empresas administradoras de los planes que se comercialicen en la provincia respecto al cumplimiento de la adquisición del bien y de su buen funcionamiento (art. 7°) y dispone la clausura inmediata de las empresas, firmas o agentes que comercialicen planes de empresas no inscriptas, sin perjuicio de otras sanciones que correspondan (art. 8°).

Y estas disposiciones se encuentran destinadas, a regular en sentido “material” la operatoria de los planes de ahorro, motivo que fue, precisamente, el que llevó a la Corte a declarar la inconstitucionalidad de una ley similar a la Provincia del Chubut en el citado precedente de Fallos: 314:1279.

Por el contrario, de acuerdo con lo expresado por la propia Inspección General de Justicia de la Nación, no parece que esté encaminada a ese objetivo la cuestionada Resolución N° 026/91 de la Subsecretaría de Industria, Comercio y Turismo de la Provincia en cuanto exige, a las sociedades administradoras, la inscripción en un registro sujeta a los siguientes requisitos: a) comprobante de inscripción en el Registro Público de Comercio provincial; b) habilitación municipal; c) autorización para funcionar emitida por la Inspección General de Justicia de la Nación; d) constitución de domicilio en la Provincia y sometimiento a sus tribunales ordinarios; e) número de C.U.I.T. con comprobante de inscripción en la Dirección General Impositiva; f) comprobante de Inscripción en la Dirección Provincial de Rentas y g) disponer de un representante de la empresa con poder de decisión en los actos de comercio que se realicen en el territorio provincial. 

En efecto, los consignados en los puntos c) y e) no comportan exigencia alguna adicional pues consisten tan sólo en acreditar en el ámbito provincial la obtención de autorizaciones y el cumplimiento de trámites ante autoridades nacionales, y los restantes, hacen, más bien, a los aspectos estrictamente societarios reservados al control local, pues la Inspección General de Justicia controla específicamente la actividad de interés general; de manera tal que en nada se interfiere, ni se lesiona, por ende, el reparto de competencias previsto por la Constitución Nacional.

Por otra parte, en atención a que el decreto 2284/91, ratificado por ley 24.037, ha suspendido "el ejercicio de las facultades otorgadas por la ley 20.680, el que solamente podrá ser restablecido para utilizar todas o cada una de las medidas en ella articuladas, previa declaración de emergencia de abastecimiento por el Honorable Congreso de la Nación, ya sea a nivel general, sectorial o regional", cabe interpretar que las facultades invocadas por la autoridad provincial en la Resolución impugnada han corrido igual suerte, en la medida en que se fundaban en las atribuciones conferidas por los arts. 3, 18 y concordantes de la ley 20.680.

Por lo tanto, si la falta de inscripción en el registro provincial no se encontrara sometida a consecuencias que impliquen el ejercicio de atribuciones propias de la Inspección General de Justicia, no sería objetable desde el punto de vista constitucional, tal como este organismo sostiene toda vez que tal inscripción no pasaría de ser, en esas condiciones, una forma de controlar, por parte de la autoridad local, el cumplimiento de una serie de requisitos que está habilitada para exigir dentro de su esfera de competencia.

Así, corresponde acoger parcialmente la demanda y declarar la inconstitucionalidad de aquellos artículos de la Resolución N° 026/91 de la Subsecretaría de Industria, Comercio y Turismo provincial que, ante la falta de inscripción en el registro por ella creado, prevén la aplicación de medidas que las autoridades provinciales no están habilitadas para adoptar.

 

Aice S.A. de Ahorros para Fines Determinados c/ Neuquén, Provincia de y otra s/ Inconstitucionalidad

A. 37, XXIV, 28 de junio de 1996

Ver dictamen

La cuestión a dilucidar es similar a la dictaminada en la causa A 915, L. XXIX, “Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación”. En consecuencia, cabe extender las consideraciones expuestas allí.

Blanco, Héctor Benedicto c/ Caja Nacional de Previsión de la Industria, Comercio y Actividades Civiles

B. 646, XXIV, 12 de junio de 1996

Ver dictamen

Devolución del expediente. 

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Benito, José c/ Caja Nacional de Previsión de la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Reajustes por movilidad

B. 719, XXIV, 27 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Spriano, Lucía c/ Caja Nacional de Previsión para el Personal de la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Reajustes por movilidad

S. 44, XXIV, 27 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Rasumoff, Raúl c/ Caja Nacional de Previsión de la Industria, Comercio y Actividades Civiles

R. 330, XXV, 27 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Chiozza, Rosa Carlota c/ Caja Nacional de Previsión para la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Reajustes por movilidad

C. 1028, XXV, 27 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Perea Casiano c/ Instituto Nacional de Previsión Social - Caja Nacional de Previsión de la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Reajustes por movilidad

P. 553, XXVI, 16 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Rius, Ricardo Luis c/ Caja Nacional de Previsión para el Personal del Estado y Servicios Públicos s/ Reajustes por movilidad

R. 1, XXVI, 27 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Cequias, Marco Aurelio c/ Caja Nacional de previsión de industria, comercio y actividades civiles

C. 543, XXVII, 08 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Federico, Antonio c/ Caja previsional

F. 315, XXVII, 08 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Balciunas, Roberto c/ Caja previsional

B. 572, XXVII, 08 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Moreno, Ricardo Juan c/ Caja previsional

M. 587, XXVII, 08 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Fernández, Raúl c/ Caja previsional

F. 289, XXVII, 08 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Brignoli, Gloria Elvira c/ Instituto Nacional de Previsión Social - Caja nacional de previsión de la industria, comercio y actividades civiles s/ Reajustes por movilidad

B. 385, XXVII, 08 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Del Barco, Raúl c/ Caja previsional

D. 397, XXVII, 08 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Greco, Mabel c/ Caja previsional

G. 387, XXVII, 08 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Pereyra, Héctor c/ Caja previsional

P. 248, XXVII, 08 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Sciarratta, Francisca Sofía c/ Instituto Nacional de Previsión Social - Caja nacional de previsión de la industria, comercio y actividades civiles s/ Reajustes por movilidad

S. 238, XXVII, 08 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Mangini, José Luis c/ Instituto Nacional de Previsión Social - Caja nacional de previsión de la industria, comercio y actividades civiles s/ Reajustes por movilidad

M. 497, XXVII, 08 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Palmieri, Juan c/ Instituto Nacional de Previsión Social - Caja nacional de previsión de la industria, comercio y actividades civiles s/ Reajustes por movilidad

P. 436, XXVII, 08 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Rychter, Hugo José c/ Instituto Nacional de Previsión Social - Caja Nacional de Previsión para el Personal del Estado y Servicios Públicos s/ Reajustes por movilidad

R. 355, XXVII, 09 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Baldini, Octavio c/ Instituto Nacional de Previsión Social - Caja Nacional de Previsión para el Personal del Estado y Servicios Públicos s/ Reajustes por movilidad

B. 231, XXVII, 09 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Spannaus, Roberto Rafael c/ Instituto Nacional de Previsión Social - Caja de previsión de la industria, comercio y actividades civiles s/ Reajustes por movilidad

S. 698, XXVII, 09 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Rabuñal, Osvaldo Manuel c/ Instituto Nacional de Previsión Social - Caja Nacional de Previsión de la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Reajustes por movilidad

R. 213, XXVII, 09 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Peñalva, Segundo s/ Jubilación

P. 404, XXVII, 09 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Sajoux, Alfredo Alberto s/ Jubilación

S. 381, XXVII, 09 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Carusso, Ángela c/ Instituto Nacional de Previsión Social s/ Reajuste por movilidad

C. 877, XXVII, 09 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Zabala, Ángela Carmela s/ Jubilación

Z. 75, XXVII, 09 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Fungueiro, Julio José s/ Jubilación

F. 175, XXVII, 09 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Calderón, Elsira Emilia s/ Jubilación

C. 566, XXVII, 09 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Sánchez, Carmen Francisco s/ Jubilación

S. 528, XXVII, 09 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Orozco, Domingo Andrés

O. 53, XXVII, 09 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Calderón de la Barca, Elda c/ Instituto Nacional de Previsión Social - Caja Nacional de Previsión de la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Reajustes por movilidad

C. 480, XXVII, 09 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Ospital, Jorge Oscar s/ Jubilación

O. 111, XXVII, 09 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Fredes, Alicia c/ Instituto Nacional de Previsión Social s/ Reajustes por movilidad

F. 206, XXVII, 09 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Notario, Martín s/ Jubilación

N. 99, XXVII, 09 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Parry, Ricardo c/ INPS - Caja Nacional de Previsión de la industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Reajustes por movilidad

P. 186, XXVII, 09 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Piñeyro, Luis Alberto s/ Jubilación

P. 253, XXVII, 09 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Buchini de Barrilis, Raquel Alix c/ Instituto Nacional de Previsión Social - Caja Nacional de Previsión para el Personal del Estado y Servicios Públicos s/ Reajustes por movilidad

B. 225, XXVII, 09 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Sánchez Mera, Sergio Roberto s/ Jubilación

S. 514, XXVII, 09 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Bonini, Guillermo s/ Jubilación

B. 448, XXVII, 09 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Venturini, Américo s/ Jubilación

V. 239, XXVII, 09 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Fernández Sauri, Osvaldo Raúl Agustín s/ Jubilación

F. 297, XXVII, 09 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Nuñez, Francisco s/ (Materia: previsional) Reajustes por movilidad

N. 147, XXVII, 14 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Biondi, Rodolfo Agustín s/ Reajustes por movilidad

B. 528, XXVII, 14 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Morán, José s/ Reajustes varios

M. 345, XXVII, 14 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Rodríguez, Marcos Hugo s/ Reajustes por movilidad

R. 310, XXVII, 14 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Chiavello, Victoria s/ Reajustes por movilidad

C. 664, XXVII, 14 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Puerto, Héctor Guillermo s/ Reajuste por movilidad

P. 264, XXVII, 14 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Sepúlveda, Lorenzo s/ Reajustes por movilidad

S. 289, XXVII, 14 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Palacios, Luisa s/ Reajustes por movilidad

P. 390, XXVII, 14 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Tavanti, Marcelo Rubén s/ Reajustes por movilidad

T. 258, XXVII, 14 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Ferrara, Néstor Domingo s/ Reajustes por movilidad

F. 187, XXVII, 14 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Deambrogi, Rubén Oscar s/ Reajustes por movilidad

D. 70, XXVII, 14 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Alonso de Armiño, María del Carmen s/ Reajustes por movilidad

A. 372, XXVII, 14 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Barrera, Antolina c/ Caja Nacional de Previsión de la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Reajustes por movilidad

B. 401, XXVII, 16 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Arce, Anacleto Carlos c/ Caja previsional

A. 298, XXVII, 16 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Civalero, Heraldo Federico c/ Caja previsional

C. 324, XXVII, 16 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

De Nicola, Enrique c/ Caja previsional

D. 68, XXVII, 16 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Sosa, Marta Susana c/ Instituto Nacional de Previsión Social - Caja Nacional de Previsión de la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Reajustes por movilidad

S. 241, XXVII, 16 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Ballesi, Nora Leontina c/ Instituto Nacional de Previsión Social - Caja Nacional de Previsión de la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Reajustes por movilidad

B. 427, XXVII, 16 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Goenaga, José Fernando c/ Caja previsional

G. 548, XXVII, 16 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Romero, Nélida del Carmen c/ Caja previsional

R. 270, XXVII, 16 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Fernández, Haydée c / Instituto Nacional de Previsión Social - Caja Nacional de Previsión de la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Reajustes por movilidad

F. 313, XXVII, 16 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Leston, Ramón c/ Caja previsional

L. 240, XXVII, 16 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Staropoli, Norma c/ Caja previsional

S. 390, XXVII, 16 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Imbrogno, Marcelo Raúl c/ Caja previsional

I. 51, XXVII, 16 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Rivera Indarte, Diego c/ Instituto Nacional de Previsión Social - Caja Nacional de Previsión de la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Reajustes por movilidad

R. 461, XXVII, 16 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Sánchez, María Angélica c/ Instituto Nacional de Previsión Social - Caja Nacional de Previsión de la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Reajustes por movilidad

S. 307, XXVII, 16 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Recco, Ernesto c/ Caja previsional

R. 416, XXVII, 16 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Fernández, Fermín s/ Reajustes por movilidad

F. 183, XXVII, 20 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Solana, Juana s/ Reajustes por movilidad

S. 311, XXVII, 20 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Ksiendzuk, Nadia s/ Reajustes por movilidad

K. 47, XXVII, 21 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Piazza, Iris Alicia c/ Caja previsional

P. 361, XXVII, 23 de mayo de 1996

Ver dictamen

Reajuste jubilatorio. Movilidad del haber jubilatorio. Inconstitucionalidad. Devolución del expediente. 

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Encontrándose impugnada por vía extraordinaria la declaración de inconstitucionalidad del art. 53 de la ley 18.037, por el periodo posterior al 1° de abril de 1991, luego entro en vigencia la ley 24.643, que introdujo un conjunto de prescripciones formales y substanciales modificatorias del sistema de seguridad social. Dicho dispositivo, resulta susceptible de aplicación retroactiva en aspectos vinculados con el objeto del recurso, como el tope máximo de haberes. 

Fernández, Agustín Raimundo c/ Caja previsional

F. 335, XXVII, 23 de mayo de 1996

Ver dictamen

Haber jubilatorio. Declaración de inconstitucionalidad. Revocación del acto administrativo. Devolución del expediente. 

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Encontrándose impugnada por vía extraordinaria la declaración de inconstitucionalidad del art. 53 de la ley 18.037, por el periodo posterior al 1° de abril de 1991, luego entro en vigencia la ley 24.643, que introdujo un conjunto de prescripciones formales y substanciales modificatorias del sistema de seguridad social. Dicho dispositivo, resulta susceptible de aplicación retroactiva en aspectos vinculados con el objeto del recurso, como el tope máximo de haberes.

Beckmann de De la Orden, Catalina c/ Caja Nacional de Previsión para el Personal del Estado y Servicios Públicos s/ Reajustes por movilidad

B. 321, XXVII, 24 de mayo de 1996

Ver dictamen

Devolución del expediente. 

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Bonfiglioli de Wehberg, Lila c/ Caja Nacional de Previsión para el Personal del Estado y Servicios Públicos s/ Reajustes por movilidad

B. 403, XXVII, 24 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Ozura, Antonio c/ Instituto Nacional de Previsión Social - Caja Nacional de Previsión de la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Reajustes por movilidad

O. 77, XXVII, 27 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Guerrero, Manuel c/ Instituto Nacional de Previsión Social - Caja Nacional de Previsión para el Personal del Estado y Servicios Públicos s/ Reajustes por movilidad

G. 809, XXVII, 27 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Schweitzer, Miguel Ángel c/ Instituto Nacional de Previsión Social - Caja Nacional de la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Reajustes por movilidad

S. 299, XXVII, 27 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Traveso, Alberto c/ Instituto Nacional de Previsión Social - Caja Nacional de Previsión de la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Reajustes por movilidad

T. 271, XXVII, 27 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Ruiz, Mabel c/ Caja Nacional de Previsión para el Personal del Estado y Servicios Públicos

R. 457, XXVII, 27 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Rejo, María Purificación c/ Caja Nacional de Previsión de la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Reajustes por movilidad

R. 632, XXVII, 27 de mayo de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa M. 230, L. XXVII, “Mirabile, Mario c/ Provincia de Mendoza”.

Martínez López, Juan Antonio y otros c/ Provincia de Mendoza s/ Acción de incostitucionalidad

M. 653, XXVIII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

La Cruz de Pradera, Damicia c/ Instituto Nacional de Previsión Social - Caja Nacional de Previsión de la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Reajustes por movilidad

L. 157, XXVIII, 09 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Crespo, Bernardo Ava c/ Instituto Nacional de Previsión Social - Caja Nacional de Previsión de la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Reajustes por movilidad

C. 1001, XXVIII, 16 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Barderas, Felipe c/ Caja previsional

B. 575, XXVIII, 16 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Damiani, Vicente c/ Caja previsional

D. 140, XXVIII, 16 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Ottonello, Néstor c/ Caja previsional

O. 49, XXVIII, 16 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Chocobar, Sixto Celestino c/ Caja previsional

C. 278, XXVIII, 16 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Illoz de del Piano, Rafaela Victoria

I. 37, XXVIII, 20 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Elizalde de Bertrán, Beatriz Luisa s/ Reajustes por movilidad

E. 180, XXVIII, 20 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Losada de Piacquadio, Matilde c/ Caja Nacional de Previsión para el Personal del Estado y Servicios Públicos s/ Reajustes por movilidad

L. 111, XXVIII, 24 de mayo de 1996

Ver dictamen

Acción de inconstitucionalidad. IVA. Juicios contra el Estado. Estado Nacional. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

Remisión al dictamen de la causa L. 62, L. XXXI, “La Bellaca S.A.A.C.I.F. y M. c/ Estado Nacional – DGI- s/ Repetición”.

El remedio federal articulado es procedente, toda vez que se ha cuestionado el alcance y validez constitucional del decreto 435/90 y lo resuelto es contrario a las pretensiones de la recurrente.

Superinox c/ Estado Nacional por Inconstitucionalidad

S. 481, XXIX, 24 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Movilidad de haber jubilatorio. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. Devolución del expediente. 

Sería inútil un pronunciamiento sobre la constitucionalidad del sistema de movilidad de la ley 18.037 a partir de la ley 23.928 desde que, sin perjuicio de lo que se estime a su respecto, no puede dejar de considerarse lo preceptuado por una ley posterior con pretensiones de vigencia retroactiva en la materia. En este sentido, debe recordarse que la Corte siempre ha sostenido que su fallo debe atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes a la interposición del recurso extraordinario. 

El actual planteo respecto de la ley 24.643 viene a constituir una nueva acción de inconstitucionalidad antes que el eventual complemento de la materia recursiva, circunstancia comprensible a poco que se advierte que la potencial retroactividad de la norma, apresuro esta presentación en la instancia. Una decisión de la Corte sobre la constitucionalidad de un régimen como el indicado, conduciría a decidir sobre un dispositivo en relación al cual no existe decisión previa de un Tribunal de mérito. Tal circunstancia convertiría a la Corte en juzgadora originaria respecto de una materia en relación a la cual no posee dicha habilitación formal, lo que la apartaría de su expresa y estricta función constitucional en el contexto impugnatorio, cual es la de examinar concretas aplicaciones de derecho federal realizadas por los jueces superiores de la causa en el marco de pronunciamientos definitivos. Más aún si se advierte que la vía de arribo a conocimiento por la Corte de la presente, no es la novedosa del art. 19 de la ley 24.463, sino la tradicional del art. 14 de la ley 48, por lo que, no siendo el recurso ordinario, las facultades del tribunal permanecen limitadas al marco extraordinario.

Al carecer la Corte de competencia para pronunciarse sobre el último planteo presentado a su examen y, comportando su objeto una normativa con pretensiones de vigencia retroactiva respecto de cuestiones comprendidas en el contenido originario de la instancia, corresponde devolver la presente al tribunal de origen.

Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación

A. 915, XXIX, 03 de mayo de 1996

Ver dictamen

Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Energía eléctrica. Servicio público. Falta de legitimación para obrar. Impuestos provinciales. Ley provincial. Constitución Nacional. Facultades del Poder Legislativo. Comercio marítimo y fluvial. Interpretación de la Constitución. División de poderes. 

Es necesario referirse a las objeciones que la provincia demanda plantea respecto de la falta de legitimación de la actora.

Contrariamente a lo sostenido por la excepcionante, el hecho de no ser dicha parte, en definitiva, quien debe soportar el pago del tributo que reputa inconstitucional, es insuficiente para descartar la existencia en su contra de un “perjuicio o lesión actual” en los términos del art. 322 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.

Así se piensa, toda vez que, como surge del relato supra efectuado, la accionante fundó el perjuicio que alega en una circunstancia totalmente distinta, cual es la potencial pérdida de grandes consumidores bonaerenses de la energía que ella produce, ocasionada por el encarecimiento en su precio -con relación a las generadoras provinciales- en virtud del tributo impugnado, respecto del cual debe actuar además como agente de retención.

Y, en este sentido, es necesario recordar que el Tribunal ha establecido que, siempre que la petición no tenga un carácter simplemente consultivo, no importe una indagación meramente especulativa, sino que responda a un “caso” que busque precaver los efectos de un acto en ciernes al que se atribuye ilegitimidad y lesión al régimen constitucional federal, constituye una “causa” en los términos de la ley fundamental. 

En nuestro derecho constitucional, el art. 75, inc. 13 del Texto Fundamental confiere privativamente al Congreso la competencia de reglar el comercio entre provincias y con Estados extranjeros. El inciso 12 del mismo artículo lo faculta a dictar el código de la materia. Pero, además, la delegación se ratifica con lo dispuesto en el art. 126, que prohíbe a las provincias "expedir leyes sobre comercio o navegación interior o exterior”.

La Corte también ha consagrado, una constante jurisprudencia tendiente a interpretar de manera amplia en los alcances la llamada “clausula comercial”. En Fallos: 154:104, valga recordar para el caso, expresó que “el vocablo comercio usado por la Constitución Americana igual al del inciso 12 del artículo 67, ha sido interpretado en el sentido de comprender, además del tráfico mercantil y la circulación de efectos visibles y tangibles para todo el territorio de la Nación, la conducción de personas y la transmisión por telégrafo, teléfono u otro medio, de ideas, órdenes y convenios. El poder para regular el comercio así comprendido es la facultad para prescribir las reglas a las cuales aquél se encuentra sometido y su ejercicio corresponde al Congreso de la Nación de una manera tan completa como podría serlo en un país unitario. En idéntico sentido dijo la Corte que el "Congreso puede legislar sobre los aspectos de las actividades interiores de las provincias susceptibles de menoscabar u obstruir el comercio interprovincial y exterior, o perturbar el bienestar general en el orden nacional, en ejercicio de la facultad que le asiste para arreglar aquéllas y fomentar a éste, en la medida que a tales fines fuese necesario".

Cabe destacar las especiales características que posee la actividad de generación, transporte y consumo de energía eléctrica de que se trata, máxime en la actualidad, cuando el servicio se presta a través del Sistema Argentino de Interconexión (art. 35 de la ley 24.065).

En materia de competencias para regular esas actividades no cabe aceptar el criterio puramente territorial, pues esta única condición no sólo no faculta a ejercer esa potestad sino que, no pueden los estados provinciales invocar, por ejemplo, la titularidad territorial para poner trabas de índole alguna a las actividades que, en su esencia, se vinculan al tráfico interprovincial e internacional. 

Otras peculiaridades de la actividad, en cambio, demostrarán a su vez que lo razonable apunta a que sea la Nación la encargada de administrar el servicio de energía eléctrica. 

En este sentido, la naturaleza de la electricidad hace que sea imposible impedir que trascienda los límites de una provincia a otra, con la consecuente fricción que se daría entre las provincias limítrofes que pretendiesen regular el servicio, todo lo cual implicaría una suerte de renacimiento de los conflictos del siglo pasado y principio del actual a raíz del tráfico de ganados y, especialmente, con motivo de la extracción del petróleo. 

Asimismo, en el actual desarrollo del sistema eléctrico, se torna aún más diáfana la regulación de la actividad en el marco del art. 75 de la Constitución Nacional, no sólo con relación al referido inciso 13, que faculta al Congreso a "reglar el comercio marítimo y terrestre con las naciones extranjeras, y de las provincias entre sí", sino también respecto del inciso 1°, "establecer los derechos de importación y exportación"; del 10°, "crear o suprimir aduanas" y del 18°, "proveer lo conducente a la prosperidad del país, promoviendo la introducción y establecimiento de nuevas industrias. por leyes protectoras de estos fines".

La inteligencia de la cuestión suscitada, a la luz de los preceptos constitucionales que, cabe interpretar que asignan la potestad de reglamentar el servicio eléctrico a la autoridad nacional, parte de consagrados principios de hermenéutica aplicados por la Corte. Por lo pronto, se desprende del principio que sostiene que la constitución debe ser analizada como un conjunto armónico dentro del cual cada una de sus disposiciones ha de interpretarse de acuerdo con el contenido de las demás o, dicho de otro modo, que las normas constitucionales no deben ser interpretadas en forma aislada e inconexa, sino como partes de una estructura sistemática considerada en su totalidad. Sobre esa base, corresponde ahora recordar que la Corte también ha dicho que "la interpretación de la Constitución Nacional debe hacerse de manera que sus limitaciones no turben el eficaz ejercicio de los poderes del Estado para el cumplimiento de sus fines del modo más beneficioso para la comunidad" y que "las provincias, dada la posición que ocupan dentro del régimen constitucional, deben observar una conducta que no interfiera ni directa ni indirectamente, la satisfacción de servicios de interés público nacional. Las facultades de las provincias, por importantes y respetables que sean, no justifican la prescindencia de la solidaridad requerida por el destino común de los demás Estados autónomos y de la Nación y que, como se expresó en Fallos: 154:104, que "el poder para regular el comercio corresponde al Congreso de la Nación de una manera tan completa como podría serlo en un país de régimen unitario". 

Este mismo criterio se reiteró en Fallos: 304:1187, donde se sostuvo que "si bien es muy cierto que todo aquello que involucre el peligro de limitar las autonomías provinciales ha de instrumentarse con la prudencia necesaria para evitar el cercenamiento de los poderes delegados de las provincias, no lo es menos que el ejercicio por parte de la Nación de las facultades referidas en el párrafo precedente no puede ser enervado por aquéllas, so pena de convertir en ilusorios los propósitos y objetivos de las citadas facultades que fincan en la necesidad de procurar eficazmente el bien común de la Nación toda, en el que necesariamente se encuentran engarzadas y del cual participan las provincias. A lo cual, se añadió, en el mismo precedente, que "en este orden de ideas debe subrayarse que, conforme al principio de quien tiene el deber de procurar un determinado fin tiene el derecho de disponer de los medios necesarios para su logro efectivo y habida cuenta de que los objetivos enunciados en el preámbulo y los deberes facultades establecidos en los supra citados incisos del art. 75 de la Constitución Nacional tiene razón de causa final y móvil principal del Gobierno Federal, no cabe sino concluir que éste no puede ser enervado en el ejercicio de estos poderes".

Según tiene declarado la Corte, comercio entre dos estados, es el que concierne a más de un estado y sólo el comercio completamente interno de un estado está fuera de la jurisdicción nacional. 

En el sub lite se configura evidentemente el primero de dichos supuestos, toda vez que se encuentran involucrados una generadora instalada fuera del ámbito de la Provincia de Buenos Aires y usuarios ubicados en el territorio de ésta, circunstancia que da por tierra con la aserción de la accionada en el sentido de que no se ha creado una aduana interior que obstaculice el comercio interprovincial, pues el impuesto discutido no grava la transferencia o circulación de energía, sino su consumo por usuarios radicados en territorio provincial.

Ello es así, por cuanto también ha establecido la Corte que los principios contenidos en los arts. 10 y 11 y las facultades previstas en los arts. 4, 9 y 67, inc. 12 de la Constitución Nacional (antes de la reforma de 1994), no invalidan de modo absoluto los tributos locales sobre el comercio interprovincial, pero impiden que puedan ser fruto de una política que discrimina el comercio exterior en función de su origen, o respecto del interior en beneficio de éste: como también que se apliquen a modo de condición para ejercerlo, o encarezcan su desenvolvimiento al extremo de dificultarlo o impedirlo. 

Y, en el caso, no obstante que los impuestos creados por los decretos-leyes provinciales gravan sin distinción el consumo de energía eléctrica de todos los usuarios asentados en el territorio de la Provincia, quedan sin embargo exentos de pagarlo, en virtud del decreto local 1160/92, cuando la empresa productora también se encuentre ubicada en dicho territorio. 

Así, el juego de dichas normas provoca, finalmente, un encarecimiento de la energía producida por generadoras extra provinciales que habrá de dificultar el consumo de esta última en los términos de la citada doctrina y, por ende, el comercio interprovincial, eventualidad invalidante que se produce cuando el gravamen establecido por las autoridades locales funciona de hecho como un derecho aduanero.

 

Hidroeléctrica El Chicón S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Acción declarativa

H. 148, XXIX, 28 de junio de 1996

Ver dictamen

Devolución del expediente. 

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Altube, Mabel Inés c/ Instituto Nacional de Previsión Social - Caja Nacional de Previsión de la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Reajustes por movilidad

A. 269, XXIX, 16 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Silva, Rubén c/ Instituto Nacional de Previsión Social - Caja Nacional de Previsión de la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Ajustes por movilidad

S. 99, XXIX, 16 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Mercado, Bacilia c/ Caja previsional

M. 4, XXIX, 16 de mayo de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 141, L. XXIX, “Alfieri, Elisa y otro c/ Municipalidad de Tres de Febrero y otros s/ Daños y perjuicios”.

Alfieri, Elisa y otro s/ Beneficio de litigar sin gastos

COMP. 141, XXIX, 27 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Villanueva de Villarroya, Marta Elena c/ Instituto Nacional de Previsión Social - Caja Nacional de Previsión para el Personal del Estado y Servicios Públicos s/ Reajustes por movilidad

V. 158, XXIX, 27 de mayo de 1996

Ver dictamen

Tributos. Protección de consumidores y usuarios. Acción declarativa de inconstitucionalidad. Acción de amparo. Legitimación activa. 

No existe impedimento para admitir que tengan legitimación activa para promover la acción aquí deducida, quienes están constitucionalmente habilitadas para promover la vía excepcional del amparo. 

El hecho de no ser la actora quien deba soportar el pago del tributo que reputa inconstitucional, es insuficiente para descartar la existencia en su contra de un “perjuicio o lesión actual” en los términos del art. 322 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. 

La Corte ha establecido que, siempre que la petición no tenga un carácter simplemente consultivo, no importe una indagación meramente especulativa, sino que responda a un caso que busque precaver los efectos de un acto en ciernes al que se atribuya ilegitimidad y lesión al régimen constitucional federal, constituye una causa en los términos de la Ley Fundamental.

Asociación de Grandes Usuarios de Energía Eléctrica de la República Argentina c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Acción declarativa

A. 95, XXX, 29 de agosto de 1996

Ver dictamen

Devolución del expediente. 

Cuestiones similares a las que tuvo ocasión de examinar el Sr. Procurador General de la Nación al emitir dictamen en la causa A. 915, L. XXIX, "Acosta, Rosendo Alfredo s/ Jubilación".

Dean, Juan José c/ Caja previsional

D. 18, XXX, 16 de mayo de 1996

Ver dictamen

Diferencia de haberes jubilatorios. Juicios contra el Estado. Funcionarios judiciales. Poder Judicial. Cuestión federal. Interpretación de la ley. Remuneración del juez. Garantía de los jueces. Reajuste jubilatorio. Intangibilidad de la remuneración. Confirmación de sentencia. 

Los agravios del recurrente suscitan cuestión federal bastante para su examen en la instancia extraordinaria, toda vez que se ha puesto en tela de juicio la aplicación de un precedente de la Corte, así como el alcance y aplicación de la protección constitucional que corresponde a los sueldos de los jueces y de normas federales. 

En cuanto al fondo del asunto, en la tarea de establecer la inteligencia de normas federales, a las que se refiere el art. 14 de la ley 48, la Corte no se encuentra limitada por las posiciones del tribunal apelado ni por las de las partes sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto controvertido. 

A la luz de tal principio, resulta intrascendente establecer, cuál es la naturaleza jurídica de las sumas que percibieron magistrados y funcionarios en virtud de lo dispuesto por el decreto 1770/91, cuyo dictado alegaron los actores tan sólo como "hecho nuevo" vale decir, como refuerzo del fundamento inicial de su pretensión en un fallo de la Corte.

Tiene dicho la Corte en el precedente de la causa "Almeida Hansen, Jorge A. c/ Estado Nacional (Ministerio de Educación y Justicia) s/ Amparo" y otros que, importan el reconocimiento de haber mediado una injustificada e ilegítima disminución de los sueldos de los jueces que lleva necesariamente a aceptar el derecho de reclamar de quienes tienen una prestación derivada que ha sido fijada en un porcentaje por la ley respectiva.

Ello es así pues, toda solución que permita a los jueces demandar la tutela prevista por el art. 96 de la Constitución Nacional (antes de la reforma) y desconozca igual facultad en cabeza de los jubilados, convierte en letra muerta las previsiones contenidas en los arts. 4, 7 y 14 de la ley 18.464, al desconocer que el quebrantamiento de la norma superior, se proyecta sobre aquellos que, por haberse jubilado con derecho a un porcentaje fijo de las remuneraciones de los magistrados en actividad, encuentran sus haberes sensiblemente disminuidos frente a los que deberían percibir para evitar discriminaciones ilegítimas.

Por lo tanto, resultaba justificado el pedido tendiente a lograr el reajuste del haber en función de la retribución que corresponde a los jueces por mandato constitucional, pues la ley federal que rige el sistema jubilatorio de los magistrados y funcionarios de la justicia nacional ha establecido una correlación entre una y otra clase de haberes, de modo que si el de los jueces hubiese sido declarado insuficiente y actualizado para cumplir con el referido mandato, desconocer al peticionario todo derecho con apoyo en una comprensión formal de las normas sustanciales, es vulnerar la ley invocada y la proporcionalidad tenida en cuenta en oportunidad de su dictado.

Lo expuesto lleva sin duda a declarar admisible la pretensión de los funcionarios y empleados por el período en que se mantuvo en vigencia la ley 22.269, durante el cual adquirieron el derecho a percibir como remuneración, en la forma declarada por la Corte, determinado porcentaje del sueldo de los Ministros del Tribunal.

 

Abregu De Padilla, Marta María y otros c/ Estado Nacional s/ Cobro de pesos por diferencia de haberes

A. 89, XXXI, 28 de junio de 1996

Ver dictamen

Juicio ejecutivo. Excepción de incompetencia. Inhabilidad de título. Recurso de casación. Sentencia definitiva. Resoluciones equiparables a definitiva. Admisibilidad del recurso. 

El recurso extraordinario interpuesto resulta procedente en lo formal, por cuanto más allá de que se trate, de una ejecución fiscal, medió la denegatoria del fuero federal que invocara la ejecutada, lo que ya no sería susceptible de tratamiento en una instancia ulterior, así también, porque la Corte tiene dicho que si bien las decisiones recaídas en juicios de ejecución fiscal no constituye sentencia definitiva en los términos del art. 14 de la ley 48, tal doctrina cede cuando lo resuelto en la sentencia de un juicio de apremio, reviste gravedad institucional o puede conducir a la frustración de un derecho federal, perturbando la prestación de servicios públicos.

Al hallarse controvertida la competencia de los tribunales nacionales para entender en la causa, a partir de la interpretación de una norma de naturaleza federal, su tratamiento no puede ser obviado por los tribunales locales, conforme la doctrina de la Corte expuesta en los precedentes “Strada” y “Di Mascio”, donde señalara que todos los jueces, de cualquier jerarquía y fuero, pueden interpretar y aplicar la Constitución y las leyes de la Nación en las causas cuyo conocimiento les corresponde, sin perjuicio de los recurso a que puede dar lugar, incluso el extraordinario. Además, afirmó que es requisito inexcusable del recurso extraordinario el fenecimiento de las disputas en sede local, lo que implica el agotamiento de todas las instancias hábiles allí establecidas. 

De igual manera ha dicho que, la exigencia de transitar exhaustivamente las instancias ordinarias y extraordinarias provinciales como recaudo de admisibilidad del remedio federal, tiene como presupuesto el reconocimiento ineludible de la aptitud jurisdiccional de los tribunales de todo el país -incluidos obviamente los superiores tribunales provinciales- para considerar y aplicar en su integridad totalidad del orden jurídico del Estado, en cuya cúspide se encuentra la Constitución Nacional.

 

Municipalidad de Zapala c/ Telefónica Argentina S.A. s/ Ejecución fiscal

M. 297, XXXI, 20 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Acción de inconstitucionalidad. Inadmisibilidad del recurso. 

Remisión al dictamen de la causa P. 702, L. XXXI, “Provincia de Río Negro - Recurso extraordinario contra la Resolución Nº 44/94 del Plenario de la Comisión Federal de Impuestos”.

Provincia de Córdoba c/ Resolución N° 44/94 s/ Plenario de la Comisión Federal de Impuestos

P. 701, XXXI, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa P. 702, L. XXXI, “Provincia de Río Negro - Recurso extraordinario contra la Resolución Nº 44/94 del Plenario de la Comisión Federal de Impuestos”.

Provincia de Corrientes s/ Nulidad articulada por la Provincia de Santiago del Estero c/ Resolución 114/95

P. 813, XXXI, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Declaración de inconstitucionalidad. Juicios contra el Estado. Alícuota. Impuesto sobre los capitales. Decreto de necesidad y urgencia. Principio de legalidad. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestiones procesales. Facultades del Poder Legislativo. Constitucionalidad. Facultades del Poder Ejecutivo. Confirmación de sentencia. 

La Dirección General Impositiva limita sus agravios a sostener la validez de la norma cuestionada en virtud de su carácter de "decreto de necesidad y urgencia". 

Tal circunstancia, por lo demás, ya fue advertida por el a quo cuando expresó que la recurrente no se hizo cargo de los argumentos del juez de primera instancia relativos al principio de legalidad consagrado por la Carta Magna, conclusión que, reposa en fundamentos de hecho y de derecho procesal irrevisables en la instancia excepcional. Máxime cuando, el recurso fue denegado respecto de la tacha de arbitrariedad y no se dedujo la pertinente queja. 

Por consiguiente, no asiste razón a la apelante. Ello, a la luz de lo resuelto por la Corte, con relación al indiscutido principio de legalidad, que ninguna carga tributaria puede ser exigible sin la preexistencia de una disposición legal encuadrada dentro de los preceptos y recaudos constitucionales, esto es, válidamente creada por el único poder del Estado investido de tales atribuciones, de conformidad con los arts. 4, 17, 44 y 67 de la Constitución Nacional.

En lo que respecta al punto en que la recurrente centra sus agravios, la Corte dijo allí que el hecho de que el decreto sea de los llamados "de necesidad y urgencia" no obsta a la conclusión anterior pues, aun cuando en el caso "Peralta" el Tribunal reconoció la validez de una norma de ese tipo, ponderando la imposibilidad del Congreso para remediar una situación de grave riesgo social, ya en esa oportunidad se señaló que en materia económica, las inquietudes de los constituyentes se asentaron en temas como la obligada participación del Poder Legislativo en la imposición de Contribuciones, consustanciada con la forma republicana de “gobierno”. Se adelantó de tal modo una conclusión que se deriva directamente del principio de legalidad en materia impositiva, cual es la limitación constitucional infranqueable que supone esa materia para los decretos referidos, aun cuando se reconozca su validez respecto de otras materias y en las especialísimas circunstancias que precedieron al dictado del decreto 36/90. 

A lo que agregó la Corte que esa conclusión, por otra parte, resulta ahora corroborada por la Constitución Nacional, toda vez que si bien su art. 99 expresamente contempla entre las atribuciones del Poder Ejecutivo la de dictar decretos de necesidad y urgencia, prohíbe el ejercicio de tal facultad extraordinaria en materia tributaria.

La Bellaca S.A.A.C.I.F. y M. c/ Estado Nacional -Dirección General Impositiva-  s/ Repetición Dirección General Impositiva

L. 62, XXXI, 28 de junio de 1996

Ver dictamen

Inconstitucionalidad. Denegatoria del recurso. 

Cuestión análoga al dictamen de la causa L. 782, L. XXXI, “La Rural Vdos. y Bgas. S.A. Ltda. c/ Gobierno de la Provincia de Mendoza s/ Acción de inconstitucionalidad”.

Bodegas y Viñedos López S.A.I.C. c/ Gobierno de la Provincia de Mendoza s/ Acción de inconstitucionalidad

B. 931, XXXI, 07 de febrero de 1996

Ver dictamen

Cuestión análoga al dictamen de la causa L. 782, L. XXXI, “La Rural Vdos. y Bgas. S.A. Ltda. c/ Gobierno de la Provincia de Mendoza s/ Acción de inconstitucionalidad”.

Bodegas y Viñedos Goyenechea y compañía S.C.S c/ Gobierno de la Provincia de Mendoza s/ Acción de inconstitucionalidad

B. 932, XXXI, 07 de febrero de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa M. 230 L. XXVIII  "Mirabile, Mario c/ Provincia de Mendoza".

Busquets, Isidoro Isabelino Enrique c/ Provincia de Mendoza s/ Acción de inconstitucionalidad

B. 3, XXXI, 12 de junio de 1996

Ver dictamen

Derecho de asociación. Regulación de honorarios. Obras sociales. Ley de reglamentación. Poder de policía. Bien común. Confirmación de sentencia. 

La doctrina jurisprudencial de la Corte tiene establecido que la libertad de asociación no tiene características que la pongan a cubierto de las reglamentaciones, restricciones y cargas que puedan imponerse a las demás que la Constitución reconoce, cuando sean requeridas por el bienestar, salud y prosperidad comunes.

Tal doctrina dejó señalado, en cuanto a la obligación de efectuar aportes, que ella queda legitimada cuando existe la posibilidad de que los obligados a contribuir obtengan un beneficio concreto, específico y diferenciado y haya vínculos de solidaridad entre quienes practican una misma profesión, circunstancia ésta que justifica razonablemente la exacción.

La doctrina reseñada es, de aplicación al sub lite, ya que los agravios que expresa el recurrente contra la sentencia del a quo se hallan comprendidos en los argumentos que fueron considerados y rebatidos en la formulación de la misma. Por otra parte, el precedente de Fallos 286:187, tan denostado por el apelante, que le adjudica un fuerte tinte político, no hizo más que corroborar la doctrina de la Corte en la materia, trazada desde mucho antes y con distinta composición del Tribunal.

Cabe añadir que tal doctrina fue sostenida una vez más por la Corte, al decidir que el derecho de asociación no es absoluto y debe conformarse a las leyes que lo reglamentan y que el poder de no asociarse o de no concretar -sobre el que debe privar el poder de policía- no obsta a la incorporación solidaria a organismos de previsión y seguridad social, con fines de bien común que imponen obligaciones económicas para su sustento. 

G., G., M., y otro s/ Divorcio vincular

G. 385, XXXI, 07 de marzo de 1996

Ver dictamen

Acción de inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Convenios interprovinciales. Impuestos. Competencia provincial. Denegatoria del recurso. 

Pese a que se impugna la constitucionalidad de una ley provincial por resultar violatoria de distintas normas de orden nacional, el primer cuestionamiento introducido por la actora consiste en sostener que el Poder Ejecutivo Provincial habría celebrado un tratado que impone una contribución obligatoria a los industriales locales, en franca violación del art. 74 de la Provincia de Mendoza, que atribuye tal iniciativa a la Cámara de Diputados.

Y, como este tema debe analizarse con prioridad, pues, tornaría abstracto el tratamiento de todos los demás si fuera acogido por el juzgador, en el sub examine se ha configurado el supuesto que se enunció en el capítulo II, segundo párrafo del dictamen aludido; esto es, la doctrina que el Tribunal desarrolló en los fallos allí citados para los pleitos en que se cuestionan leyes y decretos provinciales, si se sostiene que los mismos son violatorios de las instituciones provinciales y nacionales. En esa hipótesis, la Corte preceptúa que debe irse primeramente ante los estrados de la justicia provincial y, en su caso, llegar a la Corte por el recurso extraordinario del art. 14 de la ley 48.

La Rural Viñedos y Bodegas S.A. Limitada c/ Gobierno de la Provincia de Mendoza s/ Acción de Inconstitucionalidad

L. 782, XXXI, 07 de febrero de 1996

Ver dictamen

Desistimiento del recurso. 

Cuestiones análogas al fallo de la causa M. 1078, L. XXXI, "Morales, Carlos A. y otros s/ Recurso de casación".

P., Fermín A. s/ Recruso de casación

P. 764, XXXI, 21 de febrero de 1996

Ver dictamen

Inconstitucionalidad. Denegatoria del recurso. 

Cuestión análoga al dictamen de la causa L. 782, L. XXXI, “La Rural Vdos. y Bgas. S.A. Ltda. c/ Gobierno de la Provincia de Mendoza s/ Acción de inconstitucionalidad”.

S.A. Nieto Carbo y A. Senetiner Agrícola Comercial e Industrial c/ Gobierno de la provincia de Mendoza s/ Acción de Inconstitucionalidad

S. 1024, XXXI, 16 de febrero de 1996

Ver dictamen

Cuestión sustancialmente análoga al dictamen de la causa L. 782, L. XXXI, “La Rural Vdos. y Bgas. S.A. Ltda. c/ Gobierno de la Provincia de Mendoza s/ Acción de inconstitucionalidad”.

S.A.I.A. Pascual Toso c/ Gobierno de la Provincia de Mendoza s/ Acción de inconstitucionalidad

S. 1023, XXXI, 07 de febrero de 1996

Ver dictamen

Cuestión análogal al dictamen de la causa L. 782, L. XXXI, “La Rural Vdos. y Bgas. S.A. Ltda. c/ Gobierno de la Provincia de Mendoza s/ Acción de inconstitucionalidad”.

Valentín Bianchi S.A.C.I.F. c/ Gobierno de la Provincia de Mendoza s/ Acción de inconstitucionalidad

V. 530, XXXI, 07 de febrero de 1996

Ver dictamen

Ejecución previsonal. 

Remisión al dictamen de la causa A. 264, L. XXIX, “Abbate, Carmelo c/ Instituto Nacional de Previsión Social”.

Orioli Pissani, Celestino Clemente c/ Caja Nacional de Previsión para el Personal del Estado y Servicios Públicos s/ Ejecución previsional

O. 250, XXXI, 15 de agosto de 1996

Ver dictamen

Reajuste jubilatorio. Acción de inconstitucionalidad. Jueces naturales. Debido proceso. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 

Respecto al argumento de que el cambio de ley procesal en el transcurso del proceso ya incoado vulnera el principio del juez natural, ello no es así desde que tal afirmación no condice con la jurisprudencia que reiteradamente sentó la Corte con relación al tema, sin perjuicio de advertir que la recurrente, no trae argumento alguno tendiente a controvertirla.

La Corte estableció que las leyes modificatorias de la jurisdicción y competencia, aun en caso de silencio de ellas, se aplican de inmediato a las causas pendientes.

A su vez, estimó que la facultad de cambiar las leyes procesales es un derecho que pertenece a la soberanía, y nadie puede alegar poseer un derecho adquirido a ser juzgado por un determinado sistema adjetivo, pues las leyes sobre procedimiento y jurisdicción son de orden público, circunstancia que, también según reiterada doctrina, resulta compatible con la garantía del artículo 18 de la Constitución Nacional. 

De ahí se desprende, señalo también esa Corte, que no pueden impugnarse válidamente, desde el punto de vista constitucional, las nuevas normas de competencia cuando su contenido implique cambiar la radicación de causas después de los hechos que les hayan dado origen. Por ello reiteró que, “la posibilidad de ejecutar reformas debe ser siempre facultad de la legislatura, y crearía una interminable confusión de los procedimientos si cada caso debiera ser solamente sustanciado de acuerdo con las reglas procesales vigentes cuando los hechos ocurrieron y sólo por los tribunales entonces existentes. La legislatura puede prescribir reglas totalmente diferentes de procedimiento de acuerdo a su discreción…”.

En idéntico sentido la Corte expreso que la posición contraria vedaría la facultad del legislador de disponer la creación de nuevos tribunales, reformar o suprimir los existentes. Consecuentemente, sentó el principio de que las garantías imprescindibles para la seguridad individual no sufren menoscabo por la aplicación retroactiva de las normas que legislan sobre la jurisdicción y competencia, ya que un criterio diferente se levantaría como una valla insalvable, a toda mejora en esta materia, obligando a conservar magistraturas o jurisdicciones dignas de supresión o de reforma. 

Lo expuesto demuestra que no afecta la garantía del artículo 18 de la Constitución Nacional, una nueva norma que desplaza la competencia del juez que ya intervenía en el juicio, en virtud de reformas en la organización de la justicia y en la distribución de la competencia, como también se puntualiza en los Fallos: 234:482; entre otros, pues dicha garantía solo tiende a impedir la sustracción arbitraria de un caso a los jueces que continúan teniendo jurisdicción en causas semejantes con el fin de atribuir su conocimiento a otros que no la poseen, es decir, la disposición no sufre menoscabo porque sea uno en vez de otro de los jueces permanentes el que conozca de el con arreglo a la competencia que se estima corresponde.

En cuanto a que la reconvención que dispone la norma en debate también afectaría la validez de actos cumplidos, tampoco cabe en el caso que se lo estime así, toda vez que debe observarse que la decisión que se cuestiona, y que se dictó con arreglo al artículo 24 del texto legal controvertido, no vino a perturbar ningún acto cumplido. Por lo pronto, al no haber dictado el a quo acto de carácter jurisdiccional alguno. Asimismo, porque el cambio ritual no invalida el único acto oportunamente efectuado por la beneficiaria.

Con relación a la Acordada n° 6/89, por la que la Corte decidió asignar al nuevo fuero de la seguridad social las causas que aún no habían sido sorteadas en el fuero laboral, sentando el principio que ellas quedan radicadas en un tribunal cuando son sorteadas, al contrario de lo que sucedió al sancionar esa norma anterior, al ordenar la conversión al nuevo procedimiento de las causas pendientes de sentencia, fijó pautas más precisas, es decir, determinó el mismo como debían distribuirse, haciéndolo en términos que, por su claridad, impiden, salvo tacha de invalidez, que los jueces se aparten de sus propósitos. Por ende, la mencionada tacha, no puede prosperar. 

Por último, esta Procuración General tampoco estima que, el artículo 24, de la ley 24.463, se muestre reñido, con la garantía de la igualdad, toda vez que es claro que esa norma no establece, entre los que se encuentran en las mismas condiciones, distingo alguno.

Tiene reiteradamente declarado la Corte que la aludida garantía no impide que el legislador contemple en forma distinta situaciones que considera diferentes, con tal que la discriminación no sea arbitraria, ni importe ilegitima persecución o indebido privilegio de personas, o grupo de personas, aunque su fundamento sea opinable, sino, también, ha dicho que la diferencia existente entre situaciones anteriores y posteriores a la sanción de un nuevo régimen tampoco configura agravio a ella, porque de lo contrario toda modificación legislativa importaría menoscabarla. 

Si bien el recurso se extiende a la impugnación constitucional de otras disposiciones de fondo de la ley 24.463, pronunciarse sobre ello resultaría prematuro, pues tales planteos deberían serles propuestos, en primer término, al juez de la causa. 

Toda vez que no es admisible la pretensión de que se descalifique desde el punto de vista constitucional a una solución legislativa, sobre la sola base del desacuerdo con su mérito o acierto, así como que no se han ensayado otros agravios fuera de los vertidos ante el hecho del cambio en su mismo, habida cuenta de que la aislada referencia a la supuesta dificultad del nuevo trámite, referencia a la supuesta dificultad del nuevo trámite, sin ningún desarrollo argumental, no tiene entidad suficiente para provocar la declaración de inconstitucionalidad de una norma, consecuencia que es siempre considerada la “última ratio”, del orden jurídico, corresponde rechazar la impugnación a la validez constitucional del artículo 24, de la ley 24.463.

Barry, María Elena s/ Denuncia

B. 789, XXXI, 03 de mayo de 1996

Ver dictamen

Confirmación de sentencia. 

Remisión al dictamen de la causa B. 789, L. XXI, “Barry, María Elena s/ Reajuste jubilatorio”.

Muñoz, María Elena s/ Jubilación

M. 1256, XXXI, 09 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones sustancialmente análogas a las consideradas en el dictamen de la causa B. 789, L. XXI, “Barry, María Elena s/ Reajuste jubilatorio”.

González Aguirre, Aurora s/ Jubilación

G. 795, XXXI, 09 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones sustancialmente análogas a las consideradas en el dictamen de la causa B. 789, L. XXI, “Barry, María Elena s/ Reajuste jubilatorio”.

González, María Cecilia s/ Jubilación

G. 794, XXXI, 09 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones sustancialmente análogas a las consideradas en el dictamen de la causa B. 789, L. XXI, “Barry, María Elena s/ Reajuste jubilatorio”.

Aragona, Rafael s/ Jubilación

A. 929, XXXI, 09 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones sustancialmente análogas a las consideradas en el dictamen de la causa B. 789, L. XXI, “Barry, María Elena s/ Reajuste jubilatorio”.

Paz, Francisca Saula s/ Jubilación

P. 375, XXXI, 09 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones sustancialmente análogas a las consideradas en el dictamen de la causa B. 789, L. XXI, “Barry, María Elena s/ Reajuste jubilatorio”.

Gattuso, Salvador Francisco s/ Jubilación

G. 974, XXXI, 09 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones sustancialmente análogas a las consideradas en el dictamen de la causa B. 789, L. XXI, “Barry, María Elena s/ Reajuste jubilatorio”.

Espósito, Juan s/ Jubilación

E. 182, XXXI, 09 de mayo de 1996

Ver dictamen

Empresas del Estado. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. Competencia federal. 

Remisión al dictamen de la causa N. 40, L. XXXI, “Nieve, Elpidio Tomas c/ Empresa Nacional de Correos y Telégrafos (ENCOTESA)”.

Empresa Nacional de Correos y Telégrafos S.A. c/ Morales, Raúl s/ Exclusión estabilidad sindical

E. 210, XXXI, 27 de mayo de 1996

Ver dictamen

Confirmación de sentencia. 

Cuestiones sustancialmente análogas a las consideradas en el dictamen de la causa B. 789, L. XXI, “Barry, María Elena s/ Reajuste jubilatorio”.

Rivero, María Esther s/ Jubilación

R. 693, XXXI, 09 de mayo de 1996

Ver dictamen

Confirmación de sentencia. 

Cuestiones sustancialmente análogas a las consideradas en el dictamen de la causa B. 789, L. XXI, “Barry, María Elena s/ Reajuste jubilatorio”.

Pedro, Carlos s/ Jubilación

P. 581, XXXI, 09 de mayo de 1996

Ver dictamen

Fallos del Superior Tribunal. Superior Tribunal de la Causa. Denegatoria del recurso. 

Cuando el recurso interpuesto no se dirige contra la sentencia del tribunal superior de la causa (art. 7 de la ley 23.098), la Corte debe rechazarlo.

Chialva, Jorge F. s/ Interpone recurso de hábeas corpus

C. 1647, XXXII, 05 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Inhibitoria. Cuestión de competencia. Denegatoria del fuero federal. Competencia federal. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

Remisión al dictamen de la causa N. 40, L. XXXI,  "Nieve Elpidio Tomás c/ Empresa Nacional de Correos y Telégrafos S.A. s/ Recurso de hecho”.

Empresa Nacional de Correos y Telégrafos S.A. -ENCOTESA- s/ Solicitud de inhibitoria

E. 4, XXXII, 23 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Fallos del Superior Tribunal. Superior Tribunal de la Causa. Denegatoria del recurso. 

Cuando el recurso interpuesto no se dirige contra la sentencia del tribunal superior de la causa (art. 7 de la ley 23.098), la Corte debe rechazarlo.

C., Héctor E. (Interno U.7) s/ Hábeas Corpus (Causa N° 34.632)

C. 1928, XXXII, 26 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Cuando el recurso interpuesto no se dirige contra la sentencia del tribunal superior de la causa (art. 7 de la ley 23.098), la Corte debe rechazarlo.

Lara, María Verónica s/ Hábeas Corpus

L. 195, XXXII, 26 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 85, L. XXXII "Zelayarán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional ".

Blanco, Josefa Elvira c/ Caja Nacional de Previsión de la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Ejecución previsional

COMP. 297, XXXII, 12 de junio de 1996

Ver dictamen

Cuando el recurso interpuesto no se dirige contra la sentencia del tribunal superior de la causa (art. 7 de la ley 23.098), la Corte debe rechazarlo.

M., Alfredo J. (Interno U.7) s/ Interpone hábeas corpus

M. 1979, XXXII, 26 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Cuestiones de competencia. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. Competencia federal. 

Remisión a Fallos 314:848 y al fallo de la causa T. 258, L. XXIX, “Telefónica de Argentina S.A. s/ Inhibitoria”.

Telefónica de Argentina S.A. c/ Michuletz Curt E. J. s/ Cobro de pesos

T. 575, XXXII, 10 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Remisión a Fallos 314:848 y al fallo de la causa T. 258, L. XXIX, “Telefónica de Argentina S.A. s/ Inhibitoria”.

Telefónica de Argentina S.A c/ Rommi Viajes S.R.L.  s/ Cobro de pesos

T. 576, XXXII, 10 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Remisión a Fallos 314:848 y al fallo de la causa T. 258, L. XXIX, “Telefónica de Argentina S.A. s/ Inhibitoria”.

Telefónica de Argentina S.A. c/ Asociación de obras sociales de Bariloche s/ Cobro de pesos

T. 577, XXXII, 10 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Remisión a Fallos 314:848 y al fallo de la causa T. 258, L. XXIX, “Telefónica de Argentina S.A. s/ Inhibitoria”.

Telefónica de Argentina S.A. c/ Ruggieri, Héctor H. s/ Cobro de pesos

T. 578, XXXII, 10 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Remisión a Fallos 314:848 y al fallo de la causa T. 258, L. XXIX, “Telefónica de Argentina S.A. s/ Inhibitoria”.

Telefónica de Argentina S.A. c/ Kleindiek s/ Cobro de pesos

T. 579, XXXII, 10 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Remisión a Fallos 314:848 y al fallo de la causa T. 258, L. XXIX, “Telefónica de Argentina S.A. s/ Inhibitoria”.

Telefónica de Argentina S.A. c/ Giambirtone, José s/ Cobro de pesos

T. 580, XXXII, 10 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Remisión a Fallos 314:848 y al fallo de la causa T. 258, L. XXIX, “Telefónica de Argentina S.A. s/ Inhibitoria”.

Telefónica de Argentina S.A. c/ Aguada, Emilio A. s/ Cobro de pesos

T. 581, XXXII, 10 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Remisión a Fallos 314:848 y al fallo de la causa T. 258, L. XXIX, “Telefónica de Argentina S.A. s/ Inhibitoria”.

Telefónica de Argentina S.A. c/ El Refugio S.A. s/ Cobro de pesos

T. 584, XXXII, 10 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Remisión a Fallos 314:848 y al fallo de la causa T. 258, L. XXIX, “Telefónica de Argentina S.A. s/ Inhibitoria”.

Telefónica de Argentina S.A. c/ Donati, Danilo s/ Cobro de pesos

T. 585, XXXII, 10 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Remisión a Fallos 314:848 y al fallo de la causa T. 258, L. XXIX, “Telefónica de Argentina S.A. s/ Inhibitoria”.

Telefónica de Argentina S.A. c/ Graziosi, Jorge A. s/ Cobro de pesos

T. 586, XXXII, 10 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Remisión a Fallos 314:848 y al fallo de la causa T. 258, L. XXIX, “Telefónica de Argentina S.A. s/ Inhibitoria”.

Telefónica de Argentina S.A. c/ Barrientos, Alicia Sutil de s/ Cobro de pesos

T. 587, XXXII, 10 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Remisión a Fallos 314:848 y al fallo de la causa T. 258, L. XXIX, “Telefónica de Argentina S.A. s/ Inhibitoria”.

Telefónica de Argentina S.A. c/ Manhgi, Jorge E. s/ Cobro de pesos

T. 588, XXXII, 10 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Remisión a Fallos 314:848 y al fallo de la causa T. 258, L. XXIX, “Telefónica de Argentina S.A. s/ Inhibitoria”.

Telefónica de Argentina S.A. c/ Néstor  A. Comesaña S.A.  s/ Cobro de pesos

T. 589, XXXII, 10 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Remisión a Fallos 314:848 y al fallo de la causa T. 258, L. XXIX, “Telefónica de Argentina S.A. s/ Inhibitoria”.

Telefónica de Argentina S.A. c/ Núñez, María A. de s/ Cobro de pesos

T. 590, XXXII, 10 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Remisión a Fallos 314:848 y al fallo de la causa T. 258, L. XXIX, “Telefónica de Argentina S.A. s/ Inhibitoria”.

Telefónica de Argentina S.A c/ Gingins, Enrique y/o titular del comercio “Bicicleteríaa Pochi”  s/ Cobro de pesos

T. 591, XXXII, 10 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Remisión a Fallos 314:848 y al fallo de la causa T. 258, L. XXIX, “Telefónica de Argentina S.A. s/ Inhibitoria”.

Telefónica de Argentina S.A. c/ Quijano, Ana María s/ Cobro de pesos

T. 573, XXXII, 10 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Remisión a Fallos 314:848 y al fallo de la causa T. 258, L. XXIX, “Telefónica de Argentina S.A. s/ Inhibitoria”.

Telefónica de Argentina S.A. c/ Asociación empleados de comercio Bariloche

T. 574, XXXII, 10 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Acción de amparo. Intendente. Ordenanzas municipales. Licitación pública. Presentación de las ofertas. Oferentes. Empresa extranjera. Cuestiones de competencia. Denegatoria del fuero federal. Cuestión federal. Revocación de sentencia. Competencia federal. 

Procede el recurso extraordinario, de acuerdo con reiterada doctrina de la Corte, cuando media denegatoria del fuero federal oportunamente reclamado por la apelante.

En lo que atañe a la cuestión de competencia, la pretensión se funda directamente en prescripciones de la Constitución Nacional, en tratados con naciones extranjeras y en una ley nacional, por lo que la cuestión federal es la predominante en la causa, pese a que también se impugna la ordenanza municipal como contraria a cláusulas de la Carta Magna provincial que reproducen garantías consagradas por la Ley Suprema.

Es doctrina reiterada del Tribunal que la inconstitucionalidad de las normas y actos administrativos locales constituye una típica cuestión de esa especie.

No obsta a tal conclusión que la ley 23.592, que prohíbe expresamente las discriminaciones, sea de derecho común, pues tal circunstancia resulta irrelevante en el caso, donde la materia federal radica en la colisión entre las normas municipales impugnadas y dicha ley nacional.

La condición de persona jurídica extranjera también hace procedente la competencia federal por las personas, de acuerdo con conocida doctrina de la Corte, según la cual ello obedece a la necesidad de asegurar la imparcialidad de la decisión, la armonía nacional y las buenas relaciones con los países extranjeros.

Si bien es cierto que el fuero federal en razón de las personas es de índole renunciable, el hecho de que la actora hubiere promovido con anterioridad un juicio similar en sede provincial es irrelevante para tener por configurada renuncia alguna en el caso, donde, antes bien, ha manifestado su voluntad inequívoca de ejercer aquel privilegio.

En cuanto a la vía del amparo, si bien la jurisprudencia del Tribunal indica que no es competente la justicia federal para conocer en el amparo donde se impugna un acto municipal, ya que el art. 18, segunda parte de la ley 16.986 limita su aplicación por los jueces federales de las provincias a "los casos en que el acto impugnado mediante acción de amparo provenga de una autoridad nacional", dadas las especiales condiciones del sub lite donde procede el fuero federal en razón de la materia y de la persona accionante, sería directamente aplicable el art. 43 de la Constitución Nacional, en cuanto declara procedente la acción de amparo "contra todo acto de autoridades públicas" sin distinción alguna.

La acción interpuesta por la actora ante la Corte Suprema local que fue desestimada in limine, y por lo cual se vió en Ia necesidad de acudir ante este Tribunal Federal para lograr los efectos previstos en la ley 23.592", no obsta a la resolución expuesta ya que, en todo caso, los efectos derivados de la eventual identidad de ambas acciones serán subsanabIes mediante las excepciones y remedios procesales pertinentes.

F.C.C. Medio Ambiente S.A. c/ Intendente Municipalidad de Quilmes s/ Amparo

F. 1075, XXXII, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Inconstitucionalidad. Decretos nacionales. Sentencia no firme. Concesión errónea del recurso. 

La vía extraordinaria no resulta procedente, dado que la cuestión apelada no se halla entre las comprendidas por los art. 14, inc. 3 y 15 de la ley 48, desde que no se cumple con el requisito de sentencia definitiva. La sentencia recurrida tiene el único alcance de declarar inadmisible la vía excepcional de la acción de amparo ante la demanda de inconstitucionalidad de los decretos Nº 292/95 y 492/95 del Poder Ejecutivo Nacional y del inc. b) del art. 2 de la ley 16.986, que regula dicha acción. Así lo expresa la parte resolutiva del decisorio, donde se aclara que el pronunciamiento no implica avalar la licitud de los decretos cuestionados. 

La Corte tiene dicho que, en los juicios de amparo resulta particularmente necesario que al interponer el recurso extraordinario, el apelante demuestre que el pronunciamiento impugnado posea carácter definitivo, en el sentido de que el agravio alegado sea de insuficiente, imposible o tardía reparación ulterior, precisamente porque no habría oportunidad en adelante para volver sobre lo resuelto. Y asimismo que, si de los propios dichos del actor surge la existencia de otras vías procesales por las que podría volver a plantear sus agravios, corresponde desestimar el recurso extraordinario interpuesto contra la sentencia que rechazó la demanda de amparo, por no tratarse de una sentencia definitiva. 

Los recurrentes admiten la existencia de vías legales ordinarias para la protección de los derechos presuntamente lesionados y pese a sus esfuerzos no han logrado demostrar el perjuicio concreto que les ocasionará acudir a ellas. La Corte ha dicho reiteradamente que el perjuicio que pueda ocasionar la dilación de los procedimientos corrientes, no importa otra cosa que la situación común de toda persona que peticiona mediante ellos el reconocimiento de sus derechos. De modo que cabe reservar el remedio singular del amparo sólo para las delicadas y extremas situaciones en las que, por carencia de otras vías legales, se encuentra en peligro la salvaguarda de derechos fundamentales y que para su apertura se requieren circunstancia de muy definida excepción.

Tampoco las normas impugnadas por los apelantes ponen en inminente peligro el derecho a la vida, la salud y la propiedad de los mismos, como sostienen, ni tampoco ellas contienen arbitrariedad manifiesta o ilegalidad que hagan procedente la vía de excepción intentada.

Pafundi, Amancio Modesto y otros c/ Estado Nacional Poder Ejecutivo Nacional Ministerios de Salud, Acción Social, Trabajo, Seguridad Social, Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación s/ Amparo

P. 258, XXXII, 04 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Decretos provinciales. Poder de policía. Cuestión de derecho público local. Cuestiones de competencia. Denegatoria del fuero federal. Competencia provincial. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 

Es doctrina de la Corte que las cuestiones de competencia son ajenas a la instancia extraordinaria, salvo cuando tienen por efecto denegar el acceso al fuero de excepción.

En cuanto a los agravios expresados por el apelante en torno al ámbito jurisdiccional en el cual corresponde tramitar el presente amparo, cabe señalar, en primer término, que las Provincias han conservado por el "pactum foederis" competencias diversas de orden institucional, tributario, procesal, de promoción general, etc.. entre las que se encuentran las de proveer a la seguridad, salubridad y moralidad de " sus vecinos, si bien con la limitación, ciertamente, que establece el art. 28 CN. Dicha potestad, denominada comúnmente "de policía", comprende el poder genérico de reglamentación general interna, dirigido a velar por la seguridad y el bienestar de los habitantes comprendidos en su ámbito, consistiendo su ejercicio en Ia acción inmediata y directa del poder público sobre ellos, con el propósito de afianzar tales objetivos. Esa potestad, en forma general y comprensiva, pertenece a las provincias, y por delegación de ellas, a los municipios, por ser una atribución implícita del gobierno local. Es criterio de la Corte en Fallos 7:44 que, “es un hecho, y también un principio de derecho constitucional que la policía de las provincias está a cargo de sus gobiernos locales, entendiéndose incluido en los poderes que se han reservado el de proveer lo concerniente a la seguridad, salubridad y moralidad de sus vecinos, y, por consiguiente, pueden libremente dictar leyes y reglamentos con estos fines".

Al encontrarse entre los fundamentos de los decretos 1555/96 y 2056/96 de la provincia de Buenos Aires, el resguardo de intereses claramente tutelados por el poder de policía y al versar el recurso, limitadamente, sólo sobre la competencia de los magistrados para entender en el presente, corresponde admitir a ese respecto la jurisdicción local, sin que tal criterio importe adelantar juicio alguno sobre la regularidad de su ejercicio por el Ejecutivo Provincial ni sobre su eventual compatibilidad con otras facultades reglamentarias presumiblemente a cargo del Estado Nacional. 

Abona dicha conclusión la circunstancia de que la impugnación emprendida, no sólo se vincula con el ordenamiento federal, sino que, por su intermedio, se cuestiona también la congruencia de tales dispositivos con el ordenamiento constitucional provincial, obvia cuestión de derecho público local cuyo conocimiento y decisión compete a los tribunales de provincia. 

Por otra parte, la Corte tiene dicho que impugnada una disposición local por estimársela violatoria de las instituciones provinciales y nacionales, debe irse primeramente ante los estrados de la justicia provincial y, en su caso, llegar a la Corte por el recurso extraordinario.

Venini, Jose María Felipe y otros c/ Poder Ejecutivo de la Provincia de Buenos Aires s/ Incidente de apelación (Expediente 20.192)

V. 846, XXXII, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Medidas para mejor proveer. 

Se solicita medidas para mejor dictaminar.

Agropecuaria del Sur S.A. c/ Neuquén, Provincia del y otro s/ Reclamo de indemnización por violación del derecho de propiedad

A. 146, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 85, L. XXXII, “Zelarayán, Francisco Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional”.

Chiarini, Alfredo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional

COMP. 86, XXXII, 08 de mayo de 1996

Ver dictamen

Procedimiento judicial de la seguridad social. Conversión de proceso previsional. Haber jubilatorio. Reajuste jubilatorio. Oposición del fiscal. Oposición de defensas. Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 

Se mantiene el recurso interpuesto por el Sr. Fiscal ante la Cámara Federal de la Seguridad Social en cuanto sus fundamentos ilustran satisfactoriamente respecto de lo inadecuado del actuar de los jueces, tanto al admitir la revocatoria articulada por el interesado, cuanto de la falta de solidez de los argumentos en que sustentaron la declaración de invalidez del art. 24 de la ley 24.463, dado que la postura sostenida al resolver ambos temas no condice con las pautas jurisprudenciales sentadas reiteradamente por la Corte. Corresponde revocar la sentencia.

Corresponde declarar bien concedido el recurso interpuesto por la apoderada del ANSES, pues los argumentos en los que se basa para sostener la validez del art. 24 de la ley 24.463 resultan similares a los que expuso esta Procuración General de la Nación al dictaminar en la causa B. 789, L. XXXI, “Barri, María Elena s/ Denuncia”. Corresponde revocar la sentencia.

Souto, Francisco c/ Instituto Municipal de Previsión Social

S. 194, XXXII, 27 de mayo de 1996

Ver dictamen

Competencia federal. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

Remisión a la doctrina de Fallos: 314:848.

Remisión al fallo de la causa T. 258, L. XXIX, “Telefónica de Argentina s/ Inhibitoria”.

 

Telefónica de Argentina S.A. c/ Núñez, Leonardo Luis s/ Cobro de pesos

T. 40, XXXII, 22 de mayo de 1996

Ver dictamen

Remisión a la doctrina de Fallos: 314:848.

Remisión al fallo de la causa T. 258, L. XXIX, “Telefónica de Argentina s/ Inhibitoria”.

 

Telefónica de Argentina S.A. c/ Álvarez Arigos N.R. s/ Cobro de pesos

T. 60, XXXII, 22 de mayo de 1996

Ver dictamen

Remisión a la doctrina de Fallos: 314:848.

Remisión al fallo de la causa T. 258, L. XXIX, “Telefónica de Argentina s/ Inhibitoria”.

 

Telefónica de Argentina c/ Petrini, Hugo J. s/ Cobro de pesos

T. 61, XXXII, 22 de mayo de 1996

Ver dictamen

 

 

 

 

 

 

 



Capítulo XI

Derecho Procesal Penal

Contienda negativa de competencia

Coacción calificada. Privación ilegal de la libertad. Concurso real. Juez previniente. Competencia provincial. 

Hechos imputados con estricta motivación particular.

Es doctrina de la Corte que si bien los delitos previstos en la Ley 48 -introducidos por la Ley 20.661- deben ser en principio investigados por la justicia federal, la competencia ordinaria surge en aquellos casos en que los hechos imputados tienen estricta motivación particular, y donde además, no resulta comprometido, directa o indirectamente, el interés nacional ni el de sus instituciones.

A., Adrián Alejandro s/ Coacción agravada

COMP. 1000, XXXII, 11 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Hurto. Apropiación de prenda. Competencia nacional. 

Pluralidad de jurisdicciones.

 

Asiste razón al magistrado local en el sentido que la apropiación y sustracción de las prendas y pieles de la curtiembre de una localidad bonaerense, constituyen hechos independientes de las operaciones de venta que se habrían formalizado. En consecuencia, corresponde que los hechos sean investigados por los magistrados competentes en el lugar que cada delito se perpetró.

Sobre la base de estas consideraciones y habida cuenta que las reglas de conexidad en materia penal sólo son aplicables a la distribución de competencia entre jueces nacionales, es el titular del Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción el que debe entender en la investigación por la que se planteó esta contienda.

 

B., Gustavo Alberto s/ Hurto

COMP. 31, XXX, 30 de abril de 1996

Ver dictamen

Hurto de energía. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 270. L. XXXI, “Salgado Carcano en representación de Edesur S.A. s/ Denuncia”.

C., Héctor Oscar s/ Denuncia hurto de energía eléctrica

COMP. 1058, XXXI, 05 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Tenencia de municiones de guerra. Tenencia de armas de guerra. Competencia provincial. 

Es doctrina reiterada de la Corte que las modificaciones establecidas por la ley 23.817 al artículo 3°, inciso 5° de la ley 48, exceptúa de la competencia federal al delito de tenencia simple de arma de guerra cuando la conducta descripta por esta figura reconozca una estricta motivación particular, pero que en aquellos casos en que, por sus características, aquélla trascienda del mero interés individual para convertirse en un medio tendiente a afectar la seguridad jurídica de la Nación, la investigación de los hechos previstos por el artículo 189 bis del Código Penal, corresponde al fuero federal. 

En el caso, no existen elementos probatorios que indiquen que el hecho a investigar haya puesto en peligro la seguridad del Estado o sus instituciones, como tampoco que las municiones incautadas hayan sido empleadas para la comisión de delitos cuyo juzgamiento resulte exclusivo de la justicia federal.

C., Julio C. s/ Infracción al Artículo189 bis del Código Penal

COMP. 693, XXXI, 26 de junio de 1996

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 

El Tribunal tiene establecido que para resolver el conflicto jurisdiccional los tribunales entre los que se suscitó deben efectuar una precisa descripción de los hechos objeto del proceso y su consecuente encuadramiento en una figura penal.

F. de M., Ramona s/ Estafa - Falsificación ideológica

COMP. 640, XXXI, 20 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Fraude a la Administración Pública. Abuso de autoridad. Delitos federales. Funcionarios públicos federales. Competencia federal. 

En el requerimiento de instrucción ya se formula imputación, a la que luego, en la ampliación se la precisa en orden a los delitos de fraude a la administración pública y abuso de autoridad en concurso ideal.

La circunstancia de que la fiscal requirente haya concluido en dicha ampliación que la actividad atribuida a los imputados constituía un hecho único junto a las demás conductas  investigadas, y que aquella habría tenido lugar en su condición de funcionarios nacionales y con motivo del ejercicio propio de sus funciones, determina la competencia de la justicia federal de la Capital, por ser en esta ciudad donde aquellos cumplieron los actos motivo de requerimiento.

Doctor José Roberto D. s/ Competencia por inhibitoria en causa "Fiscalía de Estado: p.s.a. de irregularidades en obra colectora de la Viñita”

COMP. 481, XXXI, 25 de junio de 1996

Ver dictamen

Privación ilegal de la libertad. Competencia provincial. 

Tiene establecido la Corte que si bien las causas en las que se investiga la comisión de alguno de los delitos contemplados en el artículo 3°, inciso 5° de la ley 48, deben tramitar ante la justicia federal, la competencia ordinaria surge de aquellos en que lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no exista posibilidad de que resulte afectada directa o indirectamente la seguridad del Estado Nacional o de alguna de sus instituciones.

E., Marcelo s/ Artículo 142 bis Código Penal

COMP. 603, XXXI, 26 de junio de 1996

Ver dictamen

Estafa. Cheque en blanco. Domicilio del banco. Competencia nacional. 

La Corte tiene establecido que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos que concurre idealmente con su falsificación, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente al lugar donde los títulos fueron entregados.

 Por aplicación de estos principios, y en consideración a que del informe bancario se desprende que los documentos fueron presentados al cobro en entidades ubicadas en distintas jurisdicciones, además de la Capital Federal, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional para conocer sólo respecto de las estafas intentadas con los valores depositados en bancos de esta ciudad.

F., Dante s/ Denuncia

COMP. 661, XXXI, 25 de junio de 1996

Ver dictamen

Violación de correspondencia. Extravío del cheque. Adulteración de cheque. Estafa. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

Tiene establecido la Corte que la sustracción de los cheques constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con ellos. En lo relativo al delito de estafa o su tentativa, la Corte tiene establecido que cabe atenerse a fin de determinar el tribunal competente, al lugar donde los documentos fueron entregados. 

Por aplicación de este principio y habida cuenta que los documentos fueron depositados para su cobro en distintas sucursales, deberán intervenir los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares donde aquellos fueron presentados, aunque no hayan sido parte en la contienda. En el caso de los cartulares, sobre los que no puede precisarse el lugar donde fueron presentados, deberá seguir interviniendo el magistrado provincial que previno. 

En lo vinculado a la sustracción de los cartulares, toda vez que no es posible determinar si su apoderamiento tuvo lugar hallándose la pieza postal que los tenía bajo custodia o servicio de la empresa de correos, le corresponde continuar con la investigación del hecho al magistrado provincial.

F., Manuel Antonio s/ Denuncia

COMP. 594, XXXI, 26 de junio de 1996

Ver dictamen

Defraudación. Competencia provincial. 

La Corte tiene resuelto que la intervención del fuero de excepción se encuentra condicionada, ratione materiae, a la existencia de alguno de los supuestos de los artículos 3° de la ley 48 y 33° del Código Procesal Penal de la Nación y que ella no puede extenderse con fundamento en el poder de policía que ejerce el Estado Nacional, si los delitos no afectan directamente el patrimonio da la Nación, o de sus reparticiones, ni involucran la responsabilidad penal de sus funcionarios.

Fiscal s/ Averiguación delito (L. G. E. S.A.)

COMP. 638, XXXI, 26 de junio de 1996

Ver dictamen

Superior Tribunal de la causa. Cámara de Apelaciones. 

Toda vez que la contienda negativa de competencia se trabó entre dos jueces nacionales, de conformidad con lo reglado por el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1285/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido. 

Gendarmería Nacional s/ Denuncia

COMP. 324, XXXI, 26 de junio de 1996

Ver dictamen

Robo. Servicio Penitenciario Federal. Competencia federal. 

Es indudable el perjuicio patrimonial que ocasiona al Estado Nacional el hecho de la sustracción de vestimenta perteneciente al Servicio Penitenciario Federal, aunque el bien sea de escasa consideración.

Al respecto, tiene establecido la Corte, que la conducta desarrollada por los autores, generó una acción delictiva que no puede ser escindida por la naturaleza de los objetos robados, pues este supuesto resultaría violatorio al principio non bis in idem, razon por el cual habiendo sido objeto del robo un bien de propiedad del Estado, cabe atribuirle el conocimiento del proceso a la justicia de excepción.

M., Alberto; A., Walter E., M., Pablo Antonio y G. M. y otros s/ Encubrimiento

COMP. 576, XXXI, 20 de junio de 1996

Ver dictamen

Defraudación. Administración fraudulenta. Lugar del hecho. Competencia nacional. 

Al respecto, la Corte tiene establecido que cuando el acto infiel perjudicial en violación al deber, constitutivo del delito de administración fraudulenta, consiste en la rendición de una cuenta falsa para provocar el error del administrado y consumar con ello el perjuicio patrimonial, será relevante para establecer la competencia el lugar donde las cuentas debían rendirse.

M., Héctor s/ Defraudación

COMP. 193, XXXI, 20 de junio de 1996

Ver dictamen

Pago con cheque sin provisión de fondos. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia en lo penal económico. 

De las constancias reunidas hasta el momento no surgen los elementos de juicio suficientes que permitan calificar prima facie los hechos denunciados en alguna figura determinada, toda vez que  no se ha practicado pesquisa alguna tendiente a determinar si la "suspensión del pago" de los cartulares es anterior o posterior a la operación que motivo su entrega.

En tales condiciones, y de acuerdo al criterio establecido en Fallos: 306:1272 y 1997, y Comp. 23, L. XXX, “Staneri, Néstor s/ Infracción al artículo 302 del C.P.”, corresponde a la justicia en lo penal económico, que previno, seguir entendiendo en la causa.

P., Julio P. s/ Infracción Artículo 302 Código Penal

COMP. 694, XXXI, 26 de junio de 1996

Ver dictamen

Hurto de línea telefónica. Investigación inconclusa. Juez previniente. 

Toda vez que el informe solicitado por el tribunal federal a Telefónica Argentina S.A. no ha sido incorporado al incidente, ni existen en la causa otras actuaciones que demuestren que se haya practicado una pesquisa adecuada que permita dilucidar si los hechos denunciados son el resultado de una acción que afectara la prestación del servicio público interjurisdiccional de telecomunicaciones, resulta que, conforme la reiterada jurisprudencia del Tribunal, corresponde al magistrado que previno continuar con la investigación de la causa.

A., Félix Antonio c/ Telefónica Argentina S.A.

COMP. 473, XXXI, 21 de febrero de 1996

Ver dictamen

Estafa. Domicilio del girado. Competencia provincial. 

En lo que respecta a las calificaciones de los hechos denunciados, la Corte tiene resuelto que en casos, como resulta el presente, si no existió simultaneidad en las prestaciones, dado que la operación celebrada lo fue a crédito, la acción del imputado no constituyó el presupuesto determinante del delito de estafa, sino que el hecho encuadró en los supuestos del artículo 302 del Código Penal resultando competente, en principio, para investigarlo, el juez con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado.

B., Alberto Pedro s/ Estafa

COMP. 391, XXXI, 21 de febrero de 1996

Ver dictamen

Hurto. Cuestión de derecho común. Competencia provincial. 

Inexistencia de perjuicio a la Nación.

No se advierte en el presente circunstancia alguna que justifique el fuero de excepción. Ello es así, toda vez que el hecho motivo de autos sólo perjudica a una empresa privada regida por disposiciones de derecho común, y no al patrimonio nacional.

 

B., Gustavo s/ Denuncia

COMP. 680, XXXI, 29 de febrero de 1996

Ver dictamen

Hurto de energía. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 82, L. XXX, “Edesur S.A. s/ Denuncia”.

B., Héctor s/ Hurto de energía eléctrica

COMP. 679, XXXI, 29 de febrero de 1996

Ver dictamen

Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 

La Corte tiene establecido a través de reiterados precedentes, que la declaración de incompetencia debe estar precedida de una adecuada investigación que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa, y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en base a un delito concreto cabe pronunciarse acerca de la cuestión de competencia planteada. 

Por lo que, resulta relevante profundizar la pesquisa en orden a verificar, en primer término, la ilicitud del hecho denunciado, para luego encuadrar la conducta investigada en un tipo penal determinado a los efectos del correcto planteo jurisdiccional de competencia. 

Sobre la base de esas consideraciones, corresponde al Juzgado en lo Criminal y Correccional que previno, proseguir con la sustanciación de la causa, sin perjuicio de lo que surja de su tramitación.

Incidente de competencia entre Juzgado Criminal y Correccional de Quilmes y Juzgado Federal de La Plata en auto Fisco Nacional s/ Infracción Artículo 203 del Código Penal (F. E. Q.)

COMP. 723, XXXI, 06 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Administración fraudulenta. Lugar del hecho. Domicilio real. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que el delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber, y en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquél se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción.

C., Analía Miriam s/ Su querella

COMP. 444, XXXI, 22 de febrero de 1996

Ver dictamen

Robo. Estafa. Cheque. Domicilio social. Competencia provincial. 

Toda vez que la cooperativa tiene su domicilio en la provincia, lugar en el que tiene la sede de su administración y en el que se habrían depositado los cheques, corresponde declarar la competencia del magistrado provincial para continuar entendiendo en la causa.

C., S. y F. s/ Robo

COMP. 589, XXXI, 29 de febrero de 1996

Ver dictamen

Abuso de autoridad. Incumplimiento de los deberes del funcionario público. Competencia provincial. 

Aun cuando los fondos aplicados a la realización de la obra hubiesen sido girados por la Nación, al haber quedado éstos definitivamente incorporados al tesoro provincial, corresponde a la justicia local continuar con la tramitación de la causa.

R., Walter Osvaldo s/ Denuncia

COMP. 590, XXXI, 26 de junio de 1996

Ver dictamen

Defraudación. Falsedad ideológica. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

Dado que fue en jurisdicción del magistrado local donde tuvo lugar, tanto la anotación en el libro de protocolos de la escritura cuestionada como la inscripción de esta en el Registro de la Propiedad Inmueble de la provincia de Buenos Aires y también donde, se encuentra el domicilio de la presunta víctima, corresponde al magistrado local continuar con la tramitación de la causa.

S., Carlos J. y otro s/ Defraudación y falsedad ideológica de instrumento público

COMP. 620, XXXI, 26 de junio de 1996

Ver dictamen

Hurto de energía. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 270, L. XXXI, “Salgado Carcano en representación de Edesur S.A. s/ Denuncia”.

C., Héctor Oscar s/ Denuncia hurto de energía eléctrica

COMP. 685, XXXI, 29 de febrero de 1996

Ver dictamen

Falsificación de instrumento privado. Estafa. Tentativa. Concurso de delitos. Lugar del hecho. Competencia nacional. 

Tiene dicho la Corte que en casos en que el delito de falsificación de instrumento privado concurre formalmente con el de estafa, ambas infracciones deben ser investigadas por el tribunal de competencia en el lugar donde aquellos fueron entregados.

S., Susana s/ Denuncia tentativa estafa

COMP. 718, XXXI, 25 de junio de 1996

Ver dictamen

Defraudación. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 82, L. XXX, “Edesur S.A. s/ Denuncia”.

C., Héctor Oscar s/ Denuncia presunta defraudación lavadero de autos sito en Almirante Brown

COMP. 672, XXXI, 29 de febrero de 1996

Ver dictamen

Hurto de energía. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 270, L. XXXI, “Salgado Carcano en representación de Edesur S.A. s/ Denuncia”.

C., Héctor Oscar s/ Denuncia hurto de energía eléctrica

COMP. 673, XXXI, 29 de febrero de 1996

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 270, L. XXXI, “Salgado Carcano en representación de Edesur S.A. s/ Denuncia”.

C., Héctor Oscar s/ Denuncia hurto de energía eléctrica

COMP. 674, XXXI, 29 de febrero de 1996

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 270, L. XXXI, “Salgado Carcano en representación de Edesur S.A. s/ Denuncia”.

C., Héctor Oscar s/ Denuncia hurto de energía eléctrica

COMP. 686, XXXI, 29 de febrero de 1996

Ver dictamen

Falsificación de instrumento público. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

Atento que de la documentación agregada al incidente, y de la declaración indagatoria prestada, surge que la presunta falsificación se habría llevado a cabo en la ciudad de Ayacucho, Provincia de Buenos Aires, corresponde continuar con la investigación al magistrado con jurisdicción en la ciudad de Dolores.

C., Marcelo Fabián s/ Adulteración instrumento público

COMP. 361, XXXI, 22 de febrero de 1996

Ver dictamen

Robo. Cheque. Domicilio del girado. Competencia provincial. 

Al resultar de las declaraciones testimoniales incorporadas al incidente, que el librador de los cheques, después de entregarlos en pago de diferentes operaciones comerciales, habría denunciado su sustracción, hecho éste en razón del cual al ser presentados al cobro resultaron rechazados por “orden de no pagar por robo”, su conducta encuadraría en las previsiones del artículo 302, inciso 3°, del Código Penal, cuya investigación corresponde al tribunal con jurisdicción sobre el banco girado.

C., Mario Alberto s/ Robo

COMP. 474, XXXI, 21 de febrero de 1996

Ver dictamen

Estafa. Lugar del hecho. Domicilio del banco. Competencia provincial. 

Dado que el imputado habría presentado en la sucursal del banco en territorio provincial, la documentación espuria a efectos de obtener la emisión de la tarjeta de crédito, corresponde al magistrado provincial con jurisdicción en el lugar donde los instrumentos fueron usados.

T., Fernando Daniel s/ Estafa

COMP. 715, XXXI, 20 de junio de 1996

Ver dictamen

Tenencia de armas. Hurto de automotor. Competencia provincial. 

En oportunidad de acaecer la sustracción del automotor en jurisdicción provincial, el arma que se encontraba en el interior del rodado pertenecía al damnificado, corresponde intervenir al señor juez provincial.

V., Agustín R. y otro s/ Tenencia de arma de guerra

COMP. 700, XXXI, 26 de junio de 1996

Ver dictamen

Aborto. Declaración del imputado. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que las declaraciones, tanto del denunciante como del imputado, pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuados por otros elementos del expediente.

D., M, E, s/ Aborto

COMP. 466, XXXI, 21 de febrero de 1996

Ver dictamen

Estafa. Tentativa. Incendio. Concurso de delitos. Lugar del hecho. Competencia nacional. 

Es doctrina reiterada del Tribunal que, el delito de incendio, concurre materialmente con la posible tentativa de estafa que puede configurarse a consecuencia de la pretensión de hacer valer los comprobantes falsos para acreditar el monto del perjuicio. De ahí que corresponda su estudio por separado.

Habida cuenta que, conforme lo señala el magistrado provincial, en la causa por el delito de tentativa de estafa se debe determinar por el último acto de ejecución, resulta que corresponde a la justicia nacional, continuar su tramitación.

Incidente de competencia en autos Federación Patronal Compañía de Seguros Limitada representada por A., Guillermo Juan s/ Denuncia por tentativa de estafa

COMP. 536, XXXI, 21 de febrero de 1996

Ver dictamen

Defraudación. Retención indebida. Lugar del hecho. Domicilio del deudor. Competencia nacional. Juez previniente. 

La Corte tiene establecido que el delito de retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida.

Habida cuenta que de las constancias reunidas en el incidente no surge cuál era el lugar convenido para el cumplimiento del mandato, resulta de aplicación al caso lo preceptuado por el artículo 747, del Código Civil, conforme al cual la obligación debió ser cumplida en el domicilio del deudor.

G., Ignacio Pablo s/ Denuncia de estafa

COMP. 432, XXXI, 27 de febrero de 1996

Ver dictamen

Estafa. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

Es doctrina reiterada del Tribunal que tanto el lugar en el que se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá, en definitiva, conforme a razones de economía procesal.

G., Jorge Alfredo s/ Denuncia

COMP. 395, XXXI, 21 de febrero de 1996

Ver dictamen

Se advierte que de las denuncias podría resultar que la entrega de los cheques pudo constituir el ardid determinante de la estafa, por lo que resultaría de aplicación lo decidido por la Corte en el sentido de que, cuando la entrega de un cheque que resultó rechazado por cuenta cerrada, fue realizada en pago de una operación al momento de hacerse efectiva y en la sede del damnificado, cabe concluir que ese hecho constituyó “prima facie” el ardid determinante del acto de disposición de la víctima y, en consecuencia, corresponde investigar el presunto delito de estafa al juez en lo penal con jurisdicción donde se entregó el valor.

G., José Luis s/ Estafa

COMP. 436, XXXI, 22 de febrero de 1996

Ver dictamen

Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 

De las escasas constancias reunidas hasta el presente no surgen los elementos de juicio suficientes que permitan calificar los hechos denunciados en alguna figura penal determinada, toda vez que no se ha practicado diligencia alguna tendiente a brindar mayor precisión a la denuncia y su ratificación.

A., José Luis s/ Denuncia

COMP. 609, XXXI, 30 de abril de 1996

Ver dictamen

Falsificación de cheuque. Estafa. Tentativa. Concurso ideal. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

La Corte tiene establecido en casos como el presente que, en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, que concurriría idealmente con su falsificación, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.

A., María Esther s/ Denuncia por falsificación de documento público

COMP. 688, XXXI, 30 de abril de 1996

Ver dictamen

Homicidio. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que no basta la sola circunstancia de que un hecho se produzca dentro de los perímetros reservados exclusivamente al Estado Nacional para reputarlo sujeto a la competencia federal, ya que para que ello ocurra es preciso que haya afectado intereses federales o la prestación del servicio nacional.

Toda vez que, de las constancias de autos no surge que el hecho en análisis haya producido inconvenientes al Estado Nacional, ni haya afectado el buen servicio que ha de desempeñado todo empleado de la Nación, corresponde al Juez en lo Criminal y Correccional provincial conocer en la causa. 

A, Miguel s/ Homicidio, víctima Pedro C. en Pigue

COMP. 637, XXXI, 01 de abril de 1996

Ver dictamen

Defraudación. Juez previniente. Competencia nacional. 

Habida cuenta que existe discrepancia entre los magistrados intervinientes acerca del lugar donde se habría celebrado el contrato, se pagaron las sumas de dinero y la sede donde debió efectuarse la entrega de los rodados y que, además, no se encuentra agregada al incidente constancia alguna que permita determinar dichas circunstancias, corresponde a la justicia nacional, que previno, continuar conociendo de la causa.

A., Rubén s/ Querella por quiebra fraudulenta

COMP. 533, XXXI, 16 de abril de 1996

Ver dictamen

Administración fraudulenta. Sociedad anónima. Administración de la sociedad. Domicilio real. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que el delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial del deber, y en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquél se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración, sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción.

B., Carlos Alberto; L., Ricardo Oscar; D., Pedro y Q. B., Ignacio Mariano s/ Defraudación

COMP. 501, XXXI, 16 de abril de 1996

Ver dictamen

Hurto. Personas indocumentadas. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que las declaraciones, tanto del denunciante como del imputado, pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos del expediente.

Por aplicación de estos principios, toda vez que la víctima de la sustracción manifestó que el hecho aconteció cuando acababa de estacionar su vehículo en una localidad bonaerense, en cuya comisaría radicó la respectiva denuncia, corresponde declarar la competencia del magistrado local para investigar en la causa.

 

C. C., María y otros s/ Hurto

COMP. 520, XXXI, 16 de abril de 1996

Ver dictamen

Falsificación de sellos. Impuesto a los automotores. Competencia provincial. 

Asiste razón al magistrado toda vez que la falsificación del sello del Banco de la Provincia de Buenos Aires, en la boleta del impuesto a los automotores, no constituye una maniobra de las que entorpecen el funcionamiento del Registro Nacional de la Propiedad automotor. 

Al recaer la adulteración sobre el comprobante de pago de un impuesto local, el hecho a investigar no significaría un perjuicio para las rentas de la Nación, sino para la Dirección de Rentas de la Provincia de Buenos Aires.

C. F., María Victoria s/ Defraudación

COMP. 524, XXXI, 30 de abril de 1996

Ver dictamen

Falsificación de instrumento público. Competencia provincial. Estafa. Competencia nacional. 

En lo que hace a la falsificación de instrumento público, habida cuenta que la Corte tiene establecido que el delito se consuma cuando se produce el documento falso, corresponde a la justicia provincial conocer de este hecho, dado que en una localidad bonaerense tenía su asiento el registro del escribano interviniente. 

Respecto de la estafa, toda vez que los instrumentos apócrifos habrían sido presentados ante los tribunales de la Capital Federal para ejecutar las hipotecas en ellos instrumentadas, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional para entender respecto a este delito.

 

C., Guillermo y otro s/ Denuncia: Estafa y falsificación de instrumento público

COMP. 567, XXXI, 16 de abril de 1996

Ver dictamen

Cheque sin fondos. Juez previniente. Competencia nacional. 

Al resultar de los términos de la denuncia y sus ratificaciones que la entrega de los cheques por parte de la imputada fue la condición determinante del dinero en efectivo, y que dicha entrega habría tenido lugar en esta ciudad, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional en lo criminal de instrucción, que previno, para continuar conociendo en la causa.

C. O. R. s/ Infracción Artículo 302 Código Penal

COMP. 532, XXXI, 16 de abril de 1996

Ver dictamen

Evasión impositiva. Impuesto de sellos. Competencia provincial. 

Habida cuenta que el impuesto de sellos tiene carácter local, y que la damnificada resultaría la Dirección General de Rentas de la Provincia de Buenos Aires, corresponde al magistrado provincial proseguir con el trámite de las actuaciones.

D., Amadeo Eraldo s/ Infracción Ley 23.771

COMP. 659, XXXI, 30 de abril de 1996

Ver dictamen

Falsificación de instrumento público. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Juez previniente. Competencia provincial. Encubrimiento. Lugar del hecho. Competencia de instrucción. 

En lo que respeta a la falsificación de la cédula de identificación del automotor, la Corte tiene establecido que es la justicia federal la competente para la persecución de este delito, por recaer sobre un documento público de carácter nacional.

Con relación al remplazo de las chapas patentes, toda vez que es doctrina de la Corte que estos hechos carecen de entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento y que de las constancias del incidente tampoco surge donde se cometió la infracción, el magistrado provincial que previno, en cuya jurisdicción fue descubierta la anomalía, es quien debe seguir entendiendo en relación a este hecho. 

Al resultar que el delito encubierto es de competencia de la justicia provincial, cabe concluir que este hecho afecta a ella y no a la administración de justicia nacional. Por ser ello así, no resulta aplicable las reglas de acumulación por conexidad, sino que corresponde investigarlo a los tribunales comunes con competencia en el lugar donde se produjo, en el caso, al juzgado de instrucción donde se secuestró el vehículo.

 

F., Horacio Alberto Para establecer la propiedad del vehículo D.E 1

COMP. 189, XXXI, 30 de abril de 1996

Ver dictamen

Homicidio culposo. Accidente ferroviario. Servicio público. Competencia federal. 

Al resultar del relato de los hechos efectuado por el juez provincial que a consecuencia del accidente resultó afectado el tráfico ferroviario, porque la formación que colisionó con el automotor estuvo detenida por el término de cincuenta minutos, hecho éste no admitido por el magistrado declinante, corresponde a la justicia federal proseguir con el trámite de las actuaciones.

Incidente de competencia formulado por el Sr. Juez en lo Criminal y Correccional del Departamento Judicial de Junín (R., Juan s/ Accidente)

COMP. 457, XXXI, 16 de abril de 1996

Ver dictamen

Robo. Privación ilegal de la libertad. Economía procesal. Juez previniente. Competencia provincial. 

Pluralidad de jurisdicciones.

 

La Corte tiene dicho, en casos que guardan similitud con el presente, que resultan competentes para conocer de estos delitos los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y que en esa hipótesis la elección del tribunal que conocerá de la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.

Robo de automotor y privación ilegal de la libertad. L., Raúl Ernesto

COMP. 331, XXXI, 16 de abril de 1996

Ver dictamen

Estafa procesal. Lugar del hecho. Domicilio del imputado. Competencia provincial. 

Habida cuenta que ambos tribunales coinciden en que el delito a investigar, en el caso, es el de estafa procesal, y que de los términos de la denuncia resulta que fue en el juicio laboral llevado a cabo en jurisdicción bonaerense donde se habrían falseado las pruebas y demás elementos que motivaron el pronunciamiento judicial perjudicial para el denunciante, corresponde a la justicia provincial donde, además, se domicilian los imputados, conocer en la causa.

L., Juan Carlos s/ Denuncia estafa procesal

COMP. 490, XXXI, 16 de abril de 1996

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 270, L. XXXI, “Salgado Cárcano en representación de Edesur S.A. s/ Denuncia”.

M., Juan Bautista s/ Denuncia hurto de energía eléctrica

COMP. 683, XXXI, 30 de abril de 1996

Ver dictamen

Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia de instrucción. Competencia provincial. 

La contienda no se halla precedida de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.

De las escasas constancias reunidas hasta el momento no surgen los elementos de juicio suficientes que permitan calificar prima facie los hechos denunciados en alguna figura determinada, toda vez que más allá de los informes requeridos, no se ha practicado pesquisa alguna tendiente a brindar mayor precisión a la denuncia.  

 

M., Martín Alfredo s/ Denuncia tentativa de estafa

COMP. 518, XXXI, 30 de abril de 1996

Ver dictamen

Administración fraudulenta. Estatuto social. Filiales. Juez previniente. Competencia nacional. 

En primer término, es oportuno puntualizar que la profusión de decisiones jurisdiccionales de los magistrados intervinientes en torno al tema de la competencia actuó en desmedro del principio de economía procesal y del buen servicio de justicia. 

Los argumentos expuestos por el magistrado nacional para fundar su nueva declinatoria no resultan suficientes para modificar el criterio sustentado por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, al resolver la contienda anterior.

Lo declarado por la representante de la Cruz Roja Argentina en relación a que no hubo reclamos de terceros a la institución, ni que se detectara que las presuntas irregularidades le hubieran causado un perjuicio, no excluye la posibilidad de que la conducta a investigar dañara el patrimonio de la asociación.

Por lo demás, también cabe destacar que de acuerdo a lo establecido por el artículo 41 del estatuto social, las filiales no pueden disponer de sus bienes, los que se declaran patrimonio de la Cruz Roja Argentina, sin anuencia del Consejo Supremo. Por otra parte conforme al artículo 44, del mismo estatuto, todas las filiales deben rendir cuentas al Consejo Supremo, en forma anual, y remitirle la memoria, el balance general, el inventario, la cuenta de gastos y recursos antes del 30 de septiembre.

Ministerio de defensa s/ Denuncia

COMP. 458, XXXI, 16 de abril de 1996

Ver dictamen

Encubrimiento. Estafa. Establecimientos asistenciales. Carga. Competencia nacional. 

Corresponde declarar la competencia de la justicia nacional de instrucción para conocer respecto del posible delito de encubrimiento, habida cuenta de que de las constancias reunidas en el incidente, no surgen elementos que permitan razonablemente vincular a los responsables de la clínica, ni al corredor que les vendió la mercadería con su sustracción acaecida en jurisdicción provincial donde además se dictó el sobreseimiento provisorio.

Corresponde a la justicia nacional investigar el delito de estafa que podría resultar de estas negociaciones,  toda vez que las soluciones robadas habrían sido vendidas en Capital Federal.

N.N. o P. s/ Encubrimiento

COMP. 491, XXXI, 30 de abril de 1996

Ver dictamen

Abuso de autoridad. Incumplimiento de los deberes del funcionario público. Administración fraudulenta. Competencia federal. 

La Corte tiene establecido que es función específica de la justicia federal prestar resguardo y tutela a las instituciones nacionales y juzgar de la validez de los actos de los funcionarios nacionales en provincia.

Habida cuenta que la intervención a la Sociedad fue dispuesta por el Instituto Nacional de Acción Mutual, organismo descentralizado de la Secretaría de Desarrollo Social, dependiente esta última, a su vez, de la Presidencia de la Nación -artículo 11°, del decreto N° 227/94- y que la conducta a investigar podría resultar de aquellas que afectan o corrompen el buen servicio que presta una entidad nacional, corresponde a la justicia de excepción proseguir con el trámite de las actuaciones. 

 

P., Fernando s/ Denuncia

COMP. 568, XXXI, 30 de abril de 1996

Ver dictamen

Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 

La Corte tiene establecido a través de numerosos precedentes que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquel se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.

Los elementos de convicción reunidos no alcanzan, razonablemente, para vincular al procesado con el robo del automotor.

Sobre la base de estas consideraciones, corresponde declarar la competencia de la justicia federal con jurisdicción bonaerense para conocer respecto del encubrimiento, aunque no haya sido parte en la contienda.

Finalmente, en lo que concierne a la infracción reprimida en el artículo 33, del decreto ley 6582/58, la Corte tiene establecido que la sustitución de las chapas patente no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Por lo tanto, en lo relativo a este aspecto, corresponde declarar la competencia del magistrado provincial, ya que fue en su jurisdicción donde se descubrió el hecho.

 

P., Osvaldo Enrique s/ Robo con armas de automotor y hurto de automotor

COMP. 465, XXXI, 16 de abril de 1996

Ver dictamen

Estafa. Competencia provincial. 

Toda vez que en autos, no se encuentra probada, a esta altura de la investigación, la vinculación del personal que pertenece a la entidad bancaria y que las reglas por conexidad se aplican entre jueces nacionales, corresponde continuar conociendo al juez provincial.

R., Francisco s/ Tentativa de estafa

COMP. 556, XXXI, 01 de abril de 1996

Ver dictamen

Cheque sin fondos. Domicilio del banco. Domicilio del girado. Competencia de instrucción. Competencia provincial. 

Toda vez que de las escasas constancias agregadas al incidente se desprende que la cuenta corriente del imputado se hallaba abierta al tiempo de la emisión del primer cheque y que las partes habrían celebrado, con anterioridad, otras operaciones documentadas en la misma forma, al solo efecto de dirimir este conflicto, corresponde encuadrar el hecho a investigar en los supuestos del artículo 302 del Código Penal. Por ello, conforme a la reiterada jurisprudencia de la Corte, resulta competente para conocer a su respecto el juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado.

R., Roberto Emilio s/ Denuncia

COMP. 588, XXXI, 30 de abril de 1996

Ver dictamen

Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia en lo penal económico. 

La presente contienda no se halla precedida de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el art. 24, inc. 7, del decreto ley 1285/58.

De las escasas constancias reunidas hasta el momento no surgen los elementos de juicio suficientes que permitan calificar prima facie los hechos denunciados en alguna figura determinada, ya sea estafa o libramiento de cheque sin fondo, toda vez que no se ha practicado pesquisa alguna tendiente a brindar mayor precisión a la denuncia.

A ello cabe agregar, como lo pone de manifiesto el magistrado provincial, que tampoco han sido incorporadas a este incidente las copias de los cheques mencionados en la declinatoria del juez que primero conoció en la causa.

En tales condiciones, y de acuerdo al criterio establecido en Fallos: 306:1272 y 1997, entre muchos otros y Comp. 23, L. XXX, “Steneri, Néstor s/ Infracción al Artículo 302 del Código Penal”, corresponde a la justicia nacional en lo penal económico, que previno, seguir entendiendo en la causa. 

 

S., Eduardo s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal

COMP. 628, XXXI, 30 de abril de 1996

Ver dictamen

Hurto de energía. Empresa nacional. Competencia federal. 

No puede eliminarse la posibilidad de que la situación denunciada sea consecuencia de un hecho que haya afectado el buen servicio que en ese momento prestaba una empresa nacional, en los términos del artículo 3°, inciso 3°, de la ley 48, por lo que corresponde a la justicia federal que previno continuar entendiendo en las presentes actuaciones.

S., José Manuel s/ Denuncia hurto de energía eléctrica

COMP. 496, XXXI, 16 de abril de 1996

Ver dictamen

Estafa. Tentativa. Falsificación de cheque. Concurso ideal. Competencia provincial. 

La Corte tiene establecido que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, debe atenerse a fin de determinar la jurisdicción competente al lugar donde los títulos fueron entregados.

T., Oscar s/ Su denuncia

COMP. 485, XXXI, 30 de abril de 1996

Ver dictamen

Hurto. Cheque. Pagaré. Lugar del hecho. Competencia provincial. Estafa. lugar de pago. Juez previniente. Competencia nacional. 

La Corte tiene establecido que la sustracción de los documentos constituye un hecho distinto al uso ilícito, que posteriormente se realiza con ellos, existiendo, en el caso, dos hipótesis delictivas a considerar. 

En lo vinculado a la sustracción de los documentos, toda vez que el denunciante manifiesta que habrían sido tomados de una carpeta colocada sobre su escritorio, ubicado en la oficina que la empresa tiene la planta fabril de una localidad bonaerense, corresponde al juez local conocer a su respecto.

En lo atinente al delito de estafa o a su tentativa, es doctrina reiterada de la Corte que a los efectos de determinar la competencia del tribunal al que corresponde investigarlos cabe atenerse al lugar donde los documentos fueron entregados.

Por aplicación de estos principios, habida cuenta que el representante de la sociedad anónima y el propio imputado manifestaron que los tres primeros cheques extraviados fueron entregados en pago por la compra de dos rodados, en una agencia ubicada en una calle de Capital Federal, el magistrado nacional, que previno, deberá continuar investigando este hecho.  

 

U., Jean - Querella por estafa c/ C., Alberto s/ Denuncia estafa

COMP. 547, XXXI, 30 de abril de 1996

Ver dictamen

Encubrimiento. Robo de automotor. Competencia federal. 

Tiene establecido la Corte a través de numerosos precedentes que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la Republica afecta la administración de la justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquel se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo. 

Los elementos de convicción reunidos hasta el presente no alcanzan para vincular el hecho del supuesto encubrimiento con el robo. 

 

B., Carlos María

COMP. 442, XXXI, 16 de abril de 1996

Ver dictamen

Adulteración de la numeración de bienes registrables. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

La Corte tiene establecido que no pudiéndose establecer el lugar en que las patentes del automotor fueron cambiadas, corresponde atribuir competencia al tribunal con jurisdicción en el lugar en que se comprobó la existencia del delito.

Destacamento Tránsito Cinco Saltos s/ Secuestro automotor

COMP. 578, XXXI, 29 de marzo de 1996

Ver dictamen

Hurto de línea telefónica. Juez previniente. Competencia provincial. 

A partir de las constancias del incidente denunciado, no se advierte que como consecuencia del hecho motivo de investigación haya resultado afectada, de modo concreto, la prestación del servicio interjurisdiccional de telecomunicaciones, circunstancia que habilitaría la intervención de la justicia de excepción. 

 

G., Héctor José Pedro s/ Denuncia

COMP. 656, XXXI, 29 de marzo de 1996

Ver dictamen

Encubrimiento. Falsificación de instrumento público. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Lugar del hecho. Juez previniente. Competencia provincial. 

La Corte tiene establecido a través de numerosos precedentes que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquel se hubiese llevad o a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.

Más allá de que el tribunal nacional que investiga el hurto no definió la situación procesal de este hecho, los elementos de convicción reunidos hasta el presente no alcanzan para vincular al procesado con la sustracción del vehículo. Sobre la base de estas consideraciones, corresponde declarar la competencia de la justicia federal, con jurisdicción en una localidad bonaerense, para conocer del encubrimiento, aunque no haya sido parte en la contienda.

En el mismo sentido corresponde pronunciarse respecto a la supuesta falsificación de la cedula de identificación y del título de propiedad del automotor que, por haber recaído sobre documentos públicos de carácter nacional, la Corte tiene establecido que la justicia federal es la competente para su persecución.

Finalmente, con relación al remplazo de las chapas patentes, toda vez que es doctrina de la Corte que estos hechos carecen de entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento y que de las constancias del incidente no surge donde se cometió la infracción, el magistrado provincial que previno, en cuya jurisdicción fue descubierta la anomalía, debe seguir entendiendo en el ilícito.

G., José Américo y otro s/ Hurto de automotores

COMP. 483, XXXI, 29 de marzo de 1996

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 270, L.XXXI, “Salgado Cárcano en representación de Edesur S.A .s/ Denuncia".

L., Jorge A. s/ Denuncia hurto de energía eléctrica

COMP. 678, XXXI, 29 de marzo de 1996

Ver dictamen

Hurto de energía. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 82, L. XXX, “Edesur S.A. s/ Denuncia”.

H., Juan Carlos s/ Denuncia hurto de energía eléctrica

COMP. 682, XXXI, 29 de febrero de 1996

Ver dictamen

Defraudación. Hechos nuevos. Juez previniente. Competencia provincial. 

Si bien la Corte ya ha resuelto la cuestión, resulta que ello no es óbice para que el tema sea nuevamente sometido a su consideración, habida cuenta que al tiempo de expedirse no pudo tener en cuenta el informe pericial, toda vez que éste no se encontraba incorporado al expediente.

Corresponde al magistrado provincial, por ser éste quien primero constató el hecho, continuar con la investigación del delito previsto por el artículo 33 del decreto ley 6582/58.

I., Héctor Oscar - testimonios en la causa s/ Infracción al Decreto Ley 6.582/58

COMP. 186, XXXI, 22 de febrero de 1996

Ver dictamen

Falsa denuncia. Competencia nacional. Competencia correccional. Hurto. Lugar del hecho. Juez previniente. Competencia provincial. 

Habida cuenta que la denuncia presuntamente falsa dio lugar a un proceso que tramita ante la justicia nacional, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional en lo correccional para conocer en la causa, aunque no haya sido parte en la contienda.

En relación al hurto, resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte en el sentido de ya sea que el hecho se subsuma en el inciso 2° o 7°, ambos del artículo 173 del Código Penal, resulta decisivo el lugar donde tuvieron exteriorización actos con relevancia típica para la configuración de cualquiera de esos de esos delitos. 

Al resultar de las propias declaraciones de los imputados que fue en jurisdicción bonaerense donde acordaron apropiarse de la mercadería y donde el delito se consumó con la guarda de las cubiertas en el domicilio de uno de los involucrados, corresponde al magistrado provincial, que previno, continuar con la tramitación de la causa.

M., Leonardo Esteban s/ Falsa denuncia

COMP. 476, XXXI, 29 de marzo de 1996

Ver dictamen

Encubrimiento. Tenencia ilegítima de armas de guerra. Economía procesal. Tribunal oral en lo criminal. Competencia nacional. 

Habida cuenta que fue en Capital Federal donde se constató la tenencia del automotor robado y donde se lo secuestró, y tomando en consideración, además, lo avanzado de la investigación en esta sede, donde tramita la causa seguida contra uno de los involucrados, por razones de economía procesal y de una mejor defensa del imputado se aconseja declarar la competencia del Tribunal Oral para seguir conociendo en la causa.

M., Ricardo Miguel s/ Encubrimiento

COMP. 488, XXXI, 29 de marzo de 1996

Ver dictamen

Hurto de energía. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 270, L. XXXI, “Salgado Carcano en representación de Edesur S.A. s/ Denuncia”.

L., Horacio David s/ Hurto de energía eléctrica

COMP. 681, XXXI, 29 de febrero de 1996

Ver dictamen

Violación de domicilio. Empresa privada. Competencia provincial. 

La Corte tiene establecido que ni aún en el caso en que un delito tenga lugar en el perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional, esa mera circunstancia, no atribuye, por si, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.

M., Oscar Alberto y otro s/ violación de domicilio

COMP. 531, XXXI, 21 de febrero de 1996

Ver dictamen

Firma falsa. Delitos contra el Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones. Afiliación previsional. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 

Cobro de comisión.

La presente contienda no se halla precedida de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1285/58. De las escasas constancias reunidas hasta el momento no surgen los elementos de juicio suficientes que permitan calificar prima facie los hechos denunciados contra un promotor de la Administradora de Fondos de Jubilaciones y Pensiones, quien habría falsificado las firmas de personas que ya estaban afiliadas a esa u otra A.F.J.P., y de personas desconocidas por sus empleadores, en las respectivas solicitudes de afiliación por las que cobraba una comisión, en alguna figura determinada, toda vez que no se ha practicado pesquisa alguna tendiente a brindar mayor precisión a la denuncia.

Sobre la base de que no puede descartarse la posibilidad de que haya resultado perjudicado el sistema nacional integrado de jubilaciones y pensiones establecido en la ley 24.241, cuyo artículo 149 otorga competencia a la justicia federal para conocer respecto de los delitos tipificados en esta norma, corresponde que continúe interviniendo el juzgado federal que previno.

G., Adalberto s/ Denuncia

COMP. 446, XXXI, 29 de marzo de 1996

Ver dictamen

Estafa. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

Resulta de aplicación lo decidido por la Corte en el sentido de que, ya sea que el hecho se subsuma en el inciso 2° o en el inciso 7°, ambos del artículo 173 del Código Penal, para resolver la cuestión planteada, hay que tener en cuenta dónde tuvieron lugar los actos con relevancia típica para la configuración de cualquiera de esos delitos.

T., Horacio s/ Denuncia

COMP. 390, XXXI, 22 de febrero de 1996

Ver dictamen

Defraudación. Mandato. Automotores. Juez previniente. Competencia nacional. 

Al resultar de las constancias del incidente que el único domicilio consignado en el contrato donde se otorgó el mandato de venta, es el del querellante, y que la empresa denunciada fue intimada a rendir cuentas de la gestión encomendada, corresponde a la justicia nacional, que previno, proseguir con el trámite de las actuaciones.

T., Alberto Pedro s/ Defraudación

COMP. 495, XXXI, 29 de marzo de 1996

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 270, L.XXXI, “Salgado Carcano en representación de Edesur S.A . s/ Denuncia".

W., Enrique Alejandro s/ Denuncia hurto de energía eléctrica

COMP. 676, XXXI, 29 de marzo de 1996

Ver dictamen

Hurto de energía. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 270, L. XXXI, “Salgado Carcano en representación de Edesur S.A. s/ Denuncia”.

Q. de M., María Teresa y T., Ricardo s/ Hurto de energía

COMP. 697, XXXI, 29 de febrero de 1996

Ver dictamen

Estafa. Cheque sin fondos. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 

De las escasas constancias reunidas hasta el momento no surgen los elementos de juicio suficientes que permitan calificar prima facie los hechos denunciados en alguna figura determinada -estafa o libramiento de cheque sin fondo- toda vez que no se ha practicado pesquisa alguna tendiente a brindar mayor precisión a la denuncia.

R., Jorge Gabriel s/ Artículo 302  Código Penal

COMP. 438, XXXI, 21 de febrero de 1996

Ver dictamen

Hurto de energía. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 270, L. XXXI, “Salgado Carcano en representación de Edesur S.A. s/ Denuncia”.

R. S.A.  s/ Hurto de energía eléctrica

COMP. 696, XXXI, 29 de febrero de 1996

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 639, L. XXXI, “Incidente de Competencia entre el Juzgado Criminal y Correccional Nº 7 de Lomas de Zamora, provincia de Buenos Aires, y el Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción Nº 25, Capital Federal”.

A., Anastacio s/ Estafa

COMP. 650, XXXI, 07 de agosto de 1996

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Competencia nacional. Juez previniente. 

El presente conflicto no se haya precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.

D. A., Beatriz Susana c/ N.N. s/ Hurto

COMP. 654, XXXI, 23 de agosto de 1996

Ver dictamen

Delitos contra el Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones. Competencia federal. 

La conducta denunciada constituye un hecho punible de los previstos en el artículo 135 de la ley 24.241, cuya investigación fue asignada por el legislador a la justicia de excepción. Ello es así, porque no obsta a la competencia federal la posibilidad de que resulte aplicable una norma del Código Penal, en la medida en que resultaría igualmente afectado el sistema nacional integrado de jubilaciones y pensiones, aspecto este último que justifica la intervención del fuero nacional.

A., Luis María s/ Denuncia

COMP. 575, XXXI, 23 de agosto de 1996

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 639, L. XXXI, “Incidente de Competencia entre el Juzgado Criminal y Correccional Nº 7 de Lomas de Zamora, provincia de Buenos Aires, y el Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción Nº 25, Capital Federal”.

A., María Ester s/ Estafa

COMP. 644, XXXI, 07 de agosto de 1996

Ver dictamen

Estafa. Cheque. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

Habida cuenta que la Corte tiene establecido que la sustracción de los cheques constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con ellos, y que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde aquellos fueron entregados, resulta que corresponde dirimir esta contienda declarando la competencia provincial, lugar donde el documento fue entregado.

T., Oscar s/ Denuncia

COMP. 549, XXXI, 21 de febrero de 1996

Ver dictamen

Defraudación. Competencia provincial. 

La Corte tiene resuelto que la intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de maniobras que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación.

Agente Fiscal s/ Denuncia

COMP. 669, XXXI, 30 de agosto de 1996

Ver dictamen

Estafa. Cheque. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

Habida cuenta que la Corte tiene establecido que la sustracción de los cheques constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con ellos, y que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde aquellos fueron entregados, resulta que corresponde dirimir esta contienda declarando la competencia provincial.

T., Oscar s/ Denuncia

COMP. 550, XXXI, 21 de febrero de 1996

Ver dictamen

Habida cuenta que la Corte tiene establecido que la sustracción de los cheques constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con ellos, y que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde aquellos fueron entregados, resulta que corresponde dirimir esta contienda declarando la competencia del señor juez provincial.

T., Oscar en representación de R. S.A. s/ Estafa

COMP. 580, XXXI, 29 de febrero de 1996

Ver dictamen

Privación ilegal de la libertad. Secuestro de personas. Competencia provincial. 

Habida cuenta que los hechos denunciados no se encuentran controvertidos por los magistrados intervinientes en la contienda ni que el magistrado federal declinante discutía la naturaleza del hecho denunciado y, toda vez que aquellos están presuntamente vinculados con el secuestro del empresario, corresponde al señor juez a cargo de la investigación del secuestro y desaparición continuar con la investigación en la causa, aunque no sea parte en la contienda.

A., Carlos Francisco s/ Denuncia

COMP. 540, XXXI, 04 de julio de 1996

Ver dictamen

Estafa. Cheque. Competencia nacional. 

Más allá de la posible estafa, no puede eliminarse la eventualidad de que el accionar significara una desnaturalización de la función del cheque como instrumento de pago.

Habida cuenta que los instrumentos habrían sido entregados en esta ciudad, corresponde a la justicia nacional de instrucción conocer la causa. 

 

F., Rafael s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal

COMP. 721, XXXI, 23 de agosto de 1996

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 639, L. XXXI, “Incidente de Competencia entre el Juzgado Criminal y Correccional Nº 7 de Lomas de Zamora, provincia de Buenos Aires, y el Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción Nº 25, Capital Federal”.

G., Luis Alejandro s/ Estafa

COMP. 648, XXXI, 07 de agosto de 1996

Ver dictamen

Robo. Funcionarios públicos federales. Investigación inconclusa. Competencia federal. Juez previniente. 

Si bien la Corte ha expresado que la ley 21.581 establece un sistema de financiamiento por el que las provincias responden patrimonialmente ante el FONAVI para el reintegro de fondos, toda vez que, de las constancias de autos, no es dable descartar la posible participación de miembros de la Secretaría de Vivienda de la Nación en la maniobra denunciada, corresponde a la justicia federal, que previno, continuar con la sustanciación de la causa sin perjuicio de lo que surja de una posterior investigación.

Z., Carlos s/ Robo

COMP. 276, XXXI, 29 de febrero de 1996

Ver dictamen

Defraudación. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 82, L. XXX, “Edesur S.A. s/ Denuncia”.

W., Enrique Alejandro s/ Denuncia defraudaciones

COMP. 695, XXXI, 29 de febrero de 1996

Ver dictamen

Remisión al fallo de la causa Comp. 82, L. XXX, “Edesur S.A. s/ Denuncia”.

W., Enrique Alejandro s/ Denuncia defraudación

COMP. 684, XXXI, 29 de febrero de 1996

Ver dictamen

Hurto de energía. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 270, L. XXXI, “Salgado Carcano en representación de Edesur S.A. s/ Denuncia”.

W., Enrique Alejandro s/ Hurto de energía eléctrica

COMP. 687, XXXI, 29 de febrero de 1996

Ver dictamen

Estafa procesal. Competencia nacional. 

La presentación del documento para su ejecución, podría constituir el ardid necesario para obtener un pronunciamiento judicial y lograr así una sentencia dispositiva de propiedad perjudicial para los denunciantes, lo que configuraría una estafa procesal.

O., Horacio Ceferino s/ Estafa

COMP. 623, XXXI, 08 de julio de 1996

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 639, L. XXXI, “Incidente de Competencia entre el Juzgado Criminal y Correccional Nº 7 de Lomas de Zamora, provincia de Buenos Aires, y el Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción Nº 25, Capital Federal”.

M., Carlos Francisco s/ Falsificación de documentos públicos- Defraudación contra la administración pública

COMP. 629, XXXI, 07 de agosto de 1996

Ver dictamen

Estafa. Competencia provincial. Falsificación de instrumento privado. Competencia nacional. Documento nacional de identidad. Adulteración de documento. Competencia federal. 

La Corte tiene establecido que cuando el delito de falsificación de instrumentos privados concurre formalmente con el de estafa, ambas infracciones deben ser investigadas por el tribunal con competencia en el lugar donde aquellos fueron entregados y donde además, ha tenido principio de ejecución el segundo delito. 

Con relación al documento presentado al cobro, y entregado en pago por una certificación de ingresos, corresponde a la justicia nacional investigar este hecho. En el mismo sentido, corresponde pronunciarse acerca de la falsificación de los instrumentos privados que se hicieron valer para lograr la apertura de cuentas bancarias, toda vez que es doctrina de la Corte que son competentes para conocer a su respecto los tribunales con jurisdicción en el lugar en que los documentos fueron usados. 

En cuando a la falsificación de la constancia de solicitud de duplicado de documento nacional de identidad ajeno, y su uso, para la apertura de las cuentas corrientes, habida cuenta que se desconoce el lugar de su adulteración y que su juzgamiento es privativo del fuero de excepción, cabe a la justicia federal con jurisdicción en el lugar donde habría sido usada la constancia, entender en este delito, aunque no haya sido parte en la contienda.

F. d R., Emilia s/ Denuncia

COMP. 552, XXXI, 04 de julio de 1996

Ver dictamen

Administración fraudulenta. Retención indebida. Competencia provincial. 

Toda vez que quien comisionó al empleado presuntamente infiel para efectuar pagos en el extranjero es la empresa con sede en la provincia, corresponde al magistrado competente con sede en dicha jurisdicción judicial proseguir con la investigación de la conducta, más allá de la calificación que en definitiva recaiga, sea esta administración fraudulenta o apropiación indebida.

B., Oscar Emilio s/ Denuncia

COMP. 627, XXXI, 04 de julio de 1996

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 639, L. XXXI, “Incidente de Competencia entre el Juzgado Criminal y Correccional Nº 7 de Lomas de Zamora, provincia de Buenos Aires, y el Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción Nº 25, Capital Federal”.

C., Delicia Viviana s/ Estafa

COMP. 642, XXXI, 07 de agosto de 1996

Ver dictamen

Falsificación de sellos. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que las falsificaciones se consuman cuando se producen las mismas, y en caso de desconocerse el lugar de su confección, debe estarse al lugar en que se utilizó el documento con el sello apócrifo o donde se pretendió hacerlo valer.

D., Marcelo Daniel  s/ Denuncia infracción al Artículo 288 del Código Penal

COMP. 608, XXXI, 03 de mayo de 1996

Ver dictamen

Estafa. Rendición de cuentas. Domicilio del imputado. Competencia provincial. 

Sea cual fuere la previsión del artículo 173 que conforme al progreso de la investigación resulte de aplicación, y toda vez que el denunciado debía rendir cuentas de su gestión en la sede de la administración de la empresa para la cual trabaja y que conforme surge de las constancias de autos, tanto el denunciante como el presunto incriminado y la empresa transportista, tienen su domicilio en la Provincia, corresponde declarar la competencia del magistrado local para continuar entendiendo en la presente.

G., Ernesto Carlos Domingo s/ Denuncia

COMP. 511, XXXI, 11 de julio de 1996

Ver dictamen

Robo. Servicio postal. Correspondencia. Afectación al servicio público. Competencia provincial. Juez previniente. 

Habida cuenta que el artículo 4º, inciso 2, de la ley 20.218 autoriza a la Empresa Nacional de Correos y Telecomunicaciones a contratar con terceros particulares la ejecución del servicio postal en el marco regulatorio de la Resolución Nº 1241/88, en el sub-lite no se ha visto afectado el buen servicio de correos prestado por la Nación, ni sus rentas, como así tampoco aparecen comprometidos empleados de la empresa estatal.

L., Marcelo s/ Robo

COMP. 701, XXXI, 08 de julio de 1996

Ver dictamen

Falsedad ideológica. Competencia nacional. 

La Corte tiene establecido que la falsedad ideológica se consuma cuando se produce el documento apócrifo.

L. O., Osvalo Ismael s/ Estafa- Falsificación de instrumento público

COMP. 639, XXXI, 07 de agosto de 1996

Ver dictamen

Falsificación de sellos. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que las falsificaciones se consuman cuando se producen las mismas, y en caso de desconocerse el lugar de su confección debe estarse al lugar en que se utilizo el sello apócrifo o donde se pretendió hacerlo valer.

M., Norma s/ Denuncia

COMP. 698, XXXI, 08 de julio de 1996

Ver dictamen

No existe en el caso un conflicto negativo de competencia, toda vez que ello supone que los magistrados entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente.

Si la conducta reprochada no encuadra en las previsiones del artículo 2° de la ley 23.771 porque, según lo ha interpretado el tribunal nacional, la ganancia que produce el juego clandestino no puede tributar impuesto, el titular de juzgado federal, previo a declinar la competencia por los otros delitos, debió resolver la situación procesal respecto de los encausados con relación a la ley penal tributaria, respecto de la cual resulta incompetente la justicia provincial. 

 

M., Roberto y otros s/ 23.771

COMP. 631, XXXI, 08 de julio de 1996

Ver dictamen

Desechos peligrosos. Competencia federal. 

Al resultar de las constancias de la causa que el objeto de la denuncia es determinar si las emanaciones de la fábrica en cuestión son peligrosas y, por ende, si ha existido un hecho punible de los previstos en la ley 24.051, en virtud de lo establecido en el artículo 58 de la citada norma, corresponde a la justicia federal investigar en la presente causa.

G., Florencio Bilario y otros s/ Denuncia infracción Ley 24.051

COMP. 179, XXXI, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Retención indebida. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 

Resulta de aplicación al presente caso la doctrina de la Corte en el sentido de que la retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida.

B., Claudio Daniel s/ Defraudación

COMP. 619, XXXI, 03 de mayo de 1996

Ver dictamen

Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 

La Corte tiene establecido que en las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3° inciso 5° de la ley 48, deben tramitarse en primer lugar ante la justicia federal, sin perjuicios de la competencia ordinaria en los casos que, del conocimiento prioritario de los tribunales federales, en principio competentes, lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no exista posibilidad de que resulte afectada directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o de alguna de sus instituciones. 

Por aplicación de estos principios, y habida cuenta que de las constancias del expediente surge que los hechos tienen estricta motivación particular, corresponde al magistrado provincial continuar con la causa.

G., Pablo Eduardo s/ Secuestro Extorsivo

COMP. 581, XXXI, 03 de mayo de 1996

Ver dictamen

Retención indebida. Domicilio del deudor. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 

La Corte tiene establecido que el delito por retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida.

Habida cuenta que de las constancias del expediente no surge cual era el lugar convenido para el cumplimiento del mandato, resulta de aplicación al caso lo preceptuado por el artículo 747 del Código Civil, conforme al cual, la obligación debió ser cumplida en el domicilio del deudor.

 

Luna S. s/ Retención indebida

COMP. 722, XXXI, 03 de mayo de 1996

Ver dictamen

Estafa. Tentativa. Economía procesal. Lugar del hecho. Competencia por el territorio. Competencia nacional. 

Es doctrina reiterada de la Corte que, tanto el lugar en el que se desarrolló el ardid propio de la estafa como aquel en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá, en definitiva, conforme razones de economía procesal.

Incidente de oposición en los autos "P., Nancy Cristina s/ Denuncia"

COMP. 516, XXXI, 03 de mayo de 1996

Ver dictamen

Privación ilegal de la libertad. Amenazas. Sustracción de menores. Domicilio del menor. Economía procesal. Juez previniente. Competencia nacional. 

Tiene dicho la Corte, en casos que guardan similitud con el presente, que resultan competentes para conocer de estos delitos los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y que en esa hipótesis la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.

Q., C. R. s/ Denuncia

COMP. 551, XXXI, 03 de mayo de 1996

Ver dictamen

Hurto de energía. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 82, L. XXX, “Edesur S.A. s/ Denuncia”.

S. C., José Manuel s/ Denuncia hurto

COMP. 677, XXXI, 29 de febrero de 1996

Ver dictamen

Hurto. Cuestión de derecho común. Juez previniente. Competencia provincial. 

No se advierte en el presente circunstancia alguna que habilite al fuero de excepción. Ello es así porque, el hecho motivo de autos sólo perjudica a una empresa privada regida por disposiciones de derecho común.

Incidente de competencia de los autos N° 15.524/95 "S. Juan Jorge s/ Denuncia por supuesto hurto"

COMP. 666, XXXI, 03 de mayo de 1996

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 639, L. XXXI, “Incidente de Competencia entre el Juzgado Criminal y Correccional Nº 7 de Lomas de Zamora, provincia de Buenos Aires, y el Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción Nº 25, Capital Federal”.

S., Cándida Isabel s/ Estafa

COMP. 646, XXXI, 07 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 639, L. XXXI, “Incidente de Competencia entre el Juzgado Criminal y Correccional Nº 7 de Lomas de Zamora, provincia de Buenos Aires, y el Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción Nº 25, Capital Federal”.

O., José María s/ Estafa

COMP. 651, XXXI, 07 de agosto de 1996

Ver dictamen

Estafa. Extravío del cheque. Competencia provincial. 

La Corte tiene establecido que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrada mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, y que cuando los dichos de la denunciante, son verosímiles y no están desvirtuados por otras constancias del expediente, la competencia debe ser establecida sobre la base de estos.

S., María Elena s/ Denuncia

COMP. 699, XXXI, 23 de agosto de 1996

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 639, L. XXXI, “Incidente de Competencia entre el Juzgado Criminal y Correccional Nº 7 de Lomas de Zamora, provincia de Buenos Aires, y el Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción Nº 25, Capital Federal”.

R., Daniel Roberto s/ Estafa

COMP. 653, XXXI, 07 de agosto de 1996

Ver dictamen

Estafa procesal. Desbaratamiento de derechos acordados. Competencia por el territorio. Competencia criminal y correccional. Competencia provincial. 

Toda vez que no existe discrepancia entre los magistrados intervinientes acerca de la calificación del hecho a investigar, como así tampoco acerca de que el desbaratamiento de derechos acordados se habría consumado en jurisdicción bonaerense, corresponde al juzgado Criminal y Correccional conocer en estas actuaciones.

Ello sin perjuicio que, si este tribunal entiende que la investigación de la causa corresponde a otro magistrado de su misma provincia, se la remite de conformidad con el derecho local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional. 

 

U., Emilio s/ Denuncia

COMP. 553, XXXI, 03 de mayo de 1996

Ver dictamen

Estafa. Rechazo del cheque. Lugar del hecho. Competencia por el territorio. Juez previniente. Competencia provincial. 

Habida cuenta que no existe discrepancia entre los magistrados intervinientes acerca de la calificación del hecho a investigar, resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte en el sentido de que “cuando la entrega del cheque que resultó  rechazado por cuenta cerrada, fue realizada en pago de una operación, al momento de hacerse efectiva y en la sede del damnificado, cabe concluir que este hecho constituyo prima facie el ardid determinante del acto de disposición de la víctima y, en consecuencia corresponde investigar el presunto delito de estafa al juez nacional con jurisdicción donde se entregó el valor”.

Z., Hugo y B., Eduardo s/ Denuncia

COMP. 529, XXXI, 03 de mayo de 1996

Ver dictamen

Falsificación de instrumento público. Competencia nacional. Estafa. Competencia provincial. 

Resulta aplicable la doctrina de la Corte en el sentido de que la falsificación de un instrumento público resulta escindible de la causa que se instruya por la defraudación, o su tentativa, por el uso de aquél. 

En lo vinculado a la falsificación del poder general judicial, habida cuenta que la Corte tiene establecido que la falsificación del instrumento público se consuma cuando se produce el documento, corresponde al juez de la ciudad donde tiene su asiento el registro del escribano interviniente. 

En lo que se refiere a la estafa intentada en jurisdicción provincial, mediante la utilización del falso poder y de pagarés presuntamente adulterados, toda vez que estos instrumentos habrían sido presentados ante el tribunal provincial corresponde declarar la competencia de la justicia local para seguir conociendo respecto a este delito.

V., Roberto Néstor s/ Denuncia

COMP. 260, XXXI, 04 de julio de 1996

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 639, L. XXXI, “Incidente de Competencia entre el Juzgado Criminal y Correccional Nº 7 de Lomas de Zamora, provincia de Buenos Aires, y el Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción Nº 25, Capital Federal”.

R. de B., María Lidia s/ Estafa

COMP. 649, XXXI, 07 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 639, L. XXXI, “Incidente de Competencia entre el Juzgado Criminal y Correccional Nº 7 de Lomas de Zamora, provincia de Buenos Aires, y el Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción Nº 25, Capital Federal”.

T. de M., Luz Emilce s/ Estafa

COMP. 647, XXXI, 07 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 639, L. XXXI, “Incidente de Competencia entre el Juzgado Criminal y Correccional Nº 7 de Lomas de Zamora, provincia de Buenos Aires, y el Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción Nº 25, Capital Federal”.

S., Edgardo Raúl s/ Estafa

COMP. 643, XXXI, 07 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 639, L. XXXI, “Incidente de Competencia entre el Juzgado Criminal y Correccional Nº 7 de Lomas de Zamora, provincia de Buenos Aires, y el Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción Nº 25, Capital Federal”.

C., Jorge Omar s/ Estafa- falsificación ideológica de instrumento público

COMP. 645, XXXI, 07 de agosto de 1996

Ver dictamen

Robo. Correspondencia. Delitos comunes. Juez previniente. Competencia provincial. 

Habida cuenta que el artículo 4°, inciso 2, de la ley 20.216, autoriza a la Empresa Nacional de Correos a contratar con terceros particulares la ejecución del servicio postal, en el marco regulatorio de la Resolución n°1241/88, en el sub lite, no se ha visto afectado el buen servicio de correos prestados por la Nación, ni sus rentas, como así tampoco aparecen comprometidos empleados de la empresa estatal.

Por ello, conforme lo resuelto por la Corte en la causa "Martínez, Gustavo F. s/ Robo calificado"; entre otros, el desapoderamiento del que resulto victima el empleado de la firma permisionaria constituye un delito común que solo habría perjudicado la distribución de correspondencia que efectúa una firma privada.

 

B., Jorge Eduardo s/ Hurto

COMP. 711, XXXI, 23 de mayo de 1996

Ver dictamen

Encubrimiento. Competencia nacional. 

Habida cuenta que de las constancias del incidente no surgen elementos que permitan, razonablemente vincular a los imputados por el delito de encubrimiento con la sustracción de los objetos acaecida en jurisdicción provincial, donde además se dictó el sobreseimiento provisorio, y que las reglas de acumulación por conexidad sólo son aplicables a los conflictos en los que participan jueces nacionales, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional para seguir conociendo en la causa.

G., Alberto F., G. Silvio Rubén y A., José Luis/ Robo de automotor con armas

COMP. 585, XXXI, 24 de mayo de 1996

Ver dictamen

Delitos contra la integridad sexual. Violación. Victima menor de edad. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

La Corte tiene establecido que la determinación de la competencia, en el delito de violación, se rige por el lugar donde aquel se cometió.

J., S. B. s/ Violación

COMP. 636, XXXI, 27 de mayo de 1996

Ver dictamen

Adulteración de la numeración de bienes registrables. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

Habida cuenta que las reglas de acumulación por conexidad solo son aplicables entre jueces nacionales y que de las constancias del incidente no surge donde se falsificó la numeración individualizadora del vehículo, corresponde al juez en cuya jurisdicción se comprobó la infracción, continuar conociendo en las actuaciones.

Juzgado Federal s/ Averiguación infracción Ley 6.582

COMP. 692, XXXI, 23 de mayo de 1996

Ver dictamen

Defraudación. Estafa. Rechazo del cheque. Competencia provincial. 

Al advertir que la conducta a investigar no habría entorpecido el buen servicio que prestan los empleados de la Nación, circunstancia esta que habilitaría la intervención del fuero de excepción, corresponde a la justicia provincial continuar entendiendo en el caso.

K., Atilio Basilio s/ Denuncia por Ley 23.771

COMP. 587, XXXI, 23 de mayo de 1996

Ver dictamen

Robo con armas. Robo de automotor. Privación ilegal de la libertad. Competencia nacional. 

Es doctrina de la Corte que, cuando ha existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que les corresponde entender en la causa.

N.N. s/ Robo de automotor con armas. Damnificado S., Vicente Gregorio

COMP. 571, XXXI, 24 de mayo de 1996

Ver dictamen

Estafa. Tentativa. Competencia provincial. 

Es doctrina reiterada del Tribunal que respecto del delito de estafa o su tentativa cabe atenerse, a fin de determinar el tribunal competente, al lugar donde los documentos fueron entregados.

 

C., Carlos s/ Delito de acción pública

COMP. 1019, XXXII, 05 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Pago con cheque sin provisión de fondos. Estafa. Competencia provincial. 

La Corte tiene dicho que en los casos en que no existió simultaneidad en las presentaciones, pues si bien los cheques se dieron en parte de pago por la compra de artículos de juguetería -operación efectuada el 4 de octubre de 1994-, para entonces la cuenta del imputado se encontraba abierta, y fueron librados para fechas muy posteriores. De tal forma, la acción del imputado no habría configurado el ardid determinante del delito de estafa, sino que su conducta encuadraría en los supuestos del artículo 302 del Código Penal, que en principio corresponde investigar al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado.

C., Francisco Alejandro s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal

COMP. 1062, XXXII, 26 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Hurto de energía. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 270. L. XXXI, “Salgado Carcano en representación de Edesur S.A. s/ Denuncia”.

C., Héctor Oscar s/ Denuncia hurto de energía eléctrica

COMP. 1059, XXXII, 05 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Defraudación. Bancos provinciales. Instituto Nacional de Previsión Social. Haber jubilatorio. Competencia federal. 

Toda vez que el banco de la Provincia de Mendoza habría recibido del Instituto Nacional de Previsión Social la remesa de los fondos conjuntamente con los bonos jubilatorios a los que deberían ser aquéllos aplicados, el accionar del imputado habría provocado un perjuicio al patrimonio de la Nación, sin que la posibilidad de una posterior reparación del perjuicio haga variar la condición de sujeto pasivo del hecho que inviste el Estado Nacional.

C., José L. s/ Averiguación - Defraudación

COMP. 915, XXXII, 26 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Estafa. Lugar del hecho. Economía procesal. Competencia provincial. 

Es doctrina reiterada del Tribunal que tanto el lugar en el que se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser considerados para determinar la competencia territorial, la que en definitiva, se resolverá por los principios de economía procesal.

Comisaría 3era General Roca s/ Investigación infracción Artículo 173 Código Penal Imp. firma a (Denuncia Carlos A. A.)

COMP. 30, XXXII, 26 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Adulteración de la numeración de bienes registrables. Encubrimiento. Competencia criminal y correccional. 

Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.

Respecto a la infracción al art. 33 del decreto ley 6582/58, corresponde al juez provincial investigar habida cuenta que el Tribunal tiene establecido que cuando de las probanzas del incidente no surge el lugar donde se falsificó la numeración individualizadora del automotor, corresponde al juez en cuya jurisdicción se comprobó la infracción y se secuestró el rodado, conocer a su respecto.

En lo concerniente al supuesto delito de encubrimiento, no estaría acreditado el origen del chasis adulterado, toda vez que no se ha practicado diligencia alguna tendiente a verificar el dominio del vehículo incautado. En tales condiciones, y dado que la figura del encubrimiento presupone la comisión de un delito anterior del que no se participó, correspondería al señor juez a cargo del Juzgado en lo Penal Correccional entender en este aspecto, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.

D. B., Teodoro José s/ Encubrimiento

COMP. 840, XXXII, 05 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Desbaratamiento de derechos acordados. Estafa. Compraventa de automotores. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

Es doctrina del Tribunal que tanto el lugar en el que se desarrolla el ardid propio de la estafa como la disposición patrimonial deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá en definitiva conforme a razones de economía procesal.

D. D., Salvador s/ Defraudación

COMP. 940, XXXII, 26 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Defraudación. Retención indebida. Domicilio del deudor. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que la retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida.

La Corte también tiene establecido que cuando no existió un acuerdo de voluntades acerca del lugar donde debió efectuarse la restitución del bien, debe estarse a lo dispuesto por los artículos 747 y 1410 del Código Civil, conforme a los cuales la obligación debió ser cumplida en el domicilio del deudor.

D. T., Raúl Tomás s/ Estafa

COMP. 1032, XXXII, 05 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Correo privado. Robo con armas. Competencia provincial. 

Precedente del fallo Comp. 711, L. XXXI, “Bustos, Jorge Eduardo s/ Hurto”.

Habida cuenta que el art. 4º inc. 2º de la ley 20.216 autoriza a la Empresa Nacional de Correos a contratar con terceros particulares la ejecución del servicio postal, en el marco regulatorio de la Resolución Nº 1241/88, en el caso no se ha visto afectado el buen servicio de correos prestado por la Nación ni tampoco sus rentas.

I., Pablo Cruz s/ Denuncia de robo

COMP. 1023, XXXII, 05 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Extravío del cheque. Juez previniente. Competencia provincial. Estafa. Concurso ideal. Falsificación de instrumento privado. Lugar del hecho. Competencia por el territorio. Competencia nacional. 

Habida cuenta que la Corte tiene establecido que la sustracción de una pieza postal constituye un hecho distinto del uso ilícito que, posteriormente, se realizó con su contenido, existen dos hipótesis delictivas a considerar a efectos de dirimir la contienda.

En lo relativo a la sustracción del documento, toda vez que de las constancias del incidente no es posible determinar si su apoderamiento tuvo lugar hallándose la pieza postal que lo contenía bajo la custodia o servicio de la Empresa Nacional de Correos y Telégrafos, corresponde al juez provincial que previno, continuar con la investigación de este hecho. 

En lo vinculado al delito de estafa, concurriría idealmente con el de falsificación de instrumento privado, dado que la Corte tiene establecido que cabe atenerse, a fin de determinar el tribunal competente al lugar donde los documentos fueron entregados, corresponde a la justicia nacional de instrucción, con jurisdicción sobre la sucursal del banco en el que fue depositado el cheque, conocer de este delito, aunque no haya sido parte en la contienda.

No obsta a lo expuesto, la posibilidad de que el Banco deba eventualmente responder al cliente por pagar el cheque, cuya adulteración pudiera haber sido advertida de haber puesto su personal mayor diligencia en el control del cartular, toda vez que es doctrina de la Corte que la referencia del artículo 3, inciso 3, de la ley 48, y su concordante artículo 33 del Código Procesal Penal de la Nación, a los delitos que tiendan a la defraudación de las rentas de la Nación alude a los casos en que el daño sufrido por bienes del Estado Nacional es el que corresponde al resultado directo de la acción típica de que se trata.

 

B., Héctor s/ Denuncia

COMP. 577, XXXI, 23 de mayo de 1996

Ver dictamen

Desechos peligrosos. Competencia federal. 

Si el objeto de esta contienda es determinar si los desechos industriales habidos en los predios y establecimientos denunciados podrían considerarse residuos peligrosos, en los términos del anexo IV de la ley 24.051, en virtud de lo dispuesto por el artículo 58 de dicha normativa, corresponde declarar la competencia de la justicia federal para entender en estas actuaciones.

C., José Alejandro s/ Denuncia

COMP. 1085, XXXII, 26 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Estafa. Competencia provincial. 

Es doctrina reiterada del Tribunal que respecto del delito de estafa o su tentativa cabe atenerse, a fin de determinar el tribunal competente, al lugar donde los documentos fueron entregados.

C., Margarita s/ Estafa en grado de tentativa

COMP. 1057, XXXII, 05 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Asociación ilícita. Encubrimiento. Falsificación de instrumento público. Competencia ordinaria. 

Habida cuenta que la justicia nacional no cuestiona la competencia de la justicia ordinaria para conocer acerca de los delitos de estafa, asociación ilícita, encubrimiento e infracción al artículo 33 del decreto ley 6582/58, y que la Corte tiene establecido que el correcto planteo de una contienda negativa de competencia presupone que los magistrados intervinientes la atribuyan recíprocamente, corresponde a la justicia ordinaria entender en el proceso para luego plantear los conflictos jurisdiccionales que estime pertinentes.

I., Rubén Alberto y otros s/ Asociación ilícita, encubrimiento, estafa e infracción al Decreto Ley 6582/58

COMP. 996, XXXII, 05 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Tenencia de municiones de guerra. Competencia provincial. 

De acuerdo con el criterio establecido por la Corte a partir del precedente que se registra en Fallos: 314: 191, corresponde a la justicia provincial el conocimiento de la causa.

Incidente de competencia. Contienda trabada con el Juzgado Criminal y Correccional N 11, Secretaría única de Morón

COMP. 1061, XXXII, 26 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Documento nacional de identidad. Funcionarios públicos provinciales. Registro nacional de las personas. Competencia provincial. 

Si las irregularidades denunciadas habrían sido cometidas por funcionarios provinciales y siendo que las diligencias no habrían ingresado al Registro Nacional de las Personas, la conducta a investigar no habría tenido entidad suficiente para producir un perjuicio al organismo nacional, ni obstruir su normal funcionamiento. 

La Corte tiene establecido que no basta la eventualidad de un perjuicio patrimonial para el Estado para justificar la intervención del fuero federal, la que está condicionada a maniobras que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación.

 

M., Iride Paulina s/ Denuncia

COMP. 957, XXXII, 26 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Estafa. Pago con cheque sin provisión de fondos. Juez previniente. Competencia provincial. 

La conducta encuadrada en las previsiones del art. 302, inciso 3 del Código Penal, corresponde investigar al tribunal con jurisdicción sobre el banco girado.

Juez de Instrucción Nº 4 s/ Su declinatoria de competencia en la causa Nº 33/96 O., Carlos Raúl s/ Su denuncia

COMP. 899, XXXII, 05 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Compraventa de automotores. Vehículo robado. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

Más allá de la calificación que en definitiva corresponda a la conducta a investigar, el hecho cometido en jurisdicción de la provincia de Entre Ríos en perjuicio del Club Vélez Sarsfield, constituye un evento distinto a la operación de compra venta realizada en la provincia de Corrientes, por lo que corresponde que cada uno sea investigado por el tribunal competente en el lugar en que cada delito se habría perpetrado.

P., Juan Carlos Fabián s/ Denuncia

COMP. 877, XXXII, 26 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 

El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.

Es doctrina del Tribunal que sólo en orden a un delito concreto cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión, y sobre tal base, respecto del juez a quien corresponde investigarlo.

R., Horacio Marcelo s/ Denuncia

COMP. 801, XXXII, 02 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Incumplimiento de los deberes de asistencia familiar. Lugar de cumplimiento de la obligación. Competencia nacional. 

Si los padres habrían acordado mediante un convenio celebrado en Capital Federal, lugar donde por otra parte tramitó el divorcio y sus incidentes, que el pago de la cuota alimentaria sería depositado en la sucursal de un Banco sito en esta misma ciudad, es en esta Capital donde se habría consumado el incumplimiento de los deberes de asistencia familiar.

R., N. L. s/ Denuncia por incumplimiento de los deberes de asistencia familiar

COMP. 760, XXXII, 05 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Estafa. Extravío de tarjeta de crédito. Documento nacional de identidad. Falsificación de instrumento público. Competencia provincial. 

La falsificación de un instrumento público es escindible de la causa que se instruya por la defraudación, o su tentativa, por el uso de aquél.

En el mismo sentido, la Corte tiene resuelto que la investigación de la adulteración de un documento nacional de identidad es separable de la causa en que investigan las estafas perpetradas mediante el uso de una tarjeta de crédito y aquel documento.

N., Sonia Elizabeth y otro s/ Cuestión de competencia

COMP. 894, XXXII, 26 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Desbaratamiento de derechos acordados. Competencia nacional. 

Es doctrina del Tribunal que el desbaratamiento de derechos acordados se consuma cuando, ya realizada la disposición patrimonial, se torna incierto o litigioso el derecho adquirido. 

 

T,, Rolando s/ Defraudación

COMP. 1020, XXXII, 05 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Menores. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 282, L. XXXI, "Núñez, José María s/ Tenencia de estupefacientes".

B., M. A.  y R., M.  A.  s/ Infracción a la Ley Nacional N° 20.429

COMP. 617, XXXII, 20 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Estafa. Defraudación. Sustracción de tarjeta de crédito. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

La Corte tiene resuelto que la defraudación se consuma con la entrega de los bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de la tarjeta de compra, razón por la cual el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares en donde se ejecutó la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio, del mismo modo que la falsificación de los documentos privados que concurrirían con aquella.

B., Julián Marcelo s/ Estafa

COMP. 931, XXXII, 20 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Administración fraudulenta. Lugar del hecho. Juez previniente. Competencia nacional. 

Es doctrina de la Corte que, el delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber, y en caso de no conocerse el lugar, debe presumirse que aquel se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción.

B., Jorge Silvestre s/ Defraudación por administración fraudulenta

COMP. 914, XXXII, 20 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Retención indebida. Domicilio del deudor. Juez previniente. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que la retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida.

Si de las constancias reunidas no se desprende cuál era el lugar acordado para el cumplimiento de la obligación, la contienda debe ser resuelta de acuerdo a lo dispuesto por los arts. 747 y 1410 del Código Civil, conforme a los cuales la obligación debió ser cumplida en el domicilio del deudor.

B., Adolfo Horacio s/ Denuncia

COMP. 883, XXXII, 05 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. Cámara nacional de apelaciones. 

Conflicto entre jueces nacionales. 

Si la contienda negativa de competencia se ha suscitado entre dos jueces nacionales, de conformidad con lo reglado por el art. 24, inc. 7º del decreto-ley 1285/58, corresponde a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional de esta Capital resolverla por ser el tribunal superior correspondiente a aquél que primero conoció de la causa.

A., José Osvaldo s/ Denuncia

COMP. 923, XXXII, 05 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Defraudación. Hurto de línea telefónica. Competencia provincial. 

Al no existir en autos constancias de que haya resultado interrumpida la prestación del servicio público interjurisdiccional de comunicaciones, corresponde declarar la competencia provincial.

A. A., Umar Fernando Ciro s/ Defraudación

COMP. 1003, XXXII, 20 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Robo de automotor. Encubrimiento. Competencia federal. 

La Corte tiene establecido a través de numerosos precedentes que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional , razón por la cual resultaría en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.

Z., Rubén Luis s/ Hurto automotor

COMP. 958, XXXII, 26 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Estafa. Extravío del cheque. Competencia nacional. 

Es doctrina de la Corte que cuando el delito de estafa, o su tentativa, es perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, que concurre idealmente con su falsificación, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.

 

Z., Sergio s/ Denuncia

COMP. 896, XXXII, 05 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Aranceles de derechos de autor. Liquidación. Juez previniente. Competencia provincial. 

Las denuncia formulada por irregularidades cometidas contra la entidad denunciada y la falta de liquidación de los derechos de autor que se pretenden someter a la investigación de sendos tribunales, se presentan, en principio, como distintos aspectos integrantes de un mismo hecho. La verdad de las imputaciones que mutuamente se dirigen los implicados en la causa depende del juicio acerca de la falsedad de los otros.

Denuncia de P., Ariel Roberto y otro c/ S.

COMP. 796, XXXII, 20 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. Cámara nacional de apelaciones. 

Conflicto entre jueces nacionales.

Si la contienda negativa de competencia se ha suscitado entre dos jueces nacionales, de conformidad con lo reglado por el art. 24, inc. 7º del decreto-ley 1285/58, corresponde a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional de esta Capital resolverla por ser el tribunal superior correspondiente a aquél que primero conoció de la causa.

E., Fernando Eduardo s/ Encubrimiento

COMP. 924, XXXII, 05 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Defraudación. Retención indebida. Extorsión. Competencia provincial. 

Si ambos magistrados coinciden en la calificación legal del hecho, como constitutivo del delito previsto y reprimido por el art. 173 inc. 2º del Código Penal, resulta de aplicación la doctrina de la Corte según la cual  la retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida.

En lo que respecta a la figura de tentativa de extorsión, en caso de existir delito, ésta deberá ser evaluada por el mismo magistrado por estar relacionada con la causa principal.

F., Estela Maris s/ Defraudación

COMP. 892, XXXII, 20 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Extravío del cheque. Servicio postal. Declaraciones contradictorias. Competencia provincial. 

Dado que, de las constancias incorporadas este incidente, se desprende que del informe policial un empleado de la firma OCA habría efectuado la denuncia en la comisaría de Carapachay, partido de Vicente López, provincia de Buenos Aires, y que la misma seccional da un informe negativo de la radicación de la denuncia descrita, dicha circunstancia meritúa por sí profundizar la acreditación de tales eventos por cierto contradictorios. En consecuencia, en atención a la proximidad para recabar los elementos que diluciden este planteamiento, a lo que debe agregarse que el primer informe realizado por la policía de Carapachay, aparentemente no fue advertido por el juez bonaerense, resulta prudente que éste continúe con la sustanciación de la causa, sin perjuicio de lo que resulte posteriormente.

Fiscal en av. Robo s/ Competencia

COMP. 755, XXXII, 20 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. Cámara nacional de apelaciones. 

Conflicto entre jueces nacionales.

Si la contienda negativa de competencia se ha suscitado entre dos jueces nacionales, de conformidad con lo reglado por el art. 24, inc. 7º del decreto-ley 1285/58, corresponde a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico resolverla por ser el tribunal superior correspondiente a aquél que primero conoció de la causa.

G., Benjamín s/ Infracción Ley 20.680

COMP. 930, XXXII, 05 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Hurto de línea telefónica. Competencia federal. 

La Corte tiene establecido que en el caso de que resulte afectada de modo concreto la prestación del servicio público interjurisdiccional de telecomunicaciones, corresponde la intervención del fuero federal.

M. de A., Edith Nélida s/ Denuncia presunta infracción Artículo 194 Código Penal

COMP. 932, XXXII, 20 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Estafa. Cheque. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que tanto el lugar en el que se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá, en definitiva, conforme a razones de economía procesal.

Teniendo en cuenta que la entrega de la mercadería y de los cheques tuvieron lugar en territorio de la provincia de Buenos Aires, donde además tienen su domicilio el imputado, el banco girado y la titular de la cuenta corriente a la que pertenecían los cheques rechazados, la investigación corresponde al titular del Juzgado en lo Criminal y Correccional Provincial.

C., Américo E. s/ Denuncia estafa

COMP. 707, XXXII, 05 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Encubrimiento. Robo de automotor. Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. Cámaras de casación. 

Órgano superior común a los dos tribunales.

No existe en autos un conflicto de competencia que corresponda a la Corte resolver, porque de acuerdo a la doctrina establecida por el Tribunal al fallar en: "López, Esteban Emilio s/ Lesiones" es la Cámara Nacional de Casación Penal el órgano superior común a los dos tribunales, en los términos del artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.

C., Emiliano y otro s/ Robo de automotor

COMP. 965, XXXII, 20 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Estafa. Extravío del cheque. Competencia nacional. 

El Tribunal tiene dicho que la sustracción de los cheques constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con ellos, y que respecto de esta última cuestión, en el delito de estafa o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse -a fin de determinar el tribunal competente- al lugar donde los documentos fueron entregados.

La Corte mantiene su criterio en Comp. 89, L. XXXII, "Jakubowicz de Guzmán, Zulema s/ Denuncia robo", respecto de considerar que cabe tener como lugar de entrega de las órdenes de pago, el de su presentación al cobro.

C., Graciela s/ Denuncia tentativa de estafa

COMP. 729, XXXII, 20 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. Cámara nacional de apelaciones. 

Conflicto entre jueces nacionales.

Si la contienda negativa de competencia se ha suscitado entre dos jueces nacionales, de conformidad con lo reglado por el art. 24, inc. 7º, del decreto-ley 1285/58, corresponde a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional de esta Capital resolverla por ser el tribunal superior correspondiente a aquél que primero conoció de la causa.

Marcelo Eduardo, M. s/ Denuncia de robo

COMP. 925, XXXII, 05 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Administración fraudulenta. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 796, L. XXXII, "Puccini A. c/ S.A.D.A.I.C. s/ Denuncia".

P., Roberto s/ Denuncia administración fraudulenta

COMP. 817, XXXII, 20 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Estelionato. Lugar de pago. Competencia provincial. 

La Corte tiene establecido que es competente para conocer en la causa en la que se investiga la presunta comisión del delito de estelionato, que se habría configurado al venderse un bien gravado como libre, el juez de la jurisdicción donde se realizó el pago.

R., Daniel Alberto s/ Denuncia

COMP. 818, XXXII, 20 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Estafa. Extravío del cheque. Lugar del hecho. Presentación al cobro. Competencia nacional. 

El Tribunal tiene dicho que la sustracción de los cheques constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con ellos y que, respecto de esta última cuestión, en el delito de estafa o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse -a fin de determinar el tribunal competente- al lugar donde los documentos fueron entregados.

La Corte, asimismo, mantiene su criterio respecto de considerar que cabe tener como lugar de entrega de las órdenes de pago, el de su presentación al cobro.

R., Diego Alejandro s/ Denuncia

COMP. 926, XXXII, 20 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Defraudación. Lugar de hecho. Competencia nacional. 

La conducta a investigar, ya sea que se subsuma en las previsiones del inc. 2º o 7º de art. 173 del Código Penal, se habría consumado en la sede de la entidad crediticia de esta ciudad, donde habrían tenido exteriorización los actos con relevancia típica para la configuración de cualquiera de esos delitos.

S., Juan Antonio s/ Denuncia

COMP. 879, XXXII, 05 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Es doctrina de la Corte que cuando el acto infiel o perjudicial consista en la rendición de una cuenta falsa para provocar el error del administrado o consumar con ella un perjuicio patrimonial, será relevante para establecer la competencia, el lugar donde las cuentas debían rendirse, que habrá de ser el domicilio de la administración.

S., Mauro y S., Mabel s/ Defraudación

COMP. 1008, XXXII, 29 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Delitos contra el honor. Calumnias. Ofensas cometidas por medio de la prensa. Funcionarios públicos federales. Juez previniente. Competencia federal. 

Si las expresiones agraviantes para el querellante se formularon con motivo de una disertación que explicaría la nueva línea de créditos implementada por el banco, la conducta reprochada guarda relación con la función pública que desempeñaba el querellante en la entidad nacional, motivo por el cual corresponde a la competencia federal.

S., Orlando Ramón s/ Querella contra Alfonso M.

COMP. 757, XXXII, 20 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Robo. Correo oficial. Servicio postal. Competencia provincial. 

Habida cuenta que el art. 4º, inciso 2º de la ley 20.216 -modificada por la ley 22.005 y su decreto reglamentario 1220/79- autoriza a la Empresa Nacional de Correos a contratar con terceros particulares la ejecución del servicio postal, en el marco regulatorio de la Resolución Nº 1241/88, en el caso no se ha visto afectar el buen servicio de correos prestado por la Nación, ni tampoco sus rentas.

Incidente de competencia en causa Nº 46.329 T., Gustavo Víctor s/ Robo

COMP. 960, XXXII, 20 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Robo. Correo oficial. Servicio postal. Competencia provincial. 

Habida cuenta que el art. 4º, inciso 2º de la ley 20.216 -modificada por la ley 22.005 y su decreto reglamentario 1220/79- autoriza a la Empresa Nacional de Correos a contratar con terceros particulares la ejecución del servicio postal, en el marco regulatorio de la Resolución Nº 1241/88, en el caso no se ha visto afectar el buen servicio de correos prestado por la Nación, ni tampoco sus rentas.

T., Víctor s/ Denuncia de robo con armas

COMP. 961, XXXII, 20 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Falsificación de instrumento privado. Estafa procesal. Competencia nacional. 

En lo que respecta a la falsificación del instrumento privado, toda vez que de las constancias agregadas al incidente no surge el lugar donde se llevó a cabo la adulteración de la firma de la codeudora, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional, con jurisdicción sobre la seccional del Registro Nacional de Créditos Prendarios donde fue presentado el convenio para su inscripción, para conocer a su respecto.

En el mismo sentido cabe pronunciarse acerca de la tentativa de estafa procesal, habida cuenta que el documento apócrifo habría sido utilizado ante la justicia nacional en lo comercial para intentar la acción ejecutiva y obtener así un pronunciamiento perjudicial.

C., Mirta Susana s/ Denuncia

COMP. 837, XXXII, 20 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Impedimento de contacto del menor con el padre no conviviente. Competencia provincial. 

Si el menor se domicilia en la localidad de Avellaneda y la imputada le impidió al denunciante tomar contacto con su hijo en la localidad de Lanús -lugar fijado en el régimen de visitas-, corresponde al magistrado local conocer en la causa.

D., Oscar Antonio s/ Denuncia

COMP. 876, XXXII, 20 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Usura. Impuesto de sellos. Competencia provincial. 

De las escasas constancias reunidas en el sumario no surge circunstancia alguna que habilite la intervención del fuero de excepción, toda vez que el Estado no puede obtener provecho o beneficio de los hechos ilícitos. El impuesto de sellos tiene carácter local.

Averiguación presunta infracción Artículo 175 bis del Código Penal

COMP. 878, XXXII, 12 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Falsificación de instrumento privado. Estafa. Competencia provincial. 

Tiene establecido la Corte que cuando el delito de falsificación de instrumentos privados concurre formalmente con el de estafa, ambas infracciones deben ser investigadas por el tribunal con competencia en el lugar donde aquéllos fueron entregados y donde, además, ha tenido principio de ejecución el segundo delito.

L, Horacio Raúl s/ Denuncia. Infracción Artículo 288, Inciso 1º, 292 y 174 Inciso 5º del Código Penal

COMP. 783, XXXII, 12 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Estafa procesal. Pagaré en blanco. Firma en blanco. Administración fraudulenta. Competencia nacional. 

En lo que se refiere al delito de abuso de firma en blanco del pagaré suscripto, que concurriría idealmente con el delito de estafa procesal, corresponde su investigación al magistrado con jurisdicción sobre la sede del tribunal donde se hizo valer el instrumento que motivó la declaración de quiebra del denunciante.

Respecto a la administración fraudulenta, la Corte tiene resuelto que el delito debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto perjudicial del deber, y en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquél se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración.

Si la sociedad imputada tiene su domicilio en esta ciudad, corresponde a la justicia nacional investigar sobre este delito, como así también la presunta asociación ilícita que habrían conformado los administradores para defraudar a los socios de la cooperativa.

 

L., Jorge Alberto s/ Denuncia

COMP. 866, XXXII, 05 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Estafa. Tarjeta de crédito. Falsificación de instrumento privado. Competencia provincial. 

La Corte tiene resuelto que cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio, del mismo modo que la falsificación de los documentos privados, que concurriría idealmente con aquélla.

M., Juan Elías y otro s/ Estafa

COMP. 1005, XXXII, 20 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Cheque. Lugar del hecho. Competencia nacional. 

Si la entrega de los cheques -que pudo constituir el ardid determinante de la estafa, toda vez que se ha acreditado que a ese momento la cuenta ya se encontraba cerrada-, fue realizada en esta ciudad de Buenos Aires, debe conocer la Justicia Nacional en lo Criminal de Instrucción, aunque no sea parte en la contienda.

M., Marcelo s/ Infracción Artículo 302 Código Penal

COMP. 929, XXXII, 20 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Lesiones. Conexidad. Competencia provincial. 

La Corte tiene resuelto que las reglas de conexidad en materia penal sólo son aplicables a la distribución de competencia entre jueces nacionales, por cuanto la materia escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por razones de mero orden y economía procesal que inspiran aquellas disposiciones rituales.

Lesiones/Vma: V., Alejandro

COMP. 756, XXXII, 20 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Malversación de caudales públicos. Defraudación militar. Renta pública. Justicia militar. Competencia federal. 

La Corte ha resuelto que uno de los fines sustanciales de la reforma al artículo 108 del Código de Justicia Militar, introducida por la ley 23.094, ha sido la de restringir la competencia militar a los delitos de tal naturaleza, excluyendo de esa jurisdicción a los delitos comunes en tiempo de paz.

La Corte ha establecido que la defraudación militar no se diferencia a sustancia del delito previsto en el artículo 261 del Código Penal -que persigue ante todo la tutela de los bienes rentas de la Nación- y en consecuencia su juzgamiento resulta extraño a los tribunales castrenses.

V., Eugenio Omar s/ Inhibitoria

COMP. 886, XXXII, 20 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Estafa. Extravío del cheque. Exhortos. Declaración informativa. Competencia provincial. 

La Corte resolvió que ni la garantía constitucional de la defensa en juicio, ni las diferencias que puedan existir entre las formalidades con que se rodee a la declaración indagatoria en la jurisdicción de los jueces exhortante y exhortado, constituyen óbice a que tan trascendente acto procesal se cumpla por medio de una rogatoria, y este criterio resulta aplicable a la declaración informativa, porque a pesar de que esta ofrece similares garantías carece de su mismo sentido incriminatorio.

Z., Marcelo Alberto s/ Denuncia estafa

COMP. 927, XXXII, 20 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Insolvencia fraudulenta. Falsificación de documentos. Asociación ilícita. Juez previniente. Competencia nacional. 

Sin perjuicio de la salvedad formal acerca del modo en que se trabó la contienda, razones de economía procesal autorizan la resolución del conflicto. 

En tales condiciones, aun cuando el resultado del accionar denunciado pueda exceder el ámbito de esta ciudad, circunstancia que no obsta a la solución que se postula, de conformidad con el criterio sentado por la Corte en el precedente Comp. 401, L. XXXI, “Marful, Marcelo Claudio”, las presentes actuaciones deben continuar tramitando ante el Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción. 

 

A., Adriana Isabel s/ Defraudación

COMP. 522, XXXII, 28 de octubre de 1996

Ver dictamen

Delitos contra la seguridad de los medios de transporte y de comunicación. Competencia federal. 

La Corte tiene decidido que las declaraciones, tanto del denunciante como del imputado, pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que resulten verosímiles y no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa. 

También es doctrina de la Corte que en el caso de resultar afectada en modo concreto la prestación del servicio público interjurisdiccional de telecomunicaciones, corresponde la intervención del fuero de excepción. 

 

Averiguación infracción Artículo 197 Código Penal

COMP. 797, XXXII, 28 de octubre de 1996

Ver dictamen

Adulteración del título. Estafa. Tentativa. Concurso ideal. Lugar del hecho. Competencia nacional. 

La Corte tiene resuelto, en casos que guardan similitud con el presente, que cuando el delito de estafa o su tentativa, es perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.

C., Carlos Edgardo s/ Denuncia estafa

COMP. 775, XXXII, 16 de octubre de 1996

Ver dictamen

Actos u omisiones que infringen el régimen cambiario. Cámara federal de apelaciones. 

Cabe señalar que es uniforme la jurisprudencia de la Corte en el sentido de que las leyes modificatorias de la jurisdicción y competencia, por ser de orden público, aún en caso de silencio de ellas, se aplican de inmediato a las causas pendientes, siempre que de ese modo no se deje sin efecto lo actuado de conformidad a las leyes anteriores, toda vez que ello importaría un obstáculo para la pronta tramitación de justicia, principio que reconoce como límite el supuesto de que esas leyes contengan disposiciones de las que resulte un criterio distinto. 

Por aplicación de estos principios y habida cuenta que al momento de promulgarse la ley 24.144 las presentes actuaciones se encontraban en trámite ante el Banco Central de la República Argentina, en razón de lo establecido por el artículo 5° de esa norma, que modifica los artículos 8 y 9 de la ley 19.359, corresponde declarar la competencia de la Cámara Federal de Apelaciones para conocer de los recursos interpuestos.

C. H. S.A. s/ Ley 19.359

COMP. 686, XXXII, 08 de octubre de 1996

Ver dictamen

Defraudación. Competencia provincial. 

La Corte tiene establecido que para determinar la competencia, el tribunal no debe atenerse estrictamente a la calificación efectuada por el magistrado a tal fin, sino a la que efectivamente corresponda a los hechos que, en principio, se reputan cometidos. 

El presente caso, más allá de una eventual coincidencia subjetiva o final, no autoriza su consideración como un hecho único, sino que por el contrario, pone de relieve conductas distintas que han afectado de distinta forma tanto al erario público nacional como al provincial. 

Sobre la base de tales consideraciones, al no existir perjuicio efectivo y directo a las rentas de la Nación, como así tampoco obstrucción o corrupción de sus empleados, corresponde que continúe conociendo en los presentes actuados el Juzgado de Instrucción de la Primera Nominación. 

 

C., Oscar y otros s/ Defraudación calificada

COMP. 487, XXXII, 28 de octubre de 1996

Ver dictamen

Abuso de autoridad. Juez previniente. Competencia provincial. 

Los imputados se encuentran excluidos de la previsión del artículo 3, inciso 3, de la ley 48, que comprende los delitos que obstruyen o corrompen el buen servicio de los empleados nacionales. 

Sobre la base de estas consideraciones, corresponde a la magistrada local que previno, proseguir con el trámite de las actuaciones.

C. M. C. s/ Denuncia

COMP. 604, XXXII, 08 de octubre de 1996

Ver dictamen

Retención indebida. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

Es doctrina reiterada de la Corte que la retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida.

Incidente de competencia entre los Juzgados Criminal y Correccional N° 4 de San Isidro y Juzgado Instrucción en lo Criminal y Correccional N° 15 de Capital Federal (F. N., Manuel s/ Defraudación)

COMP. 771, XXXII, 08 de octubre de 1996

Ver dictamen

Estafa. Cheque sin fondos. Juez previniente. Competencia nacional. 

La Corte tiene dicho que la declaración de incompetencia debe hallarse precedida de una adecuada investigación tendiente a determinar concretamente en que figura delictiva encuadra el hecho denunciado, pues sólo respecto de un delito concreto cabe analizar la facultad de juzgamiento de uno u otro juez. 

H., Mabel; R., María y L., Marcelo s/ Infracción Artículo 302 Código Penal

COMP. 489, XXXII, 08 de octubre de 1996

Ver dictamen

Defraudación. Administración fraudulenta. Competencia por el territorio. Investigación inconclusa. Juez previniente. 

Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual el acto infiel o perjudicial consista en la rendición de una cuenta falsa para provocar el error del administrado o consumar con ella un perjuicio patrimonial, será relevante para establecer la competencia, el lugar donde las cuentas debían rendirse, que habrá de ser el domicilio de la administración.

H., Ricardo s/ Denuncia defraudación por retención indebida

COMP. 724, XXXII, 28 de octubre de 1996

Ver dictamen

Estafa. Cámara federal de apelaciones. 

Toda vez que la presente contienda negativa de competencia quedó finalmente trabada entre dos jueces nacionales, de conformidad con lo reglado por el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1.285/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquel que primero hubiese conocido, en el caso, por la Cámara Federal de Apelaciones.

Incidente de Competencia en los autos “P., Oscar s/ Estafa”

COMP. 733, XXXII, 08 de octubre de 1996

Ver dictamen

Falsificación de instrumento público. Competencia nacional. Estafa. Competencia provincial. 

Resulta aplicable la doctrina de la Corte en el sentido de que la falsificación de instrumento público resulta escindible de la causa que se instruya por la defraudación, o su tentativa, por el uso de aquél. 

Por lo tanto, respecto de la falsificación de instrumento público, habida cuenta que la Corte tiene establecido que el delito se consuma cuando se produce el documento falso, corresponde a la justicia nacional conocer de este hecho, dado que es en esta ciudad donde aquél se habría confeccionado. 

Respecto de la estafa, toda vez que el instrumento apócrifo habría sido presentado en un juicio sobre ejecución hipotecaria ante un tribunal de la provincia de Buenos Aires, corresponde declarar la competencia de la justicia local para entender respecto de este delito. 

 

Incidente de Competencia entre el Juez Nacional de Instrucción en lo Criminal N° 1 de Capital Federal y el Juez Criminal y Correccional N° 12 de San Martín (O., Jorge Ramón y otro s/ Denuncia)

COMP. 785, XXXII, 28 de octubre de 1996

Ver dictamen

Falsificación de instrumento privado. Estafa. Concurso ideal. Lugar del hecho. Competenica provincial. 

La Corte ha resuelto que cuando el delito de falsificación de instrumentos privados, cheques, concurre formalmente con el de estafa, ambas infracciones deben ser investigadas por el tribunal con competencia en el lugar en que aquéllos fueron entregados y donde, además, ha tenido principio de ejecución el segundo delito. 

K., Delia Raquel su denuncia

COMP. 494, XXXII, 08 de octubre de 1996

Ver dictamen

Hurto. Correspondencia. Estafa. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

La Corte tiene dicho que, en principio, la sustracción de una pieza postal constituye un hecho diverso del uso ilícito que se realizó posteriormente del cheque contenido en ella, por lo que hasta tanto se demuestre la concreta vinculación que existió entre ambos delitos, corresponde que cada uno de ellos sea investigado ante el tribunal del fuero pertinente. 

O., Roberto José s/ Denuncia

COMP. 524, XXXII, 08 de octubre de 1996

Ver dictamen

Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones. Competencia en lo penal economíco. Cámara nacional de apelaciones. 

Toda vez que la presente contienda negativa de competencia quedo finalmente trabada entre dos jueces nacionales, de conformidad con lo reglado por el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1.285/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente.

P., Alberto Oscar s/ Infracción Ley 24.241

COMP. 836, XXXII, 28 de octubre de 1996

Ver dictamen

Pronunciamiento inoficioso. 

Toda vez que el conflicto negativo de competencia suscitado en estas actuaciones es el mismo que el considerado en el dictamen de la causa Comp. 395, L. XXXII, resulta inoficioso expedirse al respecto debiendo estarse a la opinión vertida en la causa antes mencionada.

P., Alfredo V. s/ Estafa

COMP. 705, XXXII, 16 de octubre de 1996

Ver dictamen

Apremios ilegales. Policía provincial. Competencia provincial. 

Habida cuenta que la conducta a analizar no tiene vinculación con el auxilio que los agentes locales prestan a la justicia federal, sino que hace a la función de control y custodia de los detenidos que cumplen funcionarios de la policia provincial, por tanto corresponde declarar la competencia de la justicia local.

D. Sebastián Carlos y otros s/ Averiguación infracción Artículo 144 bis del Código Penal

COMP. 78, XXXII, 26 de junio de 1996

Ver dictamen

Defraudación. Administración fraudulenta. Recurso de apelación (procesal). Devolución del expediente. 

El conflicto debe ser dirimido por aplicación de la doctrina establecida por la Corte en  cuanto a que, si la declaración de incompetencia con la que se promovió la contienda, se dictó cuando se encontraba pendiente de resolución la apelación interpuesta, corresponde que, con carácter previo a determinar la competencia para proseguir con la investigación, se resuelva la apelación articulada.

 

D., Raúl s/ Defraudación

COMP. 306, XXXII, 20 de junio de 1996

Ver dictamen

Régimen penal tributario. Competencia del tribunal de casación. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 736, L. XXIV, “López, Esteban Emilio por lesiones”.

D. S.A. s/ Ley 23.771

COMP. 77, XXXII, 26 de junio de 1996

Ver dictamen

Falsificación de instrumento privado. Estafa procesal. Concurso ideal. Competencia nacional. 

Existen dos hipótesis delictivas a considerar, que concurrirían en forma ideal, la falsificación del documento privado y la estafa procesal que se habría intentado en su uso. 

La presentación del instrumento cuestionado en el expediente que tramita en esta Capital habría constituido el ardid empleado con la finalidad de obtener un pronunciamiento judicial perjudicial para el patrimonio del denunciante. 

Habida cuenta que tanto el ardid como la disposición patrimonial perjudicial se habrían intentado en esta ciudad, lugar donde tramita la ejecución, corresponde a la justicia nacional conocer de este delito. 

En lo vinculado a la adulteración del documento, que concurre formalmente con la estafa, este delito también deberá ser investigado por la justicia nacional, por haber sido usado dentro de su jurisdicción. 

 

Incidente de competencia entre el Juzgado Criminal y Correccional N° 8 de Morón y el Juzgado Nacional de Instrucción N° 8, Secretaría N° 12 – R., Alfredo s/ Denuncia

COMP. 732, XXXII, 16 de octubre de 1996

Ver dictamen

Lugar del hecho. Competencia provincial. 

Habida cuenta que tanto el ardid como la disposición patrimonial perjudicial se habrían intentado en jurisdicción provincial, corresponde a la justicia local conocer de este delito. 

En lo vinculado a la adulteración del documento, que concurre formalmente con la estafa, este delito también deberá ser investigado por la justicia local, por haber sido usado dentro de su jurisdicción.

E., Herminia s/ Denuncia de violación de correspondencia

COMP. 5, XXXII, 25 de junio de 1996

Ver dictamen

Cheque sin fondos. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 

Asiste razón al magistrado local en el sentido de que el decisorio del juez preopinante no está precedido de una investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1.285/58. 

De acuerdo al criterio establecido en Fallos 306:1272 entre otros, y Comp. 628 L. XXXI, “Salto, Eduardo”, corresponde al juzgado nacional en lo penal económico, que previno seguir entendiendo en la causa sin perjuicio de lo que resulte de una posterior investigación. 

 

S., Eduardo Vladimiro s/ Artículo 302 del Código Penal

COMP. 570, XXXII, 16 de octubre de 1996

Ver dictamen

Lesiones. Transporte de pasajeros. Atentado ferroviario. Investigación inconclusa. Competencia federal. 

Al resultar de las escasas constancias agregadas al incidente que las respectivas declaraciones de incompetencia no se hallan precedidas de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa, y dilucidar si resultó paralizada la marcha de las formaciones con el consecuente entorpecimiento del tráfico ferroviario, circunstancia esta última que habilitaría la intervención del fuero de excepción, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1.285/58.

En tales condiciones, y de acuerdo al criterio establecido en Fallos 306:1272 entre otros y Comp. 80, L. XXIX, “Lorda, Dafnis, corresponde al Juzgado Federal seguir entendiendo en las presentes actuaciones. 

 

S., Mónica Silvia s/ Denuncia  infracción Artículo 194 del Código Penal

COMP. 819, XXXII, 16 de octubre de 1996

Ver dictamen

Hurto. Cheque. Lugar del hecho. Competencia nacional. 

Tiene dicho la Corte que al no ser posible determinar la relación que pudiera existir entre el robo y el intento de cobro de un documento así habido, debe dividirse la investigación si aquél sucedió en jurisdicción provincial y éste en la Capital Federal.

M., E. s/ Hurto

COMP. 366, XXXII, 08 de octubre de 1996

Ver dictamen

Robo. Encubrimiento. Lugar del hecho. Competencia federal. 

Según tiene establecido la Corte el encubrimiento del delito investigado por un tribunal nacional debe ser juzgado por la justicia federal del lugar donde se produjo.

T., Jorge s/ Robo de automotor

COMP. 454, XXXII, 10 de octubre de 1996

Ver dictamen

Falsificación de instrumento público. Competencia nacional. Estafa. Competencia provincial. 

Tiene dicho la Corte que cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de competencias judiciales entre las provincias, o entre ellas y la Nación escapa por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden jugar en conflictos en los que participan únicamente jueces nacionales.

Asimismo y en orden a casos análogos al presente la Corte ha sostenido que la investigación por falsedad de instrumento público resulta escindible de la causa que se instruya por la defraudación o su tentativa, mediante el uso de aquél. 

 

L. y S., Elsa Alicia s/ Estafa

COMP. 594, XXXII, 08 de octubre de 1996

Ver dictamen

Tenencia de armas. Acopio de municiones. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 

La Corte tiene dicho que los párrafos tercero y quinto, del artículo 189 bis del Código Penal, constituyen un único tipo penal con pluralidad de hipótesis enunciadas en forma alternativa. En efecto, la cantidad de objetos allí descriptos como de tenencia prohibida no tienen por efecto la multiplicación de las conductas incriminadas pues la concreción de cualquiera de esas modalidades ofende el bien jurídico protegido por la disposición legal. El peligro para la seguridad común que la norma quiere evitar puede ser creado indistintamente, por la tenencia no autorizada de un arma de guerra o de su munición.

D., Horacio C. y otros s/ Infracción a la Ley 23.737 y Artículo189 bis del Código Penal

COMP. 3, XXXII, 26 de junio de 1996

Ver dictamen

Hábeas corpus. Condiciones de detención. Servicio penitenciario provincial. Tribunal oral en lo criminal. Competencia federal. 

Es doctrina de la Corte que, en principio, el hábeas corpus y las demandas de amparo, no autorizan a sustituir a los jueces propios de la causa en las decisiones que les incumben. 

Por lo demás, el tribunal también sostuvo que compete al juez de la respectiva causa, a tenor del artículo 18 de las Constitución Nacional, el control directo de los requisitos que la propia norma establece para el régimen carcelario, y ante él debe ser planteada, con arreglo a las formas legales, la cuestión atinente a la vulneración de las garantías que protegen a quienes se hallan procesados o condenados por la comisión de delitos.

G. C., Alcides Javier s/ Hábeas Corpus

COMP. 157, XXXII, 20 de junio de 1996

Ver dictamen

Hurto de línea telefónica. Telecomunicaciones. Competencia provincial. 

En lo vinculado al fondo de la cuestión no se advierte, a partir de las constancias incorporadas a este incidente, que se haya practicado una pesquisa adecuada que permita dilucidar si el hecho a que hace referencia en la denuncia y de la documentación aportada, son el resultado de una acción que afecte la prestación del servicio público interjurisdiccional de telecomunicaciones.

G., Noemí I. s/ Denuncia

COMP. 60, XXXII, 26 de junio de 1996

Ver dictamen

Delitos contra el Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones. Superior Tribunal de la Causa. Competencia de la Cámara de Apelaciones. 

De conformidad con lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido.

Incidente de traba de cuestión de competencia en la causa N° 3.197 caratulada: P., Alberto Oscar s/ Infracción Ley 24.241

COMP. 210, XXXII, 20 de junio de 1996

Ver dictamen

Tenencia de estupefacientes. Tenencia de municiones de guerra. Competencia provincial. 

Toda vez que los elementos de convicción reunidos hasta el presente no alcanzan para vincular al procesado con la comisión de las acciones contempladas en la ley 23.737 u otros delitos de competencia federal, corresponde a la justicia local conocer respecto de la tenencia de municiones de guerra.

M., Esteban Claudio s/ Infracción al Artículo 5to., Inciso c), Ley 23.737 y tenencia de municiones de guerra

A. 380, XXXII, 26 de junio de 1996

Ver dictamen

Robo. Privación ilegal de la libertad. Lugar del hecho. Economía procesal. Juez previniente. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 

La Corte tiene dicho, en casos que guardan similitud con el presente, que resultan competentes para conocer de estos delitos los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia tipica, y que en esa hipótesis la elección del tribunal que conocerá de la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economia procesal.

M., Juan Carlos s/ Denuncia robo de automotor

COMP. 443, XXXII, 28 de junio de 1996

Ver dictamen

Estafa. Juez previniente. Competencia provincial. 

Es doctrina reiterada de la Corte que, tanto el lugar en el que se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá, en definitiva, conforme a razones de economía procesal.

Por aplicación de estos principios y en consideración a que el desapoderamiento del automotor mediante el secuestro ordenado por la justicia nacional tuvo lugar en la ciudad donde, además se domicilia el damnificado y donde se encontrarían las probanzas acerca de la transferencia del dominio y la cancelación de la prenda, corresponde al tribunal provincial, que previno, proseguir con el trámite de la causa.

M., Rafael L. s/ Denuncia, estafa

COMP. 92, XXXII, 26 de junio de 1996

Ver dictamen

Cheque sin fondos. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 

De las escasas constancias reunidas, no surgen elementos de juicio suficientes que permitan calificar prima facie los hechos denunciados en una figura determinada, toda vez que no se ha practicado pesquisa alguna tendientes a brindar mayor precisión a la denuncia ratificada, tales como las circunstancias de modo, tiempo, y lugar que rodearon la operación que vinculo a las partes. 

En tales condiciones, de acuerdo al criterio de fallos 306:1272 y 1997, y Comp. 23, L. XXX, “Stoneri, Néstor s/ Infracción al artículo 302 del C.P.”, corresponde a la justicia provincial, que previno, seguir entendiendo en la causa.

N., Ramón Martín c/ M., Mario Eugenio s/ Libramiento de cheque sin fondo

COMP. 6, XXXII, 20 de junio de 1996

Ver dictamen

Cohecho. Juez previniente. Competencia provincial. 

Habida cuenta que las reglas de acumulación por conexidad sólo son aplicables a los delitos en los que participan jueces nacionales, y que de la lectura de las constancias reunidas en el incidente surge que la patrulla que detuvo al procesado habría actuado en cumplimiento de las funciones propias que le competen como policía local, resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte en el sentido de que en aquellos supuestos en los que se investiga una pluralidad de delitos, corresponde separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.

P., Cristian s/ Cohecho

COMP. 1, XXXII, 25 de junio de 1996

Ver dictamen

Acopio de municiones. Seguridad pública. Competencia provincial. 

Atento a la cantidad y características de las municiones incautadas, no se advierte que su tenencia pudiera poner en peligro la seguridad pública -bien protegido por el art. 189 bis del Código Penal- por lo que resulta competente para conocer en la cuestión la justicia provincial.

P., Julio M. s/ Acopio de municiones

COMP. 80, XXXII, 26 de junio de 1996

Ver dictamen

Pago con cheque sin provisión de fondos. Domicilio del banco. Competencia provincial. 

La Corte tiene resuelto en casos análogos al presente, que en los supuestos en que la fecha del cheque resulta posdatada, debe resolverse que la acción del imputado encuadra prima facie en los delitos previstos en el artículo 302 del Código Penal, que corresponde investigar al magistrado con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado.

P. S.A. s/ Infracción Ley 23.771

COMP. 61, XXXII, 25 de junio de 1996

Ver dictamen

Apropiación de prenda. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte, a partir de la sentencia dictada en autos “Soto, Martín”, que las infracciones al artículo 44 del decreto ley 15.348/46 la conducta típica se desarrolla en el lugar en el que se dispone del bien gravado sustrayéndolo del conocimiento del acreedor y de su esfera de control, debiendo presumirse por tal el domicilio donde debió estar localizado el bien objeto del contrato. 

Autos C., N.A. c/ Q., María de los Angeles

COMP. 835, XXXII, 16 de octubre de 1996

Ver dictamen

Reproducción ilegal de obra intelectual. Competencia provincial. Falsificación de marca o designación. Competencia federal. 

La Corte en casos análogos al presente, ha establecido que entre las conductas previstas en la ley 11.723 y las contempladas en la ley 22.362, no existe el concurso previsto por el artículo 54 del Código Penal. 

En consecuencia, corresponde al Juzgado de Instrucción y Faltas de la Ciudad de Bell Ville continuar entendiendo con relación a la reproducción no autorizada que consta en las películas incautadas, reservándose para la justicia federal el conocimiento respecto a la presunta falsificación de las marcas que presentan.

A., José Antonio; C.de S., Sonia; G., Gustavo; I., Jacobo y P. de D. R., Mirtha s/ presunto supuesto autor de Infracción a la ley 11.723 - Bell Ville

COMP. 561, XXXII, 16 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Delitos contra la seguridad de los medios de transporte y de comunicación. Competencia provincial. 

Asiste razón al magistrado nacional, pues no se advierte, en el presente, circunstancia alguna que justifique el fuero de excepción. 

Ello es así, porque el hecho motivo de autos sólo perjudicaría a una empresa privada, que tiene la concesión del complejo carbonífero  con su infraestructura férrea y portuaria, en razón de lo dispuesto por el decreto 988/93, dictado de conformidad con las prescripciones de la ley 23.696 de reforma del estado. 

Sobre la base de estas consideraciones, corresponde a la justicia local continuar con la tramitación de la causa.

Averiguación presunta infracción Artículo 196 Código Penal

COMP. 500, XXXII, 10 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Delitos relacionados con la identidad de las personas. Competencia federal. Estafa. Falsificación de instrumento privado. Concurso de delitos. Juez previniente. Competencia nacional. 

Toda vez que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto, por lo que las hipótesis delictivas a considerar son dos. 

La primera de ellas consistiría en el uso ilegítimo de documento nacional de identidad ajeno para la apertura de la cuenta corriente, cuyo juzgamiento es privativo de la justicia federal del lugar donde los documentos fueron usados. 

Por otro lado, la Corte tiene establecido que cuando el delito de falsificación de instrumentos privados concurre formalmente con el de estafa, ambas infracciones deben ser investigadas por el tribunal con competencia en el lugar donde aquéllos fueron entregados y donde, además, ha tenido principio de ejecución el segundo delito.

U., Paula Elena s/ Amenazas

COMP. 706, XXXII, 08 de octubre de 1996

Ver dictamen

Privación ilegal de la libertad. Lugar del hecho. Economía procesal. Juez previniente. Competencia nacional. 

Tiene establecido la Corte que en casos que guardan similitud con el presente, resultan aplicables para conocer de estos delitos los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y que en esa hipótesis la elección del tribunal que conocerá de la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal. 

V., Jorge Omar s/ Privación ilegal de la libertad

COMP. 689, XXXII, 28 de octubre de 1996

Ver dictamen

Estafa. Falsificación de instrumento público. Competencia provincial. 

Tiene dicho la Corte que la separación de los delitos de naturaleza federal y los de índole común, si ellos se presentan prima facie independientes deben ser investigados por los jueces respectivos según su competencia. Asimismo, y en orden a casos análogos al presente la Corte ha sostenido que la investigación por falsedad de instrumento público resulta escindible de la causa que se instruya por la defraudación, o su tentativa, mediante el uso de aquél.

La doctrina aludida resulta plenamente aplicable para solucionar el conflicto aquí planteado, pues de las constancias se desprende que se trata de hechos independientes y escindibles a los efectos jurisdiccionales. 

Los acontecimientos del caso, más allá de una mera coincidencia subjetiva o final, no autorizan, su consideración como un hecho único, sino que por el contrario, ponen de relieve dos conductas distintas, consumadas en diferentes momentos.

J., Jorge s/ Denuncia

COMP. 403, XXXII, 16 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Habida cuenta que en el presente caso no se debate acerca del lugar de comisión de los delitos investigados y que conforme tiene establecido la Corte las reglas de acumulación por conexidad sólo son aplicables a los conflictos en los que participan jueces nacionales, corresponde seguir conociendo a la justicia provincial. 

B., María Angélica s/ Denuncia

COMP. 34, XXXII, 16 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Lugar del hecho. Competencia provincial. 

La Corte tiene establecido que las declaraciones de la denunciante, cuando resultan verosímiles, deben ser tenidas en cuenta para la resolución del conflicto, siempre y cuando no se encuentren desvirtuadas por otras constancias de la causa.

Corresponde la doctrina del Tribunal que establece que cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial, constitutiva del perjuicio, del mismo modo que la falsificación de los documentos privados que concurriría idealmente con aquella. 

 

R. d. K., Alba Z. s/ Denuncia defraudación

COMP. 196, XXXII, 26 de junio de 1996

Ver dictamen

Falsificación de instrumento privado. Estafa. Tentativa. Concurso de delitos. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

La Corte ha resuelto que cuando el delito de falsificación de instrumentos privados –cheques- concurre formalmente con el de estafa, ambas infracciones deben ser investigadas por el tribunal con competencia en el lugar en que aquéllos fueron entregados y donde, además, ha tenido principio de ejecución el segundo delito. 

C., Norberto s/ Denuncia estafa

COMP. 343, XXXII, 16 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Falsificación de documentos. Competencia provincial. 

La Corte tiene establecido que cuando la Justicia Nacional se inhibe a raíz de corresponder la causa a los tribunales locales, no puede estar obligada a enviarla al juez provincial competente de acuerdo con el derecho procesal local del estado respectivo, cuya interpretación y aplicación es obviamente ajena a la jurisdicción nacional, por lo que, al no existir una concreta negativa por parte del magistrado provincial respecto de que el hecho se hubiera cometido en el territorio de la provincia, corresponde que sea este quien remita al expediente al juez que considere competente.

En esa inteligencia, debe remitirse la presente al Juzgado en lo Criminal y Correccional del departamento judicial de San Isidro.

 

Doctora L., Wilma s/ Denuncia

COMP. 703, XXXII, 20 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Falsificación de instrumento público. Documento nacional de identidad. Partida de nacimiento. Competencia provincial. 

Habida cuenta que las reglas de acumulación por conexidad sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan jueces nacionales, y que la falsificación de un instrumento público se consuma cuando se produce el documento falso, corresponde a la justicia provincial conocer del delito objeto de esta contienda.

F., Sandro s/ Falsificación de documento público

COMP. 692, XXXII, 20 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Defraudación. Apropiación prendaria. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte a partir de la sentencia dictada en autos “Soto, Martín”, que las infracciones al artículo 44 del decreto ley 15.348/46 la conducta típica se desarrolla en el lugar en el que se dispone del bien gravado sustrayéndolo del conocimiento del acreedor y de su esfera de control, debiendo presumirse por tal el domicilio donde debió estar localizado el bien objeto del contrato.

F. V. s/ Defraudación

COMP. 687, XXXII, 20 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Falsificación de instrumento privado. Registro de la propiedad automotor. Competencia provincial. 

La Corte tiene establecido que corresponde excluir de la competencia federal a aquellos delitos vinculados con la identificación de automotores cuando los hechos carecen de entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o a una obstrucción a su normal desenvolvimiento.

Corresponde a la justicia provincial, donde se comprobó la falsificación, conocer a su respecto, aunque no haya sido parte en la contienda. 

F., Víctor Hugo s/ Infracción Decreto Ley 6.582/58

COMP. 684, XXXII, 20 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Robo de automotor. Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia federal. 

La Corte tiene establecido que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquel se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja con absoluta nitidez que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo. 

En el caso, los elementos de convicción reunidos, no alcanzan razonablemente para vincular a los procesados con el robo automotor, por ello, corresponde a la justicia federal conocer sobre el presunto delito de encubrimiento.

R., Gustavo Alberto y M., Aníbal Enrique s/ Robo de automotor

COMP. 338, XXXII, 20 de junio de 1996

Ver dictamen

Falsedad ideológica. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 

La Corte tiene establecido que la declaración de incompetencia debe estar precedida de una adecuada investigación que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa, y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo en base a un delito concreto cabe pronunciarse acerca de la cuestión de competencia planteada.

En el caso, la declinatoria adolece de ese requisito, ya que no se advierte que se haya producido prueba alguna tendiente a determinar si la voluntad de la imputada dirigida a falsear ideológicamente el acta de infracción trascendió la mera petición al inspector, produciendo el resultado lesivo al bien jurídico tutelado por el art. 293 del Código Penal.

Asimismo tampoco se profundizó la pesquisa en orden a determinar si el documento en cuestión, para el caso de haber sido confeccionado, fue presentado ante la Comisión Nacional de Transporte Automotor. Relevante resultará, determinar tales cuestiones de índole fáctica, toda vez que distinta sería la solución propiciada, conforme se verifiquen en un sentido u otro las hipótesis probatorias antes sugeridas.

R., Luis Alberto s/ Su denuncia

COMP. 94, XXXII, 20 de junio de 1996

Ver dictamen

Homicidio culposo. Identidad de objeto procesal. Pronunciamiento inoficioso. 

Dado que el objeto procesal del presente conflicto negativo de competencia es el mismo que el considerado por la Corte al resolver en la causa Comp. 561, L. XXXI, "Torres, Omar; Angulo Carlos E. y otro s/ Requerimiento de instrucción penal p/ Infracción artículos 84 y 94 del C.P.", el pronunciamiento resulta inoficioso.

T., Omar Ramón s/ Homicido culposo

COMP. 115, XXXII, 25 de junio de 1996

Ver dictamen

Incumplimiento de los deberes de asistencia familiar. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 

La Corte tiene resuelto que, para el correcto planteamiento de una contienda de competencia, es indispensable una previa y adecuada investigación del hecho traído a juzgamiento, que incluya la explicación del imputado sobre su participación en éste, pues sólo en relación a un delito concreto es que resulta adecuado expedirse respecto del juez a quien corresponde conocerlo y juzgarlo. 

Corresponde seguir entendiendo en esta investigación al magistrado nacional que previno, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.

G., R. E. s/ Infracción a la Ley 13.944

COMP. 475, XXXII, 16 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Robo. Cheque. Estafa. Tentativa. Concurso real. Lugar del hecho. Investigaciòn inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 

La Corte ha dicho que la sustracción de los cheques constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con ellos. Respecto al delito de estafa o su tentativa, que concurriría idealmente con el de falsificación, la Corte tiene establecido que cabe atenerse, a fin de determinar el tribunal competente, al lugar donde los documentos fueron entregados. 

Habida cuenta que de los elementos de convicción reunidos en el expediente no surge el lugar en el que se produjo la entrega del documento, sin que de las probanzas reunidas hasta el momento, pueda considerarse como tal el lugar donde este fue depositado para su cobro, corresponde al juzgado preventor profundizar la investigación, en punto a determinar dónde, cuando, en que concepto y en qué circunstancias el cartular fue entregado. 

Por ello, debe seguir interviniendo en la presente causa el Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción, sin perjuicio de lo que surja de una posterior investigación.

H. de A., Liliana Renata s/ Denuncia robo

COMP. 605, XXXII, 10 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Estafa. Lugar del hecho. Competencia nacional. 

La Corte tiene establecido que el lugar de la comisión de la estafa es aquél donde ocurre el acto de disposición patrimonial constitutivo del perjuicio, razón por la cual, encontrándose en la Ciudad de Buenos Aires tanto el domicilio de la compañía de seguros, como el de la entidad bancaria donde se hiciera efectivo el cheque cobrado, es en dicha sede donde deben continuar tramitando las presentes.

Incidente de competencia formado en causa n° 43.624, carátulada: “O., Marta Neófita s/ Denuncia estafa”

COMP. 259, XXXII, 16 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 

Asiste razón al magistrado nacional en el sentido de que el decisorio del juez preopinante no está precedido de una investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1.285/58. 

De las escasas constancias reunidas hasta el presente no surgen elementos de juicio suficientes que permitan calificar prima facie los hechos denunciados en alguna figura determinada, toda vez que no se ha practicado pesquisa alguna tendiente a brindar mayor precisión a la denuncia. A ello cabe agregar, que tampoco han sido incorporados a este incidente las copias de los cheques mencionados por el magistrado que primero conoció en la causa. 

En tales condiciones, y de acuerdo al criterio establecido en Fallos: 306:1272 y 1997, entre otros; y Comp. 628, L. XXXI, “Salto, Eduardo”; corresponde a la justicia provincial, que previno, seguir entendiendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de una posterior investigación.

L. de S., Elisa s/ Denuncia

COMP. 672, XXXII, 16 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Estafa. Falsificación de instrumento privado. Concurso ideal. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

Esta Procuración General considera oportuno observar, a los efectos que pudiera corresponder, que la profusión de decisiones jurisdiccionales de los magistrados intervinientes en torno al tema de la competencia actuó en desmedro del principio de economía procesal y del buen servicio de justicia. 

Es doctrina de la Corte que el correcto planteo de una cuestión negativa de competencia presupone que los magistrados entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente. 

Toda vez que ninguno de los magistrados declinantes describió los hechos objeto de los procesos, ni los encuadró en alguna figura determinada, las hipótesis delictivas son la de falsificación de instrumento privado y estafa, que concurrirían en forma ideal.

M. A., Gustavo s/ Querella

COMP. 577, XXXII, 20 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Delitos contra la salud pública. Competencia provincial. 

La Corte tiene establecido que si el magistrado provincial reconoce que el fuero de excepción es incompetente para conocer en la causa que el juez federal le remitiera, debe entender del proceso para luego, si lo considera oportuno, plantear los conflictos jurisdiccionales a los tribunales que considere pertinente. 

Por aplicación de este principio, debe continuar entendiendo en la presente causa el magistrado provincial.

s/ Averiguación Artículo 200 y siguientes del Código Penal

COMP. 723, XXXII, 20 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Contrabando. Competencia federal. Hurto con llave o ganzúa. Competencia provincial. 

Tiene establecido la Corte que la sustracción de mercaderías extranjeras, depositadas en la Aduana, ocurrida antes de la nacionalización de éstas podría constituir el delito de contrabando. 

Habida cuenta que las mercaderías sustraídas fueron introducidas a plaza sin la debida nacionalización, el hecho encuadraría en la figura de contrabando que concurriría en forma real con el delito de hurto. 

Atento que las reglas de acumulación por conexidad sólo son aplicables a los conflictos en los que participan jueces nacionales, corresponde que siga interviniendo en la presente el Juzgado Federal en lo atinente al delito de contrabando y la justicia provincial en lo que respecta al delito de hurto.

 

M., Sergio A. y otros s/ Averiguación infracción Artículo 163 del Código Penal

COMP. 683, XXXII, 20 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Robo. Correspondencia. Competencia provincial. 

La Corte ha establecido que el desapoderamiento del que fue víctima un empleado de la firma permisionaria, en cuyo poder se hallaban las cartas, es un delito común que solo perjudica la distribución de correspondencia que efectúa una sociedad privada. 

Por ello, en el caso resulta competente la justicia provincial. 

 

Incidente de competencia en causa N° 46.562 del Juzgado Criminal y Correccional N° 9 de San Martin Dr. Carlos R. Poledo y el Juzgado Federal en Turno de San Martin (N., Claudio)

COMP. 584, XXXII, 05 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Estafa. Tentativa. Falsificación de instrumento privado. Concurso de delitos. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

La Corte ha resuelto que cuando el delito de falsificación de instrumentos privados, concurre formalmente con el de estafa, ambas infracciones deben ser investigadas por el tribunal con competencia en el lugar en que aquéllos fueron entregados y donde, además, ha tenido principio de ejecución el segundo delito.

N.N. s/ Estafa Denunciante: P., Alfredo Victor

COMP. 395, XXXII, 16 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Lugar del hecho. Competencia provincial. 

La Corte tiene establecido a través de reiterados precedentes que resulta relevante para decidir la cuestión de competencia, el lugar en el que se dispuso del bien gravado, sustrayéndolo, sin conocimiento del acreedor, de su esfera de control y que, en ausencia de prueba concreta en ese sentido, se debe presumir por tal el domicilio del deudor.  

R., Oscar s/ Denuncia estafa

COMP. 369, XXXII, 05 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Defraudación. Tarjeta de crédito. Lugar del hecho. Competencia nacional. 

Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte que establece que cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecuto la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio. 

S., Claudio Arnaldo s/ Denuncia (A. S.A)

COMP. 659, XXXII, 10 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Estafa. Falsificación de instrumento público. Concurso ideal. Lugar del hecho. Competencia nacional. 

A efectos de dirimir la presente contienda, es necesario analizar las distintas hipótesis delictivas materia de este proceso. 

En lo que respecta al delito de estafa, es doctrina reiterada de la Corte que tanto el lugar en que desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer a la competencia territorial, la que se resolverá en definitiva, conforme a razones de economía procesal. 

Habida cuenta que la falsificación del instrumento público, que concurriría idealmente con la estafa, se habría consumado cuando se produjo el documento falso, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional para conocer de ambos delitos. 

Sobre la base de estas consideraciones, corresponde al Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Criminal de Instrucción proseguir con la sustanciación de la causa.

Incidente de competencia entre el Juzgado Criminal y Correccional N° 7 de Lomas de Zamora y el Juzgado Criminal de Instrucción N° 10 de Capital Federal (S. de V.)

COMP. 587, XXXII, 05 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Robo. Corresponencia. Competencia provincial. 

La Corte ha establecido que el desapoderamiento del que fue víctima un empleado de la firma, en cuyo poder se hallaban las cartas, es un delito común que solo perjudica la distribución de correspondencia que efectúa una sociedad privada. 

Por ello, en el caso resulta competente la justicia provincial. 

 

Incidente de competencia en causa N° 46.423 del Juzgado Criminal y Correccional N° 9 de San Martin Dr. Carlos R. Poledo y el Juzgado Federal en turno de San Martin (S., Juan C. s/ Robo)

COMP. 592, XXXII, 05 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Encubrimiento. Robo de automotor. Investigación inconclusa. Competencia provincial. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

Toda vez que no existe por parte de la justicia bonaerense, una investigación suficiente que permita saber si los imputados tuvieron vinculación con el delito encubierto dado que, no se ha realizado a ese respecto medida probatoria alguna, ni siquiera se les ha recibido declaración, corresponde a este magistrado continuar con la investigación respecto del delito principal y en su caso el de encubrimiento, sin perjuicio de lo que surja de una posterior investigación.

En cuanto a la sustitución de las chapas identificatorias del vehículo secuestrado toda vez que, se ignora el lugar donde fueron confeccionadas, corresponde a la justicia de Rosario, en cuya jurisdicción fue advertida, proseguir con su investigación.  

 

C. F., Raúl Fervelino y otra s/ Encubrimiento de robo automotor

COMP. 754, XXXII, 20 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Estafa. Tentativa. Falsificación de instrumento privado. Concurso de delitos. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

La Corte ha resuelto que cuando el delito de falsificación de instrumentos privados  concurre formalmente con el de estafa, ambas infracciones deben ser investigadas por el tribunal con competencia en el lugar en que aquéllos fueron entregados y donde, además, ha tenido principio de ejecución el segundo delito.

N.N. s/ Estafa en tentativa. Denunciante: G., Héctor

COMP. 609, XXXII, 16 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Declaración jurada falsa. Competencia federal. 

Toda vez que de la resolución C. 46 del Instituto Nacional de Vitivinicultura, del 17  de octubre de 1991, surge que la solicitud de traslado M V 02 tiene el carácter de declaración jurada y debe ser presentada ante dicho organismo, su presunta falsificación pudo obstruir el buen funcionamiento del organismo nacional, por lo que corresponde asignar a la justicia federal el conocimiento de la causa.

Instituto Nacional de Vitivinicultura s/ Denuncia

COMP. 144, XXXII, 16 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Extorsión. Competencia provincia. Usurpación. Falsificación de instrumento público. Competencia federal. 

Es doctrina de la Corte que aquellos supuestos en los que se investiga una pluralidad de delitos, corresponde separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ambos una relación de conexidad.

Corresponde a la justicia provincial conocer del delito de extorsión y, a la justicia federal investigar la usurpación de autoridad y la falsificación de instrumento público.

Incidente de competencia planteado entre los Juzgados en lo Criminal y Correccional N° 4 Morón y Juzgado Federal N° 2 Morón

COMP. 1002, XXXII, 26 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Embotelladora de gaseosas. Competencia nacional. 

Toda vez que, el cuerpo contenido en el envase era compatible con un trozo de órgano animal, que de la denuncia surge que si bien la tapa del envase presentaba signos de descomposición esta se hallaba con el precinto de seguridad, corresponde al magistrado del lugar donde se encuentra ubicada la planta embotelladora proseguir con la investigación de la causa.

A., Luis Rodolfo  s/ Denuncia

COMP. 73, XXXII, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Falsificación de documentos. Afectación al servicio público. Competencia federal. Estafa. Competencia provincial. 

Toda vez que las reglas de conexidad solo son aplicables a la distribución de competencia entre jueces nacionales, existen dos hipótesis delictivas a considerar.

En primer lugar, habida cuenta que la falsificación de las planillas de afiliación podría entorpecer u obstruir el buen servicio que tiene a su cargo un organismo nacional, corresponde al fuero federal conocer de este hecho. 

En segundo lugar, en cuanto a la estafa de la que habrían sido objeto los obreros mediante la adulteración de las autorizaciones de débitos de sus haberes, al no advertir que haya resultado un perjuicio para las rentas de la Nación, ni para alguna de sus instituciones, es la justicia local la que deberá entender a su respecto. 

 

A. S. d. E. O. M. d. C. P. UTE. s/ Denuncia

COMP. 262, XXXII, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Estafa. Falsificación de instrumento público. Competencia provincial. 

De acuerdo con reiterada doctrina de la Corte, debe ser la titular del Juzgado local quien remita la causa al que considere competente, de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.

Averiguación adulteración y falsificación de documento -estafas reiteradas- robo y/o hurto S., Alejandro y/o L., Carlos Cesar

COMP. 248, XXXII, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Escritura pública. Competencia provincial. 

Pudiendo encuadrar prima facie el hecho denunciado en el delito de estafa, previsto y reprimido por el artículo 172 del Código Penal, en virtud de que las escrituras públicas, donde éste se presentó, fueron otorgadas en esta ciudad, de acuerdo al criterio establecido por la Corte en Fallos 305:90; 305:569 y 306:259, corresponde a la justicia local continuar con la investigación.

B., Antonina s/ Denuncia

COMP. 29, XXXII, 23 de agosto de 1996

Ver dictamen

Economía procesal. Competencia provincial. 

Es doctrina reiterada de la Corte que tanto el lugar en el que se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquel en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá, en definitiva, conforme a razones de economía procesal.

B., Eduardo Raúl s/ Su denuncia

COMP. 124, XXXII, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Falsificación de documentos. Competencia federal. 

Siendo de competencia federal la falsificación de tal documentación del vehículo, corresponde al Juzgado Federal conocer en la presente causa, sin perjuicio de lo que surja del progreso de la investigación.

B., Leonardo s/ Hurto de ciclomotor

COMP. 215, XXXII, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Competencia nacional. Juez previniente. 

La presente contienda no se halla precedida de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.

B., Osvaldo Ángel s/ Denuncia

COMP. 181, XXXII, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Hurto. Competencia nacional. Estafa. Extravío del cheque. Competencia provincial. 

La Corte tiene establecido que la sustracción de cheques constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con ellos y que en el delito de estafa, o su tentativa perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde aquellos fueron entregados.

C., Aida s/ Denuncia y falsificación de documento

COMP. 83, XXXII, 23 de agosto de 1996

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 

De acuerdo al criterio establecido en Fallos 306:1272 y 1997, entre muchos otros y Comp. 19, L. XXXII, “Civit, Benjamín Alejandro s/ Defraudación”, corresponde a la justicia nacional en lo penal económico, que previno, seguir entendiendo en la causa.

El presente conflicto no se haya precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.

C., Juan Luján s/ Infracción Artículo 302 cheque sin fondo

COMP. 24, XXXII, 30 de agosto de 1996

Ver dictamen

Defraudación. Economía procesal. Competencia provincial. 

Al resultar de los términos de las respectivas declinatorias que no existe discrepancia entre los magistrados intervinientes acerca de la calificación de la conducta a investigar, resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte en el sentido de que tanto el lugar en el que se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que en definitiva se resolverá conforme a razones de economía procesal.

B., Patricia s/ Defraudación

COMP. 346, XXXII, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Hurto. Código aeronáutico. Circulación aérea. Competencia provincial. 

Según surge del artículo 198 del Código Aeronáutico, corresponderá a la justicia federal el conocimiento y la decisión de las causas en las que se investiguen delitos que puedan afectar la navegación aérea y el comercio aéreo en general. Tal ha sido la postura de la Corte.

C., Adolfo Federico  s/ Denuncia hurto

COMP. 194, XXXII, 11 de julio de 1996

Ver dictamen

Usurpación. Competencia provincial. 

Si bien la concesión fue otorgada por un ente interestadual, para la explotación de particulares, toda vez, que los elementos de convicción arrimados en el incidente, no surge perjuicio alguno que directamente afecte al Estado Nacional, los hechos del sub lite no habilitan la intervención del fuero de excepción.

C., Jorge Daniel s/ Denuncia

COMP. 135, XXXII, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al dictamen que esta Procuración General emitió en oportunidad de la vista conferida en el recurso extraordinario interpuesto por el Fiscal de Cámara.

C., Juan Carlos s/ Infracción Artículos 125 y otros del Código Penal

COMP. 91, XXXII, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Tráfico de estupefacientes. Tribunal oral. Superior Tribunal de la Causa. Cámaras de casación. 

Tiene dicho la Corte que es la Cámara Nacional de Casación Penal, creada por el artículo 2º, inciso b) de la ley 24.050, en virtud de su carácter de superior jerárquico común, la habilitada para decidir cuestiones de competencia suscitadas entre tribunales orales y juzgados correccionales. 

La Cámara Nacional de Casación Penal constituye una jurisdicción de revisión de las decisiones de los tribunales orales, por lo que debe ser considerada superior jerárquico común en los términos del artículo 24, inciso 7º del decreto ley 1285/58.

C., Roberto s/ Infracciones a la Ley 23.737

COMP. 553, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Juez previniente. Competencia nacional. 

Sobre la base de la doctrina reiterada de Fallos 271:396; 277;468; 286:160; 311:2607, corresponde a la justicia nacional continuar entendiendo en las presentes actuaciones.

C. B., Giselle y otro s/ Denuncia

COMP. 325, XXXII, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 35, XXXII, “Colegio de Escribanos s/ Incidente de competencia”.

Colegio de Escribanos s/ Denuncia

COMP. 36, XXXII, 04 de julio de 1996

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 

La presente contienda no se halla precedida de la investigación necesaria como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.

C., Alejandro s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal

COMP. 20, XXXII, 04 de julio de 1996

Ver dictamen

Tenencia de armas de guerra. Competencia provincial. Acopio de armas. Seguridad pública. Competencia federal. 

Tiene establecido la Corte que la reforma al artículo 3º, inciso 3º, de la ley 48 exceptúa de la competencia federal al delito de tenencia simple de arma de guerra en virtud de que la conducta descripta por esta figura la motiva un estricto interés particular, y que cuando las características y propósitos trascienden la mera conducta individual para convertirse en medios tendientes a efectuar la seguridad jurídica de la Nación, la investigación  de los hechos previstos en el artículo 189 bis del Código Penal, corresponde al fuero federal.

D., Daniel y otros s/ Acopio de munición de guerra

COMP. 195, XXXII, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Frustración maliciosa del pago del cheque. Competencia provincial. 

La conducta encuadraría prima facie, en las previsiones del artículo 302, inciso 3ª, del Código Penal, cuya investigación corresponde al tribunal con jurisdicción sobre el banco girado.

D., Guido Nicolás s/ Denuncia Artículo 302 del Código Penal

COMP. 312, XXXII, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Estafa. Pago con cheque sin provisión de fondos. Juez previniente. Competencia nacional. 

De las escasas constancias reunidas en autos, no surgen los elementos de juicio suficientes que permitan calificar prima facie los hechos denunciados en alguna figura determinada toda vez que no puede determinarse en que concepto fueron entregados los cheques.

D. M., Victorio s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal

COMP. 206, XXXII, 11 de julio de 1996

Ver dictamen

Subsidio estatal. Transmisión del dominio. Competencia provincial. 

La Corte tiene establecido que si el subsidio otorgado por el Ministerio de Bienestar Social de la Nación a una provincia consiste en una suma de dinero, su sola entrega, implica transferencia del dominio sobre ella, sin que a dicha conclusión pueda obstar la subsistencia a favor de la administración federal, del derecho a requerir rendición de cuentas y a vigilar el cumplimiento de los fines para los que el beneficio fuera acordado.

C., Miguel Ángel s/ Denuncia

COMP. 213, XXXII, 23 de agosto de 1996

Ver dictamen

Defraudación. Apropiación de prenda. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte, que las infracciones al artículo 44 del decreto ley 15.348/46 la conducta típica se desarrolla en el lugar en el que se dispone del bien gravado sustrayéndolo del conocimiento del acreedor y de su esfera de control, debiendo presumirse por tal el domicilio donde debió estar localizado el objeto del contrato.

F., Osvaldo Juan s/ Depositario infiel

COMP. 344, XXXII, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Tráfico de estupefacientes. Cámaras de casación. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 553, L. XXXII, “C., Roberto y otra s/ Infracción art. 5º inc. c de la ley 23.737”.

F., Yolanda Princesa  s/ Infracciones a la Ley 23.737

COMP. 551, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Tráfico de medicamentos o mercaderías peligrosas. Estupefacientes. Competencia provincial. 

Las sustancias halladas en la orina de los menores, aunque están mencionadas en la lista IV de especialidades medicinales que necesitan receta médica para su comercialización, no están incluidas en la lista del decreto 722/91 y, por lo tanto, no deben ser consideradas estupefacientes en los términos del artículo 77, último párrafo, del Código Penal, según reforma de la ley 23.737.

Habida cuenta que la conducta a investigar no encuadraría en las previsiones de la ley 23.737, corresponde a la justicia local continuar con el trámite de la causa. 

 

G., Leonardo Alberto s/ Tráfico de medicamentos

COMP. 32, XXXII, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Estafa. Falsificación de cheque. Competencia provincial. 

La Corte ha dicho que la sustracción de los cheques constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con ellos. 

Respecto al delito de estafa o su tentativa que concurriría idealmente con el de falsificación, la Corte tiene establecido que cabe atenerse, a fin de determinar el tribunal competente, al lugar donde los documentos fueron entregados.

G., Maria Alba s/ Denuncia

COMP. 205, XXXII, 11 de julio de 1996

Ver dictamen

Falsificación de instrumento público. Registro de la propiedad automotor. Competencia federal. 

Habida cuenta que de las constancias obrantes en el expediente, habrían sido presentados ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor, resulta competente la justicia federal para conocer en la causa, pues en tales condiciones, cabe concluir que el hecho es de aquellos que entorpecen el buen funcionamientos del citado organismo.

G., Raúl Ramón, R., Vera María Digna y otros s/ Supuesta falsificación de documento público

COMP. 256, XXXII, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Tribunal de alzada. Juez previniente. Cámara de Apelaciones. 

Toda vez que la presente contienda negativa de competencia se trabó entre dos jueces nacionales, de conformidad con lo reglado por el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquel que primero hubiese conocido.

D., Julio Carlos s/ Denuncia

COMP. 547, XXXII, 30 de agosto de 1996

Ver dictamen

Cheque de pago diferido. Estafa. Competencia provincial. 

No puede descartarse que la entrega de los cheques posdatados habría constituido prima facie al ardid determinante del acto de disposición configurativo del delito de estafa. 

De conformidad con la reiterada doctrina de la Corte, corresponde al tribunal con jurisdicción en el lugar donde los títulos fueron entregados, proseguir con el trámite de las actuaciones.

 

D., Miguel Ángel s/ Denuncia estafa

COMP. 521, XXXII, 30 de agosto de 1996

Ver dictamen

Amenazas calificadas. Juez previniente. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que si bien los delitos previstos en el artículo 3º, inciso 5º, de la ley 48 deben ser investigados por la justicia federal, la competencia ordinaria surge en aquellos casos en que, del conocimiento prioritario de las actuaciones por parte de la justicia nacional, en principio competente, resultare de un modo inequívoco que los hechos imputados tienen una estricta motivación particular, y que, además, no se da la posibilidad de que resultare afectada, en forma directa o indirecta, la seguridad del Estado Nacional o de alguna de sus instituciones.

D., Raúl s/ Amenazas calificadas

COMP. 558, XXXII, 30 de agosto de 1996

Ver dictamen

Impuesto sobre los ingresos brutos. Impuestos provinciales. Competencia provincial. 

Habida cuenta que el impuesto a los ingresos brutos es un tributo local, reglado en el Código Fiscal provincial, en razón de lo dispuesto por el artículo 18 de la ley 23.771, corresponde al magistrado local continuar entendiendo en las presentes actuaciones.

Delegación Tandil de la Dirección provincial de rentas s/ Infracción Artículo 5 de la Ley 23.771

COMP. 591, XXXII, 30 de agosto de 1996

Ver dictamen

Pago con cheque sin provisión de fondos. Competencia provincial. 

En lo que respecta a las calificaciones de los hechos denunciados, la Corte tiene resuelto que en casos como a mi juicio es el presente, si no existió simultaneidad en las prestaciones, dado que la operación celebrada fue a crédito, la acción del imputado no constituyó el presupuesto determinante del delito de estafa, sino que el hecho encuadró en los supuestos del artículo 302 del Código Penal, resultando competente, en principio, para investigarlo, el magistrado con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado.

Fiscal s/ Averiguación delito

COMP. 64, XXXII, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Amenazas. Seguridad pública. Juez previniente. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que si bien los delitos previstos en el art. 3, inciso 5º de la ley 48 deben ser investigados por la justicia federal, la competencia ordinaria surge en aquellos casos en que, del conocimiento prioritario de las actuaciones por parte de la justicia nacional, en principio competente, resultare de modo inequívoco que los hechos imputados tienen estricta motivación particular, y que además, no se da la posibilidad de que resultare afectada en forma directa o indirecta, la seguridad del Estado Nacional o de alguna de sus instituciones.

C., Osvaldo Ángel s/ Coacción agravada por el uso de arma

COMP. 264, XXXII, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 639, L. XXXI, “Incidente de Competencia entre el Juzgado Criminal y Correccional Nº 7 de Lomas de Zamora, provincia de Buenos Aires, y el Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción Nº 25, Capital Federal”.

F. d. E., Concepción María s/ Denuncia

COMP. 314, XXXII, 07 de agosto de 1996

Ver dictamen

Delitos contra los poderes públicos y el orden constitucional. Sedición. Competencia provincial. 

No surge de las constancias de autos que se encuentren reunidos los extremos previstos en alguno de los dos incisos del artículo 230 del Código Penal. Tampoco existen elementos que permitan suponer que la actividad estimada sediciosa afectó alguno de los poderes nacionales constituidos.

F., Héctor Dante s/ Denuncia

COMP. 140, XXXII, 23 de agosto de 1996

Ver dictamen

Administración fraudulenta. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que el delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber, y en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquel se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración, sin que obste a ello la circunstancia de que la entidad tenga domicilio legal en otra jurisdicción.

F., Rafael s/ Denuncia

COMP. 72, XXXII, 23 de agosto de 1996

Ver dictamen

Estafa. Tentativa. Competencia provincial. 

Tiene resuelto la Corte que la intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de maniobras que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación.

Fiscal de estado de Chubut s/ Denuncia empresa N.

COMP. 176, XXXII, 30 de agosto de 1996

Ver dictamen

Robo. Cheque. Estafa. Tentativa. Competencia nacional. 

Asiste razón al magistrado nacional en el sentido de que las reglas procesales de acumulación por conexidad solo pueden invocarse en conflictos protagonizados por Tribunales Nacionales.

La Corte ha dicho que la sustracción de los cheques constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con ellos, y que a fin de determinar en el delito de estafa o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse a fin de determinar la jurisdicción competente al lugar donde los documentos fueron entregados.

J. de G., Zulema  s/ Denuncia de robo

COMP. 89, XXXII, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Juez previniente. Competencia federal. 

La Corte ha dicho que, para resolver el conflicto jurisdiccional, los tribunales entre los que se suscitó deben efectuar una precisa descripción de los hechos objeto del proceso y su consecuente encuadramiento en una figura penal.

Incidente de competencia. G., Leone Bernardo Eduardo s/ Su denuncia

COMP. 233, XXXII, 23 de agosto de 1996

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 639, L. XXXI, “Incidente de Competencia entre el Juzgado Criminal y Correccional Nº 7 de Lomas de Zamora, provincia de Buenos Aires, y el Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción Nº 25, Capital Federal”.

G., Marcos s/ Estafa

COMP. 589, XXXII, 30 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 639, L. XXXI, “Incidente de Competencia entre el Juzgado Criminal y Correccional Nº 7 de Lomas de Zamora, provincia de Buenos Aires, y el Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción Nº 25, Capital Federal”.

I., Armando s/ Estafa

COMP. 315, XXXII, 07 de agosto de 1996

Ver dictamen

Robo. Cheque. Estafa. Competencia provincial. 

La Corte tiene establecido que, a fin de determinar el tribunal competente en el delito de estafa o su tentativa, cabe atenerse al lugar donde los documentos fueron entregados.

L., Alfredo s/ Robo

COMP. 69, XXXII, 08 de julio de 1996

Ver dictamen

Estafa. Economía procesal. Competencia provincial. 

La Corte tiene establecido que tanto el lugar en el que de desarrolla el ardid propio de la estafa como aquel en el que se verificó la disposición patrimonial deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá en definitiva conforma razones de economía procesal.

L., Anita Elvira c/ Autores desconocidos s/ Supuesto ilícito penal

COMP. 4, XXXII, 08 de julio de 1996

Ver dictamen

Robo. Cheque. Estafa. Tentativa. Competencia nacional. 

La Corte ha dicho que la sustracción de los cheques constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con ellos, y que, en el delito de estafa o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los documentos fueron entregados.

L., Guillermo R. s/ Estafa

COMP. 169, XXXII, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Falsificación de instrumento público. Defraudación. Tentativa. Economía procesal. Competencia nacional. 

Resulta aplicable la doctrina de la Corte en el sentido de que la falsificación de un instrumento público resulta escindible de la causa que se instruya por la defraudación, a su tentativa, por el uso de aquél. 

La Corte tiene establecido que el delito de falsificación de instrumento público se consuma cuando se produce el documento falso.

Respecto de la estafa, resulta de aplicación al caso lo resuelto por la Corte en el sentido de que tanto el lugar en el que se desarrolla al ardid propio de la estafa como aquel en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que en definitiva se resolverá conforme a razones de economía procesal.

K., Norma Haydee s/ Denuncia

COMP. 425, XXXII, 30 de agosto de 1996

Ver dictamen

Cámara de Apelaciones. 

Si bien es cierto que la remisión a la justicia de capital, dispuesta por el Juzgado Federal, obedeció al criterio sustentado por la Cámara Federal al pronunciarse en el recurso de apelación interpuesto en los autos principales, dicho tribunal colegiado nunca tuvo la oportunidad conocer los argumentos expuestos por el juez nacional en su rechazo, debido a que en lo formal, la contienda quedó trabada entre jueces de grado.

M., José Alejandro s/ Encubrimiento de hurto

COMP. 178, XXXII, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Incumplimiento de los deberes del funcionario público. Competencia provincial. 

Toda vez que la omisión de dar intervención a la autoridad judicial correspondiente, resultaría en principio la conducta a investigar, y que de autos no surge constancia alguna que demuestre que tal proceder por parte de los funcionarios provinciales haya perjudicado la administración de justicia nacional, el sólo fundamento de que actuaron como auxiliares de la misma, es escaso para sostener una postura, donde justamente al que pretende auxiliarse, nunca tuvo conocimiento del hecho.

M., Norberto Adolfo s/ Artículo 248 Código Penal

COMP. 28, XXXII, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Administración fraudulenta. Rendición de cuentas. Competencia nacional. 

La Corte tiene establecido que, cuando el acto infiel perjudicial en violación al deber, constitutivo del delito de administración fraudulenta, consista en la rendición de una cuenta falsa para provocar el error del administrado y consumar con ello el perjuicio patrimonial, será relevante para establecer la competencia el lugar donde las cuentas debían rendirse.

L., Adrian s/ Denuncia

COMP. 22, XXXII, 08 de agosto de 1996

Ver dictamen

Corrupción de menores. Competencia provincial. 

Toda vez que la Corte tiene reiteradamente establecido que las declaraciones tanto del denunciante como del imputado, pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos del expediente.

M., Silvano s/ Corrupción

COMP. 364, XXXII, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Defraudación. Tarjeta de crédito. Falsificación de instrumento privado. Concurso ideal. Competencia provincial. 

La Corte tiene resuelto, que cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio, del mismo modo que la falsificación de los documentos privados que concurriría idealmente con aquella.

N., Cristian s/ Estafa

COMP. 309, XXXII, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Defraudación. Abuso de confianza. Lugar del hecho. Competencia nacional. 

En atención a los elementos probatorios reunidos, la conducta denunciada configuraría el delito tipificado en el artículo 172 del Código Penal. 

Se trataría de una defraudación por abuso de confianza. Habida cuenta el reiterado criterio de la Corte que el delito de estafa se reputa cometido en el lugar de la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio y atento que de las constancias obrantes en autos surge que el damnificado habría entregado el dinero en la agencia de automotores sita en Capital Federal, es allí donde se produjo la disposición patrimonial, por ello, corresponde atribuir jurisdicción en este caso al magistrado nacional. 

 

N., Lidia Beatriz s/ Denuncia

COMP. 257, XXXII, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Estafa. Falsificación de cheque. Competencia provincial. 

La Corte ha dicho que la sustracción de los cheques constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con ellos. 

Respecto al delito de estafa o su tentativa que concurriría idealmente con el de falsificación, la Corte tiene establecido que cabe atenerse, a fin de determinar el tribunal competente, al lugar donde los documentos fueron entregados.

N.N. s/ Estafa

COMP. 125, XXXII, 11 de julio de 1996

Ver dictamen

Cheque. Estafa. Competencia nacional. 

La Corte ha dicho que la sustracción de los cheques constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con ellos. 

Respecto al delito de estafa o su tentativa, la Corte tiene establecido que cabe atenerse, a fin de determinar el tribunal competente, al lugar donde los documentos fueron entregados.  

 

N.N. s/ Hurto

COMP. 274, XXXII, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Encubrimiento. Robo. Competencia federal. 

La Corte tiene establecido que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la Republica afecta a la administración de la justifica nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquel se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez que el imputado por encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.

O., Leónidas Antonio s/ Encubrimiento

COMP. 40, XXXII, 04 de julio de 1996

Ver dictamen

Transporte de estupefacientes. Cámaras de casación. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 553, L. XXXII, “C., Roberto y otra s/ Infracción art. 5º inc. c de la Ley 23.737”.

O., Roque A., Z., Margarita Elena s/ Transporte y almacén de estupefacientes

COMP. 555, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Estafa. Desbaratamiento de derechos acordados. Competencia nacional. 

Habida cuenta que ambos magistrados coinciden en la calificación legal del hecho, es de aplicación lo resuelto por la Corte en el sentido de que el delito se consuma cuando ya realizada la disposición patrimonial se torna incierto o litigioso el derecho adquirido.

P., Claudia Viviana s/ Denuncia

COMP. 232, XXXII, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Extravío del cheque. Competencia nacional. 

La Corte ha dicho que la sustracción de los cheques constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con ellos y que en el delito de estafa o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse a fin de determinar la jurisdicción competente al lugar donde los documentos fueron entregados.

P., Marta N. s/ Estafa

COMP. 243, XXXII, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Registro de la propiedad automotor. Competencia federal. 

Cuando el hecho es de aquellos que entorpecen el buen funcionamiento del Registro Nacional de la Propiedad Automotor, resulta competente la justicia federal para conocer en la causa.

P., Raimundo Antonio s/ Por Supuesta Autoría de defraudación y estafa. 

COMP. 223, XXXII, 11 de julio de 1996

Ver dictamen

Economía procesal. Defensa en juicio. Competencia nacional. 

La Corte tiene establecido a través de reiterados precedentes, que los hechos punibles se consideran cometidos en todas las jurisdicciones en los que se ha desarrollado alguna parte de la acción y también en el lugar donde se verificó el resultado, por lo que la elección de una de las jurisdicciones debe determinarse atendiendo a las exigencias planteadas por la economía procesal y la necesidad de favorecer la defensa en juicio.

P., Salvador s/ Denuncia

COMP. 311, XXXII, 08 de julio de 1996

Ver dictamen

Retención indebida. Competencia nacional. 

Al resultar de las constancias reunidas en el incidente que el único domicilio consignado en el contrato de venta por mandado es el del denunciante, lugar donde también se habría intimado a las empresas a entregar la documentación retenida, que estaría en su poder, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional para entender en las presentes actuaciones.

M., Carlos Alberto s/ Denuncia

COMP. 527, XXXII, 30 de agosto de 1996

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Competencia nacional. Juez previniente. 

La ausencia de constancias relativas a la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia, que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le puedan ser atribuidas, obsta el correcto planteamiento de una cuestión de competencia que corresponde dirimir a la Corte en virtud de los preceptuado por el artículo 24, inciso 7º, del decreto-ley 1285/58.

M., Juan Carlos s/ Resistencia o desobediencia a funcionario

COMP. 75, XXXII, 08 de agosto de 1996

Ver dictamen

Defraudación. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 

Si bien es cierto, que de las constancias reunidas hasta el momento, no surgen elementos de juicio lo suficientemente claros como para calificar de una u otra manera el ilícito en cuestión, también es razonable aceptar, ya sea que se trate de una defraudación por administración infiel o un hurto, cuestión que no se discute en el conflicto, siempre resultara el magistrado de provincia el encargado de intervenir en razón del lugar.

M., Jorge Agustín s/ Defraudación

COMP. 197, XXXII, 30 de agosto de 1996

Ver dictamen

Falsificación de instrumento público. Competencia federal. Estafa. Competencia provincial. 

La Corte tiene establecido que es independiente la falsificación de los documentos de la estafa perpetrada con ellos.

N., Rebeca S. c/ Julio Bejarano Campero s/ Estafa

COMP. 172, XXXII, 23 de agosto de 1996

Ver dictamen

Transporte de estupefacientes. Cámaras de casación. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 553, L. XXXII, “Corvalán, Roberto y otra s/ Infracción art. 5º inc. c de la ley 23.737”.

A., Mario s/ Tenencia de estupefaciente

COMP. 519, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Encubrimiento. Competencia provincial. 

El delito de encubrimiento presupone la comisión de un delito anterior del que no se ha participado.

R., Carlos Fabián s/ Robo de automotor

COMP. 289, XXXII, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Estafa. Competencia por conexidad. Acumulación de procesos. Competencia provincial. 

La Corte tiene establecido que las reglas de acumulación de causas por razones de conexidad solo son de aplicación entre jueces nacionales y no pueden ser alterados por razones de mero orden y economía procesal.

R., Julio A. s/ Estafa a Gladys S.

COMP. 2, XXXII, 08 de julio de 1996

Ver dictamen

Adulteración de la numeración de bienes registrables. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

La Corte tiene establecido que no pudiéndose establecer el lugar en que las patentes identificatorias del automotor fueron cambiadas, corresponde atribuir la competencia al tribunal con jurisdicción en el lugar en que se comprobó la existencia del delito.

R., Orlando Argentino s/ Infracción Decreto Ley 6.582/58

COMP. 170, XXXII, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Estafa. Extravío del cheque. Competencia nacional. 

La Corte ha dicho que la sustracción o extravío de cheques constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con ellos, y que en el delito de estafa o tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse a fin de determinar la jurisdicción competente al lugar donde los documentos fueron entregados.

S., Alicia Marta s/ Estafa en tentativa

COMP. 326, XXXII, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Encubrimiento. Robo. Competencia nacional. 

Habida cuenta que de las constancias del incidente no surgen elementos de convicción que permitan, razonablemente, vincular al incriminado por el delito de encubrimiento con la sustracción del objeto acaecido en jurisdicción provincial, donde además se dicto el sobreseimiento provisorio, y que las reglas de acumulación por conexidad solo son aplicables a los conflictos en los que participan jueces nacionales, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional para seguir conociendo en la causa.

S., Carlos Alberto s/ Denuncia

COMP. 292, XXXII, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Administración fraudulenta. Lugar del hecho. Rendición de cuentas. Competencia nacional. 

Es doctrina reiterada de la Corte que cuando el acto infiel perjudicial al deber, constitutivo de administración fraudulenta, consiste en la rendición de una cuenta falsa para provocar el error en el administrado y consumar con ello el perjuicio patrimonial, será relevante para determinar la competencia el lugar donde las cuentas deban rendirse.

S., Luis Alberto s/ Defraudación

COMP. 291, XXXII, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Desechos peligrosos. Competencia federal. 

El objeto de esta contienda es determinar si los desagües industriales de las empresas denunciadas resultan peligrosos y, por ende, si ha existido un hecho punible de los previstos en la ley 24.051, en virtud de lo dispuesto por el artículo 58 de dicha norma, corresponde a la justicia federal investigar en la causa.

S., Manuel s/ Denuncia

COMP. 142, XXXII, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Falsificación de instrumento privado. Competencia federal. 

Es reiterada jurisprudencia de la Corte que son competentes para conocer en las causas por falsificación de documentos privados los magistrados con jurisdicción en el lugar donde aquellos fueron usados.

S., Valeria s/ Infracción Ley 24.241

COMP. 365, XXXII, 04 de julio de 1996

Ver dictamen

Privación ilegal de la libertad. Seguridad pública. Competencia provincial. 

La Corte tiene establecido que si bien las causas en las que se investiga la comisión de alguno de los delitos previstos y reprimidos en el artículo 3º, inciso 5º, de la ley 48 deben tramitar ante la justicia federal, la competencia ordinaria surge en aquellos casos en que lo actuado releve inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada directa o indirectamente, la seguridad del estado Nacional o de alguna de sus instituciones.

S. B., Jacinto Enrique y otros s/ Privación ilegítima de la libertad

COMP. 218, XXXII, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Juez previniente. Competencia provincial. 

Incorrecta traba de la contienda.

De las constancias agregadas al presente, no surge con claridad que el hecho encuadre en la figura de falsa denuncia, lo que obsta al correcto planteamiento de un conflicto de competencia que corresponda dirimir a la Corte en virtud de lo preceptuado por el artículo 24, inciso 7º, del decreto-ley 1285/58, sobre todo si se tiene en cuenta, que ninguno de los fundamentos utilizados por el juez provincial, con base en los dichos de los detenidos en la prevención, tuvo recepción en sede judicial.

P., Daniel Oscar s/ Denuncia

COMP. 33, XXXII, 08 de agosto de 1996

Ver dictamen

Competencia por conexidad. Acumulación de procesos. Competencia provincial. 

Toda vez que las reglas de acumulación por conexidad solo son aplicables a los conflictos en los que participan jueces nacionales, corresponde al magistrado con jurisdicción en el lugar donde los instrumentos fueron usados, proseguir con el tramite de las actuaciones.

Testimonios caso G., Matilde Margarita

COMP. 65, XXXII, 04 de julio de 1996

Ver dictamen

Defraudación. Falsificación de marca o designación. Competencia federal. 

Al resultar de las constancias del incidente que el producto presuntamente adulterado se encontraría registrado y verificado por los organismos nacionales de contralor, conforme a lo establecido en el artículo 33 de la ley de marcas, su investigación compete al fuero de excepción. 

Resultaría de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual los hechos se reputan cometidos en todas las jurisdicciones en las que se ha desarrollado alguna parte de la acción o del resultado, por lo que es preciso que la elección de alguna de esas jurisdicciones se determine atendiendo a exigencias planteadas por economía procesal, a la necesidad de favorecer así la buena marcha de la administración de justicia y, en su caso, a la defensa de los imputados.

T., Moreno s/ Defraudación

COMP. 156, XXXII, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 

La Corte tiene establecido, que la infracción al artículo 33 del decreto ley 6582/58, carece de entidad para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad del Automotor.

Por ello, en aplicación de esa doctrina, corresponde al juez provincial continuar con la investigación del expediente. 

 

V., Aldo Ramón s/ Infracción Decreto Ley 6.582/58

COMP. 230, XXXII, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Transporte de estupefacientes. Cámaras de casación. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 553, L. XXXII, “Corvalán, Roberto y otra s/ Infracción artículo 5º inc. c de la ley 23.737”.

V., Roque s/ Transporte de estupefacientes

COMP. 556, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Superior Tribunal de la Causa. Cámaras de casación. 

De acuerdo con la doctrina del fallo Comp. 736, XXIV, “López, Esteban Emilio p/ Lesiones”, es la Cámara de Casación Penal el órgano superior común a los dos tribunales, en los términos del artículo 24, inciso 7º, del decreto-ley 1285/58.

V., Valeria Andrea s/ Denuncia. Amenazas

COMP. 221, XXXII, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Hurto. Cuestión de derecho común. Competencia provincial. 

No se advierte, en el presente, circunstancia alguna que justifique el fuero de excepción. Ello es así, porque el hecho denunciado perjudicaría al patrimonio de una empresa privada, regida por disposiciones de derecho común.

Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/ Denuncia

COMP. 161, XXXII, 08 de julio de 1996

Ver dictamen

Administración fraudulenta. Lugar del hecho. Rendición de cuentas. Competencia nacional. 

Es doctrina de la Corte que cuando el acto infiel perjudicial de deber, constitutivo del delito de administración fraudulenta, consiste en la rendición de una cuenta falsa para provocar el error del administrado y consumar con ello el perjuicio patrimonial, será relevante para determinar la competencia el lugar donde las cuentas debían rendirse.

Z., Carlos en representación de Molfino Hermanos S.A. s/ Denuncia

COMP. 392, XXXII, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Insolvencia fraudulenta. Competencia provincial. 

El delito de insolvencia fraudulenta, que si bien tiene principio de ejecución en el momento de la realización del acto o hecho eventualmente defraudatorio, el mismo se consuma al concretarse la frustración del cumplimiento de las obligaciones emanadas del juicio civil al ejecutarse forzadamente la sentencia.

P., Elba Rosa s/ Denuncia

COMP. 175, XXXII, 11 de julio de 1996

Ver dictamen

Falso testimonio. Competencia federal. 

Los términos que se reputan falsos guardarían relación con la causa que investiga la justicia federal por infracción a la ley 23.737. De comprobarse el delito el mismo agravaría a la administración de justicia nacional.

Actuaciones relatadas con el Tribunal Oral Federal en lo Criminal de Comodoro Rivadavia s/ Falso testimonio (V., Ignacio)

COMP. 290, XXXII, 30 de agosto de 1996

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 639, L. XXXI, “Incidente de Competencia entre el Juzgado Criminal y Correccional Nº 7 de Lomas de Zamora, provincia de Buenos Aires, y el Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción Nº 25, Capital Federal”.

V., s/ Estafa

COMP. 586, XXXII, 30 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 639, L. XXXI, “Incidente de Competencia entre el Juzgado Criminal y Correccional Nº 7 de Lomas de Zamora, provincia de Buenos Aires, y el Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción Nº 25, Capital Federal”.

R., Daniel Heraldo s/ Denuncia

COMP. 316, XXXII, 07 de agosto de 1996

Ver dictamen

Tribunal de alzada. Juez previniente. Cámara de Apelaciones. 

Toda vez que la presente contienda negativa de competencia se ha suscitado entre dos jueces nacionales, de conformidad con lo reglado por el artículo 24, inciso 7º, del decreto-ley 1285, corresponde al tribunal superior correspondiente a aquél que primero conoció en la causa.

F., Jorge David s/ Infracción Ley 20.680

COMP. 358, XXXII, 30 de agosto de 1996

Ver dictamen

Estafa. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

Corresponde que cada hecho sea investigado por el tribunal competente en el lugar en que cada delito se perpetró.

T., Leonel José s/ Defraudación

COMP. 339, XXXII, 30 de agosto de 1996

Ver dictamen

Desechos peligrosos. Competencia federal. 

Al resultar de las probanzas que las muestras liquidas habrían sido obtenidas de un zanjón que desembocaría en el río, y que el informe químico concluye que en razón del alto porcentaje de cromo que contienen los desechos analizados podrían considerarse residuos peligrosos, en los términos del anexo IV de la ley 24.051, en virtud de lo dispuesto por el artículo 58 de dicha normativa, corresponde declarar la competencia de la justicia federal para conocer en la causa.

T., Horacio Atilio s/ Denuncia

COMP. 532, XXXII, 30 de agosto de 1996

Ver dictamen

Falsificación de instrumento privado. Estafa. Competencia provincial. 

La Corte tiene establecido que cuando el delito de falsificación de instrumentos privados concurre formalmente con el de estafa, ambas infracciones deben ser investigadas por el tribunal con competencia en el lugar en el que aquellos fueron entregados y donde, además, ha tenido principio el segundo delito.

Sumario para averiguar adulteración de cheque e infracción al Artículo 154 del Código Penal

COMP. 376, XXXII, 30 de agosto de 1996

Ver dictamen

Fuerzas de seguridad. Personal policial. Competencia federal. 

La Corte tiene establecido que, compete a la justicia federal la investigación de los delitos que se atribuyen a los miembros de las fuerzas de seguridad provinciales que actúan en auxilio de autoridades de la Nación.

R., Luis Eduardo s/ Denuncia

COMP. 171, XXXII, 23 de agosto de 1996

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Competencia nacional. 

La presente contienda no se encuentra precedida de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.

Incidente de competencia en causa N° 18.814 S. R., Hugo Julián s/ Infracción al Artículo 179 del Código Penal

COMP. 182, XXXII, 23 de agosto de 1996

Ver dictamen

Juez previniente. Competencia nacional. 

De acuerdo al criterio establecido en Fallos 306:1272 y 1997, entre muchos otros y Comp. 19, L. XXXII, “Civit, Benjamín Alejandro s/ Defraudación”, corresponde a la justicia nacional que previno seguir entendiendo en la causa.

El presente conflicto no se haya precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.

R. R., José s/ Artículo 302 del Código Penal

COMP. 397, XXXII, 30 de agosto de 1996

Ver dictamen

Encubrimiento. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Registro de la propiedad automotor. Juez previniente. Competencia provincial. 

La Corte tiene establecido a través de numerosos precedentes que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo. 

Con relación al reemplazo de las chapas patentes, toda vez que es doctrina de la Corte que estos hechos carecen de entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento y que de las constancias de la causa no surge donde se cometió la infracción, la magistrada provincial que previno, en cuya jurisdicción fue descubierta la anomalía, debe seguir entendiendo en este delito.

S., Claudio Ismael s/ Delito de encubrimiento

COMP. 445, XXXII, 30 de agosto de 1996

Ver dictamen

Defraudación. Competencia nacional. 

Resulta de aplicación lo decidido por la Corte en el sentido de que ya sea que el hecho se subsuma en el inciso 2º o en el inciso 7º, ambos del artículo 173 del Código Penal, para resolver la cuestión planteada, hay que tener en cuenta donde tuvieron lugar los actos con relevancia típica para la configuración de cualquiera de esos delitos.

S., Luis Alberto s/ Defraudación

COMP. 93, XXXII, 23 de agosto de 1996

Ver dictamen

Hurto. Servicio postal. Afectación al servicio público. Competencia provincial. 

Habida cuenta que el artículo 4º, inciso 2, de la ley 20.216 autoriza a la Empresa Nacional de Correos a contratar con terceros particulares la ejecución del servicio postal, en el marco regulatorio de la Resolución Nº 1241/88, en el sub lite no se ha visto afectado el buen servicio de correos prestado por la Nación, ni sus rentas, como así tampoco aparecen comprometidos empleados de la empresa estatal.  

De conformidad a lo resuelto por la Corte en los autos Comp. 958, XXIII, “Martínez, Gustavo F. s/ Robo calificado” y Comp. 230, XXV, “García González Rouco y Cía. s/ Hurto”, el hurto de la saca de la firma constituye un delito común que sólo habría perjudicado la distribución de correspondencia que efectúa una empresa privada. 

Sobre la base de estas consideraciones, corresponde a la justicia provincial entender en estas actuaciones. 

 

S., Luis Ernesto s/ Denuncia hurto

COMP. 520, XXXII, 30 de agosto de 1996

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Competencia provincial. 

La presente contienda no se halla precedida de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.

S. G., Alejandro s/ Denuncia

COMP. 158, XXXII, 23 de agosto de 1996

Ver dictamen

Defraudación. Competencia provincial. 

La Corte tiene decidido en casos que guardan analogía con el presente que resulta relevante, para decidir la cuestión de competencia, el lugar en el que se dispone del bien gravado, sustrayéndolo sin conocimiento del acreedor, de su esfera de control y que, en ausencia de prueba concreta en ese sentido, debe presumirse por tal el domicilio del deudor.

M., Claudio A. s/ Defraudación

COMP. 533, XXXII, 30 de agosto de 1996

Ver dictamen

Defraudación. Competencia provincial. 

Conforme surge del estatuto, E. es una empresa privada regida por las disposiciones del derecho común y si bien los hechos denunciados podrían afectar indirectamente el patrimonio del fisco, pues el Estado Nacional es accionista mayoritario de la empresa, ello no basta para habilitar el fuero de excepción, en ausencia de las condiciones legales necesarias para sostener que el patrimonio del Estado se haya visto efectivamente comprometido.

Sobre la base de estas consideraciones, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial para conocer en la presente.

 

G., J. C. y otra s/ Defraudación

COMP. 675, XXXII, 20 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Encubrimiento. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 

Toda vez que, el delito encubierto es de competencia provincial, no es de aplicación al caso la doctrina citada por el magistrado nacional, de ahí que cabe concluir en que el hecho afecta a la justicia nacional. Por ser ello así, corresponde investigarlo a los tribunales comunes con jurisdicción en el lugar donde se produjo.

A igual conclusión cabe arribar con relación a la sustitución de las chapas patentes. Ello así pues, es reiterada jurisprudencia de la Corte que cuando no es posible saber en qué lugar se cometió la infracción corresponde al magistrado en cuya jurisdicción fue descubierta continuar con su investigación.

P., M., E. y otro s/ Tenencia de arma de guerra

COMP. 740, XXXII, 11 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Falsificación de instrumento público. Cámaras de casación. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 553, L. XXXII, "Corvalan, Roberto y otra s/ Infracción artículo 50 inc. c) de la ley 23.737".

T., J.  s/ Uso de documento público adulterado

COMP. 554, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Estafa. Cheque. Rechazo del cheque. Competencia provincial. 

El hecho denunciado como estafa es extraño al fuero de excepción, puesto que éste se encuentra condicionado, ratione materiae, a la existencia de los supuestos de los artículos 3 de la ley 48 y 33 del Código Procesal Penal de la Nación, los que no se presentan en autos.

Incidente de cuestión de competencia en Causa N° 11.503 caratulado "M., Miguel s/ Estafa" del Juzgado Federal N° 1 de Mar del Plata, Secretaría Penal N° 4

COMP. 893, XXXII, 26 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 

La presente contienda no se halla precedida de la investigación suficiente como para calificar prima facie los hechos denunciados en alguna figura determinada y la Corte pueda ejercer así, las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7° del decreto ley 1285/58.

De acuerdo al criterio establecido en Fallos: 306:1272 y 1997; entre otros, corresponde a la justicia provincial seguir entendiendo en esta causa.

 

C., Benjamín Abelardo s/ Defraudación

COMP. 19, XXXII, 23 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cámara Nacional de Apelaciones. Competencia en lo penal económico. 

Toda vez que la presente contienda se trabo entre dos jueces nacionales, de conformidad con lo reglado por el artículo 24, inciso 7° del decreto ley 1285/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquel que primero hubiese conocido, en el caso, por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico.

Casa P. (de Yolanda M. R.) s/ Infracción Ley 20.680

COMP. 159, XXXII, 23 de mayo de 1996

Ver dictamen

Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 

La ausencia de constancias en el incidente relativas a la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia, que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le puedan ser atribuidas, obsta el correcto planteamiento del conflicto de competencia que corresponde dirimir a la Corte en virtud de lo preceptuado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.

O., José Roberto s/ Su denuncia

COMP. 209, XXXII, 24 de mayo de 1996

Ver dictamen

Coacción calificada. Robo. Arma de fuego. Privación ilegal de la libertad. Economía procesal. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

Al resultar de los términos de las declaraciones de la víctima y de los inculpados, que la mayor parte de los actos con relevancia típica se consumaron en la provincia de Santa Fe, por razones de economía procesal corresponde al juzgado de instrucción, que conoce de la coacción agravada, entender también en esta causa.

Q., Ariel Marcelo y A. Pedro Alejandro s/ Robo calificado

COMP. 251, XXXII, 23 de mayo de 1996

Ver dictamen

Contienda positiva de competencia

Incumplimiento de los deberes de asistencia familiar. Lugar de cumplimiento de la obligación. Competencia provincial. 

Habiendo los padres acordado previamente mediante un convenio celebrado en Mar del Plata, que el pago de la cuota alimentaria tendría lugar en un domicilio de esa ciudad y que al trasladarse la denunciante con su hijo a Puerto Madryn la presentación se depositó en una cuenta abierta en el Banco Nación, sucursal Mar del Plata, debe considerarse esa ciudad, donde además tiene su domicilio el imputado, como lugar de consumación del incumplimiento.

A., L. R. s/ Denuncia incumplimientos asistencia (C.)

COMP. 537, XXXI, 20 de junio de 1996

Ver dictamen

Defraudación. Abuso de confianza. Domicilio del deudor. Competencia provincial. 

Desde el punto de vista formal, no se ha observado la regla que establece que para la correcta traba de una contienda de competencia resulta necesario que el juez que la promovió haya tenido oportunidad de insistir o desistir de la cuestión. 

No obstante, al resultar de las constancias reunidas en el incidente que las partes habrían celebrado un acuerdo para la importación de un vehículo, la conducta a investigar constituiría una defraudación por abuso de confianza, de las previstas en el artículo 173, inciso 2° del Código Penal, respecto del cual la Corte tiene establecido que el delito de retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida. 

Habida cuenta que de las probanzas agregadas no se desprende cual era el lugar convenido para el cumplimiento del mandato, resulta de aplicación al caso lo preceptuado por los artículos 207 del Código de Comercio y 747 del Código Civil, conforme a los cuales la obligación debió ser cumplida en el domicilio del deudor.

D.P., María José Jose c/ B., César David s/ Estafa

COMP. 670, XXXI, 20 de junio de 1996

Ver dictamen

Inhibitoria. Patrimonio. Competencia provincial. 

Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte que establece que la intervención del fuero de excepción se encuentra condicionada, ratione materiae, a la existencia de alguno de los supuestos de los artículos 3° de la ley 48 y 33° del Código Procesal Penal de la Nación, y que ella no puede extenderse con fundamento en el poder de policía o de fiscalización que ejerce el Estado Nacional, si los delitos no afectan directamente el patrimonio de la Nación, o de sus reparticiones, ni involucran la responsabilidad penal de sus funcionarios.

D., Raúl s/ Denuncia

COMP. 138, XXXI, 26 de junio de 1996

Ver dictamen

Delitos ambientales. Contaminación ambiental. Desechos peligrosos. Competencia federal. 

Corresponde declarar la competencia de la justicia federal para conocer en la causa.

Ello es así, porque según los antecedentes de la ley 24.051, puestos de manifiesto en el debate parlamentario, la voluntad del legislador fue la de dictar una ley nacional en un tema que amenaza la supervivencia de muchos sectores de la población, al entender que la contaminación ambiental no admite fronteras jurisdiccionales.

La Corte tiene resuelto que el acierto o el error, el mérito o la conveniencia de las soluciones legislativas no son puntos sobre los que el poder judicial quepa pronunciarse. Solo casos que trascienden ese ámbito de apreciación para internarse en el campo de lo irrazonable inicuo o arbitrario, habilitan la intervención de los jueces. 

 

N., y otros s/ Infracción al Artículo 200 y siguientes del Código Penal y Ley 24.051

COMP. 660, XXXI, 30 de abril de 1996

Ver dictamen

Lesiones. Homicidio culposo. Gendarmería Nacional. Empleados públicos. Competencia federal. 

Al resultar de las constancias reunidas en el incidente que los suboficiales accidentados eran técnicos en comunicaciones, que cumplían funciones en la Gendarmería nacional de una ciudad y que habrían sido comisionados para realizar tareas de ajuste y comprobación de los equipos radioeléctricos de comunicaciones, el hecho a investigar afectó el servicio que iban a prestar empleados de la Nación.

T., Omar y otros s/ Requerimiento de instrucción penal

COMP. 561, XXXI, 16 de abril de 1996

Ver dictamen

Defraudación militar. Delitos contra la administración pública. Estado Nacional. Competencia federal. 

La Corte ha resuelto reiteradamente que uno de los fines sustanciales de la reforma al artículo 108 del Código de Justicia Militar, introducida por la ley 23.049, ha sido la de restringir la competencia militar a los delitos de tal naturaleza, excluyendo de esa jurisdicción a los delitos comunes en tiempo de paz.

Habida cuenta que la Corte ha establecido en casos análogos al presente que la defraudación militar (artículo 843 y siguientes del Código de Justicia Militar) no se diferencia en sustancia del delito previsto en el artículo 261 del Código Penal -que persigue ante todo la tutela de los bienes y rentas de la Nación- y en consecuencia su juzgamiento resulta extraño a los tribunales castrenses, corresponde a la justicia de excepción seguir conociendo en la causa, toda vez que los hechos objeto de la pesquisa habrían tendido a defraudar al patrimonio de la Nación y afectarían el buen servicio de empleados federales. 

 

Juez de instrucción militar N° 10 (Fuerzas Armadas Argentinas) solicita inhibición en autos L., Luis Eduardo s/ Defraudación militar

COMP. 480, XXXI, 29 de marzo de 1996

Ver dictamen

Interventor federal. Responsabilidad penal. Ministros del Superior Tribunal de Justicia. Renuncia al empleo. Competencia federal. 

Las manifestaciones públicas radiales del interventor federal, aludiendo a la idoneidad profesional de los querellantes como ministros del Superior Tribunal de Justicia de la Provincia de Corrientes, quienes, ante la solicitud de renuncia, habían cesado en sus funciones, se vinculan de modo directo con un acto propio de las facultades conferidas a la intervención federal por el decreto Nº 1447/92 del Poder Ejecutivo Nacional, que amplió esa medida al ámbito del Poder Judicial de la provincia de Corrientes, y declaró en comisión a sus integrantes, circunstancia que presenta relevancia dirimente a la contienda, pues, como ha sostenido la Corte, en las causas donde se cuestiona la responsabilidad penal de los interventores federales, a raíz de los actos cumplidos en ejercicio o con motivo de sus funciones, corresponde intervenir a la jurisdicción federal.

Esa solución no se modifica por el carácter privado de la acción penal promovida, desde que aquellas declaraciones se relacionan con una decisión del gobierno del funcionario nacional querellado.

V. G. C. Rafael y otros s/ Querella c/ T. I. Santiago. Inhibitoria planteada por los Dres. P., Nelson y D.

COMP. 518, XXXII, 05 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Lesiones leves. Delito dependiente de instancia privada. Atentado y resistencia a la autoridad. Competencia federal. 

La Corte tiene establecido que para determinar la competencia territorial, el Tribunal no debe atenerse estrictamente a la calificación efectuada por el magistrado a tal fin, sino a la que efectivamente corresponda a los hechos que, en principio, se reputan cometidos. 

En tal sentido, las lesiones que sufriera el actor pueden calificarse como leves, de conformidad con lo normado por el artículo 89 del Código Penal. A ello cabe agregar que el nombrado al deponer testimonialmente se reservó el derecho de instar la acción penal para el momento que considere oportuno, por lo que al no verificarse esa condición objetiva de procedibilidad, resulta imposible ejercitar la acción penal contra persona alguna, en orden a la conducta típica aludida. 

Conforme lo expuesto, limitado el objeto sometido a decisión, al delito de atentado a la autoridad, previsto y reprimido por el artículo 238, en función del 237 del Código Penal, asiste razón al magistrado federal, en cuanto a que resulta la justicia de excepción la competente para seguir entendiendo en la presente investigación. 

Habida cuenta de la inequívoca relación existente entre el hecho investigado, y el entorpecimiento del legítimo ejercicio de las funciones de carácter federal, resulta evidente que, el delito presuntamente cometido, es de aquellos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación en los términos del artículo 3, inciso 3°, de la ley 48.

Atentado a la autoridad y lesiones leves. Víctima: D., Marcos Alberto y otros

COMP. 160, XXXII, 20 de junio de 1996

Ver dictamen

Estafa. Pronunciamiento inoficioso. 

El objeto procesal del presente conflicto positivo de competencia suscitado, es el mismo que el considerado por la Corte al resolver la causa Comp. 670, L. XXXI, "Del Popolo, María José s/ Denuncia de estafa".

Por ello, resulta inoficioso expedirse al respecto, debiendo estarse a la solución allí adoptada.

D. P., María José s/ Estafa

COMP. 731, XXXII, 20 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Sustracción de menores. Supresión del estado civil. Falsedad ideológica. Competencia provincial. 

La presente cuestión se plantea en lo atinente a la investigación del presunto delito de sustracción de un menor, previsto por el artículo 146 del Código Penal. Habida cuenta que, este hecho resultaría distinguible y que concurrirían materialmente en los términos del artículo 55 del Código Penal, con la supresión de estado civil, y de las falsedades ideológicas, tanto de las partidas de nacimiento como de los documentos nacionales de identidad, corresponde continuar con la investigación al juzgado provincial.

Fiscalía Federal de San Martín s/ Denuncia

COMP. 367, XXXII, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Cuestiones de competencia

Pago con cheque sin provisión de fondos. Competencia provincial. 

La conducta descripta tuvo como finalidad lograr la evasión del pago de un impuesto de carácter local por lo que, conforme doctrina reiterada de la Corte, es dable descartar la competencia de la justicia federal para conocer de la causa.

Ahora bien, dado que no se discute en autos que fue en jurisdicción del magistrado local donde tuvo lugar la presentación del cheque objeto de análisis, entiendo corresponde al magistrado provincial continuar con la tramitación de estas actuaciones.

 

R. 1000 S.R.L. s/ Artículo 302 del Código Penal

COMP. 377, XXXII, 26 de junio de 1996

Ver dictamen

Estafa. Secuestro de bienes. Competencia provincial. 

No existe cuestión de competencia sino un conflicto entre magistrados de distintas jurisdicciones que la Corte debe dirimir de acuerdo a lo establecido por el artículo 24 inciso 7mo del Decreto Ley 1285/58. 

Corresponde al magistrado que solicito el secuestro del bien tener la disponibilidad del rodado hasta tanto se dirima a quien pertenece el objeto secuestrado.

Autores desconocidos s/ Estafa

COMP. 45, XXXII, 04 de julio de 1996

Ver dictamen

Hurto. Extorsión. Cámaras de casación. Competencia nacional. 

Cabe recordar el criterio de la Procuración al dictaminar en la causa Comp. 198, L. XXVI, “M. d. Z., Concepción s/ Hurto y extorsión”.

Se postuló, en esa oportunidad, que no puede suscitarse ningún conflicto entre órganos jurisdiccionales que, además de tener distinta Jerarquía (Juez de instrucción y Jueces del tribunal de juicio con rango de jueces de cámara) revisten en el proceso diferente competencia funcional, por la cual el tribunal de juicio actúa como órgano revisor de los actos del instructor a quien la ley encomienda la etapa preparatoria que posibilitará la actuación de aquél mediante la evaluación a Juicio -artículo 351 del Código procesal penal-.

También sostuvo la Procuración, ello sin desconocer lo decidido por la Corte respecto de la aplicación del artículo 31, inc. 3° del Código Procesal Penal, que la intervención de la Cámara Federal como tribunal dirimente de la cuestión tampoco se ajusta al criterio de la ley. En efecto, la invocación para el caso, del art. 31, inc. 3° excede los parámetros lógicos dentro de los cuales aparece como adecuada. Es decir para aquellos casos que los tribunales en litigio -juzgado federal y tribunal oral- están en situación de paridad procesal; circunstancia, que como se señaló ocurre sólo cuando el primero actúa, no como instructor, sino como tribunal de sentencia. 

Por no existir conflicto posible en ninguno de los estudios donde se pretende trabarlo, corresponde, atendiendo a razones de economía procesal, la lisa y llana remisión de estos autos al Juzgado federal instructor de la causa, a fin de que prosiga con su actuación.

Ahora bien, de entender la Corte que existe en autos un conflicto pendiente, se considera que es a la Cámara Nacional de Casación Penal, en virtud, además de lo expuesto respecto a su situación procesal con la Cámara de Apelación, de ser también órgano revisor mediato del instructor y directo del tribunal de juicio, a quien le corresponde pronunciarse tanto acerca de su real existencia como de su solución.  

 

B., Marta A. y otros s/ Conflicto

COMP. 174, XXII, 30 de abril de 1996

Ver dictamen

Incumplimiento de resolución judicial. Competencia provincial. 

La Corte tiene establecido que corresponde entender en la investigación del delito de desobediencia al juez del lugar que impartió la orden.

A. S.A. s/ Investigación desobediencia

COMP. 70, XXVII, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Amenazas. Fuerzas de seguridad. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte, que si bien los delitos previstos en el artículo 3ro, inciso 5to, de la ley 48, deben ser investigados por la justicia federal, la competencia ordinaria surge en aquellos casos en que, del conocimiento prioritario de las actuaciones por parte de la justicia nacional, en principio competente, resultare de modo inequívoco que los hechos imputados tienen estricta motivación particular y que, no se da la posibilidad de que resulte afectada, en forma directa o indirecta, la seguridad del Estado Nacional o de alguna de sus instituciones. 

No se advierten elementos que permitan atribuir participación a los funcionarios, sin que la alegada conexidad, en caso de existir, entre la actuación de estos últimos y el hecho motivo de la causa, pueda tampoco surtir la competencia federal ya que, aquella relación solo podría surgir entre jueces nacionales.

P., Andrés s/ Denuncia

COMP. 305, XXXI, 20 de junio de 1996

Ver dictamen

Abuso de autoridad. Circunstancias sobrevinientes. Cuestión abstracta. Medidas para mejor proveer. 

La Corte tiene establecido que ella debe atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes al planteo del conflicto.

Á. Edgardo Rubén s/ Plantea cuestión de jurisdicción y competencia en causa "F., Roberto José y otros P.S.A. abuso de autoridad y defraudación calificada" - 240/91

COMP. 706, XXXI, 22 de febrero de 1996

Ver dictamen

Personas privadas de la libertad. Recurso de revisión penal. Competencia criminal y correccional. Cámara de Apelaciones. 

De la lectura del artículo 317 del Código de Procedimientos de la Provincia de Buenos Aires surge que, corresponde a la Cámara de Apelaciones conocer de los recursos extraordinarios de revisión, promovidos tanto por el procesado como por el representante del ministerio fiscal, como así también decidir, en los casos del art. 315 inc. 5°, si corresponde declarar la libertad del condenado o disminuir su pena.

C., Daniel Vicente s/ Actuaciones iniciadas a raíz de la presentación efectuada por el interno ante el Procurador General de la Suprema Corte de Justicia

COMP. 617, XXXI, 21 de febrero de 1996

Ver dictamen

Falsificación de instrumento público. Devolución del expediente. 

En atención a que el debate entre los magistrados que participan del presente conflicto carece de congruencia,la Corte debe declarar mal planteada la cuestión y devolver las actuaciones al juzgado provincial, a fin de que subsane el defecto.

D. V., Ramón Nonato s/ Supuesta falsificación de documento publico

COMP. 403, XXXI, 22 de febrero de 1996

Ver dictamen

Cuestión abstracta. 

No existe un conflicto que corresponda a la Corte resolver, conforme lo establecido por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, por lo que debe declararse abstracta la cuestión traída a estudio.

A., Edgardo R. s/ Plantea cuestión de jurisdicción y competencia en causa

COMP. 706, XXXI, 16 de abril de 1996

Ver dictamen

Estafa. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 521, L. XXXI, “Pérez, Mariano s/ Estafa”.

P., Mariano s/ Denuncia Estafa

COMP. 691, XXXI, 30 de abril de 1996

Ver dictamen

Contrabando. Ley aduanera. Delitos aduaneros. Pena privativa de la libertad. Competencia provincial. Multa. Autoridad administrativa. 

Es doctrina de la Corte que cuando se investigue el delito de contrabando deben distinguirse las atribuciones judiciales de las administrativas para entender respecto del hecho punible.

En este orden de ideas, cabe destacar que el artículo 1026 del Código Aduanero -ley 22.415-, que mantuvo el criterio de la doble jurisdicción en materia de delitos aduaneros sentado en la ley de Aduanas -ley 21.898-, otorga jurisdicción a la autoridad judicial para la aplicación de las penas privativas de la libertad, mientras que a la autoridad aduanera le confía la aplicación de las penas fiscales accesorias previstas en el artículo 876, apartado 1, en sus incisos a), b), c) y g).

 

M., Osvaldo Urbano s/ Infracción Ley 22.415

COMP. 437, XXXI, 16 de abril de 1996

Ver dictamen

Privación ilegal de la libertad. Robo. Economía procesal. Competencia nacional. 

La Corte tiene dicho, en casos que guarden similitud con el presente, que resultan competentes para conocer de estos delitos los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares donde se produjeron actos con relevancia típica, y que en esa hipótesis la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.

N.N. s/ Robo de automotor; Denunciante: J.i, Jorge; Transporte A. S.A.

COMP. 500, XXXI, 16 de abril de 1996

Ver dictamen

Delitos contra la salud pública. Competencia federal. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 660, L.XXXI, “N., José, Giordano Ángel y P., Carlos s/ Infracción artículo 200 del C.P. y siguientes y ley 24.051”.

S. N. S.R.L. s/ Infracción al Artículo 200 y siguientes del Código Penal y Ley 24.021

COMP. 663, XXXI, 30 de abril de 1996

Ver dictamen

Multa. Juicio de apremio. Competencia en lo penal económico. 

Según tiene declarado la Corte, las normas que atribuyen competencias a determinados tribunales para entender en ciertas materias cuando de recursos se trata, son indicativas de una especialización que el ordenamiento les reconoce y que constituye relevante circunstancia a tener en cuenta cuando esos mismos temas son objeto de una demanda, a falta de disposiciones legales que impongan una atribución distinta. 

La circunstancia de que el art. 23 de la ley 16.463 otorgue competencia a los jueces en lo penal económico para llevar adelante los juicios de apremios tendientes al cobro de multas como las de autos cuyos montos no fueren satisfechos por sus destinatarios, hace que, por aplicación de la doctrina expuesta en el párrafo precedente, deba concluirse que, cuando el art. 21, segundo párrafo de la misma ley, alude a la magistratura judicial correspondiente, se refiere también a la del fuero en lo penal económico para entender las apelaciones deducidas contra las infracciones del art. 19, entre las que se encuentran esas multas. Máxime cuando el referido principio de la especialización parece cumplirse, con mayor propiedad, con la revisión de tales infracciones antes que, con la sustanciación de los apremios, los cuales, en cambio, se justifica que se ventile en este fuero por ser, el que debe entender en aquéllas. 

 

B. M. A. S.A.C.I. E I. c/ Administración Nacional de Medicamentos, Alimentos y Tecnología Médica (A.N.M.A.T.) s/ Proceso de conocimiento

COMP. 716, XXXI, 07 de marzo de 1996

Ver dictamen

Retención indebida. Domicilio del deudor. Competencia provincial. 

Atento a que ambos magistrados coinciden en la calificación legal del hecho denunciado como constitutivo del delito previsto y reprimido por el artículo 173 inc. 2° del Código Penal, resulta de aplicación al sub lite la doctrina de la Corte en el sentido de que la retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida.

En este sentido cabe que de los elementos reunidos en la causa no surge cuál era el lugar convenido para el cumplimiento de la obligación.

Pues, en tales condiciones el caso debe ser resuelto de acuerdo a lo dispuesto por los artículos 747 y 1410 del Código Civil, de los que se desprende que la obligación debía ser cumplida en el domicilio del deudor. 

 

C., María F. en representación de I. S.A. s/ Denuncia

COMP. 393, XXXI, 29 de marzo de 1996

Ver dictamen

Menores en situación de desamparo. Medidas tutelares. Domicilio del menor. Competencia provincial. 

Al resultar de las constancias de autos que el menor se domicilia junto a su padre en una localidad bonaerense, debe dirimirse este conflicto declarando la competencia de la justicia local. 

Ello es así, porque en el domicilio de su progenitor podría configurarse el abandono material o él peligro moral para el niño que exija el amparo judicial, de acuerdo a la inteligencia que, según el criterio de la Corte debe asignarse al artículo 21 de la ley 10.903.

 

G., R. s/ Situación

COMP. 621, XXXI, 29 de marzo de 1996

Ver dictamen

Lesiones. Central nuclear. Economía procesal. Competencia ordinaria. Competencia provincial. 

La Corte tiene establecido, a través de reiterados precedentes, que la mera circunstancia de que un delito tenga lugar en el perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquel no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.

En tal sentido, no se advierte que con motivos del hecho de autos resultará comprometido el Estado Nacional, ni el accidente incidiera en manera alguna en el servicio que presta la central nuclear. 

 

Incidente en autos: denuncia formulada por Víctor V.

COMP. 397, XXXI, 29 de marzo de 1996

Ver dictamen

Calumnias. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

Habida cuenta que la presunta calumnia realizad a mediante carta documento se exteriorizó al presentarse ésta en la oficina postal emisora y que no puede eliminarse la posibilidad de que sus términos hubieran sido conocidos por alguna persona distinta del destinatario, corresponde al juez provincial continuar con la investigación de la causa, por ser en su jurisdicción donde aquélla fue impuesta.

P., José Aldo s/ Artículos 105 y 110

COMP. 424, XXXI, 28 de marzo de 1996

Ver dictamen

Estafa. Cheque sin fondos. Domicilio del girado. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que corresponde dejar sin efecto el sobreseimiento dispuesto luego de planteada la cuestión de competencia. Ello es así, por cuanto la resolución sobre la competencia para juzgar un hecho es presupuesto para el dictado de la que recaiga sobre el fondo del pleito, de conformidad con la regulación procesal de los artículos de previo y especial pronunciamiento que son aplicables por analogía al caso.

Atento que la calificación asignada por el juez declinante a los hechos motivo de autos no ha sido cuestionada por el magistrado provincial, resulta aplicable al caso la doctrina del Máximo Tribunal según la cual es competente el tribunal con jurisdicción del banco girado, porque ello facilita la investigación de los hechos al encontrarse allí la mayoría de los elementos probatorios.

S., Rafael R. s/ Artículo 302 del Código Penal

COMP. 527, XXXI, 29 de febrero de 1996

Ver dictamen

Daños y perjuicios. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 514, L. XXXI, “Ayala de Gamarra, Isabel c/ Aguilar Adolfo y otro s/ Sumario”.

Malagoli di Sandro y otros c/ Ramírez, Miguel y otros s/ Sumario

COMP. 597, XXXI, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Adulteración de documento. Documentación del automotor. Competencia provincial. 

Habida cuenta que no surge de las constancias del caso que se vea afectado el Registro Nacional de la Propiedad del Automotor, toda vez que este organismo no intervino en la expedición del certificado de fabricación, corresponde a la justicia provincial continuar con la sustanciación de la causa.

B., Donato Adrián s/ Presunta infracción Ley 6.582/58

COMP. 704, XXXI, 03 de mayo de 1996

Ver dictamen

Competencia criminal y correccional. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 141, L. XXXI.

Lavandería y otros s/ Defraudación (Artículo 173 Inciso 10)

COMP. 710, XXXI, 01 de febrero de 1996

Ver dictamen

Defraudación. Competencia provincial. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 270, L. XXXI, “Salgado Carcano en representación de Edesur S.A. s/ Denuncia”.

S. C., José (Edesur S.A.)  s/ Denuncia de defraudación

COMP. 709, XXXI, 01 de febrero de 1996

Ver dictamen

Actos y diligencias procesales. Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. Cámara nacional de apelaciones. 

Según antigua y reiterada jurisprudencia del Tribunal, la realización de medidas instructorias con posterioridad al inicio de la contienda, importa asumir la competencia que fuera atribuida y una declinatoria efectuada después, implica el inicio de una nueva cuestión de competencia.

Si la contienda se trabó entre dos jueces nacionales, de conformidad con lo reglado por el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1285/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido.

C., Diego E. s/ Infracción Ley 20.974 y Artículos 282 y 285 del Código Penal

COMP. 1080, XXXII, 26 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Encubrimiento. Competencia nacional. 

Corresponde remitir las actuaciones al Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción.

D. R., Fabián Enrique y F., Juan Pablo s/ Encubrimiento

COMP. 994, XXXII, 05 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Competencia federal. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 575, L. XXXI, “Avellaneda, Luis María s/ Denuncia”.

B., Carlos Alberto s/ Denuncia

COMP. 895, XXXII, 26 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 807, L. XXXII, “C., Agueda Elba s/ Denuncia”.

A., Nanci Mabel s/ Denuncia

COMP. 951, XXXII, 05 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 807, L. XXXII, “C., Agueda Elba s/ Denuncia”.

L., Miguel s/ Denuncia

COMP. 945, XXXII, 05 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 807, L. XXXII, “C., Agueda Elba s/ Denuncia”.

C., Hebe Nora s/ Denuncia

COMP. 949, XXXII, 05 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 804, L. XXXII, “F., Juana s/ Denuncia”.

O.  de R., Graciela s/ Denuncia

COMP. 950, XXXII, 05 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 804, L. XXXII, “F., Juana s/ Denuncia”.

R., Carlos José s/ Denuncia

COMP. 947, XXXII, 05 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 810, L. XXXII, “Mariano I. s/ Denuncia”.

 

T., Daniel Pedro s/ Denuncia

COMP. 952, XXXII, 05 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 807, L. XXXII, “C., Agueda Elba s/ Denuncia”.

D., José Luis s/ Denuncia

COMP. 948, XXXII, 05 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 807, L. XXXII, “C., Agueda Elba s/ Denuncia”.

D, L., Eduardo Antonio s/ Denuncia

COMP. 946, XXXII, 05 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 807, L. XXXII, “C., Agueda Elba s/ Denuncia”.

L. de L., Amalia s/ Denuncia

COMP. 944, XXXII, 05 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Robo con armas. Correspondencia. Competencia provincial. 

Habida cuenta que el artículo 4, inciso 2 de la ley 20.216, autoriza a la Empresa Nacional de Correos a contratar con terceros particulares la ejecución del servicio postal, en el marco regulatorio de la Resolución N° 1.241/88, en el caso no se ha visto afectado el buen servicio de correos prestado por la Nación, ni tampoco sus rentas. 

Por ello, y de conformidad con lo resuelto por la Corte en la causa Comp. 711, L. XXXI, “Bustos, Jorge Eduardo”, corresponde a la justicia local continuar con la investigación. 

 

A., José M. s/ Robo calificado

COMP. 897, XXXII, 28 de octubre de 1996

Ver dictamen

Homicidio culposo. Competencia provincial. 

La Corte tiene dicho que la posibilidad de que la Nación deba eventualmente responder con su patrimonio por los delitos de los que pudiera ser responsable su dependiente, no suscita la intervención del fuero federal, pues el daño que podría irrogarse a dicho patrimonio en tal supuesto, no se identifica con el previsto en el artículo 3, inciso 3 de la ley 48, que alude a los casos en que dicho daño corresponda al resultado directo de la acción típica de que se trata.

Incidente de competencia con el Juzgado Federal N° 1 de San Isidro (A., Juan s/ Homicidio culposo)

COMP. 725, XXXII, 28 de octubre de 1996

Ver dictamen

Régimen penal tributario. Devolución del expediente. Competencia provincial. 

La presente contienda reitera igual defecto que el señalado por el Señor Secretario de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en la causa. 

Es por ello que corresponde devolver las actuaciones al magistrado en lo Criminal y Correccional, a fin de que subsane el defecto allí apuntado. 


A. E. C. S.A s/ Denuncia Artículo 8° Ley 23.771

COMP. 606, XXXII, 16 de octubre de 1996

Ver dictamen

Robo. Correspondencia. Competencia provincial. 

Habida cuenta que el artículo 4, inciso 2, de la ley 20.216 autoriza a la Empresa Nacional de Correos a contratar con terceros particulares la ejecución del servicio postal, en el marco regulatorio de la Resolución n° 1.241/88, en el caso no se ha visto afectado el buen servicio de correos prestado por la Nación ni sus rentas.

Por ello, y de conformidad con lo resuelto por la Corte en la causa “Bustos, Jorge Eduardo”, corresponde a la justicia local continuar con la investigación

 

Incidente de Competencia entre Juzgado Criminal y Correccional N° 3 del Departamento Judicial de San Martin y Juzgado Federal Criminal y Correccional N° 1 de San Martin (B., Daniel s/ Denuncia)

COMP. 767, XXXII, 08 de octubre de 1996

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 804, L. XXXII, “F., Juana s/ Denuncia”.

B. M., Guillermo s/ Denuncia

COMP. 868, XXXII, 16 de octubre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 807, L. XXXII, “C., Agueda, Elba s/ Denuncia”.

B., Miguel Ángel s/ Denuncia

COMP. 805, XXXII, 16 de octubre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 807, L. XXXII, “C. A., Elba s/ Denuncia”.

B., Norma s/ Denuncia

COMP. 815, XXXII, 16 de octubre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 807, L. XXXII, “C. A., Elba s/ Denuncia”.

C. B., Germán s/ Denuncia

COMP. 871, XXXII, 16 de octubre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 807, L. XXXII, “C. A., Elba s/ Denuncia”.

C., Graciela Beatriz s/ Denuncia

COMP. 869, XXXII, 16 de octubre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 807, L. XXXII, “C. A., Elba s/ Denuncia”.

C., Hilda Dora s/ Denuncia

COMP. 875, XXXII, 16 de octubre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 804, L. XXXII, “F., Juana s/ Denuncia”.

C., Hugo Daniel s/ Denuncia

COMP. 870, XXXII, 16 de octubre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 807, L. XXXII, “C. A., Elba s/ Denuncia”.

D., Nicosia Alfio s/ Denuncia

COMP. 874, XXXII, 16 de octubre de 1996

Ver dictamen

Hurto de línea telefónica. Juez previniente. Competencia provincial. 

Toda vez que de las constancias de autos no surge que se haya practicado una pesquisa adecuada que permita dilucidar si el hecho denunciado, es el resultado de una acción que afecte la prestación del servicio público interjurisdiccional de telecomunicaciones, conforme reiterada jurisprudencia de la Corte, corresponde al magistrado que previno continuar con la investigación de la causa. 

C. A., Elba s/ Denuncia

COMP. 807, XXXII, 16 de octubre de 1996

Ver dictamen

Toda vez que no se advierte que el hecho denunciado haya afectado, de modo concreto, la prestación del servicio interjurisdiccional de telecomunicaciones, circunstancia que habilitaría la intervención de la justicia de excepción, corresponde a la justicia local, que previno continuar con la sustanciación de la causa. 

F., Juana s/ Denuncia

COMP. 804, XXXII, 16 de octubre de 1996

Ver dictamen

Investigación inconclusa. Competencia provincial. 

Toda vez que la declinatoria de competencia no se haya precedida de una suficiente investigación y que asimismo, de los términos de la denuncia, surge que el usuario si bien se ha visto imposibilitado de establecer comunicaciones sólo lo ha sido por momentos, conforme jurisprudencia de la Corte, no se ha producido una verdadera interrupción del servicio telefónico, caso en que si surtiría la competencia de excepción, corresponde a la justicia local continuar con la sustanciación de la causa. 	

I., Mariano s/ Denuncia

COMP. 810, XXXII, 16 de octubre de 1996

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 807, L. XXXII, “C. A., Elba s/ Denuncia”.

L., Alma Divi s/ Denuncia

COMP. 811, XXXII, 16 de octubre de 1996

Ver dictamen

Pago con cheque sin provisión de fondos. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

El caso encuadraría, en las previsiones del artículo 302, inciso 3, del Código Penal, cuya investigación corresponde al tribunal con jurisdicción sobre el banco girado.

M., Gustavo Félix y otro s/ Estafa

COMP. 774, XXXII, 28 de octubre de 1996

Ver dictamen

Estafa. Tentativa. Cheque. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

La Corte tiene establecido que la sustracción de los cheques constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con ellos, y que en el de estafa o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar  la jurisdicción competente, al lugar donde aquellos fueron entregados. 

N.N. s/ Estafa en tentativa

COMP. 590, XXXII, 28 de octubre de 1996

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 804, L. XXXII, “F., Juana s/ Denuncia”.

P., Gladis s/ Denuncia

COMP. 800, XXXII, 16 de octubre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 807, L. XXXII, “C., A., Elba s/ Denuncia”.

P., Teresa Margarita s/ Denuncia

COMP. 802, XXXII, 16 de octubre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 810, L. XXXII, “Mariano I. s/ Denuncia”.

P., Victorio Ramón s/ Denuncia

COMP. 872, XXXII, 16 de octubre de 1996

Ver dictamen

Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 

Toda vez que el objeto procesal de estas actuaciones es igual a la Comp. 733, L. XXXII, en la que el magistrado a cargo del Juzgado Federal, resolvió revocar el auto en el cual declinaba competencia en favor de la justicia ordinaria de su jurisdicción, la cuestión suscitada en los presentes actuados, deviene abstracta. 

P., Oscar s/ Denuncia

COMP. 786, XXXII, 16 de octubre de 1996

Ver dictamen

Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 

En casos como el presente la Corte ha dicho que, para resolver el conflicto jurisdiccional, los tribunales entre los que se suscitó deben efectuar una precisa descripción de los hechos objeto del proceso y su consecuente encuadramiento en una figura penal. 

Por lo que no ha mediado el correcto planteamiento de una contienda positiva de competencia que corresponda dirimir a la Corte. 

Por ello, debe continuar conociendo de la causa que dio origen al presente incidente la justicia provincial que previno. 

 

Fiscal s/ Averiguación delito

COMP. 450, XXXII, 08 de octubre de 1996

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 807, L. XXXII, “C. A., Elba s/ Denuncia”.

R., Amelia s/ Denuncia

COMP. 803, XXXII, 16 de octubre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 261, L. XXXII, “A., Romario s/ Infracción Artículo 206 del Código Penal”.

R., Juan G. y otro s/ Infracción al Artículo 206 del Código Penal – Santo Tomé

COMP. 552, XXXII, 16 de octubre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 807, L. XXXII, “C. A., Elba s/ Denuncia”.

M., Isolina s/ Denuncia

COMP. 814, XXXII, 16 de octubre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 807, L. XXXII, “C. A., Elba s/ Denuncia”.

M., Florencio Daniel s/ Denuncia

COMP. 816, XXXII, 16 de octubre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 804, L. XXXII, “F., Juana s/ Denuncia”.

M., Claudia Isabel s/ Denuncia

COMP. 867, XXXII, 16 de octubre de 1996

Ver dictamen

Delitos contra el honor. Devolución del expediente. 

No existe en autos una cuestión de competencia ni un conflicto que corresponda a la Corte dirimir de conformidad con lo establecido en el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1.285/58 y por ende a esta Procuración General dictaminar.

M. A., Gustavo s/ Querella por calumnias y/o injurias

COMP. 577, XXXII, 16 de octubre de 1996

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 804, L. XXXII, “F., Juana s/ Denuncia”.

L., Zulema s/ Denuncia

COMP. 813, XXXII, 16 de octubre de 1996

Ver dictamen

Telecomunicaciones. Juez previniente. Competencia provincial. 

Toda vez que de las constancias de autos no surge que el hecho denunciado haya afectado la prestación del servicio público interjurisdiccional de telecomunicaciones y por otra parte, cabe señalar que, la conducta en análisis sólo perjudica a una empresa privada regida por disposiciones del derecho común, conforme a la reiterada jurisprudencia de la Corte, corresponde al magistrado que previno continuar con la investigación de la causa.

L., Salvador s/ Denuncia

COMP. 806, XXXII, 16 de octubre de 1996

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 807, L. XXXII, “C. A., Elba s/ Denuncia”.

L., Marcelo Antonio s/ Denuncia

COMP. 873, XXXII, 16 de octubre de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa Comp. 804, L. XXXII, “F., Juana s/ Denuncia”.

L., Inés s/ Denuncia

COMP. 812, XXXII, 16 de octubre de 1996

Ver dictamen

Objetos secuestrados. Tenencia ilegitima de material explosivo. Competencia federal. 

De acuerdo con lo establecido por la Corte en la causa Comp. 675, L. XXIV, “Romero, Guillermo Daniel”, corresponde declarar la competencia de la justicia federal para conocer en la causa.

Secuestro y posterior peritaje sobre un artefacto explosivo en la vivienda de la señora Ramona P.

COMP. 776, XXXII, 28 de octubre de 1996

Ver dictamen

Privación ilegal de la libertad calificada. Lugar del hecho. Competencia provincial. 

Es doctrina de la Corte que los hechos punibles se consideran cometidos en todas las jurisdicciones en las que se ha desarrollado alguna parte de la acción, y también en el lugar en que se verificó el resultado.

Ha precisado el Tribunal, que al no existir solución de continuidad entre la privación ilegítima de la libertad comenzada en una jurisdicción, y transcurrida en otra u otras, si se hubiera consumado otro delito en perjuicio de la víctima en cualquiera de ellas, es a los tribunales de esta última, a la que le corresponde atribuir la investigación de ambas infracciones.

 

F., María Cristina y otros s/ Privación ilegítima de la libertad seguida de muerte

COMP. 281, XXXII, 20 de junio de 1996

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 804, L. XXXII, “F., Juana s/ Denuncia”.

Z., Ernesto s/ Denuncia

COMP. 809, XXXII, 16 de octubre de 1996

Ver dictamen

Defraudación. Call money. Devolución del expediente. 

En atención a que el debate entre los magistrados que participan en el presente conflicto carece de congruencia, la Corte debe declarar mal planteada la cuestión y devolver las actuaciones al juzgado Provincial al fin de que se subsane el defecto.

B. de C. s/ Investigación

COMP. 610, XXXII, 20 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Privación ilegal de la libertad. Coacción calificada. Competencia provincial. 

La Corte tiene establecido que si bien las causas en las que se investiga la comisión de alguno de los delitos previstos y reprimidos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48, deben tramitar ante la justicia federal, la competencia ordinaria surge en aquellos casos en que lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada directa o indirectamente la seguridad del Estado Nacional o de alguna de las instituciones.

Q., Luis Ismael s/ Amenazas

COMP. 25, XXXII, 26 de junio de 1996

Ver dictamen

Robo. Correspondenica. Competencia provincial. 

La Corte ha establecido que el desapoderamiento del que fue víctima un empleado, en cuyo poder se hallaban las cartas, es un delito común que sólo perjudica la distribución de correspondencia que efectúa una sociedad privada. 

 Por lo que en el caso, resulta competente la justicia provincial.

Incidente de competencia en causa N° 37.361 del Juzgado Criminal y Correccional n° 4 de San Isidro y causa N° 215/96 del Juzgado Federal n° 1 de San Isidro (C., Jorge L. s/ Denuncia)

COMP. 603, XXXII, 05 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Encubrimiento. Cheque en blanco. Hurto. Cámaras de casación. 

Corresponde en primer lugar establecer si la Corte es el tribunal competente para conocer en las presentes actuaciones, es decir, si es el superior jerárquico común, según lo prescripto por el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1.285/58. 

En este sentido, habida cuenta que el presente conflicto se suscitó entre un juez nacional en lo correccional, cuando actuaba como juez de sentencia, y un magistrado nacional en lo criminal de instrucción, corresponde a la Cámara Nacional de Casación Penal decidir tanto de la real existencia de un conflicto como de su solución. 

Ello es así, porque la Corte tiene decidido que ese tribunal posee facultades revisoras en forma inmediata de aquellas resoluciones que dicten los jueces de sentencia, como así también, en forma mediata de las que adopten los jueces de instrucción.

Por aplicación de estos principios, corresponde a la Cámara Nacional de Casación Penal entender en el presente planeo.

C. O., Daniel Oscar s/ Encubrimiento

COMP. 580, XXXII, 20 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Menores. Representación y asistencia. Residencia habitual del niño. Competencia provincial. 

Remisión a los fallos de las causas Comp. 780, L. XXIII, “Garcia, Cristian Manuel y Garcia, Pablo Darío s/ Guarda”; Comp. 679, L. XXIV, “Formulis, Francisco y otro s/ Intervención”; y Comp. 243, L. XXV, “Nieto, Giselle, Alejandra, y Nieto, Maria Laura s/ Guarda”; cuyos fundamentos se remiten a los dictámenes de esta Procuración General.

La Corte ha sostenido reiteradamente la subsistencia de la jurisdicción territorial del juez que previno, que asimismo ha resuelto que las actuaciones cuyo objeto atañe a menores, deben promoverse en el lugar donde estos viven efectivamente y que la eficiencia de la actividad tutelar, está dada por el acercamiento permanente del juez con su asistido.

C. W., C. s/ Situación N° 168/96

COMP. 694, XXXII, 16 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Competencia criminal y correccional. Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 35, L. XXXII, “C. d. E. s/ Denuncia”.

C. d. E. s/ Denuncia

COMP. 162, XXXII, 05 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 

La Corte tiene establecido que corresponde excluir de la competencia federal a aquellos delitos vinculados con la identificación de los automotores, cuando los hechos carecen de entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad del Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.

Averiguación infracción Artículo 292 del Código Penal

COMP. 7, XXXII, 20 de junio de 1996

Ver dictamen

Violación de domicilio. Daño. Embajadores y ministros extranjeros. Tratados internacionales. Relaciones diplomáticas. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 

Habida cuenta que el Embajador extranjero reviste carácter de status diplomático, en los términos del artículo 1°, inciso e, de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas, la Corte resulta competente para conocer, en forma originaria del hecho a él atribuido.

C., César A. s/ Denuncia Artículo 183 del Código Penal -Causa N° 41.266-

C. 144, XXXII, 30 de abril de 1996

Ver dictamen

Lesiones. Cámaras de casación. Competencia nacional. 

Conforme se desprende de lo resuelto por la Corte en la causa Comp. 736, L. XXIV, “López, Esteban Emilio s/ Lesiones”, es la Cámara Nacional de Casación Penal quien debe entender en los conflictos planteados, en el orden nacional, entre aquellos tribunales de lo que emanan resoluciones examinables por vía de los recursos de casación, inconstitucionalidad -arts. 457 y 574 del Código Procesal Penal- y aún de revisión -art. 479-.

Toda vez que dentro de este tipo de resoluciones, con previsión de recurso ante la Cámara Nacional de Casación Penal, cabe incluir también las dictadas por las Cámaras Nacionales de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, corresponde a la Cámara de Casación conocer en esta causa suscitada entre la Cámara de la Plata y la del fuero Penal Económico de Capital.

No empece a ello la circunstancia que tanto los jueces de las Cámaras entre lo que se trabó esta contienda y los de la Casación, sean considerados jueces de Cámara -ley 24.121-, pues lo que importa no es la jerarquía de los magistrados, sino la competencia funcional que a estos últimos les atribuye expresamente el legislador.

 

C. L. F. S.R.L. y otros s/ Infracción Ley 19.359

COMP. 131, XXXII, 30 de abril de 1996

Ver dictamen

Apropiación de prenda. Domicilio del deudor. Competencia provincial. 

La Corte ha establecido en casos análogos al presente que resulta relevante, para decidir la cuestión de competencia, el lugar en el que se dispone del bien gravado, sustrayéndolo, sin conocimiento del acreedor, de su esfera de control y que, en ausencia de prueba concreta en ese sentido, debe presumirse por tal el domicilio del deudor.

E. B. I. S.A. de ahorro para fines determinados s/ Denuncia

COMP. 141, XXXII, 30 de abril de 1996

Ver dictamen

Amenazas. Competencia provincial. 

Dado que conforme lo manifestó el magistrado federal, la Corte tiene reiteradamente establecido que es competente la justicia ordinaria para conocer de las causas en que se investiga el delito previsto en el artículo 149 ter del Código Penal, cuando resultare inequívocamente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe la posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o de alguna de sus instituciones, y que, el caso se ajusta a la excepción en forma suficiente, corresponde al Juez en lo Criminal y Correccional continuar con la investigación de la causa.

E., Juan Marcelo s/ Amenazas

COMP. 102, XXXII, 16 de abril de 1996

Ver dictamen

Evasión fiscal. Falsificación de instrumento público. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 

La conducta descripta tuvo como finalidad lograr la evasión del pago de un impuesto de carácter local por lo que, conforme doctrina reiterada de la Corte, es dable descartar la competencia de la justicia federal para conocer de la causa. 

Dado que fue en jurisdicción del magistrado local donde tuvo lugar tanto la presentación de los recibos adulterados, como la entrega del dinero correspondiente al pago de éstos, corresponde al magistrado local continuar con la tramitación de las actuaciones.

C., Mónica R. s/ Falsificación de documento público y estafa en grado de tentativa

COMP. 126, XXXII, 29 de marzo de 1996

Ver dictamen

Competencia nacional. Competencia en lo penal económico. 

Remisión al dictamen de la causa Comp.716, L.XXXI, "B. M. A. S.A.C.I.E.I. c/ A.N.M.A.T. s/ Proceso de conocimiento".

C. S. S.A. c/ Administración Nacional de Medicamentos, Alimentos y Tecnología Médica (A.N.M.A.T.)  s/ Proceso de conocimiento

COMP. 46, XXXII, 21 de marzo de 1996

Ver dictamen

Sustracción de menores. Juez previniente. Competencia provincial. 

Es doctrina reiterada de la Corte que el delito de sustracción de menores debe entenderse consumado con cualquier acto que tiende a remover al menor de la esfera de custodia de sus padres, contra su voluntad expresa o presunta.

Z., D. A. s/ Secuestro de menor

COMP. 129, XXXII, 29 de marzo de 1996

Ver dictamen

Cheque sin fondos. Domicilio del banco. Competencia provincial. 

De acuerdo con la doctrina sentada por la Corte en los fallos de las causas Comp. 183, XXV, “Galarza, Carlos A. s/ Estafa”; Comp. 106, XXVI, “Berduc, Miguel Angel s/ Denuncia”; Comp. 330, XXV, “Span, Abel s/ Art. 302 C.P.” y Comp. 326, XXV, “Bouzada, Antonio Osvaldo s/ Denuncia”, respectivamente, asiste la razón al Juez de Instrucción pues, al igual que en dichos precedentes, al no existir en el sub judice simultaneidad entre las contraprestaciones, dado que se trató de una operación a crédito ante la entrega de cheques posdatados en pago, la acción del imputado no constituyó el ardid determinante del delito de estafa, sino que el hecho encuadró en los supuestos del artículo 302 del Código Penal, motivo por el cual corresponde investigar al magistrado con jurisdicción en el domicilio del banco girado.

F., José S.A.C.I. y otro s/ Denuncia defraudación

COMP. 16, XXXII, 28 de marzo de 1996

Ver dictamen

Competencia nacional. Competencia en lo penal económico. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 716, L. XXXI, "B. M. A. S.A.C.I. E.I. c/ A.N.M.A.T. s/ Proceso de conocimiento".

 

Laboratorio F. s/ Ley 16.463

COMP. 39, XXXII, 28 de marzo de 1996

Ver dictamen

Estafa. Competencia nacional. Propiedad intelectual. Competencia federal. 

Tiene dicho la Corte que el lugar de comisión de la estafa es aquél donde ocurre el acto de disposición patrimonial constitutivo del perjuicio, razón por la cual, en lo que a este delito concierne, resulta competente para seguir entendiendo el magistrado nacional.

En lo que concierne a la segunda hipótesis delictiva, en atención a lo dispuesto por el artículo 33 de la ley 22.362, corresponde a la justicia federal seguir conociendo al respecto, aunque no haya sido parte en la contienda suscitada.

Incidente de competencia en causa 24.415 “B. L., Rafael A. Junin”

COMP. 246, XXXII, 06 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Estafa. Cheque. Competencia provincial. 

Toda vez que de la declinatoria surge que tres de los cheques fueron rechazados por existir denuncia policial por extravío y que, por ende, no es dable destacar la configuración del delito de estafa corresponde a la justicia en lo criminal de instrucción, continuar con la sustanciación de la causa, aunque no haya sido parte en la contienda. 

M. A. S.A. s/ Infracción al Artículo 302 del Código Penal

COMP. 451, XXXII, 11 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Venia supletoria. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 

Toda vez que la Corte tiene reiteradamente establecido que las declaraciones de incompetencia deben hallarse precedidas de la investigación necesaria para encuadrar el caso prima facie en alguna figura determinada, pues sólo en orden a un delito concreto cabe pronunciarse respecto del juez a quien compete investigarlo, corresponde remitir las actuaciones al magistrado local para que establezca la existencia de una conducta ilícita y, en caso de no determinarse los extremos que habilitan su competencia, envíe si los autos  a la justicia federal para la investigación del hecho concreto que considere como delito.

O. P., Viviana s/ Venia supletoria

COMP. 574, XXXII, 11 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Contrabando de estupefacientes. Cuestión abstracta. 

No existe en autos una cuestión de competencia que corresponde dirimir a la Corte en los términos del artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1.285/58. 

Por lo expuesto, toda vez que, las circunstancias actuales difieren de las tenidas en cuenta a la época de la decisión de la magistrada provincial y que ella manifiesta tener a su cargo la investigación por el delito de homicidio, corresponde declarar abstracta la cuestión traída a estudio. 

 

O. S., y otro s/ Contrabando de estupefacientes

COMP. 741, XXXII, 06 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Estafa. Falsificación de instrumento privado. Lugar del hecho. Competencia nacional. 

Toda vez que, la Corte tiene establecido que, los casos de comisión del delito de falsificación de instrumentos privados que concurren formalmente con el de estafa, ambas investigaciones deben ser analizadas por el tribunal con competencia en el lugar donde aquéllos fueron entregados y donde, además, ha tenido principio de ejecución el segundo delito.

De acuerdo con este criterio corresponde al magistrado nacional continuar con la investigación de la causa. 

Ello sin perjuicio, que si el juez nacional entiende que la investigación corresponde a la justicia ordinaria plantee la cuestión de competencia con su par de la Capital. 

 

Z., Jorge Eduardo s/ Denuncia

COMP. 693, XXXII, 20 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Hurto de línea telefónica. Juez previniente. Competencia provincial. 

Esta Procuración General no advierte que, como consecuencia del hecho motivo de la investigación, haya resultado afectada, de modo concreto, la prestación del servicio interjurisdiccional de telecomunicaciones de la justicia de excepción. 

Por ello, corresponde al magistrado provincial, que previno, seguir entendiendo en las presentes actuaciones, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior. 

 

Oscar  Carlos Z. s/ Denuncia hurto línea telefónica

COMP. 374, XXXII, 06 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Homicidio. Competencia de menores. Competencia nacional. 

Habida cuenta que la justicia nacional viene conociendo de la situación personal del menor desde el mes de mayo 1992, por lo que contaría con todos los antecedentes reunidos en el transcurso de estos años acerca de la evolución, razones de una mejor asistencia, aconsejan declarar la competencia del Juzgado Nacional de Menores para continuar con la tutela del incapaz.  

R., J. R. s/ Homicidio

COMP. 602, XXXII, 10 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Falsificación de instrumento público. Defraudación. Tentativa. Competencia provincial. 

La Corte tiene reiteradamente establecido que la investigación por la falsificación de un instrumento público resulta escindible de la causa que se instruya por la defraudación o su tentativa por el uso de aquel.

A., Jorge Felipe s/ Infracción Artículos 172 y 292 del Código Penal c/ Incompetencia Juzgado Criminal Nº 7 de Morón

COMP. 583, XXXII, 30 de agosto de 1996

Ver dictamen

Competencia originaria. Incompetencia. Competencia federal. 

No se advierte que, del contenido de la presentación, surja alguna de las circunstancias que con arreglo a la jurisprudencia de la Corte, surten la jurisdicción originaria del Tribunal.

B., Carlos F. s/ Su denuncia

B. 612, XXXII, 30 de agosto de 1996

Ver dictamen

Encubrimiento. Competencia nacional. 

De las pocas piezas que conforman el expediente no surgen elementos que permitan, razonablemente, vincular al imputado con la sustracción del rodado, acaecida en jurisdicción provincial, corresponde a la justicia en lo correccional de esta capital continuar con la investigación, aunque no haya sido parte en la traba final de esta contienda.

B., J. M. s/ Infracción Artículo 277 del Código Penal

COMP. 495, XXXII, 30 de agosto de 1996

Ver dictamen

Incumplimiento de los deberes de asistencia familiar. Domicilio del menor. Competencia nacional. 

La Corte ha expresado reiteradamente que el delito previsto en la ley 13.944 es de carácter permanente y, en consecuencia, debe considerarse cometido en los distintos lugares en los que se incumplió la prestación alimentaria. Es por ello que, para decidir en favor de la competencia de alguno de los jueces en cuya jurisdicción se mantuvo la acción delictiva, son determinantes razones de economía y conveniencia procesal, no siendo necesario estimar consumado el delito en el lugar del último domicilio conyugal.

B. S., Emir Osvaldo  s/ Infracción Ley 13.944

COMP. 464, XXXII, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Delitos contra la salud pública. Lugar del hecho. Competencia nacional. 

Habida cuenta que las reglas de acumulación por conexidad solo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente jueces nacionales y que la venta del alimento en mal estado tuvo lugar en esta Capital, corresponde al magistrado nacional continuar con la investigación de la causa.

D., Ramón y otros s/ Artículo 202 del Código Penal

COMP. 286, XXXII, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Estafa. Competencia provincial. 

Toda vez que en la especie no se ha visto afectada la ejecución del servicio público postal sino que la estafa de la que se da cuenta es un delito que sólo perjudica a una sociedad privada, corresponde a la justicia local continuar con la sustanciación de la causa.

F., Pedro O. s/ Formula denuncia

COMP. 444, XXXII, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Administración fraudulenta. Competencia provincial. 

Los hechos que se atribuyen a la imputada no se vinculan con su desempeño como directora de un Colegio Nacional sino que se refieren al manejo de fondos que ésta habría realizado del dinero perteneciente a una cooperadora escolar, por lo que su conducta no puede estar incursa en aquellas que puedan afectar el buen servicio que deben prestar los empleados de la Nación, en los términos prescriptos por el artículo 3º, inciso 3º, de la ley 48.

G., Alberto y otro s/ Denuncia

COMP. 467, XXXII, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 261, L. XXXII, “Araujo, Romario s/ Infracción Artículo 206 del Código Penal”.

G., Pedro P. y G., Jorge s/ Supuesta infracción al Artículo 206 del Código Penal

COMP. 260, XXXII, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Violación de la ley de policía sanitaria animal. Competencia provincial. 

Toda vez que, de lo actuado hasta el presente no se observa violación alguna a las reglas establecidas por las leyes de policía sanitaria nacional; corresponde a la justicia provincial continuar con la tramitación de la causa, sin perjuicio que, en caso de estimarlo conveniente, remita copia de las actuaciones al órgano administrativo competente para la sustanciación del correspondiente sumario.

A., R. por supuesta infracción al Artículo 206 del Código Penal

COMP. 261, XXXII, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Estafa. Economía procesal. Competencia provincial. 

Es doctrina reiterada de la Corte, que tanto el lugar en el que se desarrollo el ardid propio de la estafa, como aquel en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que en definitiva se resolverá conforme a razones de economía procesal.

G., Eduardo s/ Denuncia estafa

COMP. 84, XXXII, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 35, L. XXXII, “Colegio de Escribanos s/ Denuncia”.

Incidente de competencia Colegio de Escribanos s/ Denuncia

COMP. 224, XXXII, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Retención indebida. Lugar del hecho. Competencia nacional. 

Atento a que los magistrados de la contienda coinciden en la calificación del hecho denunciado como constitutivo del delito previsto y reprimido por el artículo 173, inciso 20 del Código Penal, se considera que resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte en el sentido que la retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida. 

 

I., Armando s/ Retención

COMP. 420, XXXII, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Actividades subversivas. Competencia provincial. 

La Corte tiene resuelto que, para que sea posible encuadrar el hecho en la ley 20.840 el establecimiento afectado deberá poseer una importancia relativa que permita presumir una repercusión económica perjudicial que trascienda a los intereses particulares afectados pues esa alteración debe necesariamente provenir de la perturbación del funcionamiento de una empresa de importancia suficiente como para que la buena marcha de ella pueda considerarse un interés general de la Nación.

Incidente de competencia de los autos caratulados F., Julio Adalberto s/ Su denuncia- Supuesta estafa, falsificación de sellos, asociación ilícita

COMP. 402, XXXII, 30 de agosto de 1996

Ver dictamen

Estafa. Competencia provincial. 

Toda vez que es reiterada jurisprudencia de la Corte que compete a la justicia provincial el conocimiento de aquellas causas en las que no se discuten las facultades del interventor federal, ni el origen de su investidura, presupuestos éstos que si surtirían la competencia federal, corresponde a la justicia local continuar con la sustanciación de la causa.

Fiscal c/ A., Alfredo y otros s/ Averiguación Infracción Artículo 174 Inc 5 del CP- Causa N° 110191-

COMP. 491, XXXII, 30 de agosto de 1996

Ver dictamen

Competencia nacional. 

Toda vez que la imputación no controvertida continúa ceñida al tipo legal del artículo 172 del Código Penal, las nuevas probanzas arrimadas por el señor juez declinante no hacen variar la circunstancia de que la operación comercial presuntamente ilícita se llevó a cabo en su jurisdicción.  Por ello, corresponde al Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción continuar con la investigación de la causa.

K., Rubén s/ Estafa

COMP. 201, XXXII, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Accidente de aviación. Código aeronáutico. Juez previniente. Competencia provincial. 

La Corte tiene establecido que la comisión de un delito en ocasión de la operación de aeronaves no provoca, por si sola, la intervención de la justicia federal, sino que, conforme a lo que establece el artículo 198 del Código Aeronáutico, son de competencia de ese fuero los delitos que puedan afectar el comercio aéreo.

A., Alfredo Sebastián y otro s/ Accidente aéreo

COMP. 581, XXXII, 30 de agosto de 1996

Ver dictamen

Señal televisiva. Competencia provincial. 

Toda vez que la Corte tiene establecido que el hecho de que, por imperio del artículo 2° de la ley 22.285, los servicios de radiodifusión, entre los cuales expresamente se encuentra comprendida la emisión televisiva, estén sujetos a la jurisdicción nacional no habilita por si la competencia del fuero de excepción en materia criminal pues esa norma y las disposiciones que le suceden, aluden a las relaciones derivadas de la prestación del servicio y de manera alguna asignan a las autoridades judiciales federales el juzgamiento de los delitos que se sometan a través de los medios de radiodifusión, corresponde a la justicia local continuar con la sustanciación de la causa.

M., Eduardo s/ Denuncia

COMP. 234, XXXII, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Envío postal. Robo. Competencia provincial. 

Habida cuenta que la Corte tiene reiteradamente establecido que la sustracción de la pieza postal constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realizó con su contenido, no asiste razón a la justicia local en cuanto a que es la justicia nacional la que debe conocer de las actuaciones labradas por este último motivo.

M., Horacio A. s/ Denuncia

COMP. 342, XXXII, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Servicios de comunicación audiovisual. Afectación al servicio público. Competencia provincial. 

La Corte tiene establecido que el hecho de que, por imperio del artículo 2º de la ley 22.285, los servicios de radiodifusión, entre los cuales expresamente se encuentra comprendida la emisión televisiva, estén sujetos a la jurisdicción nacional no habilita por si la competencia del fuero de excepción en materia criminal, pues esa norma y las disposiciones que le suceden, aluden a las relaciones derivadas de la prestación del servicio y de manera alguna asignan a las autoridades judiciales federales el juzgamiento de los delitos que se cometan a través de los medios de radiodifusión y que, no se encuentra demostrada una afectación de la calidad de la señal televisiva.

Incidente de competencia en la causa N° 33.745. L., Claudio Alejandro y S., Fernando Alberto s/ Infracción a la Ley

COMP. 492, XXXII, 30 de agosto de 1996

Ver dictamen

Falsificación de instrumento público. Registro de la propiedad automotor. Competencia provincial. 

La Corte tiene establecido que corresponde entender a la justicia federal en las causas donde se investiga la presunta falsificación de formularios de transferencia de inscripción de dominio de automotores, cuando estos hayan sido presentados ante el Registro Nacional de la Propiedad del Automotor, porque con ello se entorpece el buen servicio de los empleados de la nación.

M. V., c/ Colegio de Escribanos s/ Denuncia

COMP. 35, XXXII, 04 de julio de 1996

Ver dictamen

Pago con cheque sin provisión de fondos. Domicilio del girado. Competencia provincial. 

Toda vez que no existe discusión respecto a la calificación de los hechos constitutivos del delito previsto en el artículo 302 inc. 1º del Código Penal y que la Corte tiene establecido que en esos supuestos corresponde que sea el juez con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado quien investigue, corresponde a la justicia local continuar con la sustanciación de la causa.

P., Ricardo s/ Denuncia libramiento de cheque sin provisión de fondos

COMP. 249, XXXII, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Injurias. Competencia provincial. 

Toda vez que la presunta injuria realizada mediante carta documento se exteriorizó al presentarse la misma a la oficina postal emisora y que no puede eliminarse la posibilidad de que los términos de la misma hubieran sido conocidos por alguna persona distinta al destinatario, corresponde a la justicia provincial continuar con la investigación de la causa, por ser en su jurisdicción donde aquella fue impuesta.

R., Ernesto Raúl s/ Injurias

COMP. 288, XXXII, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Falso testimonio. Competencia federal. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 290, L. XXXII.

Incidente de competencia en la causa N° 1.348. V., Agustín s/ Falso testimonio

COMP. 490, XXXII, 30 de agosto de 1996

Ver dictamen

Código de justicia militar. Cámaras de casación. 

De la doctrina emergente del Fallo de la Corte en la causa “Segovia, Ángel y otros”, se desprende que en virtud del alcance allí otorgado al artículo 12 de la ley 24.121, es aplicable al caso lo dispuesto por el artículo 23 del nuevo código que establece la competencia antes atribuida para los recursos previstos por el artículo 445 bis del Código de Justicia Militar.

H. R., Erland s/ Recurso de queja

COMP. 442, XXXII, 30 de agosto de 1996

Ver dictamen

Falsificación de instrumento público. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 

La Corte tiene reiteradamente establecido que para entender en la causa en la que se investiga la falsificación de un documento público, resulta competente el magistrado con jurisdicción en el lugar en el que se confeccionó el instrumento cuestionado.

Sumario para averiguar presunto delito de uso de documento falso en Registro de Automotor de Zarate-Provincia de Buenos Aires

COMP. 322, XXXII, 30 de agosto de 1996

Ver dictamen

Competencia provincial. 

Remisión al dictamen de la causa Comp. 261, L. XXXII, “Araujo Romario s/ Infracción artículo 206 del Código Penal”.

B., Andrés por supuesta infracción al Artículo 206 del Código Penal

COMP. 616, XXXII, 30 de agosto de 1996

Ver dictamen

Delitos contra los poderes públicos y el orden constitucional. Competencia provincial. 

Toda vez que de las constancias obrantes en la causa no se desprende una afectación al orden constitucional ni a la seguridad de las instituciones, corresponde a la justicia ordinaria, que previno, continuar con la sustanciación de la causa, sin perjuicio de lo que surja de una posterior investigación.

Señor agente fiscal del crimen Nº 3 s/ Denuncia

COMP. 502, XXXII, 30 de agosto de 1996

Ver dictamen

Competencia penal. Competencia del tribunal de casación. 

Remisión al fallo de la causa Comp. 93, L. XXVI, “Bilardo, Carlos S. s/ Infracción ley 23.771”.

Incidente de inhibitoria Eduardo Luis P. - Administración Nacional de Aduanas s/ Denuncia

COMP. 119, XXXII, 14 de mayo de 1996

Ver dictamen

Recurso de nulidad. Apelación en subsidio. Competencia del tribunal de casación. 

Tal como lo manifestara esta Ministerio Público, al pronunciarse en la causa Comp. 131, L. XXXII; conforme se desprende de lo resuelto por la Corte en la causa “López, Esteban Emilio”, es la Cámara Nacional de Casación Penal quien debe entender en los conflictos planteados, en el orden nacional, entre aquellos tribunales de los que emanan resoluciones examinables por vía de los recursos de casación, inconstitucionalidad.

Asimismo se señaló que, dentro de este tipo de resoluciones, con previsión de recurso ante la Cámara Nacional de Casación Penal, cabe incluir también las dictadas por las Cámaras Nacionales de Apelaciones en lo Criminal y Correccional sin que obste a ello la circunstancia que tanto, los jueces de Cámara entre los que se trabe la contienda y los de la Casación, sean considerados jueces de Cámara, pues lo que importa no es la jerarquía de los magistrados, sino la competencia funcional que a estos últimos les atribuye expresamente el legislador. 

De conformidad con lo establecido por el art. 27 de la ley 22.262, la resolución del Secretario de Estado de Comercio y Negociaciones Económicas Internacionales puede ser objeto de apelación ante la Cámara Nacional en lo Penal Económico de la Capital Federal o las Cámaras Federales en las provincias.

En tales condiciones, toda vez que lo que pudiera resolverse por ellas, eventualmente puede ser objeto a su vez, de recurso de casación, al no quedar este caso excluido de los principios que primigeniamente sentara la Corte en el precedente López, corresponde a la casación conocer en el presente conflicto.

M., Hugo Roberto  s/ Conflicto de competencia

COMP. 220, XXXII, 14 de mayo de 1996

Ver dictamen

Robo con armas. Lugar del hecho. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 

Toda vez que, de la última declaración prestada por la víctima, surge que fue en la localidad de Lomas del Mirador, provincia de Buenos Aires, donde tuvo lugar el hecho, corresponde a la justicia provincial conocer en la causa.

Z., Gerardo G. y G., Juan Carlos por robo con armas

COMP. 226, XXXII, 10 de mayo de 1996

Ver dictamen

Cuestiones negativa de competencia

Falsificación de instrumento público. Licencia de conducir. Competencia nacional. 

Los acontecimientos apuntados, más allá de una eventual coincidencia subjetiva o final, no autorizan, su consideración como un hecho único, sino que por el contrario, ponen de relieve dos conductas distintas, consumadas en diferentes momentos. 

En razón de lo expuesto, atento que ha sido en esta ciudad donde se ha producido el uso y posterior secuestro de documento espurio, es al titular del Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción a quien corresponde seguir interviniendo en el hecho objeto de autos. 

 

A., Ricardo Atilio s/ Falsificación de documentos públicos

COMP. 625, XXXII, 08 de octubre de 1996

Ver dictamen

Medidas cautelares

Entrega del automotor. Lesiones culposas. Título de dominio. 

Esta Procuración no encuentra impedimento alguno para que se haga lugar a la entrega del automotor solicitada.  Sin embargo, resulta imprescindible que el peticionante acredite la autenticidad de la fotocopias del título automotor.

P., Jorge Rubén; Z., Dimitri y O., Santiago Juan José s/ Lesiones Artículo 94 Código Penal

P. 910, XXXII, 05 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Medidas para mejor proveer

Solicita medidas para mejor dictaminar.

P., Alex s/ Contrabando (Causa N° 10.338)

P. 727, XXXI, 08 de octubre de 1996

Ver dictamen

Se solicita medidas para mejor dictaminar.

V., Simón A. y otros s/ Falsificación instrumento público- Causa N° 101/95-

V. 799, XXXII, 05 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Solicita medidas para mejor dictaminar.

A., Antonio y F., Enrique C. s/ Recurso de casación

A. 79, XXXII, 08 de octubre de 1996

Ver dictamen

Queja por denegación del recurso extraordinario

Privación ilegal de la libertad. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

Los fundamentos invocados en la denegatoria del recurso extraordinario resultan incorrectos, dado que los cuestionamientos contenidos en el escrito de apelación no representan solo una divergencia con el fallo, sino que plantean adecuadamente un agravio federal que se aprecia a partir de la mencionada afirmación de que ese pronunciamiento revestía carácter meramente formal, consideración que compromete la garantía del debido proceso al importar una tácita renuncia del tribunal a la plena competencia devuelta. Asimismo, la pretendida cosa juzgada que se adujo con cita del anterior fallo de la Corte, no se compadece con la revocatoria total resuelta por la Corte, circunstancia que conlleva la arbitrariedad de la decisión al tratarse de una afirmación que carece de sustento en el expediente. 

A su vez, el recurso resulta viable merced a que la sentencia definitiva dictada por la Cámara Federal, aun cuando haya observado los parámetros que en orden a la calificación que indico esa Corte en su anterior fallo, se ha apartado esencialmente de su criterio. Con arreglo a la doctrina de Fallos: 308:1104, 1160; entre otros, existe cuestión federal suficiente que autoriza la intervención de esa Corte. 

En consecuencia, el recurso ha sido mal denegado y corresponde que la Corte lo declare procedente. 

Respecto a los cuestionamientos articulados contra la sentencia definitiva recurrida, la condena aparece sin fundamento suficiente al interpretarse de modo incorrecto los alcances de la dictada por la Corte, pues al rotularse “meramente formal” ha prescindido del análisis de los hechos y pruebas de la causa, limitándose las breves consideraciones efectuadas a la calificación legal aplicable. Tal circunstancia la torna arbitraria y la descalifica como acto jurisdiccional válido.

Z., Francisco Heriberto s/ Privación ilegítima de la libertad

Z. 91, XXVIII, 20 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Sentencia condenatoria. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión de derecho común. Doctrina de la arbitrariedad. Defensa en juicio. Debido proceso. Derivación razonada del derecho vigente. Denegatoria del recurso. 

La Corte tiene reiteradamente dicho que las cuestiones de hecho, prueba y derecho común son, como regla, ajenas a la vía del artículo 14 de la ley 48, aunque ello no es óbice para que pueda conocer en los casos cuyas particularidades hacen excepción al principio, con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que así se tiende a resguardar la garantía de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias de los jueces sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa. 

No obstante, la vía excepcional escogida no es eficaz para corregir, en tercera instancia, sentencias que el recurrente estime equivocadas, según sus divergencias con el criterio que fueron seleccionadas y valoradas las pruebas de la causa, máxime cuando, como en el caso, el fallo recurrido y la sentencia de primera instancia confirmada por el a quo, cuentan con fundamentos razonados y suficientes, que más allá de su acierto o error, sirven para sustentarla y excluir la invocada doctrina de la arbitrariedad.

O. Juan y otros s/ Supuesta infracción a los Artículos 6 y 9 de la Ley 20.840 y fraude en perjuicio del Banco de la Provincia del Chaco

O. 178, XXIX, 04 de julio de 1996

Ver dictamen

Actos u omisiones que infringen el régimen cambiario. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 

La apelación federal aparece deducida contra la sentencia definitiva del superior tribunal de la causa a que se refiere el artículo 14 de la ley 48. En efecto en la causa “Giroldi, Horacio D.”, la Corte estableció que en el ámbito de la justicia federal la forma más adecuada de asegurar la garantía de la doble instancia en materia penal, prevista en la Convención Americana sobre Derechos Humanos, es reconocer a la Cámara Nacional de Casación Penal como órgano judicial intermedio entre esa Corte Suprema y los tribunales inferiores de la justicia nacional, para revisar las sentencias que éstos dicten. 

Sin embargo, también dejó sentando al pronunciarse posteriormente en la causa “Fuster, Roberto Alejandro y Lamia, Andrea Fabiana”, con cita del precedente de Fallos 308:552, que esa doctrina regía sólo para las apelaciones extraordinarias federales dirigidas contra las sentencias notificadas con posterioridad a aquélla decisión, circunstancia ausente en el caso. 

Aun cuando el recurso extraordinario haya sido concedido en los términos aludidos en el apartado I de este dictamen, la estrecha relación existente entre la cuestión federal referida a la interpretación de la ley 23.771 y las causales de arbitrariedad invocadas en la queja que corre por cuerda, habilitan su único tratamiento en esta presentación. 

Como consecuencia de lo anterior, toda vez que uno de los agravios es la arbitrariedad del pronunciamiento, habrá de considerarse en primer término pues en caso de prosperar no habría sentencia propiamente dicha. 

Por otro lado, aún cuando el recurso extraordinario haya sido concedido en los términos aludidos en el apartado I de este dictamen, la estrecha relación existente entre la cuestión federal referida a la interpretación de la ley 23.771 y las causales de arbitrariedad invocadas en la queja que corre por cuerda, habilitan su único tratamiento en esta presentación. 

La sentencia no resulta un acto jurisdiccional válido por haber evaluado arbitrariamente los hechos probados de la causa y no ser una derivación razonada del derecho vigente. 

Las causas por infracción al artículo 8 de la ley 23.771, se gobiernan por los principios y garantías que rigen para todos los casos criminales, cuya satisfacción no requiere del informe previsto en el artículo 16, máxime cuando el propio texto legal descarta que constituya cuestión prejudicial. 

Ante la ausencia de elemento subjetivo también invocada en la absolución, cabe consignar que la figura del artículo 8 de la ley 23.771, de modo similar a la que contenía el artículo 17 de la ley 17.250, se consuma al no depositar las sumas retenidas dentro de los plazos debidos, bien que no pueda admitirse la existencia de una responsabilidad penal sin culpa, extremo sobre el que nada se ha probado en el juicio celebrado.

A., Julio s/ Infracción Artículo 3 Ley 23.771 – Administración Nacional de la Seguridad Social

A. 67, XXXI, 16 de octubre de 1996

Ver dictamen

Delitos tributarios. Cuestiones de hecho y prueba. Doctrina de la arbitrariedad. Mantenimiento del recurso. 

Las cuestiones que se suscitan acerca de la forma en que fue apreciada la prueba, constituyen, por vía de principio, una materia propia de los jueces de la causa y ajenas, por ende, a esta instancia extraordinaria. Sin embargo, ello no impide que ante las particularidades que presentan determinados casos, su análisis permita la excepción posible a dicha regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se procura asegurar las garantías constitucionales de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias efectivamente comprobadas en la causa.

Averiguación infracción Artículo 3 Ley 23.711 Compañía G. del S.

C. 276, XXXI, 22 de febrero de 1996

Ver dictamen

Defraudación militar. Cuestiones procesales. Denegatoria del recurso. 

Todas las cuestiones que el apelante pretende someter el conocimiento de la Corte, han sido debidamente resueltas en la sentencia de la Cámara Nacional de Casación Penal, con fundamentos suficientes que, más allá de su acierto o error, excluyen su descalificación en los términos de la doctrina de la arbitrariedad.

Si bien en el caso las normas implicadas revisten carácter federal, la materia a que se refieren es de índole procesal y, por ende, propia de los jueces de la causa y ajena a la instancia extraordinaria; sin que además se trate de alguno de los supuestos donde la Corte ha hecho excepción a dicho principio, cuando lo resuelto importa agravio constitucional o compromete instituciones básicas de la Nación. 

 

G., Carlos A. s/ Defraudación militar -Artículo 445 bis del Código de Justicia Militar-

G. 409, XXXI, 30 de abril de 1996

Ver dictamen

Todas las cuestiones que el apelante pretende someter el conocimiento de la Corte, tachando de arbitrario el fallo recurrido, han sido debidamente resueltas en la sentencia de la Cámara Nacional de Casación Penal, con fundamentos suficientes que, más allá de su acierto o error, excluyen su descalificación en los términos de la doctrina de la arbitrariedad.

Si bien en el caso las normas implicadas revisten carácter federal, la materia a que se refieren es de índole procesal y, por ende, propia de los jueces de la causa y ajena la instancia extraordinaria; sin que además se trate de alguno de los supuestos donde la Corte ha hecho excepción a dicho principio, cuando lo resuelto importa agravio constitucional o compromete instituciones básicas de la Nación.

 

G., Carlos A. y otros s/ Defraudación militar s/ Recurso Artículo 445 bis del Código de Justicia Militar

G. 413, XXXI, 30 de abril de 1996

Ver dictamen

Todas las cuestiones que el apelante pretende someter el conocimiento de la Corte, tachando de arbitrario el fallo recurrido, han sido debidamente resueltas en la sentencia de la Cámara Nacional de Casación Penal, con fundamentos suficientes que, más allá de su acierto o error, excluyen su descalificación en los términos de la doctrina de la arbitrariedad.

Si bien en el caso las normas implicadas revisten carácter federal, la materia a que se refieren es de índole procesal y, por ende, propia de los jueces de la causa y ajena la instancia extraordinaria; sin que además se trate de alguno de los supuestos donde la Corte ha hecho excepción a dicho principio, cuando lo resuelto importa agravio constitucional o compromete instituciones básicas de la Nación.

 

G., Carlos A. s/ Defraudación militar s/ Recurso Artículo 445 bis del Código de Justicia Militar

G. 414, XXXI, 30 de abril de 1996

Ver dictamen

Se advierte que todas las cuestiones que el apelante pretende someter el conocimiento de la Corte, han sido debidamente resueltas en la sentencia de la Cámara Nacional de Casación Penal, con fundamentos suficientes que, más allá de su acierto o error, excluyen su descalificación en los términos de la doctrina de la arbitrariedad.

Cabe señalar que si bien en el caso las normas implicadas revisten carácter federal, la materia a que se refieren es de índole procesal y, por ende, propia de los jueces de la causa y ajena la instancia extraordinaria; sin que además se trate de alguno de los supuestos donde la Corte ha hecho excepción a dicho principio, cuando lo resuelto importa agravio constitucional o compromete instituciones básicas de la Nación.

G., Carlos A. y otros s/ Defraudación militar s/ Recurso Artículo 445 bis del Código de Justicia Militar

G. 415, XXXI, 30 de abril de 1996

Ver dictamen

Delitos militares. Falta de fundamentación autónoma. Denegatoria del recurso. 

El recurso interpuesto no satisface los recaudos de fundamentación autónoma exigidos por el art. 15 de la ley 48 y la reiterada jurisprudencia de la Corte, ya que el mismo debe contener un relato claro y sucinto de los hechos de la causa, de la cuestión federal en debate y de la relación que habría entre ésta y aquellos, como así también una crítica concreta y razonada de los fundamentos en que se basa la decisión del a quo.

No obstante ello, se advierte que todas las cuestiones que el apelante pretende someter el conocimiento de la Corte, han sido debidamente resueltas en la sentencia de la Cámara Nacional de Casación Penal, con fundamentos suficientes que, más allá de su acierto o error, excluyen su descalificación en los términos de la doctrina de la arbitrariedad.

 

G., Carlos Alberto y otros s/ Defraudación militar s/ Recurso Artículo 445 bis del Código de Justicia Militar

G. 438, XXXI, 30 de abril de 1996

Ver dictamen

Cuestiones procesales. Prescripción de la acción penal. Denegatoria del recurso. 

Si bien en el caso las normas implicadas revisten carácter federal, la materia a que se refieren es de índole procesal y, por ende, propia de los jueces de la causa y ajena la instancia extraordinaria; sin que además se trate de alguno de los supuestos donde la Corte ha hecho excepción a dicho principio, cuando lo resuelto importa agravio constitucional o compromete instituciones básicas de la Nación.

En lo que hace al planteo de prescripción de la acción penal que la Cámara de Casación rechazó, ya la Corte se ha pronunciado en esta misma causa, al resolver el expediente C. 727, L. XXII, “Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas s/ Defraudación militar – Recurso extraordinario interpuesto por el Dr. Moreno Ocampo”, en la que hizo aplicación de la doctrina emergente de Fallos: 311:1010, 1908 y 312:2066, en cuanto a que el artículo 604 del Código de Justicia Militar, es aplicable únicamente a los hechos ilícitos esencialmente militares.

 

G., Carlos A. s/ Defraudación militar s/ Recurso Artículo 445 bis del Código de Justicia Militar

G. 446, XXXI, 30 de abril de 1996

Ver dictamen

Denegatoria del recurso. 

Todas las cuestiones que el apelante pretende someter el conocimiento de la Corte, han sido debidamente resueltas en la sentencia de la Cámara Nacional de Casación Penal, con fundamentos suficientes que, más allá de su acierto o error, excluyen su descalificación en los términos de la doctrina de la arbitrariedad.

Si bien en el caso las normas implicadas revisten carácter federal, la materia a que se refieren es de índole procesal y, por ende, propia de los jueces de la causa y ajena la instancia extraordinaria; sin que además se trate de alguno de los supuestos donde la Corte ha hecho excepción a dicho principio, cuando lo resuelto importa agravio constitucional o compromete instituciones básicas de la Nación.

 

G., Carlos A. y otros s/ Defraudación militar s/ Artículo 445 bis del Código de Justicia Militar

G. 454, XXXI, 30 de abril de 1996

Ver dictamen

Prescripción de la acción penal. Denegatoria del recurso. 

Cabe señalar que si bien en el caso las normas implicadas revisten carácter federal, la materia a que se refieren es de índole procesal y, por ende, propia de los jueces de la causa y ajena la instancia extraordinaria; sin que además se trate de alguno de los supuestos donde la Corte ha hecho excepción a dicho principio, cuando lo resuelto importa agravio constitucional o compromete instituciones básicas de la Nación.

En lo que hace al planteo de prescripción de la acción penal que la Cámara de Casación rechazó, ya la Corte se ha pronunciado en esta misma causa, al resolver el expediente C. 727, L. XXII, “Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas s/ Defraudación militar – Recurso extraordinario interpuesto por el Dr. Moreno Ocampo”, en la que hizo aplicación de la doctrina emergente de Fallos: 311:1010, 1908 y 312:2066, en cuanto a que el artículo 604 del Código de Justicia Militar, es aplicable únicamente a los hechos ilícitos esencialmente militares.

 

G., Carlos A. y otros s/ Defraudación militar s/ Artículo 445 bis del Código de Justicia Militar

G. 458, XXXI, 30 de abril de 1996

Ver dictamen

Prescripción de la acción penal. Denegatoria del recurso. 

En lo que hace al planteo de prescripción de la acción penal, la Corte se ha pronunciado en esta misma causa, al resolver el expediente C. 727, L. XXII, “Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas s/ Defraudación militar – Recurso extraordinario interpuesto por el Dr. Moreno Ocampo”, en la que hizo aplicación de la doctrina emergente de Fallos: 311:1010, 1908 y 312:2066, en cuanto a que el artículo 604 del Código de Justicia Militar, es aplicable únicamente a los hechos ilícitos esencialmente militares.

G., Carlos y otros s/ Defraudación militar s/ Artículo 445 bis del Código de Justicia Militar

G. 445, XXXI, 30 de abril de 1996

Ver dictamen

En lo que hace al planteo de prescripción de la acción penal, la Corte se ha pronunciado en esta misma causa, al resolver el expediente C. 727, L. XXII, “Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas s/ Defraudación militar – Recurso extraordinario interpuesto por el Dr. Moreno Ocampo”, en la que hizo aplicación de la doctrina emergente de Fallos: 311:1010, 1908 y 312:2066, en cuanto a que el artículo 604 del Código de Justicia Militar, es aplicable únicamente a los hechos ilícitos esencialmente militares.

En cuanto al resto de los agravios, se advierte que todas las cuestiones que el apelante pretende someter el conocimiento de la Corte, han sido debidamente resueltas en la sentencia de la Cámara Nacional de Casación Penal, con fundamentos suficientes que, más allá de su acierto o error, excluyen su descalificación en los términos de la doctrina de la arbitrariedad.

 

G., Carlos A. y otros s/ Defraudación militar s/ Recurso Artículo 445 bis del Código de Justicia Militar

G. 412, XXXI, 30 de abril de 1996

Ver dictamen

Desistimiento del recurso. 

Remisión al dictamen de la causa G. 550, L. XXVII, “G., Alberto s/ Irregularidades en el batallón Inteligencia 601 Antonio del Pino s/ Artículo 445 bis del C.J.M. – causa n°50”.

V., Sergio O. s/ Libertad condicional s/ Recurso Artículo 455 bis del Código de Justicia Militar (Causa N°250)

V. 458, XXXI, 30 de abril de 1996

Ver dictamen

Tenencia de estupefacientes. Comercialización ilegal de estupefacientes. Tenencia ilegítima de armas de guerra. Tenencia ilegítima de material explosivo. Concurso real. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

En lo que hace a la presentación directa efectuada por la defensa, se advierte que no se ha hecho debido cargo de los argumentos del auto denegatorio, lo que obsta a la viabilidad del remedio intentado toda vez que resulta así privado del fundamento tendiente a demostrar su procedencia.

A. S., Ramiro y otro s/ Infracción Ley 23.737 - Causa N° 25.781-

A. 1087, XXXI, 29 de marzo de 1996

Ver dictamen

Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

Se mantiene el recurso interpuesto.

A. S., Roberto s/ Infracción Ley 23.737 - Causa N° 26.498 -

A. 1187, XXXI, 29 de marzo de 1996

Ver dictamen

Pedido de extradición. Deberes y facultades del fiscal. Intervención fiscal. Procedencia del recurso. 

Es criterio de la Corte que la intervención de los fiscales en el procedimiento de extradición, de acuerdo a las disposiciones del artículo 656 del C.P.M.P., no lo es en el ejercicio de una acción penal pública sino para vigilar el fiel cumplimiento de las leyes y reglas del procedimiento de modo que si ellos no expresan agravios contra la sentencia que deniega una extradición, por considerar que la denegatoria es ajustada al tratado respectivo, cabe concluir que el interés por ese respeto ha sido convenientemente tutelado.

M., Samuel s/ Extradición -Causa N° 26.718-

M. 1548, XXXI, 22 de febrero de 1996

Ver dictamen

Falsa declaración relacionada con operaciones de cambio. Actos u omisiones que infringen el régimen cambiario. Ley penal más benigna. Aplicación temporal de la ley penal. Procedencia del recurso. Mantenimiento del recurso. 

El recurso extraordinario resulta formalmente procedente, toda vez que, si bien la Corte tiene resuelto reiteradamente que lo atinente a la aplicación de la ley penal más benigna no suscita cuestión federal, corresponde hacer excepción cuando, para acceder a la aplicación de aquella pauta, se efectuó una ponderación de las normas federales involucradas. 

En este sentido, también adquiere relevancia la jerarquía constitucional que dicho instituto ha alcanzado, al estar contemplado en los tratados internacionales, a los que hace referencia la cámara en su resolución. 

En cuanto al fondo del asunto, el obstáculo que representa la aplicación del artículo 2 del Código Penal a toda aquella legislación especial que, como ha establecido en la ley 19.359, regula distintas formas de la actividad económica, está dado por el carácter temporario o excepcional de las situaciones que el legislador pretende sancionar. La Corte sostuvo que, en materia cambiaria, por esencia movediza y proteica, resulta indispensable disponer de un instrumento ágil que pueda describir con rapidez conductas políticamente dañosas y, a la vez, desincriminar otras que han dejado de serlo.

Esta restricción, en la aplicación de la retroactividad benigna del artículo 2 del Código Penal con referencia a la legislación especial antes mencionada, fue recientemente sostenida por la Corte en las sentencias de Fallos: 311:2453 y 315:1922. 

Resulta plenamente aplicable al caso la doctrina elaborada por la Procuración General y compartida por la Corte en la causa “Cerámica San Lorenzo I.C.S.A.”. En esa oportunidad se sostuvo que sin perjuicio de que por imperio de lo preceptuado en el artículo 4 del Código Penal, las disposiciones generales del ordenamiento penal son aplicables a la legislación económica que establece infracciones administrativas, esa regla cede cuando la misma ley dispone lo contrario, hipótesis que en autos se presenta con el controvertido artículo 20 de la ley 19.359. Se agregó que no era necesario que la exclusión tenía que surgir del texto expreso de la ley, sino que bastaba que la aplicación del precepto general resultara claramente incompatible con el régimen jurídico que estructura la propia ley especial, atentando contra su armonía y congruencia. En el referido antecedente, se concluyó que, si se aplicara indiscriminadamente el principio de retroactividad benigna del artículo 2 del Código Penal, importaría, respecto de estas leyes especiales, despojarlas a priori de toda eficacia, pues el ritmo vertiginoso con que se desenvuelva el proceso económico desactualizaría rápidamente las disposiciones anteriores que intentaban protegerlo. 

En el mismo sentido, al pronunciarse la Corte en la causa S. 283, L. XXV; sostuvo, apoyada en la doctrina de Fallos: 311:2453, que la no aplicación de los principios de derecho penal a la legislación económica que establece infracciones administrativas, se justifica por las particularidades del bien jurídico protegido por la ley específica, que es en última instancia el orden público económico, cuyo resguardo se debilitaría mortalmente si se despojase de toda consecuencia a la lesión infligida a los intereses del Estado en un momento factico distinto del existente al dictar sentencia. Incluso, la Corte consideró, contrariamente con lo sostenido por el a quo en el fallo impugnado, que la invocación del Pacto de San José de Costa Rica – que consagra la obligación internacional de aplicar la ley posterior más benigna en cuanto a la pena más leve – no guardaba relación directa e inmediata con la cuestión debatida porque la norma que define la infracción e impone la pena ha mantenido su vigor y sólo han variado los reglamentos administrativos a los que remite el tipo legal.

A., Diego L. s/ Infracción al Régimen cambiario

A. 837, XXXI, 03 de mayo de 1996

Ver dictamen

Estupefacientes. Sentencia absolutoria. Apreciación de la prueba. Libertad condicional. Doctrina de la arbitrariedad. Defensa en juicio. Debido proceso. Mantenimiento del recurso. 

Las cuestiones que se suscitan acerca de la forma en que fue apreciada la prueba, como también la aplicación del artículo 13 del Código de Procedimientos en materia penal -norma en la que se sustenta el razonamiento de la Cámara- constituyen, por regla, una materia propia de los jueces de la causa y ajenas, por ende, a esta instancia extraordinaria. Ello no impide la a excepción a dicha regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se procura asegurar las garantías constitucionales de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las constancias efectivamente comprobadas en la causa.

La sentencia apelada presenta omisiones y falencias respecto de la verificación del hecho, de las circunstancias que lo rodearon y de la consecuente participación del imputado, que autorizan a su descalificación con base en la alegada doctrina de la arbitrariedad.

Si bien es cierto que los jueces no están obligados a tratar todas las cuestiones articuladas por las partes, sino aquellas que estiman conducentes para la solución del caso, ello no autoriza a soslayar, sin ningún motivo, Ia consideración de una constancia relevante en la tesis elaborada por la propia Cámara.

Lo que resulta indispensable y encuentra directa vinculación con las garantías constitucionales citadas es la consideración de todas y cada una de las cuestiones de tal naturaleza, oportunamente introducidas por el apelante y conducentes para la adecuada solución de la causa, de manera tal que su defectuoso tratamiento permite la impugnación del fallo sobre la base de la alegada tacha.

S., Mario Rodolfo s/ Infracción Ley 23.737- Causa N° 11.923-

S. 195, XXXII, 20 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Sobreseimiento. Prescripción de la acción penal. Falta de fundamentación. Insuficiencia del agravio. Inadmisibilidad del recurso. Denegatoria del recurso. 

Al tener el a quo jurisdicción para revisar la absolución resuelta en la instancia anterior, nada impedía que, con carácter previo a toda decisión sobre el mérito de la absolución o condena, se decidiera sobre la prescripción de la acción de los hechos en cuestión.

La Corte tiene establecido que la extinción de la acción penal es de orden público y se produce de pleno derecho por el transcurso del plazo pertinente, de tal suerte que debe ser declarada de oficio, por cualquier tribunal, en cualquier estado de la causa y en forma previa a cualquier decisión sobre el fondo.

Resulta defectuosa la fundamentación del recurso en lo que atañe a los hechos por los cuales el recurrente fue condenado al no quedar demostrado que su protesta pueda adecuarse a las circunstancias que resuelve el fallo.

Carecen de aptitud para habilitar la instancia los agravios según los cuales existiría arbitrariedad por el distinto tratamiento brindado por la Cámara a dos casos que según sostienen los apelantes, podrían asimilarse, toda vez que no se demuestra el perjuicio que ello podría ocasionarle, ni mucho menos su incidencia en el temperamento adoptado en la causa cuyo alcance implícitamente surge de la lectura de su contenido. 

Los agravios que cuestionan la confirmación de sentencia remiten al análisis de cuestiones de hecho y prueba ajenas, por principio, al ámbito de la apelación federal. Las razones expuestas en el fallo lejos de constituir meras afirmaciones dogmáticas, resultan respaldadas por las constancias del legajo.

Ese criterio jurisprudencial en cuanto a que la apertura a prueba y en particular las “medidas solicitadas” por la querella pueden constituir "secuela de juicio" junto con el resto de las probanzas, brindan sustento suficiente al juicio convictivo que la Cámara realizó sobre esa base, lo que impide su descalificación como acto jurisdiccional.

El cuestionamiento de la forma en que fue apreciada la prueba constituye, por regla, materia propia de los jueces de la causa y ajena a esta instancia de excepción.

La queja de los recurrentes adolece del requisito de fundamentación suficiente que exige el artículo 15 de la ley 48, pues solo se limita a aseverar una determinada circunstancia en defensa de su pretensión, sin haber formulado una crítica concreta y razonada de todos y cada uno de los argumentos en que la decisión se apoya.

Es viable la apelación federal por el rechazo del pedido de nulidad de la ampliación de la declaración indagatoria, pues compete a la Corte determinar si en el caso el criterio que sustenta el fallo afectó la garantía constitucional. No obstante, el recurso resulta inadmisible toda vez que la crítica de los recurrentes se ciñe a afirmar su propia tesis, sin que ello alcance para refutar uno de los argumentos esenciales en los que se apoya el pronunciamiento apelado, cual es, la ausencia de norma en la época en que se celebró la cuestionada audiencia que avale el criterio de la defensa.

La pretensión de los recurrentes se limita a sostener una determinada solución jurídica, sin que ésta aparezca razonada a las circunstancias del caso y a los términos del fallo que resuelve el punto en discusión.

La sola alegación de la garantía constitucional y de la norma procesal que entienden conculcadas, no suple la deficiente fundamentación que contiene el recurso, sobre todo, si tampoco se advierte la conducencia de este agravio si se tiene en cuenta que la condena por este hecho no se sustenta en lo declarado en aquella indagatoria, sino en otros elementos de juicio que, por sí solos, sirven de base al pronunciamiento.

C., Roberto Fernando s/ Estafa- Causa N° 32.936-

C. 159, XXXII, 20 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Uso de documento falso. Sentencia absolutoria. Doctrina de la arbitrariedad. Defensa en juicio. Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 

Tiene dicho la Corte que, por vía de principio, las cuestiones de derecho común -naturaleza de la que participan las disposiciones del Código Penal cuya interpretación se cuestiona-, son ajenas a la vía extraordinaria del art. 14 de la ley 48. 

No obstante, ha reconocido por otra parte, que la doctrina de la arbitrariedad de sentencia autoriza a revisar fallos que versen sobre cuestiones de derecho común, cuando éstos consagren una interpretación de las normas con relación a las circunstancias del caso, en términos que equivalgan a su prescindencia, pues ello consagra una lesión al derecho constitucional de la defensa en juicio.

La Corte debe admitir la procedencia del recurso contra sentencias en las cuales la exegesis asignada por la Cámara a la expresión "instrumento púlblico", conduce a la posible impunidad de conductas que a las claras son constitutivas de delito, de modo de resguardar la garantía de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las "sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa.

Joaquín Ramón G. c/ C. M., Jacinto s/ Uso de documento falso

C. 882, XXXII, 20 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Tráfico de estupefacientes. Sentencia condenatoria. Defensa en juicio. Intervención del MInisterio Público. 

A fin de resguardar adecuadamente el derecho de defensa del imputado, la Corte debe otorgar nueva intervención al señor Defensor Oficial que estime corresponder, con el objeto de cumplir con lo ordenado en el presente incidente.

F., Carlos Enrique y otro s/ Recurso de casación

A. 76, XXXII, 08 de octubre de 1996

Ver dictamen

Revocación del auto de procesamiento. Sobreseimiento. Cámara nacional de apelaciones. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 

Si bien la Corte sostuvo que la Cámara Nacional de Casación Penal ha sido creada precisamente para conocer por vía de los recursos de casación e inconstitucionalidad -y aún de revisión- de las sentencias que dicten, sobre los puntos que hacen a su competencia, tanto los tribunales orales en lo criminal como los juzgados en lo correccional, no es menos cierto que en dicha conclusión no se incluye a las cámaras nacionales de apelación, de una de las cuales, como se advierte, proviene la decisión recurrida en este caso.

Por este motivo, pese a que el auto apelado ha sido notificado con posterioridad al dictado del precedente antes mencionado, y toda vez, que el recurrente pudo entender justificadamente que las pautas jurisprudenciales contenidas respecto al recaudo del tribunal superior de la causa en el ámbito de la justicia federal allí establecidas no resultan tan aplicables al presunto caso, se mantiene el recurso el recurso extraordinario interpuesto. 

 

M., Daniel y otro s/ Denuncias (Causa N°1.328)

M. 49, XXXII, 30 de abril de 1996

Ver dictamen

Estupefacientes. Mantenimiento del recurso. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

Esta Procuración General coincide con los fundamentos expuestos por el Señor Fiscal de Cámara, se mantiene el recurso interpuesto. 

Por ello, la Corte debe hacer lugar a la queja, declarar procedente el recurso extraordinario y revocar la sentencia apelada, ordenando el dictado de una nueva conforme a derecho.

 

V., José s/ Infracción Ley 23.737 Causa N° 11.677

V. 706, XXXII, 20 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Sentencia firme. Presentación extemporánea. Denegatoria del recurso. 

Cuando la cuestión debatida ante los jueces de la causa es objeto de consideración y decisión por vía de otro recurso, la resolución que al respecto recaiga constituye pronunciamiento definitivo, que queda firme si no es, a su vez, objeto de una apelación extraordinaria, resultando improcedente la interpuesta contra la resolución primitiva. Ante esa limitación formal, la Corte no puede considerar aquellos agravios que deben reputarse tardíos e ineficaces para habilitar la instancia de excepción.

G. M., Enrique Haroldo y otros s/ Investigación de los hechos acaecidos el 23 y 24 de enero de 1989 en el Regimiento de Infantería N° 3 de La Tablada

G. 323, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Mantenimiento del recurso. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

Se mantiene la queja interpuesta.

P. S., Elba y otros s/ Infracción a la Ley 23.737 (Causa N°11.173)

P. 95, XXXII, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Orden de allanamiento. Exceso ritual manifiesto. Derechos y garantías constitucionales. Inviolabilidad del domicilio. Verdad jurídica objetiva. Mantenimiento del recurso. 

La interpretación y alcance que el a quo otorgó al artículo 403 del código ritual, conlleva un excesivo formalismo del que podría resultar un serio menoscabo de las garantías constitucionales en que se funda el recurso. 

Si los jueces no estuviesen obligados a examinar las razones y antecedentes que motivan el pedido de las autoridades administrativas y estuvieran facultados a expedir órdenes de allanamientos sin necesidad de expresar fundamento alguno, la intervención judicial carecería de sentido, pues no constituiría control de garantía alguna para asegurar la inviolabilidad del domicilio. 

No puede afirmarse que los allanamientos practicados en el caso fueron consecuencia de un mero capricho o voluntad del funcionario judicial que los dispuso, razón por la cual la exigencia requerida por el a quo, va en desmedro de la verdad jurídica objetiva y de la realización de justicia, por lo que debe ser descalificada como acto judicial válido. 

Adquiere relevancia la doctrina establecida por la Corte en el precedente publicado en Fallos: 312:1305 por la que se afirma que en el procedimiento penal tiene excepcional relevancia y debe ser siempre tutelado el interés público que reclama la determinación de la verdad en el juicio, ya que aquél no es sino el medio para alcanzar los valores mas altos: la verdad y la justicia.

 

Y., Jorge Gabriel y otros s/ Ley 23.771 -Expediente N° 7.595-

Y. 2, XXXII, 08 de julio de 1996

Ver dictamen

Queja por recurso denegado

Estupefacientes. Mantenimiento del recurso. 

Se mantiene la queja interpuesta.

P. F., Luis Mario s/ Infracción Ley 23.771 -Causa N° 26.125-

P. 679, XXXI, 30 de abril de 1996

Ver dictamen

Acción de inconstitucionalidad. Pena. Derecho al recurso. Mantenimiento del recurso. 

Remisión al dictamen de la causa M. 294, L. XXX, “M. G., Fernando J. y otros s/ Averiguación inf. Ley 23.737”.

R., N. H. s/ Delito de robo calificado y abuso deshonesto reiterado

R. 950, XXXI, 22 de febrero de 1996

Ver dictamen

Denegatoria del recurso. 

Remisión al dictamen de la causa G.550, L.XXVII, “G., Alberto s/ Irregularidades en el Batallón de Inteligencia 601 Antonio Del Pino s/ Artículo 445 bis del C.J.M. – causa n°50”.

D., Miguel A. s/ Libertad condicional s/ Recurso Artículo 445 bis del Código de Justicia Militar (Causa N° 311)

D. 28, XXXII, 30 de abril de 1996

Ver dictamen

Recuro extraordinario federal

Robo calificado. Idoneidad del arma. Errónea apreciación de la prueba. Procedencia del recurso. 

La Corte se pronunció recientemente en un supuesto similar al presente, y sostuvo que si de los dichos de los testigos surgía que observaron un arma en la comisión del robo, no cabía suponer que por no haber efectuado una descripción de aquella en sentido legal quedaba descartada su utilización, pues ello importaba a exigir a los testigos opiniones científicas técnicas cuando su función en el proceso no es esa sino la de declarar acerca de los hechos que han caído directamente bajo la acción de sus sentidos -arts. 251,252 y 253 del Código de Procedimiento Penal de la Provincia de Buenos Aires-. 

Agregó la Corte que en autos no se cuestionó la capacidad ofensiva del arma, ello impide exigirle a la parte acusadora, que probó su existencia, la demostración de la idoneidad del arma, pues imponérselo significaría que la agravante pudiese ser aplicada solamente en aquellos casos de flagrancia o cuando se hubiesen efectuado disparos pero no en aquéllos en que nada de ello hubiese ocurrido, con lo cual de desvirtuaría el sentido de la figura del artículo 166, inc. 2° del Código Penal.

A mayor abundamiento, cabe agregar, que no resulta lógico o razonable en el orden normal de las cosas, que alguien intente llevar a cabo un robo munido de un artefacto inservible por defectos de funcionamiento y que, si así fuera, no ocupara, mientras emprende la huida, de dedicarle tiempo para hacerlo desaparecer de la escena del hecho. 

 

L., Jorge Alberto s/ Robo calificado

L. 645, XXXI, 29 de marzo de 1996

Ver dictamen

Recurso de queja (procesal)

Remisión al dictamen de la causa C. 276, L. XXXI.

Compañía G. del Sur s/ Averiguación infracción Ley 23.771

C. 319, XXXI, 22 de febrero de 1996

Ver dictamen

Mantenimiento del recurso. 

Remisión al dictamen de la causa S. 437, L. XXXI, Sigra S.R.L. s/ Ley 23.771 -Causa Nº 2953-.

A. R., Armando y otros s/ Infracción a la Ley 23.771 (Causa N° 8722)

A. 1013, XXXI, 07 de agosto de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa A. 837, L. XXXI, "A., Diego Luis s/ Infracción al régimen cambiario".

B. E. S.A. s/ Régimen Penal Cambiario -causa n° 33.237-

B. 568, XXXI, 03 de mayo de 1996

Ver dictamen

Se mantiene la queja interpuesta.

D. S.A. s/ Infracción a la Ley 23.771 s/ Incidente de nulidad (Causa n° 18.263)

D. 528, XXXI, 03 de mayo de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa A. 837, L. XXXI, "A., Diego Luis s/ Infracción al régimen cambiario".

E., Ángel s/  Ley 19.359

E. 132, XXXI, 03 de mayo de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa A. 837, L. XXXI, "A., Diego Luis s/ Infracción al régimen cambiario".

B. C. C. L. y otros s/ Infracción Ley Penal Cambiaria

B. 580, XXXI, 03 de mayo de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa A. 837, L. XXXI, "A., Diego Luis s/ Infracción al régimen cambiario".

B. S.A. s/ Ley 19.359

B. 582, XXXI, 03 de mayo de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa A. 837, L. XXXI, "A., Diego Luis s/ Infracción al régimen cambiario".

B. y V. R. d. A. S.A. y otros s/ Ley Penal Cambiaria

B. 581, XXXI, 03 de mayo de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa A. 837, L. XXXII, "A., Diego Luis s/ Infracción al régimen cambiario".

G., Roberto O. s/ Infracción Ley 19.359

G. 647, XXXI, 03 de mayo de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa A. 837, L. XXXII, "A., Diego Luis s/ Infracción al régimen cambiario".

M. S.A.C.I. y A. y otros s/ Ley Penal Cambiaria -Causa n° 33.401-

M. 746, XXXI, 03 de mayo de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa A. 837, L. XXXII, "A., Diego Luis s/ Infracción al régimen cambiario".

M. S.A.I.C.F.I. s/ Ley Penal Cambiaria - Causa n° 33.383

M. 745, XXXI, 03 de mayo de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa A. 837, L. XXXII, "A., Diego Luis s/ Infracción al régimen cambiario".

Q. B. C.I.S.A. s/ Régimen de cambio - Ley 19.359

Q. 40, XXXI, 03 de mayo de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa R. 950, L. XXXI, “R., Néstor Horacio s/ Delito de robo calificado y abuso deshonesto reiterado”.

S., Héctor E. s/ Infracción Artículo 261 en concurso real Artículo 249 ambos del Código Penal - causa n° 0106-S -

S. 1030, XXXI, 03 de mayo de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa A. 837, L. XXXII, "A., Diego Luis s/ Infracción al régimen cambiario".

T. E. S.A. y otros s/ Ley 19.359

T. 188, XXXI, 03 de mayo de 1996

Ver dictamen

Recurso extraordinario

Secretario de juzgado. Instrumentos públicos. Supresión o destrucción de documento. Deber de conservación y custodia. Sustracción de expediente. Falsificación de sellos. Estafa. Hurto. Robo. Falsificación de instrumento público. Recurso de inconstitucionalidad. Inadmisibilidad del recurso. Recurso de inaplicabilidad de ley. Denegatoria del recurso. Allanamiento. Nulidad del acto jurídico. Doctrina de la arbitrariedad. Insuficiencia del agravio. Discrepancia del recurrente. Improcedencia del recurso. 

La tacha de arbitrariedad invocada respecto de la inadmisibilidad formal del recurso de inconstitucionalidad articulado ante la justicia provincial, remite a la consideración de circunstancias relacionadas con la interpretación que el Superior Tribunal de justicia ha efectuado de normas de derecho procesal en orden a la procedencia de aquélla vía recursiva.

La Corte tiene dicho a través de pacífica jurisprudencia, que la doctrina de la arbitrariedad es de aplicación particularmente restringida cuando se la invoca contra pronunciamientos de los superiores tribunales de provincia que deciden acerca de la procedencia de los recursos locales interpuestos. Afirmó que lo atinente a la admisibilidad de esas impugnaciones y al alcance de su jurisdicción es materia ajena a la jurisdicción extraordinaria. Ha sostenido que lo referido a los requisitos que debe reunir la apelación ante los tribunales de la causa, conduce al examen de cuestiones de hecho y derecho procesal que son, por su naturaleza, extrañas a la instancia del art. 14 de la ley 48.

Resulta improcedente ingresar al análisis de la tacha de arbitrariedad dirigida contra la inadmisibilidad del recurso de inconstitucionalidad de ley resuelta por el tribunal a quo. Asimismo, tal conclusión se presenta más contundente si se considera que los agravios federales que se había pretendido introducir por esa vía, también se plantearon a través del recurso de inaplicabilidad de ley interpuesto conjuntamente, extremo que indica, con prescindencia de la suerte de esa segunda impugnación, que aquélla desestimación formal no ha conducido a una restricción sustancial de la apelación del justiciable.

En tales condiciones, el remedio federal articulado a este respecto debe ser rechazado por inoficioso. 

La objetada resolución del Tribunal Superior de Justicia que rechaza el recurso de inaplicabilidad en modo alguno ha sido una respuesta meramente ritual al recurso articulado, sino que fundadamente se analizaron los agravios, y se concluyó en su rechazo.

La tacha de arbitrariedad aducida en el recurso sólo obedece a una discrepancia de criterio que no conmueve fundadamente el fallo y que, por lo tanto, no autoriza la instancia extraordinaria.

El agravio expresado acerca de la falta de notificación al imputado o su letrado del allanamiento de su domicilio, remite, en definitiva, a la determinación de si existió o no la urgencia que prevé el art. 194 del Código Procesal Penal del Chaco, invocado por el a quo para rechazar el cuestionamiento, extremo que importa la consideración de circunstancias de hecho y prueba y de derecho común que resultan extrañas al restrictivo remedio intentado. 

Asimismo, el agravio dirigido a la presunta falencia en el aseguramiento del material probatorio incautado, desconoce que el recurrente ha reconocido como propios algunos de los elementos allí secuestrados, circunstancia que, al omitirse en la global impugnación en análisis, deviene en desmedro de su adecuada fundamentación.

Al igual que el art. 138 del Código Procesal Penal de la Nación, el art. 127 del Código Procesal Penal del Chaco, al regular las formalidades que deben reunir las actas, establece que el juez será asistido por su secretario en los actos que realice. Tal principio, obedece a la esencial función fedataria del secretario y a su natural condición de responsable de la custodia de los expedientes y efectos secuestrados, en cuyo ejercicio se realizó el inventario fotocopiado, cumpliéndose así la directiva impartida durante el secuestro precedente conforme lo normado por el art. 219. 

Se ha tildado de nula la diligencia de secuestro, poniéndose el acento en que de allí ha surgido prueba fundamental para "casi" la totalidad de los hechos imputados al recurrente. Empero, se ignora que respecto de algunos de los hechos por los que se condenó al acusado, ha existido prueba independiente de la secuestrada en la mencionada diligencia.

En consecuencia, el alcance genérico que pretende la impugnación se contrapone con las constancias de la causa y, al no haberse delimitado correctamente la entidad del reclamo, cabe concluir que también en este sentido el recurso adolece de defectuosa fundamentación. Es que no obstante que, tanto en la sentencia condenatoria como en el propio fallo apelado, se haga referencia a que en esa diligencia se obtuvo prueba fundamental para "casi" la totalidad de las causas, en su crítica el recurrente debió delimitar los efectos de la exclusión que postula y los de aquélla prueba de diversa procedencia, o bien exponer las razones por las que también descalifica esta última.

La Corte ha afirmado que "afecta la fundamentación del remedio federal, la falta de demostración que la eliminación de las pruebas de cargo que se habrían recogido en las inspecciones de domicilio irregulares, conduciría a un resultado distinto al arribado".

En cuanto al agravio referido a la falta de orden de allanamiento, la circunstancia de haberse introducido esa cuestión recién en el escrito de interposición del recurso extraordinario, impone su rechazo por extemporáneo al no haberse brindado a los jueces de la causa la oportunidad de pronunciarse sobre ella.

P., Reynaldo Eliseo s/ Sustracción de documentos y supresión o destrucción de documentos

P. 551, XXVIII, 26 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Sustracción de menores. Hijos de desaparecidos. Sentencia no firme. Inadmisibilidad del recurso. 

Tanto la decisión del a quo, como la del inferior que fuera confirmada, resultan ajustadas a derecho y a las constancias de la causa.

Ello es así por cuanto la sentencia recurrida está dirigida a resolver sobre la validez o nulidad de un acto jurídico y no como lo plantea el apelante desde su punto de vista, a cambiarle caprichosamente el nombre, pues éste no puede ser otro que el adquirido por la inscripción en la legítima acta de nacimiento, que toda persona tiene el derecho y el deber de usar. Así, que se reconozca la validez de esa legítima acta de nacimiento y a sus efectos, no es más que la consecuencia de la plena vigencia de la ley. 

Por lo demás, analizados los agravios que trae el recurrente, respecto a ellos la sentencia apelada no se erige como definitiva, toda vez que aquéllos puedan resultar susceptibles de reparación ulterior ante la sede judicial que considere competente, sin que sea suficiente para suplir dicho requisito, la invocación de garantías constitucionales supuestamente afectadas o la tacha de arbitrariedad. 

En efecto, lo decidido en autos no impide al apelante, como él mismo lo sostiene, accionar con arreglo a lo previsto en el artículo 15 de la ley 18.248, intentando remediar, de acuerdo a sus pretensiones, los intereses que considera conculcados.

Por lo expuesto, la Corte debe declarar inadmisible el recurso extraordinario interpuesto.

A., J. S. s/ Infracción Artículo 146 Código Penal – Incidente de Reinscripción

A. 1089, XXXI, 16 de octubre de 1996

Ver dictamen

Mantenimiento del recurso. 

Se mantiene el recurso de hecho interpuesto por el señor Fiscal de Cámara.

B., Hernán J. s/ Incidente de excarcelación -causa N° 44.891-

B. 851, XXXI, 21 de febrero de 1996

Ver dictamen

Declaración de inconstitucionalidad. Narcotráfico. Excarcelación. Aplicación de tratados internacionales. Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 

Remisión al fallo de la causa A. 1, L. XXXI, “Arana, Juan Carlos s/ Excarcelación”.

La declaración de inconstitucionalidad contenida en el fallo recurrido debe ser revocada, ya que la pretendida inaplicabilidad de la exclusión contenida en el artículo 10° de la ley 24.390 a las personas condenadas, se contrapone con la clara y expresa voluntad del legislador de distinguir a los imputados de delitos relacionados con el narcotráfico, excluyéndolos de los alcances de la ley, como una forma más de cumplir los compromisos internacionales dirigidos a combatirlos. Es la norma internacional el sustento de la aludida distinción, al disponer expresamente que los Estados velarán por que sus tribunales tengan en cuenta la gravedad de los hechos al considerar la posibilidad de conceder la libertad anticipada o la libertad condicional a personas que hayan sido declaradas culpables de alguno de esos delitos (art. 3°, párrafo 7, de la Convención de Viena del 19 de diciembre de 1988).

B., Juan Alberto y otros s/ Infracción Ley 23.737

B. 1071, XXXI, 29 de febrero de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa A.1087, L. XXXI, "A. S., Ramiro y otros / Infracción Ley 23.737”.

A. S., Ramiro y otro s/ Infracción Ley 23.737 y Artículo 189 bis del Código Penal - Causa N° 25.781-

A. 1093, XXXI, 29 de marzo de 1996

Ver dictamen

Tenencia ilegítima de material explosivo. Sentencia condenatoria. Non bis in ídem. Inadmisibilidad del recurso. 

Ha sostenido la Corte reiteradamente que la admisibilidad del recurso extraordinario impone el oportuno planteamiento de la cuestión que se estima de naturaleza federal, esto es, que debe ser propuesta en la primera oportunidad que brinde el curso del procedimiento.

Si las cuestiones referidas a la cosa juzgada o al non bis in idem, no sólo no fueron planteadas en el debate o antes, sino que la propia defensa calificó de no vinculante a la sentencia dictada por la justicia federal, mal puede reprocharse a los jueces de la causa haber omitido el tratamiento de la misma como elemento de prueba, máxime cuando no están obligados a ponderar todas las ofrecidas, sino sólo las que estimen necesarias por el proceso de selección que les es propio, para la solución del litigio. 

Por lo expuesto, la Corte debe declarar inadmisible el recurso extraordinario interpuesto. 

 

L., Ana María s/ Recurso de casación

L. 839, XXXI, 20 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Robo de automotor. Revocación de sentencia. 

Cuestiones análogas al fallo de la causa S.950, L. XXIX, "Saldaña, Juan Ramón y otros s/ Robo de automotor".

M. o S., Miguel Ángel y otro s/ Tentativa de robo de automotor con armas

M. 1071, XXXI, 29 de marzo de 1996

Ver dictamen

Se mantiene el recurso de hecho interpuesto por el señor Fiscal de Cámara.

M., José A. s/ Incidente de excarcelación -44.892-

M. 1392, XXXI, 21 de febrero de 1996

Ver dictamen

Abuso sexual calificado. Acción de nulidad. Defectos del procedimiento. Exceso ritual manifiesto. Improcedencia del recurso. 

El remedio federal deducido no cumple con el requisito de fundamentación suficiente que exige el artículo 15 de la ley 48. En efecto, en la crítica que dirige el quejoso contra los fundamentos del fallo por los que se rechaza el recurso de casación local respecto de las cuestiones que se pretenden someter a conocimiento de la Corte, no se precisa ni se ha demostrado cuáles son las defensas que aquél se vio impedido de invocar como consecuencia de la omisión en la que incurrió el magistrado instructor al momento de indagarlo, al no informarle el derecho que tenía de entrevistarse previamente con su defensor, ni las pruebas de cargo en su contra.

Por otro lado, la nulidad solicitada o declarada sólo por el formal cumplimiento de la ley, importa un manifiesto exceso ritual en desmedro de la verdad jurídica objetiva y del buen servicio de justicia.

M. P., C. B. s/ Violación

M. 380, XXXI, 22 de febrero de 1996

Ver dictamen

Mantenimiento del recurso. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

Remisión al dictamen de la causa S. 437, L. XXXI, “Sigra S.R.L. s/ Ley 23.771 -Causa Nº 2953-”.

Dirección General Impositiva s/ Orden de allanamiento -Issin Oviedo

D. 374, XXXI, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Remisión al dictamen de la causa S. 437, L. XXXI, “Sigra S.R.L. s/ Ley 23.771 -Causa Nº 2953-”.

Dirección Nacional de Recaudación Previsional c/ Seijo Rago y Compañía s/ Infracción Ley Penal Tributaria 23.771

D. 76, XXXI, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Procedencia del recurso. 

Se mantiene el recurso interpuesto por el señor Fiscal de Cámara.

V., J. V. s/ Violación calificada

V. 190, XXXI, 21 de febrero de 1996

Ver dictamen

Prueba hematológica. Hijos de desaparecidos. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

La Corte se ha pronunciado recientemente, en un caso donde era también cuestionada la realización compulsiva de una prueba hematológica de compatibilidad, y un menor resultaba victima de los delitos investigados. El Máximo Tribunal sostuvo la procedencia de la diligencia pues surgía en forma indubitable que el estudio ordenado guardaba relación directa con el objeto procesal de la causa, era conducente para el esclarecimiento de los hechos y no excedía los limites propios del proceso en que fue dispuesto.

Dijo la Corte que tampoco se observa la afectación de otros derechos fundamentales, como la vida, la salud, o la integridad corporal, porque la extracción de unos pocos centímetros de sangre, si se realiza por medios ordinarios adoptados por la ciencia médica, ocasiona una perturbación ínfima en comparación con los intereses superiores de resguardo de la libertad de los demás, la defensa de la sociedad y la persecución del crimen. 

Agregó que por no constituir una practica humillante o degradante, la intromisión en el cuerpo que la medida dispuesta importa, se encuentra justificada por la propia ley, pues en el procedimiento penal tiene excepcional relevancia y debe ser siempre tutelado el interés público que reclama la determinación de la verdad en el juicio, ya que aquel no es sino el medio para alcanzar los valores mas altos: la verdad y la justicia. 

Ahora bien, si la Corte ha entendido que la extracción compulsiva de sangre a un menor para la realización de una prueba como la cuestionada, presupone ejercer cierto grado de violencia sobre su cuerpo, lo que de por si invade su esfera intima, restringe su libertad en cuanto mas ella tiene de esencial y comporta una lesión a la integridad física del niño, bien jurídico este ultimo que la doctrina del Tribunal estima susceptible en sí mismo de tutela, resulta ineludible para avanzar sobre tan valiosos bienes, justificar adecuadamente la razonabilidad de la medida dispuesta.

Podrá el señor juez de la causa ordenar cuantas medidas de prueba considere pertinentes, para conformar el plexo probatorio o indiciario acorde con la medida que hoy se cuestiona, sin ello, la decisión no aparece como una derivación razonada del derecho vigente y de las circunstancias probadas de la causa. 

Es por ello que, ante la orfandad probatoria ya expuesta, aparece como irrazonable, por el momento, la producción de la medida recurrida, toda vez que, aun cuando el proceso penal, presenta características propias por la incidencia del interés de la sociedad en la investigación y castigo de los delitos, ese interés no autoriza que solo a partir de los dichos de los querellantes, se avance sin más sobre los derechos a la intimidad, a la libertad de disposición corporal y a la integridad física, los cuales se verían menoscabados por la realización de una medida de prueba que, en tales condiciones no aparece racionalmente justificada.

G., Mirta Liliana s/ Querella

G. 449, XXXI, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Mantenimiento del recurso. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

Remisión al dictamen de la causa S. 437, L. XXXI, “Sigra S.R.L. s/ Ley 23.771 -Causa Nº 2953-”.

R., Juan Carlos s/ Extinción acción penal

R. 934, XXXI, 19 de julio de 1996

Ver dictamen

Orden de allanamiento. Derechos y garantías constitucionales. Juez natural. Inviolabilidad del domicilio. Falta de fundamentación autónoma. Improcedencia del recurso. 

Si bien la crítica del apelante conduce al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal que, por regla, resultan extrañas a esta instancia extraordinaria, tiene reiteradamente establecido la Corte que, en la medida que tales aspectos se hallen directamente vinculados con el alcance que quepa atribuir a la garantía constitucional de juez natural y de inviolabilidad de domicilio, ello constituye materia federal suficiente para habilitar la instancia prevista en el artículo 14 de la ley 48.

El recurso extraordinario resulta improcedente si no cumple con el requisito de adecuada fundamentación. 

Con relación al agravio que considera vulnerada la garantía de juez natural, el razonamiento del a quo no se limitó a justificar la legalidad de la requisa policial dispuesta por la Juez de Faltas en el ámbito de su jurisdicción y competencia, de conformidad con las normas de rito locales. Por el contrario, este aspecto refleja sólo la conclusión a la que arribó la mayoría en el pronunciamiento impugnado luego de determinar la falta de incidencia de las "intenciones" que pudieron abrigar los integrantes de la comisión policial que participó del criticado procedimiento acerca de la presunta existencia de estupefacientes en la finca allanada. Sustentan tal aseveración, en la inmediata intervención que se dio al magistrado federal competente al ser hallada droga en cumplimiento de las normas procesales que rigen la materia.

El recurrente no atiende precisamente a los argumentos detallados en el fallo tendientes a privar de relevancia a aquellas declaraciones, por lo que el recurso adolece, en este aspecto, del requisito de fundamentación suficiente que exige el artículo 15 de la ley 48.

El agravio referido a la indebida extensión de la orden de allanamiento a la vivienda, en detrimento de la garantía constitucional de la inviolabilidad del domicilio, tampoco refuta adecuadamente los argumentos desarrollados en el fallo por el a quo sobre la base de las pruebas colectadas, que impiden interpretar la cuestionada orden de allanamiento con el restringido alcance que propone el apelante.

La apelación federal presenta también en lo vinculado a este aspecto, de un defecto de fundamentación al no haber demostrado el recurrente que su tesis puede adecuarse a las circunstancias del caso, ni haber formulado una crítica concreta y razonada de todos y cada uno de los argumentos en que la decisión se apoya.

El agravio relacionado con la presunta violación lo dispuesto en el artículo 184, párrafo segundo, del Código Penal, no fue mantenido en esta instancia.

D., Vilma L. y otro s/ Recurso de casación

D. 111, XXXII, 02 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Agravio extemporáneo. Oportunidad procesal. Patrocinio letrado. Reincidencia. Improcedencia del recurso. 

Resulta tardía la cuestión que el recurrente pretende someter a conocimiento de la Corte en el remedio federal deducido por no haberlo invocado en la primera oportunidad que resultaba previsible, esto es, al impugnarse el fallo de primera instancia, a fin de habilitar su tratamiento por los jueces del tribunal de alzada.

La absolución solicitada por la defensa con fundamento en la insuficiencia de pruebas para formular un juicio de reproche, permite sostener que el imputado contó con una adecuada asistencia técnica al momento de expresar agravios y que, de esa forma, se encontró suficientemente resguardado su derecho de defensa.

De acuerdo con la doctrina sentada por la Corte en Fallos 308:1938 y 311:1209, esta Procuración General, al dictaminar en los autos "Scarpizo Bentos, Julio Fernando s/ Robo con armas - causa Nº 35.929", consideró que una recta interpretación del artículo 50 del Código Penal, de acuerdo con las finalidades y motivos que se pusieran de manifiesto en la discusión parlamentaria en oportunidad de tratar la reforma dispuesta por la ley 23.057, exige como presupuesto necesario que el encausado haya cumplido, parcial o totalmente, pena anterior como condenado.

Fiscal c/ R. G., Alfredo y otros p/ Falsificación de moneda y DNI

F. 230, XXXII, 02 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Doble instancia. Ministerio Público Fiscal. Inconstitucionalidad. Mantenimiento del recurso. 

Esta Procuración General ha tenido oportunidad de expedirse anteriormente, respecto al alcance que debe otorgarse a la garantía de la doble instancia judicial reconocida en el artículo 8, inciso 2º, apartado h), de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en cuanto a que no se encuentra dirigida exclusivamente a quien resulta imputado del delito, sino también a otras partes legalmente constituidas en un proceso penal determinado, como es el caso del Ministerio Público. 

Esta conclusión se deriva del texto de la disposición del art. 458 del Código de Procedimientos, que al reconocer el derecho a recurrir del fallo ante un juez tribunal superior, no distingue entre el inculpado y las otras partes del juicio como lo hace al tratar otros derechos inherentes a determinada situación procesal.

Excluir al Ministerio Público de aquellos que gozan del referido derecho, con el argumento de que la garantía está dirigida sólo al inculpado, llevaría, inclusive, a impedir al fiscal recurrir en favor del propio imputado cuando, en salvaguarda del debido proceso, las circunstancias del caso así lo exijan, consecuencia que cabe suponer como no deseada. Por otra parte, también el criterio de este Ministerio Público acerca de la validez constitucional de los límites objetivos que el Código Procesal Penal de la Nación impone, por el monto de las penas, para recurrir en casación, ha sido reiteradamente expuesto a partir del dictamen en la causa M. 820, L. XXIX, "Martini, Simón Antonio s/ Robo y atentado a la autoridad", siendo coincidente con lo que la Corte resolviera al fallar la causa "Giroldi", en la que declaró la invalidez constitucional de la limitación establecida en el artículo 459, inc. 2º del código adjetivo como la forma más adecuada de asegurar la garantía de la doble instancia en materia penal.

Los criterios resultan extensivos a la limitación que impone al ministerio fiscal el inc. 1° del art. 458 del Código Procesal, por lo que a los sólidos argumentos del apelante no cabe más que reiterar y dar por reproducidas, en lo pertinente, las consideraciones vertidas en dicha oportunidad.

S., Ricardo S. s/ Queja

S. 708, XXXII, 05 de diciembre de 1996

Ver dictamen

Sentencia absolutoria. Apreciación de la prueba. Sentencia arbitraria. Defensa en juicio. Debido proceso. Mantenimiento del recurso. 

Es aplicable la excepción a la regla según la cual las cuestiones que se suscitan acerca de la forma en que fue apreciada la prueba con la consecuente aplicación del artículo 13 del Código de Procedimientos en Materia Penal, constituyen, por vía de principio, una materia propia de los jueces de la causa y ajenas, por ende, a esta instancia excepcional. La Corte tiene dicho que con aquella se procura asegurar las garantías de defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias efectivamente comprobadas en la causa.

Esto último no acontece en la sentencia apelada pues, no sólo fueron cuantificadas todas las sustancias estupefacientes incautadas en autos, sino que también se estimó la capacidad toxicomanígena de la marihuana hallada.

Al carecer la decisión atacada, tanto de objetividad como de razonabilidad en la medida que se sustenta exclusivamente en la voluntad de los jueces sin atender a las constancias obrantes en autos, merece ser descalificada como acto jurisdiccional válido.

Lo que resulta indispensable y encuentra directa vinculación con las garantías constitucionales mencionadas es la consideración de todas y cada una de las cuestiones de tal naturaleza, conducentes para la adecuada solución del caso.

A., Agustín F. y otros s/ Infracción Ley 23.737

A. 205, XXXII, 20 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Estafa. Falsificación de instrumento privado equiparable al público. Sentencia condenatoria. Insuficiencia del agravio. Falta de fundamentación. Cuestión no federal. Discrepancias del recurrente. Improcedencia del recurso. 

Lo resuelto por el a quo de manera alguna ha afectado las garantías constitucionales que se dicen desconocidas. 

Su decisión contiene fundamentos suficientes con base en las constancias del proceso y en las normas que la Cámara consideró aplicables que, por opinables que resulten, no descalifican el pronunciamiento como acto jurisdiccional.

La discusión que el recurrente pretende someter a conocimiento de la Corte -tendiente a verificar tanto la efectiva acreditación del perjuicio patrimonial como consecuencia de negociar un pagaré que a la postre, resultó falso, como la idoneidad del ardid desplegado- remite a establecer si las circunstancias denunciadas en la causa constituyen o no un delito tipificado en nuestra ley penal, previa determinación de los elementos necesarios para su integración, aspectos cuyo análisis importa una facultad propia de los jueces de la causa y, por ende, ajena a esta instancia excepcional. Por lo tanto, en la medida que la resolución impugnada decide el caso con argumentos de igual naturaleza, independientemente de su acierto o error, descartan la tacha de arbitrariedad alegada; no autorizando tal doctrina a la sustitución del criterio de los magistrados de las instancias ordinarias por el de la Corte para resolver cuestiones no federales.

Los argumentos esgrimidos no alcanzan a enervar el razonamiento elaborado por el a quo, respaldado en constancias legítimamente incorporadas al legajo.

La cuestión que también se intenta  someter a consideración sobre la forma en que habitualmente opera un “barandista”, se limita a aseverar un determinada solución jurídica en una materia no federal, reduciéndose la crítica a una mera discrepancia sobre la forma en que fueron apreciados y fijados los hechos de la causa y la consecuente responsabilidad que le cupo a la agencia de bolsa por los hechos por los que fue condenada civilmente, aspectos que, por su naturaleza, resultan ajenos a esta jurisdicción extraordinaria.

C. , Roberto Fernando s/ Estafa -Causa N° 32.936-

C. 181, XXXII, 20 de noviembre de 1996

Ver dictamen

Usurpación de autoridad, títulos u honores. AFIP DGA. Improcedencia del recurso. 

En el sub judice se presenta un defecto insubsanable que impide a la Corte conocer acerca de la controversia suscitada en autos. En este sentido, es oportuno recordar que, en numerosas ocasiones, la Corte se ha pronunciado, aún antes de la sentencia definitiva, acerca del alcance de las inmunidades constitucionales, no sólo en razón de la índole federal de la cuestión debatida, sinotambién porque, atento su naturaleza, el agravio que causaba al recurrente el fallo apelado, resultaba de imposible reparación ulterior. 

Si bien este criterio fue mantenido por la Corte en la causa A. 329, L. XXVII, “Alvarez, Carlos Alberto y otro”; en los que se discutía el alcance de las inmunidades derivadas de los artículos 68, 69 y 70 de la Constitución Nacional y la aplicación, en su caso, del mencionado artículo 189 del Código ritual, en esa ocasión la Corte, también consideró, con fundamento en el criterio establecido en la causa G. 342, XXVI, “Giroldi, Horacio David y otro”; que la Cámara Nacional de Casación Penal constituía el órgano judicial intermedio para conocer en materias como las aquí planteadas. 

Cabe poner de resalto que en este último precedente se concluyó que la solución allí adoptada, desde el punto de vista de las garantías del proceso penal, salvaguarda la inserción institucional de la Cámara Nacional de Casación Penal en el ámbito de la justicia federal y respeta el sentido del establecimiento de órganos judiciales intermedios en esa esfera, creados para cimentar las condiciones necesarias para que el Tribunal satisfaga el ato ministerio que le ha sido confiado, sea porque ante ellos pueden encontrar las partes la reparación de los perjuicios irrogados en instancias anteriores, sin necesidad de recurrir ante la Corte Suprema, sea porque el objeto a revisar por ésta ya sería un producto seguramente más elaborado.  

Por lo tanto, siendo esa doctrina anterior a la notificación de la sentencia impugnada en el presente caso, al no haber satisfecho el apelante el requisito exigido en el artículo 14 de la ley 48 con respecto al tribunal del cual debe provenir la sentencia definitiva, resulta inadmisible el remedio federal intentado.

Administración Nacional de Aduanas s/ Denuncia

A. 211, XXXII, 28 de octubre de 1996

Ver dictamen

Fraude. Improcedencia del recurso. 

En el sub judice se discute la denegatoria del fuero federal en un proceso penal, situación que, de acuerdo al criterio jurisprudencial de la Corte constituye sentencia definitiva a los fines del artículo 14 de la ley 48 y habilitaría el remedio excepcional intentado. 

La apelación federal de la parte querellante, no ha sido articulada contra un fallo emanado del “Superior Tribunal” de la causa, tal como lo exige esa norma, pues desconoce la nueva estructura del Poder Judicial de la Nación respecto de los distintos órganos judiciales que conforman los tribunales inferiores nacionales, la cual ha merecido interpretación jurisprudencial de la Corte en la causa, “Giroldi, Horacio David y otro”. 

En el aludido precedente, se sostuvo que esa solución salvaguarda la inserción institucional de la Cámara Nacional de Casación Penal en el ámbito de la justicia federal y respeta el sentido del establecimiento de órganos judiciales intermedios en esa esfera, creados para cimentar las condiciones necesarias para que el tribunal satisfaga el alto ministerio que le ha sido confiado, sea porque ante ellos pueden encontrar las partes la reparación de los perjuicios irrogados en instancias anteriores, sin necesidad de recurrir ante la Corte Suprema, sea porque el objeto a revisar por ésta ya sería un producto seguramente más elaborado. 

Por lo expuesto, ausente el indicado requisito de admisibilidad, la Corte debe declarar improcedente el recurso extraordinario. 

 

Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/ Apelación en causa 391/93

I. 51, XXXII, 28 de octubre de 1996

Ver dictamen

Mantenimiento del recurso. 

Se mantiene la queja interpuesta.

R. C., denunciante O. s/ Infracción Artículos 3 Inciso 2° y 8° Ley 23.771

R. 121, XXXII, 16 de octubre de 1996

Ver dictamen

Contrabando. Código aduanero. Sentencia condenatoria. Inhabilitación para ejercer cargos públicos. Denegatoria del recurso. 

Los agravios de la defensa, apoyados en la doctrina de la arbitrariedad resultan ineficaces para habilitar la vía intentada, habida cuenta que remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal, materia propia de los jueces de la causa y ajena al recurso del artículo 14 de la ley 48, máxime cuando la decisión se funda en argumentos fácticos y jurídicos suficientes que eliminan la tacha de arbitrariedad invocada. 

En cuanto a la pretendida cuestión federal en que también se funda el recurso, relacionada con la inteligencia asignada por la Cámara a las normas de carácter federal en que se apoyó la decisión, el apelante sólo intenta por esta vía volver a cuestionar los hechos y la existencia del dolo que el a quo tuvo por probados, ya que lejos de proponer una interpretación diferente a la efectuada por el sentenciante de las normas federales que dice involucradas, se limita a propiciar una calificación más favorable a sus defendidos por aplicación del principio in dubio pro reo, ensayando una modificación del sustento fáctico del fallo.

Por lo expuesto, la Corte debe desestimar el recurso extraordinario interpuesto.

C., Oscar Alberto y otros s/ Infracción al Código Aduanero

C. 74, XXXII, 20 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Estupefacientes. Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 

Remisión al dictamen de la causa C.173, L. XXXI, "C., Susana y otros s/ Ley 23.737".

Fabián Adrián H. s/ Infracción a la Ley 23.737

H. 15, XXXII, 29 de marzo de 1996

Ver dictamen

Excarcelación. Desistimiento del recurso. 

Toda vez que el recurso extraordinario no ha sido interpuesto contra la decisión del tribunal superior de la causa, esta Procuración Geneeral desiste de la presente queja.

R., Edgardo Antonio s/ Presunta infracción Artículo 5 de la Ley 23.737 s/ Excarcelación

R. 57, XXXII, 20 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Estupefacientes. Admisibilidad del recurso. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 

Remisión a los fallos de las causas D. 146, L. XXXI, “Di Prato, Sergio Marcelo y otros s/ Infracción Ley 23.737”; y C. 173, L. XXXI, “Caporale, Susana y otros s/ Infracción Ley 23.737”.

Sobre la procedencia formal del recurso, la Corte ha sostenido que cuando la cuestión federal consiste en los alcances de leyes federales, es indiferente la oportunidad de su planteamiento a fin de habilitar la vía de excepción.

T., Hugo Fernando y otros s/ Infracción Ley 20.771 - Artículo 7, Inciso C -Causa N° 33.556-

T. 243, XXXII, 05 de septiembre de 1996

Ver dictamen

Usurpación de autoridad, títulos u honores. AFIP DGA. Improcedencia del recurso. 

Esta Procuración General advierte un defecto insubsanable que impide a la Corte conocer acerca de la controversia suscitada en autos. En este sentido, es oportuno recordar que, en numerosas ocasiones, la Corte se ha pronunciado, aún antes de la sentencia definitiva, acerca del alcance de las inmunidades constitucionales, no sólo en razón de la índole federal de la cuestión debatida, sino también porque, atento su naturaleza, el agravio que causaba al recurrente el fallo apelado resultaba de imposible reparación ulterior. 

Si bien este criterio fue mantenido por la Corte, en autos A. 329, L. XXVII, “Alvarez, Carlos Alberto y otro”; en esa ocasión la Corte también consideró, con fundamento en el criterio establecido en la causa “Giroldi, Horacio David”; que la Cámara Nacional de Casación Penal constituía el órgano judicial intermedio para conocer en materias como las aquí planteadas. 

Cabe poner de resalto que en este último precedente se concluyó que la solución allí adoptada, desde el punto de vista de las garantías del proceso penal, “…salvaguarda la inserción institucional de la Cámara Nacional de Casación Penal en el ámbito de la justicia federal y respeta el sentido del establecimiento de órganos judiciales intermedios en esa esfera, creados para cimentar las condiciones necesarias para que el Tribunal satisfaga el alto ministerio que le ha sido confiado, sea porque ante ellos pueden encontrar las partes la reparación de los perjuicios irrogados en instancias anteriores, sin necesidad de recurrir ante la Corte Suprema, sea porque el objeto a revisar por ésta ya sería un producto seguramente más elaborado. 

Por lo tanto, siendo esa doctrina anterior a la notificación de la sentencia impugnada en el presente caso, al no haber satisfecho el apelante el requisito exigido en el artículo 14 de la ley 48 con respecto al tribunal del cual debe provenir la sentencia definitiva, resulta inadmisible el remedio federal intentado.

Administración Nacional de Aduanas s/ Denuncia

A. 221, XXXII, 28 de octubre de 1996

Ver dictamen

Mantenimiento del recurso. 

Remisión al dictamen de la causa R. 950, L. XXXI “R., Néstor H. s/ Delito de robo calificado y abuso deshonesto reiterado” y S. 1030, L. XXXI “S., Héctor E. s/ Infracción art. 261 en concurso real art. 249 del C.P.”

A., Jorge Daniel  s/ Recurso de casación -Causa N° 657-

A. 450, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Resoluciones equiparables a definitiva. Gravamen irreparable. Cuestiones de competencia. Cuestión federal. Fallos de la Corte Suprema. Jurisprudencia no aplicable. Derivación no razonada del derecho vigente. Mantenimiento del recurso. 

Median en el caso razones suficientes que permiten equiparar el pronunciamiento apelado a una sentencia definitiva, en la medida que los agravios que causa, por su magnitud y circunstancias de hecho, pueden ser de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior.

Resulta aplicable al sub judice la doctrina elaborada por la Corte según la cual en materia de competencia, las resoluciones que diriman el punto, en cuanto envuelvan cuestión federal suficiente, son equiparables a decisiones definitivas, por razón de los trastornos que ocasionaría su mantenimiento hasta la decisión final del pleito. En este precedente, la Corte estableció un criterio de excepción a la regla según la cual las resoluciones en materia de competencia no habilitan la vía extraordinaria si no media denegatoria del fuero federal, el Máximo Tribunal tuvo en consideración que se trataba de un sumario seguido a gran número de personas y a raíz de hechos de notaria gravedad, tanto por su cantidad como por su importancia económica en detrimento del erario público. 

Lo resuelto suscita, de todos modos y más allá de la naturaleza procesal de la cuestión debatida, un interés institucional suficiente como para obviar posibles objeciones formales que puedan condicionar la procedencia del recurso extraordinario, con miras a la debida preservación de la Constitución Nacional y de la buena administración de justicia. 

Al fundarse la decisión en lo resuelto por la Corte en un caso que no guarda similitud con el presente, resulta evidente, además, que el pronunciamiento recurrido no se muestra como una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias comprobadas en la causa; lo cual, impone su descalificación como acto jurisdiccional válido.

G. M., Enrique y otros s/ Incompetencia en causa 499/96 hechos acaecidos el 23 y 24 de enero de 1989 en el Regimiento de Infantería Nº 3 de La Tablada

G. 299, XXXII, 18 de julio de 1996

Ver dictamen

Desistimiento del recurso. 

Remisión al dictamen de la causa G. 550, L. XXVII, “Gordano, Alberto s/ Irregularidades en el Batallón Inteligencia 601 Antonio Del Pino s/ Artículo 445 bis del Código de Justicia Militar -causa nº 50”.

O., Gustavo Fabián s/ Recurso Artículo 445 Bis del Código Justicia Militar -Causa N° 352

O. 51, XXXII, 08 de julio de 1996

Ver dictamen

Prisión preventiva. Facultades del gobierno provincial. Proceso penal. Doctrina de la arbitrariedad. Defensa en juicio. Debido proceso. Fundamentación de sentencias. Derivación razonada del derecho vigente. Improcedencia del recurso. 

La ley 24.390, en cuanto es reglamentaria del derecho consagrado en el artículo 7º, punto 5º, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos contiene normas que regulan el encarcelamiento cautelar que, sin perjuicio del carácter eminentemente procesal que encierra la cuestión, tienen un alcance general para todo el país, quedando reservado para las legislaturas de las provincias la regulación del trámite de esas pautas en sus respectivas jurisdicciones, dentro de los límites impuestos por la ley de marras. 

La Corte desde antiguo tiene establecido que la facultad de las provincias para legislar sobre procedimientos es sin perjuicio de las disposiciones reglamentarias que dicte el Congreso, cuando considere del caso permitir formalidades especiales para el ejercicio de determinados derechos establecidos en los códigos fundamentales que le incumbe dictar. 

Tampoco resulta ocioso recordar que la doctrina de la arbitrariedad tiende a resguardar la garantía de la defensa en juicio y del debido proceso, exigiendo que las sentencias de los jueces sean fundadas y constituyan derivación razonada del derecho vigente con relación a las circunstancias probadas de la causa, por lo que resultan descalificables como actos judiciales válidos las que omiten pronunciarse sobre las cuestiones oportunamente propuestas y conducentes para la decisión del caso o lo hacen mediante breves afirmaciones genéricas sin referencia a los temas legales suscitados en la causa y correctamente expuestos en los agravios. 

Sin perjuicio de lo expuesto, corresponde destacar que es reiterada la jurisprudencia de la Corte en el sentido de que la arbitrariedad es particularmente restringida respecto de pronunciamientos de superiores tribunales de provincia cuando deciden recursos extraordinarios en el orden local. 

Los jueces no están obligados a pronunciarse sobre todas las articulaciones de las partes sino solamente sobre aquellas que estimen conducentes para fundar su decisión. 

El recurso extraordinario en este aspecto, adolece de un defecto de fundamentación insubsanable al no contener una crítica concreta y razonada de todos y cada uno de los argumentos en que se sustenta el pronunciamiento impugnado.

 

S., Claudio Rodolfo s/ Recurso de revisión

S. 41, XXXII, 08 de julio de 1996

Ver dictamen

Recurso ordinario de apelación ante la Corte Suprema

Extradición. Desistimiento del recurso. 

Cuestiones análogas a los dictámenes de las causas "Canda, Alejandro Guido s/ Extradición” y “Arena, Jorge Américo s/ Extradición”.

T. D., Carlos E.; P. S., Beatriz y otros s/ Extradición

T. 41, XXXII, 30 de abril de 1996

Ver dictamen

Recursos

Procedencia del recurso. 

Se mantiene el recurso interpuesto por el señor Fiscal de Cámara.

Z. D., Norma Beatriz s/ Infracción a la ley 23.737

Z. 17, XXXI, 21 de febrero de 1996

Ver dictamen

Narcotráfico. Mantenimiento del recurso. 

Esta Procuración General mantiene la queja interpuesta.

Horacio H. A. Fiscalìa ante la Cámara Federal de Apelaciones de Comodoro Rivadavia c/ V., Ariel y otros s/ Infracción Ley 23.737

V. 70, XXXII, 05 de septiembre de 1996

Ver dictamen

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 





Capítulo XII

Seguridad Social

Cuestiones de competencia

Jurisdicción y competencia. Ley de orden público. Competencia federal. 

En reiterados precedentes se sostuvo que las leyes modificatorias de la jurisdicción y competencia, por ser de orden público, se aplican de inmediato a las causas pendientes, criterio consagrado por el art. 4 de la ley 24.463 y, que, además, sostuvo la Corte en el Fallo Comp. 74, L. XXX, “Garugatti, Pedro Oscar”.

Álvarez, Amancio s/ Diferencias y reajustes de haberes jubilatorios

COMP. 559, XXXI, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Seguridad social. Ley vigente. Competencia federal. 

El artículo 2º de la recientemente sancionada ley 24655, atribuye a la Justicia Federal de Primera Instancia de la Seguridad Social el conocimiento de las causas asignadas a la Justicia Nacional del Trabajo, por el artículo 24 de la Ley 23660. 

Si bien dicho precepto legal se refiere a los procesos por cobro judicial de aportes adeudados a las obras sociales, cabe indicar que esa atribución de competencia importa reconocer a la Cámara Federal de la Seguridad Social especialidad, en supuestos como el presente de recurso vinculados a esa materia.

Metrovías S.A c/ Instituto de servicios sociales para el personal ferroviario s/ Recurso

COMP. 185, XXXII, 15 de agosto de 1996

Ver dictamen

Queja por denegación del recurso extraordinario

Jubilaciones. Cargos docentes. Docentes interinos. Denegatoria del recurso. 

La Corte ha reconocido de modo reiterado, la amplitud de facultades del legislador para organizar los regímenes jubilatorios y establecer las condiciones con sujeción a las cuales se concederán los beneficios derivados de aquellos. Asimismo, es también constante su doctrina respecto de que la garantía de la igualdad no obsta a que el legislador contemple en forma distinta situaciones que considera diferentes, con tal que la discriminación no sea arbitraria ni importe ilegitima persecución o indebido privilegio de personas o grupos de personas, aunque su fundamento sea opinable. 

Sobre la base de tales principios, la intención del quejoso de invocar la eventual inconstitucionalidad de la ley 23.378 si no se la interpreta como que incluye también a los cargos interinos carece de entidad, toda vez que se trata, respecto de la materia en juego, de situaciones diferentes frente a las que el requisito de estabilidad, a su vez, se torna, razonable, desde que el que afianza la suposición de que el beneficiario, de no haber interferido de los hechos de fuerza a los que la ley alude, habría normalmente acumulado esos años en su régimen jubilatorio, extremo que, en cambio no se daría con relación a los cargos interinos, los que fatalmente deberían caducar en las fechas previstas. 

Por lo demás, procede poner de relieve que el recurrente tampoco ha intentado demostrar en el sub lite que su cargo hubiese continuado siendo ejercido por él interinamente, durante el lapso que contempla el texto legal, de no haber medido las circunstancias de fuerza a las que el mismo texto se refiere.

No resulta ocioso, por fin, recordar otro de los reiterados asertos de la Corte en esta materia, esto es, que si bien es plausible la intención de mitigar el rigorismo de la ley cuando lo consienta una razonable interpretación del derecho aplicable, no cabe decir lo mismo cuando tal propósito sólo puede cumplirse al precio de apartarse del texto claro y terminante de la norma.

 

Kunel, Carlos Miguel c/ Caja Nacional de Previsión para el Personal del Estado y Servicios Públicos

K. 20, XXVI, 16 de abril de 1996

Ver dictamen

Haber jubilatorio. Determinación del haber jubilatorio. Sentencia arbitraria. Cuestiones de hecho y prueba. Procedencia del recurso. Confirmación de sentencia. 

El remedio federal no puede prosperar, no sólo en cuanto está expuesta de manera muy escueta, sino también, en tanto los agravios que la integran se vinculan con la apreciación de cuestiones de hecho y con la aplicación de normas de derecho público local, temas ajenos a esta instancia, y que el sentenciador juzgue sin que haya incurrido en excesos invalidantes que permitan descalificar la sentencia como acto judicial. 

El recurso, en cambio, es procedente formalmente, toda vez que la decisión definitiva del superior tribunal de la causa resulta favorable a la validez de la norma local impugnada por el recurrente bajo la pretensión de ser contraria a la Constitución Nacional, aunque con relación al fondo del asunto, el criterio de los jueces debe confirmarse. 

Ello así, habida cuenta de que, en el caso se trata de un beneficio establecido en una ley de privilegio, al que se pudo acceder a través de una similar de excepción que permitía reconocer y computar servicios por los que no se hicieran aportes oportunamente y que, además, otorgaba facilidades para cumplir con esa obligación, es decir, normas ambas generadoras de situaciones extrañas frente a la generalidad, razón por la cual la reducción operada en el haber de quien accedió a un beneficio en tales excepcionales circunstancias no aparece como significativa para decretar la invalidez de la norma que la motivó.

En causas en que se debatían hechos similares, la Corte sentó como jurisprudencia, que si bien los jueces debían privilegiar el carácter sustitutivo del haber de pasividad, al resolver tales cuestiones debían igualmente ponderar las posibilidades financieras del sistema. 

El sentenciador, sin desconocer la doctrina referida al carácter sustitutivo del haber de pasividad, ante la circunstancia de que eran mínimos los aportes que el titular había efectuado en oportunidad del cobro de sus sueldos, faltando en consecuencia su contribución a los recursos destinados al pago de las prestaciones deferidas por la Caja otorgante, creyó, en definitiva, que debía privilegiar el pedido de cautela que también le encareció tener en cuenta la Corte al decidir casos de esta índole, a fin de que los organismos previsionales puedan preservar el sostenimiento del sistema.

Tal solución es la más adecuada en pos de cumplir el mandato constitucional que establece que "El Estado otorgará los beneficios de la Seguridad Social", en tanto actúa otro mandato cardinal en la materia cual es, el que determina que es el aporte efectuado en la oportunidad del cobro de haberes el que hace nacer el derecho a las prestaciones que se ponen a cargo de la Caja para la época en que quien lo hizo pase a revistar en pasividad, situación esta última que nunca ha dejado de tener en cuenta el legislador, como lo demuestran, entre otros, los artículos 9°, de la ley 11.923; 26 del decreto 55.211 que la reglamentaba; 25 de la 18.037 y 16 de la 18.038, y que se vincula con el equilibrio económico financiero de todo el sistema de tal tipo.

Mirabile, Mario c/ Provincia de Mendoza s/ Acción de inconstitucionalidad

M. 230, XXVIII, 12 de junio de 1996

Ver dictamen

Igualdad ante la ley. Beneficios previsionales. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa S. 285, L. XXV, “Saraceno, Alfredo c/ Caja Nacional de Previsional para el Personal del Estado y Servicios Públicos”.

Como lo puso de resalto la Corte, la fijación de límites temporales para el nacimiento o la extinción de tal tipo de derechos es un recurso perfectamente legítimo, y que también es doctrina de la Corte, que la extinción de los derechos que otorgan las normas jurídicas, no vulnera la garantía constitucional que consagra la igualdad ante la ley, la cual no se ve tampoco afectada a raíz de las modificaciones de las leyes por otras posteriores, jurisprudencia que fue aplicada en casos análogos al presente.  

Toda vez que no es admisible la pretensión de que se descalifique desde el punto de vista constitucional a una solución legislativa, sobre la sola base del desacuerdo con su mérito o acierto, corresponde rechazar la impugnación a la validez constitucional del artículo 2º, de la ley 23.278.

López, Lucía Jacoba c/ Caja Nacional de Previsión para el Personal del Estado y Servicios Públicos

L. 595, XXIX, 15 de agosto de 1996

Ver dictamen

Pensiones. Igualdad ante la ley. Parentesco. Interpretación y aplicación de la ley. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 

Tal como ha establecido la Corte no resulta vulnerada la garantía de la igualdad porque el legislador trate de modo diferente situaciones que considera diversas, siempre que el distingo no importe una discriminación arbitraria ni traduzca una ilegitima persecución o un indebido privilegio de personas o grupos de personas, aunque su fundamento sea opinable. 

La referida diferencia que efectúa el ordenamiento legal vigente no aparece como irrazonable, pues guarda relación con el parentesco más cercano que asiste a aquellos a quienes reconoce el derecho, respecto de otros familiares, que, si bien pueden encontrase en estado de necesidad económica, están en un orden familiar sucesivo más lejano. Dicho criterio no se vincula con el principio de solidaridad familiar, ínsito en cuestiones de naturaleza alimentaria, pero limitado a los grados parentales que determina la ley. 

No es posible admitir la tesitura que expone la actora sin trasponer límites de razonabilidad a los que deben los jueces en la tarea de determinar los alcances de las expresiones lingüísticas contenidas en la ley, desde que su delicada tarea se ciñe en la interpretación y aplicación de los alcances de las leyes y no consiste en crear contenidos normativos no previstos por el legislador.

Passano, Ángela Esther c/ Caja Nacional de Previsión de la Industria, Comercio y Actividades Civiles

P. 822, XXIX, 05 de agosto de 1996

Ver dictamen

Recurso extraordinario

Aportes previsionales. 

No queda sino aceptar la razonabilidad de la postura del organismo nacional de intimar a la Asociación actora el pago de los tributos de marras, y así señalar que es este quien debe percibir las sumas que por tal concepto se consignaron y que corresponden al lapso que va desde la fecha del primer deposito hasta el mes de agosto de 1990. Las restantes, según lo establece claramente el tercer párrafo del artículo 20 bis de la ley 13.047, deben, en cambio, acreditarse a favor del organismo previsional local.

Asociación Colegio Ward c/ Provincia de Buenos Aires y otro s/ Consignación de aportes previsionales

A. 685, XXII, 10 de julio de 1996

Ver dictamen

Confirmación de sentencia. 

Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa B. 789, L. XXI, “Barry, María Elena s/ Reajuste jubilatorio”.

Luini de Fazzini, Luisa Rina c/ INPS - Caja Nacional de Previsión de la Industria, Comercial y Actividades Civiles s/ Otros

L. 161, XXXII, 10 de julio de 1996

Ver dictamen
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